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AG/DEC. 63 (XL-O/10)
DECLARACIÓN DE LIMA:
PAZ, SEGURIDAD Y COOPERACIÓN EN LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LOS MINISTROS Y MINISTRAS DE RELACIONES EXTERIORES Y JEFAS Y JEFES DE DELEGACIÓN DE LOS ESTADOS MIEMBROS DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS (OEA), reunidos en Lima, Perú, en ocasión del cuadragésimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General,
CONFIRMANDO el respeto por los principios consagrados en la Carta de las Naciones Unidas y en la Carta de la Organización de los Estados Americanos y comprometidos con su más estricto cumplimiento, así como el de los demás instrumentos regionales y subregionales que reafirman nuestro compromiso con la paz y nuestra aspiración a brindar seguridad a nuestros pueblos;
REAFIRMANDO la importancia de los instrumentos jurídicos del sistema de las Naciones Unidas y del sistema interamericano sobre paz, seguridad y cooperación; 

REAFIRMANDO ASIMISMO que el artículo 2 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece que los propósitos esenciales de la Organización son: a) Afianzar la paz y la seguridad del Continente; b) Promover y consolidar la democracia representativa dentro del respeto al principio de no intervención; c) Prevenir las posibles causas de dificultades y asegurar la solución pacífica de controversias que surjan entre los Estados Miembros; d) Organizar la acción solidaria de estos en caso de agresión; e) Procurar la solución de los problemas políticos, jurídicos y económicos que se susciten entre ellos; f) Promover, por medio de la acción cooperativa, su desarrollo económico, social y cultural; g) Erradicar la pobreza crítica, que constituye un obstáculo al pleno desarrollo democrático de los pueblos del Hemisferio, y h) Alcanzar una efectiva limitación de armamentos convencionales que permita dedicar el mayor número de recursos al desarrollo económico y social de los Estados Miembros; 

REAFIRMANDO DE IGUAL MANERA que el artículo 19 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece que ningún Estado o grupo de Estados tiene derecho de intervenir, directa o indirectamente, y sea cual fuere el motivo, en los asuntos internos o externos de cualquier otro. El principio anterior excluye no solamente la fuerza armada, sino también cualquier otra forma de injerencia o de tendencia atentatoria de la personalidad del Estado, de los elementos políticos, económicos y culturales que lo constituyen;

REAFIRMANDO la Carta Democrática Interamericana y los principios en ella contenidos;

REAFIRMANDO que el carácter participativo de la democracia en nuestros países en los diferentes ámbitos de la actividad pública contribuye a la consolidación de los valores democráticos y a la libertad y a la solidaridad en el Hemisferio;
REAFIRMANDO TAMBIÉN que la democracia constituye un derecho y un valor compartido fundamental que contribuye a la estabilidad, la paz y el desarrollo de los Estados del Hemisferio y su plena vigencia es esencial para la consolidación del Estado de derecho y el desarrollo político, económico y social de los pueblos;
REAFIRMANDO DE IGUAL MANERA que el artículo 3 e) de la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece que todo Estado tiene derecho a elegir, sin injerencias externas, su sistema político, económico y social, y a organizarse en la forma que más le convenga, y tiene el deber de no intervenir en los asuntos de otro Estado. Con sujeción a lo arriba dispuesto, los Estados americanos cooperarán ampliamente entre sí y con independencia de la naturaleza de sus sistemas políticos, económicos y sociales;

RECONOCIENDO el importante papel que juegan los organismos y mecanismos regionales y subregionales en la solución pacífica de controversias en el Hemisferio; 
RECONOCIENDO TAMBIÉN al Fondo de Paz de la OEA como una de las herramientas que contribuye a articular medidas de fomento de la confianza y acercamiento entre las partes en una controversia internacional; 
REITERANDO que, tal como se señala en la Declaración de Santiago, la Declaración de San Salvador y el Consenso de Miami, las medidas de fomento de la confianza y la seguridad incrementan la transparencia y el entendimiento entre los Estados del Hemisferio y fortalecen directamente la estabilidad regional;
REAFIRMANDO que cada Estado Miembro tiene el derecho soberano de identificar sus propias prioridades nacionales de seguridad y definir las estrategias, planes y acciones para hacer frente a las amenazas a su seguridad, conforme a su ordenamiento jurídico y con el pleno respeto del derecho internacional y las normas y principios de la Carta de la Organización de los Estados Americanos y la Organización de las Naciones Unidas;
REAFIRMANDO TAMBIÉN que en el marco de la paz, la cooperación y la estabilidad alcanzados en el Hemisferio, cada Estado americano es libre para determinar sus propios instrumentos para la defensa, incluidos la misión, el personal y las fuerzas armadas y de seguridad pública necesaria para garantizar su soberanía, así como adherirse a los instrumentos jurídicos correspondientes en el marco de la Carta de las Naciones Unidas y la Carta de la Organización de los Estados Americanos;

RECONOCIENDO que el control de armamentos, el desarme y la no proliferación son fundamentales para el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales; 
REFRENDANDO el compromiso de continuar realizando esfuerzos para limitar los gastos militares, manteniendo una capacidad que corresponda a nuestras legítimas necesidades de defensa y seguridad y promoviendo la transparencia en la adquisición de armamentos; 
RECONOCIENDO las contribuciones y recursos de los Estados Miembros en operaciones de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz; 

TENIENDO EN CUENTA el importante papel que desempeñan las fuerzas armadas y de seguridad pública en operaciones de mantenimiento de la paz en el marco de las Naciones Unidas;
TENIENDO TAMBIÉN EN CUENTA el importante papel que desempeñan las fuerzas armadas y de seguridad pública y las agencias de protección y defensa civil como parte de una respuesta integral en casos de desastres naturales;

RECONOCIENDO que la Declaración sobre Seguridad en las Américas establece que la concepción de seguridad en el Hemisferio es de alcance multidimensional, incluye las amenazas tradicionales y las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad de los Estados del Hemisferio, incorpora las prioridades de cada Estado, contribuye a la consolidación de la paz, al desarrollo integral y a la justicia social, y se basa en valores democráticos, el respeto, la promoción y defensa de los derechos humanos, la solidaridad, la cooperación y el respeto a la soberanía nacional; 
CONSCIENTES de que las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad hemisférica son problemas intersectoriales que requieren respuestas de aspectos múltiples por parte de distintas organizaciones nacionales y, en algunos casos, asociaciones entre los gobiernos, el sector privado y la sociedad civil, todas actuando de forma apropiada conforme a las normas y principios democráticos y las normas constitucionales de cada Estado; 
CONSCIENTES TAMBIÉN de que muchas de las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad de los Estados Miembros son de naturaleza transnacional y pueden requerir una cooperación hemisférica, respetando las normas y principios del derecho internacional, entre ellos el respeto a la soberanía e independencia de los Estados, la no injerencia en los asuntos internos, la abstención del uso y de la amenaza del uso de la fuerza en contra de la soberanía e integridad territorial de cualquier Estado;
RECONOCIENDO que la paz, la seguridad, la democracia, los derechos humanos, el desarrollo y la cooperación, son pilares del sistema interamericano, los cuales están vinculados entre sí y se refuerzan unos a otros; 
AFIRMANDO que las soluciones ante los desafíos que enfrentan nuestros pueblos tienen una íntima interdependencia con nuestros esfuerzos para promover el desarrollo sostenible y la inclusión social; construir instituciones democráticas más sólidas; fortalecer la gobernabilidad en nuestras democracias; preservar el Estado de derecho y asegurar el acceso a la justicia para todas las personas; proteger y promover los derechos humanos y las libertades fundamentales y lograr mayor participación ciudadana y comunitaria;
DESTACANDO que las condiciones de la seguridad humana mejoran mediante el pleno respeto de la dignidad, los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas, así como mediante la promoción del desarrollo económico y social, la inclusión social, la educación y la lucha contra la pobreza, las enfermedades y el hambre; 

TENIENDO EN CUENTA que el desarrollo económico y social, especialmente el desafío de reducir la pobreza en nuestras sociedades, en particular la pobreza extrema, constituye parte esencial de la promoción y consolidación de la democracia, lo que demanda otorgar la adecuada prioridad en la asignación de nuestros recursos a los esfuerzos para este desarrollo; 

RECORDANDO que la discriminación, la pobreza, la inequidad y la exclusión social en el Hemisferio son factores que incrementan la vulnerabilidad de las personas, especialmente de niñas y niños;

REAFIRMANDO la necesidad de incorporar la perspectiva de género en las iniciativas de paz, seguridad y cooperación;

PREOCUPADOS porque además de la violencia interpersonal y los delitos comunes, muchos países enfrentan algunas de las siguientes amenazas: la delincuencia organizada transnacional, el tráfico ilícito de armas, la trata de personas, el tráfico ilícito de migrantes, el problema mundial de las drogas, el lavado de dinero, la corrupción, el terrorismo, el secuestro, las pandillas delictivas y los delitos cibernéticos; 
TENIENDO EN CUENTA el apoyo expresado por la Asamblea General de las Naciones Unidas y el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas a las medidas bilaterales y multilaterales adoptadas por los gobiernos a fin de reducir los gastos militares cuando proceda; y
CONSCIENTES de la importancia de fomentar condiciones que permitan limitar el uso para fines militares de recursos que podrían destinarse al desarrollo,

DECLARAN:

1. Su compromiso con la paz, la seguridad y la cooperación para hacer frente a las amenazas tradicionales y las nuevas amenazas que afectan a la región. 

2.
Su compromiso de profundizar la cooperación interamericana para el desarrollo integral y, en ese contexto, fortalecer los mecanismos y acciones de cooperación para enfrentar con urgencia la pobreza extrema, la inequidad y la exclusión social. 

3.
Su compromiso con el respeto al derecho internacional y su convicción en la solución pacífica de las controversias.

4.
La obligación de los Estados Miembros de que, en sus relaciones internacionales, no recurrirán al uso de la fuerza, salvo en casos de legítima defensa, de conformidad con los tratados vigentes o en cumplimiento de dichos tratados.

5. La importancia de continuar promoviendo en el Hemisferio un ambiente propicio para el control de armamentos, la limitación de armas convencionales y la no proliferación de armas de destrucción en masa, que permita que cada Estado Miembro pueda dedicar un mayor número de recursos a su desarrollo económico y social, teniendo en cuenta el cumplimiento de los compromisos internacionales, así como sus legítimas necesidades de defensa y seguridad. 
6.
Su compromiso de que la Organización de los Estados Americanos (OEA) continúe contribuyendo a la superación de situaciones de tensión y a la solución de crisis, con pleno respeto a la soberanía de los Estados y a los principios de la Carta de la Organización de los Estados Americanos-; y que continúe apoyando los esfuerzos, acuerdos y mecanismos bilaterales, subregionales, regionales e internacionales para prevenir conflictos y solucionar pacíficamente las controversias. 


7.
Su compromiso de continuar implementando medidas de fomento de la confianza y la seguridad identificadas en la Declaración de Santiago, la Declaración de San Salvador y el Consenso de Miami.

8.
Su firme compromiso de promover la transparencia en la adquisición de armamentos, atendiendo las resoluciones pertinentes de la Organización de las Naciones Unidas y la OEA sobre la materia e invitar a los Estados que aún no lo hayan hecho, a que consideren suscribir o ratificar, según sea el caso, la Convención Interamericana sobre Transparencia en las Adquisiciones de Armas Convencionales (CITAAC). 

9.
Su invitación a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho, a que den pronta consideración a la ratificación o adhesión, según sea el caso, de la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Trafico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA).


10.
La importancia de que se continúe avanzando en los esfuerzos bilaterales, subregionales y regionales tendientes a la cooperación en materia de seguridad y a la implementación de los convenios, declaraciones y entendimientos que se han adoptado en el curso de los años en temas de paz, estabilidad, confianza y seguridad. 

11. Su compromiso de fortalecer la cooperación para prevenir y enfrentar de manera integral y con pleno respeto al derecho internacional y al derecho internacional de los derechos humanos, las amenazas que afectan la seguridad de sus pueblos, incluyendo la pobreza extrema, la exclusión social, los efectos de los desastres naturales, la delincuencia organizada transnacional, el tráfico ilícito de armas, la trata de personas, el tráfico ilícito de migrantes, el problema mundial de las drogas, el lavado de dinero, la corrupción, el terrorismo, el secuestro, las pandillas delictivas y los delitos cibernéticos. 
12.
Su compromiso de continuar fomentando una cultura de paz y promoviendo la educación para la paz en los países de la región, reafirmando nuestra meta de seguir destinando mayores recursos al bienestar de nuestros pueblos.
AG/DEC. 64 (XL-O/10)
SOLIDARIDAD CON GUATEMALA, EL SALVADOR Y HONDURAS
CON MOTIVO DE LOS RECIENTES DESASTRES NATURALES

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)


LA ASAMBLEA GENERAL,

CONSTERNADA por las consecuencias de las inundaciones causadas por las lluvias intensas de la tormenta tropical Agatha, así como por la erupción del volcán Pacaya en Guatemala, que llevaron a que el Gobierno de Guatemala declarara un estado de calamidad pública y a que las Repúblicas de El Salvador y Honduras decretaran el estado de emergencia nacional; y
VISTO que estos nuevos desastres naturales tienen efectos altamente perjudiciales y constituyen obstáculos al desarrollo de los países afectados,
EXPRESA sus condolencias a Guatemala, El Salvador y Honduras por la pérdida de vidas humanas, los damnificados y la destrucción provocada por la tormenta tropical Agatha.

LLAMA a la comunidad internacional a que, en coordinación con los países afectados, preste el apoyo solidario que pueda ser requerido por esos países hermanos.

AG/DEC. 65 (XL-O/10)
DECLARACIÓN SOBRE LA CUESTIÓN
DE LAS ISLAS MALVINAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

CONSIDERANDO que en reiteradas oportunidades ha declarado que la Cuestión de las Islas Malvinas constituye un tema de permanente interés hemisférico;

RECORDANDO su resolución AG/RES. 928 (XVIII-O/88), aprobada por consenso el 19 de noviembre de 1988, que pide a los Gobiernos de la República Argentina y del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte que reanuden las negociaciones a fin de encontrar, a la brevedad posible, una solución pacífica a la disputa de soberanía;

TENIENDO EN CUENTA que en su resolución AG/RES. 1049 (XX-O/90) manifestó su satisfacción por la reanudación de las relaciones diplomáticas entre ambos países;

RECONOCIENDO que la incorporación del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte a la Organización de los Estados Americanos en calidad de Observador Permanente, mediante la resolución CP/RES. 655 (1041/95), refleja principios y valores compartidos entre ese país y los Estados Miembros de la Organización que permiten un mayor entendimiento mutuo;

CONSTATANDO con beneplácito que los Gobiernos de la República Argentina y del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte mantienen importantes vínculos comerciales, culturales y políticos, comparten valores comunes y desarrollan además una estrecha cooperación tanto bilateral como en los foros internacionales;

TENIENDO EN CUENTA que, a pesar de dichos vínculos y valores comunes, no ha sido posible aún reanudar las negociaciones tendientes a resolver la disputa de soberanía entre los dos países sobre las Islas Malvinas, Georgias del Sur y Sandwich del Sur y los espacios marítimos circundantes en el marco de las resoluciones 2065 (XX), 3160 (XXVIII), 31/49, 37/9, 38/12, 39/6, 40/21, 41/40, 42/19 y 43/25 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, las decisiones adoptadas por el mismo órgano sobre el mismo tema originadas en el Comité Especial sobre Descolonización, y las reiteradas resoluciones y declaraciones aprobadas en esta Asamblea General; y

HABIENDO ESCUCHADO la exposición del Jefe de la Delegación de la República Argentina,

EXPRESA su satisfacción por la reafirmación de la voluntad del Gobierno argentino de continuar explorando todas las vías posibles para la solución pacífica de la controversia y por su actitud constructiva en favor de los habitantes de las Islas Malvinas.

REAFIRMA la necesidad de que los Gobiernos de la República Argentina y del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte reanuden, cuanto antes, las negociaciones sobre la disputa de soberanía, con el objeto de encontrar una solución pacífica a esta prolongada controversia.

DECIDE continuar examinando la Cuestión de las Islas Malvinas en los sucesivos períodos de sesiones de la Asamblea General, hasta su solución definitiva.

AG/RES. 2531 (XL-O/10)
RESOLUCIÓN SOBRE LA SITUACIÓN EN HONDURAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL, 

CONSIDERANDO:

Que la situación en Honduras es de interés de todos los Estados Miembros; y
Que es necesario que los Estados Miembros cuenten con mayor información sobre el actual estado del proceso político hondureño,

RESUELVE:

1. Conformar una Comisión de Alto Nivel cuyos miembros serán designados por el Secretario General, para que analice la evolución de la situación a que se refiere la resolución AG/RES. 1 (XXXVII-E/09).

2. La Comisión de Alto Nivel presentará, a más tardar el 30 de julio de 2010, sus recomendaciones a la Asamblea General.

AG/RES. 2532 (XL-O/10)
SEGUIMIENTO DE LA CONFERENCIA ESPECIAL SOBRE SEGURIDAD

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTOS:

El Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.5111/10 add. 1), en particular la sección que se refiere a los asuntos asignados a la Comisión de Seguridad Hemisférica; y

Las resoluciones de la Asamblea General AG/RES. 1998 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2117 (XXXV-O/05), AG/RES. 2185 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2274 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2357 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2443 (XXXIX-O/09), “Seguimiento de la Conferencia Especial sobre Seguridad”; 

RECORDANDO que la Declaración sobre Seguridad en las Américas (DSA), aprobada durante la Conferencia Especial sobre Seguridad celebrada en la Ciudad de México en 2003, establece que “nuestra nueva concepción de la seguridad en el Hemisferio es de alcance multidimensional, incluye las amenazas tradicionales y las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad de los Estados del Hemisferio, incorpora las prioridades de cada Estado, contribuye a la consolidación de la paz, al desarrollo integral y a la justicia social, y se basa en valores democráticos, el respeto, la promoción y defensa de los derechos humanos, la solidaridad, la cooperación y el respeto a la soberanía nacional”; 

REAFIRMANDO el compromiso de revitalizar y fortalecer los órganos, instituciones y mecanismos del sistema interamericano relacionados con los diversos aspectos de la seguridad en el Hemisferio, para lograr una mayor coordinación y cooperación entre ellos, en el ámbito de sus competencias, a fin de mejorar la capacidad de los Estados americanos para enfrentar las amenazas tradicionales, así como las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad en el Hemisferio;

ACOGIENDO CON SATISFACCIÓN: 

La Conmemoración del quinto aniversario de la Declaración sobre Seguridad en las Américas, celebrada en Washington, D. C., el 19 de febrero de 2009; y
La sesión de la Comisión de Seguridad Hemisférica celebrada en Washington, D. C., el 4 de febrero de 2010, en la que se analizaron los avances en la implementación de la Declaración por parte de los Estados Miembros y de los órganos, organismos, entidades y mecanismos de la Organización de los Estados Americanos, y se examinaron los resultados de la conmemoración del quinto aniversario de la Declaración; y 
TOMANDO NOTA CON SATISFACCIÓN de la presentación de informes voluntarios sobre la implementación de la DSA por parte de Canadá, Colombia, Chile, Estados Unidos, México, Paraguay y Perú, 

RESUELVE:

1. Instar a todos los Estados Miembros a que sigan implementando la Declaración sobre Seguridad en las Américas (DSA) con miras a consolidar la paz, la estabilidad y la seguridad en el Hemisferio.

2. Reiterar a la Secretaría de Seguridad Multidimensional que proponga, dentro de sus recursos existentes, a la Comisión de Seguridad Hemisférica (CSH) una metodología con criterios orientadores para facilitar la preparación y presentación de informes voluntarios de los Estados Miembros sobre las medidas y acciones relacionadas con la implementación de la Declaración. 

3. Mantener el tema “Seguimiento a la Conferencia Especial sobre Seguridad” dentro de la agenda de la CSH a fin de continuar el análisis de los avances en la implementación de la DSA por parte de los Estados Miembros y de los órganos, organismos, entidades y mecanismos de la Organización de los Estados Americanos. 

4. Que la ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

5. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución.

AG/RES. 2533 (XL-O/10)
DESARME Y NO PROLIFERACIÓN EN EL HEMISFERIO

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.5111/10 add. 1), en particular la sección que se refiere a la Comisión de Seguridad Hemisférica;

RECORDANDO sus resoluciones AG/RES. 2007 (XXXIV- O/04), AG/RES. 2109 (XXXV-O/05), AG/RES. 2260 (XXXVII-O/07) y AG/RES. 2360 (XXXVIII-O/08), “La educación para el desarme y la no proliferación”, y AG/RES. 1747 (XXX-O/00), AG/RES. 1791 (XXXI-O/01), AG/RES. 1876 (XXXII-O/02), AG/RES. 1938 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2008 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2111 (XXXV-O/05), AG/RES. 2186 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2273 (XXXVII-O/07) y AG/RES. 2359 (XXXVIII-O/08), “Apoyo interamericano al Tratado de Prohibición Completa de los Ensayos Nucleares”; 

REITERANDO que el cese de las explosiones de ensayo de armas nucleares o de cualesquiera otras explosiones nucleares constituye una medida efectiva de desarme y no proliferación nucleares, y estando convencida de que se trata de un paso importante en el proceso sistemático destinado a conseguir el desarme nuclear; 

AFIRMANDO que el Tratado de Prohibición Completa de los Ensayos Nucleares (TPCEN) forma parte de la piedra angular del régimen de no proliferación nuclear;

ALENTADA porque el TPCEN ha sido firmado por treinta y dos Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) y ratificado por veintinueve de ellos y, en particular, que ya lo han hecho siete de los ocho cuya ratificación es necesaria para la entrada en vigor del Tratado;

ACOGIENDO CON BENEPLÁCITO el compromiso hecho por el Presidente de Estados Unidos, Barack Obama, en su discurso pronunciado en Praga, el 5 de abril de 2009, para solicitar la asesoría y consentimiento del Senado de Estados Unidos a fin de ratificar el TPCEN y el renovado compromiso y apoyo a las actividades de la Comisión Preparatoria del Tratado de Prohibición Completa de los Ensayos Nucleares por parte de Estados Unidos; 
TENIENDO PRESENTE la valiosa contribución del TPCEN a la consolidación y el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales;

TENIENDO PRESENTE ASIMISMO la determinación de la comunidad internacional de promover y adoptar medidas concretas para fomentar una cultura de paz y no violencia en todos los países del mundo y la significativa contribución que puede hacer la educación para el desarme y la no proliferación en la adopción de esas medidas; 
RECORDANDO que en la Declaración sobre Seguridad en las Américas los Estados del Hemisferio enfatizaron su compromiso con el control de armamentos, el desarme y la no proliferación de todas las armas de destrucción en masa; 

TENIENDO EN CUENTA las recomendaciones del estudio de las Naciones Unidas sobre la educación para el desarme y la no proliferación, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante la resolución 57/60 en diciembre de 2002, especialmente las dirigidas a las organizaciones regionales; y
TOMANDO NOTA de los resultados de la sesión de la Comisión de Seguridad Hemisférica celebrada el 28 de enero de 2010 en la que se abordaron los temas de “Educación para el desarme y la no proliferación” y “Apoyo interamericano al Tratado de Prohibición Completa de los Ensayos Nucleares”,

RESUELVE:

1. Instar a los Estados a que consideren firmar o ratificar el Tratado de Prohibición Completa de los Ensayos Nucleares (TPCEN) lo antes posible; en especial a aquellos Estados incluidos en el Anexo 2 del Tratado a fin de permitir su entrada en vigor en el plazo más breve. 

2. Acoger con beneplácito que San Vicente y las Granadinas haya ratificado el TPCEN, y que Trinidad y Tobago lo haya adherido, como pasos importantes hacia su pronta entrada en vigor.

3. Invitar a todos los Estados Miembros, particularmente a los que tienen instalaciones del Sistema Internacional de Vigilancia, a que apoyen y contribuyan con la puesta en funcionamiento del régimen de verificación del TPCEN para el momento en que éste entre en vigor.

4. Exhortar a los Estados del Hemisferio a que, aun antes de que el TPCEN entre en vigor, se abstengan de actuar contrariamente al espíritu de las obligaciones previstas en el mismo y mantengan, en particular, la moratoria de realizar todo tipo de ensayos nucleares, conforme a los compromisos asumidos durante la Conferencia de las Partes encargada del examen del Tratado sobre la no Proliferación de las Armas Nucleares realizada en 2000.

5. Reiterar a los Estados Miembros que consideren las recomendaciones del estudio de las Naciones Unidas sobre la educación para el desarme y la no proliferación a efectos de fortalecer la educación y la capacitación para el desarme y la no proliferación. 

6. Invitar a la Junta Interamericana de Defensa para que a través del Colegio Interamericano de Defensa, y de conformidad con su estatuto: 

a) Organice un “Seminario sobre desarme y no proliferación” dirigido a sus alumnos y a la Comisión de Seguridad Hemisférica (CSH). 

b) Examine, recopile y haga públicos y fácilmente accesibles los programas de estudio y los programas sobre desarme y no proliferación que los Estados u organismos internacionales hayan elaborado para los sistemas de enseñanza escolar y cursos universitarios. 

7. Solicitar a la Secretaría General que incluya en el portal de Internet de la CSH un vínculo a los recursos electrónicos de la Organización de las Naciones Unidas sobre educación para el desarme y la no proliferación. 

8. Instar a la Secretaría de Seguridad Multidimensional a que continúe promoviendo una mayor sinergia de las labores que realiza con las Naciones Unidas, particularmente con la Oficina para Asuntos de Desarme, y con otros organismos especializados en el tema a fin de identificar propuestas de acción por parte de la Organización de los Estados Americanos para promover la educación para el desarme y la no proliferación. 

9. Incluir el tema “Desarme y no proliferación en el Hemisferio” en el calendario de actividades del período 2011-2012 de la CSH. 

10. Que la ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

11. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General en su cuadragésimo primer y cuadragésimo segundo períodos ordinarios de sesiones sobre la implementación de la presente resolución.

12. Solicitar al Secretario General que transmita la presente resolución al Secretario General de las Naciones Unidas, a la Secretaria General del Organismo para la Proscripción de las Armas Nucleares en la América Latina y el Caribe, así como al Secretario Ejecutivo de la Comisión Preparatoria de la Organización del Tratado de Prohibición Completa de los Ensayos Nucleares.
AG/RES. 2534 (XL-O/10)
APOYO A LA IMPLEMENTACIÓN A NIVEL HEMISFÉRICO DE LA RESOLUCIÓN 1540 
(2004) DEL CONSEJO DE SEGURIDAD DE LAS NACIONES UNIDAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO los compromisos asumidos en las resoluciones AG/RES. 2107 (XXXV-O/05) y AG/RES. 2358 (XXXVIII-O/08), en las cuales se insta a los Estados Miembros a que cumplan las obligaciones que les impone la resolución 1540 (2004) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas de adoptar y aplicar, sin demora, medidas efectivas para establecer controles internos encaminados a prevenir la proliferación de armas nucleares, químicas o biológicas y de sus sistemas vectores, e insta a los Estados Miembros en condiciones de hacerlo a que ofrezcan la asistencia que corresponda para responder a pedidos específicos; 

REAFIRMANDO las normas y principios del derecho internacional consagrados en la Carta de las Naciones Unidas y la Carta de la Organización de los Estados Americanos, entre otros instrumentos;

TENIENDO PRESENTE las resoluciones 1673 (2006) y 1810 (2008) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas y el informe del Comité establecido en virtud de la resolución 1540 (2004) del Consejo de Seguridad (Comité 1540), de abril de 2006, en el cual, entre otros aspectos, se invitó a los Estados a suministrar información sobre el proceso de aplicación en curso de la resolución 1540 (2004), incluyendo la planificación de las medidas pendientes a fin de lograr la plena aplicación de dicha resolución;

RECONOCIENDO el intercambio de puntos de vista que tuvo lugar durante la sesión de la Comisión de Seguridad Hemisférica (CSH) dedicada al apoyo a la implementación en el ámbito hemisférico de la resolución 1540 (2004) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, celebrada el 18 de febrero de 2010, en cumplimiento del mandato contenido en la resolución AG/RES. 2358 (XXXVIII-O/08); 

REAFIRMANDO el compromiso de los Estados Miembros con el control de armamentos, el desarme y la no proliferación de todas las armas de destrucción en masa, y con los principios y normas del Tratado sobre la No Proliferación de las Armas Nucleares (TNP), la Convención sobre la Prohibición del Desarrollo, la Producción, el Almacenamiento y el Empleo de Armas Químicas y sobre su Destrucción (Convención sobre Armas Químicas), la Convención sobre la Prohibición del Desarrollo, la Producción y el Almacenamiento de Armas Bacteriológicas (Biológicas) y Toxínicas y sobre su Destrucción (Convención sobre Armas Biológicas) y el Protocolo de Ginebra de 1925 a la Convención de La Haya de 1907; 


TOMANDO NOTA de los resultados del reciente examen amplio del estado de la aplicación de la resolución 1540 (2004) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, en la que se reitera la importancia de que las organizaciones regionales e internacionales apoyen la plena implementación de la resolución 1540 (2004) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas;

RECONOCIENDO la importancia de hacer un llamamiento a los Estados Miembros a trabajar mancomunadamente en la concreción de esfuerzos orientados al logro de los objetivos de la no proliferación y el desarme, que conduzcan a la eliminación de todas las categorías de armas de destrucción en masa para que éstas no sean adquiridas por agentes no estatales y como garantía para el fortalecimiento de la paz y la seguridad internacionales; 

REAFIRMANDO la necesidad de que todos los Estados Miembros cumplan sus obligaciones con relación al control de armamentos y el desarme, y eviten la proliferación en todos sus aspectos de todas las armas de destrucción en masa; 

TOMANDO NOTA de que la mencionada sesión de la CSH constató una vez más el papel que las organizaciones regionales como la Organización de los Estados Americanos (OEA) pueden desempeñar en la promoción del intercambio de experiencias, la difusión de prácticas óptimas y la prestación de asistencia a los Estados para presentar más y mejores informes a fin de cumplir con la resolución 1540 (2004); 

RECORDANDO que la Declaración de la Presidencia del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas del 23 de febrero de 2007 expresa que el Consejo de Seguridad es consciente de la necesidad de seguir examinando con las organizaciones internacionales, regionales y subregionales la posibilidad de compartir la experiencia y las enseñanzas adquiridas en los ámbitos que abarca la resolución 1540 (2004), así como la disponibilidad de programas que pudieran facilitar el cumplimiento de dicha resolución; y

DESTACANDO la utilidad de continuar difundiendo la aplicación de la resolución 1540 (2004) mediante seminarios nacionales, subregionales, regionales e internacionales,

RESUELVE:

1.
Reiterar que, de acuerdo con lo establecido en la resolución 1540 (2004) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, todos los Estados deben abstenerse de suministrar cualquier tipo de apoyo a los agentes no estatales que traten de desarrollar, adquirir, fabricar, poseer, transportar, transferir o emplear armas nucleares, químicas o biológicas y de sus sistemas vectores, y que ninguna de las obligaciones enunciadas en dicha resolución se interpretará de modo que contradiga o modifique los derechos y las obligaciones de los Estados Parte en el Tratado sobre la No Proliferación de las Armas Nucleares (TNP), la Convención sobre la Prohibición del Desarrollo, la Producción, el Almacenamiento y el Empleo de Armas Químicas y sobre su Destrucción (Convención sobre Armas Químicas) y la Convención sobre la Prohibición del Desarrollo, la Producción y el Almacenamiento de Armas Bacteriológicas (Biológicas) y Toxínicas y sobre su Destrucción (Convención sobre Armas Biológicas) o que modifique las atribuciones del Organismo Internacional de Energía Atómica o la Organización para la Prohibición de las Armas Químicas.

2.
Exhortar a los Estados Miembros a que suministren información adicional al Comité 1540 sobre el proceso de aplicación en curso de la resolución 1540 (2004), incluyendo hojas de ruta o planes de acción, tal como lo recomienda el informe de dicho Comité, de abril de 2006.

3.
Invitar al Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE), en el ámbito de su competencia, a reforzar la cooperación entre el Comité 1540 y la Organización de los Estados Americanos.

4.
Mantener el tema de “Apoyo a la implementación a nivel hemisférico de la resolución 1540 (2004) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas” dentro de la agenda de la Comisión de Seguridad Hemisférica. 

5.
Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer y cuadragésimo segundo períodos ordinarios de sesiones, sobre la implementación de las actividades previstas en la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2535 (XL-O/10)
CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA FABRICACIÓN Y EL TRÁFICO ILÍCITOS 
DE ARMAS DE FUEGO, MUNICIONES, EXPLOSIVOS 
Y OTROS MATERIALES RELACIONADOS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,
VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.5111/10 add. 1), en particular la sección que se refiere a los asuntos asignados a la Comisión de Seguridad Hemisférica; 

DESTACANDO la importancia de la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA); 

REITERANDO la urgente necesidad de que todos los Estados Miembros tomen las medidas apropiadas para la plena implementación de la Convención y la importancia de promover y facilitar la cooperación y el intercambio de información y de experiencias entre todos los Estados en los ámbitos bilateral, regional e internacional con el fin de prevenir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados; 

REAFIRMANDO los principios de soberanía, no intervención e igualdad jurídica de los Estados; 

RECORDANDO la resolución AG/RES. 2460 (XXXIX-O/09) y las anteriores resoluciones de la Asamblea General relacionadas con la CIFTA, así como la Declaración de Bogotá sobre el Funcionamiento y Aplicación de la CIFTA y el Compromiso de Tlatelolco que coadyuva a la implementación de la CIFTA, adoptados durante la Primera y Segunda Conferencia de Estados Parte, respectivamente; 
TOMANDO NOTA CON SATISFACCIÓN:

Del Programa de Trabajo 2010-2011 del Comité Consultivo de la CIFTA, aprobado por dicho Comité en su décima primera reunión ordinaria; y


De los programas de destrucción de armas de fuego realizados por los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos- en el marco de la CIFTA, la Declaración de Bogotá y el Compromiso de Tlatelolco y el apoyo técnico de la Secretaría General en esta materia, 

RESUELVE:

1. Exhortar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que den pronta consideración a la ratificación o adhesión, según sea el caso, de la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA), así como a la adopción de las medidas que sean necesarias para su efectiva implementación. 

2. Adoptar la Legislación Modelo y Comentarios en relación con la Confiscación y el Decomiso de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados, la cual fue aprobada por el Comité Consultivo en su décima primera reunión ordinaria celebrada el 23 de abril de 2010.

3. Alentar a los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) a que implementen, cuando corresponda, la legislación modelo arriba indicada y a que soliciten, cuando corresponda, la asistencia de la Secretaría Técnica en la formulación y promulgación de dicha legislación.

4. Convocar para los días 14 y 15 de abril de 2011 en la sede de la OEA, la décima-segunda reunión ordinaria del Comité Consultivo de la CIFTA de conformidad con el Artículo XXI de la Convención, y respaldar asimismo las reuniones preparatorias que sean pertinentes.

5. Solicitar a la Secretaría General que continúe organizando, en el marco de la CIFTA, la Declaración de Bogotá y el Compromiso de Tlatelolco, talleres especializados y programas de capacitación en gestión de arsenales y armas en custodia y su destrucción; identificación, marcaje y rastreo de armas de fuego; fortalecimiento de controles de intermediarios, y fortalecimiento de controles fronterizos. 

6. Solicitar a la Secretaría General que actualice anualmente el documento “Resumen del cumplimiento de los países con la CIFTA: situación actual de las ratificaciones y legislación nacional en vigor sobre armas de fuego” (CIFTA/CEP-II/doc.5/08).

7. Incluir el tema “Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados” en el calendario de actividades del período 2010-2011 de la Comisión de Seguridad Hemisférica a fin de que el Comité Consultivo de la CIFTA continúe informando periódicamente sobre los desarrollos dados en cumplimiento de lo previsto en la Declaración de Bogotá y en el Compromiso de Tlatelolco.
8. Invitar a los Estados Miembros, Observadores Permanentes ante la OEA, a las organizaciones internacionales, regionales y subregionales y a la comunidad internacional a que consideren la posibilidad de aportar, de manera voluntaria, recursos financieros al fondo de la OEA establecido para armas de fuego o prestar asistencia técnica, humana y educativa para apoyar la plena implementación de la CIFTA, así como el fortalecimiento de su Secretaría Técnica.

9. Disponer que las reuniones del Comité Consultivo, incluyendo las reuniones realizadas en ese marco, se lleven a cabo de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos disponibles, y solicitar a la Secretaría General que brinde el apoyo administrativo y de secretaría técnica requeridos para estos efectos. 

10. Solicitar al Secretario General que presente un informe sobre el estado de firmas, adhesiones y ratificaciones de la Convención a la Asamblea General en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones.

11. Que la ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

12. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución.

AG/RES. 2536 (XL-O/10)
APOYO AL TRABAJO DEL COMITÉ INTERAMERICANO CONTRA EL TERRORISMO

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS las observaciones y recomendaciones del Consejo Permanente sobre los informes anuales de los órganos, organismos y entidades de la Organización de los Estados Americanos (OEA) (AG/doc.5111/10 add. 1), en particular en lo que se refiere al Informe Anual del Comité Interamericano contra el Terrorismo a la Asamblea General (CP/doc.4485/10);

REITERANDO los compromisos asumidos en las resoluciones AG/RES. 1650 (XXIX-O/99), “Cooperación hemisférica para prevenir, combatir y eliminar el terrorismo”, AG/RES. 1734 (XXX-O/00), “Observaciones y recomendaciones al Informe Anual del Comité Interamericano contra el Terrorismo”, AG/RES. 1789 (XXXI-O/01), AG/RES. 1877 (XXXII-O/02), AG/RES. 1964 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2051 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2137 (XXXV-O/05), AG/RES. 2170 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2272 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2396 (XXXVIII-08) y AG/RES. 2459 (XXXIX-O/09), “Apoyo al trabajo del Comité Interamericano contra el Terrorismo”;

REITERANDO TAMBIÉN:

Que tal como señala la Convención Interamericana contra el Terrorismo, el terrorismo en todas sus formas y manifestaciones, cualquiera sea su origen o motivación, no tiene justificación alguna, afecta el pleno goce y ejercicio de los derechos humanos y constituye una grave amenaza para la paz y la seguridad internacionales, las instituciones y los valores democráticos consagrados en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, la Carta Democrática Interamericana y otros instrumentos regionales e internacionales;

Que la amenaza del terrorismo se ve agravada cuando existen conexiones entre el terrorismo y el tráfico ilícito de drogas, el tráfico ilícito de armas, el lavado de activos y otras formas de delincuencia organizada transnacional, y que tales ilícitos pueden ser utilizados para apoyar y financiar actividades terroristas; 

REITERANDO ASIMISMO la importancia de que los Estados Miembros firmen, ratifiquen o se adhieran, según sea el caso, y apliquen de manera eficaz la Convención Interamericana contra el Terrorismo, así como las convenciones y protocolos regionales e internacionales pertinentes, incluyendo los trece instrumentos jurídicos internacionales relacionados, las resoluciones 1267 (1999), 1373 (2001), 1540 (2004), 1624 (2005) y otras resoluciones pertinentes del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas y la Estrategia Global de las Naciones Unidas contra el Terrorismo, adoptada por la Asamblea General de dicha organización con el fin de combatir el terrorismo, y detener y denegar protección y de llevar ante la justicia, en aplicación del principio de extraditar o procesar a todo el que apoye o facilite la financiación, planificación, preparación o comisión de actos de terrorismo o la facilitación de refugio seguro o participe o intente participar en dichas actividades;

TOMANDO NOTA CON SATISFACCIÓN de la celebración del Décimo Período Ordinario de Sesiones del Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE) en Washington, D. C., del 17 al 19 de marzo de 2010, y la adopción de la Declaración sobre Colaboración Público-Privada en la Lucha contra el Terrorismo; 

RECORDANDO la necesidad de enfrentar el terrorismo mediante una cooperación sostenida con el pleno respeto a las obligaciones impuestas por el derecho internacional, incluidos el derecho internacional de los derechos humanos, el derecho internacional humanitario y el derecho internacional de los refugiados;

REAFIRMANDO que la lucha contra el terrorismo requiere los más amplios niveles de cooperación entre los Estados Miembros, así como de coordinación entre las organizaciones internacionales y regionales, para prevenir, sancionar y eliminar el terrorismo en todos sus aspectos;

RECONOCIENDO la importancia de la Estrategia Mundial de las Naciones Unidas Contra el Terrorismo, del 8 de septiembre de 2006 (A/RES/60/288), y de la importancia de su implementación en la lucha contra el terrorismo; y 
TOMANDO NOTA CON SATISFACCIÓN:

De que hasta la fecha veinticuatro Estados Miembros han ratificado o se han adherido a la Convención Interamericana contra el Terrorismo; y 

De la celebración de la Octava Reunión de los Puntos de Contacto Nacionales ante el CICTE, el 17 de marzo de 2010, en Washington, D. C. y de las iniciativas “Consulta sobre necesidades para el fortalecimiento de capacidades en materia de prevención del Terrorismo” y “CICTE multimedia”, desarrolladas por la Presidencia, 

RESUELVE:

1. Reiterar su más enérgica condena al terrorismo, en todas sus formas y manifestaciones, por considerarlo criminal e injustificable, bajo cualquier circunstancia, en dondequiera y por quienquiera que sea cometido, y porque constituye una grave amenaza a la paz y la seguridad internacionales, al Estado de derecho, a la democracia, la estabilidad y la prosperidad de los países de la región.

2. Hacer suya la Declaración sobre Colaboración Público-Privada en la Lucha contra el Terrorismo, adoptada por los Estados Miembros del Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE) en su décimo período ordinario de sesiones, y alentar a los Estados Miembros a que apliquen efectivamente los compromisos contenidos en esa Declaración. 

3. Exhortar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que firmen, ratifiquen o se adhieran, según sea el caso, e implementen de manera efectiva la Convención Interamericana contra el Terrorismo, así como las trece convenciones y protocolos universales relacionados con el mismo y las resoluciones pertinentes del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. 

4. Reiterar la importancia de adoptar medidas para fortalecer los mecanismos de cooperación internacional en especial en el ámbito hemisférico, incluyendo la aplicación de la extradición y asistencia jurídica mutua, así como el intercambio de información, incluyendo información financiera, de conformidad con su legislación interna, con el fin de detener, denegar refugio seguro y llevar ante la justicia a todo el que apoye o facilite la financiación, planificación, preparación o comisión de actos de terrorismo o la facilitación de refugio seguro o participe o intente participar en dichas actividades. 

5. Expresar su continuo compromiso de luchar contra el terrorismo y su financiamiento con el pleno respeto del Estado de derecho y el derecho internacional, incluidos el derecho internacional humanitario, el derecho internacional de los derechos humanos, el derecho internacional de los refugiados, la Convención Interamericana contra el Terrorismo y la resolución 1373 (2001) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, y mejorar la aplicación de las nueve recomendaciones especiales contra el financiamiento del terrorismo del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI).

6. Expresar su satisfacción por el progreso alcanzado por los Estados Miembros en la adopción de medidas efectivas para prevenir, combatir y eliminar el terrorismo, y subrayar la necesidad de continuar identificando mecanismos de cooperación en la lucha contra el terrorismo en los planos bilateral, subregional, regional e internacional y fortaleciendo su aplicación.

7. Reiterar su satisfacción por el espacio de diálogo, coordinación y cooperación que brinda el CICTE, así como por su trabajo en la identificación de medidas para fortalecer la cooperación hemisférica para prevenir, combatir y eliminar el terrorismo, incluida la prestación de asistencia técnica para los Estados que lo soliciten con miras a dar cumplimiento a las obligaciones asumidas en los diferentes instrumentos internacionales vinculantes, de conformidad con el Plan de Trabajo del CICTE.

8. Renovar su agradecimiento a los Estados Miembros y Observadores Permanentes que han contribuido con recursos humanos y otros recursos a la Secretaría del CICTE para la implementación de su Plan de Trabajo. 

9. Encomendar a la Secretaría del CICTE que implemente los programas y proyectos aprobados en el Plan de Trabajo del CICTE 2010.

10. Invitar a los Estados Miembros, Observadores Permanentes y organismos internacionales pertinentes que consideren proveer, mantener o incrementar, si corresponde, sus contribuciones voluntarias de recursos financieros /o humanos al CICTE, con el objeto de facilitar el cumplimiento de sus funciones y promover el estímulo de sus programas y el alcance de su labor.

11. Encomendar a la Secretaría General que continúe prestando, de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos, apoyo administrativo y cualquier otro apoyo necesario a la Secretaría del CICTE, incluyendo el apoyo al décimo primer período ordinario de sesiones del CICTE, programado para celebrarse en la sede de la Organización de los Estados Americanos, en Washington, D. C., del 16 al 18 de marzo de 2011, incluyendo las tres reuniones preparatorias para ese período ordinario de sesiones, así como para la Novena Reunión de los Puntos de Contacto Nacionales ante el CICTE que se llevará a cabo conjuntamente con ese período ordinario de sesiones.

12. Solicitar a la Presidencia del CICTE que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2537 (XL-O/10)
OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES SOBRE EL INFORME ANUAL
DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA PARA EL CONTROL DEL ABUSO DE DROGAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

TOMANDO EN CUENTA la resolución AG/RES. 2493 (XXXIX-O/09), “Observaciones y recomendaciones sobre el Informe Anual de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas” y otras resoluciones relacionadas con el tema;

VISTAS las observaciones y recomendaciones del Consejo Permanente (AG/doc.5111/10 add. 1) al informe anual de 2009 de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) (CP/doc.4489/10); 

CONSCIENTE de la necesidad de fortalecer esfuerzos para abordar el problema mundial de las drogas; y 

CONSCIENTE TAMBIÉN de la necesidad de una mayor cooperación internacional y asistencia técnica para los Estados Miembros, con el fin de mejorar la capacidad para afrontar el problema mundial de las drogas,

RESUELVE:

1. Tomar nota del Informe Anual de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) de 2009 (CP/doc.4489/10), presentado a la Asamblea General y felicitar a la Comisión por los logros alcanzados. 

2. Tomar nota del trabajo realizado por los Grupos de Expertos de la CICAD e invitarlos a continuar desarrollando los mandatos que les confiere la Comisión.

3.
Invitar a los Estados Miembros a que consideren hacer aportes financieros voluntarios de manera que aseguren las acciones de la Comisión y los programas adelantados por su Secretaría Ejecutiva; agradecer a la comunidad internacional de donantes sus contribuciones e invitarlos a que continúen brindando apoyo a la CICAD.

4.
Reconocer la labor de la CICAD e instarla a que continúe proporcionando, a través de su Secretaría Ejecutiva, asistencia técnica, capacitación y apoyo a los Estados Miembros en las áreas de reducción de la demanda, reducción de la oferta, sistemas de investigación e información relacionados con las drogas, desarrollo alternativo, integral y sostenible, fortalecimiento institucional, control del lavado de activos y educación, con miras a fortalecer las capacidades de los Estados Miembros. 
5.
Que la ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

6.
Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución.

AG/RES. 2538 (XL-O/10)

MECANISMO DE EVALUACIÓN MULTILATERAL DE LA
COMISIÓN INTERAMERICANA PARA EL CONTROL DEL ABUSO DE DROGAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)
LA ASAMBLEA GENERAL,

TENIENDO EN CUENTA el inicio de la Quinta Ronda de Evaluación 2007-2009 del Mecanismo de Evaluación Multilateral (MEM); 

VISTO el informe sobre el Análisis de Recomendaciones del MEM 2010: por ronda, área temática y subregión, aprobado por la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD), en su cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones; 


RECORDANDO el compromiso de los Estados Miembros, asumido en la Declaración de Compromiso de la Cumbre de las Américas, celebrada en Puerto España, para continuar fortaleciendo el MEM a fin de hacer frente a los nuevos desafíos y necesidades de los países del Hemisferio y continuar implementando las recomendaciones del MEM; y

REAFIRMANDO su compromiso con el MEM como instrumento para medir objetivamente el progreso que han logrado los Estados Miembros frente al problema mundial de las drogas, así como para identificar vulnerabilidades y áreas que necesitan ser mejoradas y fortalecer la cooperación en el Hemisferio,

RESUELVE:

1. Tomar nota con satisfacción de que, en su cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones, la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) aprobó el informe sobre el Análisis de Recomendaciones del MEM 2010: por ronda y área temática y subregión.

2. Tomar nota también de la labor iniciada por el Grupo de Expertos Gubernamentales (GEG), en la preparación de los informes nacionales de la Quinta Ronda de Evaluación.

3. Alentar la participación oportuna de los Estados Miembros en el proceso de evaluación del Mecanismo de Evaluación Multilateral (MEM), a través de sus Entidades Coordinadoras Nacionales (ECN) y sus Expertos Gubernamentales.

4. Reconocer con satisfacción los avances que han logrado los países del Hemisferio en la implementación de las recomendaciones asignadas por el MEM y alentar a los países a implementar las recomendaciones pendientes.

5. Agradecer a los Estados Miembros por apoyar la realización de las reuniones, actividades y talleres nacionales relacionados con el MEM, y por las aportaciones financieras y en especie al proceso del MEM.

6. Alentar a los países a que inicien, mantengan o aumenten sus contribuciones financieras voluntarias al MEM, con el fin de garantizar su continuidad y fortalecer su impacto.


7. Encomendar a la CICAD que, a través de su Secretaría Ejecutiva, continúe:

a) trabajando con los Estados Miembros para fortalecer el proceso del MEM, y 

b) proporcionando la asistencia técnica, capacitación y apoyo a los Estados Miembros en sus esfuerzos para: 

-
coordinar la recopilación de información para el proceso del MEM, 

-
aumentar la concientización de las autoridades nacionales sobre el MEM, e

-
implementar las recomendaciones asignadas por el MEM.

8. Que la ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

9. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución.

AG/RES. 2539 (XL-O/10)
MODIFICACIONES AL REGLAMENTO MODELO DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA PARA EL CONTROL DEL ABUSO DE DROGAS SOBRE DELITOS DE LAVADO DE ACTIVOS RELACIONADOS CON EL TRÁFICO ILÍCITO DE DROGAS Y 
OTROS DELITOS GRAVES

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el Informe Final de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) de su cuadragésimo sexto período ordinario de sesiones celebrado en Miami, Florida, del 18 al 20 de noviembre de 2009 (CICAD/doc.1780-corr. 1/09); y 

CONSIDERANDO:

Que el Reglamento Modelo de la CICAD sobre Delitos de Lavado de Activos Relacionados con el Tráfico Ilícito de Drogas y Otros Delitos Graves es un instrumento importante en el desarrollo de una respuesta coordinada al tráfico ilícito de drogas y delitos conexos; 

Que el Reglamento Modelo de la CICAD depende de las contribuciones de los Estados Miembros para que continúe siendo una herramienta dinámica, oportuna y relevante; y 

Que la Comisión ha aprobado la modificación del Reglamento Modelo arriba mencionado, 

RESUELVE:

1.
Tomar nota con satisfacción del Informe Final de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) de su cuadragésimo sexto período ordinario de sesiones celebrado en Miami, Florida, del 18 al 20 de noviembre de 2009 (CICAD/doc.1780-corr. 1/09), mediante el cual se aprueban las modificaciones al Reglamento Modelo de la CICAD sobre Delitos de Lavado de Activos Relacionados con el Tráfico Ilícito de Drogas y Otros Delitos Graves.

2.
Adoptar las modificaciones al Reglamento Modelo sobre Delitos de Lavado de Activos Relacionados con el Tráfico Ilícito de Drogas y Otros Delitos Graves aprobadas por la Comisión en su cuadragésimo sexto período ordinario de sesiones, relativas a las medidas relacionadas con el "Decomiso de bienes abandonados o no reclamados en el proceso”, como sigue:

“Artículo 9.
DECOMISO DE BIENES, PRODUCTOS O INSTRUMENTOS

1. Cuando una persona sea condenada por un delito de lavado de activos, financiamiento del terrorismo u otro incluido en la definición de actividades delictivas graves, el tribunal o la autoridad competente ordenará que los bienes, productos o instrumentos relacionados con ese delito sean decomisados y se disponga de ellos conforme a derecho.

2. Cuando por las circunstancias objetivas del caso el tribunal o la autoridad competente infiera razonablemente el origen o el destino ilícito de bienes e instrumentos, también ordenará su decomiso en la sentencia de condena, salvo que el condenado haya demostrado la procedencia lícita de los mismos.

3. Se considerarán circunstancias objetivas del caso, entre otras, las referidas al tiempo o modo de adquisición; aspectos personales o económicos del condenado; su giro de actividad u otras que se entiendan relevantes.

4. Cuando cualquiera de los bienes, productos o instrumentos mencionados en este artículo, como resultado de cualquier acto u omisión del condenado, no pudieran ser decomisados, el tribunal ordenará el decomiso de cualesquiera otros bienes del condenado, por un valor equivalente u ordenará al mismo que pague una multa por dicho valor. Los Estados deberían establecer procedimientos legales claros para ordenar el decomiso de activos, si legalmente notificada, una persona no comparece en el plazo correspondiente a proteger sus intereses de propiedad. La autoridad competente podría ordenar el decomiso definitivo: a) si después de transcurrido un plazo razonable desde la incautación del bien no se puede establecer la identidad del titular del bien, autor o partícipe del hecho o estos han abandonado los bienes; b) cuando transcurrido un plazo razonable, luego de finalizado o cerrado el proceso penal sin que quienes puedan alegar interés jurídico legítimo sobre los bienes, hayan hecho gestión alguna para retirarlos. En todo caso, se debería cumplir con el debido proceso para que cualquier interesado pueda hacer valer sus derechos en el proceso.”
AG/RES. 2540 (XL-O/10)
SEGUIMIENTO A LAS REUNIONES DE MINISTROS EN MATERIA DE SEGURIDAD PÚBLICA DE LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.5111/10 add. 1), en particular la sección que se refiere a los asuntos asignados a la Comisión de Seguridad Hemisférica;


RECONOCIENDO que es un deber y obligación exclusiva de los Estados enfrentar los problemas relacionados con la seguridad pública para garantizar los derechos e integridad de sus ciudadanos, bajo un marco de seguridad y respeto a los derechos humanos; 


VISTA la resolución AG/RES. 2444 (XXXIX-O/09), “Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas”;

TENIENDO PRESENTE el Compromiso por la Seguridad Pública en las Américas (MISPA/doc. 7/08 rev.4) adoptado durante la Primera Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA I), celebrada en México en octubre de 2008; y el Consenso de Santo Domingo sobre Seguridad Pública (MISPA II/doc.8/09 rev. 4), adoptado en la Segunda Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA II), celebrada en República Dominicana, en noviembre de 2009;

TOMANDO NOTA CON BENEPLÁCITO de la publicación del Informe sobre Seguridad Ciudadana y Derechos Humanos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH);
TOMANDO NOTA de los resultados de la Conferencia Especializada Interamericana sobre Seguridad Pública: Reunión de Expertos Preparatoria de la MISPA II, celebrada en Montevideo, Uruguay, en agosto de 2009, así como de la reunión preparatoria de la sociedad civil realizada en Lima, Perú, en septiembre de 2009; 

ACOGIENDO el ofrecimiento del Gobierno de la República de Trinidad y Tobago para ser sede de la Tercera Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA III); 

ACOGIENDO TAMBIÉN el ofrecimiento del Gobierno de Chile para ser sede de la próxima Reunión de Expertos en Seguridad Pública como preparación de la MISPA III; y

CONSCIENTE: 

De que la violencia y la delincuencia afectan negativamente el desarrollo social, económico y político de nuestras sociedades; 

De la necesidad urgente de fortalecer la cooperación para prevenir y combatir más eficazmente la violencia, la delincuencia y la inseguridad en los planos nacional, regional e internacional, respetando la soberanía de los Estados;

De la importancia de la gestión de la seguridad pública, de la prevención de la delincuencia, la violencia y la inseguridad, de la gestión de la policía, de la participación ciudadana y comunitaria, y de la cooperación internacional; y
De la necesidad de establecer vínculos con la Reunión de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA) sobre cuestiones de seguridad pública,
RESUELVE:

1. Hacer suyo el Consenso de Santo Domingo sobre Seguridad Pública (MISPA II/doc.8/09 rev. 4) emanado de la Segunda Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA II), el cual forma parte integral de esta resolución. 

2. Alentar a los Estados Miembros a que apliquen o continúen aplicando efectivamente el Compromiso por la Seguridad Pública en las Américas y el Consenso de Santo Domingo sobre Seguridad Pública y solicitar a la Secretaría General que implemente o continúe implementando los mandatos asignados a ella en esos documentos. 

3. Acoger la decisión de los Ministros de institucionalizar el proceso de reuniones de los Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA) acordado en el Consenso de Santo Domingo sobre Seguridad Pública. 

4. Alentar la coordinación de las futuras reuniones de la MISPA y de los Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA). 

5. Solicitar al Consejo Permanente que, por medio de la Comisión de Seguridad Hemisférica (CSH), solicite a los Estados Miembros que intercambien información sobre las materias relacionadas con el Compromiso por la Seguridad Pública en las Américas y con el Consenso de Santo Domingo sobre Seguridad Pública. 
6. Instar a la Secretaría General a que concluya, con los aportes de los Estados Miembros, el estudio de factibilidad sobre las mejores formas para fortalecer en la región el entrenamiento y formación de personal con responsabilidad en materia de seguridad pública (MISPA/RE/doc.4/09), a fin de que sea presentado en la próxima Reunión de Expertos en Seguridad Pública como preparación de la MISPA III, y que mantenga permanentemente informada a la CSH sobre los avances realizados. 

7. Solicitar a la Secretaría de Seguridad Multidimensional que elabore, sobre la base de insumos suministrados por los Estados Miembros, entre otros, una recopilación de mejores prácticas y experiencias en temas de la prevención de la delincuencia, la violencia y la inseguridad, gestión de la seguridad pública, gestión de la policía, participación ciudadana y comunitaria, y cooperación internacional. 

8. Invitar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) a presentar para la consideración de los Estados Miembros el Informe sobre Seguridad Ciudadana y Derechos Humanos en el Consejo Permanente, a través de la CSH.

9. Convocar a la Reunión de Expertos en Seguridad Pública, a realizarse en Santiago, Chile, los días 18 y 19 de noviembre de 2010, como preparación de la Tercera Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas, y a la Tercera Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas, la cual se realizará en la República de Trinidad y Tobago durante el año 2011. 
10. Que la ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

11. Solicitar al Consejo Permanente queinforme a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución.
ANEXO
SEGUNDA REUNIÓN DE MINISTROS EN MATERIA 


OEA/Ser.K/XLIX. 2

DE SEGURIDAD PÚBLICA DE LAS AMÉRICAS


MISPA II/doc. 8/09 rev. 4

4 y 5 de noviembre de 2009


8 diciembre 2009

Santo Domingo, República Dominicana


Original: español
_________________________________________________________________________________

CONSENSO DE SANTO DOMINGO SOBRE SEGURIDAD PÚBLICA

(Aprobado el 5 de noviembre de 2009 durante la séptima sesión plenaria

y revisado por la Comisión de Estilo, el 4 de diciembre de 2009)

Nosotros, los Ministros y Ministras responsables de la seguridad pública en las Américas y los representantes de los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos, reunidos en Santo Domingo, República Dominicana, los días 4 y 5 de noviembre de 2009 en la Segunda Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA II) convocada por la Asamblea General de la Organización mediante la resolución AG/RES. 2444 (XXXIX-O/09); 

REITERANDO la vigencia e importancia del Compromiso por la Seguridad Pública en las Américas, adoptado durante la Primera Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas, celebrada en la Ciudad de México en octubre de 2008, así como de la Declaración de Puerto España de la Quinta Cumbre de las Américas; 


TENIENDO PRESENTE que en el mencionado Compromiso por la Seguridad Pública en las Américas los representantes de los Estados Miembros expresaron su voluntad política y la prioridad de enfrentar la delincuencia, la violencia y la inseguridad en todas las formas de manera conjunta, solidaria, preventiva, integral, coherente, efectiva y permanente; 

TOMANDO NOTA de los resultados de la Conferencia Especializada Interamericana sobre Seguridad Pública: Reunión de Expertos Preparatoria de la MISPA II, celebrada en Montevideo, Uruguay, en agosto de 2009, así como de la reunión preparatoria de la sociedad civil realizada en Lima, Perú, en septiembre de 2009; 

RECONOCIENDO que las condiciones de seguridad pública mejoran mediante el pleno respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales, así como mediante la promoción de la educación, la cultura, la salud y el desarrollo económico y social; 
RECONOCIENDO ADEMÁS que son necesarios esfuerzos adicionales en los ámbitos hemisférico, subregional, nacional y local para disminuir la delincuencia, la violencia y la inseguridad en la región; 

SUBRAYANDO la importancia de la gestión de la seguridad pública; de la prevención de la delincuencia, la violencia y la inseguridad; de la gestión de la policía; de la participación ciudadana y comunitaria; y de la cooperación internacional; 

CONSIDERANDO la importancia de continuar adoptando activamente políticas, programas y acciones en materia de prevención para luchar contra la delincuencia, la violencia y la inseguridad, protegiendo a los jóvenes en situación de riesgo y grupos en condiciones de vulnerabilidad, y 

PREOCUPADOS por las adversas repercusiones económicas y sociales derivadas de las actividades de la delincuencia organizada transnacional y otras formas de delincuencia organizada, y convencidos de la necesidad urgente de fortalecer la cooperación para prevenir y combatir más eficazmente esas actividades en los planos nacional, regional e internacional, respetando la soberanía de los Estados, 

POR ENDE DEBERÍAMOS: 

1. Avanzar decididamente en la implementación del Compromiso por la Seguridad Pública en las Américas (MISPA/doc. 7/08 rev. 4). 
2. Alentar a los Estados Miembros a intercambiar información sobre mejores prácticas y experiencias en temas de prevención de la delincuencia, la violencia y la inseguridad, de gestión por la seguridad pública, de gestión de la policía, de participación ciudadana y comunitaria, y de cooperación internacional basadas en las experiencias exitosas de los Estados Miembros y de participación ciudadana y comunitaria. 
3. Solicitar a la Secretaría General que, en el marco de la Comisión de Seguridad Hemisférica (CSH) y con el apoyo de los Estados Miembros, proponga iniciativas necesarias para la plena implementación del Compromiso por la Seguridad Pública en las Américas. 

4. Agradecer a la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos por el proyecto de estudio de factibilidad sobre las mejores formas para fortalecer en la región el entrenamiento y formación de personal con responsabilidad en materia de seguridad pública (MISPA/RE/doc. 4/09), solicitarle que complete el Estudio con aportes de los Estados Miembros, a fin de que sea presentado en la MISPA III para consideración de los Ministros, y que mantenga permanentemente informada a la CSH sobre los avances realizados. 

5. Institucionalizar el proceso MISPA con una Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas, a realizarse a partir de ésta, cada dos años (en años impares) y una reunión de expertos preparatoria con antelación a las reuniones ministeriales, en el marco de la CSH. 

6. Agradecer y aceptar con beneplácito el gentil ofrecimiento del Gobierno de la República de Chile para ser sede de la próxima reunión de expertos preparatoria de la MISPA III.

7. Aguardar con interés la continuación del proceso MISPA en nuestra tercera reunión que se celebrará en la República de Trinidad y Tobago.

8. Agradecer y reconocer al pueblo y Gobierno de la República Dominicana por haber sido sede de la Segunda Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas y por su cálida acogida durante esta reunión.

Santo Domingo, República Dominicana, a los cinco días del mes de noviembre de dos mil nueve.

AG/RES. 2541 (XL-O/10)
ESTRATEGIA REGIONAL DE PROMOCIÓN DE LA COOPERACIÓN INTERAMERICANA PARA EL TRATAMIENTO DE LAS PANDILLAS DELICTIVAS 

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)
LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 2144 (XXXV-O/05), “Promoción de la cooperación hemisférica para el tratamiento de las pandillas”, AG/RES. 2247 (XXXVI-O/06), “Promoción de la cooperación hemisférica para el tratamiento de las pandillas relacionadas con actividades delictivas”, AG/RES. 2299 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2380 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2461 (XXXIX-O/09), “Promoción de la cooperación hemisférica para el tratamiento de las pandillas delictivas”; 

TOMANDO NOTA de las presentaciones de los Estados Miembros, organismos del sistema interamericano, entidades de la Secretaría General y organizaciones de la sociedad civil durante la primera y segunda sesiones especiales dedicadas a analizar el fenómeno de las pandillas delictivas, el 17 de enero de 2008 y 2 de marzo de 2010, respectivamente; 

CONSIDERANDO que la composición y actividades delictivas de las pandillas son diversas y que, por lo tanto, es necesario diseñar e implementar políticas públicas focalizadas, equilibradas, transversales y globales que tengan en consideración la protección de los derechos humanos, la eficacia en la aplicación justa de la ley, la prevención del delito y la violencia, la rehabilitación, la reintegración de los transgresores y la asistencia a las víctimas; 

TENIENDO PRESENTE el Compromiso por la Seguridad Pública en las Américas adoptado durante la Primera Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA I), celebrada en México en octubre de 2008, y el Consenso de Santo Domingo sobre Seguridad Pública adoptado en la Segunda Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA II), celebrada en República Dominicana en noviembre de 2009; y 
RECORDANDO que la Asamblea General encomendó al Consejo Permanente que, a través de la Comisión de Seguridad Hemisférica, se creara un Grupo de Trabajo Encargado de Elaborar una Estrategia Regional de Promoción de la Cooperación Interamericana para el Tratamiento de las Pandillas Delictivas, el cual fue formalmente establecido el 15 de enero de 2009,

RESUELVE:

1. Hacer suya la Estrategia Regional de Promoción de la Cooperación Interamericana para el Tratamiento de las Pandillas Delictivas: Sugerencias y recomendaciones (CP/CSH-1229/10), la cual forma parte integral de esta resolución, y alentar a los Estados Miembros a que consideren aplicarla, cuando sea el caso. 

2. Solicitar a la Secretaría General que actualice periódicamente los anexos contenidos en la Estrategia Regional de Promoción de la Cooperación Interamericana para el Tratamiento de las Pandillas Delictivas: Sugerencias y recomendaciones con la información solicitada a los Estados Miembros, Observadores Permanentes, organizaciones subregionales, regionales e internacionales y organizaciones de la sociedad civil. 

3. Encomendar a la Secretaría General a que, en coordinación con los órganos, organismos y entidades de la Organización de los Estados Americanos competentes en el tema, continúe apoyando las iniciativas de los Estados Miembros relacionadas con las pandillas delictivas. 

4. Invitar a los Estados Miembros, los Observadores Permanentes, las organizaciones internacionales, regionales y subregionales y las organizaciones de la sociedad civil a que consideren ofrecer cooperación técnica o financiera, o ambas, a países afectados por delitos y violencia relacionada con las pandillas delictivas y que soliciten tal cooperación.

5. Incluir el tema de “Cooperación interamericana para el tratamiento de las pandillas delictivas” en el calendario de actividades del período 2010-2011 de la Comisión de Seguridad Hemisférica.

6. Que la ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 

7. Solicitar al Consejo Permanente y a la Secretaría General que informen a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. 

ANEXO

ESTRATEGIA REGIONAL DE PROMOCIÓN DE LA COOPERACIÓN INTERAMERICANA PARA EL TRATAMIENTO DE LAS PANDILLAS DELICTIVAS: SUGERENCIAS Y RECOMENDACIONES

Mandato

La resolución AG/RES. 2461 (XXXIX-O/09), “Promoción de la Cooperación Hemisférica para el Tratamiento de las Pandillas Delictivas”, solicitó al Consejo Permanente que, en el marco del Grupo de Trabajo Encargado de Elaborar una Estrategia Regional de Promoción de la Cooperación Interamericana para el Tratamiento de las Pandillas Delictivas, de la Comisión de Seguridad Hemisférica, convocara a una segunda sesión especial para seguir analizando el fenómeno de las pandillas delictivas, de conformidad con las prioridades nacionales y subregionales, en la que los Estados Miembros, los organismos del sistema interamericano, otros organismos internacionales y la sociedad civil, presenten su visión y experiencias en los planos nacional, subregional y hemisférico con miras a continuar la elaboración de la estrategia regional de promoción de la cooperación interamericana para el tratamiento de las pandillas delictivas de conformidad con la resolución AG/RES. 2380 (XXXVIII-O/08). 

En este sentido, el Grupo de Trabajo
/ celebró el pasado 2 de marzo de 2010 la Segunda Sesión Especial para Seguir Analizando el Fenómeno de las Pandillas Delictivas, de conformidad con las prioridades nacionales y subregionales, en la que los Estados Miembros, los organismos del sistema interamericano, otros organismos internacionales y la sociedad civil presentaron su visión y experiencias en los planos nacional, subregional y hemisférico con miras a continuar la elaboración de una estrategia regional de promoción de la cooperación interamericana para el tratamiento de las pandillas delictivas (ANEXO V). 

El presente documento fue elaborado por la Presidencia del Grupo de Trabajo junto con el Departamento de Seguridad Pública de la Secretaría de Seguridad Multidimensional de la Organización de los Estados Americanos (OEA), teniendo en cuenta los diversos aportes recibidos por parte de los Estados Miembros, los organismos internacionales y la sociedad civil en el marco de esta segunda sesión especial. 
Introducción


El fenómeno de las pandillas delictivas constituye uno de los ejes mediante el cual se expresa la violencia en sus diferentes formas en algunos de los Estados Miembros de la Organización. Ellas constituyen un fenómeno social complejo, creciente, dinámico y multicausal que desafía a los Estados y sus Gobiernos. Para enfrentar este problema se hace necesaria la cooperación, la coordinación y la complementación de acciones entre los Estados Miembros. La resolución AG/RES 2541 (XL-O/10), “Estrategia Regional de Promoción de la Cooperación Interamericana para el Tratamiento de las Pandillas Delictivas”, aborda las medidas que la OEA está adoptando en este sentido.

A fin de fortalecer la cooperación hemisférica, la Comisión de Seguridad Hemisférica, con la asistencia del Departamento de Seguridad Pública, creó una Estrategia Regional de Promoción de la Cooperación Interamericana para el Tratamiento de las Pandillas Delictivas. El objetivo de este documento es ayudar a los Estados Miembros a intercambiar lecciones y experiencias aprendidas, así como a identificar recursos técnicos y financieros para implementar estrategias nacionales y regionales que aborden el problema de las pandillas delictivas. 


Esta Estrategia reconoce que la cooperación interamericana en la materia debe realizarse sobre la base de: 

1. El pleno respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales, así como la observación del principio de soberanía e integridad territorial de los Estados y la no intervención en los asuntos internos de los mismos. 

2. La consideración del impacto de la pobreza, desempleo, marginalización, falta de educación y desintegración social, impulsando la implementación de políticas públicas y acciones que puedan favorecer la inclusión social y la reducción y eliminación de esas vulnerabilidades. 

3. El reconocimiento de que el Estado es el principal responsable de la seguridad pública, a cuyos esfuerzos deberían sumarse la participación amplia y democrática de todos los sectores de la sociedad, a fin de que estamentos públicos, sociedad civil, empresa privada y la comunidad en general se apropien de las acciones y solución del fenómeno de las pandillas delictivas. 


El ANEXO I incluye un Directorio de Entidades e Iniciativas de organizaciones públicas o privadas que pueden aportar su experiencia sobre estos temas o actividades conexas. 


El ANEXO II contiene los Aportes de los Estados Miembros y Observadores Permanentes.


El ANEXO III contiene los Aportes de los Organismos Internacionales y Organizaciones de la Sociedad Civil. 

El ANEXO IV incluye, a título informativo, el Resumen Ejecutivo del Estudio sobre Definición y Categorización de Pandillas elaborado por la Secretaría General de la OEA, el cual puede servir como punto de referencia, y de manera voluntaria a los Estados, para coordinar sus proyectos de cooperación. Actualmente no existe una definición ni clasificación acordada sobre este tema. 


El ANEXO V incluye los Aportes de los expertos durante la Segunda Sesión Especial para Seguir Analizando el Fenómeno de las Pandillas Delictivas celebrada el 2 de marzo de 2010.

Los Estados Miembros consideran que la información que figura en este documento puede contribuir a servir de punto de referencia y en una base voluntaria a: 

· Promover la cooperación interamericana para el tratamiento de las pandillas delictivas sobre la base de los ejes de prevención, rehabilitación y cumplimiento de la ley. 

· Alentar la transferencia horizontal de experiencias entre los Estados Miembros. 

· Compartir información de situación sobre pandillas delictivas y sus eventuales vínculos con otros países.

· Promover la creación a nivel interno de los Estados Miembros de grupos multisectoriales de trabajo para impulsar medidas que contribuyan al tratamiento de pandillas delictivas.

· Solicitar a la Secretaría General que actualice periódicamente los anexos I, II y III contenidos en la Estrategia Regional de Promoción de la Cooperación Interamericana para el Tratamiento de las Pandillas Delictivas: Sugerencias y recomendaciones con la información solicitada a los Estados Miembros, Observadores Permanentes, organizaciones subregionales, regionales e internacionales y organizaciones de la sociedad civil.

· Promover la coordinación entre donantes para la optimización de los recursos humanos y financieros destinados a este tema. 

Cabe precisar que los anexos contenidos en esta Estrategia son documentos informativos. Los anexos I, II y III serán actualizados anualmente. 

Contribuciones detectadas: 

Esta sección detalla un conjunto de aportes (proyectos, programas y actividades) que los Estados Miembros, Observadores Permanentes, organismos internacionales y organizaciones de la sociedad civil (Anexos II y III) hicieran llegar a la Secretaría General de la OEA en el marco de la Segunda Sesión Especial del Grupo de Trabajo Encargado de Elaborar una Estrategia Regional de Promoción de la Cooperación Interamericana para el Tratamiento de las Pandillas Delictivas, realizada el 2 de marzo de 2010. 


Con base en tales aportes se indican a continuación acciones, proyectos y programas de prevención, rehabilitación y aplicación de la ley las cuales se presentan como una referencia a los Estados Miembros que enfrentan el fenómeno de pandillas delictivas, sin que se consideren una base para analizar el rendimiento de sus políticas en este aspecto. 
I.
PREVENCIÓN: 

· Establecer programas de “Escuela abierta”, extendiendo los horarios regulares de las instituciones educativas y abriendo las mismas durante los fines de semana, para llevar a cabo entrenamientos, deportes, actividades culturales y recreativas.
· Promover diversas actividades deportivas (fútbol, boxeo y otros).
· Promover el uso de medios de comunicación a nivel nacional y local para transmitir campañas de concientización con mensajes que reduzcan la violencia entre niños y jóvenes (videos, mensajes de texto, programas radiales, entre otros).
· Fortalecer las redes sociales compuestas por personas, familias e instituciones que contribuyen a comprender y resolver los problemas derivados de la violencia.
· Creación, capacitación y fortalecimiento de la policía preventiva en el manejo de los temas de violencia y juventud.
· Fomentar talleres de pintura y otras expresiones del arte de manera que se brinde a los niños y jóvenes espacios no formales de educación y cubrir de esta forma su tiempo libre.

· Crear centros locales gestionados por jóvenes en los cuales se desarrollen actividades culturales, sociales y deportivas.

· Promover programas de capacitación y reinserción laboral.

· Recuperar los espacios públicos: iluminación artificial de zonas de riesgo, creación de espacios para deporte y recreación, mejora del servicio de transporte para el acceso a los espacios públicos, limpieza de terrenos, entre otros).
· Promover la capacitación y promoción del uso de la inteligencia policial para disminuir las actividades violentas.

· Promoción y capacitación de la inteligencia policial.
· Fomentar la cooperación regional e internacional para apoyar el intercambio de información y la coordinación entre países.
II. REHABILITACIÓN Y REINSERCIÓN SOCIAL 

· Desarrollo de programas que permitan la reinserción y nivelación escolar para aquellos que han desertado del sistema educativo.

· Programas de tratamiento y rehabilitación de jóvenes adictos a estupefacientes y drogas psicoactivas. 

· Desarrollar programas de capacitación laboral, promoción de la inserción en el mercado laboral y su acompañamiento.
· Promover programas de tratamiento y rehabilitación de jóvenes adictos a estupefacientes y drogas psicoactivas.

· Desarrollar talleres de pintura y otras expresiones del arte de manera que se brinde a los niños y jóvenes espacios no formales de educación y cubrir de esta forma su tiempo libre.

· Fomentar el emprendimiento de colaboración público-privada orientada a promover la reinserción laboral de ex pandilleros.
· Promover la capacitación a jueces para la promoción de medidas alternativas a la privación de libertad.
· Promover la coordinación de acciones entre países con relación a la deportación de jóvenes.

· Evitar la convivencia entre infractores de la ley primarios y reincidentes en establecimientos penitenciarios y carcelarios.
· Estimular la rehabilitación y reinserción social en instituciones comunitarias.
· Promover la creación de centros de privación de libertad diseñados para evitar la convivencia ente infractores de la ley primarios y reincidentes. 

· Desarrollar talleres educativos y técnico-profesionales.
III. APLICACIÓN DE LA LEY

· Promover la capacitación de jueces, fiscales, defensores de oficio y policías especializados en menores.

· Promover el análisis del impacto de los medios de comunicación en la violencia generada por las pandillas delictivas.

· Promoción y capacitación a policías en inteligencia policial.
· Crear grupos de tareas intersectoriales con la participación de organizaciones de la sociedad civil, policías, entre otros.

· Promover el uso de sistemas de información, incluyendo el monitoreo de las actividades de las pandillas delictivas.
· Creación, fortalecimiento y capacitación de policías, jueces, defensores de oficio y fiscales especializados en crimen organizado.

ANEXO I

DIRECTORIO DE ENTIDADES E INICIATIVAS

El presente directorio constituye la primera aproximación para permitir a quienes necesitan información sobre cómo enfrentar el fenómeno de las pandillas, acceder a aquellas organizaciones públicas o privadas que pueden aportar su experiencia sobre estos temas o actividades conexas.

Austria

Ministerio del Interior

www.bmi.gv.at/praevention
Brasil

Programa Nacional de Seguridad Pública con Ciudadanía PRONASCI 

portal.mj.gov.br/pronasci 

Programa para la Protección de Niños y Adolescentes Amenazados de Muerte PPCAAM 

www.projetolegal.org.br 

Programa Nacional de Inclusión de Jóvenes www.mte.gov.br/projovem/default.asp 

Programa Escuela Abierta
www.mp.rs.gov.br/infancia 

Mujeres de Paz
www.jusbrasil.com.br 

Canadá
Centro Nacional para la Prevención de Delitos del Ministerio de Seguridad Pública (NCPC) 

www.publicsafety.gc.ca 

Programa de Desarrollo para Jóvenes en Riesgo, Calgary, Alberta 

www.calgarybeacon.com 

Servicios para el Combate a las Pandillas, Regina, Saskatchewan 

www.nccaregina.ca
Estrategia Nacional Antidrogas
www.nationalantidrugstrategy.gc.ca 
Ministerio de Justicia
www.justice.gc.ca.
Ministerio de Servicios Correccionales, Seguridad Pública y Policía 

www.cpsp.gov.sk.ca 

Colombia

Policía Nacional

www.policia.gov.co 

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) 


www.icbf.gov.co 

Ecuador

Ministerio Coordinador de Seguridad Interna y Externa 


www.micsie.gov.ec 
España

Dirección General de la Guardia Civil y de la Policía

www.policia.es 

Estados Unidos de América

USAID

www.usaid.gov 

Congressional Research Service 

www.crs.gov 

México

Secretaría de Seguridad Pública

www.ssp.gob.mx 

Procuraduría General de la República

 
www.pgr.gob.mx 

Panamá

Ministerio de Gobernación

www.mingob.gob.pa 

Programa de Seguridad Integral www.mingob.gob.pa/?pag=prosi
República Bolivariana de Venezuela

Misión Negra 

www.misionnegrahipolita.gob.ve
Misión Robinson
www.misionrobinson.me.gob.ve/
Misión Ribas

www.misionribas.gov.ve/
Misión Sucre
www.misionsucre.gov.ve
Sistemas de orquestas y coros infantiles y juveniles

www.fesnojiv.gob.ve 
Organizaciones Internacionales y privadas

Banco Mundial
web.worldbank.org 

Centro Internacional para la Prevención de la Criminalidad (ICPC)
www.crime-prevention-intl.org 

Centro para la Prevención de la Violencia y Seguridad Comunitaria,
Universidad Estatal de Arizona
www.cvpcs.asu.edu 

Creative Associates International Inc. (CAII)
ww.caii-dc.com
Secretaría General de la OEA, Departamento de Seguridad Pública
www.oas.org/dsp 

Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes (IIN)
www.iin.oea.org 

Identity, Inc
www.identity.ws 

INTERPOL
www.interpol.int/Public/Icpo/srb/sansalvadorES.asp 

ITAM México
www.itam.mx 

Organización de los Estados Americanos (OEA)
www.oas.org 

Organización Panamericana de la Salud (OPS)
www.paho.org 

SMALL ARMS SURVEY (SAS)
www.smallarmssurvey.org 

FUNDACIÓN PARA LAS AMÉRICAS
www.trustfortheamericas.org 

PNUD
www.undp.org 

UN-LiREC
www.unlirec.org 

Oficina en Washington para Asuntos Latinoamericanos (WOLA)
www.wola.org
ANEXO II

APORTES DE LOS ESTADOS MIEMBROS Y OBSERVADORES PERMANENTES
La información completa que figura a continuación se encuentra en el sitio Web del Departamento de Seguridad Pública de la Secretaría de Seguridad Multidimensional de la OEA: 
http://www.oas.org/dsp/espanol/cpo_actividades_pandillas_actividad_segunda_sesion_estrategias.asp.

Experiencias nacionales

Estados Miembros:
Bahamas

· Pandillas en las Bahamas

Brasil

· PRONASCI. El Programa Nacional de Seguridad Pública con Ciudadanía procura trabajar de manera directa con los jóvenes, en particular en los sectores más vulnerables de la sociedad, especialmente dentro de los siguientes grupos de la población joven: adolescentes en conflicto con la ley, jóvenes provenientes del servicio militar obligatorio, jóvenes presos o que salieron del sistema penitenciario y jóvenes en situación de descontrol familiar grave. Se establecieron prisiones especiales para adultos jóvenes, donde los reclusos son separados por grupo de edad y el tipo de delito cometido.

· PROTEJO. Se trata de un programa que ofrece protección a los jóvenes en situación de vulnerabilidad, especialmente aquellos separados de sus familias o expuestos a la violencia intrafamiliar y urbana. Incluye actividades deportivas, educativas y culturales con el objeto de rescatar su sentido de ciudadanía.

· MUJERES DE PAZ. Se trata de un programa para capacitar a mujeres líderes de las comunidades donde trabaja el PRONASCI en temas tales como ética, derechos humanos y ciudadanía, para que actúen como promotoras de ese programa.

· PPCAAM (Programa de Protección a Niños y Adolescentes Amenazados de Muerte). Este programa fue instituido como una estrategia para enfrentar la mortalidad infantil y tiene dos vertientes: atención directa a los niños y adolescentes amenazados y sus familias y, como estrategia de prevención, por medio de estudios e investigaciones y el apoyo a proyectos de intervención con adolescentes en situación de vulnerabilidad.

· ESCUELA QUE PROTEGE. En el ámbito de la prevención de la delincuencia, los niños y adolescentes constituyen un grupo social especialmente vulnerable. 

· PROGRAMA ESCUELA ABIERTA. Se trata de un programa en el que la institución escolar se convierte en un espacio alternativo para que los alumnos de educación básica de las escuelas públicas y sus comunidades puedan llevar a cabo actividades de formación, cultura, deporte y esparcimiento durante los fines de semana. 
· El Programa Nacional de Inclusión de Jóvenes (ProJovem), basado en la idea de que los delitos cometidos por niños y jóvenes no deben ser tratados con políticas meramente penales o represivas, sino también con medidas socioeducativas y de inclusión social, ha proporcionado acceso a niños y jóvenes a la educación, salud y condiciones dignas de vida y, particularmente, promueve la reinserción social de los jóvenes que han cometido alguna actividad delictiva. 
Canadá

· Programa de Desarrollo para Jóvenes en Situación de Riesgo, en Calgary, Alberta, el cual utiliza un enfoque integral que aborda los múltiples factores de riesgo en la población objetivo. 
· Los Servicios Antipandillas en Regina, Saskatchewan, trabajan en colaboración con los servicios de policía, centros correccionales y de control de adicciones, trabajadores de apoyo de primera línea, educadores y asociados federales, con el fin de utilizar un proceso integrado, el Integrated Wraparound Process, una práctica comunitaria de colaboración de fuerzas. 
· Prevención de la actividad pandillera juvenil en Toronto, Ontario. Este proyecto implementó un programa comunitario integrado, basado en evidencias y dirigido a la comunidad, para reducir y prevenir la proliferación de pandillas en los vecindarios vulnerables de Toronto.

· La Estrategia Nacional Antidrogas que se centra en hacer cumplir la ley para combatir la producción y distribución de drogas, la educación y actividades de extensión para evitar el consumo, especialmente entre los jóvenes y el tratamiento y rehabilitación. 

· La Iniciativa de Inversiones para combatir el uso delictivo de armas de fuego que viene ayudando a realzar la capacidad de los organismos encargados de hacer cumplir la ley en el combate a los delitos con armas de fuego y el contrabando y tráfico de armas de fuego.

· Programas de prevención de la violencia que apuntan a la actividad delictiva violenta y a la agresión interpersonal. 

· Programas sobre el abuso de sustancias a disposición de los delincuentes cuya dependencia de una sustancia está relacionada con su comportamiento delictivo. 

· Alternativas, Asociaciones y Actitudes (AAA) es un programa correccional de intensidad moderada que se ofrece dentro de las instituciones correccionales y la comunidad. 

· El programa sobre abuso de sustancias para delincuentes aborígenes es un programa de intensidad moderada a alta para delincuentes aborígenes varones que sufren del abuso de sustancias.

· El programa curativo básico para aborígenes se dirige a los delincuentes que presentan necesidades en las áreas de la solución de problemas interpersonales, razonamiento crítico, autocontrol y autogestión, estilo cognitivo rígido e identidad cultural. 

· El programa denominado “En busca del guerrero que hay en ti” se orienta a los delincuentes aborígenes con dos o más condenas por delitos violentos. 

· El programa del Ministerio de Justicia “Prioridad a las armas de fuego, las pandillas y las drogas” (un componente del Fondo de Justicia de la Juventud) es una respuesta para los jóvenes que están involucrados en el sistema judicial y que participan en actividades con armas de fuego, pandillas y drogas, o son vulnerables a las mismas. 

· Los proyectos financiados se pueden organizar en cinco categorías de acuerdo con los siguientes ejemplos:

· Producción de conocimiento y educación: Proyecto grandes hermanos y grandes hermanas de Winnipeg – Response Ability Pathways Training from Reclaiming our Youth. Se trata de un programa de capacitación de instructores de tres días dirigido a funcionarios y voluntarios que trabajan con jóvenes involucrados con pandillas, jóvenes con problemas de drogas y alcohol, jóvenes aborígenes y jóvenes en conflicto con la ley.

· Desarrollo de habilidades en los jóvenes: PLEA. Proyecto de Servicios Comunitarios de British Columbia. Se trata de un programa piloto que ofrece un trayecto de carrera con servicios completos y especializados en jóvenes involucrados en el sistema judicial y que están participando, o en riesgo de participar, en actividades pandilleras. 

· Apoyo o tutoría entre pares: El proyecto NDINAWEMAAGANAG ENDAAWAAD: Turning the Tides. Prevención de las pandillas liderada por la comunidad a través del desarrollo de tutorías y la implementación de un modelo integrado de tutoría para jóvenes involucrados con pandillas. 

· Focalización en la espiritualidad, la cultura o la etnicidad: Proyecto FILE HILLS QU'APPELLE TRIBAL COUNCIL: Keskiminiheywina (Lecciones para la vida). Proyecto piloto de tres años para la reintegración y reinserción de pandilleros que brinda apoyo a los jóvenes aborígenes que dejan las pandillas en su transición a las comunidades de origen. 

· Proyecto orientado por el Sistema Judicial Juvenil: Ministerio de Correccionales, Seguridad Pública y Acción Policial (COSP) de Saskatchewan - Regina Connected Youth Project. Se trata de un proyecto emprendido en colaboración con la entidad Street Culture Kidz Project Inc. para crear y respaldar conexiones con la comunidad para jóvenes involucrados o en riesgo de involucrarse en actividades pandilleras, que se encuentren sentenciados y bajo la supervisión de los Programas para Delincuentes Juveniles del Departamento de Correccionales y Seguridad Pública (CPS).

· Problema de las pandillas juveniles: visión general de programas y prácticas.

Colombia

· Programa “Rescatando Jóvenes” promovido interinstitucionalmente por la Policía Nacional, el Servicio Nacional de aprendizaje SENA y la Oficina contra la Droga y el Delito de las Naciones Unidas en Colombia para ofrecer una aproximación integral para la prevención y rehabilitación de niños y jóvenes integrantes de pandillas.

· Proyecto “Clubes Juveniles y Prejuveniles” promovido por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). Ofrece un espacio de encuentro y participación para niños, niñas y adolescentes entre los siete y dieciocho años de edad en situación vulnerable, para desarrollar competencias que les permitan afrontar su vida adecuadamente. 
· Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes (SRPA) promovido por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF)
Ecuador

· Estrategias y políticas de inclusión de pandillas

· Dos ciudades, dos visiones sobre potenciales pandilleros

Estados Unidos de América

· Estrategia para Combatir las Pandillas Criminales de Centroamérica y México, Departamento de Estado.

· USAID

Actividades:

· Programa Alianza Joven Regional USAID-SICA para la prevención de las pandillas, en colaboración con el Sistema de la Integración Centroamericana (SICA). 

· Red de Centros de Extensión en El Salvador, Guatemala y Honduras. 

· Diálogo sobre la reforma del sistema judicial juvenil con el fin de garantizar que los jóvenes se conviertan en miembros de la sociedad y aporten a sus comunidades. 
· Coopera con la Asociación Internacional de Administradores de Ciudades/Condados con el fin de establecer redes de actores municipales y compartir nuevas experiencias y mejores prácticas en materia de prevención del delito y la violencia.

· Brinda apoyo a la Organización de los Estados Americanos (OEA) en la puesta en marcha de una novedosa campaña publicitaria para alentar a los jóvenes a resistirse al delito, la violencia y el abuso de sustancias.

· Coordina con la Universidad Vanderbilt la implementación de un sistema de vigilancia rigurosa y de evaluación de impacto de los dos proyectos anteriormente mencionados, midiendo sus efectos en la percepción de los ciudadanos sobre la seguridad, a fin de saber lo que funciona y lo que no en la prevención comunitaria del delito y la violencia.

· La USAID coordina estrechamente con otras agencias federales de los Estados Unidos que trabajan en la prevención del delito y la violencia a través de grupos tales como el Grupo de Trabajo sobre Pandillas Armadas Internacionales y, a nivel de país, a través del Equipo de País en las Embajadas. 
USAID a nivel nacional 

El Salvador 
· Proyecto de prevención de la violencia y el crimen a nivel comunitario. 

· Los programas sobre el Estado de derecho se centran en la reforma del sector judicial, el fortalecimiento institucional, la prevención del crimen, la transparencia y las medidas contra la corrupción.

Guatemala 
· Alianza de Centros Juveniles que trabaja con socios de los sectores público y privado para administrar centros juveniles que atienden a más de mil jóvenes en situación de riesgo en zonas de alto riesgo.

· Asesoramiento jurídico sobre delincuencia, seguridad y corrupción como temas críticos. 

· Patrullaje comunitario con miras a reducir la vulnerabilidad de los jóvenes al reclutamiento de una pandilla y rehabilitar a ex pandilleros, entre otras estrategias. 

Honduras

· En colaboración con el Ministerio de Educación de Honduras, el programa Educatodos brinda servicios de educación básica para jóvenes y adultos hondureños. 

· En colaboración con el Ministerio de Educación, la USAID está ampliando su programa de educación cívica con el fin de llegar a otros veinte mil jóvenes más en situación de vulnerabilidad que son objeto de la violencia, la migración ilegal, el reclutamiento de pandillas y la deserción escolar. 
· Promueve reformas clave en el sistema judicial.

Panamá 

· Se ha trabajado para garantizar la participación de la sociedad civil en la promoción de las reformas judiciales y se ha fortalecido el Estado de derecho, mejorando el sistema judicial y facilitando el acceso de los ciudadanos a la justicia.

Nicaragua
· Ha asistido en la redacción y promulgación de un Código de Procedimiento Penal integral con su correspondiente paquete de implementación.

· Ha asistido a centros de arbitraje y mediación que están proporcionando un mejor acceso a la justicia para los pobres, así como para las empresas comerciales, ofreciendo una alternativa al sistema jurídico formal. Con la ayuda de la USAID, en los últimos años han surgido nuevas coaliciones en defensa de la justicia, incluyendo, por primera vez en la historia, una coalición para los derechos de las mujeres y una coalición para los derechos de los pueblos indígenas. Además, la USAID ha trabajado con una coalición de las veinticuatro facultades de derecho del país en un paquete de reforma curricular integral. Actualmente, todos los fiscales, jueces y defensores públicos nuevos son contratados a través de procesos competitivos como resultado de la asistencia brindada por el programa de justicia de la USAID.

Costa Rica
· Brinda asistencia técnica al Gobierno de Costa Rica en el desarrollo de una estrategia para el mantenimiento de la seguridad ciudadana. 

Documentos:

· Seguridad Humana, Proliferación de Armas de Fuego y Violencia Armada

· Desarme Práctico y Reducción de la Violencia Armada

Más información: http://www.usaid.gov 
Guatemala

· Barrera de los Doce

· Programa Escuelas Abiertas

· Programa Escuelas Seguras
· Brigadas de Patrullas Escolares

· Unidad para la Prevención Comunitaria de la Violencia (UPCV)

México

· Proyecto Sensores Juveniles a través del cual se crean redes de jóvenes capacitados en evitar la aparición de conductas de riesgo entre sus pares que pudieran convertirse en actos de delincuencia.

· Documento sobre pandillas juveniles.
Panamá

· Modelo de Prevención Secundaria de la Violencia “Por una esperanza” en el marco del Programa de Seguridad Integral. PROSI. Escuela Taller para formación de asistentes al turista (AT), escuela taller para restauradores de edificios, programa de becas para la reinserción escolar de ex miembros de bandas que han desertado de la educación básica, media y universitaria.
Venezuela

· Misión Negra Hipólita dirigida a combatir la marginalidad y promover la atención integral de niños, niñas y adolescentes en situación de calle. 

· Misión Robinson con el objetivo de la erradicación del analfabetismo.

· Misión Ribas tiene por objetivo reinsertar dentro de un sistema educativo y productivo a quienes no culminaron la tercera etapa de la educación media.

· Misión Sucre Programa de inclusión que propone municipalizar la educación superior.

· Sistemas de orquestas y coros infantiles y juveniles. 

· Estrategia de prevención y desarrollo social.

Observadores Permanentes

Austria

· Proyecto “La parte de afuera”: trabajo conjunto entre policías y jóvenes en el ámbito escolar.

· “Click and check”: utilización de tecnología como celulares y computadores personales. 

· “Clever and cool”: proyecto de cooperación interinstitucional para prevenir la criminalidad asociada a la droga.

· “Realmente fuerte”: desarrollo de estrategias para encarar el miedo.

· “En busca de la libertad”: búsqueda de factores de riesgo de la criminalidad a través de trabajo en grupo.

· SIMO: herramienta para monitorear la seguridad.
· Aplicación de Internet para prevenir la criminalidad.
· SIG: Sistema de Información Georeferenciado.
España

· Plan Director de Actuación y Coordinación para prevenir y evitar la aparición y consolidación de grupos violentos y organizados de carácter juvenil.
ANEXO III
APORTES DE LOS ORGANISMOS INTERNACIONALES Y
ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL
La información completa que figura a continuación se encuentra en el sitio Web del Departamento de Seguridad Pública de la Secretaría de Seguridad Multidimensional de la OEA: http://www.oas.org/dsp/espanol/cpo_actividades_pandillas_actividad_segunda_sesion_estrategias.asp
Secretaría General de la OEA, Departamento de Seguridad Pública

Actividades:

· Diagnóstico de la situación de las pandillas en Antigua y Barbuda

· Comprensión y reducción del crimen y la violencia de las pandillas en el Caribe 

· Programa Interamericano de Capacitación Policial (PICAP). Cursos sobre inteligencia policial y sistemas de información criminal.

Documentos:

· Violencia y Pandillas

· Definición y categorización de pandillas (Resumen ejecutivo)

· Síntesis sobre la Primera Sesión Especial de Pandillas

· Síntesis sobre la Segunda Sesión Especial de Pandillas

Más información: http://www.oas.org/dsp 

Banco Mundial
Actividades

· Juego de herramientas para la prevención escolar de la violencia

· Programa de fortalecimiento de la capacidad institucional (módulo sobre prevención de la violencia juvenil, para desarrollar las capacidades municipales para reducir el crimen y la violencia)

Documentos

· “Desarrollo juvenil caribeño: Dirección de Asuntos y Políticas” (2003)

· “Crimen, violencia y desarrollo económico en Brasil” (2006)

· “Jóvenes en situación de riesgo en Brasil” (2007)

· “Crimen, violencia y desarrollo: tendencias, costos y opciones de política en el Caribe” (Capítulo sobre violencia juvenil: Estudio de un caso práctico de la República Dominicana). (2007)

Más información: http://web.worldbank.org/ 
Agencia de Implementación de la CARICOM para el Crimen y la Seguridad (IMPACS) 

Actividades
· Desarrollo de una Estrategia Regional para el Crimen y la Seguridad, y Planes Nacionales de Seguridad Integrales.
· Implementación de la Estrategia sobre Armas Pequeñas y Armas Ligeras (SALW) y la Red Regional Integrada de Información Balística (RIBIN), etc.

· Revisión del concepto de Centro Nacional de Coordinación Conjunta (NJCC).
· Mejora de la capacidad regional en investigaciones de inteligencia, secuestro y homicidio (Sistema Regional de Administración de Investigaciones (RIMS) etc.).
· Implementación del Plan Regional de Seguridad Cibernética.
· Implementación de la tarjeta de viaje CARIPASS para la región. 

· Estudio de sistemas y bases de datos para un Sistema Integrado de Antecedentes Penales (ICRS).
Más información: www.caricomimpacs.org
Centro Internacional para la Prevención de la Criminalidad (ICPC) 

Actividades

· Encuesta de autoreporte sobre delincuencia juvenil 
Documentos

· Compendio internacional de prácticas sobre prevención de la criminalidad

· Buenas prácticas sobre pandillas

· Las pandillas juveniles

· Síntesis del panorama internacional sobre las pandillas
Más información: http://www.crime-prevention-intl.org/
Creative Associates International Inc. (CAII)
Actividades
· Proyecto Desafío 10 y Desafío 100

· Establecimiento de centros de extensión con socios locales públicos y privados

· Asistencia a las comunidades en la prevención de la criminalidad 

· Evaluación de marcos/políticas nacionales/jurídicos y prácticas óptimas validadas por grupos de trabajo y análisis regional comparativo 

· Programa Desafío Juvenil 

· Asociación Alianza Juvenil 

· Estrategia de concienciación diseñada y en ejecución 

· Ex miembros de pandillas reciben tratamiento en la clínica de remoción de tatuajes 

· Creación de alianzas de los sectores público y privado para reducir la violencia relacionada con las pandillas 

· Foros regionales de justicia penal juvenil

Documentos

· CENTROAMÉRICA: Estudio sobre pandillas de CAII y USAID concluye que es necesario un enfoque regional integral.

· Empresas ofrecen empleo y habilidades para empezar una nueva vida a ex miembros de pandillas.

· Programa Alianza Joven de USAID: oportunidades para jóvenes en situación de vulnerabilidad en Guatemala.

· 90 minutos contra la violencia

· 90 diálogos contra la violencia

· Bus contra la violencia

· Coalición por una vida digna para la juventud

Más información: http://www.caii-dc.com/ 

ITAM

Actividades

· Red Transnacional de Análisis sobre Maras: proyecto multiactores que agrupa a tomadores de decisión, activistas y académicos con el fin de generar un diálogo plural e incidir en la formulación de políticas públicas integrales.

Documentos

· Pandillas juveniles transnacionales en la subregión Centroamérica-México-Estados Unidos

Más información: http://interamericanos.itam.mx/maras/
Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes (IIN)

Actividades

· Observatorio Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes (AnnaObserva)

· Cursos virtuales:

· Actualización en Derechos del Niño;

· Participación infantil y adolescente en la construcción de ciudadanía y su incidencia en las políticas públicas;

Documentos

· Videos sobre promoción de los derechos del niño

Más información: http://www.iin.oea.org
INTERPOL

· Proyecto MARAS cuyo objetivo es poner a disposición de los países miembros de la región, las herramientas de INTERPOL para el intercambio de información relacionada con pandillas de forma segura y en tiempo real, para ayudar a las agencias de aplicación de la ley en América Central y otros países.
Más información: http://www.interpol.int/Public/Icpo/srb/sansalvadorES.asp
Organización Panamericana de la Salud (OPS)

Actividades:

· Violencia y seguridad humana

· Iniciativas de seguridad fronteriza

· Proyecto “Fortalecimiento del desarrollo juvenil y prevención de la violencia, en Nicaragua, El Salvador, Honduras, Colombia y Perú”

· Red de Jóvenes

· Campaña del Secretario General de las Naciones Unidas Únete para poner fin a la violencia contra las mujeres
Documentos:

· Informe Mundial sobre la Violencia y la Salud, OMS, 2003

· Prevención de violencia: La evidencia, OMS, 2009

· TEACH-VIP (violence and injury prevention), OMS

· Políticas para la reducción de la violencia relacionada con el alcohol en los jóvenes: un enfoque ambiental, OPS, 2008. ¡Preparados, Listos, Ya! Una síntesis de intervenciones efectivas para la prevención de violencia que afecta a adolescentes y jóvenes, OPS, 2008

· La violencia juvenil en las Américas: Estudios innovadores de investigación, diagnóstico y prevención, OPS, 2000

· Políticas públicas y marcos legales para la prevención de la violencia relacionada con adolescentes y jóvenes: estado del arte en América Latina 1995-2004, OPS, 2006

· Estado del arte de los programas de prevención de la violencia basados en el trabajo con la comunidad y la familia, con enfoque de género, OPS, 2006

· Estado del arte de los programas de prevención de la violencia en ámbitos escolares, OPS, 2006

· Documento de evidencias sobre el estado del arte de la prevención de la violencia en jóvenes basados en el uso de los medios de comunicación, OPS, 2006

· Estado del arte de los programas de prevención de la violencia en jóvenes. Basados en la promoción del desarrollo, OPS, 2006

· Estrategia Regional para Mejorar la Salud de Adolescentes y Jóvenes

· Plan Regional de Acción para Mejorar la Salud de Adolescentes y Jóvenes 2010-2018

· Declaración Ministerial sobre Prevención de Violencia y Lesiones en las Américas, Mérida, Yucatán, México, 14 de Marzo de 2008

· Prevención de la Violencia y los Traumatismos y Promoción de la Seguridad: Un Llamado a la Acción en la Región.

· Estrategia Regional para Mejorar la Salud de Adolescentes y Jóvenes
Más información: http://www.paho.org
ESTUDIO SOBRE LAS ARMAS PEQUEÑAS (SAS)

Actividades 

· Investigación de SAS sobre pandillas y grupos armados 

Documentos

· Estudio sobre las armas pequeñas, Anuario de 2010.

· Pandillas, armas y gobernabilidad en Trinidad y Tobago

· Pandillas en Centroamérica: causas, costos e intervenciones

· “Balas perdidas: el impacto del mal uso de armas pequeñas en Centroamérica”

Más información: http://www.smallarmssurvey.org/
FUNDACIÓN PARA LAS AMÉRICAS

Actividades

· Poeta Joven

· Deteniendo la ola de delincuencia juvenil, la violencia y el abuso de drogas en América Central: sensibilización y promoción de la prevención entre los jóvenes en riesgo

Documentos:

· Proyectos relacionados con jóvenes en riesgo en Latinoamérica y el Caribe (Portal de Jóvenes, videos)

Más información: http://www.trustfortheamericas.org/ 

PROGRAMA DE LAS NACIONES UNIDAS PARA EL DESARROLLO (PNUD)

Actividades:

· Observatorios de Violencia 

· Caja de herramientas de diagnóstico: capacidad para generar información, especialmente a nivel local, sobre la situación de la violencia

· Muestra de conocimientos de seguridad ciudadana.
Documentos:

· Hacia la construcción de una sociedad sin violencia (El Salvador)

· Apoyo al proceso de desarme e iniciativas para reducir la violencia armada (Haití)

· Política de reforma de la justicia restaurativa (Jamaica)

· Diagnóstico de la violencia intrafamiliar y sexual (Nicaragua)

Más información: http:// www.undp.org
CENTRO REGIONAL DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA PAZ, EL DESARME Y EL DESARROLLO EN AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (UN-LiREC) 

Actividades:

· Primer estudio regional sobre políticas para prevenir la proliferación de armas de fuego y la violencia armada en los centros educativos de América Latina y el Caribe 

Documentos:

· Seguridad humana, proliferación de armas de fuego y violencia armada 

· Desarme práctico y reducción de la violencia armada

Más información: http://www.unlirec.org/ 
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RESUMEN EJECUTIVO

1. Introducción

En respuesta a la creciente preocupación de los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA), la Secretaría General de este organismo viene desarrollando, desde hace más de un año, un trabajo sistemático sobre el tema de las pandillas y sus diferentes manifestaciones violentas y criminales.

El Departamento de Seguridad Pública (DSP) de la OEA ha recibido el mandato y la responsabilidad de proponer acciones de alcance hemisférico sobre este problema, en el entendido de que la violencia en general, y aquella producida por las pandillas en particular, se ha constituido en un tópico de elevada repercusión en el sistema interamericano. Las resoluciones y mandatos de la organización urgen para que se adopten medidas de prevención y control de la violencia de carácter transversal y regional, de manera de preservar la estabilidad política y democrática de los Estados Miembros.

Desde el inicio de las actividades de la Secretaría General sobre este tema, fue posible constatar la existencia de profusa información así como de numerosas y valiosas investigaciones sobre pandillas en los Estados Miembros de la Organización. El primer problema detectado fue que los marcos conceptuales y las metodologías utilizadas en tales estudios resultaban, en muchos casos, difíciles de comparar, extrapolar o generalizar. Como consecuencia de este proceso de recopilación del conocimiento existente, se arribó a la conclusión de que se disponía de mucha información pero que la misma no siempre aportaba la claridad necesaria para apoyar la toma de decisiones sobre el problema.

Como iniciador y facilitador del debate conceptual sobre pandillas, el DSP de la OEA emitió un documento titulado “Violencia y pandillas juveniles. Una estrategia regional de intervención” en septiembre de 2006, el cual permitió acercar a distintos actores e instituciones a la Organización y despertó el interés por el desarrollo del presente estudio.

En este contexto, el DSP de la OEA entendió oportuno comenzar el desarrollo de sus propuestas de intervención, obteniendo una clara y consensuada conceptualización del alcance del término “pandilla” y definir cuáles son las categorías que determinan el tránsito desde un mero agrupamiento de niños, niñas, adolescentes y jóvenes, hasta una organización criminal violenta. Para ello, se decidió conformar un grupo de expertos que trabajarían en cada uno de sus países en un estudio dirigido a definir y categorizar las pandillas. El grupo se conformó con especialistas de El Salvador, Honduras, Estados Unidos de América, Colombia, Ecuador y Jamaica. Al mismo tiempo, se cree relevante destacar que esta selección de países no descarta, en etapas subsiguientes, el trabajo con otros.

Existe una gran expectativa de que el consenso logrado permita consolidar un diálogo horizontal y nuevas propuestas de cooperación con otras agencias del sistema interamericano y del sistema de Naciones Unidas, con la finalidad de desarrollar un Plan Regional sobre Pandillas en el Hemisferio.

Si bien el fenómeno de las pandillas tiene aspectos que son comunes en los Estados Miembros de la OEA que fueron consultados en el presente proyecto, existen peculiaridades que son propias de cada país, pero que convergen, en todos los casos, en la amenaza a la seguridad pública y a la vulneración de los derechos humanos, tanto de los integrantes de las pandillas como de las víctimas de su accionar.

De los antecedentes presentados por los expertos consultados se desprende que el fenómeno de las pandillas es visto como un problema:

· esencialmente urbano,

· de seguridad pública más que de contexto socioeconómico y de derechos humanos,

· vinculado a los adolescentes y jóvenes aunque estos sean una minoría dentro de las pandillas violentas o maras. En general, en los países consultados, hay más menores de dieciocho años infractores a la ley que menores de dieciocho años pandilleros. En algunos países los pandilleros menores de dieciocho años representan el 4-5% de los menores de dieciocho años privados de libertad. En Honduras, por ejemplo, se encuentran privados de libertad en 2007, 736 pandilleros mayores de dieciocho años contra diecinueve menores de dieciocho años. En Estados Unidos se calcula que entre el 5 y 7% de la población entre doce y dieciséis años pertenece o perteneció a una pandilla,

· fuertemente condicionado por la pobreza y la exclusión,

· fuertemente asociado a la carencia en las oportunidades que ofrecen el Estado el mercado y la comunidad,

· que se inicia con el niño o adolescente que proviene de familias disfuncionales y busca identidad, protección, afecto y poder,

· con un claro corte de género, sobremasculinidad que oscila entre 2.5 - 1 a 9 - 1

· étnicamente heterogéneo pero con predominio latino y afrodescendiente sobre el blanco anglosajón.

· vinculado en gran parte a los homicidios nacionales.

· vinculado en forma creciente al tráfico de drogas, armas, personas y otros delitos relacionados con el crimen organizado.

2. Enfoque de derechos y enfoque de género

En cuanto al enfoque de derechos, es interesante destacar que el problema no es visualizado ni analizado desde la perspectiva de los derechos humanos comprendidos en la Declaración Universal de los Derechos Humanos (DUDH) y otros tratados y convenciones internacionales.

Existen diversas interpretaciones que indican que la niñez y adolescencia vinculada a las pandillas busca, de modo “compensatorio”, satisfacer sus derechos a la supervivencia, a la protección y a la participación, con la paradoja no resuelta de que tal búsqueda es, en muchos casos, violatoria de sus derechos.

Se concluye que es más “fácil” para la sociedad que clama por el control social de la violencia ver a los niños, niñas y adolescentes pandilleros más como victimarios que hay que perseguir y sancionar, que como sujetos de derechos que la misma sociedad ha marginado y ha desprotegido, violando el principio de universalidad e inalienabilidad de tales derechos.

En cuanto al enfoque de género en el análisis de las pandillas, salvo algunas referencias aisladas en los informes presentados por Colombia, Honduras, Jamaica y los Estados Unidos, resulta difícil integrar información sobre género. Una de las razones estriba en la carencia de investigaciones nacionales con este enfoque y en la disparidad de la información emanada de ellas sobre este aspecto en particular.

Aún hoy en día continúan los problemas metodológicos con muchos de los informes que refieren a la participación de las mujeres en las pandillas y más aún sobre las pandillas de mujeres. Dado que su dimensión es poco relevante frente al problema general de las pandillas, desafortunadamente las pandillas de mujeres han recibido una muy pequeña atención programática en lo que hace a la prevención, atención y rehabilitación.

La reinserción social de las mujeres pandilleras en una sociedad sin oportunidades es más que difícil para ellas y para sus hijos, quienes quedarán condenadas a la exclusión y reproducción de la pobreza.

La evolución de la participación de las mujeres en las pandillas descrita por algunos autores, apuntaría a una cierta “igualdad o igualación de género” ya que, “igualdad de género” refiere a las necesidades, estrategias y políticas orientadas a alcanzar igualdad de oportunidades para el desarrollo.

En general, las diferencias de género (que no son diferencias de tratamiento para alcanzar la igualdad de oportunidades( subordinan a la mujer a un rol de inferioridad e, incluso, esclavitud totalmente lejanas de las “oportunidades” de los pandilleros. El rito de iniciación es un ejemplo de ello ya que, cuando éste consta de tener relaciones sexuales obligatorias con un número determinado de “hommies” de la pandilla, deja a las mujeres relegadas a una posición subalterna en el grupo, como objetos sexuales con los riesgos para la salud física, sexual y reproductiva que esto conlleva. Por el contrario, cuando el rito involucra la "tradicional golpiza” de los trece segundos, se busca “igualar” el tratamiento que recibe el varón para que la mujer pueda acceder a las mismas oportunidades dentro de la pandilla. Esta opción, que no considera las diferencias de género, parecería ser la más corriente y la que da más estatus porque estaría asimilando a las mujeres al estatus de los varones.

3. Definición de pandilla

El criterio que se utilice para definir las pandillas (en particular, las juveniles) orienta, sin dudas, la estrategia que los países adoptan para enfrentar el problema, desde aquellas posturas que apuntan a la prevención e inclusión social de los pandilleros y pandilleras hasta las que han justificado las estrategias de “mano dura” mediante la represión y el encarcelamiento indiscriminado.

La siguiente es la definición de pandilla adoptada por el proyecto

"Las pandillas representan el esfuerzo espontáneo de niños/as y jóvenes por crear, donde no lo hay, un espacio urbano en la sociedad que sea adecuado a sus necesidades y en el cual puedan ejercer los derechos que la familia, el Estado y la comunidad les han vulnerado. Emergiendo de la pobreza extrema, la exclusión y la falta de oportunidades, las pandillas buscan satisfacer sus derechos organizándose sin supervisión y desarrollando sus propias normas, afianzando una territorialidad y una simbología que otorgue sentido a la pertenencia grupal. Esta búsqueda de ejercer ciudadanía es, en muchos casos, violatoria de los derechos propios y ajenos, generando violencia y crimen en un círculo que perpetúa la exclusión de la que provienen. Por ello no pueden revertir la situación que les dio origen. Siendo un fenómeno predominantemente masculino, las pandilleras sufren con mayor intensidad las brechas de género y las inequidades propias de la cultura dominante."
/
Este intento de definición “ecléctica” trata de descriminalizar el fenómeno y de transformar la visión del niño, niña y adolescente pandillero como aquel “victimario” que hay que perseguir y encarcelar, para restaurarle su condición de ciudadano/a sujeto de derechos que la misma sociedad ha marginado y ha desprotegido, violando el principio de universalidad e inalienabilidad de tales derechos.

4. Diferencias con otros grupos juveniles y rutas hacia el pandillaje adulto

Respecto de la diferencia entre una pandilla juvenil y otros agrupamientos de niños/as y adolescentes, se establece que estos encuentran distintas formas de agruparse con base en un mismo mecanismo originario, de carácter gregario y natural, por el cual buscan identificación, satisfacción de necesidades y protección. La pandilla se diferencia de otros modelos de relación adolescente en que sus reglas internas, claramente establecidas, son firmes y drásticas y que su quebrantamiento puede significar sanciones que pueden llegar a la propia muerte.

A medida que un grupo juvenil se constituye en un grupo con más semejanzas a una pandilla –con una mayor orientación a actividades ilegales o mayor rivalidad con otros grupos– se consolida la autodefinición del grupo como “diferente del resto” y en oposición a la cultura de los otros jóvenes que no pertenecen a una pandilla. Las pandillas prosperan con el conflicto, que puede ser con las autoridades o con la comunidad, pero lo más frecuente es el conflicto con otras pandillas. La experiencia de ayudarse mutuamente refuerza la cohesión interna del grupo, desarrollando una red cargada de emociones como un elemento central en la vida de las pandillas. La característica de las pandillas como cultura de oposición distancia a sus miembros de las instituciones de la sociedad y el Estado, como las escuelas, la policía y distingue a la pandilla de muchos otros agrupamientos juveniles.

En cuanto a la existencia de una ruta hacia formas adultas de pandillaje, prácticamente todos los consultores refieren que la misma existe y está condicionada por una serie de aspectos, entre ellos:

- El incremento progresivo en la edad de los pandilleros dentro de las pandillas.

- La movilidad territorial

- La repatriación de pandilleros de los Estados Unidos

- La alianza entre pandillas norteamericanas y salvadoreñas

- Las pandillas transnacionales de adultos

5. Categorías de pandillas

Llegar a una categorización de las pandillas que sea esencialmente operativa para los fines de la prevención, respeto y protección de los derechos humanos de víctimas y victimarios, control social, rehabilitación e inclusión integral del ex pandillero/a a la sociedad, supone una tarea difícil que puede dejar de lado aspectos considerados por muchos relevantes, pero que exige, síntesis, jerarquización de criterios para categorizar y, sobre todo, sencillez y claridad conceptual.

Se entendió que la categorización debía no sólo reflejar la realidad descrita por los expertos consultados y por la literatura de referencia, sino también “descriminalizar” a un conjunto altamente significativo de niños, niñas y adolescentes que hoy son vistos, clasificados y aún estigmatizados como delincuentes peligrosos; “rótulos” que los hunden en la más profunda e irreversible exclusión y en la violación más flagrante de los derechos fundamentales que tienen consagrados. Estos derechos deben ser preservados, protegidos y promovidos, bajo la responsabilidad del Estado, la familia y la comunidad.

Las definiciones y categorizaciones de pandillas fuertemente impregnadas con criterios criminológicos, tienden a ver como criminales a niños, niñas y adolescentes que en realidad son una minoría menor dentro de las pandillas. Esto también supone que la gran mayoría de los niños y adolescentes integrados a pandillas, o forman parte de categorías de pandillas no infractoras a la ley, o las faltas que cometen son irrelevantes frente a otro tipo de pandillas violentas y criminales, las que, en general, están comandadas e integradas por mayores de dieciocho años. Ambas afirmaciones no excluyen la posibilidad de que algunos pocos niños, niñas y adolescentes comentan crímenes en su participación dentro de las pandillas violentas y criminales.

Con base en algunos criterios estructurales como tamaño, género, composición étnica, edades, duración, territorialidad y criminalidad, así como en criterios de origen, objetivos y formas de operación, se ha arribado a la siguiente propuesta de categorización:

1. 
Pandillas irregulares

Poco organizadas o estructuradas (ejemplo: las “pandillas escolares”)

a) Tamaño: pequeño a medio (15-40 participantes)

b) Género: formada principalmente por varones y con cierta reticencia al ingreso de mujeres.

c) Composición étnica: heterogénea.

d) Edades: adolescentes (13-18 años)

e) Territorialidad: el colegio secundario y el barrio circundante al mismo.

f) Criminalidad: enfrentamientos con otras pandillas escolares rivales en exteriores de los centros educativos y calles cercanas, extorsión, intimidación y otros actos criminales, generalmente menores, dentro y en el entorno barrial de su centro educativo.

g) Origen: surgen de la rivalidad que existe entre los colegios de una misma zona.

h) Objetivos: no explícitos.

i) Formas de operación: cuentan con liderazgo que es respetado pero no tienen organización y estructura definida consolidada para realizar sus actividades. Muchas de éstas son espontáneas, reactivas a un ataque de una pandilla rival o directamente ordenada por el líder. El delito no forma parte de su “plan de existencia” aunque muchas veces les reporta “prestigio” en el contexto en el que viven.

j) Otras actividades: desarrollan otras actividades que no van en contra de lo social, como practicar deportes (principalmente el fútbol o el basquetbol), asistir a cines o a bailes juntos.

k) Evolución:

Estadio primario. Son independientes de otras organizaciones y grupos de adolescentes, pero pueden evolucionar hacia otras formas de pandillaje.

l) Derechos humanos:

Que les son vulnerados: derechos económico-sociales. Derecho al desarrollo integral mediante una educación que promueva todas las capacidades y que sea de la mejor calidad; derecho a la supervivencia, mediante un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social, y derechos políticos a la participación, entre otros.

Que vulneran: los de sus pares en términos de los derechos civiles a la protección contra malos tratos y abusos físicos y psicológicos; los de la institución educativa y el entorno en cuanto al derecho a la propiedad, entre otros.

2. 
Pandillas transgresoras

Organizadas sin finalidad violenta explícita (ejemplo: las “pandillas juveniles”)
a) Tamaño: medio (más de 40-80 participantes)

b) Género: formada principalmente por varones aunque es permitida la integración de mujeres (relación M/F: 5-1).

c) Composición étnica: heterogénea con primacía latina y afrodescendiente.

d) Edades: niños, niñas y adolescentes (10-18 años)

e) Territorialidad: el barrio.

f) Criminalidad: necesidad de una constante protección y defensa violenta contra la pandilla rival. Imponen control sobre el territorio que reclaman como propio en forma violenta. Frecuentemente se ven implicados en actividades delictivas dentro y fuera su territorio.

g) Origen: surgen del contexto de exclusión y pobreza estructural en la que viven los niños, niñas y adolescentes como un intento por satisfacer sus derechos de supervivencia, protección y participación, organizándose sin supervisión y desarrollando sus propias normas y criterios de membresía, afianzando una territorialidad y una simbología que da identidad y se consolida con la rivalidad y el enfrentamiento permanente con las pandillas enemigas.

h) Objetivos: dar un “sentido a la vida sin sentido ni oportunidades”

i) Formas de operación: tienen normas, reglas, jerarquías y ritos de iniciación. Planifican sus actividades tanto para cometer delitos como para enfrentarse o realizar retaliaciones a las pandillas rivales. Usan drogas, portan armas blancas y de fuego y pueden evolucionar hacia la realización de actividades criminales más complejas.

j) Otras actividades: a veces, en la defensa territorial, desarrollan actividades que podrían considerarse solidarias para con el barrio pero las mismas son infrecuentes. Pueden incursionar en las artes, la música y la difusión de su existencia a través de sitios web y blogs.

k) Evolución:

Estadio secundario: se podría decir que estas pandillas emergen “naturalmente” de los agrupamientos que utilizan la calle como medio de sobrevivencia; esto es, los conformados por la niñez en situación de calle cuya vinculación familiar se ha roto o está próxima a ello. De estos grupos espontáneos que ofrecen “protección” a sus miembros y son inducidos a la “vida en la calle” por parte de quienes les antecedieron en esa experiencia, se pasa a la configuración de pandilla cuando aparecen normas, reglas y jerarquías (muchas veces copiadas de otros grupos) y se estabilizan los lazos con otras pandillas consolidadas como tales.

En la evolución hacia el “envejecimiento” de los miembros de las pandillas que se han afianzado en un territorio, puede darse que pasen a ser lideradas por adultos o se vinculen a otras pandillas lideradas por adultos, las que pasan a operar en red a través de subdivisiones o clicas. Esta evolución las transforma en “pandillas callejeras” con células o clicas que operan delictivamente a nivel nacional e internacional y que demuestran un modus operandi progresivamente más complejo.

l) Derechos humanos:

Que les son vulnerados: 

* derechos económico-sociales a la supervivencia (nutrición, salud, seguridad social), y al desarrollo integral (educación, relación con la familia, al descanso, juego y cultura);

* derechos civiles a la protección (preservación de la identidad, nacionalidad, contra malos tratos y abusos, explotación laboral y sexual, a ser traficados, etc.) que los tiene, como consecuencia, desligados o cuasi-desligados de sus familias, excluidos de la sociedad y sin oportunidades de revertir su situación (la propia pandilla trata de compensar el ejercicio de estos derechos aunque no hace más que profundizar la gravedad de la situación en la que viven); a recibir una adecuada administración de justicia cuando están en conflicto con la ley penal (detenciones ilegales, inconstitucionales, sin el debido proceso, largas privaciones de libertad sin sentencia judicial y en establecimientos que refuerzan la violación de los derechos humanos).

* derechos políticos a la participación (la propia pandilla trata de compensar el ejercicio de estos derechos).

Que vulneran: los de sus pares en términos de los derechos civiles a la protección contra malos tratos y abusos físicos y psicológicos, y en términos de los derechos a la supervivencia mediante el consumo de drogas y alcohol y los derechos civiles a la protección mediante el tráfico de drogas; los de las personas que cohabitan el “territorio” de la pandilla, violando derechos a la propiedad y la integridad física.

3. 
Pandillas violentas

Organizadas con finalidad violenta explícita (ejemplo: las “maras”)

a) Tamaño: grande (100-500 participantes)

b) Género: formada principalmente por varones aunque es permitida la integración de mujeres (relación M/F: hasta 9-1).

c) Composición étnica: homogénea (según la pandilla). Primacía latina. En Estados Unidos también afrodescendiente y asiática.

d) Edades: adolescentes, jóvenes y adultos (15-30 años y más)

e) Territorialidad: barrios bajo dominio de las clicas.

f) Criminalidad: Ídem anterior pero con tendencia a una mayor criminalidad homicida.

g) Origen: Surgen del mismo contexto que las pandillas juveniles y son un estadio más avanzado en la evolución de las mismas y en la comisión de delitos más complejos.

h) Objetivos: dar un “sentido a la vida sin sentido ni oportunidades” y vislumbrar la existencia de transacciones ilícitas rentables.

i) Formas de operación: igual que el anterior pero con una mayor complejidad en su organización y conexión con otras clicas.

j) Otras actividades: casi nulas.

k) Evolución:

Estadio terciario: son una continuidad de las pandillas juveniles que no se extinguieron y que se consolidaron en su organización y estructura en el territorio de pertenencia. Pueden adoptar denominaciones propias o utilizar las de otras pandillas bajo la forma de clicas de aquellas.

La evolución de las clicas de pandillas callejeras, cuyos miembros no han muerto o han logrado abandonar las mismas, es hacia la constitución de “pandillas criminales”.

l) Derechos humanos:

Que les son vulnerados: 

* derechos económico-sociales a la supervivencia y al desarrollo integral; igual que el anterior en lo que refiere a los menores de dieciocho años;

* derechos civiles a la protección; igual que el anterior en lo que refiere a los menores de dieciocho años.

* derechos políticos a la participación (igual que el anterior en lo que refiere a los menores de dieciocho años) y a recibir una adecuada administración de justicia cuando están en conflicto con la ley penal (válido para menores y mayores de dieciocho años) Que vulneran: los de sus pares; igual que las pandillas juveniles pero con mayor gravedad y frecuencia. Los de las personas que cohabitan el “territorio” y las zonas de influencia delictiva de la clica, violando los derechos a la vida (mayor tasa de homicidios) a la integridad física (mayores actos violentos) a la salud pública (tráfico de drogas), a la seguridad ciudadana y a la propiedad (entre otros).

Según la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo), en su artículo 2, se establece que para los fines de la Convención:

“c) Por "grupo estructurado" se entenderá un grupo no formado fortuitamente para la comisión inmediata de un delito y en el que no necesariamente se haya asignado a sus miembros funciones formalmente definidas ni haya continuidad en la condición de miembro o exista una estructura desarrollada;”

En este sentido, las pandillas callejeras, violentas (o también “maras”) pueden, en la medida que se internan en la comisión de delitos más complejos, ser considerados “grupos estructurados” y quedar contemplados en los delitos tipificados y las penas propuestas por este instrumento internacional para la consideración de cada Estado Parte.

Al mismo tiempo el artículo 25 sobre “asistencia y protección a las víctimas”, debería ser interpretado por los Estados Parte, de modo que todo menor de dieciocho años que fuera utilizado por los grupos delictivos organizados para la comisión de los delitos previstos, reciba las consideraciones y protecciones de derechos previstas en la Convención sobre los Derechos del Niño, al tiempo que sea considerado “víctima” hasta tanto se pruebe lo contrario.

4.
Pandillas criminales

Organizadas con finalidad criminal (ejemplo las “maras internacionales”)

a) Tamaño: mediano a grande (50-200 participantes)

b) Género: formada principalmente por varones aunque es permitida la integración de mujeres en menor número.

c) Composición étnica: homogénea (según la pandilla). Primacía latina. En Estados Unidos también afrodescendiente y asiática.

d) Edades: jóvenes y adultos (18-30 años y más)

e) Territorialidad: Se identifican con territorios pero sus actividades no se restringen a los mismos, ya que pueden operar en otros lugares bajo encargo.

f) Criminalidad: variadas actividades criminales organizadas con utilización de armas sofisticadas. Entre los delitos se encuentran: tráfico de drogas, armas y personas, robos, secuestros, extorsiones, proxenetismo y asesinatos, incluidos aquellos por contrato).

g) Origen: serían el estadio final de la evolución pandillera, desde el agrupamiento de adolescentes que busca alternativas y un sentido a la vida hasta la organización adulta más vinculada al crimen organizado.

h) Objetivos: dinero, “reputación” en ciertos territorios y un “poder paralelo” al poder que los excluyó de la sociedad.

i) Formas de operación: igual que el anterior pero con un alto nivel de entrenamiento, disciplina, planificación, organización y logística para realizar sus acciones delictivas. Tienen una organización jerárquica definida e incluso cuentan con unidades especializadas en ciertos tipos de delitos. En varios países son bien conocidas por la policía. El crimen organizado frecuentemente realiza contrataciones de pandilleros sicarios provenientes de estos grupos.

j) Otras actividades: casi nulas.

k) Evolución:

Estadio final: constituyen un proyecto de destrucción en tanto lo que les espera es el fin de sus vidas en forma violenta o la cárcel. Cuando la pandilla criminal como grupo se inserta en actividades delictivas significativas y complejas, en ese momento podría decirse que deja de ser pandilla para convertirse en crimen organizado.

l) Derechos humanos:

Que les son vulnerados: 

* derechos económico-sociales (exclusión), derechos políticos (a la ciudadanía y a la participación) y derechos civiles A recibir una adecuada administración de justicia cuando están en conflicto con la ley penal (detenciones ilegales, inconstitucionales, sin el debido proceso, largas privaciones de libertad sin sentencia judicial y en establecimientos que refuerzan la violación de los derechos humanos).

Que vulneran: los de sus pares (supervivencia, desarrollo, protección), los de las personas que cohabitan el “territorio” y las zonas ampliadas al contexto nacional e internacional de acción delictiva. Violan los derechos a la vida, a la integridad física, psicológica, moral y social, a la salud pública, a la seguridad ciudadana, a la propiedad y a la seguridad nacional, entre otros.

Según la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo), en su artículo 2, se establece que para los fines de la Convención:

“a) Por "grupo delictivo organizado" se entenderá un grupo estructurado de tres o más personas que exista durante cierto tiempo y que actúe concertadamente con el propósito de cometer uno o más delitos graves o delitos tipificados con arreglo a la presente Convención con miras a obtener, directa o indirectamente, un beneficio económico u otro beneficio de orden material;”

En este sentido, las pandillas criminales, en la medida que existen para la comisión de delitos complejos vinculados al crimen organizado internacional, son “grupos delictivos organizados” y quedan contempladas en los delitos tipificados y las penas propuestas por este instrumento internacional para la consideración de cada Estado Parte.

5.
Pandillas de mujeres (poco investigadas
/)

Organizadas por género sin finalidad violenta (ejemplo: “pandillas de mujeres” de Estados Unidos)

a) Tamaño: pequeño a mediano (15-40 participantes)

b) Género: constituidas únicamente por mujeres. Algunas de ellas son autónomas y otras están “afiliadas” a las pandillas de varones. Con menos frecuencia también se han descrito pandillas controladas por mujeres pero con miembros de ambos sexos.

c) Composición étnica: sólo estudiadas en Estados Unidos. Primacía latina y afrodescendiente.

d) Edades: adolescentes y jóvenes y adultos (15-25 años)

e) Territorialidad: Estados Unidos. Se encuentran en ciudades pequeñas y áreas rurales con problemas de pandillas. Allí es donde predominan las organizaciones pandilleras de mujeres.

f) Criminalidad: extorsión, intimidación y otros actos criminales, generalmente menores, dentro y en el entorno de su barrio, territorio o área rural.

g) Origen: surgen como “imitación” de las pandillas juveniles con predominio masculino y son vistas como una “oportunidad” para escapar del abuso físico y sexual de sus hogares y, al mismo tiempo, obtener protección, consideración y cierta cuota de poder y respeto.

h) Objetivos: dar un “sentido a la vida sin sentido ni oportunidades”

i) Formas de operación: igual que las pandillas juveniles.

j) Otras actividades: no hay estudios.

k) Evolución:

Son una modalidad de pandillas juveniles con un “corte de género” únicamente descrito en los Estados Unidos. Si no reclutan nuevas integrantes, tienden a extinguirse porque las mujeres abandonan más temprano la vida pandillera que los varones. Otra alternativa es integrarse a pandillas lideradas por varones.

l) Derechos humanos:

Que les son vulnerados: derechos económico-sociales. Derecho al desarrollo integral mediante una educación que promueva todas las capacidades y que sea de la mejor calidad; derecho a la igualdad de oportunidades de género; derecho a la supervivencia, mediante un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social; derechos políticos a la participación, entre otros.

Que vulneran: los de sus pares en términos de los derechos civiles a la protección contra malos tratos y abusos físicos y psicológicos. Los de las personas que cohabitan el “territorio” de la pandilla, violando derechos a la propiedad y la integridad física.

6. 
Marco legal para el enfrentamiento del problema

Para los casos de Colombia y México, la legislación sobre pandillas es escasa, con una consecuente pobreza especializada para atender el problema y con medidas de atención insuficientes, aisladas y mal coordinadas. Ello requeriría de la promulgación de legislación nueva y ajustada al enfoque de derechos.

En lo que respecta a Honduras, la legislación es diversa y dispersa, superponiéndose la institucionalidad encargada de atender la problemática, con el agravante de que la misma entra frecuentemente en conflicto. A ello se agregaría la inoperancia, la falta de personal, la escasa capacitación del mismo y el magro e insuficiente presupuesto. Como consecuencia, las medidas concretas que han sido implementadas son escasas y carentes de impacto.

El caso de El Salvador indica que el marco jurídico, marcado por el endurecimiento de las penas para los delitos asociados a las pandillas, tiende a criminalizar a los jóvenes pero no resuelve el problema de la violencia general que erróneamente tiende a ser atribuida a las actividades de las pandillas.

En el Ecuador no existe tipificación de delitos ni medidas específicas para las actividades de las pandillas, por lo que urge la creación de legislación nueva que permita atender específicamente el problema en todos sus aspectos. Ello también se refleja en la falta de institucionalidad y medidas concretas de prevención, control y rehabilitación.

El caso de Jamaica es relativamente similar a la de Ecuador salvo en lo que respecta a la existencia de leyes que permitan la confiscación de activos de los delitos derivados de las actividades de las pandillas.

En los Estados Unidos se ha producido, en los últimos años, una intensa revisión de la legislación sobre pandillas, tanto federal como estatal, la que ha dado lugar a una explosión de represión punitiva dirigida hacia los jóvenes. Se ha incrementado el rango de delitos que pueden dar lugar a la exclusión del tribunal de menores, reducir la confidencialidad de los procedimientos y expedientes de justicia juvenil y establecer una relación más clara entre infracciones y sanciones. Ello ha sido una respuesta a la proliferación de las pandillas y el aumento en los niveles de violencia.

7. 
Medidas preventivas

Para todas las categorías de pandillas definidas se cree necesario el diseño e implementación de políticas públicas específicas, con base en una legislación moderna y una institucionalidad rectora sobre el tema en cada uno de los Estados involucrados.

Tales políticas no pueden desligarse de las políticas públicas en el área social, en la medida que no es posible prevenir, controlar y disminuir un problema tan complejo como el de las pandillas, si no se consideran los factores estructurales de pobreza, inequidad, exclusión y carencia de oportunidades que le da origen.

Tales factores estructurales son responsables de que gran parte de la población viva en condiciones indignas y violatorias de los derechos humanos más fundamentales, al tiempo que propicia el clima para el avance de la criminalidad. Las pandillas resultan en una síntesis dramática de toda esta disfuncionalidad social pues ellas representan tanto a la exclusión como a la criminalidad violenta.

La institucionalidad rectora sobre el tema no puede ser más que un organismo intersectorial y colegiado que involucre a representantes del gabinete social, los estamentos de seguridad del Estado y las distintas organizaciones de la sociedad civil incluyendo los niveles estatales, departamentales y municipales. De este organismo deben partir las políticas públicas sobre el tema, las que deben ser puestas en práctica de manera articulada y coordinada por una entidad ejecutiva (con o sin rango ministerial) que cuente con personal capacitado, suficiente, eficiente y profesionalizado, así como con recursos materiales y financieros que permitan la adecuada implementación de las intervenciones en las áreas preventivas, de control y reinserción rehabilitación social.

El marco ético dominante debería ser el del respeto, garantía y promoción de los derechos humanos, en general, y de los derechos de la niñez y de la mujer, en particular. El motor de este tipo de intervención pública es el de la movilización social a través de la participación ciudadana. Al mismo tiempo, en los casos de la intervención del sistema de justicia, la provisión de procesos judiciales rápidos, con garantías, protección de derechos y provisión de espacios dignos para los casos de privación de libertad.

Las medidas concretas deben apuntar al reforzamiento local de la confianza social, las cadenas de solidaridad, la recuperación de la vecindad y de los espacios públicos en las comunidades; el fortalecimiento de la educación formal y no formal y la promoción del uso de mecanismos alternativos para la resolución de conflictos.

1. 
Pandillas escolares

Para los países que han informado sobre la presencia de esta categoría de pandilla, es clave la intervención en dos niveles: la institución educativa propiamente dicha y la acción comunitaria.

Las intervenciones deben focalizarse en el área preventiva, en tanto la evolución de esta categoría puede conducir a la integración de pandillas juveniles y aún violentas.

Reducir la motivación para el ingreso a las pandillas ya constituidas y la creación de espacios alternativos de agrupamientos adolescentes con finalidades sociales, culturales, recreativas y aún productivas, debe ser el propósito del trabajo de la institución escolar y la comunidad a la que pertenece la misma.

En lo formal, la institución educativa debe concentrar sus esfuerzos en la matrícula, calidad de la educación y retención escolar.

De este modo, la intervención pública (entendida como Estado y sociedad civil trabajando articuladamente) apuntará a la restitución de los derechos vulnerados y a la protección de los derechos que potencialmente las pandillas vulneran.

2. Pandillas juveniles

La política pública que se propone debe estar dirigida a enfrentar el fenómeno mismo de las pandillas juveniles y separarse de las políticas de tratamiento del crimen ya que su tratamiento debe ser social y cultural más que represivo y policial. Las pandillas juveniles no representan el crimen en sí mismo, sino que son un fenómeno grupal que tiene como objetivo “dar un sentido a la vida sin sentido ni oportunidades” y que, como una de sus manifestaciones incursiona en el crimen.

Cuando el crimen es la esencia de la pandilla, entonces se está frente al fenómeno de las pandillas violentas que es la categoría siguiente.

Las intervenciones dirigidas a las pandillas juveniles deben basarse en el enfoque de derechos y en el enfoque de género y generar: (1) espacios de interacción y desarrollo juvenil; (2) el rompimiento de las dinámicas violentas y delincuenciales, y (3) la construcción de nuevos desafíos y de un clima favorable para el desarrollo de los jóvenes.

Esta línea de acción pretende fomentar el derecho a la participación y construcción de ciudadanía, con acciones que permitan a los adolescentes y jóvenes salir de la “clandestinidad” pandillera y hacerse visibles desde sus propuestas y no desde la confrontación, al tiempo que se promueve la equidad entre los géneros.

Las medidas preventivas que eviten el ingreso de adolescentes y jóvenes a las pandillas deben contar con actividades individuales, grupales y comunitarias.

3.
Pandillas violentas

La política pública sobre pandillas y su institucionalidad, deben contemplar que las pandillas violentas surgen del mismo contexto que las pandillas juveniles y son un estadio más avanzado en la evolución de las mismas y en la comisión de delitos más complejos.

El crimen pasa a ser el epicentro de las actividades que antes buscaban “dar un sentido a la vida sin sentido ni oportunidades” y la actividad en red a través de clicas que conservan la identidad de la pandilla original en el territorio en que se encuentren (sin importar país, región o ciudad), marcan las primeras diferencias con la categoría anterior. Complementariamente y a medida que la pandilla violenta crece y madura, adquiere una organización y estructura más compleja y sofisticada, junto con el predominio etáreo de los mayores de edad.

Frente a estas pandillas, las intervenciones en el área preventiva comienzan a adquirir una importancia relativa menor que las que tienen las medidas de control y rehabilitación.

Debidamente articuladas con las intervenciones desarrolladas para las pandillas juveniles, es necesario poner énfasis en prevención como retardación o desistencia al ingreso de adolescentes a las pandillas violentas. Al mismo tiempo se hace necesario desarrollar programas de capacitación para las fuerzas de seguridad que deberán intervenir en la prevención del delito y que su actuación tendrá que estar coordinada con aquellas que se desarrollen en el área social, fundamentalmente en el nivel local o municipal. Para las fuerzas de seguridad, la política pública sobre pandillas impulsará el mejoramiento de las técnicas de investigación e inteligencia como forma de abordar el problema y poder identificar el funcionamiento de las clicas de pandillas violentas que actúan en el país, estado, departamento, ciudad y comunidad. Estas medidas de prevención del delito intentarán también detectar los vínculos entre los líderes adultos privados de libertad y aquellos que operan en las calles.

En lo relativo a la intervención, se piensa que dentro del marco legal vigente (o a modificar) en cada Estado, se promoverán formas de control social del delito, con un trabajo selectivo y focalizado basado en fuentes apropiadas de información, evitando así las detenciones masivas y alentando las estrategias disuasivas para la evolución desde los agrupamientos “naturales” de adolescentes hacia las formas de pandillaje juvenil y violento.

Los actores claves en las intervenciones sociales y de seguridad pública residen en los niveles más próximos al accionar de las pandillas, esto es, el nivel comunitario, local o municipal. Entonces es fundamental que la institucionalidad sobre pandillas actúe de modo descentralizado, captando a académicos, educadores, trabajadores de calle, decisores políticos locales, líderes comunitarios, párrocos, miembros de ONG locales, etc., con el propósito de promover alternativas para el desarrollo personal, especialmente para los menores de dieciocho años involucrados y, con ello, para la restitución de los derechos económico-sociales, civiles y políticos que les han sido vulnerados.

Como la mayoría de los integrantes de las pandillas violentas son mayores de dieciocho años, las intervenciones de rehabilitación social pueden dar comienzo desde la privación de libertad (contando con un proceso y sentencia judicial ágiles,) si es que han cometido delitos probados. Tales intervenciones deben basarse en la promoción de la educación en valores, el desarrollo de habilidades para la vida, la expresión artística, la autogestión, participación, capacitación laboral y generación de alternativas económico productivas, así como la oportunidad de nivelación educativa primaria o secundaria.

4. Pandillas criminales

En la medida que las pandillas criminales existen para la comisión de delitos complejos vinculados al crimen organizado internacional, son “grupos delictivos organizados” y quedan contempladas en los delitos tipificados y las penas propuestas por la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo) para la consideración de cada Estado Parte.

Las actividades criminales son variadas y cuentan con organización, estructura y financiación, por lo que se las puede considerar parte del crimen organizado. Sus actividades delictivas principales son: el tráfico de drogas, armas y personas, robos, secuestros, extorsiones, proxenetismo y asesinatos, incluidos aquellos por contrato.

Estas pandillas serían el estadio final de la evolución pandillera, constituyéndose en un proyecto de destrucción, en tanto lo que les espera es el fin de sus vidas en forma violenta o la cárcel. Violan los derechos a la vida, a la integridad física, psicológica, moral y social, a la salud pública, a la seguridad ciudadana, a la propiedad y a la seguridad nacional, entre otros.

El propósito y alcance de la política pública sobre pandillas quedaría superado por esta categoría, en la medida en que representa una forma de crimen organizado transnacional. No obstante ello, la aplicación de las medidas sobre las categorías precedentes tendría un impacto negativo directo en el mediano y largo plazo, sobre el reclutamiento de nuevos miembros para las mismas.

5. Pandillas de mujeres

Teniendo en cuenta que las pandillas de mujeres surgen en los Estados Unidos como una “imitación” de las pandillas juveniles con predominio masculino y que son vistas por sus integrantes como una “oportunidad” de escapar del abuso físico y sexual de sus hogares, así como para obtener protección, consideración y cierta cuota de poder y respeto, las intervenciones de la política pública sobre pandillas exigen de la consideración especial y específica de estos grupos con enfoque de género.

La institucionalidad y los niveles de intervención son los mismos que se pueden desarrollar para las pandillas juveniles, con algunos componentes particulares que hacen al acompañamiento de las adolescentes y jóvenes en el proceso de abandono de vida pandillera que, como se desarrolló anteriormente, es más temprano que el de los varones.

CONCLUSIONES

1.
Las pandillas ofrecen un espacio para la socialización, protección, relaciones de amistad y fraternidad, así como para asumir riesgos y probarse a sí mismos; acceso a dinero que de otra forma no podrían obtener, relaciones sexuales; la posibilidad de adquirir una identidad y una cuota de poder.

2.
Las resoluciones y mandatos de la Organización de los Estados Americanos urgen para que se adopten medidas de prevención y control de la violencia de carácter transversal y regional.

3.
La información de referencia sobre pandillas permite constatar que existe profusa información así como de numerosas y valiosas investigaciones sobre el tema, con marcos conceptuales y metodologías que, en muchos casos, ofrecen resultados difíciles de comparar, extrapolar o generalizar.

4.
Que tales problemas de información repercuten sobre la toma efectiva de decisiones sobre el problema.

5.
Que los informes resultantes de los estudios realizados por los seis consultores del presente proyecto señalan que, en general, el problema de las pandillas es visto como:
- 
esencialmente urbano,

- 
de seguridad pública más que de contexto socioeconómico y de derechos humanos,

- 
vinculado a los adolescentes y jóvenes aunque estos sean una minoría dentro de las pandillas violentas o maras.

- 
condicionado por la pobreza y la exclusión,

- 
asociado a la carencia en las oportunidades que ofrecen el Estado, el mercado y la comunidad,

- 
que se inicia con el niño o adolescente que proviene de familias disfuncionales y busca identidad, protección, afecto y poder,

- 
con un claro corte de género; sobremasculinidad que oscila entre 2.5 - 1 a 9 - 1

- 
étnicamente heterogéneo pero con predominio latino y afrodescendiente sobre el blanco anglosajón.

- 
vinculado a gran parte de los homicidios nacionales.

- 
vinculado en forma creciente al tráfico de drogas, armas, personas y otros delitos relacionados con el crimen organizado.

6. Los enfoques predominantes para el estudio y abordaje de las pandillas no incorporan la perspectiva de los derechos humanos y, salvo algunas referencias aisladas, resulta difícil integrar el enfoque de género.

7. Se asume como definición de consenso que "Las pandillas representan el esfuerzo espontáneo de niños/as y jóvenes por crear, donde no lo hay, un espacio urbano en la sociedad que sea adecuado a sus necesidades y en el cual puedan ejercer los derechos que la familia, el Estado y la comunidad les han vulnerado. Emergiendo de la pobreza extrema, la exclusión y la falta de oportunidades, las pandillas buscan satisfacer sus derechos organizándose sin supervisión y desarrollando sus propias normas, afianzando una territorialidad y una simbología que otorgue sentido a la pertenencia grupal. Esta búsqueda de ejercer ciudadanía es, en muchos casos, violatoria de los derechos propios y ajenos, generando violencia y crimen en un círculo que perpetúa la exclusión de la que provienen. Por ello no pueden revertir la situación que les dio origen. Siendo un fenómeno predominantemente masculino, las pandilleras sufren con mayor intensidad las brechas de género y las inequidades propias de la cultura dominante".

8. Hay rutas adultas hacia el pandillaje caracterizadas por:

- 
el incremento progresivo en la edad de los pandilleros dentro de las pandillas. - La movilidad territorial

- 
la deportación de pandilleros

- 
la alianza con pandillas norteamericanas

- 
las pandillas transnacionales de adultos

9. Esta ruta hacia el pandillaje adulto se ve respaldado por la información recogida por los expertos que indican que:

- 
Hay más menores de dieciocho años infractores a la ley que menores de dieciocho años pandilleros.

- 
En algunos países los pandilleros menores de dieciocho años representan el 4-5% de los menores de dieciocho años privados de libertad.

- 
En Honduras, por ejemplo, en 2007 se contabilizaron 736 pandilleros mayores de dieciocho años privados de libertad, mientras sólo diecinueve fueron menores.

- 
En Estados Unidos se calcula que entre el 5 y 7% de la población entre doce y dieciséis años pertenece o perteneció a una pandilla.

10. Categorías de pandillas. Con base en los informes presentados, se han identificado las siguientes categorías de acuerdo a criterios estructurales como tamaño, género, composición étnica, edades; duración, territorialidad y criminalidad, así como en criterios de origen, objetivos, formas de operación y evolución.

Pandillas Irregulares. Poco organizadas o estructuradas (ejemplo: las "pandillas escolares"). Tienen una dimensión pequeña a media (15-40 participantes) y se integran principalmente por varones y con cierta reticencia al ingreso de mujeres. Desarrollan una criminalidad menor caracterizada por enfrentamientos con otras pandillas escolares, extorsión, intimidación y otros crímenes menores, dentro y en el entorno barrial de su centro educativo. Estas deben ser abordadas con medidas de promoción de derechos y valores, retardación del ingreso a las pandillas y retención escolar.

Pandillas transgresoras. Organizadas sin finalidad violenta explícita (ejemplo: las "pandillas juveniles"). De tamaño medio (más de 40-80 participantes), están formadas principalmente por varones aunque es permitida la integración de mujeres (relación M/F: 5-1). Sus niveles de criminalidad están vinculados a la protección y defensa contra pandillas rivales, control territorial, se involucran en actividades violentas. El abordaje debe apuntar a la detección temprana y la reinserción educativa, laboral y social.

Pandillas violentas. Organizadas con finalidad violenta explícita (ejemplo: las "maras"). Son de tamaño grande (100-500 participantes) y están constituidas principalmente por varones aunque es permitida la integración de mujeres (relación M/F: hasta 9-1). La acción criminal de esta categoría se caracteriza por la tendencia a una mayor criminalidad violenta que las transgresoras, especialmente los homicidios como objetivo del enfrentamiento a las pandillas enemigas. Estas requieren de un abordaje de administración de justicia respetuoso de los derechos humanos y de rehabilitación integral de aquellos miembros dispuestos a abandonar esta vida.

Pandillas criminales. Organizadas con finalidad criminal (ejemplo las "maras internacionales"). Tienen un tamaño mediano a grande (50-200 participantes) y se forman principalmente por varones aunque es permitida la integración de mujeres en menor número. Sus actividades delictivas son el tráfico de drogas, armas y personas, robos, secuestros, extorsiones, proxenetismo y asesinatos. El abordaje es el del control y sanción penal nacional e internacional.

Pandillas de mujeres. Organizadas por género sin finalidad violenta (ejemplo: “pandillas de mujeres” de Estados Unidos). Son de tamaño pequeño (15-40 participantes) y se constituyen únicamente por mujeres. Algunas de ellas son autónomas y otras están “afiliadas” a las pandillas de varones. Con menos frecuencia también se han descrito pandillas controladas por mujeres pero con miembros de ambos sexos. El abordaje es similar al de las pandillas transgresoras.

Todas ellas vulneran derechos que van desde los de sus propios pares (derechos civiles a la protección contra malos tratos y abusos físicos y psicológicos), pasando por los de las personas que cohabitan el “territorio” de la pandilla (derechos a la propiedad y la integridad física), hasta los derechos a la seguridad ciudadana, la propiedad y aún la seguridad nacional.

11. Para todas las categorías de pandillas definidas se cree necesario el diseño e implementación de políticas públicas específicas, con base en una legislación actualizada y una institucionalidad rectora sobre el tema en cada uno de los Estados involucrados. Tales políticas no pueden desligarse de las políticas públicas en el área social, en la medida que no es posible prevenir, controlar y disminuir un problema tan complejo como el de las pandillas, si no se consideran los factores estructurales de pobreza, inequidad, exclusión y carencia de oportunidades que le da origen. En toda intervención debe considerarse un marco ético de respeto, garantía y promoción de los derechos humanos, así como la promoción de la participación ciudadana.

Las medidas concretas deben apuntar al reforzamiento local de la confianza social, las cadenas de solidaridad, la recuperación de la vecindad y de los espacios públicos en las comunidades; el fortalecimiento de la educación formal y no formal y la promoción del uso de mecanismos alternativos para la resolución de conflictos. Complementariamente el sistema de justicia debe intervenir mediante procesos judiciales rápidos y con garantías.

Washington DC, julio de 2007
ANEXO V

APORTES DE LOS EXPERTOS DURANTE LA PRIMERA SESIÓN ESPECIAL
DEDICADA A ANALIZAR EL FENÓMENO DE LAS PANDILLAS DELICTIVAS Y LA
SEGUNDA SESIÓN PARA ELABORAR LA ESTRATEGIA REGIONAL DE PROMOCIÓN
DE LA COOPERACIÓN INTERAMERICANA PARA EL TRATAMIENTO DE LAS
PANDILLAS DELICTIVAS

PRIMERA SESIÓN ESPECIAL DEDICADA A ANALIZAR EL FENÓMENO DE LAS PANDILLAS DELICTIVAS

Durante la primera sesión especial realizada el 17 de enero de 2008, en Washington, D. C., los expertos invitados expusieron sobre las diferentes formas de abordar el tema pandillas delictivas. A continuación se detallan los temas tratados. Más información y las exposiciones completas se encuentran en el sitio web del Departamento de Seguridad Pública www.oas.org/dsp 

Prevención del fenómeno de las pandillas delictivas

· “El fenómeno de las pandillas delictivas en sus diversas modalidades y particularidades”, Departamento de Seguridad Pública de la OEA

· “Violencia de pandillas juveniles: enfoque de Salud Pública”, Alberto Concha-Eastman, Asesor Regional, Prevención de violencia y lesiones, OPS-OEA

· Presentación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH)

· “Arte y cultura como estrategia para prevenir la violencia social”, Lenore García, Directora, Departamento de Educación, Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral, OEA

· Pandillas, Policía Nacional del Ecuador, Dirección Nacional de Policía Especializada en niños, niñas y adolescentes

Formas de aplicación de la ley

· Pandillas: amenaza transnacional, Oscar Bonilla, Presidente del Consejo Nacional de Seguridad Pública de El Salvador, Sistema de Integración Centroamericano sobre la aplicación de la ley

· Plan Centroamérica Segura, Presentado por la Misión Permanente de El Salvador

· Estrategia de los Estados Unidos para combatir la amenaza de las pandillas criminales de Centroamérica y México
SEGUNDA SESIÓN PARA ELABORAR LA ESTRATEGIA REGIONAL DE PROMOCIÓN DE LA COOPERACIÓN INTERAMERICANA PARA EL TRATAMIENTO DE LAS PANDILLAS DELICTIVAS


Los expertos invitados a la segunda sesión especial realizada el 2 de marzo de 2010, en Washington D. C., expusieron sobre las diferentes formas de abordar el tema pandillas delictivas. A continuación se detallan los temas tratados. Más información y las exposiciones completas están en el sitio web del Departamento de Seguridad Pública de la OEA www.oas.org/dsp 

Prevención del fenómeno de las pandillas delictivas

· “Estrategia Regional para responder a las pandillas en el Caribe”, Charles M. Katz, Ph. D., Catedrático Adjunto, Escuela de Criminología y Justicia Penal, Arizona State University, Downtown Campus

· “Respuestas comunitarias para atender a la violencia pandillera juvenil”, Geoff
Thale, Director de Programa, Washington Office on Latin America (WOLA)

· “Actividades de prevención de violencia de pandillas en Latinoamérica y el Caribe”, E. Brennan Dorn, Especialista en Democracia, Oficina de Desarrollo Regional Sostenible, Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID)

· Presentación Centro Internacional para la Prevención de la Criminalidad (CIPC), Esteban Benavides, Analista y encargado de proyectos para América Latina, CIPC

Rehabilitación de pandilleros

· “Experiencias en rehabilitación y reinserción en expandilleros en Centroamérica”, Enrique Roig, Colaborador Principal, Communities in Transition Division, Creative Associates International, Inc. (CAII)

· “Rehabilitación de jóvenes pandilleros”, Diego Uriburu, Director Ejecutivo Adjunto, Identity Inc.

· “Prevención, tratamiento y rehabilitación para infractores de ley drogodependientes”, Anna Mc. G. Chisman, Jefa, Reducción de la Demanda y “Programa latinoamericano de formación y certificación para el tratamiento y rehabilitación de drogas y violencia”, Alexandra Hill, Especialista, Reducción de la Demanda, Secretaría Ejecutiva de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD)

Formas de aplicación de la ley

· “Medidas de acción y prevención contra el fenómeno de las pandillas en México”, Tomás Eduardo Munguía Camarena, Coordinación General de Información contra la Delincuencia del Centro Nacional de Planeación, Análisis e Información para el Combate a la Delincuencia (CENAPI), Procuraduría General de la República de México

· “Cooperación policial multinacional” Patrick Stevens, Oficial de Enlace de la Policía Federal de Bélgica para las Bahamas, Canadá, Estados Unidos, México y Puerto Rico

Identificación de recursos técnicos y financieros

· “Prevención de la violencia: la evidencia”, Alessandra Guedes, Asesora Regional en Violencia Intrafamiliar, Organización Panamericana de la Salud (OPS)

· “Pandillas en Centroamérica”, Clare Ribando Seelke, Especialista en Asuntos Latinoamericanos, Congressional Research Service (Estados Unidos)

· Recursos técnicos y financieros para la Estrategia Regional de Promoción de la Cooperación Interamericana para el Tratamiento de las Pandillas Delictivas, Lorena Cohan, Gerente de Proyecto, Grupo sobre Delincuencia Urbana y Prevención de la Delincuencia, Banco Mundial
AG/RES. 2542 (XL-O/10)

CARTA SOCIAL DE LAS AMÉRICAS: RENOVACIÓN DEL
COMPROMISO HEMISFÉRICO DEL COMBATE A LA POBREZA EN LA REGIÓN

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTOS:

Las resoluciones AG/RES. 2056 (XXXIV-O/04) y AG/RES. 2139 (XXXV-O/05), “Proyecto de Carta Social de las Américas: Renovación del compromiso hemisférico del combate a la pobreza extrema en la región”, AG/RES. 2241 (XXXVI-O/06), “Carta Social de las Américas: Renovación del compromiso hemisférico del combate a la pobreza extrema en la región”, AG/RES. 2278 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2363 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2449 (XXXIX-O/09), “Carta Social de las Américas: Renovación del compromiso hemisférico del combate a la pobreza en la región”; y

El informe sobre la implementación de la resolución AG/RES. 2449 (XXXIX-O/09), contenido en el documento CP/doc.4494/10; y
CONSIDERANDO que la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece como uno de sus propósitos esenciales erradicar la pobreza crítica que constituye un obstáculo al pleno desarrollo democrático de los pueblos del Hemisferio;

TENIENDO PRESENTE:

Que la Carta Democrática Interamericana establece que la democracia es esencial para el desarrollo social, político y económico de los pueblos de las Américas;

Que la Carta Democrática Interamericana señala igualmente que la pobreza, el analfabetismo y los bajos niveles de desarrollo humano son factores que inciden negativamente en la consolidación de la democracia; y

Que la promoción y observancia de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales son consustanciales al desarrollo integral y al crecimiento económico con equidad;

RECORDANDO las Declaraciones de las Cumbres de las Américas, la Declaración de Margarita sobre pobreza, equidad e inclusión social, el Consenso de Monterrey y otros documentos pertinentes de la Organización de los Estados Americanos;

TOMANDO EN CUENTA que la eliminación de la pobreza crítica es parte esencial de la promoción y consolidación del ordenamiento democrático y que constituye responsabilidad común y compartida de los Estados americanos;

TENIENDO PRESENTE que los Jefes de Estado y de Gobierno de las Américas, mediante la Declaración de Mar del Plata, aprobada en la Cuarta Cumbre de las Américas, y la Declaración de Compromiso de Puerto España de la Quinta Cumbre de las Américas, reiteraron su apoyo a los objetivos de la Carta Social de las Américas y su Plan de Acción;
/
RECORDANDO la propuesta de la República Bolivariana de Venezuela de que, una vez concluidos los trabajos sobre la Carta Social de las Américas y su Plan de Acción, se celebre un período extraordinario de sesiones de la Asamblea General para su aprobación;

ACOGIENDO CON BENEPLÁCITO el ofrecimiento de la República Bolivariana de Venezuela para ser sede del referido período extraordinario de sesiones de la Asamblea General;

REAFIRMANDO el compromiso moral y político del combate a la pobreza en la región; y

CONVENCIDA, por ello, de la imperiosa necesidad de realizar todos los esfuerzos que se requieran para avanzar más rápidamente en la elaboración de la Carta Social de las Américas y su Plan de Acción,

RESUELVE:

1. Acoger con beneplácito el informe sobre la implementación de la resolución AG/RES. 2449 (XXXIX-O/09), “Carta Social de las Américas: Renovación del compromiso hemisférico del combate a la pobreza en la región”, el cual refleja el progreso sustantivo en el trabajo de redacción de la Carta Social de las Américas realizado por el Grupo de Trabajo Conjunto del Consejo Permanente y la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI) sobre el Proyecto de Carta Social de las Américas, en cumplimiento del mandato contenido en dicha resolución.

2. Renovar el compromiso asumido y encomendado al Grupo de Trabajo Conjunto del Consejo Permanente y la CEPCIDI de que trabaje intensamente a fin de terminar las negociaciones del Proyecto de Carta Social de las Américas y su Plan de Acción, y expresar la sincera voluntad política de todos nuestros países de concluir y aprobar dichos documentos antes de fines de 2010.

3. Reiterar el mandato al Consejo Permanente y la CEPCIDI para que preparen conjuntamente un Proyecto de Carta Social de las Américas y un Plan de Acción que incluya los principios de desarrollo social y establezca metas y objetivos específicos que refuercen los instrumentos existentes en la Organización de los Estados Americanos sobre democracia, desarrollo integral y combate a la pobreza.

4. Encomendar a la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral que elabore el proyecto de Plan de Acción, concebido para alcanzar metas específicas y realizables, a partir de mandatos existentes y siguiendo la estructura de la Carta Social de las Américas. 

5. Encomendar al Consejo Permanente que, una vez concluido el proceso de negociaciones, considere convocar un período extraordinario de sesiones de la Asamblea General, teniendo en cuenta el ofrecimiento de la República Bolivariana de Venezuela de ser sede del mismo, para la adopción de la Carta Social de las Américas y de su Plan de Acción.

6. Solicitar al Consejo Permanente y la CEPCIDI que presenten los resultados de sus trabajos a la Asamblea General para su consideración y aprobación.

7. Que la ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2543 (XL-O/10)
EJECUCIÓN DEL PLAN DE ACCIÓN HEMISFÉRICO CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA TRANSNACIONAL Y FORTALECIMIENTO DE 
LA COOPERACIÓN HEMISFÉRICA
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

TENIENDO EN CUENTA las resoluciones AG/RES. 2026 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2116 (XXXV-O/05) y AG/RES. 2189 (XXXVI-O/06), “Lucha contra la delincuencia organizada transnacional en el Hemisferio”, AG/RES. 2334 (XXXVII-O/07), “Ejecución del Plan de Acción Hemisférico contra la Delincuencia Organizada Transnacional”, AG/RES. 2379 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2490 (XXXIX-O/09), “Ejecución del Plan de Acción Hemisférico contra la Delincuencia Organizada Transnacional y fortalecimiento de la cooperación hemisférica”;

RECORDANDO que en la Declaración sobre Seguridad en las Américas, adoptada en la Conferencia Especial sobre Seguridad, que se celebró en la Ciudad de México en octubre de 2003, los Estados Miembros condenaron la delincuencia organizada transnacional, porque atenta contra las instituciones de los Estados y tiene efectos nocivos sobre nuestras sociedades, renovando, por tanto, el compromiso de combatirla fortaleciendo el marco jurídico interno, el Estado de derecho y la cooperación multilateral respetuosa de la soberanía de cada Estado;

REAFIRMANDO los compromisos emanados de la primera y segunda Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA) y las conclusiones y recomendaciones de las Reuniones de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA);


RECORDANDO que las Jefas y los Jefes de Estado y de Gobierno reiteraron en la Quinta Cumbre de las Américas
/ la importancia de fortalecer la cooperación en el Hemisferio en la lucha contra la delincuencia organizada transnacional;

TOMANDO NOTA CON SATISFACCIÓN de la adopción de la resolución 64/179 de la Asamblea General de las Naciones Unidas titulada “Fortalecimiento del Programa de las Naciones Unidas en materia de prevención del delito y justicia penal, en particular de su capacidad de cooperación técnica” que entre otros, encomienda se convoque, durante el segundo trimestre de 2010, a una sesión de alto nivel de la Asamblea General para analizar los retos que plantea la lucha contra la delincuencia organizada transnacional y promover la universalidad y aplicación eficaz del régimen jurídico que se deriva de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo) y sus protocolos complementarios; y

OBSERVANDO CON SATISFACCIÓN que la Segunda Reunión del Grupo Técnico sobre Delincuencia Organizada Transnacional se celebró en la sede de la Organización de los Estados Americanos el 7 de octubre de 2009,

RESUELVE:


1.
Impulsar la plena ejecución del Plan de Acción Hemisférico contra la Delincuencia Organizada Transnacional, el cual tiene como propósito principal promover la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo) y sus tres Protocolos por parte de los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA).


2.
Instar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que consideren suscribir o ratificar, según sea el caso, la Convención de Palermo y sus Protocolos, y a que los implementen a la brevedad posible y que participen activamente en la Conferencia de las Partes en la Convención de Palermo y que incluso respondan los cuestionarios de auto-evaluación.
/

3.
Invitar a los Estados Miembros a que se hagan representar en la Sesión de Alto Nivel sobre Delincuencia Organizada Trasnacional de la Asamblea General de Naciones Unidas, a realizarse en Nueva York en junio de 2010.

4.
Seguir considerando el proyecto de documento “Elementos para el Programa de Trabajo del Grupo Técnico sobre Delincuencia Organizada Transnacional” durante la tercera reunión del Grupo Técnico sobre Delincuencia Organizada Transnacional.

5.
Convocar a la Tercera Reunión del Grupo Técnico sobre Delincuencia Organizada Transnacional durante el segundo semestre de 2010 en la sede de la OEA, y brindar apoyo para las reuniones preparatorias pertinentes.

6.
Encomendar al Consejo Permanente que, a través de la Comisión de Seguridad Hemisférica, considere el temario de la Tercera Reunión del Grupo Técnico sobre Delincuencia Organizada Transnacional, contando para ello con la asistencia de la Secretaría de Seguridad Multidimensional.

7.
Instar a los Estados Miembros a que identifiquen un punto de contacto nacional para asuntos relacionados con la delincuencia organizada transnacional.

8.
Solicitar a la Secretaría General que actualice y distribuya el directorio de Puntos de Contacto Nacionales.

9.
Solicitar a la Secretaría General que continúe asistiendo a los Estados Miembros que lo soliciten en sus esfuerzos en materia de fomento de la capacidad y asistencia técnica para prevenir, investigar y erradicar actos de delincuencia organizada transnacional, en los ámbitos bilateral, subregional, regional y multilateral, en coordinación con la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito y otras instituciones internacionales pertinentes.

10.
Instruir que las reuniones del Grupo Técnico se celebren de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos disponibles; y solicitar a la Secretaría General que brinde el apoyo administrativo y técnico de secretaría necesario para tal efecto.

11.
Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer y cuadragésimo segundo períodos ordinarios de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2544 (XL-O/10)
MECANISMO DE SEGUIMIENTO DE LA IMPLEMENTACIÓN DE LA
CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR
LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER, “CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS las resoluciones AG/RES. 2162 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2330 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2371 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2451 (XXXIX-O/09), “Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, ‘Convención de Belém do Pará’”;

TOMANDO NOTA del informe del Consejo Permanente sobre la puesta en marcha del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (MESECVI) (CP/CG-1812/10);

CONSIDERANDO:

Que la Convención de Belém do Pará, adoptada en 1994, es el único instrumento jurídico internacional vinculante específico sobre violencia basada en género por la cual sus Estados Parte se comprometieron a implementar políticas, leyes, programas de acción nacionales y regionales orientados a la erradicación de la violencia contra la mujer;

Que a la fecha treinta y dos Estados Miembros han ratificado la Convención de Belém do Pará;

RECORDANDO:

Que el Estatuto del MESECVI establece que el Mecanismo está conformado por la Conferencia de los Estados Parte y por el Comité de Expertas/os (CEVI), y que la Secretaría de ambos es la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos a través de la Secretaría Permanente de la Comisión Interamericana de Mujeres y con el asesoramiento, cuando corresponda, de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos;
Que el MESECVI concluyó la etapa de evaluación de su primera ronda de evaluación multilateral en julio de 2008, con la aprobación de los informes finales de país y de su primer Informe Hemisférico en la Segunda Conferencia de Estados Parte;

Que el MESECVI se encuentra actualmente en la etapa de seguimiento de las recomendaciones realizadas por el CEVI a los Estados Parte en los informes finales de país y el Informe Hemisférico; y
Que la Secretaría del MESECVI debe contar con personal especializado y permanente para asegurar el adecuado cumplimiento de sus funciones; 
TOMANDO NOTA de la celebración de la Tercera Conferencia de Estados Parte del MESECVI, en septiembre de 2010, en Guatemala, en donde se presentará el informe de seguimiento de las recomendaciones del CEVI, concluyendo así la Primera Ronda de Evaluación Multilateral; y

NOTANDO CON PREOCUPACIÓN que los recursos humanos y financieros con los que cuenta la Secretaría Técnica del MESECVI no son suficientes para garantizar su funcionamiento estable, pleno y efectivo, y que las contribuciones financieras realizadas hasta la fecha no aseguran el desarrollo de un proceso mediante el cual el MESECVI pueda prestar apoyo técnico a los gobiernos que lo necesitan y lo han solicitado,

RESUELVE:

1. Tomar nota del informe del Consejo Permanente sobre las actividades desarrolladas por el Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, “Convención de Belém do Pará” (MESECVI) (CP/CG-1812/10).
2. Reiterar su reconocimiento a la Secretaría Permanente de la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) por el apoyo brindado a los Estados Parte en el proceso de implementación del MESECVI y agradecer el importante papel que ha desempeñado la Secretaría Técnica del Mecanismo para contribuir al cumplimiento de los objetivos de la Convención de Belém do Pará.

3. Exhortar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que den pronta consideración a la ratificación o adhesión, según sea el caso, de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, “Convención de Belém do Pará”. 

4. Invitar a todos los Estados Parte y a los que no son parte de la Convención, Observadores Permanentes, organismos financieros internacionales, sociedad civil y sector privado a hacer contribuciones voluntarias al fondo específico creado para financiar el funcionamiento del MESECVI o hacer otro tipo de contribuciones, tales como: proveer de recursos humanos al Mecanismo a fin de poder cumplir con el cronograma de trabajo y garantizar su óptimo funcionamiento, servir de sede para las reuniones internacionales que se requieran, realizar talleres e intercambiar experiencias y buenas prácticas.

5. Agradecer al Gobierno de México por su contribución en recursos humanos a la Secretaría Permanente de la CIM y por su aportación financiera anual al fondo específico del Mecanismo.

6. Instar a los Estados Parte de la Convención a que faciliten la participación de las expertas/os en las reuniones del Comité de Expertas/os (CEVI) y que designen, aquellos que aún no lo hayan hecho, a su experta/o y autoridad nacional competente.

7. Instar a los Estados Parte a difundir en los organismos públicos y en la sociedad civil en su conjunto las recomendaciones del CEVI.

8. Solicitar al Secretario General que, de conformidad con los recursos financieros disponibles, asigne los recursos humanos, técnicos y financieros necesarios para que la CIM pueda continuar apoyando la implementación del MESECVI.

9. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución.

10. Que la ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2545 (XL-O/10)
LA PROMOCIÓN DE LA COOPERACIÓN PARA EL DESARROLLO Y DIFUSIÓN DE LAS
TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN Y LA COMUNICACIÓN EN LAS AMÉRICAS
POR LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE TELECOMUNICACIONES

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTA:

La resolución AG/RES. 2440 (XXXIX-O/09), “Desarrollo de las telecomunicaciones en la región para reducir la brecha digital”, mediante la cual la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA) expresa su apoyo a la Quinta Reunión Ordinaria de la Asamblea de la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones (CITEL) y manifiesta su interés en que los Estados Miembros de la Organización se hagan representar en ella por sus más altas autoridades gubernamentales de telecomunicaciones;

Que del 8 al 11 de marzo de 2010 se celebró en la Ciudad de México la Quinta Reunión Ordinaria de la Asamblea de la CITEL donde se aprobó la Declaración de México que reiteró el deseo común de construir una sociedad de la información de la región Américas integradora y orientada al desarrollo, el Plan Estratégico para el período 2010-2014 que indica las metas y las acciones para llevar plenamente a la práctica estas necesidades;

RECORDANDO que la Declaración de Santo Domingo: Gobernabilidad y Desarrollo en la Sociedad del Conocimiento solicita “a los órganos, organismos y entidades de la Organización de los Estados Americanos (OEA) que continúen apoyando a los Estados Miembros en la incorporación de las TIC en sus planes nacionales de desarrollo” y solicita a la OEA a que a través de su Secretaría General, en particular, sus comisiones especializadas como la CITEL, continúe coordinando esfuerzos regionales para desarrollar iniciativas e identificar recursos adicionales para ofrecer mayor acceso, uso y beneficios de las tecnologías de la información y la comunicación (TIC), contribuyendo de esta manera a reducir la brecha digital;

CONSIDERANDO:


Que el entorno de las telecomunicaciones y las tecnologías de la información y la comunicación (en adelante “telecomunicaciones/TIC”) está experimentando cambios considerables debido al rápido progreso tecnológico, a la globalización de los mercados y a la demanda creciente de los usuarios de servicios integrados y adaptados a sus necesidades;

Que las telecomunicaciones/TIC estimulan el crecimiento económico, el empleo y un mayor desarrollo sostenible en la región;

Que el avance de la infraestructura mundial de la información, concretamente el desarrollo de redes basadas en el Protocolo Internet (IP) y especialmente Internet, sigue revistiendo una importancia fundamental porque es un motor importante del crecimiento de la economía en el siglo XXI; y
Que las telecomunicaciones/TIC son esenciales en todas las etapas, prevención, preparación, respuesta y operaciones de socorro en casos de catástrofe, y proporcionan los medios y enlaces necesarios para disminuir los efectos de las catástrofes, independientemente de su naturaleza;

CONSCIENTE de que a pesar de avances en la conectividad regional, en muchos Estados Miembros se tiene aún una brecha digital y los desafíos son enormes, especialmente en un momento en que la región se está recuperando lentamente de la crisis económica y de los devastadores embates de la naturaleza;
RECONOCIENDO:

Que el establecimiento de políticas nacionales de telecomunicaciones y marcos reglamentarios eficaces que fomenten el desarrollo sostenible de los servicios de telecomunicaciones/TIC es esencial para el desarrollo integral de las Américas; 
Que los trágicos acontecimientos sobrevenidos recientemente en la región demuestran claramente la necesidad de contar con servicios de telecomunicaciones/TIC para contribuir a la ayuda en operaciones de socorro en situaciones de catástrofe, de forma de reducir al mínimo los riesgos para la vida humana y atender a las correspondientes necesidades generales de información y comunicación al público en tales situaciones;

Que debido a la aplicación y al desarrollo de las telecomunicaciones/TIC han surgido nuevas amenazas de diversos orígenes, tales como las amenazas a los usuarios individuales por virus, correo basura y el robo de la identidad; las amenazas a negocios y gobiernos u otras organizaciones, a través de la explotación de vulnerabilidades en el almacenamiento de datos, del espionaje industrial y de las amenazas a la infraestructura crítica pública, incluyendo redes de comunicaciones electrónicas, sistemas financieros y servicios de emergencia, que pueden comprometer la confianza y la seguridad en la utilización de estos servicios por parte de todos los usuarios;

Que tales amenazas pueden afectar además al mantenimiento de la paz y al desarrollo económico y social de todos los Estados Miembros por lo que son indispensables sistemas de telecomunicaciones/TIC fiables;

Que la preparación de propuestas coordinadas a nivel regional para presentar a foros internacionales sobre las cuestiones que determinan la estrategia de desarrollo de las telecomunicaciones y de las TIC en la región es necesaria para lograr los objetivos comunes de los Estados Miembros en la materia; y
Que la OEA a través de la CITEL ocupa una posición ideal y cuenta con la experiencia necesaria para servir de foro para la coordinación, la celebración de debates y la armonización de las estrategias y políticas de telecomunicación nacionales y regionales así como para el intercambio de información en la materia,

RESUELVE:

1.
Felicitar y agradecer al Gobierno de México por la exitosa celebración de la Quinta Reunión Ordinaria de la Asamblea de la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones (CITEL). 

2.
Hacer suya la Declaración de México aprobada el 11 de marzo de 2010 y que forma parte de esta resolución.
/ 

3.
Instar a la CITEL para que siga coordinando la labor de armonización, desarrollo y mejora de las telecomunicaciones y las tecnologías de la información y la comunicación (telecomunicaciones/TIC) y siga proporcionando una plataforma para que formuladores de políticas, reguladores, representantes del sector privado, investigadores, miembros del mundo académico y otras partes interesadas puedan intercambiar opiniones, experiencias y prácticas idóneas sobre esta materia que contribuyan a estimular la inclusión de los países de la región en la sociedad del conocimiento.
4.
Instar a los Estados Miembros a que participen en las actividades de la CITEL a fin de garantizar una representación regional en los debates.

5.
Solicitar a la CITEL a que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 

ANEXO

COMISIÓN INTERAMERICANA DE TELECOMUNICACIONES

DECLARACIÓN DE MÉXICO

11 de marzo de 2010

Los Representantes de las Administraciones de Telecomunicaciones de los Estados Miembros de la Organización de Estados Americanos (OEA) en la Quinta Reunión Ordinaria de la Asamblea de la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones (CITEL), celebrada en la Ciudad de México, D. F., México, del 8 al 11 de marzo de 2010,
TENIENDO EN CUENTA:

Que la Quinta Cumbre de las Américas ha determinado reafirmar los valores de la Carta de la Organización de las Naciones Unidas, la Carta de la Organización de Estados Americanos, la Carta Democrática Interamericana, el Consenso de Monterrey sobre Financiación para el Desarrollo y la Declaración del Milenio, a fin de intensificar la lucha en la región contra la pobreza, el hambre, la exclusión social, la discriminación y la desigualdad, así como promover la inclusión y la cohesión social para mejorar las condiciones de vida de nuestros pueblos y alcanzar el desarrollo y la justicia social;
Que el Informe del Grupo de Tareas sobre desfase en el logro de los Objetivos de Desarrollo del Milenio de 2009, creado por el Secretario General de las Naciones Unidas para mejorar la supervisión del objetivo de desarrollo del Milenio, señala que la brecha digital que adopta la forma de diferencias en materia de acceso físico y financiero a las telecomunicaciones y a las tecnologías de la información y comunicación (en adelante, “telecomunicaciones/TIC”), sigue siendo muy amplia entre países desarrollados y en desarrollo , así como dentro de los mismos;
Que la Agenda de Conectividad para las Américas reconoce el profundo impacto que tienen los servicios de telecomunicaciones/TIC en nuestras vidas, así como las consecuencias sociales y económicas que de ellas derivan, incluyendo la discrepancia en la capacidad de acceso a la información y las necesidades de (i) transformar tal información en conocimiento para el beneficio de la ciudadanía de las Américas, además de (ii) una participación activa de la sociedad civil, incluido el sector privado, a fin de poner en práctica la Agenda de Conectividad;
Que la resolución AG/RES. 2440 (XXXIX-O/09), “Desarrollo de las telecomunicaciones en la región para reducir la brecha digital”, aprobada por la Asamblea General de la OEA, reitera y fortalece el mandato prioritario de la CITEL, entre otros, para: atender a la evolución constante de los servicios de telecomunicaciones/TIC y reducir la brecha que separa a los países en materia de telecomunicaciones/TIC;
RECONOCIENDO:

Que la confianza y seguridad en la utilización de las telecomunicaciones/TIC son pilares de gran importancia para la integración de la sociedad de la información y del conocimiento, por lo que los países de la región, particularmente los países en desarrollo, requieren de un constante intercambio de experiencias y mejores prácticas para la creación de políticas nacionales, regionales e internacionales; 

Que las telecomunicaciones/TIC tienen el potencial de brindar soluciones a los problemas de desarrollo, promoviendo el crecimiento económico, la competitividad, el acceso al conocimiento a través de la información, contribuyendo a la erradicación de la pobreza y a la integración de todos los países de América;
Que México será sede de la 16ª Sesión de la Conferencia de las Partes de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático, del 29 de noviembre al 10 de diciembre de 2010, considerando que las telecomunicaciones/TIC juegan un papel muy importante en los esfuerzos internacionales, regionales y nacionales para la mitigación del cambio climático, la prevención de desastres naturales y la atención de situaciones de emergencia;
Que los gobiernos formulan políticas dirigidas a atender las necesidades nacionales de desarrollo siendo una pieza significativa para promover la participación de múltiples partes interesadas para contribuir en estos esfuerzos y para que las medidas adoptadas sean apoyadas por el intercambio de información y la colaboración regional e internacional;
Que se han obtenido avances en cuanto al nivel de conectividad, particularmente motivados por el crecimiento del acceso inalámbrico móvil; sin embargo, subsisten grandes diferencias en materia de penetración y asequibilidad a servicios de telecomunicaciones en la región, por lo tanto, las actividades de promoción de la conectividad, constituirán uno de los mecanismos para generar un desarrollo integral de la región;
Que los países en desarrollo requieren de apoyo para obtener mayores ventajas de la convergencia tecnológica y las nuevas tecnologías, por lo que deberá crearse una mayor infraestructura de telecomunicaciones para disminuir la brecha digital hoy existente;
Que los gobiernos, las instituciones académicas y centros de investigación asociados a universidades tienen un rol estratégico para la construcción de la sociedad de la información y del conocimiento; y
Que diversas iniciativas alrededor del mundo incorporan como objetivo social facilitar acceso a las telecomunicaciones/TIC con una visión inclusiva, universal y solidaria,
DECLARAMOS:

Que para continuar con el progreso de la sociedad de la información y del conocimiento en América, es conveniente reafirmar nuestro compromiso para motivar el crecimiento de la infraestructura de las telecomunicaciones/TIC a través de la inversión pública y privada, así como establecer mecanismos para la compartición de infraestructura a costos asequibles que beneficien al usuario final, principalmente, al sector de la población más desfavorecido.

Que el acceso a banda ancha de la mayor parte de la población de las Américas es uno de los principales retos para los gobiernos, por lo que la CITEL como entidad principal de telecomunicaciones/TIC de la región, debe representar un pilar estratégico para el establecimiento de políticas públicas, en favor de un mejor desarrollo e integración regional.

Que las ventajas que ofrece la banda ancha, representan un gran apoyo para el desarrollo de servicios de carácter público y social como pueden ser salud, educación y cultura, así como sustento de diversas áreas de actividad económica y la función del Gobierno.

ACORDAMOS:
Propiciar que en el marco de la CITEL se generen y recomienden lineamientos que apoyen a las administraciones para el establecimiento de políticas y normas que promuevan: la innovación tecnológica, la transferencia de conocimientos, el desarrollo de servicios, el desarrollo del mercado, la expansión de la infraestructura de telecomunicaciones/TIC, el fomento y desarrollo de aplicaciones sustentables de mediano y largo plazo, el comercio electrónico, la seguridad de las redes y la provisión de aplicaciones de servicios de gobierno y, en particular, señalar las aplicaciones prácticas y proporcionar los mecanismos tendientes a lograr el mejor aprovechamiento de las telecomunicaciones/TIC.

Promover la convergencia y el incremento de la competencia como motores para ofertar servicios de telecomunicaciones a tarifas asequibles para toda la población, en especial la más desfavorecida, al mismo tiempo que se fomenten políticas públicas efectivas para facilitar el acceso universal. 

Fomentar la difusión de la información que permita a la población conocer las características del servicio, tarifas y seguridad que ofrece el mercado. 

Fortalecer a la CITEL para que continúe siendo el mayor referente regional en materia de telecomunicaciones/TIC y proponiendo iniciativas, desarrollando programas y ejecutando proyectos tendientes a propiciar el mejor desarrollo del sector en pro de alcanzar los Objetivos de Desarrollo del Milenio.

Colaborar internamente con la OEA, en la integración de proyectos conjuntos, entre otros, los relacionados con la salud y educación, el cambio climático, combate a las preocupaciones en materia de seguridad, equidad de género, derechos de los pueblos indígenas y personas con discapacidad.

Estrechar relaciones con otras regiones y organismos internacionales, promoviendo el intercambio de información, asistencia técnica y apoyo mutuo en el análisis de temas específicos, lo cual permitirá, entre otros, conocer la tendencia de las telecomunicaciones a nivel internacional.

Fortalecer el desarrollo de actividades y el análisis de mejores prácticas enfocadas al uso de las telecomunicaciones y de las TIC para contrarrestar los efectos del cambio climático.

Promover la coordinación de actividades de entidades públicas y privadas dirigidas al correcto manejo de residuos electrónicos, el uso de equipos y materiales reutilizables, reciclables y biodegradables, así como productos fabricados con material reciclado bajo procesos que no dañen el entorno.

Promover la creación de contenidos locales que permitan incrementar el aprovechamiento del acceso a la banda ancha, tomando las debidas precauciones en materia de derechos de autor, a fin de combatir la piratería y la falsificación.

Promover el intercambio de información entre las partes interesadas sobre medidas de seguridad en línea para proteger a los niños y jóvenes frente a los posibles ataques y contenidos nocivos a través de Internet.

Promover el intercambio de información relativa a la protección de datos confidenciales de usuarios que realicen diferentes actividades a través de la red y aumentar la certeza a los interesados sobre la seguridad de sus transacciones.

Proponer y desarrollar estrategias que permitan el reconocimiento de la infraestructura de telecomunicaciones como un factor determinante en las acciones de prevención y mitigación, auxilio y socorro, así como de reconstrucción, en caso de desastres naturales.

Promover el acceso de todos los ciudadanos a la sociedad de la información y del conocimiento; impulsar comunidades en red en las áreas de educación, investigación, salud, negocios y gobierno, y fomentar la generación de empleos y el desarrollo económico, particularmente de la pequeña y mediana empresa, el comercio y los servicios, el turismo, los sectores agrícola y exportador, la cultura y la recreación. 

Continuar implementando los compromisos adquiridos en las Cumbres de las Américas en materia de telecomunicaciones, así como promover y difundir la implementación de las recomendaciones y lineamientos de la CITEL.

Fomentar la implementación voluntaria de acuerdos de reconocimiento mutuo (ARM), tales como el ARM de la CITEL, los cuales podrían servir como instrumentos para facilitar el comercio ágil de equipos de telecomunicaciones en la región para promover una efectiva cooperación regulatoria, así como para colaborar en el establecimiento de procedimientos consistentes de vigilancia de mercado e intercambio de información con el objeto de proteger la integridad del mercado de las telecomunicaciones en la región.

Fortalecer el programa de capacitación en telecomunicaciones de la CITEL que se realiza en coordinación con los Centros Regionales de Capacitación de la CITEL, el Centro de Excelencia para las Américas de la Unión Internacional de Telecomunicaciones, el sector privado y organizaciones regionales y subregionales, con la utilización de redes avanzadas de educación e investigación y la conformación de redes del Caribe así como otras entidades de la sociedad civil.

Presentar esta declaración a otros foros regionales e internacionales para su conocimiento.

En testimonio de lo cual, los delegados de los Estados Miembros que participan en la Quinta Reunión Ordinaria de la Asamblea de la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones adoptan la presente declaración, en la Ciudad de México, México el día 11 de marzo de 2010.

	Argentina
	Bolivia
	Brasil
	Canadá
	Chile

	Colombia
	Costa Rica
	Ecuador
	El Salvador
	Estados Unidos

	Guatemala
	Haití
	México
	Panamá
	Paraguay

	Perú
	República Dominicana
	Uruguay
	Venezuela
	


AG/RES. 2546 (XL-O/10)
MODIFICACIONES AL ESTATUTO Y REGLAMENTO DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE TELECOMUNICACIONES
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)


LA ASAMBLEA GENERAL,


VISTAS las revisiones al Reglamento y Estatuto de la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones (CITEL) aprobadas por la Quinta Reunión Ordinaria de la Asamblea de la CITEL mediante las resoluciones CITEL/RES. 61 (V-10) y CITEL/RES. 62 (V-10); y
CONSIDERANDO:


Que por medio de la resolución CITEL/RES. 61 (V-10), la Asamblea de la CITEL modificó el inciso 2 del artículo 86 del Reglamento de la CITEL, a efectos de aclarar la participación de los miembros asociados en las reuniones de la CITEL;

Que la Asamblea de la CITEL, por medio de la resolución CITEL/RES. 62 (V-10), ha aprobado modificaciones al artículo 3 del Estatuto de la CITEL sobre sus Objetivos y Funciones a fin de facilitar la implementación del Plan Estratégico de la CITEL 2010-2014;

Que también por medio de la resolución CITEL/RES. 62 (V-10), la Asamblea de la CITEL ha aprobado la modificación del término “telecomunicaciones” por “telecomunicaciones/tecnologías de la información y la comunicación (TIC)” (en adelante, “telecomunicaciones/TIC”) en el texto del Estatuto y del Reglamento; y
Que las modificaciones al Estatuto de la CITEL, aprobadas por la Asamblea de la CITEL, de conformidad con los artículos 5 y 34 del Estatuto de la CITEL, están sujetas a la aprobación de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA), y que las modificaciones al Reglamento de la CITEL, aprobadas por la Asamblea de la CITEL, deben ser remitidas a la Asamblea General de la OEA para su información, 

RESUELVE:

1. Aprobar, con efecto retroactivo a la fecha de su aprobación por la Quinta Reunión Ordinaria de la Asamblea de la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones (CITEL), mediante la resolución CITEL/RES. 62 (V-10), las modificaciones al artículo 3 del Estatuto de la CITEL contenidas en el Anexo 1 de esta resolución, junto con las modificaciones al texto del Estatuto aprobadas en esa resolución.

2. Tomar nota de las modificaciones al Reglamento de la CITEL aprobadas por la Quinta Reunión Ordinaria de la Asamblea de la CITEL mediante la resolución CITEL/RES. 61 (V-10) contenidas en el Anexo 2 de esta resolución.
ANEXO I
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Estatuto de la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones

(CITEL)

Edición 2010

Notas explicativas

1.
El Estatuto de la CITEL fue aprobado por resolución AG/RES. 1224 (XXIII-O/93) y modificado por Resolución AG/RES. 1589 (XXVIII-O/98).

2.
Este texto incluye las enmiendas aprobadas por resolución CITEL/RES. 34 (III-02) durante la Tercera Asamblea de la CITEL. Estas modificaciones fueron aprobadas por la Asamblea General de la Organización por resolución AG/RES. 1946 (XXXIII-O/03).

3.
Este texto incluye las enmiendas aprobadas por resolución CITEL/RES. 54 (IV-06) durante la Cuarta Asamblea de la CITEL. Estas modificaciones fueron aprobadas por la Asamblea General de la Organización por resolución AG/RES. 2159 (XXXVI-O/06).

4.
Este texto incluye las enmiendas aprobadas por resolución CITEL/RES. 62 (V-10) durante la Quinta Asamblea de la CITEL. 

Ejemplo: La nota de pie de página [CITEL-2002] indica modificaciones introducidas al texto original durante la Tercera Asamblea de la CITEL realizada en Washington, DC, Estados Unidos, del 12 al 16 de agosto de 2002. 

10 abril 2010.
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ESTATUTO DE LA 
COMISIÓN INTERAMERICANA DE TELECOMUNICACIONES

CAPÍTULO PRIMERO

ORGANIZACIÓN, FUNCIONES Y MIEMBROS

Artículo 1

Naturaleza

 
La Comisión Interamericana de Telecomunicaciones (CITEL) es una entidad de la Organización de los Estados Americanos (en adelante denominada "la Organización"), establecida por la Asamblea General, de conformidad con el Artículo 53 de la Carta de la Organización.

La CITEL tendrá autonomía técnica en el desempeño de sus funciones, dentro de los límites de la Carta de la Organización, este Estatuto y los mandatos de la Asamblea General de la Organización.

Artículo 2

Estructura

La CITEL cumplirá sus objetivos por intermedio de:

a.
la Asamblea de la CITEL;

b.
el Comité Directivo Permanente (COM/CITEL);

c.
los Comités Consultivos Permanentes, y

d.
la Secretaría.

Artículo 3 
/
Objetivos y Funciones 
Objetivos

a)
Facilitar y promover por todos los medios a su alcance, el continuo desarrollo de las telecomunicaciones/tecnologías de la información y la comunicación (TIC) (en adelante telecomunicaciones/TIC), en el hemisferio en pro del desarrollo sostenible y sustentable.

b)
Promover y estimular la existencia de telecomunicaciones/TIC, adecuadas que contribuyan al proceso de desarrollo integral de la Región, con especial interés en las zonas insuficientemente atendidas.

c)
Organizar, promover y evaluar la realización periódica de reuniones de técnicos y expertos para estudiar la planificación, financiamiento, construcción, operación, normalización, asistencia técnica, mantenimiento y demás asuntos relacionados con el uso y la explotación de las telecomunicaciones/TIC en las Américas.

d)
Propugnar por la unificación de criterios y normas técnicas para la instalación, operación y mantenimiento de los sistemas, con el fin de obtener el máximo provecho de las instalaciones disponibles para cada país y para la región en general dentro del marco de la normalización global de la Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT) y otras organizaciones de normalización que correspondan.

e)
Promover y estudiar la asistencia técnica, según se acuerde con los gobiernos de los países respectivos, priorizando las necesidades de los países en desarrollo.

f)
Propugnar el perfeccionamiento y armonización de los procedimientos administrativos, financieros y operativos para la planificación, instalación, mejora, mantenimiento y operación de las redes de telecomunicaciones/TIC de los Estados Miembros de la CITEL, dentro del marco de las recomendaciones de la UIT, así como de otras organizaciones internacionales y regionales, que estimulen la masificación de los servicios, el uso de nuevas tecnologías, la generación de empleos y el despliegue de infraestructuras en zonas insuficientemente asistidas.

g)
Recomendar estudios y promover la adopción de acuerdos oficiales entre los gobiernos de los Estados Miembros de la Organización, relativos a la planificación, instalación, mantenimiento y operación de los sistemas de telecomunicaciones/TIC del hemisferio.
h)
Promover y alentar el estudio y difusión de la problemática asociada al impacto en el medio ambiente y cambio climático de las telecomunicaciones y su vinculación con las TIC, en consonancia con las políticas desarrolladas por la UIT y otros organismos relevantes en esta materia.

Funciones

a)
Actuar como órgano asesor principal de la Organización en todos los asuntos relacionados con las telecomunicaciones/TIC en el hemisferio.

b)
Promover o emprender estudios y programas que permitan el desarrollo ordenado de las redes de telecomunicaciones/TIC, utilizando los sistemas más adecuados y eficientes de que se disponga.

c)
Mantener contacto permanente con los diversos organismos internacionales, gubernamentales o no, relacionados con las telecomunicaciones/TIC, y promover la coordinación de sus actividades con los Estados Miembros de la Organización.

d)
Solicitar la cooperación de organizaciones gubernamentales mundiales o regionales, en especial de la UIT, la Unión de Telecomunicaciones del Caribe y las entidades internacionales dedicadas a las telecomunicaciones/TIC que gozan de carácter consultivo ante las Naciones Unidas o mantienen relaciones de cooperación con la Organización. 
e)
Analizar y proponer diversas formas de financiamiento que apoyen los planes y proyectos de la CITEL.

f)
Reunir y difundir entre los Estados Miembros de la CITEL información pertinente al cumplimiento de sus objetivos, así como toda otra información que sea de interés, incluyendo la evaluación de dichos resultados.
g)
Estudiar los aspectos de política y regulación de las telecomunicaciones/TIC a nivel regional.

h)
Estudiar los problemas jurídicos relacionados con las transmisiones directas vía satélite, con el fin de preparar proyectos de acuerdos interamericanos en la materia y formular una posición uniforme de los Estados Miembros de la CITEL sobre dicho asunto ante los organismos mundiales pertinentes.

i)
Preparar estudios sobre políticas públicas en materia de telecomunicaciones/TIC.

j)
Formular recomendaciones en el campo de las telecomunicaciones/TIC a los gobiernos de los Estados Miembros de la CITEL, teniendo en cuenta las efectuadas por la UIT, así como de otras organizaciones apropiadas.

k)
Promover la investigación y desarrollo de tecnología referida a las telecomunicaciones/TIC.

l)
Considerar otros asuntos relacionados con la cooperación interamericana en el campo de las telecomunicaciones/TIC que le encomiende la Asamblea General o los Consejos de la Organización.

m)
Promover el desarrollo de nuevas aplicaciones que estimulen la inclusión de los países de la región en la sociedad del conocimiento.

n)
Revisar y evaluar la efectividad de la cooperación técnica con la UIT y otras organizaciones regionales e internacionales de forma continua.

o)
Definir mecanismos para una plena participación de todos los Estados Miembros en las reuniones de la CITEL, así como para incrementar el número de Miembros Asociados.

Artículo 4

Miembros

Los siguientes Estados pueden ser miembros de la CITEL:

a)
Todos los Estados Miembros de la Organización.

b)
Otros Estados americanos que no sean miembros de la Organización, cuya solicitud para ser miembro en la CITEL sea decidida favorablemente por la Asamblea de la CITEL y por la Asamblea General de la Organización, debido al especial interés demostrado por los gobiernos de esos Estados en la cooperación hacia el logro del objetivo y los fines de la CITEL.

-- * --

CAPÍTULO SEGUNDO

ASAMBLEA DE LA CITEL

Artículo 5 
/
Propósito y Funciones 

Propósito


Servir de Foro Interamericano para que las más altas autoridades de telecomunicaciones/TIC de los Estados Miembros de la CITEL intercambien opiniones y experiencias, tomando las decisiones adecuadas para orientar su actividad al cumplimiento de los objetivos y mandatos asignados.

Funciones 
a)
Establecer políticas para el cumplimiento de los objetivos y funciones establecidos en el Artículo 3 de este Estatuto.

b)
Elegir a los miembros del COM/CITEL.

c)
Establecer los Comités Consultivos Permanentes.

d)
Aprobar el ingreso como miembros de la CITEL de los Estados americanos que no sean miembros de la Organización, con sujeción a la ratificación por parte de la Asamblea General de la Organización.

e)
Proponer las modificaciones de este Estatuto para su aprobación por parte de la Asamblea General de la Organización.

f)
Aprobar el Reglamento de la CITEL y presentarlo a la Asamblea General de la Organización para su información. 

Artículo 6

Lugar y frecuencia de las reuniones

La CITEL celebrará una Reunión Ordinaria de su Asamblea cada cuatro años, en el lugar que determine de conformidad con el principio de rotación estipulado en el Reglamento.

La Asamblea de la CITEL puede celebrar Reuniones Extraordinarias según se dispone en el Reglamento.

Artículo 7 
/

Participación en la Asamblea de la CITEL

Delegaciones



Cada Estado Miembro tiene derecho a enviar una delegación a la Asamblea de la CITEL. La delegación de cada Estado Miembro podrá constar de un jefe de delegación, de un jefe alterno, y de los delegados y asesores que dicho Estado acredite.

Secretario General de la Organización

El Secretario General de la Organización, o su representante, puede participar con voz pero sin voto en las deliberaciones de la Asamblea de la CITEL, tanto en las sesiones plenarias como en las comisiones y subcomisiones.

Observadores

En las reuniones de la Asamblea de la CITEL, podrán hacerse representar por observadores con derecho a voz pero sin voto:

a)
Los Observadores Permanentes de la Organización.

b)
Los Estados americanos que no sean miembros de la Organización que hayan solicitado participar en la reunión y cuya participación haya sido aprobada por el COM/CITEL.

c)
Los Estados no americanos que sean miembros de las Naciones Unidas o de sus organismos especializados, que hayan solicitado participar en la reunión y cuya participación haya sido aprobada por el COM/CITEL.

d)
Los organismos especializados interamericanos y entidades de la Organización y organismos intergubernamentales regionales interamericanos.

e)
Las Naciones Unidas y sus organismos especializados.

f)
Los organismos internacionales o nacionales que sean parte en acuerdos o arreglos que establecen relaciones de cooperación con la Organización, con sus órganos, organismos o entidades, cuando en dichos acuerdos o arreglos se prevé la participación de observadores. 
g) Los organismos y las organizaciones internacionales, regionales, subregionales y nacionales que desarrollen actividades de telecomunicaciones/TIC en la región que hayan solicitado participar en la reunión y cuya participación haya sido aprobada por el COM/CITEL.

h. 
Los miembros asociados de los Comités Consultivos Permanentes.


Invitados

Pueden asistir a las reuniones de la Asamblea de la CITEL como invitados especiales, previa aprobación del COM/CITEL y en consulta con el gobierno del país anfitrión, otras personas o instituciones no comprendidas en este artículo, que se considere aconsejable invitar, según se establezca en el Reglamento. 

Artículo 8

Autoridades de la Asamblea de la CITEL

Habrá un Presidente y dos Vicepresidentes de la Asamblea de la CITEL, elegidos en la primera sesión plenaria por mayoría absoluta de los Estados Miembros representados ante la Asamblea. Antes de la elección del Presidente de la Asamblea de la CITEL, el Presidente del COM/CITEL actuará como Presidente provisional.

Artículo 9

Temario

El COM/CITEL preparará el temario preliminar para cada sesión de la Asamblea de la CITEL y lo someterá a la consideración de los Estados Miembros por lo menos tres meses antes de la inauguración de la reunión de dicha Asamblea. Los Estados Miembros tendrán treinta días consecutivos para presentar sus observaciones sobre el temario preliminar al Presidente del COM/CITEL. Sobre la base de estas observaciones, el COM/CITEL redactará el temario final.

El temario que se apruebe de este modo sólo podrá ser modificado o enmendado durante la Reunión de la Asamblea de la CITEL por voto de dos tercios de los Estados Miembros participantes.

Artículo 10

Sesiones y Reuniones

Cada Reunión de la Asamblea de la CITEL constará de las sesiones plenarias que sean necesarias para tratar todo el temario de la Reunión y de las sesiones de las Comisiones de la Asamblea que se establecen en este Estatuto.

Artículo 11

Comisiones

Habrá una Comisión de Coordinación, una Comisión de Credenciales y una Comisión de Estilo, según se dispone en el Reglamento.

La Asamblea de la CITEL podrá establecer otras comisiones, subcomisiones y grupos de trabajo cuando lo requiera.

Artículo 12

Quórum

El quórum de las sesiones plenarias se constituirá con más de la mitad de los Estados Miembros.

El quórum de las comisiones, subcomisiones y grupos de trabajo de la Asamblea de la CITEL se constituirá con más de la mitad de los Estados Miembros que integran cada uno de esos cuerpos.

Artículo 13

Votaciones

Las decisiones de la Asamblea de la CITEL se adoptarán en las sesiones plenarias. Cada delegación de un Estado Miembro tendrá derecho a un voto El derecho a voto no implica la obligación de votar.

En caso de no haber consenso en las deliberaciones, las decisiones de la Asamblea de la CITEL se adoptarán por el voto de la mayoría absoluta de los Estados Miembros participantes, salvo en el caso en que específicamente se requiera el voto de los dos tercios de los mismos.

En las comisiones, subcomisiones y grupos de trabajo, las decisiones se adoptarán por mayoría simple.

Para los efectos de este Estatuto, la expresión "mayoría absoluta" significa más de la mitad de los votos de los Estados Miembros participantes en una reunión de la Asamblea de la CITEL. La expresión "mayoría simple" significa más de la mitad de los presentes y votantes en cualquier sesión de una comisión, subcomisión o grupo de trabajo.

-- * --

CAPÍTULO TERCERO

EL COMITÉ DIRECTIVO PERMANENTE (COM/CITEL)

Artículo 14 
/
Composición 

El Comité Directivo Permanente (COM/CITEL) es el órgano directivo de la CITEL. Está compuesto por representantes de trece Estados Miembros de la CITEL elegidos en la Asamblea de la CITEL quienes permanecerán en sus funciones hasta la próxima Reunión Ordinaria de la Asamblea. En la elección de once de estos Estados Miembros se observará en lo posible los principios de rotación y de representación geográfica equitativa. Uno de los dos miembros restantes será el representante del Estado Miembro donde se lleve a cabo la reunión de la Asamblea de la CITEL en la cual tenga lugar la elección. El otro será el representante del Estado Miembro en cuyo territorio se vaya a celebrar la próxima Reunión Ordinaria de la Asamblea de la CITEL.

Artículo 15

Sesión de constitución y autoridades

El COM/CITEL será constituido por el Presidente de la Asamblea de la CITEL antes de la clausura de la reunión en la que hubieran sido elegidos los Estados Miembros del mismo.

En la sesión de constitución del COM/CITEL, el Presidente de la Asamblea de la CITEL será nombrado Presidente del COM/CITEL. El representante del Estado Miembro que haya ofrecido ser sede de la próxima Reunión Ordinaria de la Asamblea de la CITEL será el Vicepresidente del COM/CITEL.

Artículo 16

Presidente del COM/CITEL

El Presidente del COM/CITEL tendrá las siguientes responsabilidades específicas:

a.
Presidir las sesiones del Comité.

b.
Presidir inicialmente las Asambleas de la CITEL.

c.
Representar a la CITEL ante los otros organismos de la OEA; ante las administraciones de telecomunicaciones/TIC de los Estados miembros de la CITEL y ante otros organismos que participan en actividades de desarrollo de las telecomunicaciones/TIC de la región.

d.
Supervisar y coordinar el cumplimiento de las funciones del COM/CITEL, especialmente en el período que medie entre sus Reuniones Ordinarias. 

e.
Dirigir y coordinar las reuniones y foros que el COM/CITEL realice con otras entidades del sector regional de telecomunicaciones/TIC o entidades de carácter internacional.

Artículo 17 
/
Funciones del COM/CITEL

Son funciones del COM/CITEL las siguientes:

a.
Cumplir las decisiones de la Asamblea de la CITEL, tomando en consideración las recomendaciones de la Asamblea General de la Organización y de los Consejos pertinentes en cuanto a telecomunicaciones/TIC.

b.
Cumplir y hacer cumplir los objetivos enunciados en el Artículo 3 de este Estatuto.

c.
Determinar la fecha de la celebración de las Reuniones Ordinarias y Extraordinarias de la Asamblea de la CITEL, así como la sede de las Reuniones Extraordinarias y modificar la fecha y sede de unas y otras cuando fuera necesario.

d.
Preparar los anteproyectos de temario de las Reuniones Ordinarias y Extraordinarias de la Asamblea de la CITEL y someterlos a la consideración de los gobiernos de los Estados Miembros de la CITEL, por intermedio del Secretario Ejecutivo, para dar cumplimiento a lo dispuesto en el Artículo 9 de este Estatuto.

e.
Proponer a la Asamblea de la CITEL las modificaciones que considere necesario introducir a este Estatuto y al Reglamento.

f.
Establecer un programa de trabajo para la Secretaría y para la Presidencia del COM/CITEL a fin de dar cumplimiento a las decisiones de la Asamblea de la CITEL. 

g.
Adoptar las medidas de carácter urgente que no puedan postergarse hasta la celebración de la próxima reunión de la Asamblea de la CITEL, las cuales permanecerán vigentes hasta que la Asamblea de la CITEL pueda considerarlas.

h.
Representar a la CITEL, por medio de su Presidente o de algún otro miembro del COM/CITEL, en reuniones o conferencias de orden mundial, regional o nacional, dedicadas a las telecomunicaciones/TIC o a actividades colaterales.

i.
Con la colaboración de la Secretaría, elaborar estudios, proyectos de convenios y tratados interamericanos y otros documentos relativos a las telecomunicaciones/TIC en el continente.

j.
Por conducto del Secretario General y del Consejo pertinente de la Organización, presentar a la Asamblea General un informe anual sobre las actividades de la CITEL.

k.
Crear las comisiones técnicas y los grupos de trabajo que considere necesario, determinando el programa de trabajo de los mismos.

l.
En el marco de los objetivos de la CITEL, planificar y coordinar las actividades interamericanas relativas a las telecomunicaciones/TIC.

m.
Examinar y aprobar el programa de trabajo basado en el programa-presupuesto aprobado por la Asamblea General y un proyecto de presupuesto anual de la CITEL en cumplimiento de lo establecido en el Artículo 112 (c) de la Carta de la Organización, asegurando la mayor economía posible, pero teniendo en cuenta la obligación de la CITEL de lograr resultados satisfactorios en sus programas de trabajo.

Artículo 18

Reuniones y sede del COM/CITEL

El COM/CITEL se reunirá por lo menos una vez al año, en el país que represente su Presidente, en otro país o en la sede de la Secretaría General de la Organización, según lo decida el Comité en su reunión precedente.

Todo Estado Miembro que no sea miembro del COM/CITEL puede participar en las reuniones del mismo, con voz pero sin voto. Los Presidentes de los Comités Consultivos Permanentes serán invitados a participar en estas reuniones con voz pero sin voto.

En consulta con los miembros del COM/CITEL, el Presidente puede invitar a representantes de organismos especializados o expertos en materias que se habrán de tratar en las reuniones para que presten la asesoría que se requiera. 

El Estado Miembro que presida el COM/CITEL establecerá, a sus expensas, y bajo la exclusiva responsabilidad del Presidente, una oficina de acuerdo con el Reglamento.

Artículo 19

Quórum

El quórum necesario para la celebración de una reunión del COM/CITEL estará constituido por más de la mitad de sus miembros.

Artículo 20 
/
Votaciones

En las deliberaciones del COM/CITEL, cada Estado Miembro tendrá un voto y, en ausencia de consenso, las decisiones de este Comité se adoptarán por el voto de la mayoría absoluta de sus miembros. Sin embargo, en cuestiones de procedimiento, las decisiones se tomarán por mayoría simple de los presentes y votantes. En este último caso, las abstenciones no se computarán como votos emitidos. 

Artículo 21

Gastos de viaje

Los gastos de viaje del Presidente del COM/CITEL o de otros miembros que actúen en representación del mismo, para participar en una reunión de una organización internacional como representantes de la CITEL, serán sufragados por la Organización según se contemple en el programa-presupuesto de la Organización.

Los gastos que ocasione el traslado de los miembros del COM/CITEL para participar en sus reuniones o en las de la Asamblea de la CITEL serán sufragados por los respectivos Estados Miembros que representen.

-- * --

CAPÍTULO CUARTO

COMITÉS CONSULTIVOS PERMANENTES

Artículo 22

Objetivo

El objetivo de los Comités Consultivos Permanentes es proporcionar asesoría a todas las entidades que integran el sector regional de telecomunicaciones/TIC, en cuestiones pertinentes a sus respectivos ámbitos de competencia.

Artículo 23

Estructura de los Comités Consultivos Permanentes

Organización 
/
La Asamblea de la CITEL establecerá los Comités Consultivos Permanentes que juzgue necesarios para cumplir los objetivos definidos en el Artículo 3 de este Estatuto y elegirá los países sede de los Comités Consultivos Permanentes, observando en lo posible, los principios de rotación y de distribución geográfica equitativa.

Autoridades

El representante nombrado por el país sede del Comité Consultivo Permanente será Presidente del Comité y tendrá las responsabilidades establecidas en el Reglamento. Cada Comité Consultivo Permanente puede crear hasta dos cargos de Vicepresidente.

El Estado Miembro que presida el Comité Consultivo Permanente establecerá, a sus expensas y bajo la exclusiva responsabilidad del Presidente, una oficina de acuerdo con el Reglamento.

Reuniones

Los Comités Consultivos Permanentes se reunirán por lo menos una vez al año en la fecha y lugar que determine su respectivo Presidente. El Vicepresidente tendrá la responsabilidad de ayudar al Presidente en sus funciones y podrá ofrecer la sede para realizar una reunión adicional del Comité Consultivo Permanente si se estima necesario.

Cada Comité Consultivo Permanente puede establecer Grupos de Trabajo que presentarán informes sobre sus actividades, al Comité Consultivo.

Los trabajos, estudios, decisiones y proyectos de resolución de los Comités Consultivos Permanentes que deban ser considerados por la Asamblea de la CITEL, serán sometidos al COM/CITEL, por lo menos con cuatro meses de antelación a la celebración de la Asamblea.

En ausencia de consenso en las deliberaciones de los Comités Consultivos Permanentes, los proyectos de resolución serán aprobados siguiendo los procedimientos de votación establecidos en el Reglamento. En todo caso su aprobación requerirá el voto favorable de al menos un tercio de los Estados Miembros de la CITEL.

Artículo 24 
/

Participación en los Comités Consultivos Permanentes: Miembros, miembros asociados y observadores

Los Estados Miembros y los miembros asociados de la CITEL cuyos derechos y obligaciones están definidos en el presente Estatuto, colaboran para el logro de los objetivos de la CITEL.
/
Miembros

Cada Estado Miembro de la CITEL podrá nombrar a un representante ante cada Comité Consultivo Permanente. El representante será un especialista en telecomunicaciones/TIC el cual podrá ser removido o sustituido por el Estado Miembro mediante simple notificación al Secretario Ejecutivo de la CITEL de su decisión de hacerlo.

Miembros asociados
/
1.
Una entidad, organización o institución relacionada con la industria de las telecomunicaciones/TIC que goce de personalidad jurídica, con la aprobación del correspondiente Estado Miembro de la CITEL, puede llegar a ser miembro asociado de un Comité Consultivo Permanente. El Estado Miembro notificará al Presidente del COM/CITEL por escrito los nombres de las entidades, organizaciones o instituciones que haya aprobado. Una entidad, organización o institución dejará de ser miembro asociado en caso que la aprobación sea retirada por el Estado Miembro.

2.
Una organización intergubernamental internacional o regional con una representación múltiple de Estados de las Américas, relacionada con las telecomunicaciones/TIC, que goce de personalidad jurídica, puede llegar a ser miembro asociado de un Comité Consultivo Permanente con la aprobación del COM/CITEL. Tal organización internacional o regional dejará de ser miembro asociado en caso que la aprobación sea retirada por el COM/CITEL. 

3.
Los miembros asociados de un Comité Consultivo Permanente pueden participar plenamente en todas las actividades de las reuniones de ese Comité Consultivo Permanente con voz pero sin voto. Pueden asimismo presentar trabajos técnicos y recibir los documentos del Comité al que pertenezcan.

Observadores

Los términos y forma de participación de los observadores están establecidos en el Reglamento.

-- * --
CAPÍTULO QUINTO

LA SECRETARIA

Artículo 25

Objetivos y funciones

La Secretaría es el órgano central y administrativo permanente de la CITEL. Coordinará los servicios administrativos necesarios para cumplir las decisiones de la Asamblea de la CITEL, el COM/CITEL y los Comités Consultivos Permanentes, y desempeñará las funciones que le asignen dichos órganos.

Artículo 26

El Secretario Ejecutivo de la CITEL

En consulta con el COM/CITEL, el Secretario General de la Organización nombrará al Secretario Ejecutivo de la CITEL, que tendrá las siguientes funciones:

a.
Realizar las tareas técnicas y administrativas que se encomiende a la Secretaría y coordinar los servicios administrativos proporcionados por dicha Secretaría.

b.
Preparar y presentar al COM/CITEL y al Secretario General de la Organización el proyecto de programa-presupuesto de la CITEL, el cual deberá incluir los gastos relacionados con viajes y los sueldos del personal asignado a la Secretaría de la CITEL.

c.
Representar al Secretario General de la Organización, cuando sea autorizado para hacerlo, con voz pero sin voto, en las reuniones de la Asamblea de la CITEL, el COM/CITEL y los Comités Consultivos Permanentes.

d.
Asistir en la coordinación y colaborar en la ejecución de los planes de trabajo de los Comités Consultivos Permanentes y los grupos de trabajo del COM/CITEL.

e.
Realizar los preparativos para la celebración de las Reuniones Ordinarias y Extraordinarias de la Asamblea de la CITEL.

El Secretario Ejecutivo de la CITEL desempeñará las funciones de conformidad con las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General de la Organización ("Normas Generales") y otras regulaciones y reglamentos aplicables a la Secretaría General y a su personal.

Artículo 27
Servicios de Secretaría

La Secretaría General de la Organización proporcionará servicios de secretaría a la CITEL de conformidad con la asignación de fondos en el programa-presupuesto de la Organización y el Secretario General nombrará al personal técnico y administrativo que proporcione dichos servicios de conformidad con las Normas Generales y otras regulaciones y reglamentos que rigen el funcionamiento de la Secretaría General de la Organización.

CAPÍTULO SEXTO

GASTOS Y FONDOS DE LA CITEL

Artículo 28

Fuentes de financiamiento de la CITEL

Los recursos de la CITEL provendrán de:

a.
El Fondo Regular de la Organización, y

b.
Fondos Específicos.

Cada Estado Miembro de la CITEL sufragará los gastos de sus representantes.

Artículo 29

Fondos Específicos

La Secretaría General establecerá los siguientes fondos específicos de conformidad con el Artículo 74 de las Normas Generales para el funcionamiento de la Secretaría General de la Organización.

a.
Un fondo complementario para las actividades de los Comités Consultivos Permanentes que será financiado por aportes voluntarios de los Estados Miembros y cuotas de los miembros asociados de la CITEL, según se determine en el Reglamento de la CITEL.

b.
Un fondo complementario para actividades de desarrollo que formen parte del programa de trabajo de la CITEL, el cual será financiado por aportes, donaciones y contribuciones específicas.

c.
Un fondo complementario de apoyo a las operaciones generales que será financiado mediante contribuciones voluntarias de los Estados Miembros de la CITEL.

La contabilidad de estos fondos específicos se llevará a cabo de conformidad con las Normas Generales y las regulaciones y reglamentos financieros de la Organización.

-- * --
CAPÍTULO SÉPTIMO

IDIOMAS OFICIALES Y DE TRABAJO

Artículo 30

Idiomas oficiales

Los idiomas oficiales de la CITEL son español, inglés, francés y portugués.

Artículo 31

Idiomas de trabajo

Los idiomas de trabajo serán el español y el inglés. En las Reuniones Ordinarias y Extraordinarias de la Asamblea de la CITEL el Secretario Ejecutivo consultará a los Estados Miembros pertinentes si requieren interpretación simultánea al francés y al portugués. Los documentos de trabajo de la CITEL estarán disponibles en español e inglés. Las delegaciones pueden presentar sus propuestas a la Asamblea en cualquiera de los idiomas oficiales de la CITEL.

Artículo 32

Documentos

Los proyectos de resoluciones, recomendaciones y decisiones y las modificaciones a los mismos, así como las decisiones de la Asamblea de la CITEL, se publicarán en los idiomas oficiales. El informe anual de la CITEL y los informes de las sesiones de la Asamblea de la CITEL se publicarán en los idiomas oficiales. Otros documentos emanados de la CITEL se publicarán en los idiomas de trabajo.

-- * --

CAPÍTULO OCTAVO

DISPOSICIONES GENERALES REFERENTES AL ESTATUTO

Y AL REGLAMENTO

Artículo 33

Normas reguladoras

La CITEL se regirá por el presente Estatuto, por su Reglamento y por las resoluciones de la Asamblea General de la Organización.

Artículo 34

Modificaciones
El presente Estatuto, aprobado por la Asamblea General de la Organización, podrá ser modificado solamente por la Asamblea General, a iniciativa propia o a solicitud de la CITEL en la forma que se establezca en el Reglamento de la CITEL.

Artículo 35

Reglamento de la CITEL

La CITEL adoptará su Reglamento de conformidad con este Estatuto y lo someterá a la Asamblea General de la Organización con su primer informe anual.

Artículo 36

Entrada en vigencia

El presente Estatuto entrará en vigencia en la fecha de su aprobación por parte de la Asamblea General.

-- * --
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Notas explicativas

1. El Reglamento de la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones fue aprobado por resolución AG/RES. 1259 (XXIV-O/94) y modificado por resolución AG/RES. 2159 (XXXVI-O/06).
2. Este texto señala las modificaciones introducidas por las resoluciones CITEL/RES. 29 (II-98), CITEL/RES. 34 (III-02) y CITEL/RES. 54 (IV-06).

3. En el Reglamento se han renumerado los Artículos a partir de las modificaciones aprobadas durante la III Asamblea de la CITEL. Se indica además en nota de pie de página la reunión en la que se aprobó una modificación.
4.
El texto incluye las modificaciones aprobadas por las resoluciones COM/CITEL RES. 178 (XIV-04), COM/CITEL RES. 183 (XIV-04), COM/CITEL RES. 200 (XVI-05) y COM/CITEL RES. 206 (XVIII-06).

5.
El texto incluye las modificaciones aprobadas por las resoluciones CITEL RES. 61 (V-10) y CITEL RES. 62 (V-10).

Ejemplo: La nota de pie de página [CITEL-2002] indica modificaciones introducidas al texto original durante la Tercera Asamblea de la CITEL realizada en Washington, DC, Estados Unidos, del 12 al 16 de agosto de 2002. 
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CAPÍTULO I

NATURALEZA, ORGANIZACIÓN Y MIEMBROS

Artículo 1

Naturaleza
1.
La CITEL se regirá por su Estatuto y por este Reglamento. El Reglamento tiene por objeto complementar el Estatuto aprobado por resolución de la Asamblea General de la OEA y proporcionar normas más específicas respecto al funcionamiento, administración y procedimientos de la CITEL para la consecución de sus propósitos y objetivos.

2.
En caso de conflicto entre el Estatuto y este Reglamento tendrá precedencia el Estatuto.

3.
La autonomía técnica establecida en el Estatuto incluye:

a)
Capacidad y competencia para programar libremente sus actividades dentro de los límites que el Estatuto establece en su Artículo 1;

b)
Dependencia técnica directa de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (en adelante "la Organización"), sin perjuicio del deber de presentar un informe anual sobre sus actividades al Consejo Permanente de la Organización, para que éste tenga la oportunidad de presentar a la Asamblea General las observaciones y recomendaciones que estime del caso, de conformidad con el Artículo 91 (f) de la Carta de la Organización;
c)
Relación directa con el Secretario General de la Organización para todos los asuntos administrativos y presupuestarios; 

d)
Competencia para establecer relaciones con otras organizaciones internacionales que participen en el desarrollo de las telecomunicaciones/tecnologías de la información y la comunicación (TIC) (en adelante telecomunicaciones/TIC) en los Estados Americanos; y

e)
Participación en la programación de la asistencia técnica para los miembros de la CITEL.

Artículo 2
/

Organización

La CITEL cumple sus objetivos por intermedio de los órganos siguientes: la Asamblea de la CITEL, el Comité Directivo Permanente (COM/CITEL), los Comités Consultivos Permanentes y la Secretaría. Los tres primeros órganos incluirán las comisiones, subcomisiones, Grupos de Trabajo, Grupos Ad Hoc, así como los Grupos de Trabajo conjuntos y las relatorías que se establezcan de conformidad con este Reglamento.

Artículo 3

Solicitud para ser Miembro


Cualquier Estado americano que no sea miembro de la Organización y que desee integrarse a la CITEL, deberá presentar una solicitud de admisión al Secretario General de la Organización, quien la remitirá en consulta al COM/CITEL para su estudio y recomendación, antes que sea considerada por la Asamblea de la CITEL y aprobada por la Asamblea General de la Organización. 

Artículo 4

Enlace


Cada Estado Miembro comunicará al Secretario Ejecutivo de la CITEL, por escrito, dentro de los treinta días siguientes a la fecha de clausura de la Asamblea de la CITEL, el nombre de la institución y el de la persona dentro de la institución, que actuará de enlace oficial entre ese Estado Miembro y la CITEL con respecto a las telecomunicaciones/TIC. La persona designada será el funcionario que recibirá, enviará e intercambiará la correspondencia oficial, incluidas todas las notificaciones, las contribuciones técnicas a las reuniones, los informes de las reuniones y las cartas de acreditación.

-- * --

CAPÍTULO II

LA ASAMBLEA DE LA CITEL

A. REUNIONES

Artículo 5

Reuniones ordinarias



La CITEL tratará de realizar la reunión ordinaria de su Asamblea que se celebra cada cuatro años, en el primer trimestre del año. Las reuniones ordinarias de la Asamblea se numerarán en forma consecutiva.

Artículo 6

Principio de rotación



En aplicación del principio de rotación para seleccionar el país donde se vaya a celebrar una reunión ordinaria de la Asamblea de la CITEL, se entiende que no podrá celebrarse una reunión ordinaria de la Asamblea en el territorio de un Estado Miembro si otro --en el cual se hubiere celebrado un menor número de ellas-- ofreciera el suyo con tal propósito. Al aplicar el principio de rotación, también se considerarán afinidades regionales reconocidas, tales como, las regiones norteamericana, centroamericana, andina, del Caribe u otras que puedan distinguirse.

Artículo 7

Reuniones extraordinarias


En circunstancias especiales, a iniciativa de la Asamblea General de la Organización, por recomendación de un Consejo de la Organización o a iniciativa del COM/CITEL, la Asamblea de la CITEL podrá celebrar una reunión extraordinaria para considerar asuntos específicos, si la importancia de los asuntos que requieren consideración impide esperar hasta la siguiente reunión ordinaria de la Asamblea. El COM/CITEL convocará y fijará la fecha y el lugar para tal reunión extraordinaria, siempre que se disponga de recursos para ello.

Artículo 8

Lugar alternativo para las reuniones



Si por cualquier motivo la reunión ordinaria o extraordinaria de la Asamblea de la CITEL no pudiera celebrarse en el país escogido, se reunirá en la sede de la Secretaría General de la Organización, a menos que alguno de los Estados Miembros, con suficiente anticipación, ofreciera su país para que se celebre la Asamblea, en cuyo caso el COM/CITEL podrá acordar que la reunión tenga lugar en ese país.

Artículo 9

Convocatoria de las reuniones


El Secretario General de la Organización, o por delegación, el Secretario Ejecutivo de la CITEL, convocará a las reuniones de la Asamblea de la CITEL y enviará las correspondientes invitaciones a los participantes, tan pronto el país que ofreció ser sede de la Asamblea confirme a la Secretaría la fecha, ciudad y lugar específico de la reunión, así como su disponibilidad de fondos suficientes para realizarla. El país que ofrece ser sede de la Asamblea deberá proporcionar esta información al Secretario Ejecutivo, a más tardar sesenta días antes de la fecha propuesta para la reunión.

B. PARTICIPANTES

Artículo 10

Delegaciones


El jefe de delegación puede delegar sus funciones en el jefe alterno o en cualquier otro miembro de la delegación. Los Estados Miembros tratarán de formar sus delegaciones con representantes que sean versados en telecomunicaciones/TIC. Las delegaciones tendrán derecho a participar con voz y voto en todas las reuniones públicas y privadas de la Asamblea, incluidas sus comisiones, subcomisiones, Grupos de Trabajo y Grupos Ad Hoc, de conformidad con este Reglamento y con toda regla de procedimiento especial que se apruebe para dichas reuniones.

Artículo 11

Credenciales


La acreditación de los integrantes de cada delegación será hecha por sus respectivos gobiernos mediante comunicación escrita al Secretario Ejecutivo, mediante la cual otorgará a sus delegados plenos poderes para participar en las decisiones sobre los asuntos incluidos en el temario de las sesiones de la Asamblea.

Artículo 12

Orden de precedencia


En la sesión informal que precede a la sesión de inauguración de la Asamblea, se establecerá por sorteo un orden de precedencia para las delegaciones. Este orden de precedencia se aplicará en la ubicación de las delegaciones dentro de la sala, en el ejercicio del derecho a voto y en el uso de la palabra, cuando a todas las delegaciones se les solicite su opinión sobre alguna materia. A la delegación anfitriona de la Asamblea, sin entrar al sorteo, se le asignará el último lugar en este orden de precedencia.

Artículo 13

Observadores Permanentes ante la Organización

1.
Los Estados que son Observadores Permanentes ante la Organización, gozarán de la misma calidad en la CITEL y en todos sus órganos y acreditarán sus respectivos representantes para participar en las reuniones de la Asamblea de la CITEL mediante comunicación escrita dirigida al Secretario Ejecutivo.

2.
Los representantes de los Observadores Permanentes pueden asistir a las sesiones públicas de las reuniones de la Asamblea de la CITEL, a las de sus comisiones principales y, cuando sean invitados por el Presidente correspondiente, a las reuniones privadas. Los Observadores Permanentes también podrán intervenir en las reuniones, previo permiso del Presidente correspondiente.

Artículo 14

Observadores de los organismos especializados interamericanos, órganos de la OEA y de organizaciones regionales intergubernamentales interamericanas


Los representantes de los organismos especializados interamericanos y de los órganos de la OEA y de organizaciones regionales intergubernamentales interamericanas podrán asistir a las reuniones de la Asamblea de la CITEL como observadores. Estos representantes podrán dirigirse a la reunión verbalmente o por escrito, previo permiso del Presidente correspondiente.

Artículo 15

Observadores de las Naciones Unidas


Los representantes de las Naciones Unidas y de sus organismos especializados podrán asistir a las reuniones de la Asamblea de la CITEL como observadores. Se podrán dirigir a la reunión verbalmente o por escrito, previo permiso del Presidente correspondiente.

Artículo 16 
/
Otros observadores

1.
Las organizaciones internacionales y nacionales que son partes de acuerdos que establecen relaciones de cooperación con la Organización, sus órganos, organizaciones u organismos, también pueden asistir a la Asamblea de la CITEL, toda vez que dichos acuerdos dispongan la participación de observadores. 

2.
Con sujeción a la aprobación del COM/CITEL, podrán enviar observadores a la Asamblea de la CITEL:

a.
Los Estados americanos que no sean miembros ni observadores permanentes de la Organización y que hayan solicitado participar en la reunión.

b.
Los Estados no americanos que sean miembros de las Naciones Unidas o de sus organismos especializados y que hayan solicitado participar en la reunión.

c.
Los organismos y organizaciones internacionales, regionales, subregionales y nacionales que participan en actividades de telecomunicaciones/TIC en la región y que hayan solicitado participar en la reunión.

3.
Los observadores a que se hace referencia en el presente Artículo podrán intervenir en las sesiones plenarias de la Asamblea de la CITEL o en las sesiones de sus comisiones principales, únicamente en los casos en que el Presidente los invite a hacerlo en razón de un interés o experiencia especial en el asunto específico que se esté debatiendo. A su vez, dichos observadores podrán presentar declaraciones escritas sobre dichos asuntos en los casos en que el Presidente los autorice o así se los solicite expresamente.

4.
La participación ante la Asamblea de la CITEL, de los observadores a que se refiere este Artículo, es sin perjuicio de la calidad que puedan tener como miembros asociados de los CCP, de acuerdo a lo establecido en el Artículo 85 del Reglamento.
Artículo 17
/
Los miembros asociados activos, podrán asistir a las sesiones públicas de la Asamblea de la CITEL como observadores. Los observadores a que se hace referencia en el presente Artículo podrán intervenir en las sesiones plenarias de la Asamblea de la CITEL o en las sesiones de sus comisiones principales, únicamente en los casos en que el Presidente los invite a hacerlo en razón de un interés o experiencia especial en el asunto específico que se esté debatiendo. A su vez, dichos observadores podrán presentar declaraciones escritas sobre dichos asuntos en los casos en que el Presidente los autorice o así se los solicite expresamente.

Artículo 18
/

A menos que el COM/CITEL decida de otra forma, los Estados y entidades a que se hace referencia en el Artículo 16, que deseen participar en la reunión de la Asamblea de la CITEL con carácter de observadores, deberán dirigir por escrito, su solicitud de asistencia al Presidente del COM/CITEL, por lo menos sesenta días antes de la fecha programada para la inauguración de la reunión de la Asamblea de la CITEL. El Presidente del COM/CITEL, consultará con los Miembros del COM/CITEL las solicitudes y, si éstos las aprueban, se extenderán las invitaciones correspondientes, de conformidad con el Artículo 9 de este Reglamento.
Artículo 19

Cuotas de participación de observadores

1.
La distribución de documentos de las reuniones de la Asamblea de la CITEL a las categorías de observadores identificadas en los Artículos 13, 14 y 15 de este Reglamento estará regulada por los principios, prácticas y normas de la Organización sobre esta materia.

2.
La distribución de documentos de las reuniones de la Asamblea de la CITEL a las categorías de observadores identificadas en el Artículo 16 estará condicionada al pago de una cuota para cubrir los gastos administrativos de su participación en la reunión. Esta cuota que se denominará "cuota de participación" será equivalente al 15% de la "unidad de contribución" correspondiente a un miembro asociado.

3.
No obstante, el COM/CITEL puede eximir del pago de la cuota de participación a cualquiera de los observadores identificados en el Artículo 16 con fundamento en un tratamiento recíproco de excusar del mismo pago a la CITEL.

Artículo 20

Invitados


Cualquier persona o entidad no comprendida en el Artículo 16, que sea una autoridad reconocida o que tenga un interés particular en el campo de las telecomunicaciones/TIC, podrá asistir a las reuniones de la Asamblea de la CITEL como invitado, con sujeción a la aprobación del COM/CITEL y previa consulta con el gobierno del país sede. El COM/CITEL elaborará pautas para determinar los requisitos que deberán reunir los invitados.

Artículo 21
/


Las personas o entidades que deseen participar como invitados en una reunión de la Asamblea de la CITEL de conformidad con el Artículo20, deberán solicitarlo por escrito al Presidente del COM/CITEL, a más tardar cuarenta y cinco días antes de la fecha programada para la inauguración de la reunión de la Asamblea de la CITEL. El Presidente del COM/CITEL consultará con los miembros del COM/CITEL y, previa aprobación de éstos, se extenderán las invitaciones correspondientes, de conformidad con el Artículo 9 de este Reglamento, siempre que no haya objeción de parte del gobierno del país sede.

Artículo 22


Los invitados podrán asistir a las sesiones plenarias y de las comisiones con el único propósito de seguir los debates. Sin embargo, podrán participar en los debates de las comisiones únicamente si así se lo solicita su Presidente y no median objeciones de parte de alguno de los Estados Miembros presen​tes. Los invitados no recibirán copia de las contribuciones, documentos o informes de las actuaciones, a menos que el COM/CITEL, al aprobar una invitación, decida que se distribuyan los documentos a un determinado invitado.

C. AUTORIDADES DE LA ASAMBLEA

Artículo 23
Elección de Presidente y Vicepresidentes


El Presidente y los dos Vicepresidentes de la Asamblea serán elegidos en la primera sesión plenaria de acuerdo con el Artículo 8 del Estatuto. Dichas autoridades permanecerán en sus cargos hasta la clausura de la misma.

Artículo 24

Responsabilidades del Presidente de la Asamblea de la CITEL

1.
Son responsabilidades del Presidente de la Asamblea:


a.
Convocar a las sesiones plenarias;


b.
Fijar el orden del día de las sesiones;


c.
Abrir y levantar las sesiones plenarias y dirigir sus debates;


d.
Conceder el uso de la palabra a los participantes en el orden en que la solicitaren, dando prelación a los representantes de los Estados Miembros, cuan​do sea del caso;


e.
Someter a votación los puntos en discusión, proclamando las decisiones tomadas;


f.
Decidir las cuestiones de orden que se sometan a consideración;


g.
Instalar las comisiones de trabajo, y


h.
En general, asegurar el cumplimiento del presente Reglamento.

2.
El Presidente de la Asamblea podrá llamar la atención a cualquier participante cuando su exposición se aparte del punto en discusión. Asimismo, podrá proponer, durante la discusión del asunto, la limitación del tiempo de uso de la palabra, la limitación del número de intervenciones de cada participante, el cierre de la lista de oradores y el cierre del debate. También podrá proponer la suspensión o el levantamiento de la sesión, o el aplazamiento del debate sobre el asunto que se esté discutiendo.

Artículo 25

Participación del Presidente de la Asamblea en las votaciones y en las discusiones


El Presidente de la Asamblea no participará en el proceso de votación en las sesiones plenarias, ni participará, desde la presidencia, en la discusión de fondo de los asuntos.

Artículo 26

Responsabilidades del Vicepresidente en ejercicio de la Presidencia



Los Vicepresidentes sustituirán al Presidente, según su precedencia, con iguales responsabilidades y obligaciones que el titular, cuando éste se ausente durante una sesión o parte de ella.

Artículo 27

Ausencia o impedimento del Presidente y Vicepresidentes


En caso de ausencia o impedimento del Presidente y de los Vicepresidentes de la Asamblea de la CITEL, ésta será presidida por uno de los presidentes de las comisiones de trabajo, de acuerdo con el orden de numeración de las mismas.

D. TEMARIO

Artículo 28

Temario de las reuniones ordinarias

1.
El COM/CITEL preparará el temario preliminar para cada reunión ordinaria de la Asamblea de la CITEL para ser sometido a la consideración de los Estados Miembros por lo menos tres meses antes de la fecha programada para la inauguración de dicha Asamblea.

2.
En la preparación del temario preliminar, el COM/CITEL tendrá en cuenta los temas propuestos por los gobiernos de los Estados Miembros y los que deban incorporarse por mandato de la Asamblea General de la Organización, y podrá tener en consideración los recomendados por otros órganos de la Organización.

3.
Los Estados Miembros dispondrán de treinta días para presentar observaciones al temario preliminar, dirigiéndolos al Presidente del COM/CITEL. Sobre la base de estas observaciones, el COM/CITEL redactará el temario de la Asamblea.

4.
El temario así aprobado sólo podrá ser enmendado o modificado durante la reunión ordinaria de la Asamblea de la CITEL por mayoría de dos tercios de los Estados Miembros participantes en la misma.

Artículo 29

Temario de las reuniones extraordinarias


El temario de las reuniones extraordinarias de la Asamblea de la CITEL se limitará al asunto o los asuntos para los cuales se convocó la reunión. El COM/CITEL establecerá en cada oportunidad los procedimientos y plazos para la preparación del temario de las reuniones extraordinarias.

Artículo 30
/
Informes y propuestas


En general, la Asamblea de la CITEL considerará dos tipos de trabajos: informes y propuestas. Los informes serán de carácter informativo, mientras que las propuestas serán sometidas a la consideración de la Asamblea. Durante las sesiones de la Asamblea se pueden solicitar otro tipo de documentos técnicos o de trabajo. Los documentos presentados no incluirán información alguna de carácter promocional o comercial.
Artículo 31
/

1.
Normalmente, los informes y propuestas serán presentados al Secretario Ejecutivo por lo menos con quince días de antelación a la fecha fijada para la inauguración de la Asamblea de la CITEL, a fin de que sean distribuidos en los idiomas de trabajo de la CITEL a los Estados Miembros, juntamente con el informe del COM/CITEL y el de la Secretaría. Los documentos que no cumplan con el plazo establecido en este Artículo serán presentados en la reunión de jefes de delegación para definir si se consideran como documento informativo o propuesta durante la reunión. El Secretario Ejecutivo pondrá a disposición de los Estados Miembros dichos documentos por los medios de comunicación más idóneos, a medida que se vayan recibiendo antes del comienzo de la reunión. 

2.
Al comienzo de una reunión, la Asamblea puede establecer un plazo en el cual se puedan presentar a su consideración nuevas propuestas.

E. SESIONES

Artículo 32

Reunión informal de jefes de delegación

 
Antes de la sesión inaugural, los jefes de delegación de los Estados Miembros o sus alternos se reunirán con carácter informal y preparatorio, por convocatoria del Presidente del COM/CITEL, para ponerse de acuerdo sobre los distin​tos aspectos relativos a la organización de los trabajos de la Asamblea de la CITEL.

Artículo 33

Primera sesión plenaria


Una vez inaugurada la Asamblea de la CITEL, se celebrará lo antes posible la primera sesión plenaria, en la que se procederá a elegir las autoridades y a establecer las comisiones señaladas en la sección F del capítulo II de este Reglamento. Inmediatamente después, se instalarán las comisiones de trabajo y se elegirán sus respectivas autoridades.

Artículo 34

Adopción de decisiones.


La Asamblea de la CITEL adoptará sus decisiones en las sesiones plenarias, en la forma de resoluciones, recomendaciones o declaraciones en sus sesiones plenarias. La Secretaría las distribuirá inmediatamente después de su adopción.

Artículo 35


Las decisiones que tengan repercusiones financieras para la Organización deberán contener la estimación del gasto correspon​diente.

Artículo 36
/
Sesiones públicas y privadas

1.
Las sesiones plenarias de la Asamblea y las de las comisiones de trabajo serán públicas. Sin embargo, si así lo dispone el respectivo Presidente o si lo solicita un representante de un Estado Miembro, la sesión será privada y continuará como privada a menos que los miembros participantes en la sesión decidan lo contrario.

2.
En las sesiones privadas sólo podrán encontrarse presentes los Jefes de Delegación de los Estados Miembros, las personas de su delegación designadas por aquellos y el personal de la Secretaría que expresamente autorice en cada caso el Presidente del cuerpo respectivo. 
Artículo 37
/


Toda decisión tomada por la Asamblea de la CITEL, en sesión plenaria privada, será comunicada en la próxima sesión plenaria pública.
Artículo 38


Ninguna sesión plenaria, de comisión, subcomisión, Grupo de Trabajo o Grupo Ad Hoc de la Asamblea se llevará a cabo sin que se haya anunciado a los participantes el lugar y hora de la sesión, con antelación suficiente como para permitirles asistir.

F. COMISIONES

Artículo 39

Comisión de Coordinación

1.
La Comisión de Coordinación estará integrada por el Presidente de la Asamblea de la CITEL, quien la presidirá, por los dos Vicepresidentes y por los Presidentes de las Comisiones de trabajo.

2.
El Presidente de la Asamblea de la CITEL convocará la Comisión de Coordinación cada vez que lo considere conveniente para el mejor cumplimiento de las labores de la Asamblea. 
3.
La labor de la Comisión de Coordinación consiste en resolver cualquier dificultad que pudiera surgir en lo relativo al fun​cionamiento de la Asamblea de la CITEL y sugerir a las comisiones o a la sesión plenaria las soluciones correspondientes. Asimismo, coordinará la labor de las comisiones de trabajo para el logro de una actuación eficiente de la Asamblea de la CITEL.

Artículo 40

Comisión de Credenciales

1.
La Comisión de Credenciales estará integrada por los represen​tantes de tres Estados Miembros elegidos en la primera sesión plenaria de la Asamblea de la CITEL. La Comisión designará un Presidente.

2.
La Comisión de Credenciales examinará las credenciales de las delegaciones y someterá el informe correspondiente, a la mayor brevedad posible, a la consideración de la Asamblea de la CITEL.

Artículo 41

Comisión de Estilo

1.
La Comisión de Estilo estará integrada por cuatro representantes elegidos en la primera sesión plenaria de la Asamblea de la CITEL, cada uno de los cuales representará uno de los cuatro idiomas oficiales.

2.
La Comisión de Estilo recibirá los proyectos de resolución y de recomendaciones aprobados por las comisiones antes de que sean sometidos a la sesión plenaria de la Asamblea, para su consideración y les hará los cambios de estilo que estime necesarios. Si la Comisión de Estilo estima que el proyecto adolece de defectos de forma que no puede corregir, planteará la cuestión a la comisión de trabajo de que se trate o lo hará en una sesión plenaria de la Asamblea.

Artículo 42

Comisión de Redacción


La Comisión de Redacción de las sesiones de trabajo de las plenarias y del Informe Final de la Asamblea será designada en la primera sesión plenaria y estará integrada por los cuatro primeros delegados que, dentro del orden de precedencia, se ofrezcan. La Comisión de Redacción redactará las actas de la sesión informal de la Reunión, las de cada sesión plenaria, de las sesiones de inauguración y de clausura, así como la preparación del informe final de la Asamblea. La Comisión presentará en cada sesión plenaria el proyecto de acta de la o las sesiones anteriores. 

Artículo 43 
/
Comisiones de Trabajo

1.
Para la consideración de los distintos puntos del temario, la Asamblea de la CITEL creará las comisiones de trabajo que estime conveniente.

2.
Las comisiones de trabajo estarán integradas por las delegaciones de los Estados Miembros que lo deseen y así lo manifiesten al Presidente de la Asamblea de la CITEL antes de la primera sesión de trabajo de la respectiva comisión.

3.
La sesión de instalación de cada comisión de trabajo se celebrará con las delegaciones que hasta ese momento hubiesen expresado su deseo de integrarla.

4.
Cada comisión de trabajo elegirá un Presidente, pudiendo elegir también un vicepresidente y un relator.

5.
Las comisiones de trabajo estudiarán los temas que les haya asignado la Asamblea de la CITEL y presentarán a la sesión plenaria, un informe sobre los debates, los proyectos de resolución o propuestas con​sideradas y sus recomendaciones.

Artículo 44

Subcomisiones y Grupos de Trabajo

1.
Cada comisión de trabajo puede establecer las subcomisiones y los Grupos de Trabajo y de redacción que estime conveniente. Una comisión de trabajo puede además autorizar a su Presidente a que integre las subcomisiones y grupos con miembros que representen los diversos criterios que se hayan expresado sobre los asuntos que una subcomisión o Grupo va a considerar.

2. Cada subcomisión podrá crear los Grupos de Trabajo o de redacción que considere necesarios. El Presidente del Grupo respectivo presentará al cuerpo que lo estableció sus conclusiones o recomendaciones.

3.
Las delegaciones que no formen parte de una subcomisión, Grupo de Trabajo o de redacción tendrán derecho a participar en sus reuniones, con voz pero sin voto.

G. QUÓRUM

Artículo 45

1.
El quórum de las sesiones plenarias se constituirá con más de la mitad de los Estados Miembros.

2.
El quórum de las comisiones, subcomisiones y Grupos de Trabajo de la Asamblea de la CITEL se constituirá con más de la mitad de los miembros que integran cada uno de esos cuerpos.

H. DEBATES Y PROCEDIMIENTOS

Artículo 46
/
Propuestas y enmiendas

Propuestas

1.
Las delegaciones de los Estados Miembro deberán presentar las propuestas por escrito a la Secretaría, a más tardar la víspera de la sesión en que habrán de ser debatidas o sometidas a votación, de forma de ser distribuidas en los idiomas de trabajo de la CITEL a los Estados Miembros participantes, antes del inicio de su consideración. Sin embargo, si ningún Estado Miembro se opusiere, el Presidente del órgano que debe tratar el asunto, puede autorizar que se discuta una propuesta que no se hubiere distribuido en tiempo y forma.
2.
La delegación que presente una propuesta indicará a que comisión de trabajo le corresponderá estudiar la propuesta, salvo que la propuesta sea una de aquellas que deba ser sometida a sesión plenaria para su discusión. En caso de duda, decidirá el Presidente de la Asamblea.

Enmiendas

3.
Durante la consideración de una propuesta podrán presentarse mociones de enmienda a la misma.

4.
Se considerará que una moción es una enmienda a una propuesta cuando solamente agregue algo, suprima o modifique parte de tal propuesta. No se considerará como enmienda la propuesta que sustituya totalmente la propuesta original o no tenga relación precisa con ésta. 
Artículo 47

Retiro de propuestas


Las propuestas o enmiendas podrán ser retiradas por los proponentes antes de ser sometidas a votación. Cualquier delegado podrá someter a consideración una propuesta o enmienda que hubiere sido retirada.

Artículo 48

Reconsideración de decisiones


Aquellas propuestas sobre las que haya recaído decisión, pueden ser objeto de reconsideración, siempre que la solicitud de reconsideración se presente antes de levantarse la sesión en que la propuesta hubiere sido votada, o en la sesión inmediatamente posterior. En caso de una moción de reconsideración, se concederá la palabra a un orador en apoyo de la moción y a dos oradores opuestos a ella, después de lo cual la moción será sometida a votación. Para la aprobación de dicha moción se re​querirá el voto afirmativo de los dos tercios de los integrantes del cuerpo respectivo. Aprobada la moción de reconsideración, el debate y la votación de la materia de fondo se regirán por las normas aplicables de este Reglamento.

Artículo 49
/
Cuestiones de orden


Durante el debate de un asunto, cualquier delegación podrá plantear una cuestión de orden, la cual será inmediatamente decidida por el Presidente. Cualquier representante de una delegación podrá apelar la decisión del Presidente, caso en el cual la apelación será sometida a votación. Al plantear una cuestión de orden, la delegación que lo haga no podrá tratar el fondo del asunto que se esté debatiendo.

Artículo 50
/
Suspensión del debate


El Presidente, o cualquier representante de una delegación, podrá presentar una moción para suspender el debate. Sólo dos de estos representantes podrán hacer uso de la palabra brevemente en favor de dicha propuesta, y dos en contra, después de lo cual se someterá a votación inmediatamente. 

Artículo 51
/
Cierre del debate

1.
Cualquier representante de una delegación podrá presentar una moción proponiendo el cierre del debate cuando considere que un asunto ha sido suficientemente debatido. Esta moción podrá ser impugnada por dos delegaciones después de lo cual se declarará aprobada si cuenta con el voto afirmativo de dos tercios de los votos de los miembros presentes en la sesión. El Presidente podrá limitar la duración de las intervenciones permitidas a los representantes en virtud de este Artículo.

2.
El Presidente podrá cerrar el debate si considera que la discusión es repetitiva o no se apega al tema en cuestión. En este caso el Presidente deberá considerar lo que hasta el momento haya adquirido consenso y determinará la forma de proceder. Esta decisión podrá ser impugnada brevemente por dos delegaciones, después de lo cual se declarará aprobada si cuenta con el voto afirmativo de dos tercios de los votos de los miembros presentes en la sesión.

Artículo 52
/
Suspensión o levantamiento de la sesión


Durante el debate de cualquier asunto, cualquier representante de una delegación podrá presentar una moción para que se suspenda o se levante la sesión. Dichas mociones se someterán inmediatamente a votación, sin debate. El Presidente podrá limitar la duración de la intervención del representante que proponga la suspensión o levantar la sesión.

Artículo 53

Orden de las mociones de procedimiento


A reserva de lo dispuesto en el Artículo 48, las siguientes mociones tendrán precedencia sobre todas las demás propuestas o mociones, en el orden que a continuación se indica:

a.
Suspensión de la sesión.

b.
Levantamiento de la sesión.

c.
Suspensión del debate sobre el tema en discusión.

d.
Cierre del debate sobre el tema en discusión.

Artículo 54

Disposiciones comunes a todos los órganos deliberativos 
de la reunión de la Asamblea de la CITEL


Las disposiciones generales sobre los debates contenidas en este capítulo serán aplicables tanto a las sesiones plenarias como a las de las comisiones, subcomisiones y Grupos de Trabajo de la Asamblea de la CITEL
I. VOTACIONES

Artículo 55

Votación de las propuestas


Cerrado el debate, y si las propuestas presentadas no fueren aprobadas por consenso, se procederá inmediatamente a la votación de aquellas, con las enmiendas que hubieren sido propuestas. Las propuestas serán sometidas a votación en el orden en que hayan sido presentadas, a menos que el cuerpo respectivo decida lo contrario. Después que el Presidente haya anunciado la iniciación de la votación, ningún representante podrá interrumpirla, salvo para una cuestión de orden relativa a la forma misma en que se esté efectuando la votación. El proceso de votación y escrutinio terminará cuando el Presidente haya proclamado el resultado.

Artículo 56

Abstenciones


A los efectos de establecer la mayoría necesaria, las absten​ciones se computarán como votos emitidos.

Artículo 57

Empates


Si una votación diera por resultado un empate, se tendrá por rechazada la propuesta objeto de la votación.

Artículo 58

Repetición de la votación


Si se suscitaran dudas respecto del resultado de la votación, cualquier delegación podrá pedir que inmediatamente se repita la votación. La nueva votación estará limitada a las mismas delegaciones que hayan tomado parte en la votación objeto de repetición.

Artículo 59


Cuando se presente una enmienda a una propuesta, se someterá primero a votación la enmienda. Cuando se presenten dos o más enmiendas, la Asamblea de la CITEL someterá primero a votación la que más se aparte del texto original. En el mismo orden se votarán otras enmiendas. En caso de duda a este respecto, se votarán en el orden de su presentación.

Artículo 60


Cuando la aprobación de una enmienda implique la exclusión de otra, esta última no será sometida a votación. Si se aprueban una o más enmiendas, se pondrá a votación la propuesta completa en la forma en que haya sido modificada.

Artículo 61


Si alguna delegación así lo solicita, una propuesta o enmien​da será sometida a votación por partes. Si cualquier delegación se opusiera a dicha solicitud, el órgano respectivo deberá decidir si se vota por partes. Si se acepta la solicitud de votación por partes, las distintas partes de la propuesta o enmienda que resulten aprobadas se someterán a votación en conjunto. Si todas las partes dispositivas de una propuesta o enmienda son rechazadas, se considerará que la propuesta o enmienda ha sido rechazada en su totalidad.

J. ELECCIONES

Artículo 62

 
Cuando se trate de elegir a un solo Estado Miembro o a una sola persona y ningún candidato obtuviere la mayoría absoluta de los Estados Miembros participantes en la primera votación, se procederá a una segunda o tercera votación, si fuera necesario, pero limitadas a los dos candidatos que hayan obtenido mayor número de votos. Si después de efectuarse la tercera votación ninguno de los candidatos obtuviere la mayoría requerida, se suspenderá la elección por un período de hasta veinticuatro horas. Al reanudarse la elección, se efectuarán hasta dos votaciones adicionales. Si ninguno de los dos candidatos resultare elegido, se reiniciará el proceso de elección que indica el presente Artículo con los candidatos que sean presentados.

Artículo 63


Cuando hayan de llenarse al mismo tiempo y en las mismas condiciones dos o más cargos electivos, se declararán elegidos los candidatos que obtengan la mayoría absoluta requerida en la primera votación. Si el número de candidatos que obtenga tal mayoría es menor que el de las personas o miembros que han de ser elegidos, se efectuarán votaciones adicionales para llenar los cargos restantes, limitándose éstas a los candidatos que hayan obtenido mayor número de votos en la votación anterior, de modo que el número de candidatos no sea mayor que el doble del número de los cargos que quedan por cubrir.

Artículo 64


En caso de empate entre dos o más candidatos o Estados Miembros, según sea el caso, que hayan obtenido al menos la mayoría requerida, cuando el número de cargos que falte proveer sea in​ferior al de los candidatos o Estados Miembros que hayan obtenido igual número de votos, se procederá a una nueva votación. Si después de esta segunda votación no se resolviera el empate, se decidirá por sorteo.

K. DOCUMENTOS

Artículo 65

Actas resumidas


Se elaborarán actas resumidas de las sesiones plenarias abiertas y de las sesiones de las comisiones de la Asamblea de la CITEL. La Secretaría de la CITEL distribuirá las actas resumidas a las delegaciones, a la mayor brevedad posible, y éstas presentarán a la Secretaría las correcciones de forma que estimen necesarias, dentro de un plazo de veinticuatro horas a partir de su distribución. Las actas así corregidas, y sus anexos, serán publicadas como parte de la documentación oficial de la Asamblea de la CITEL. Los anexos a las actas resumidas contendrán la versión completa de la presentación hecha por una delegación cuando ésta así lo solicite.

Artículo 66

Reseña de actividades


Después de clausurada la reunión de la Asamblea, la Secretaría preparará y distribuirá el informe final de la Asamblea con un resumen de las actividades realizadas por ésta, que incluirá los antecedentes de la misma; la lista de autoridades de la Asamblea, de las comisiones, subcomisiones, Grupos de Trabajo y Grupos Ad Hoc; la lista oficial de participantes; una breve reseña de las sesiones celebradas y las decisiones aprobadas por la Asamblea en su forma definitiva. Este informe será redactado en los cuatro idiomas oficiales. Con este objeto, la Secretaría podrá pedir el asesoramiento de las delegaciones integrantes del Consejo Per​manente de la Organización que representan dichos idiomas, así como del COM/CITEL.

Artículo 67

Archivo de los documentos


La Secretaría tendrá la custodia de los documentos y archivos oficiales de las reuniones de la Asamblea. Copia de estos documentos y archivos deberán estar en poder del Presidente del COM/CITEL. 

-- * --
CAPÍTULO III

COMITÉ DIRECTIVO PERMANENTE (COM/CITEL)

Artículo 68

Duración del mandato


El mandato de las autoridades y miembros del COM/CITEL durará hasta la elección de los nuevos miembros que se celebre en la siguiente reunión ordinaria de la Asamblea de la CITEL.

Artículo 69

Designación de representantes ante el COM/CITEL


La institución designada para actuar en nombre de cada Estado elegido miembro del COM/CITEL nombrará un representante titular y un suplente, ambos especializados en materia de telecomunicaciones/TIC, y podrá reemplazarlos cuando lo considere conveniente. Sus nombramientos serán comunicados por escrito al Secretario Ejecutivo de la CITEL en cuanto sean designados.

Artículo 70

Funciones

Las funciones del COM/CITEL se estipulan en el Artículo 17 del Estatuto.

Artículo 71
/
Programa de trabajo

1.
El COM/CITEL preparará, en cada sesión de instalación, un programa de trabajo que cubra el período correspondiente hasta la celebración de la siguiente reunión y fijará la fecha y sede de la misma.

 2.
 El COM/CITEL puede establecer comisiones técnicas, subcomisiones, Grupos de Trabajo y Grupos Ad Hoc, así como Grupos de Trabajo conjuntos y relatorías para el cumplimiento de sus funciones.
Artículo 72

Responsabilidades del Presidente


El Presidente del COM/CITEL es miembro ex oficio de todas las comisiones de la CITEL y tendrá, además de las señaladas en el Estatuto, las siguientes responsabilidades prin​cipales:

a.
Presidir provisionalmente las reuniones ordinarias y extraordinarias de la Asamblea de la CITEL hasta tanto se elija su titular.

b.
Representar a la CITEL ante los otros organismos de la Organización, ante las administraciones de telecomunicaciones/TIC de los Estados Miembros de la CITEL y ante otros organismos que participan en el desarrollo de las telecomunicaciones/TIC en los Estados americanos.

c.
Velar por el cumplimiento de las funciones del COM/CITEL, conforme a lo establecido en el Artículo 17 del Estatuto.

d.
Formular el temario de las reuniones del COM/CITEL en cooperación con el Secretario Ejecutivo y en consulta con los demás miembros.

e.
Dirigirse al Secretario General de la Organización en nombre del COM/CITEL para comunicarle las decisiones que el COM/CITEL adopte.

f.
Comunicarse, por intermedio del Secretario Ejecutivo, con los gobiernos de los Estados Miembros de la CITEL y con las instituciones interesadas en los objetivos de la CITEL respecto de asuntos vinculados al funcionamiento de la CITEL.

g.
Representar a la CITEL, cuando el COM/CITEL lo autorice, en actos públicos y en reuniones de organismos internacionales, pudiendo delegar su representación en otro miembro del COM/CITEL.

h.
Presentar al Secretario General de la Organización, por conducto del Secretario Ejecutivo de la CITEL, un informe anual sobre el desarrollo de las actividades de la CITEL para dar cumplimiento a lo dispuesto en el Artículo 91(f) de la Carta de la Organización.

i.
Con la asistencia del Secretario Ejecutivo, difundir y coordinar, en nombre del COM/CITEL, la labor de las comisiones técnicas y los Grupos de Trabajo creados por el COM/CITEL y velar por su cumplimiento.

j.
Coordinar las tareas de los Comités Consultivos Permanentes y velar por su cumplimiento.

Artículo 73
/
Suplencia del Presidente


En caso de impedimento temporal del Presidente del COM/CITEL, lo sustituirá el Vicepresidente. En caso de impedimento temporal de ambos, ejercerá las funciones de la Presidencia el de mayor edad de los Presidentes de los Comités Consultivos Permanentes, por el plazo que dure el impedimento.

Artículo 74

Oficina del COM/CITEL

1.
El Estado Miembro que haya sido elegido para presidir el COM/CITEL organizará y mantendrá durante su mandato, a sus expensas, una oficina que estará compuesta de un Asistente del Presidente a tiempo completo y de los técnicos y funcionarios ad​ministrativos que sean necesarios. Además, proporcionará el local para las oficinas de secretaría y para reuniones, así como los demás elementos adecuados para el mejor cumplimiento posible de los deberes y fun​ciones del COM/CITEL. Para todos los efectos, dicha oficina dependerá exclusivamente del Presidente del COM/CITEL y no tendrá ninguna relación de dependencia con la Secretaría General de la Organización.

2.
El Presidente del COM/CITEL mantendrá estrechas relaciones de trabajo y de cooperación con el Secretario Ejecutivo, para los efectos de coordinación y enlace, así como para la mejor ejecución de las distintas tareas del COM/CITEL. El Presidente del COM/CITEL enviará copias de toda la correspondencia oficial, enviada o recibida por él, al Secretario Ejecutivo de la CITEL.

Artículo 75


Cuando el COM/CITEL establezca una comisión técnica, una subcomisión, un Grupo de Trabajo o un Grupo Ad Hoc, éstos tendrán su sede en el país que haya sido elegido para presidirlo. Dichos países deberán proveer, al igual que en el caso de la sede del COM/CITEL, a sus expensas, el personal y los elementos necesarios para cumplir sus funciones.

Artículo 76
/


Las normas concernientes a las reuniones, el quórum, las votaciones y los gastos de viaje del COM/CITEL, son las que constan en los Artículos 18 a 21 del Estatuto.

Artículo 77
/

1.
El COM/CITEL adoptará sus disposiciones en las sesiones plenarias, en la forma de resoluciones, recomendaciones y decisiones.

2.
Con el propósito de asegurar su adecuada consideración, todo proyecto de resolución, recomendación o decisión presentado, deberá ser distribuido por escrito en los idiomas de trabajo de la CITEL a las delegaciones participantes, antes del comienzo de la sesión en la que será discutido o sometido a votación. No obstante, si no se presentara objeción por parte de algún Estado Miembro del COM/CITEL presente en la reunión, se podrá conocer y decidir una propuesta que esté escrita en uno solo de los idiomas de trabajo de la CITEL.

3.
Si por cualquier motivo una reunión ordinaria del COM/CITEL no pudiera llevarse a cabo en el país de la Presidencia, se celebrará en la sede de la Secretaría General de la Organización, a menos que uno de los Estados Miembros se ofrezca como sede de la reunión con suficiente antelación, en cuyo caso COM/CITEL podrá acordar su realización en ese país.

4.
El Secretario General de la Organización, o por delegación, el Secretario Ejecutivo de la CITEL, transmitirá el aviso de convocatoria a la reunión y las invitaciones a los participantes tan pronto como el país que se ofrece como sede confirme a la Secretaría de la CITEL la fecha exacta, la ciudad y el lugar específico de la reunión, así como la disponibilidad de fondos suficientes a estos efectos. El país que se ofrece como sede de la reunión deberá suministrar esta información al Secretario Ejecutivo a más tardar sesenta días antes de la fecha propuesta para la reunión.
5.
Los observadores de las categorías estipuladas en los Artículos 13, 14, 15, 16 y 17 podrán participar como observadores en las reuniones del COM/CITEL en las mismas condiciones que el Reglamento establece para su participación en las reuniones de la Asamblea de la CITEL.
Artículo 78
/



El COM/CITEL podrá aprobar resoluciones, recomendaciones o decisiones por correspondencia, cuando por su urgencia, las materias a resolver no puedan esperar hasta la próxima reunión del COM/CITEL. Las resoluciones, recomendaciones o decisiones deberán ser aprobadas de acuerdo con el procedimiento que a tal efecto adopte el propio COM/CITEL. La Secretaría de la CITEL mantendrá constancia escrita de la consulta hecha y de sus resultados y la comunicará al Presidente y a los demás miembros del COM/CITEL.
Artículo 79
/



El COM/CITEL podrá invitar a representantes de miembros asociados para que participen en sus Grupos de Trabajo, en razón de su experiencia o especialidad en la materia objeto del mandato del Grupo de Trabajo. 
-- * --

CAPÍTULO IV

COMITÉS CONSULTIVOS PERMANENTES (CCP)

A. ESTRUCTURA Y AUTORIDADES

Artículo 80
/

1.
La Asamblea de la CITEL establecerá los Comités Consultivos Permanentes (CCP) que juzgue necesarios para cumplir los objetivos definidos en el Artículo 3 del Estatuto, con mandatos precisos para cada CCP. Para la elección de los países sedes de los CCP se observará en la medida de lo posible los principios de rotación y de distribución geográfica equitativa. Cada CCP durará hasta que la propia Asamblea de la CITEL o el COM/CITEL considere sus funciones y propósito concluidos. Los nombres de los CCP están anotados en el Anexo 1 de este Reglamento.

2.
Los países sedes de los CCP pueden presentarse como candidatos a una única reelección. Un Estado Miembro no podrá presentarse como candidato a una segunda reelección, si otro -- el cual se hubiere elegido un menor número de veces-- ofreciera su candidatura con tal propósito. 

3.
Cada CCP estará presidido por el representante que designe el gobierno del país sede del CCP. Cada CCP puede establecer uno o dos cargos de Vicepresidente para asistir al Presidente en el cumplimiento de sus tareas. El Presidente de cada CCP recomendará la conveniencia de establecer una o dos Vicepresidencias, tomando en cuenta, en la medida de lo posible, una distribución geográfica equitativa. El país que ocupe una Vicepresidencia de un CCP puede ofrecer ser sede de una reunión adicional durante cualquier año y en tal caso, deberá suministrar los locales, personal y apoyo administrativo para la reunión.

Artículo 81
/
Responsabilidades del Presidente de un CCP


Corresponde al Presidente de un CCP:

a.
Convocar al CCP, por intermedio del Secretario Ejecutivo, por lo menos una vez al año y designar el lugar y la fecha de la reunión.

b.
Dirigir el trabajo del CCP, preparar el material para las reuniones, así como los estudios, decisiones y proyectos de resolución, y enviarlos para su información al Presidente del COM/CITEL y para su tramitación al Secretario Ejecutivo.

c.
Informar por escrito, cada seis meses, al Presidente del COM/CITEL y al Secretario Ejecutivo, sobre los resul​tados del trabajo del CCP.

d.
Informar a la Asamblea de la CITEL sobre los asuntos de competencia del CCP.
e. 
Asegurar que los Grupos de Trabajo, Grupos Ad Hoc y Relatorías que se establezcan, así como las tareas de coordinación que se asignen, funcionen de acuerdo con los Procedimientos de Trabajo que rigen las actividades de los CCP, de acuerdo a lo previsto en el Artículo 96.

f.
Procurar que todas las decisiones adoptadas por el Plenario del CCP sean por consenso.

g.
Confirmar que se cumple con el quórum reglamentario en la reunión.

Artículo 82

Oficina del Presidente


El Estado Miembro elegido para presidir el CCP establecerá y mantendrá, a sus expensas y bajo responsabilidad exclusiva del Presidente, una oficina con el personal técnico y administrativo necesario. A todos los efectos, esta oficina será responsable exclusivamente ante el Presidente del CCP y no tendrá relación de dependencia alguna con la Secretaría General de la Organización.

Artículo 83
/
Grupos de trabajo y Grupos Ad Hoc y relatorías

1.
Los CCP podrán establecer Grupos de Trabajo y Grupos Ad Hoc de acuerdo con lo dispuesto en el Artículo 96. Tales grupos presentarán informes sobre sus actividades al correspondiente CCP.

2.
Los CCP podrán así mismo establecer relatorías y designar relatores de sus Grupos de Trabajo y de sus Grupos Ad Hoc para el tratamiento de las materias encomendadas a esos grupos. Las relatorías presentarán sus informes a los Grupos de Trabajo o Grupos Ad Hoc de los cuales formen parte.

B. PARTICIPACIÓN EN LOS CCP

Artículo 84

Miembros

Cada Estado Miembro de la CITEL podrá nombrar ante cada CCP a un representante que sea especialista en telecomunicaciones/TIC, según el método establecido en el Artículo 4. El Estado Miembro podrá remover o sustituir al representante mediante comunicación escrita al Secretario Ejecutivo.

Artículo 85
/
Miembros asociados

1. 
La membresía asociada en un CCP está abierta a:

a)
Toda entidad, organización o institución relacionada con la industria de las telecomunicaciones/TIC, que goce de personalidad jurídica (en adelante, la “entidad”) siempre que la membresía asociada de la entidad sea aprobada por el correspondiente Estado Miembro de la CITEL. La expresión "correspondiente Estado Miembro de la CITEL" significa el país donde la entidad se ha constituido o donde tiene su oficina principal.

b)
Una organización intergubernamental internacional o regional con una representación múltiple de Estados de las Américas, relacionada con las telecomunicaciones/TIC, que goce de personalidad jurídica (en adelante “la organización”), previa aprobación del COM/CITEL.

2.
La solicitud de una entidad para adquirir la condición de miembro asociado de un CCP, deberá enviarse al correspondiente Estado Miembro, junto con la notificación de la unidad contributiva elegida y la información pertinente respecto a la persona con la cual se establecerá la comunicación respecto a los trámites a cubrir. El correspondiente Estado Miembro será responsable del examen y la aprobación de las solicitudes de participación, con base en los criterios o procedimientos para patrocinar a una entidad como miembro asociado que estime adecuados.

3.
En el caso de una organización, los trámites sobre la solicitud para adquirir la condición de miembro asociado de un CCP serán hechos ante el COM/CITEL.

4.
El Estado Miembro correspondiente o el COM/CITEL según sea el caso, notificará al Secretario Ejecutivo: su aprobación a la solicitud recibida por parte de la entidad u organización, la unidad contributiva elegida, y los datos de la persona designada por la entidad u organización para dar la continuidad a los trámites.

5.
El Secretario Ejecutivo notificará a la entidad o a la organización solicitante la decisión adoptada respecto a su solicitud, junto con los trámites que deberá cubrir para el efecto.

6.
El Secretario Ejecutivo comunicará al Presidente del COM/CITEL y al Presidente del CCP respectivo la incorporación de la entidad indicada en el inciso 5 de este Artículo. En el caso de la incorporación de una organización, la comunicación se hará únicamente al Presidente del CCP respectivo.

7.
El Secretario Ejecutivo preparará y mantendrá una lista de entidades y organizaciones a las que se haya otorgado el carácter de miembro asociado de los CCP. El Secretario Ejecutivo suministrará una copia de esa lista al Secretario General de la Organización, a todos los Estados Miembros de la CITEL y a los Presidentes de los CCP.

8.
Una entidad dejará de ser miembro asociado de un CCP si el correspondiente Estado Miembro le retira la aprobación. Una organización dejará de ser miembro asociado en caso que la aprobación sea retirada por el COM/CITEL.

Artículo 86
/

Participación de los miembros asociados

1.
Cada miembro asociado tiene derecho a participar en toda reunión de los CCP a los cuales esté afiliado enviando uno o más representantes. A tales efectos, los miembros asociados proporcionarán por escrito al Secretario Ejecutivo los nombres de sus representantes antes de la apertura de cada reunión del CCP.

2.
Los miembros asociados de un CCP pueden participar plenamente en todas las actividades de dicho CCP con voz pero sin voto; no obstante, sin contar con el apoyo del Estado Miembro correspondiente, no podrán hacer uso de la palabra para solicitar que el CCP considere una propuesta con el fin de tomar una decisión. Un miembro asociado de cualquier CCP estará habilitado para participar en los trabajos de cualquier grupo de trabajo conjunto del CCP al que pertenece, sin que se le exija el pago de cuotas adicionales.

3.
Para que un representante de un miembro asociado pueda hacer uso de la palabra en nombre y representación del Estado Miembro correspondiente, deberá:

a.
Haber sido previamente acreditado como parte de la delegación de ese Estado Miembro; y

b.
Antes de hacer uso de la palabra, ser presentado por la delegación que integra, indicando que sus intervenciones verbales son en calidad de representante del Estado Miembro.

Artículo 87
/

Cuota de afiliación de los miembros asociados

1.
Los miembros asociados deberán contribuir al financiamiento del CCP en que participen, eligiendo voluntariamente un nivel de contribución. El nivel mínimo de contribución será "una" unidad, la que podrá ser incrementada en niveles mínimos de “media” unidad.

2.
El valor monetario de la unidad fijado en dólares de los Estados Unidos de América será determinado por la Asamblea de la CITEL y cubrirá el pago de la afiliación por un año calendario o, si es del caso, la parte proporcional correspondiente.

3.
Hasta el mes de octubre de cada año, los miembros asociados podrán notificar al Secretario Ejecutivo de la CITEL cualquier variación en el nivel de su contribución, la que deberá cumplir con lo establecido en este Artículo. Tal variación se hará efectiva a partir del año inmediato siguiente. A los miembros asociados que no notifiquen ninguna variación, se les continuará considerando en el nivel de su contribución elegido previamente.

4.
Los fondos provenientes de las cuotas de afiliación de los miembros asociados deberán asignarse a los presupuestos de los CCP correspondientes y utilizarse conforme a las instrucciones de los Presidentes de aquellos para sufragar los gastos de reuniones de los CCP, de sus Grupos o de actividades que sean de conveniencia para el correspondiente CCP.

5.
Los miembros asociados abonarán por adelantado su contribución anual. La fecha de vencimiento para el pago de la membresía anual es el 1ero de enero del año correspondiente; sin embargo, para un nuevo miembro asociado, la fecha de vencimiento durante el primer año de membresía es de treinta días a partir de la fecha de recepción del aviso de su aceptación como miembro asociado. Los miembros asociados que paguen sus cuotas de afiliación dentro de los sesenta días contados a partir de la fecha de su vencimiento se considerarán miembros asociados activos. Aquellos que no paguen dentro del plazo señalado sin informar al Secretario Ejecutivo sobre las razones que justifiquen su retraso, se considerarán miembros asociados pasivos y el Secretario Ejecutivo les suspenderá los privilegios de miembro hasta tanto se pongan al día en sus cuotas. Si el miembro asociado justifica la mora en el pago de sus cuotas, a satisfacción del Secretario Ejecutivo, éste podrá extenderle el plazo de pago hasta el 30 de junio del año correspondiente

6.
Cualquier miembro asociado puede renunciar a su participación en un CCP mediante comunicación escrita al Secretario Ejecutivo. La renuncia se hará efectiva a los noventa días de la fecha de recibida la notificación, en cuyo caso las cuotas de afiliación serán prorrateadas sobre una base anual. Se considerará que un miembro asociado pasivo que se atrase más de dos años en el pago de sus cuotas de afiliación ha renunciado implícitamente a tal afiliación, con vigencia inmediata.

7.
En caso de renuncia, la obligación de pago de cuotas abarcará hasta el día en que se haga efectiva la renuncia, así como también el reconocimiento de su condición de miembro activo se hará efectiva hasta esa misma fecha.

8. El Secretario Ejecutivo hará todo lo razonablemente posible para cobrar las cuotas de afiliación en mora e informará sobre ello anualmente al COM/CITEL. Las cuotas de afiliación en mora por más de tres años se considerarán incobrables y se las tratará como tales en los estados financieros de la CITEL. 
9. Los ingresos por concepto de cuotas se acreditarán contra el saldo pendiente de pago correspondiente al ejercicio fiscal más antiguo, de acuerdo con la práctica en la OEA.

Artículo 88
/

Observadores e invitados

Observadores

1.
Los observadores de las categorías estipuladas en los Artículos 13, 14, 15 y 16 inciso 1 podrán participar como observadores de los CCP en las mismas condiciones que el Reglamento establece para su participación en las reuniones de la Asamblea de la CITEL, acreditando sus representantes mediante comunicación escrita dirigida al Secretario Ejecutivo quien informará a los Presidentes de los CCP correspondientes. 

2.
Los observadores de las categorías estipuladas en el Artículo 16 inciso 2 podrán participar como observadores de los CCP, previa aprobación de su solicitud de participación por parte del Presidente del CCP respectivo. La solicitud de participación deberá presentarse por escrito al Secretario Ejecutivo de la CITEL con sesenta días de antelación a la correspondiente reunión.

3.
Los observadores a que se hace referencia en el Artículo 16 incisos 1 y 2 podrán hacer uso de la palabra en las reuniones de los CCP, únicamente en los casos en que el Presidente de la respectiva reunión de un CCP los invite a hacerlo en razón de un interés o experiencia especial en el asunto específico que se esté debatiendo. A su vez, dichos observadores podrán presentar declaraciones escritas sobre dichos asuntos en los casos en que el Presidente los autorice o así se los solicite expresamente.

Invitados

4.
Una entidad relacionada con las telecomunicaciones/TIC o persona natural que tenga un interés particular en el campo de las telecomunicaciones/TIC, podrá asistir en carácter de invitado a las reuniones del CCP, sus Grupos de Trabajo y Grupos Ad Hoc, bajo las condiciones siguientes:

a.
La persona o entidad deberá comunicar por escrito al Secretario Ejecutivo, con una antelación no menor de cuarenta y cinco días, su interés en participar como invitado en la correspondiente reunión.

b.
El Secretario Ejecutivo comunicará dicha solicitud al Presidente del cuerpo respectivo y a los Estados Miembros que lo integran.

c.
Si no existe objeción alguna y por instrucción del Presidente respectivo, el Secretario Ejecutivo enviará la correspondiente invitación.

5.
Los invitados, previa autorización del Presidente y siempre que no haya objeción de algún Estado Miembro presente en la reunión, podrán recibir copia de los documentos de la reunión y hacer presentaciones verbales o escritas en la misma.

C. REUNIONES

Artículo 89
/

1.
Cada CCP se reunirá por lo menos una vez al año en la fecha y el lugar determinados por su respectivo Presidente. Las reuniones de los CCP se realizarán de conformidad con las disposiciones de este Reglamento referentes a la Asamblea de la CITEL en la medida en que esas disposiciones sean aplicables.

2.
Los documentos, estudios, decisiones y proyectos de resolución de los CCP que requieran consideración por parte de la Asamblea de la CITEL deberán ser sometidos al COM/CITEL por lo menos cuatro meses antes de la reunión de la Asamblea.

3.
Los CCP pueden celebrar sesiones privadas, cuya participación estará restringida únicamente a los miembros y miembros asociados. El Presidente de un CCP, de un Grupo de Trabajo o de un Grupo Ad Hoc podrá convocar sesiones privadas durante la reunión, a su criterio o a solicitud de un Estado Miembro. Sin embargo, con fundamento en principios de reciprocidad, el Presidente puede invitar observadores a participar en las reuniones privadas de no mediar objeción de un Estado Miembro.

4.
Si por cualquier motivo una reunión ordinaria de los Comité Consultivos Permanentes no pudiera llevarse a cabo en el país seleccionado por la Presidencia, se celebrará en la sede de la Secretaría General de la Organización, a menos que uno de los Estados Miembros se ofrezca como sede de la reunión con suficiente antelación, en cuyo caso la Presidencia del COM/CITEL podrá acordar su realización en ese país.

5.
El Secretario General de la Organización, o por delegación, el Secretario Ejecutivo de la CITEL, transmitirá el aviso de convocatoria a la reunión y las invitaciones a los participantes tan pronto como el país que se ofrece como sede confirme a la Secretaría de la CITEL la fecha exacta, la ciudad y el lugar específico de la reunión. El país que se ofrece como sede deberá suministrar esta información a la Secretaría de la CITEL a más tardar sesenta días antes de la fecha propuesta para la reunión.

Artículo 90
/
Decisiones

1.
En ausencia de consenso en las deliberaciones de los CCP, los proyectos de resolución se aprobarán de conformidad con las normas sobre votación establecidas en el Artículo 97 de este Reglamento. Para proceder a aprobar una resolución, decisión o recomendación, por votación o consenso, la reunión del CCP deberá tener un quórum de un tercio de los Estados Miembros de la CITEL.

2.
La aprobación de las resoluciones de los CCP requerirá el voto afirmativo de al menos un tercio de los Estados Miembros de la CITEL.

3.
Además, los CCP podrán aprobar resoluciones, decisiones o recomendaciones, por correspondencia, a condición de que no haya respuestas negativas de los Estados Miembros de la CITEL y aplicando los procedimientos que establezca el COM/CITEL.
-- * --

CAPÍTULO V

LA SECRETARIA

Artículo 91


La Secretaría está compuesta por el Secretario Ejecutivo, designado por el Secretario General de la Organización en consulta con los miembros del COM/CITEL, y el personal profesional y administrativo que el Secretario General designe de conformidad con las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 92
/
El Secretario Ejecutivo de la CITEL

1.
El Secretario Ejecutivo de la CITEL deberá ser una persona altamente versada en la materia de la Comisión. El cargo de Secretario Ejecutivo de la CITEL es una posición de confianza, regulada por las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General de la Organización.

2.
Además de las funciones establecidas en el Estatuto de la CITEL, el Secretario Ejecutivo cumplirá las siguientes funciones:

a.
Preparar los documentos técnicos que le asignen los órganos de la CITEL y los documentos de trabajo para sus reuniones.

b.
Actuar como Secretario Técnico de las reuniones de la Asamblea de la CITEL y el COM/CITEL.

c.
Velar porque las actas, decisiones, documentos y proyectos de resolución de todos los órganos de la CITEL estén de acuerdo con las disposiciones de la Carta de la Organización, los mandatos de la Asamblea General, el Estatuto de la CITEL y el presente Reglamento.

d.
Recibir la correspondencia oficial relacionada con la CITEL, darle el trámite correspondiente y tramitar las comunicaciones que conciernan al trabajo de la Secretaría, informando de ello al Secretario General de la Organización. Se enviarán copias de dicha correspondencia al Presidente del COM/CITEL.

e.
Ejecutar las decisiones y encargos que le indiquen los distintos órganos de la CITEL.

f. Colaborar con el Presidente del COM/CITEL en la elaboración del anteproyecto de temario de cada reunión de la Asamblea de la CITEL, así como en la preparación del temario de cada reunión del COM/CITEL.

g.
Preparar documentos, estudios e informes necesarios para las reuniones de la Asamblea de la CITEL y del COM/CITEL, toman​do en cuenta las pautas establecidas al respecto por el COM/CITEL.

h.
Informar por escrito a los Estados Miembros la fecha y sede de celebración de las reuniones Ordinarias y Extraordinarias de la Asamblea inmediatamente después que hayan sido acordadas por el COM/CITEL.

i.
Tramitar las convocatorias para todas las reuniones de los órganos de la CITEL.

j.
Colaborar con el COM/CITEL en la preparación del informe anual que la CITEL debe presentar al Secretario General para consideración del Consejo Permanente de la Organización.

k.
Mantener permanentemente informados a los Estados Miembros de la CITEL acerca de las actividades técnicas que se desarrollen en la esfera de las telecomunicaciones/TIC, de acuerdo con las instruc​ciones impartidas por el Presidente del COM/CITEL y tomando en cuenta la información que reciba el COM/CITEL.

l.
Divulgar entre las entidades especializadas en telecomunicaciones/TIC, mundiales o regionales, guber​namentales o no, las resoluciones y decisiones de la Asamblea de la CITEL en lo referente a telecomunicaciones/TIC, a cuyo fin podrá publicar boletines infor​mativos periódicos.

m.
Brindar un servicio de información periódica de amplia difusión con respecto al progreso de las telecomunicaciones/TIC y su desarrollo en los Estados Americanos.

n.
Mantener la custodia de los archivos que contengan la documen​tación oficial referente a las reuniones de los órganos de la CITEL. 

o.
Actuar en representación del Presidente del COM/CITEL en actos públicos o privados y en reuniones de organismos internacionales, cuando así lo disponga el Presidente de ese órgano.

p.
Tras consulta con los Presidentes de los CCP, preparar y presentar al COM/CITEL un proyecto preliminar de presupuesto anual, teniendo en cuenta las directivas de anteriores reuniones de la Asamblea de la CITEL. 
q.
Supervisar al personal de la Secretaría de la CITEL, asegurando su máximo rendimiento.

r.
Elaborar y poner a disposición de los Estados Miembros y miembros asociados, por medios electrónicos las resoluciones, recomendaciones, decisiones y declaraciones de los órganos de la CITEL.

s.
Preparar anualmente un programa de reuniones para los dos años siguientes, a ser presentado para su aprobación al COM/CITEL. En la elaboración de este programa, la Secretaría deberá tener en cuenta el programa de reuniones pertinentes de la OEA, la Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT) y las Organizaciones Regionales, y coordinarlas previamente con los presidentes de las distintas Comisiones.

t.
Elaborar y distribuir periódicamente al Presidente del COM/CITEL y a los Presidentes de los CCP un informe sobre los gastos incurridos con los recursos financieros de la CITEL, incluyendo las cuotas de afiliación de los miembros asociados.

CAPÍTULO VI

DISPOSICIONES GENERALES

A. GASTOS DE VIAJE

Artículo 93


Los gastos de viaje del personal de la Secretaría General de la Organización que asista a las reuniones de los órganos de la CITEL, para ser asig​nados al presupuesto de ésta, tendrán que estar previstos y aprobados expresamente en el mismo.

B. MÉTODOS DE TRABAJO DE LA CITEL

Artículo 94 
/
Calendario de reuniones y temarios

1.
Las fechas de las reuniones deben fijarse con suficiente antelación.

a.
El COM/CITEL deberá preparar y distribuir un calen​dario de las reuniones propuestas para los distintos órganos de la CITEL, que incluya sus fechas y sedes.

b.
Al preparar el calendario de reuniones se deberá tratar de reducir las coincidencias de fechas con las principales actividades de la Unión Internacional de Telecomunicaciones y, cuando sea del caso, con las reuniones regionales de or​ganizaciones normalizadoras o de desarrollo de la región.

c.
En lo posible, las reuniones de los órganos de la CITEL dispuestas en el Estatuto deberán ser regularizadas en cuanto a sus fechas. A discreción de los Presidentes respectivos, los órganos podrán programar reuniones adicionales.

2.
El calendario de reuniones y cualquier otra información referente a las mismas deberá ser publicado periódicamente.

3.
El COM/CITEL preparará un proyecto de temario preliminar para cada reunión ordinaria de la Asamblea de la CITEL, con un año de anticipación a la reunión.

4.
Los presidentes de los CCP, con la colaboración del Secretario Ejecutivo, deberán remitir propuestas de temario para las reuniones de los CCP a todos sus participantes, por lo menos dos meses antes de la reunión.

Artículo 95
/
Conducción de las reuniones y apoyo administrativo

1.
La Secretaría deberá proveer el apoyo administrativo para la preparación, conducción y seguimiento de todas las reuniones de la Asamblea de la CITEL, del COM/CITEL y de los CCP, ciñéndose al presupuesto y teniendo en cuenta el nivel de apoyo para las reuniones que proporcionen los países que sirvan como sede.
2.
Los informes del Presidente y las contribuciones técnicas o propuestas que hayan de considerarse en las reuniones plenarias de los CCP deberán ponerse a disposición de los miembros antes de la reunión, por los medios de comunicación más idóneos, a medida que se vayan recibiendo. A discreción del Presidente, se podrán presentar contribuciones técnicas adicionales hasta la fecha de la reunión inclusive. 

3.
El Presidente podrá limitar el tiempo de presentación y debate de los documentos, tomando en cuenta si son de carácter informativo o propuestas. Los documentos informativos no serán sometidos a discusión, sino que se solicitarán comentarios que también estarán sujetos a un límite de tiempo. El Presidente deberá observar en todo momento el derecho de voz de los Estados Miembros y de los miembros asociados. 

4. 
Los documentos para las reuniones de la Asamblea y del COM/CITEL serán traducidos y puestos a disposición de los miembros, por la Secretaría en forma final y reproducible, en lo posible en español e inglés, a medida que se vayan recibiendo. 

5.
En lo posible, los miembros deben utilizar medios de comunicaciones modernos para tratar los asuntos. Esta debe ser la forma normal de operar de los Grupos de Trabajo y los Grupos Ad Hoc, a fin de reducir el número de reuniones.

6. 
Los seminarios y las reuniones de los Grupos Ad Hoc y Grupos de Trabajo de un CCP en la medida de lo posible, deberían ser programados de manera de llevarse a cabo junto con una reunión plenaria de un CCP que resulte pertinente en cuanto al tema.

7.
Los Estados Miembros o los miembros asociados que auspicien seminarios o reuniones de Grupos Ad Hoc o de Grupos de Trabajo que vayan a tener lugar en forma independiente de una reunión ordinaria de los CCP deberán financiar los costos de esas reuniones, si no existen recursos aprobados para ese efecto, en el programa-presupuesto de la CITEL.

Artículo 96
/
Procedimientos de trabajo que rigen las actividades de los CCP
1.
El proceso que define campos de interés prioritario entre los participantes conlleva la realización de seminarios y formación de Grupos Ad Hoc a fin de estudiar temas que puedan ser motivo de la formación de Grupos de Trabajo permanentes. Este proceso debe utilizarse al nivel de los CCP.

2. 
Los seminarios y debates sobre temas de interés deben llevarse a cabo conjuntamente con las reuniones de los CCP, de los Grupos de Trabajo o de los Grupos Ad Hoc, o cuando sea necesario, según lo convenga el CCP.
3. 
Para que se cree un Grupo de Trabajo, por lo menos seis Estados Miembros se deben comprometer a participar activamente en los trabajos. El establecimiento del Grupo de Trabajo debe aprobarse por resolución del CCP, indicando el alcance de su interés y el mandato. 

4.
Para que se cree un Grupo Ad Hoc, por lo menos tres Estados Miembros se deben comprometer a participar activamente en los trabajos. El establecimiento de un Grupo Ad Hoc debe aprobarse por resolución que indique la tarea específica, el mandato, su duración y un calendario de actividades. La misma resolución indicará que el resultado del Grupo deberá reflejarse en un estudio técnico acompañado de un proyecto de resolución, decisión o recomendación.

5. 
Los Grupos Ad Hoc trabajarán hasta por dos años consecutivos, plazo que excepcionalmente podrá ser ampliado por el Comité que corresponda o por la Asamblea de la CITEL, según el caso, por un período limitado para la conclusión de la tarea. Eventualmente el CCP podrá convertir al Grupo Ad Hoc en un Grupo de Trabajo, siguiendo el procedimiento indicado en el inciso 3 de este Artículo.

6.
Todo Grupo de Trabajo y Grupo Ad Hoc debe tener un Presidente y uno o más Vicepresidentes nombrados por el Presidente del CCP. La presidencia y vicepresidencias podrán recaer en Estados Miembros o en miembros asociados. Para la elección de presidencias y vicepresidencias se observará en la medida de lo posible, una distribución geográfica equitativa.

7.
Todos los miembros del CCP podrán asistir a las reuniones de los Grupos de Trabajo y Grupos Ad Hoc. Sin embargo, solamente a los que estén registrados específicamente como participantes de ellos, se les asegurará la entrega de documentos de trabajo y se esperará que participen activamente en el trabajo del Grupo. Las discusiones sobre los documentos de trabajo y los informes derivados de este estudio deberán llevarse a cabo dentro de las reuniones del Grupo y deberán apegarse en todo momento a lo establecido en el mandato. 
8.
Los Presidentes de los Grupos de Trabajo y Grupos Ad Hoc deberán suministrar informes por escrito y/o verbales sobre el avance del trabajo, en cada reunión del CCP. El informe final que presente cualquier Grupo reflejará sus resultados y deberá ser distribuido por la Secretaría a los miembros del CCP. El Informe final no podrá ser modificado por el CCP. Sin embargo, cualquier propuesta de acción que surja como consecuencia del Informe, deberá ser tratada por el CCP.

9.
Toda medida propuesta al CCP en forma de proyectos de resolución, recomendación o decisión del Grupo de Trabajo o Grupo Ad Hoc al CCP deberá estar claramente definida y apoyada en el informe del Grupo. El informe deberá estipular si la medida propuesta ha sido aprobada por todos los miembros del Grupo que participan en las labores de éste. 

10.
Con el fin de asegurar la debida consideración de los Estados Miembros, todo proyecto de resolución, recomendación o decisión presentado por un Grupo de Trabajo o Grupo Ad Hoc al plenario del CCP deberá ser distribuido en los idiomas de trabajo de la CITEL a los Estados Miembros presentes en la reunión del CCP, antes que comience la sesión en la cual deberán ser debatidos o sometidos a votación.

11.
El plenario del CCP adoptará las recomendaciones o resoluciones de los Grupos de Trabajo por consenso y con la presencia de por lo menos un tercio de los Miembros; dichas medidas también podrán adoptarse por correspondencia, siempre que no haya respuestas negativas.

12.
Los CCP están habilitados para cambiar sus métodos de trabajo y adaptarlos de manera de atender las necesidades de sus miembros en la forma más eficiente posible, con la condición de que no contravengan disposiciones del Estatuto y el Reglamento de la CITEL.

13.
El COM/CITEL revisará periódicamente los programas de trabajo de los CCP y asesorará a los Presidentes de éstos acerca de aquellas áreas en donde exista superposición o redundancia y en las que se requiera una mayor coordinación entre los CCP. En este sentido, los presidentes de los CCP pueden coordinar sus tareas a fin de evitar la duplicación y definir áreas en las que pueda ser útil la cooperación formal entre los CCP. Asimismo deberán hacerse esfuerzos para asegurar, que los nuevos Grupos de Trabajo o Grupos Ad Hoc no dupliquen el trabajo que se esté realizando en los grupos ya existentes. Esto podrá hacerse revisando los mandatos de los grupos existentes, y cuando sea necesario, tomando medidas para coordinar efectivamente el trabajo con los Grupos de Trabajo, Grupos Ad Hoc o CCP pertinentes.

14.
El CCP debe evaluar periódicamente la necesidad del mantenimiento de sus Grupos de Trabajo y Grupos Ad Hoc, tomando en consideración su actividad y eficacia en la labor, en particular de aquellos que no hayan presentado su informe en dos reuniones consecutivas del CCP. La evaluación podrá dar como resultado un proyecto de resolución que contemple algunas de las siguientes opciones:

a.
Requiera que el Grupo continúe su tarea.

b.
Dé por concluido los trabajos del Grupo.

c.
Modifique el alcance, el mandato o duración.

d.
Designe un nuevo Presidente y/o Vicepresidente del Grupo.

e.
Adopte otro tipo de medidas adecuadas para el logro de las metas.

15.
En la medida de lo posible se procurará trabajar utilizando la transmisión electrónica de documentos.

16. 
Tanto la Asamblea de la CITEL como el COM/CITEL podrán aplicar los procedimientos antes establecidos o parte de ellos, al formar sus Grupos de Trabajos o Grupos Ad Hoc.

C. NORMAS DE VOTACIÓN

Artículo 97

1.
Cuando el Estatuto o este Reglamento requiera que se adopte una decisión y ésta no se logre por consenso, la propuesta será sometida a votación secreta. La regla de votación secreta puede suspenderse temporariamente, caso por caso, siempre que, antes de llevarse a cabo la votación, se presente una moción de suspender la aplicación de la regla, y esa moción sea aprobada con el voto de la mayoría absoluta de los Estados Miembros participantes, manifestada en votación abierta, levantando la mano.

2.
El Presidente puede permitir a las delegaciones que fundamenten su voto, ya sea antes o después de la votación, y podrá limitar la duración de estas explicaciones. 
D. RELACIONES CON OTRAS ORGANIZACIONES

Artículo 98

1.
En aras de lograr el máximo de cooperación y coordinación en sus actividades y trabajo, la CITEL colaborará, por medio de los acuerdos que estime pertinente, con los organismos técnicos gubernamentales, no gubernamentales e intergubernamentales que desempeñen actividades similares a las previstas en los objetivos y funciones de la CITEL, establecidos en el Artículo 3 del Estatuto.

2.
En los casos en que las actividades de la CITEL estén relacionadas con la competencia técnica de una or​ganización especializada interamericana, de los órganos subsidiarios, los organismos y demás entidades del sistema interamericano, la CITEL solicitará su colaboración para el desempeño de dichas actividades.

E. OTRAS DISPOSICIONES
Artículo 99

Vigencia


El presente Reglamento entrará en vigor en la fecha en que sea aprobado por la Asamblea de la CITEL y será aplicable a todas las reuniones de todos los órganos de la CITEL.

Artículo 100

Enmiendas al Reglamento

1.
Las propuestas de enmiendas al Reglamento serán consideradas por la Asamblea de la CITEL y aprobadas por ésta por mayoría absoluta de los Estados Miembros participantes.

2.
Cuando a criterio del COM/CITEL haya una enmienda que sea urgente, éste, al amparo del Artículo 17.g del Estatuto, podrá decidir la aplicación provisional de dicha enmienda hasta que sea decidida por la Asamblea de la CITEL en su reunión ordinaria o extraordinaria siguiente. 

3.
Las enmiendas al Reglamento adoptadas por la Asamblea de la CITEL serán presentadas a la Asamblea General de la Organización en su período ordinario de sesiones siguiente, para su información.

Artículo 101

Suspensión de algún procedimiento del Capítulo II


Las disposiciones sobre procedimientos establecidas en el Capítulo II del presente Reglamento se aplicarán a todas las reuniones de la Asamblea de la CITEL. No obstante, en circunstancias excepcionales la Asamblea podrá decidir, por el voto afirmativo de los dos tercios de los Estados Miembros participantes, la suspensión temporal de cualquiera de las disposiciones de procedimiento de ese capítulo, con el objeto de lograr un funcionamiento más eficiente de la Asamblea. Sin embargo, tal suspensión no podrá contravenir lo dispuesto en el Estatuto.

Artículo 102

Materias no reguladas 


Las materias y situaciones no previstas en este Reglamento serán decididas por el voto de la mayoría absoluta de los Estados Miembros participantes en la Asamblea de la CITEL o los miembros del COM/CITEL si la Asamblea no estuviera reunida. Si la Asamblea o el COM/CITEL no estuviere reunido, serán resueltas provisionalmente por su Presidente, luego de consultar con los demás miembros del COM/CITEL y hasta que el COM/CITEL ratifique esa decisión en su siguiente reunión. El COM/CITEL informará de todas las decisiones adoptadas en aplicación de este Artículo a la Asamblea de la CITEL en su reunión ordinaria siguiente. Ninguna decisión adoptada en aplicación de este Artículo puede contravenir las disposiciones del Estatuto de la CITEL.

-- * --
ANEXO
/
NOMBRES DE LOS COMITÉS CONSULTIVOS PERMANENTES


Con referencia al Artículo 80 de este Reglamento, la CITEL tiene los siguientes Comités Consultivos Permanentes:

Comité Consultivo Permanente I (CCP.I):
Telecomunicaciones/tecnologías de la información y la comunicación (TIC) (Telecomunicaciones/TIC)
Comité Consultivo Permanente II (CCP.II): 

Radiocomunicaciones incluyendo Radiodifusión

-- * --

AG/RES. 2547 (XL-O/10)
LIBERTAD DE COMERCIO E INVERSIÓN EN EL HEMISFERIO

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)


LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO la resolución AG/RES. 1364 (XXVI-O/96), “Libertad de comercio e inversión en el Hemisferio”, mediante la cual encomendó al Comité Jurídico Interamericano (CJI) que realizara un estudio sobre el tema;

RECONOCIENDO la opinión del CJI (CJI/RES. II-14/96) en la que se afirma que el Comité concluyó unánimemente que “los fundamentos y la eventual aplicación de la legislación objeto de esta opinión, en las áreas significativas anteriormente descritas, no guardan conformidad con el derecho internacional”;

TENIENDO EN CUENTA las resoluciones AG/RES. 1447 (XXVII-O/97), AG/RES. 1532 (XXVIII-O/98), AG/RES. 1614 (XXIX-O/99), AG/RES. 1700 (XXX-O/00), AG/RES. 1826 (XXXI-O/01), AG/RES. 1884 (XXXII-O/02), AG/RES. 1914 (XXXIII-O/03), AG/RES. 1976 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2063 (XXXV-O/05), AG/RES. 2239 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2301 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2376 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2450 (XXXIX-O/09); y

CONSIDERANDO el Informe del Consejo Permanente sobre libertad de comercio e inversión en el Hemisferio (CP/CG-1822/10 rev.1),

RESUELVE:

1. Tomar nota del Informe del Consejo Permanente sobre libertad de comercio e inversión en el Hemisferio, en cumplimiento de la resolución AG/RES. 2450 (XXXIX-O/09).

2. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre los desarrollos relativos a este asunto.

3. Que la ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2548 (XL-O/10)
PREVENCIÓN Y ERRADICACIÓN DE LA EXPLOTACIÓN SEXUAL COMERCIAL,
TRÁFICO ILÍCITO Y TRATA DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

TENIENDO PRESENTE:

Las resoluciones AG/RES. 1948 (XXXIII-O/03), “Combate contra la trata de personas, especialmente mujeres, adolescentes y niños”, AG/RES. 2240 (XXXVI-O/06), “Combate a la explotación sexual, comercial y tráfico ilícito y trata de niños en el Hemisferio”, AG/RES. 2348 (XXXVII-O/07), “Esfuerzos de cooperación hemisférica para combatir la trata de personas y Segunda Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas”, AG/RES. 2432 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2486 (XXXIX-O/09), “Prevención y erradicación de la explotación sexual comercial, tráfico ilícito y trata de niños, niñas y adolescentes”, y todas las otras resoluciones de la Asamblea General sobre el tema de trata de personas;
La Declaración y el Plan de Acción de Río de Janeiro para prevenir y detener la explotación sexual de niños y adolescentes que emanara del Tercer Congreso Mundial contra la Explotación Sexual de Niños y Adolescentes, realizado en Río de Janeiro, Brasil, del 25 al 28 de noviembre de 2008;

El I Congreso Mundial de Justicia Juvenil Restaurativa celebrada en Lima, Perú, del 4 al 7 de noviembre de 2009;

Los resultados emanados del XX Congreso Panamericano del Niño, la Niña y Adolescentes, realizado en Lima, Perú, del 23 al 25 de setiembre de 2009, así como del Primer Foro Panamericano de Niños, Niñas y Adolescentes en el marco del Programa de Promoción y Defensa de Derechos Humanos de los Niños, Niñas y Adolescentes; y
El XII Congreso de Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Justicia Penal realizado en Salvador, Brasil, del 12 al 19 de abril de 2010;

CONSIDERANDO:

Que en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, los Estados Miembros reafirman que la educación de los pueblos debe orientarse hacia la justicia, la libertad y la paz, y se promueve el fortalecimiento de la conciencia cívica de los pueblos americanos como uno de los fundamentos del ejercicio efectivo de la democracia y la observancia de los derechos y deberes de las personas;

La importancia de que todos los niños tengan acceso a la educación, así como la importancia de los programas que fomentan el ingreso y permanencia de la población estudiantil en el sistema escolar y que eviten su deserción; y de los programas que brinden apoyo a los niños que de otra forma serían marginalizados, discriminados, quedarían fuera del acceso a los programas escolares, incluyendo niños aborígenes y de grupos minoritarios, niños con discapacidades, niños dentro del sector laboral, niños afectados por conflictos y otras emergencias de carácter humanitario;

Que la resolución AG/RES. 2240 (XXXVI-O/06), “Combate a la explotación sexual comercial, el tráfico ilícito y la trata de niños, niñas y adolescentes en el Hemisferio”, incluye específicamente al Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes (IIN) y a otros organismos de la Organización de los Estados Americanos en la solicitud de que los trabajos en este tema sean coordinados con el Departamento de Seguridad Pública de la Secretaría General;

Que la antes mencionada resolución toma en cuenta las conclusiones y recomendaciones de la Primera Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas, realizada en la Isla de Margarita, República Bolivariana de Venezuela, del 14 al 17 de marzo de 2006, las cuales recuerdan “el compromiso de los gobiernos de mejorar la capacidad para identificar, investigar, juzgar y sancionar a los responsables de la trata de personas especialmente mujeres y niños, y brindar una debida asistencia y protección a sus víctimas”; y
Que la resolución AG/RES. 2348 (XXXVII-O/07), “Esfuerzos de cooperación hemisférica para combatir la trata de personas y Segunda Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas”, manifiesta que “la pobreza, la inequidad y la exclusión social en el Hemisferio son factores que incrementan la vulnerabilidad de las personas, especialmente de mujeres, niñas y niños, para convertirse en victimas de la trata cuyos responsables en numerosas ocasiones forman parte de grupos delictivos organizados, que operan tanto a nivel interno como transnacional”;


TENIENDO EN CUENTA las conclusiones y recomendaciones de la Segunda Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas, coauspiciada por los Gobiernos de la República Argentina y la República Oriental del Uruguay, realizada en Buenos Aires, República Argentina los días 25, 26 y 27 de marzo de 2009, en las cuales se presentó la necesidad de visualizar la acción negativa del denominado cliente o usuario de la trata con fines de explotación sexual; y la Octava Reunión de Ministros de Justicia u otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas, celebrada el 26 de febrero de 2010, en Brasilia, República Federativa de Brasil, en cuyo documento final se alienta a los Estados Miembros a considerar, en el marco de sus respectivas legislaciones nacionales, la penalización u otras formas que resulten apropiadas, del denominado cliente, consumidor o usuario de la trata con fines de explotación sexual y otras formas de explotación de personas;

TENIENDO PRESENTE que el IIN aprobó en Cartagena de Indias, Colombia, el Plan de Acción 2007-2011, el cual reenfoca el trabajo del Instituto para enfrentar los actuales desafíos de la sociedad;

RECORDANDO las resoluciones aprobadas por el Consejo Directivo del IIN en relación con la prevención y erradicación de la explotación sexual comercial infantil, tráfico ilícito y trata de niños, niñas y adolescentes, particularmente la resolución CD/RES. 10 (82-R/07), adoptada en ocasión de la Octogésima Segunda Reunión Ordinaria celebrada los días 26 y 27 de julio de 2007 en Cartagena de Indias, Colombia, que estableció el Programa Interamericano para la Prevención y Erradicación de la Explotación Sexual Comercial, Tráfico Ilícito y Trata de Niños, Niñas y Adolescentes, y encomendó a la Directora General del IIN el desarrollo de una propuesta de trabajo conjunto en el marco de esta iniciativa al tiempo que respaldó la creación de un observatorio sobre este tema;

RECONOCIENDO:

Los avances ya realizados en el IIN en el cumplimiento de sus mandatos, en el marco de la implementación del Plan de Acción 2007-2011, los cuales han sido notificados a través de sus informes anuales a la Asamblea General y al Consejo Permanente;

Que la Secretaría General ha estado implementando durante varios años programas para combatir la trata de personas y tiene personal dedicado a esta tarea; y
TENIENDO PRESENTE que el IIN desarrolló la primera y segunda etapa del Programa Interamericano para la Prevención y Erradicación de la Explotación Sexual Comercial, Tráfico Ilícito y Trata de Niños, Niñas y Adolescentes, y ha iniciado la tercera etapa,

RESUELVE:

1. Tomar nota de los avances producidos en la implementación del Programa Interamericano para la Prevención y Erradicación de la Explotación Sexual Comercial, Tráfico Ilícito y Trata de Niños, Niñas y Adolescentes, e instar al Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes (IIN) a continuar implementando el referido programa de acuerdo con la planificación establecida en el mismo.

2. Encomendar al Secretario General que continúe coordinando el desarrollo de este programa directamente con el IIN, la Sección contra la Trata de Personas de la Secretaría de Seguridad Multidimensional y la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI), en lo que sea pertinente, además de contar con el apoyo y asesoría de otros órganos y organismos competentes de la Organización de los Estados Americanos (OEA).

3. Reconocer el trabajo realizado por el IIN para la actualización del Observatorio sobre Prevención y Erradicación de la Explotación Sexual Comercial, Tráfico Ilícito y Trata de Niños, Niñas y Adolescentes, incluyendo la edición de un boletín virtual denominado AnnaObserva que permite a los Estados obtener información actualizada periódicamente sobre esta temática.

4. Tomar nota del documento emanado del Curso-Taller Virtual sobre Buenas Prácticas en el abordaje de la Explotación Sexual de Niños, Niñas y Adolescentes, realizado en 2009, que recoge las experiencias de Argentina, El Salvador y Guatemala, e instar al IIN a que continúe promoviendo la difusión de este tipo de actividades.
5. Acoger con satisfacción la creación en 2009 del Boletín Electrónico Especial sobre Violencia, en consonancia con lo dispuesto por la Convención sobre los Derechos del Niño, así como el portal titulado Nuestra voz a colores que se inscribe como una herramienta novedosa en el marco de la OEA, donde por primera vez se abre un espacio exclusivo y permanente a la participación de la niñez.

6. Solicitar al IIN que continúe brindando asesoramiento a los Estados Miembros que así lo soliciten en sus esfuerzos por adoptar o enmendar la normativa interna destinada a combatir la explotación sexual comercial, el tráfico ilícito y la trata de niños, niñas y adolescentes, incluida la legislación referida a las autorizaciones de viaje y los controles migratorios, así como también en la formación de recursos humanos y asistencia técnica a las comisiones nacionales y otros organismos que encaran la prevención y erradicación de este delito.

7. Exhortar a los Estados Miembros, Observadores Permanentes, organismos financieros internacionales, organizaciones regionales, subregionales y organizaciones de la sociedad civil a que contribuyan al financiamiento de este Programa y al fondo específico del Observatorio sobre Prevención y Erradicación de la Explotación Sexual Comercial, Tráfico Ilícito y Trata de Niños, Niñas y Adolescentes.

8. Instar a los Estados Miembros a que consideren la firma y ratificación, ratificación o adhesión, según sea el caso, de los instrumentos internacionales que guardan relación con el combate a la explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes y con la lucha contra el tráfico ilícito y la trata de niños, niñas y adolescentes en el Hemisferio, entre ellos, la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo), adoptada en 2000, y su Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas Especialmente Mujeres y Niños, adoptado en 2000, la Convención sobre los Derechos del Niño, adoptado en 1989, y su Protocolo Facultativo relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía, adoptado en 2000, la Convención sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores, adoptada en 1980, la Convención Interamericana sobre el Tráfico Internacional de Menores, adoptada en 1994, y la Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores, adoptada en 1989, e instar a los Estados Parte a que tomen las medidas necesarias para cumplir oportunamente con las obligaciones contenidas en dichos instrumentos.

9. Promover entre los Estados Miembros la adopción y puesta en ejecución de procedimientos conjuntos de repatriación de niños, niñas y adolescentes víctimas de trata que definan los procedimientos a seguir por los gobiernos como garantes del interés superior de los niños, niñas y adolescentes y con base en los principios consagrados en el marco jurídico nacional y el derecho internacional aplicable.

10. Exhortar a los Estados Miembros a que se establezcan y, en su caso, fortalezcan los programas de atención integral e interdisciplinaria a niñas, niños y adolescentes víctimas de la explotación sexual comercial, tráfico ilícito y trata, en particular aquellos que adquirieron el VIH/SIDA, como las medidas a considerar para atenuar sus variadas consecuencias.

11. Solicitar al IIN que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.


AG/RES. 2549 (XL-O/10)

PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR: RED DE CONSUMO SEGURO
Y SALUD EN LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

CONSIDERANDO:

Que la Carta de la Organización de los Estados Americanos, en su artículo 39, establece que los Estados Miembros deben realizar esfuerzos con el fin de conseguir suministros adecuados y seguros para los consumidores y precios estables que sean a la vez remunerativos para los productores y equitativos para los consumidores; y
Que en la Cumbre Extraordinaria de las Américas, celebrada en Monterrey, Nuevo León, México, en el año 2004, los Jefes de Estado y de Gobierno acordaron promover la protección de los consumidores, la competencia leal y el perfeccionamiento del funcionamiento de los mercados, a través de marcos regulatorios claros, efectivos y transparentes;

CONSIDERANDO TAMBIÉN la importancia de compartir información y de intercambiar y difundir prácticas óptimas en materia de defensa de los consumidores y protección de la salud entre los órganos y organismos competentes para la mejor integración de las políticas públicas relacionadas con estos temas;

TOMANDO EN CUENTA:

Que en la resolución AG/RES. 2494 (XXXIX-O/09), “Protección del consumidor”, la Asamblea General solicitó a la Secretaría General que “apoye el fortalecimiento de los mecanismos de cooperación existentes y otras modalidades de actividades conjuntas entre las agencias gubernamentales de protección al consumidor” y que “coordine sus actividades con los de organismos nacionales de defensa del consumidor y otras organizaciones”;

Que la Secretaría General, en conjunto con la Organización Panamericana de la Salud (OPS), en virtud de lo expuesto en la citada resolución AG/RES. 2494 (XXXIX-O/09), convocó y llevó a cabo una consulta técnica sobre la “Salud de los consumidores en las Américas”, los días 14 y 15 de septiembre de 2009;

Que también el 15 y 16 de abril de 2010, en unión con la OPS, la Secretaría General convocó y llevó a cabo otra consulta técnica con especialistas, y como resultado de ello integró un grupo de asesores para el proyecto de creación de la Red de Consumo Seguro y Salud en las Américas, con el fin de compartir experiencias y discutir aspectos técnicos relativos al proyecto de la mencionada Red;

Que el proyecto de la Red de Consumo Seguro y Salud en las Américas consta de tres componentes estratégicos: a) el intercambio de información relativa al consumo seguro y salud; b) la creación del Sistema Interamericano de Alertas Rápidas sobre Seguridad de Productos (SIARSP), y c) la formación y capacitación de agentes en consumo seguro y salud; y 

Que el SIARSP tendrá como etapas de implementación: a) la creación de un portal en Internet, mediante el cual sea posible, de manera permanente y segura, compartir, recopilar y publicar información pertinente para las autoridades sanitarias y de protección al consumidor, que les permita reforzar el derecho al consumo seguro y en el que se incluyan las principales alertas regionales y mundiales sobre productos inseguros; b) la elaboración de un proyecto piloto para el desarrollo del SIARSP, y c) la ampliación del SIARSP; y 

CONSCIENTES de la necesidad de coordinar esfuerzos entre países e instituciones, tanto regionales como internacionales, para asegurar la protección más adecuada de los consumidores y del derecho a un consumo seguro y a la salud, para asegurar una protección más eficaz del consumo seguro y la salud,

RESUELVE:

1. Agradecer a la Secretaría General, en especial al Departamento de Programas Jurídicos Especiales de la Secretaría de Asuntos Jurídicos y a la Organización Panamericana de la Salud (OPS), por la realización de las consultas técnicas mencionadas anteriormente y por la cooperación en el desarrollo del tema de la salud de los consumidores en las Américas.
2. Solicitar a la Secretaría General que, teniendo en cuenta los resultados de las consultas técnicas antes mencionadas, coordine acciones con la OPS, en colaboración con otros organismos internacionales con experiencia en el tema y organizaciones de la sociedad civil interesadas.
3. Solicitar a la Secretaría General que continúe realizando esfuerzos para la promoción de la defensa de los consumidores y, en especial, para la coordinación de sus actividades con las de organismos nacionales de defensa del consumidor y otras organizaciones.
4. Solicitar a la Secretaría General que presente los resultados de la implementación de la primera etapa de la Red de Consumo Seguro y Salud en las Américas al Consejo Permanente antes del próximo período ordinario de sesiones de la Asamblea General.
5. Invitar a los Estados Miembros, Observadores Permanentes y otros donantes a que, a través de contribuciones voluntarias, respalden las actividades emprendidas por la Secretaría General en materia de protección al consumidor.

6. Que la ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2550 (XL-O/10)

RECONOCIMIENTO DEL AÑO INTERNACIONAL DE LOS AFRODESCENDIENTES

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)


LA ASAMBLEA GENERAL,

TENIENDO PRESENTE:

Que la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece entre sus principios el reconocimiento de los derechos fundamentales de la persona humana sin hacer distinción de raza, nacionalidad, credo o sexo;

Que la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre establece que todos los hombres nacen libres e iguales en dignidad y derechos sin distinción de raza, sexo, idioma, credo ni otra alguna; y
Que la Carta Democrática Interamericana señala que el respeto a la diversidad étnica, cultural y religiosa en las Américas contribuye al fortalecimiento de la democracia y la participación ciudadana;

CONSCIENTE de los lazos históricos y las experiencias comunes que unen a los continentes africano y americano, los aportes fundamentales de las personas de ascendencia africana y de sus comunidades en las Américas y la importancia de reconocer y conservar esa herencia;

TENIENDO PRESENTE que, en reconocimiento de la discriminación racial que persiste en contra de las personas de ascendencia africana en las Américas, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) estableció en febrero de 2005 una Relatoría sobre Derechos de los Afrodescendientes y contra la Discriminación Racial con el objetivo de promover el reconocimiento y los derechos de los mismos;
RECORDANDO las disposiciones pertinentes relativas a los afrodescendientes contenidas en las declaraciones de las Cumbres de las Américas así como en la Declaración de la Conferencia Regional de las Américas (Preparatoria de la Tercera Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia), realizada en Santiago de Chile en el año 2000;

RECORDANDO TAMBIÉN la Declaración y Programa de Acción de Viena, aprobado por la Conferencia Mundial de Derechos Humanos en 1993, y la Declaración y Programa de Acción de Durban, aprobado por la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las formas Conexas de Intolerancia en 2001;

CONSIDERANDO que la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas aprobó la resolución 64/169, Año Internacional de los Afrodescendientes, la cual proclama el 2011 como Año Internacional de los Afrodescendientes, con miras a fortalecer las medidas nacionales y la cooperación regional e internacional en beneficio de las personas de ascendencia africana en relación con el pleno disfrute de los derechos económicos, culturales, sociales, civiles y políticos, su participación e integración en todos los aspectos políticos, económicos, sociales y culturales de la sociedad, y la promoción de un mayor conocimiento y respeto de la diversidad de la herencia y la cultura de estas personas;
CONSIDERANDO TAMBIÉN que los países de África y las Américas, en el marco de foros bilaterales y multilaterales, se han comprometido a fomentar iniciativas regionales e interregionales para promover la democracia, los derechos humanos, el Estado de derecho, la erradicación de la pobreza, el hambre, la desigualdad y la exclusión social a través del intercambio de experiencias entre sus organizaciones regionales y subregionales, incluidas la Unión Africana y la Organización de los Estados Americanos, en asuntos relativos al fortalecimiento de la democracia y al desarrollo integral en los ámbitos regional e interregional; y 

REAFIRMANDO el firme compromiso de los Estados Miembros para enfrentar el flagelo del racismo, la discriminación y la intolerancia en sus sociedades, como un problema que afecta a la sociedad en general. En ese sentido, continuarán realizando esfuerzos para concluir las negociaciones sobre el Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia,

RESUELVE:

1. Tomar nota de la resolución 64/169, Año Internacional de los Afrodescendientes, de la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, la cual proclama el 2011 como Año Internacional de los Afrodescendientes. 

2. Reafirmar la importancia de la plena participación libre y en igualdad de condiciones de las y los afrodescendientes en todos los aspectos de la vida política, económica, social y cultural en los países de las Américas.

3. Reiterar las instrucciones dadas al Consejo Permanente mediante resolución AG/RES. 2489 (XXXIX-O/09) de que convoque una segunda sesión extraordinaria sobre la cooperación entre las Américas y África, con la participación del cuerpo diplomático africano y representantes de la Comisión de la Unión Africana así como los Representantes Permanentes ante la Organización de los Estados Americanos.
4. Encargar al Consejo Permanente que realice una sesión extraordinaria para celebrar el Año Internacional de los Afrodescendientes que incluya en su agenda, antes del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General, el tema de los y las afrodescendientes en las Américas.

5. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución.

6. Que la ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2551 (XL-O/10)

PLAN DE TRABAJO CONTRA LA TRATA DE PERSONAS
EN EL HEMISFERIO OCCIDENTAL

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,


TENIENDO PRESENTE las resoluciones AG/RES. 2019 (XXXIV-O/04), “Combate al delito de la trata de personas, especialmente mujeres, adolescentes, niñas y niños”, AG/RES. 2026 (XXXIV-O/04), “Lucha contra la delincuencia organizada transnacional en el Hemisferio”, AG/RES. 2118 (XXXV-O/05), “Combate al delito a la trata de personas”, AG/RES. 2256 (XXXVI-O/06), “Esfuerzos hemisféricos para combatir la trata de personas: Conclusiones y recomendaciones de la Primera Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas”, AG/RES. 2348 (XXXVII-O/07), “Esfuerzos de cooperación hemisférica para combatir la trata de personas y Segunda Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas”, AG/RES. 2432 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2486 (XXXIX-O/09), “Prevención y erradicación de la explotación sexual comercial, tráfico ilícito y trata de niños, niñas y adolescentes”, AG/RES. 2456 (XXXIX-O/09), “Esfuerzos hemisféricos para combatir la trata de personas: Conclusiones y recomendaciones de la Segunda Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas”, y AG/RES. 2511 (XXXIX-O/09), “La protección de los solicitantes de la condición de refugiado y de los refugiados en las Américas”, y las recomendaciones de la Sexta, Séptima y Octava Reuniones de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA VI, VII y VIII); 


TENIENDO PRESENTE TAMBIÉN las Conclusiones y recomendaciones de la Primera Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas, realizada en la Isla de Margarita, Venezuela, en marzo de 2006, y de la Segunda Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas, coauspiciada por los Gobiernos de la República Argentina y de la República Oriental del Uruguay, realizada en Buenos Aires, Argentina, en marzo de 2009; 


TENIENDO EN CUENTA el compromiso adquirido por los Estados Miembros de mejorar la capacidad para identificar, investigar, juzgar y sancionar a los responsables de la trata de personas, especialmente mujeres, niñas y niños, y de brindar una debida asistencia y protección a sus víctimas, en el marco del Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo); 

CONVENCIDOS de que la trata de personas es un problema global que requiere de una cooperación internacional amplia y de carácter multidisciplinario entre todos los países; 

RECONOCIENDO los esfuerzos de los Estados Miembros en la lucha contra la trata de personas, y recordando el compromiso de nuestros Gobiernos de fortalecer la cooperación regional e internacional para enfrentar este grave delito;

RECONOCIENDO TAMBIÉN el trabajo realizado por el Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes en materia de prevención y erradicación de la explotación sexual, comercial, tráfico ilícito y trata de niños y niñas y así como el asesoramiento que brinda a los Estados Miembros en la adopción de legislación destinada a enfrentar este delito; y


RECORDANDO que la Asamblea General, en la resolución AG/RES. 2456 (XXXIX-O/09), solicitó “a la Secretaría General que elabore una propuesta de Plan de Trabajo a ser considerada por la Comisión de Seguridad Hemisférica, sobre la base de las Conclusiones y Recomendaciones de la Primera y Segunda Reuniones de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas y demás disposiciones relevantes en esta materia en el ámbito de la OEA, teniendo en cuenta los avances realizados en la esfera subregional, así como en el ámbito universal, evitando la duplicidad de esfuerzos y generando una mayor coordinación”, 

RESUELVE:

1. 
Hacer suyo el Plan de Trabajo contra la Trata de Personas en el Hemisferio Occidental, adoptado por la Comisión de Seguridad Hemisférica, el cual forma parte de esta resolución (CP/CSH-1155/09 rev. 10). 
2. 
Exhortar a los Estados Miembros a tomar medidas con miras a la implementación de las acciones sugeridas en el Plan de Trabajo contra la Trata de Personas en el Hemisferio Occidental. 
3.
Solicitar a la Secretaría General que implemente los mandatos a ella atribuidos en el Plan de Trabajo contra la Trata de Personas en el Hemisferio Occidental, así como en las Conclusiones y recomendaciones de la Primera y Segunda Reuniones de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas. 

4. 
Invitar a las organizaciones internacionales, subregionales y regionales, así como a las organizaciones de la sociedad civil y del sector privado a que respalden, cuando corresponda, las actividades detalladas en el Plan de Trabajo contra la Trata de Personas en el Hemisferio Occidental. 

5. 
Exhortar a los Estados Miembros, que aún no lo hayan hecho, a que consideren ratificar o adherir, según sea el caso, la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Trasnacional y su Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños. 

6. 
Alentar a los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos a que profundicen la efectiva aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y su Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños, y reiterar el compromiso para enfrentar el delito de trata de personas con base en un enfoque integral que tome en cuenta la prevención de la trata, la persecución y el enjuiciamiento de sus autores, la protección, la asistencia y el respeto de los derechos humanos de las víctimas, de conformidad con su legislación nacional, así como el fortalecimiento de la cooperación internacional en la materia. 
7. 
Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General en su cuadragésimo primer y cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

ANEXO

PLAN DE TRABAJO

CONTRA LA TRATA DE PERSONAS EN EL HEMISFERIO OCCIDENTAL

2010-2012


Los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos, con base en el compromiso adquirido de mejorar sus capacidades de prevención y protección para las víctimas de trata de personas, una forma de esclavitud moderna, y de sancionar a los responsables de dicho delito, solicitaron al Departamento de Seguridad Pública (DPS) de la Secretaría de Seguridad Multidimensional de la OEA, dentro del marco de la Segunda Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas, que realizara una propuesta de plan de trabajo a ser considerada por la Comisión de Seguridad Hemisférica. 


El contenido del Plan de Trabajo ha sido elaborado sobre la base de las conclusiones y recomendaciones de la Primera y Segunda Reuniones de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas, celebradas en Isla Margarita, República Bolivariana de Venezuela y Buenos Aires, Argentina. Reconociendo que las acciones emprendidas en materia de prevención, protección y enjuiciamiento pueden superponerse entre sí, el plan de trabajo divide las posibles actividades sugeridas a los Estados Miembros y da mandatos a la Secretaría General de la OEA en materia de prevención, protección de las víctimas de trata de personas y enjuiciamiento de los autores de estos delitos, de conformidad con el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo). 


En tal virtud, el Plan de Trabajo constituye un marco de referencia para orientar las acciones de éstos y de la Secretaría General de la OEA en sus esfuerzos por asistir a los Estados en el combate a la trata de personas durante el período 2010-2012. Queda a discreción de cada Estado Miembro decidir si implementa todo el Plan de Trabajo o partes del mismo.
El presente plan de trabajo podrá ser actualizado con base en los nuevos acuerdos que se alcancen en esta temática. 


El presente plan de trabajo usa la definición de trata de personas contenida en el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo): “Por trata de personas se entenderá la captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras de coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad o a la concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, con fines de explotación”. 
1. POSIBLES ACTIVIDADES SUGERIDAS A LOS ESTADOS MIEMBROS EN PREVENCIóN 


1.
Evaluar la disponibilidad de legislación, políticas o programas para la prevención de la trata de personas y cómo la legislación o políticas destinadas a la protección de derechos humanos, la reducción de la pobreza y la marginación, prevención de la violencia contra la mujer, protección integral de niños y niñas, educación, trabajo, migración, salud, discriminación y desarrollo económico, entre otros, puedan usarse para prevenir la trata de personas. 


2.
Asegurar que las políticas públicas contra la trata de personas, ya sea a nivel nacional como internacional, sean de carácter integral (prevención del crimen, migración, empleo, seguridad, salud, protección de refugiados, entre otros).
/ 

3.
Identificar grupos vulnerables de trata de personas, incluyendo las personas indígenas y desarrollar medidas para proteger a las personas de dichos grupos a fin de evitar que se conviertan en víctimas de la trata de personas. 

4. 
Asegurar que existan sistemas de protección integral de niños y niñas y solicitar sus opiniones para el desarrollo de medidas preventivas. 

5.
Implementar campañas de información, concientización y sensibilización entre grupos vulnerables, en cooperación con la sociedad civil, cuando sea apropiado, especialmente a través de líneas telefónicas gratuitas de asistencia que difundan , en la medida de lo posible, información traducida a diferentes idiomas sobre procedimientos legales de empleo, información sobre migración y peligros de la trata de personas, incluyendo, según sea el caso, la utilización de las lenguas indígenas que predominan en los Estados Miembros. 

6.
Fortalecer el intercambio de información y cooperación entre agentes de seguridad, oficiales de migración y/u otras autoridades relevantes. 


7.
Establecer estrategias y desarrollar capacidades de respuesta rápida contra la trata de personas, incluidas estrategias para las poblaciones vulnerables como consecuencia de conflictos, desastres naturales y otros desastres que ocasionen el desplazamiento de personas. 

8.
Implementar medidas para reducir la vulnerabilidad de menores a través de programas de información, sensibilización y concientización en las escuelas primarias y secundarias que promuevan, entre otros, el respeto a los derechos y las obligaciones de los individuos (fortalecimiento de la educación cívica). 
9.
Adoptar iniciativas de concientización en los Estados Miembros que reciben las personas traficadas, con miras, entre otros, a la reducción de la demanda. 


10.
Promover valores y prácticas que contribuyan a la prevención de la trata de personas, incluso por medio de programas de educación para la convivencia con la diversidad, ya sea étnica, cultural, religiosa, de género o socio-económica.

11.
Adoptar estrategias integrales o planes de acción relacionados directa o indirectamente con la lucha contra la trata de personas, incluyendo pero no limitado al lavado de activos, violencia contra niños y niñas, y violencia contra la mujer. 

12.
Elaborar un sistema nacional de seguimiento regular de las estrategias o planes de acción para asegurar su eficacia e identificar la problemática de la trata de personas a medida que evoluciona. 

13.
Asegurar que los funcionarios de los respectivos gobiernos que participan en operaciones de paz reciban instrucciones sobre cómo actuar con relación al problema de la trata de personas para prevenir conductas que faciliten este tipo de delitos.

14.
Establecer mecanismos de coordinación entre los entes nacionales encargados de implementar las respuestas nacionales coordinadas contra la trata de personas, incluyendo a las organizaciones de la sociedad civil cuando sea pertinente. 

15.
Avanzar en el establecimiento de medidas de supervisión a agencias de viajes y reclutadores de empleo en los países de origen, tránsito y destino, para impedir que éstos sean utilizados para promover la trata de personas y estimular a dichas agencias a adoptar medidas para prevenir este delito. 

16.
Considerar firmar, ratificar o adherirse a la Convención Interamericana contra la Corrupción y a la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción y/u otros mecanismos anticorrupción. 


17.
Asegurar que se fortalezcan leyes, programas y políticas nacionales para hacer frente a la corrupción, incluso la corrupción en el contexto de la trata de personas y para garantizar que tales actos sean investigados, enjuiciados y castigados en forma eficaz. 

18.
Fortalecer, de acuerdo con las legislaciones nacionales, los mecanismos de cooperación entre los Estados Miembros sobre investigación judicial, asistencia jurídica mutua y extradición, de conformidad con la Convención Interamericana de Asistencia Mutua en Materia Penal y otros instrumentos aplicables. 
2. POSIBLES ACTIVIDADES SUGERIDAS A LOS ESTADOS MIEMBROS EN PENALIZACIóN 


19.
Adoptar legislación apropiada e integral contra la trata de personas. 


20.
Considerar, de conformidad con las capacidades y necesidades nacionales, el establecimiento de unidades de policía y fiscalías especializadas en la trata de personas. 


21.
Promover capacitación integral para funcionarios de seguridad, migración, fiscales, inspectores de trabajo, trabajadores sociales y personal involucrados en el combate a la trata de personas. Dichas capacitaciones deberán tomar en consideración la importancia de velar por y proteger los derechos humanos, protección de refugiados, género, protección de menores; tomando en cuenta los mecanismos de cooperación con la sociedad civil, y reconociendo que la trata de personas ocurre tanto dentro de un país como entre varios países.
/ 

22.
 Estudiar la posibilidad de establecer o fortalecer acuerdos bilaterales y multilaterales para el intercambio de información de antecedentes penales sobre personas que han sido condenadas por el crimen de trata de personas y delitos conexos, de acuerdo con el ordenamiento jurídico de cada país. 

23.
Considerar la adopción de procesos y técnicas de investigación para obtener pruebas que sean independientes del testimonio de las víctimas de trata de personas. 


24.
Desarrollar conocimientos especializados sobre técnicas especiales de investigación, conformes a la legislación nacional, que puedan utilizarse en las investigaciones nacionales e internacionales en materia de trata de personas. 


25.
Continuar fortaleciendo los contactos de carácter operativo e inmediato para el intercambio de información, así como los mecanismos de cooperación e investigación judicial coordinada, técnicas especiales de investigación, cooperación administrativa, asistencia jurídica mutua y extradición y, en la medida de lo posible, de inteligencia, con el objeto de identificar el modus operandi, las rutas y flujos de los tratantes entre países de origen, tránsito y destino. 


26.
Asegurar que las leyes tipifiquen el delito de trata de personas de una manera tal que sea consistente con la definición de trata de personas contenida en el artículo 3 del Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional. 

27.
Aprovechar la cooperación internacional para promover procesos y prácticas en los sistemas jurídicos nacionales con el fin de asegurar un rastreo y confiscación eficaz de ganancias y medios utilizados en el delito de trata de personas. 

28.
Promover la adopción de legislaciones nacionales que tomen las previsiones legales para establecer sanciones civiles, penales o administrativas, según sea el caso, tanto a personas naturales actuando individualmente como a grupos de delincuencia organizada y a las personas jurídicas que participen en actividades relacionadas con la trata de personas. 

29.
Promover la adopción de sanciones por los delitos de trata de personas que sean equiparables a otros delitos graves, según se define en la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional. 

30.
Reforzar, conforme a las capacidades nacionales, la recopilación de datos sobre el procesamiento de delitos de trata de personas en los ámbitos nacional y local, según sea el caso. 
3. POSIBLES ACTIVIDADES SUGERIDAS A LOS ESTADOS MIEMBROS EN PROTECCIóN


31.
Asegurar que las legislaciones nacionales estén conformes con la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo) y su Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños. 

32.
Adoptar medidas apropiadas, incluyendo la evaluación de legislaciones existentes, regulaciones, directrices o planes de acción para la asistencia y protección de las víctimas de trata de personas o testigos nacionales y extranjeros y, cuando sea el caso, familiares inmediatos. 

33.
En colaboración con la sociedad civil y sector privado, crear programas de apoyo laboral, educacional y vocacional para víctimas de trata de personas e individuos vulnerables a este delito. 

34.
Asegurar que las víctimas de trata de personas sean informadas sobre protección y otros servicios disponibles para ellas, en un idioma que comprendan. 


35.
Asegurar que las víctimas de la trata de personas estén informadas sobre, y tengan acceso a, los servicios consulares. 

36.
Asegurar que el personal con quien la víctima se contacte, tal como agentes consulares, agentes de inmigración, policías, inspectores de trabajo, trabajadores sociales, personal de salud y representantes de la sociedad civil, hayan recibido entrenamiento en la identificación de y asistencia a las víctimas de trata de personas y, según sea el caso, de sus familiares inmediatos. 

37.
Promover el establecimiento o, cuando sea el caso, aumentar el número de albergues apropiados para las víctimas de la trata de personas, tomando en cuenta el género, la edad y otros factores pertinentes. 


38. 
Desarrollar políticas y programas para proteger a las víctimas de trata de personas basadas en el respeto a los derechos humanos, teniendo en consideración género, edad, salud y otros factores. 

39. 
Adecuar legislaciones y procedimientos, de ser necesario, para proteger la identidad y privacidad de las víctimas o testigos de trata de personas en la mayor medida posible, tomando medidas para asegurar la legalidad e integridad de sus declaraciones y testimonios. 

40. 
Asegurar que las víctimas de la trata de personas tengan acceso a asesoría legal gratuita así como asistencia jurídica gratuita, cuando esté disponible. 


41. 
Promover medidas para brindar la protección física de la víctima o testigo de trata de personas antes, durante y luego de finalizar el proceso judicial. 


42. 
Cooperar con otros Estados para brindar medidas de protección a la víctima de trata de personas, entre otros, otorgamiento de residencia para víctimas y testigos. 

43. 
Adoptar políticas para asegurar que las víctimas de trata de personas carentes de un estatus migratorio regular tengan acceso a la protección que se ofrece a las víctimas. 

44. 
Promover la adopción de leyes y procedimientos de tal forma que los procesos de deportación o migración no sean utilizados contra la víctima de trata de personas mientras ésta se encuentre cooperando con las autoridades encargadas de la aplicación de las leyes o en un proceso judicial contra criminales de trata de personas. 


45. 
Considerar los riesgos de seguridad asociados con la repatriación y reintegración de las víctimas de la trata de personas para que las víctimas de trata de personas puedan tomar decisiones informadas. 

46. 
Desarrollar campañas de concientización que incluyan referencias a las consecuencias legales para disminuir la demanda de trata de personas, especialmente relacionada con la explotación sexual y laboral. 

47. 
Alentar a los Estados Miembros a considerar, en el marco de sus respectivas legislaciones nacionales, la penalización u otras medidas que resulten apropiadas del denominado cliente, consumidor o usuario de la trata de personas con fines de explotación sexual, así como otras formas de explotación de personas. 


48. 
Adoptar medidas de protección especiales que brinden seguridad y cuidado a los menores de edad víctimas de trata de personas en el país de origen, tránsito y destino. 


49. 
Establecer y fortalecer acuerdos de cooperación con la sociedad civil para la protección de menores víctimas de trata de personas. 

50. 
Considerar la destinación de recursos en los presupuestos nacionales para atender y proteger a las víctimas de la trata de personas y, cuando sea oportuno, a los miembros de su familia inmediata. 

51. 
Fomentar la adopción de medidas legislativas de tal manera que las víctimas de trata de personas no sean procesadas, detenidas o castigadas por su participación en actividades ilegales a las que han sido obligadas. 


52. 
Considerar el ofrecimiento de sede por parte de los Estados Miembros, para la Tercera Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas. 
4.
MANDATOS A LA SECRETARÍA GENERAL

1. 
Elaborar materiales destinados a dar a conocer y capacitar a las fuerzas de seguridad, funcionarios encargados del cumplimiento de la ley, autoridades de migración, fiscales y jueces de la región en la prevención, investigación y persecución del delito de trata de personas y en la identificación y protección de víctimas de trata de personas.

2. 
Identificar oportunidades para incorporar la temática de la trata de personas y módulos de capacitación a la currícula de las academias de policía. 

3.
Tomar medidas con miras a la capacitación en materia de trata de personas de los operadores del sistema de justicia.


4. 
Presentar a los Estados Miembros una propuesta para establecer redes nacionales, subregionales y regionales de intercambio de información sobre programas de capacitación y sensibilización para ser usadas por fuerzas de seguridad, funcionarios encargados del cumplimiento de la ley, fiscales y jueces. 

5. 
Fortalecer la capacitación a funcionarios en la prevención, identificación de delitos sobre las diferentes modalidades de la trata de personas que se cometen a través del uso de las computadoras. 


6. 
Recopilar, en colaboración con organizaciones de la sociedad civil, información sobre mapas de rutas por donde transitan grupos vulnerables a la trata de personas a fin de priorizar acciones preventivas en zonas de mayor vulnerabilidad. 

7.
Compilar información sobre prácticas óptimas para prevenir y combatir la trata de personas, incluidos los controles de migración vigentes para identificar a las víctimas de trata de personas. Asimismo, preparar y diseminar un informe en el que se incluyan leyes, políticas y programas de los Estados Miembros. 

8. 
Solicitar a los Estados Miembros identificar un punto de contacto nacional para trata de personas y brindar esta información a la Secretaría General. 

9. 
Preparar y difundir, de la forma más amplia posible, el Directorio de Autoridades Nacionales. 

10.
Propiciar y fomentar la cooperación interagencial regional e internacional con organismos internacionales interesados en el tema de trata de personas, como el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, la Organización Internacional para las Migraciones, la Organización Internacional del Trabajo, la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito y el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia.

AG/RES. 2552 (XL-O/10)

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE TRANSPARENCIA 
EN LAS ADQUISICIONES DE ARMAS CONVENCIONALES

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.5111/10 add. 1), en particular la sección que se refiere a las actividades de la Comisión de Seguridad Hemisférica;
TENIENDO PRESENTE:

Que uno de los propósitos esenciales de la Organización de los Estados Americanos (OEA) establecidos en su Carta es alcanzar una efectiva limitación de armamentos convencionales que permita dedicar el mayor número de recursos al desarrollo económico y social de los Estados Miembros;

Que la Convención Interamericana sobre Transparencia en las Adquisiciones de Armas Convencionales reconoce que, de conformidad con la Carta de la Organización de los Estados Americanos y la Carta de las Naciones Unidas, los Estados Miembros tienen el derecho inmanente de legítima defensa, individual o colectiva; y

Que la Declaración sobre Seguridad en las Américas reconoce también que la transparencia en las adquisiciones de armas convencionales y en las políticas de defensa, la limitación de gastos militares, manteniendo una capacidad que corresponda a sus legítimas necesidades de defensa y seguridad, así como también otros mecanismos de cooperación entre los países, son importantes medidas de fomento de la confianza y la seguridad que contribuyen a reducir las tensiones y a fortalecer la paz y la seguridad regional e internacional;

CONSIDERANDO que en el Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas, celebrada en la ciudad de Quebec, los Jefes de Estado y de Gobierno declararon que se esforzarían para mejorar la transparencia y la responsabilidad de las instituciones de defensa y de seguridad, y para promover un mayor grado de entendimiento y cooperación entre los organismos gubernamentales que participan en cuestiones de seguridad y defensa a través, entre otros, de un mayor intercambio de documentos de política y doctrina de defensa, de personal e información, incluyendo la transparencia en la adquisición de armas;

TENIENDO PRESENTE que en la Declaración de Banff, adoptada en la VIII Conferencia de Ministros de Defensa de las Américas, se invita a los Estados que aún no lo hayan hecho a que consideren firmar y ratificar la Convención Interamericana sobre Transparencia en las Adquisiciones de Armas Convencionales;

TOMANDO NOTA CON SATISFACCIÓN que los Gobiernos de Argentina, Brasil, Canadá, Chile, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Nicaragua, Paraguay, Perú, República Bolivariana de Venezuela, República Dominicana y Uruguay han depositado sus instrumentos de ratificación o adhesión, con lo cual asciende a trece el número de Estados Miembros que son Estados Parte de la Convención Interamericana sobre Transparencia en las Adquisiciones de Armas Convencionales; 
TOMANDO NOTA que la Primera Conferencia de los Estados Parte de la Convención Interamericana sobre Transparencia en las Adquisiciones de Armas Convencionales se celebró el 3 de diciembre de 2009, en Washington, D. C.; y 


TOMANDO NOTA CON SATISFACCIÓN de la realización de la Reunión Regional de Transparencia en Armamentos, en Lima, Perú el 3 y 4 de marzo de 2010,

RESUELVE:

1.
Reiterar, según proceda, sus mandatos al Consejo Permanente y a la Secretaría General contenidos en la resolución AG/RES. 2445 (XXXIX-O/09), “Convención Interamericana sobre Transparencia en las Adquisiciones de Armas Convencionales”, así como las recomendaciones a los Estados Miembros contenidas en dicha resolución. 

2.
Reafirmar su compromiso con los principios de la Convención Interamericana sobre Transparencia en las Adquisiciones de Armas Convencionales y otros instrumentos relacionados aplicables en los ámbitos global, regional y subregional.

3.
Invitar a todos los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que consideren firmar y ratificar la Convención o adherirse a la misma.

4.
Instar a los Estados Parte de la Convención a que identifiquen, de ser posible antes del 15 de septiembre de 2010, puntos de contacto nacionales que contribuyan a la preparación de notificaciones e informes anuales. 

5.
Invitar a los Estados Parte de la Convención, los Estados que no son parte, los Observadores Permanentes, las organizaciones regionales e internacionales y las organizaciones de la sociedad civil interesadas en la transparencia en las adquisiciones de armas convencionales a que consideren la posibilidad de ofrecer asistencia técnica a los Estados que lo soliciten o efectuar contribuciones voluntarias a fin de respaldar las actividades relacionadas con la aplicación de la Convención.

6.
Solicitar a la Secretaría General que, de conformidad con el artículo V de la Convención, se ponga en contacto con los Observadores Permanentes para que contribuyan al objeto de la Convención mediante la presentación anual de información a la Secretaría General sobre sus exportaciones de armas convencionales a los Estados Parte de la Convención.

7.
Solicitar a la Secretaría General que designe un área que se responsabilice de sistematizar la información presentada por los Estados Miembros y, en el ámbito de su competencia, dé seguimiento a la aplicación de la Convención.

8. 
Recomendar que la Conferencia de los Estados Parte se celebre cada cuatro años. 
9.
Solicitar que los puntos de contacto nacionales se reúnan cada dos años para preparar la Conferencia de los Estados Parte.
10.
Encomendar a la Secretaría General que organice una página web dedicada a la Convención. 

11.
Solicitar al Secretario General que transmita la presente resolución al Secretario General de las Naciones Unidas, al Secretario General de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE), al Foro Regional de la Asociación de Naciones del Asia Sudoriental (FRA) y otras organizaciones regionales pertinentes.

12.
Solicitar al Secretario General que presente al Consejo Permanente, antes del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General, un informe sobre el estado de firmas y ratificaciones de esta Convención y adhesiones a la misma. 

13.
Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 

AG/RES. 2553 (XL-O/10)

HACIA EL ESTABLECIMIENTO DE PRIORIDADES SOBRE LA
JUVENTUD DE LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)


LA ASAMBLEA GENERAL,

ACOGIENDO CON BENEPLÁCITO el nombramiento de un Punto Focal para la Juventud y la creación de un Grupo de Trabajo Interdepartamental sobre la Juventud en el seno de la Secretaría General; 

TENIENDO PRESENTE:

Que, mediante su resolución 64/134, la Organización de las Naciones Unidas proclamó el “Año Internacional de la Juventud: diálogo y comprensión mutua” que se inicia el 12 de agosto de 2010;

Que el Gobierno de Suriname fue anfitrión de la Cumbre Especial de la Comunidad del Caribe (CARICOM) sobre el Desarrollo de la Juventud, celebrada los días 29 y 30 de enero de 2010, en Paramaribo, Suriname;

Que el Gobierno de Brasil fue anfitrión de la Preconferencia de las Américas en preparación de la Conferencia Mundial de la Juventud, llevada a cabo del 24 al 26 de mayo de 2010 en Salvador, Bahía, Brasil; 

Que el Gobierno de México será anfitrión de la Conferencia Mundial de la Juventud, que se llevará a cabo del 23 al 27 de agosto de 2010, en León, Guanajuato, México; y

Que en la Declaración de Compromiso de Puerto España
/ las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno reafirmaron su compromiso con la Declaración de Medellín: Juventud y valores democráticos, de 2008 [AG/DEC. 57 (XXXVIII-O/08)]; 

RECORDANDO que en la Declaración de Medellín los Estados Miembros declararon su compromiso de fomentar entre los y las jóvenes de las Américas los valores contenidos en la Carta de la Organización de los Estados Americanos y la Carta Democrática Interamericana para fortalecer su participación política, social y económica en el marco de una sociedad democrática; 
TOMANDO NOTA de que en la Declaración de Medellín los Estados Miembros solicitaron al Consejo Permanente y a la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI) que consideren la convocatoria de una Reunión Interamericana de Ministros y Altas Autoridades responsables de la Juventud antes del cuadragésimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General; 

RECORDANDO que en la Declaración de Medellín los Estados Miembros solicitaron a la Secretaría General que incorpore la perspectiva de los y las jóvenes en los programas y actividades de la Organización de los Estados Americanos; y


TOMANDO NOTA de los resultados de la Cumbre Especial de la CARICOM sobre el Desarrollo de la Juventud, celebrada los días 29 y 30 de enero de 2010, en Paramaribo, Suriname, y de la Preconferencia de las Américas, celebrada en Salvador, Bahía, Brasil del 24 al 26 de mayo de 2010, 

RESUELVE: 

1. Continuar dando la más alta prioridad al desarrollo de la juventud en las Américas y tomar todas las medidas necesarias para incorporar la perspectiva de los y las jóvenes en los programas y actividades de la Organización de los Estados Americanos.

2. Seguir con atención y apoyar la Conferencia Mundial de la Juventud que tendrá lugar en León, Guanajuato, México, del 23 al 27 de agosto de 2010. 

3. Solicitar a la Secretaría General que reúna y presente, ante una sesión conjunta del Consejo Permanente y de la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI), los resultados de la Cumbre Especial de la CARICOM sobre el Desarrollo de la Juventud, la Preconferencia de las Américas y la Conferencia Mundial de la Juventud, e inicie consultas con los Estados Miembros sobre la implementación de dichas prioridades. 

4. Solicitar al Consejo Permanente y a la CEPCIDI que consideren la posibilidad de convocar una Reunión Interamericana de Ministros y Altas Autoridades responsables de la Juventud antes del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General, a celebrarse en 2011, teniendo en cuenta para ello el informe de la Secretaría General que contenga la recopilación de prioridades y los resultados del proceso de consulta.

5. Solicitar además al Secretario General que continúe estableciendo relaciones de colaboración con los Estados Miembros y con organizaciones regionales e internacionales en torno al tema del desarrollo de la juventud. 

6. Solicitar a la Secretaría General que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
AG/RES. 2554 (XL-O/10)

PROMOCIÓN DE LA RESPONSABILIDAD SOCIAL DE LAS EMPRESAS EN EL HEMISFERIO

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)


LA ASAMBLEA GENERAL,

TENIENDO EN CUENTA la resolución AG/RES. 2336 (XXXVII-O/07), “Promoción de la responsabilidad social de las empresas en el Hemisferio”;

RECORDANDO las resoluciones anteriores en torno al tema de la promoción de la responsabilidad social de las empresas en el Hemisferio, AG/RES. 1871 (XXXII-O/02), AG/RES. 1953 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2013 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2123 (XXXV-O/05), AG/RES. 2194 (XXXVI-O/06) y AG/RES. 2483 (XXXIX-O/09);

TENIENDO PRESENTE el compromiso asumido por los Jefes de Estado y de Gobierno en la Declaración de Mar del Plata, en la cual reconocieron que “el crecimiento económico sostenido, con equidad e inclusión social, es una condición indispensable para crear empleo, enfrentar la pobreza extrema y superar la desigualdad en el Hemisferio. Para ello, es necesario mejorar la transparencia y el clima de inversión en nuestros países, acrecentar el capital humano, estimular el aumento de los ingresos y mejorar su distribución, promover la responsabilidad social de las empresas y alentar tanto el espíritu de empresa como una vigorosa actividad empresarial”; 

TOMANDO EN CONSIDERACIÓN que el sector privado, las organizaciones de la sociedad civil, los pueblos indígenas, las comunidades locales y las instituciones académicas desempeñan un papel importante y pueden beneficiarse de los esfuerzos que realizan los Estados Miembros para promover y difundir los principios y directrices de la responsabilidad social de las empresas; 

RECONOCIENDO que los Estados Miembros son responsables de la buena gestión pública y de la promoción y aplicación de leyes que satisfagan las necesidades de sus ciudadanos;

RECONOCIENDO ADEMÁS que si bien las empresas y la sociedad civil desempeñan un papel importante y comparten la responsabilidad de promover y respetar la observancia de los derechos humanos dentro de sus esferas de influencia, corresponde a los gobiernos la responsabilidad de conservar el Estado de derecho y cumplir con sus obligaciones con respecto a los derechos humanos;

TOMANDO EN CONSIDERACIÓN que varios foros multilaterales, incluido el Grupo de los Ocho (G8), el Foro de Cooperación Económica Asia-Pacífico (APEC), la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), la Cumbre de las Américas y la Organización de las Naciones Unidas, están tomando medidas para fomentar y promover prácticas de responsabilidad social de las empresas;

RECONOCIENDO TAMBIÉN los esfuerzos continuos del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y del Banco Mundial para fomentar y promover buenas prácticas corporativas entre las partes interesadas y los gobiernos; y

TOMANDO EN CONSIDERACIÓN TAMBIÉN la implementación por parte de la Organización de los Estados Americanos a través de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral, de los programas para la promoción de la responsabilidad social entre las pequeñas y medianas empresas y otras partes interesadas,

RESUELVE:

1.
Tomar nota de la realización de la VII Conferencia Interamericana sobre Responsabilidad Social de la Empresa: “Afrontando retos con responsabilidad”, celebrada en Punta del Este, Uruguay, del 1 al 3 de diciembre de 2009, y de los talleres regionales y mesas redondas sobre la responsabilidad social de las empresas organizados por la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI) de la Organización de los Estados Americanos (OEA) en la que participaron expertos internacionales en diferentes áreas de la responsabilidad social de las empresas (RSE), así como representantes del sector privado, funcionarios de gobierno, organizaciones de la sociedad civil y el sector académico “...teniendo en mente la forma en que la RSE puede ayudar a superar desafíos y aprovechar las oportunidades de negocios imprevistas”.

2. 
Tomar nota asimismo de la realización de los talleres regionales y mesas redondas sobre la responsabilidad social de las empresas organizados por la SEDI de la OEA, incluyendo más recientemente el taller “Promoción de la responsabilidad social de la empresa en las pequeñas y medianas empresas en los sectores turístico y de extracción”, llevado a cabo en Cancún, México, del 23 al 25 de febrero de 2010.

3.
Alentar a los Estados Miembros a que apoyen los programas e iniciativas de la OEA/SEDI en materia de RSE orientados a promover los principios y directrices de la RSE, los cuales contribuyen al intercambio de información y al desarrollo de capacidades y permiten a los Estados Miembros promover la RSE entre sus propias comunidades empresariales, al desarrollo de capacidades y a la promoción de la responsabilidad social de las empresas entre las comunidades empresariales de los Estados Miembros.

4. 
Instruir a la Secretaría General para que a través de la SEDI informe a los Estados Miembros sobre los programas e iniciativas en materia de RSE que busca desarrollar para la implementación de la presente resolución, contribuyendo así al intercambio de información sobre el tema.

5.
Instar a los gobiernos de los Estados Miembros a que promuevan programas e iniciativas sobre la responsabilidad social de las empresas, con especial énfasis en sus respectivas cadenas de valor y en la participación de la comunidad, y a que adquieran mayores conocimientos sobre los actuales principios voluntarios y lineamientos reconocidos internacionalmente, así como sobre las iniciativas del sector privado en esta área, y a que apoyen y se sumen a la puesta en práctica de tales principios e iniciativas.

6.
Instar también a los Estados Miembros a que promuevan el uso de iniciativas, directrices, herramientas y mejores prácticas aplicables en materia de responsabilidad social de las empresas, incluidas las Directrices para las Empresas Multinacionales de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), la Declaración Tripartita de Principios sobre las Empresas Multinacionales y la Política Social de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), el Pacto Mundial de las Naciones Unidas y los Principios Voluntarios sobre Seguridad y Derechos Humanos y los principios contenidos en la resolución de la OIT sobre la Promoción de las Empresas Sostenibles y todos aquellos relacionados con el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo del Milenio de las Naciones Unidas.

7.
Invitar a los Estados Miembros a que promuevan mejores prácticas entre las empresas, según corresponda, en materia de protección del medio ambiente y el entorno social con la participación de las partes interesadas, en particular en los sectores de la extracción de recursos naturales y manufactura, a que promuevan los Principios Voluntarios sobre Seguridad y Derechos Humanos y a que participen en la Iniciativa para la Transparencia en las Industrias Extractivas (EITI).

8.
Invitar a los Estados Miembros a que apoyen las iniciativas tendientes a fortalecer sus capacidades para la gestión y desarrollo de los recursos naturales de manera ecológicamente sostenible y con responsabilidad social.
9.
Solicitar al Secretario General que, a través de la SEDI, acompañe los esfuerzos del Banco Interamericano de Desarrollo (BID), la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), la Organización Internacional del Trabajo (OIT), el Banco Mundial y otros organismos internacionales que contribuyen al intercambio de información y al desarrollo de capacidades sobre principios y directrices internacionalmente reconocidos existentes, de manera que los Estados Miembros estén en condiciones de promover iniciativas de RSE entre sus propias comunidades empresariales.


10.
Que la ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
AG/RES. 2555 (XL-O/10)

PROMOCIÓN Y FORTALECIMIENTO DE LA DEMOCRACIA:
SEGUIMIENTO DE LA CARTA DEMOCRÁTICA INTERAMERICANA

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

REAFIRMANDO las disposiciones y los propósitos y principios fundamentales identificados en la Carta de la Organización de los Estados Americanos;

COMPARTIENDO la convicción expresada en la Declaración de la Cumbre de la Unión de Latinoamérica y el Caribe de que la democracia es una de las más preciadas conquistas de nuestra región, y que la transmisión pacífica del poder por vías constitucionales y con apego a los preceptos constitucionales de cada uno de nuestros Estados es producto de un proceso continuo e irreversible sobre el que la región no admite interrupciones ni retrocesos;

CONSCIENTE de que la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece en su preámbulo “que la democracia representativa es condición indispensable para la estabilidad, la paz y el desarrollo de la región” y establece que uno de los propósitos esenciales de la Organización es “promover y consolidar la democracia representativa dentro del respeto al principio de la no intervención”;

CONSCIENTE TAMBIÉN de que la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece que “todo Estado tiene derecho a elegir, sin injerencias externas, su sistema político, económico y social, y a organizarse en la forma que más le convenga, y tiene el deber de no intervenir en los asuntos de otro Estado. Con sujeción a lo arriba dispuesto, los Estados americanos cooperarán ampliamente entre sí y con independencia de la naturaleza de sus sistemas políticos, económicos y sociales”;
RECORDANDO que la Carta Democrática Interamericana establece que “los pueblos de América tienen derecho a la democracia y sus gobiernos la obligación de promoverla y defenderla” y que “la democracia es esencial para el desarrollo social, político y económico de los pueblos de las Américas”;

RECORDANDO TAMBIÉN que la Carta Democrática Interamericana reafirma que la promoción y protección de los derechos humanos es condición fundamental para la existencia de una sociedad democrática y reconoce la importancia que tiene el continuo desarrollo y fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos para la consolidación de la democracia;

CONSCIENTE de que el artículo 34 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece que “los Estados Miembros convienen en que la igualdad de oportunidades, la eliminación de la pobreza crítica y la distribución equitativa de la riqueza y del ingreso, así como la plena participación de sus pueblos en las decisiones relativas a su propio desarrollo son, entre otros, objetivos básicos del desarrollo integral”;
RECONOCIENDO que la Carta Democrática Interamericana establece que “son elementos esenciales de la democracia representativa, entre otros, el respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales; el acceso al poder y su ejercicio con sujeción al Estado de derecho; la celebración de elecciones periódicas, libres, justas y basadas en el sufragio universal y secreto como expresión de la soberanía del pueblo; el régimen plural de partidos y organizaciones políticas; y la separación e independencia de los poderes públicos”;

REAFIRMANDO que el carácter participativo de la democracia en nuestros países en los diferentes ámbitos de la actividad pública contribuye a la consolidación de los valores democráticos y a la libertad y la solidaridad en el Hemisferio;

RECONOCIENDO TAMBIÉN la importancia de que la Organización de los Estados Americanos (OEA) continúe desarrollando programas y actividades dirigidos a promover los principios y prácticas democráticas y fortalecer la cultura democrática en el Hemisferio, y la conveniencia de que la OEA mantenga consultas y cooperación continua con los Estados Miembros; 

RECORDANDO que la Carta Democrática Interamericana establece que “la promoción y observancia de los derechos económicos, sociales y culturales son consustanciales al desarrollo integral, al crecimiento económico con equidad y a la consolidación de la democracia en los Estados del Hemisferio”;
TENIENDO PRESENTE que la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Americana sobre Derechos Humanos expresan los valores y principios de libertad, igualdad y justicia social que son inherentes a la democracia;

RECORDANDO que la Carta Democrática Interamericana señala que “la participación de la ciudadanía en las decisiones relativas a su propio desarrollo es un derecho y una responsabilidad. Es también una condición necesaria para el pleno y efectivo ejercicio de la democracia. Promover y fomentar diversas formas de participación fortalece la democracia”;
TENIENDO EN CUENTA las resoluciones AG/RES. 1957 (XXXIII-O/03), “Promoción y fortalecimiento de la democracia: Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana”, AG/RES. 2154 (XXXV-O/05), “Promoción de la cooperación regional para la aplicación de la Carta Democrática Interamericana”, AG/RES. 2251 (XXXVI-O/06), “Promoción de la cooperación regional para la aplicación de la Carta Democrática Interamericana en ocasión de su quinto aniversario”, AG/RES. 2327 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2422 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2480 (XXXIX-O/09), “Promoción y fortalecimiento de la democracia: Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana”;

VISTOS los informes del Consejo Permanente sobre la implementación de las resoluciones AG/RES. 2044 (XXXIV-O/04) y AG/RES. 2045 (XXXIV-O/04) [CP/doc.4024/05 y CP/CISC-182/05, respectivamente], la resolución AG/RES. 2119 (XXXV-O/05) y los informes del Secretario General sobre la implementación de las resoluciones AG/RES. 1993 (XXXIV-O/04), CP/CISC-174/05, y la AG/RES. 2327 (XXXVII-O/07), así como la implementación de la resolución AG/RES. 2422 (XXXVIII-O/08);

TOMANDO NOTA de que en la Declaración de Mar del Plata, “Crear trabajo para enfrentar la pobreza y fortalecer la gobernabilidad democrática”, emanada de la Cuarta Cumbre de las Américas, se reafirmó el “compromiso de combatir la pobreza, la desigualdad, el hambre y la exclusión social para elevar las condiciones de vida de nuestros pueblos y reforzar la gobernabilidad democrática en las Américas”;

RECORDANDO que en la Declaración de Mar del Plata, los Jefes de Estado y de Gobierno reiteraron su “compromiso con la Carta de la Organización de los Estados Americanos y la Carta Democrática Interamericana” y reafirmaron su “resolución de fortalecer su plena y efectiva implementación”;

RECORDANDO TAMBIÉN que en la Declaración de Compromiso de Puerto España,
/ “Asegurar el futuro de nuestros ciudadanos promoviendo la prosperidad humana, la seguridad energética y la sostenibilidad ambiental”, emanada de la Quinta Cumbre de las Américas, las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno reafirmaron su compromiso de mantener “los principios de la Carta Democrática Interamericana” y de aplicarla plenamente;

CONSIDERANDO que en la Declaración de Nuevo León de la Cumbre Extraordinaria de las Américas se reafirmó el compromiso hemisférico con la democracia y se reiteró el compromiso con la plena aplicación de la Carta Democrática Interamericana, la cual constituye un elemento de identidad regional y, proyectada internacionalmente, representa una contribución hemisférica a la comunidad de naciones; y también se reconoció que la corrupción y la impunidad debilitan las instituciones públicas y privadas, erosionan los valores sociales, menoscaban el Estado de derecho y distorsionan las economías y la asignación de recursos para el desarrollo;

REAFIRMANDO la solidaridad y la cooperación interamericana como una forma efectiva de promover y fortalecer la gobernabilidad democrática en los respectivos países;

TENIENDO PRESENTE la Declaración de Santiago sobre democracia y confianza ciudadana: Un nuevo compromiso de gobernabilidad para las Américas [AG/DEC. 31 (XXXIII-O/03)];

TENIENDO EN CUENTA la resolución AG/RES. 2195 (XXXVI-O/06), “Fortalecimiento de los partidos y otras organizaciones políticas para la gobernabilidad democrática”;

CONSIDERANDO el informe de la sesión extraordinaria del Consejo Permanente, “La sociedad civil y el fortalecimiento de una cultura democrática”, que se llevó a cabo el 14 de marzo de 2008, de conformidad con la resolución AG/RES. 2327 (XXXVII-O/07);

RECORDANDO que en la Declaración sobre Seguridad en las Américas se reafirmó el compromiso de los Estados con la plena observancia de la Carta Democrática Interamericana, sus valores y su sistema para la protección de los derechos humanos y se recomendó que se tomen medidas para promover la cultura democrática, de conformidad con las disposiciones de la Carta Democrática Interamericana;

TOMANDO NOTA de los tres foros sobre estabilidad democrática organizados por la Secretaría General, los cuales tuvieron lugar en Santo Domingo, República Dominicana (junio de 2006), Santiago, Chile (enero de 2007), y Lima, Perú (diciembre de 2007); y

TOMANDO NOTA TAMBIÉN del Informe “Mejores prácticas en observación electoral de la OEA, 2004-2007” (CP/CG-1739/08) presentado por la Secretaría General a la Comisión General el 1 de mayo de 2008, en cumplimiento de la resolución AG/RES. 2327 (XXXVII-O/07), 

RESUELVE:

1. Continuar promoviendo la cooperación democrática a fin de respaldar a los Estados Miembros que así lo soliciten en sus esfuerzos por fortalecer las instituciones, valores, prácticas y gobernabilidad democráticos, combatir la corrupción, mejorar el Estado de derecho, lograr el pleno ejercicio de los derechos humanos y reducir la pobreza, la desigualdad y la exclusión social.

2. Reafirmar que la promoción y protección de los derechos humanos constituyen una condición previa para una sociedad democrática y que es importante continuar desarrollando y fortaleciendo el sistema interamericano de derechos humanos.

3. Reafirmar, en lo que resulte aplicable, los mandatos contenidos en las resoluciones AG/RES. 2327 (XXXVII-O/07) y AG/RES. 2422 (XXXVIII-O/08), “Promoción y fortalecimiento de la democracia: Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana” y, en este sentido, reiterar la solicitud al Secretario General de que presente un informe al Consejo Permanente en todos los casos en que su actuación sea prevista por la Carta de la Organización de los Estados Americanos y por la Carta Democrática Interamericana. 

4. Reconocer la importancia de promover los principios, valores y prácticas de la cultura democrática, y solicitar a la Secretaría General que continúe apoyando este objetivo a través de programas de capacitación para promover los principios, valores y prácticas de la cultura democrática, de acuerdo con los artículos 26 y 27 de la Carta Democrática Interamericana. En este contexto, encomendar a la Secretaría General que continúe apoyando al Consejo Permanente y a los Estados Miembros en la ejecución del Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas y su Plan de Acción.

5. Reafirmar, en lo que resulte aplicable, los mandatos contenidos en las resoluciones AG/RES. 2154 (XXXV-O/05), “Promoción de la cooperación regional para la aplicación de la Carta Democrática Interamericana”, y AG/RES. 2251 (XXXVI-O/06), “Promoción de la cooperación regional para la aplicación de la Carta Democrática Interamericana en ocasión de su quinto aniversario”.
6. Encomendar a la Secretaría General que apoye los programas encaminados a prevenir y combatir la corrupción que contribuyan a la promoción de la gestión responsable, la eficiencia y la integridad en el ejercicio del servicio público, con miras a fortalecer una cultura de transparencia y garantizar una gestión pública más eficiente.

7. Destacar la contribución fundamental de la Organización de los Estados Americanos (OEA) en el fortalecimiento y desarrollo de los procesos y sistemas electorales en los Estados Miembros, a través de las misiones de observación electoral de la OEA y la asesoría en materia electoral y la cooperación técnica, a solicitud de un Estado Miembro y de conformidad con la Declaración de Principios para la Observación Electoral Internacional.

8. Solicitar a la Secretaría General que brinde asistencia a los Estados Miembros que así lo soliciten para la implementación de las recomendaciones contenidas en los informes de las misiones de observación electoral de la OEA.

9. Invitar a los donantes, a través de la Secretaría General, a coordinar su apoyo a las misiones de observación electoral de la OEA a fin de facilitar la planificación de dichas misiones.

10. Recomendar a la Secretaría General que apoye la modernización y el fortalecimiento de las instituciones democráticas en los Estados Miembros que así lo soliciten y promueva la cooperación y el diálogo entre estas instituciones como medio para la creación de capacidades y el intercambio de experiencias, incluso en materia de tecnologías de la información y la comunicación y gobierno electrónico. 

11. Alentar a los Estados Miembros a que diseñen e implementen programas educativos que promuevan una cultura de diálogo y comunicación, así como programas de educación cívica en los que se incluyan conceptos tales como ética, transparencia e información pública, con miras a contribuir al fortalecimiento de una cultura democrática.

12. Solicitar a la Secretaría General y a los Estados Miembros que continúen promoviendo el debate hemisférico en torno a temas relacionados con la gobernabilidad democrática, mediante el diálogo, foros y seminarios.

13. Reconocer el importante papel de la participación de todos los sectores de la sociedad, incluida la sociedad civil, en la consolidación de la democracia y que dicha participación constituye uno de los elementos vitales para el éxito de las políticas de desarrollo y, en ese sentido, encomendar al Consejo Permanente que convoque a una sesión extraordinaria con la participación más amplia de todos los sectores de la sociedad, incluidas las organizaciones de la sociedad civil, de acuerdo con las “Directrices para la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA”, aprobadas por el Consejo Permanente mediante la resolución CP/RES. 759 (1217/99), a fin de examinar los aportes de estas organizaciones al fortalecimiento de la cultura democrática en el Hemisferio, de conformidad con el artículo 26 de la Carta Democrática Interamericana, así como los temas, resultados y recomendaciones de las reuniones celebradas en la OEA en marzo de 2008 bajo el lema “Cooperando con la sociedad civil”.

14. Encomendar al Consejo Permanente que organice y celebre un diálogo sobre la eficacia de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana y que presente los resultados o avances del mismo durante el 2011, con motivo de la conmemoración de los diez años de su adopción.

15. Solicitar a la Secretaría General que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2556 (XL-O/10)

ESTRATEGIA HEMISFÉRICA SOBRE DROGAS 
Y LA ELABORACIÓN DE SU PLAN DE ACCIÓN 

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

REITERANDO la importancia de contar con estrategias y mecanismos vigentes que faciliten la cooperación hemisférica para abordar el problema mundial de las drogas en todos sus aspectos;

RECORDANDO que la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) adoptó en 1996 la Estrategia Antidrogas en el Hemisferio y en 1998 desarrolló un Plan de Acción para su implementación;

VISTA la resolución AG/RES. 2499 (XXXIX-O/09), “Nuevos desafíos de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD): Proceso de revisión y actualización de la Estrategia Antidrogas en el Hemisferio y su Plan de Acción”;

CONSIDERANDO que en su cuadragésimo quinto período ordinario de sesiones la CICAD inició el proceso de revisión y actualización de los instrumentos hemisféricos que rigen el esfuerzo colectivo contra el problema de las drogas, especialmente la Estrategia Antidrogas en el Hemisferio y su Plan de Acción;

CONSIDERANDO ASIMISMO que el Gobierno de Brasil coordinó el proceso mediante el cual el Grupo de Trabajo de Alto Nivel consensuó una propuesta de Estrategia Hemisférica sobre Drogas; y

TOMANDO NOTA de que durante su cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones la CICAD aprobó la Estrategia Hemisférica sobre Drogas y encomendó a México la tarea de coordinar la elaboración de un Plan de Acción,

RESUELVE:

1. Hacer suya la Estrategia Hemisférica sobre Drogas, la cual forma parte integral de esta resolución, aprobada por la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) en su cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones, e instar a los Estados Miembros a aplicar la mencionada estrategia.
 /
2. Agradecer al Gobierno de Brasil en su calidad de coordinador, así como a los expertos participantes por la labor desarrollada. 

3. Invitar a todos los Estados Miembros a contribuir y participar en el proceso de elaboración del Plan de Acción, en el marco de la CICAD.

4. Encomendar a la Secretaría General que, a través de sus órganos pertinentes y en particular la Secretaría Ejecutiva de la CICAD, brinde su apoyo técnico-administrativo al proceso de elaboración del Plan de Acción.

5. Que la ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

6. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución.
ANEXO

Estrategia Hemisférica sobre Drogas

Adoptada por la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD)
 en su cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones

Mayo de 2010

INTRODUCCIÓN

El problema mundial de las drogas
/, incluidos sus costos políticos, económicos, sociales y ambientales, constituye un fenómeno complejo, dinámico y multicausal que impone un desafío a los Estados y a sus Gobiernos. Lejos de constituir una preocupación local o regional, este problema exige ser abordado de forma integral, equilibrada y multidisciplinaria y requiere, al hacerlo, la responsabilidad común y compartida de todos los Estados.

Asimismo, este problema constituye un reto de alcance global que incide negativamente en la salud pública, la seguridad y el bienestar de toda la humanidad. También debilita las bases del desarrollo sostenible, de los sistemas jurídicos, de la estabilidad política y económica, y de las instituciones democráticas, lo que constituye una amenaza para la seguridad, la democracia, la gobernabilidad y el Estado de derecho.

En este contexto, los Estados Miembros reconocen la importancia de los esfuerzos realizados para hacer frente al problema mundial de las drogas, admitiendo al mismo tiempo la necesidad de fortalecer y mejorar las estrategias y acciones relacionadas con esta materia y, teniendo en cuenta los resultados de los diferentes informes del Mecanismo de Evaluación Multilateral (MEM) de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) de la Organización de los Estados Americanos (OEA), así como el Proceso de Revisión de las Metas de la Sesión Especial de la Asamblea General de las Naciones Unidas, adoptan la presente Estrategia, la cual se basa y aplica sobre los siguientes principios:

1. El pleno respeto al derecho internacional y a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, observando los principios de soberanía e integridad territorial de los Estados, la no intervención en los asuntos internos de los Estados, las libertades fundamentales y la dignidad inherente a las personas y de igualdad de derechos y respeto mutuo entre Estados. 

2. Al enfrentar el problema mundial de las drogas, debe hacerse especial énfasis en su impacto sobre la pobreza y la marginalización, e impulsar la implementación de políticas y acciones que favorezcan la inclusión social y la reducción de esas vulnerabilidades.

3. Las políticas, medidas e intervenciones para enfrentar el problema mundial de las drogas deben tener en cuenta el componente de género.

4. Los Estados Miembros son responsables de proveer los recursos requeridos para la efectiva implementación de las políticas nacionales sobre drogas, y mantener un balance apropiado entre las actividades de reducción de la demanda y de la oferta, de acuerdo con las características que el problema tenga en cada uno de ellos.

5. El principio de responsabilidad común y compartida es fundamental para fortalecer la cooperación hemisférica y regional en todas sus formas. Ésta deberá basarse en los esfuerzos colectivos y coordinados para enfrentar el problema mundial de las drogas, con el objetivo de perfeccionar continuamente las políticas sobre drogas de los Estados Miembros.

6. La participación de la sociedad civil es de gran importancia, ya que puede ofrecer, según sea el caso, experiencia y conocimiento para el desarrollo y la implementación de políticas y programas para enfrentar el problema mundial de las drogas. Al respecto, los Estados Miembros deben alentar un amplio y abierto debate para que todos los sectores de la sociedad tomen conocimiento de los diversos aspectos del fenómeno y contribuyan así al fortalecimiento de las estrategias nacionales.

7. La CICAD es el foro regional competente para dar seguimiento a la implementación de esta Estrategia. Su Secretaria Ejecutiva ejecutará programas y acciones de apoyo según sea requerido por la CICAD en coordinación, si fuese necesario, con otros organismos especializados.

8. El MEM es el instrumento apropiado para el monitoreo, la evaluación y el mejoramiento de las políticas y acciones nacionales y hemisféricas referidas al problema mundial de las drogas. Los Estados Miembros participarán activamente en dicho mecanismo a fin de mantenerlo actualizado, revisándolo periódicamente. 

En consideración de lo anterior, la presente Estrategia contempla las siguientes áreas:

FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL

Respecto al fortalecimiento institucional necesario para enfrentar el problema mundial de las drogas, los Estados Miembros seguirán los siguientes lineamientos:

9. Establecerán o fortalecerán las autoridades nacionales sobre drogas, situándolas en un alto nivel político, con la misión de coordinar la planificación y la implementación efectiva de las políticas nacionales sobre drogas.
10. Diseñarán e implementarán una política nacional sobre drogas actualizada periódicamente que considere todos los aspectos del problema; asignarán responsabilidades entre las instituciones involucradas; definirán programas y líneas de acción con el objetivo de abordar la problemática de forma integral, e incluirán, cuando sea apropiado, medidas de descentralización de las políticas públicas sobre drogas. 

11. Desarrollarán e implementarán políticas nacionales sobre drogas basadas en evidencias. Éstas, cuando sea posible, deberán permitir la comparación de datos entre países.

12. Establecerán o fortalecerán los observatorios nacionales de drogas u oficinas técnicas similares que desarrollen sistemas nacionales de información sobre drogas y promuevan la investigación científica para la generación, recolección, organización, análisis y difusión de la información al público, con la finalidad de contribuir a la toma de decisiones que permitan implementar políticas y estrategias sobre drogas, basadas en evidencia, que reflejen la realidad que se pretende intervenir.

13. Promoverán evaluaciones periódicas e independientes de sus políticas, programas e intervenciones implementadas, tanto en reducción de la demanda como en reducción de la oferta. Los resultados de estas evaluaciones orientarán la asignación de recursos y la ejecución de acciones sostenibles. 

REDUCCIÓN DE LA DEMANDA

Los Estados Miembros llevarán a cabo acciones de reducción de la demanda observando los siguientes lineamientos:

14. La reducción de la demanda es un componente prioritario para garantizar un enfoque integral y equilibrado del problema mundial de las drogas, habida cuenta de que el abuso de éstas constituye un problema social y de salud que requiere un abordaje multisectorial y multidisciplinario.

15. Las políticas de reducción de la demanda deberán incluir como elementos esenciales la prevención universal, selectiva e indicada; la intervención temprana; el tratamiento; la rehabilitación y la reinserción social, y servicios de apoyo relacionados. Todo ello con el objetivo de promover la salud y el bienestar social de los individuos, las familias y las comunidades, y de reducir las consecuencias adversas del abuso de drogas. 

16. Las políticas de reducción de la demanda deberán complementarse con métodos para diseminar información acerca de los riesgos asociados al consumo de drogas a través de la utilización de nuevas tecnologías de información y por medio de los medios masivos de comunicación, para informar al público en general y a las diversas poblaciones objetivo sobre los servicios de prevención y tratamiento disponibles.

17. La reducción de la demanda requiere, de acuerdo con la realidad y magnitud del problema de las drogas en cada país, la implementación de programas de prevención dirigidos a distintas poblaciones objetivo que se basen en evidencia y que, en conjunto, constituyan un sistema integrado. Desde el punto de vista metodológico y de diseño, los programas deben ser sistemáticos y tener objetivos específicos medibles. 

18. Es necesario invertir y dar respuesta a las necesidades específicas de los grupos en situación de riesgo, incluyendo niños y niñas, adolescentes y jóvenes, tanto dentro como fuera del ámbito escolar, en diferentes contextos, territorios y comunidades. Estos grupos de mayor vulnerabilidad deberán recibir educación y capacitación para el desarrollo de habilidades y oportunidades que les permitan un estilo de vida saludable. 

19. Los esfuerzos de prevención también deberán dirigirse a la población adulta, a través de programas de prevención familiar, comunitaria y laboral, incluyendo el abordaje de temas emergentes como la prevención de la conducción bajo los efectos de las drogas y los accidentes en el lugar de trabajo relacionados con el consumo de drogas.
20. La dependencia de drogas es una enfermedad crónica y recurrente con múltiples determinantes, tanto biológicas y psicológicas como sociales, y debe ser considerada y tratada como un asunto de salud pública tal como el tratamiento de otras enfermedades crónicas.
21. Se facilitará el acceso a un sistema de tratamiento que ofrezca varios modelos integrales de intervenciones terapéuticas basados en evidencia y teniendo en cuenta estándares de calidad aceptados internacionalmente. Los modelos de tratamiento deben considerar las necesidades de los distintos grupos de población, teniendo en cuenta factores tales como el género, la edad, el contexto cultural y la vulnerabilidad. 

22. Es necesario explorar vías para ofrecer servicios de tratamiento, rehabilitación y reinserción social a infractores de la ley penal dependientes de drogas, como medida alternativa a su prosecución penal o privación de libertad.

23. Reconociendo que la recuperación del abuso y la dependencia de sustancias es esencial para una transición exitosa entre el encarcelamiento, la puesta en libertad y la reinserción social, se brindará, según sea posible, un sistema de tratamiento a los internos en centros de reclusión.
24. Como forma de contribuir a fundamentar la formulación de políticas públicas y expandir el conocimiento sobre el tema, se debe fortalecer la relación de los gobiernos con instituciones de enseñanza e investigación y organizaciones no gubernamentales especializadas, para fomentar la realización de estudios e investigaciones científicas que generen evidencias sobre los distintos aspectos de la demanda de drogas.

25. Se promoverá y fortalecerá la formación y capacitación continua de los diferentes profesionales, técnicos y actores involucrados en la implementación de acciones para reducir la demanda de drogas. 

26. Los programas de reducción de la demanda deben ser objeto de constante seguimiento y evaluación científica.

REDUCCIÓN DE LA OFERTA

Los Estados Miembros llevarán a cabo acciones de reducción de la oferta observando los siguientes lineamientos:

27. La oferta ilícita de drogas continúa siendo un problema grave en el Hemisferio que exige la adopción y el perfeccionamiento de medidas integrales y equilibradas destinadas a reducir su disponibilidad. 

28. Para enfrentar la oferta ilícita de drogas, es esencial la adopción o el perfeccionamiento de mecanismos de reunión y análisis de información, orientados a la elaboración de diagnósticos que faciliten el desarrollo de políticas públicas en la materia.

29. Los programas nacionales de reducción de la oferta ilícita de drogas de origen natural deben incluir la adopción de medidas de desarrollo alternativo integral y sostenible y de aplicación de la ley, de acuerdo con la situación en cada país.

30. Dada su importancia para la reducción de cultivos ilícitos, cuando sea pertinente, se promoverán programas de desarrollo alternativo integral y sostenible que ofrezcan condiciones que contribuyan a enfrentar el problema mundial de las drogas.

31. Es necesario contar con estudios e investigaciones que contribuyan a la identificación temprana y al seguimiento de nuevas y emergentes tendencias con el fin de generar información actualizada sobre la oferta ilícita de drogas.

32. Es necesario promover acciones para reducir las consecuencias negativas que sobre el medio ambiente ocasiona el problema mundial de las drogas, en concordancia con las políticas nacionales de los Estados Miembros.

MEDIDAS DE CONTROL

Los Estados Miembros aplicarán medidas de control observando los siguientes lineamientos:

33. En el caso de las drogas de origen sintético y aquellas de origen natural, los programas de reducción de la oferta deben enfocarse en prevenir la fabricación ilícita de este tipo de drogas, incluyendo la adopción de controles nacionales apropiados de precursores, el control de comercio internacional en precursores químicos, de acuerdo con el marco establecido en las Convenciones sobre Drogas de las Naciones Unidas, y la aplicación de la ley para prevenir la fabricación y el trafico ilícito de este tipo de sustancias.

34. Se deben fortalecer los marcos normativos e institucionales de fiscalización efectiva de precursores y sustancias químicas esenciales para evitar su desvío a actividades ilícitas. Teniendo en cuenta la utilización de nuevas sustancias químicas para la fabricación ilícita de drogas, se actualizarán periódicamente las listas de sustancias sujetas a fiscalización, cuando resulte pertinente.

35. Se continuarán adoptando medidas necesarias para prevenir el desvío de productos farmacéuticos con propiedades psicoactivas. 

36. Se continuarán fortaleciendo las medidas, cuando sea apropiado, para prevenir el desvío de productos farmacéuticos, susceptibles de ser utilizados en la producción de estimulantes de tipo anfetamínico. 

37. Al aplicarse medidas de control para limitar el uso de los estupefacientes exclusivamente para propósitos médicos y científicos, debe asegurarse su adecuada disponibilidad. Existe disponibilidad cuando cantidades suficientes están al alcance y son accesibles, de acuerdo con los tratados internacionales.

38.  Es necesario fortalecer los organismos nacionales de control del tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos. 

39. Asimismo es necesario optimizar los mecanismos de control del tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos en todas sus manifestaciones delictivas, incluyendo el desarrollo de capacidades para identificar y restringir modalidades emergentes.

40. Uno de los principales objetivos en la represión del tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos debe ser el desmantelamiento de las organizaciones criminales y sus redes de apoyo. En este sentido, las medidas de aplicación de la ley deben contemplar no sólo la persecución de quienes realizan actividades ilegales sino también de los instrumentos utilizados para llevarlas a cabo y los beneficios económicos derivados de ellas. Dada la rápida evolución de las organizaciones criminales, los organismos de control deben ser proactivos y adaptarse a la naturaleza dinámica del problema del tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos, y deben, de esta forma, desarrollar precisos sistemas de reunión de información de inteligencia, de modo que estén en condiciones de detectar rutas y métodos utilizados por las organizaciones criminales.

41. En el marco de las investigaciones sobre tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos se deberá promover el intercambio de información de inteligencia a través de las instituciones competentes, observándose para ello las legislaciones nacionales específicas.

42. Para facilitar la persecución y condena de los líderes y miembros de las organizaciones criminales y sus redes de apoyo, se considerará la adopción de medidas para la efectiva cooperación en investigaciones criminales, procedimientos de investigación, recolección de evidencias e intercambio de información entre los países, asegurándose el debido respeto de los diferentes ordenamientos jurídicos nacionales.

43. Al observar con preocupación la violencia asociada con las actividades de las organizaciones criminales involucradas en el tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos, es necesario impedir el acceso de éstas a cualquier tipo de armamento. Para evitar el desvío de armas, municiones, explosivos y materiales relacionados, se deben fortalecer, cuando proceda, las medidas que regulan y monitorean su comercio internacional.

44. Se deberán establecer, actualizar o fortalecer, según corresponda, marcos legislativos e institucionales en materia de prevención, detección, investigación, persecución y control del lavado de activos provenientes del tráfico ilícito de drogas, del desvío a canales ilícitos de sustancias químicas controladas y de otros delitos graves de carácter transnacional, todo ello en concordancia con las recomendaciones del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI).

45. Se crearán o fortalecerán, según corresponda, organismos nacionales competentes para la administración y disposición de bienes incautados o decomisados en casos de tráfico ilícito de drogas, lavado de activos y otros delitos conexos.

COOPERACIÓN INTERNACIONAL

Para lograr una cooperación internacional efectiva los Estados Miembros reconocen la necesidad de:

46. Reafirmar el principio de cooperación contenido en los instrumentos internacionales para enfrentar el problema mundial de las drogas a través de acciones que garanticen su cumplimiento y efectividad. 

47. Enfatizar la importancia de ratificar, adherir y cumplir, según corresponda, las siguientes convenciones: 

de las Naciones Unidas contra la Corrupción (2003); de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (2000) y sus tres Protocolos: contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire; para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños; y contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, sus Piezas y Componentes y Municiones; Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA) (1997); Interamericana contra la Corrupción (1996); Interamericana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal (1992); de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas (1988); de las Naciones Unidas sobre Estupefacientes (1961), modificada por el Protocolo de 1972; y de las Naciones Unidas sobre Sustancias Psicotrópicas (1971). Asimismo reconocer la importancia de observar lo acordado en la Declaración Política de la Asamblea General de las Naciones Unidas en su vigésimo período extraordinario de sesiones sobre el problema mundial de las drogas (UNGASS 1998), y de la Declaración Política y Plan de Acción sobre Cooperación Internacional en favor de una estrategia amplia y equilibrada para combatir el problema mundial de las drogas de la Comisión de Estupefacientes (Viena 2009).

48. Fomentar programas de cooperación internacional orientados a fortalecer políticas nacionales para enfrentar el problema mundial de las drogas basados en las necesidades individuales de cada Estado Miembro.

49. Promover la armonización de normas legales, regulaciones y procedimientos nacionales que permitan la implementación de mecanismos hemisféricos de cooperación judicial y de asistencia judicial recíproca en materia de tráfico ilícito de drogas y delitos conexos.

50. Fortalecer la capacidad institucional de los Estados Miembros para prevenir y abordar efectivamente el tráfico ilícito de drogas reconociendo las particularidades de los retos, daños e impacto negativo que enfrentan los Estados productores, de tránsito y consumidores, mediante la promoción y fortalecimiento de las operaciones conjuntas o coordinadas y el intercambio de información y buenas prácticas.

51. Alentar y promover la asistencia técnica, así como el intercambio de buenas prácticas y lecciones aprendidas, para enfrentar el problema mundial de las drogas en los ámbitos de fortalecimiento institucional, reducción de la demanda, reducción de la oferta y medidas de control.

52. Fortalecer la capacidad institucional de la CICAD para promover la cooperación internacional orientada a la implementación de las recomendaciones que emanan del proceso del Mecanismo de Evaluación Multilateral, así como de los objetivos señalados en la presente Estrategia y su Plan de Acción.

AG/RES. 2557 (XL-O/10)

CONTRIBUCIÓN AL PROCESO DE RECONSTRUCCIÓN DE HAITÍ 
TRAS EL DEVASTADOR TERREMOTO DEL 12 DE ENERO DE 2010

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)


LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO sus resoluciones y las del Consejo Permanente sobre la situación en Haití; 

RECORDANDO TAMBIÉN la Declaración del Consejo Permanente CP/DEC. 44 (1740/10), “Apoyo al pueblo y Gobierno de Haití tras el devastador terremoto ocurrido el 12 de enero”, del 17 de febrero de 2010;

TOMANDO NOTA de las necesidades y prioridades establecidas por el Gobierno de Haití en el “Plan de Acción para la recuperación y el desarrollo de Haití: Grandes tareas inmediatas para el futuro”, presentado en marzo de 2010 en la Conferencia Internacional de Donantes para el Nuevo Futuro de Haití, celebrada en la sede de la Organización de las Naciones Unidas, en Nueva York, e instando a los Estados Miembros y al sistema interamericano a que ajusten sus actividades a dicho Plan de Acción; 

REAFIRMANDO la importancia de los principios adoptados en la Conferencia de Montreal en enero de 2010 (coordinación, sostenibilidad, eficacia, inclusividad, responsabilidad y, particularmente, participación y liderazgo de Haití);
RECONOCIENDO la conclusión de la exitosa Reunión de la Diáspora Haitiana, celebrada en la sede de la Organización de los Estados Americanos (OEA) en marzo de 2010;

ELOGIANDO el apoyo de los Estados Miembros y del sistema interamericano en su respuesta tras el terremoto; y

CONSIDERANDO la misión y experiencia de la OEA, particularmente en la promoción de la democracia, la paz, la seguridad y el desarrollo socioeconómico, así como la necesidad de apoyar el proceso de reconstrucción de Haití tras el devastador terremoto del 12 de enero de 2010,

RESUELVE:

1. Apoyar la reconstrucción de Haití de conformidad con el Plan de Acción presentado por el Gobierno de dicho país en la Conferencia Internacional de Donantes para el Nuevo Futuro de Haití, celebrada en Nueva York, y los principios adoptados en la Conferencia de Montreal, ajustándose a los mandatos de la Organización de los Estados Americanos (OEA) con referencia a este país.

2. Instar a los Estados Miembros a que hagan realidad sus ofrecimientos hechos en la Conferencia Internacional de Donantes, celebrada en Nueva York, y a que coordinen sus iniciativas de reconstrucción y desarrollo bajo el liderazgo del Gobierno de Haití a fin de lograr una coherencia y eficacia óptimas.

3. Continuar apoyando la estabilidad política y la democracia a fin de facilitar el desarrollo socioeconómico con equidad, en el que se tome en cuenta la dimensión multidisciplinaria de la prevención y mitigación de desastres.

4. Solicitar a la Secretaría General que concentre la cooperación de la OEA con Haití en el desarrollo de capacidades, el fortalecimiento institucional y el buen gobierno.

5. Solicitar también a la Secretaría General que:

a) continúe apoyando al Gobierno de Haití en relación con el proceso electoral y el establecimiento del Consejo Electoral Permanente; 
b) continúe apoyando a las autoridades haitianas, especialmente a la Oficina Nacional de Identificación, como parte del proceso de modernización del registro civil y la emisión de documentos de identidad, y a la labor de transferir a dicha institución el conocimiento técnico necesario para que el proceso sea permanente y sostenible;

c) ayude a las autoridades de Haití, cuando éstas lo soliciten, en la modernización de los sistemas catastrales y los procesos de titulación de tierras para facilitar la planificación del desarrollo, la zonificación y la seguridad en la tenencia de la tierra con miras a promover el desarrollo socioeconómico, y

d) ayude a las autoridades haitianas, cuando éstas lo soliciten, a fortalecer el proceso de diálogo inclusivo y abierto sobre la necesidad y el alcance de la reforma constitucional y otras importantes reformas relacionadas con la gobernabilidad.

6. Solicitar además a la Secretaría General que considere ajustar sus estructuras relacionadas con Haití para responder mejor a los mandatos de la OEA, en virtud de los nuevos desafíos que enfrenta el país, y fortalecer la coordinación dentro de la Secretaría y con otras contrapartes del sistema interamericano.

7. Solicitar, por último, a la Secretaría General que informe sobre sus actividades en Haití y sobre la implementación de la presente resolución.

8. Solicitar al Secretario General de la OEA que transmita esta resolución al Secretario General de la Organización de las Naciones Unidas.

9. Que la ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2558 (XL-O/10)
COORDINACIÓN DEL VOLUNTARIADO EN EL HEMISFERIO PARA LA RESPUESTA
A LOS DESASTRES Y LA LUCHA CONTRA EL HAMBRE Y LA POBREZA: INICIATIVA
CASCOS BLANCOS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el Informe de la Secretaría General sobre la Iniciativa Cascos Blancos y las resoluciones AG/RES. 1351 (XXV-O/95), AG/RES. 1403 (XXVI-O/96), AG/RES. 1463 (XXVII-O/97), AG/RES. 2018 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2165 (XXXVI-O/06) y AG/RES. 2372 (XXXVIII-O/08) y las declaraciones AG/DEC. 45 (XXXV-O/05) y AG/DEC. 55 (XXXVII-O/07);

TOMANDO NOTA del Informe de la Primera Reunión del Comité Interamericano para la Reducción de los Desastres Naturales (CP/CSH-926/07), del informe sobre el Fondo Interamericano de Asistencia para Situaciones de Emergencia (CP/doc.4290/08), de los informes del Consejo Permanente (CP/INF.5758/08) y de la Comisión de Seguridad Hemisférica (CP/CSH-1039/08) y de las conclusiones y recomendaciones del Taller Asistencia y Gestión de Desastres que tuvo lugar el 10 de febrero de 2009, en la sede de la Organización de los Estados Americanos (OEA);

RECORDANDO que los Jefes de Estado y de Gobierno reunidos en la Primera Cumbre de las Américas, celebrada en Miami en 1994, se comprometieron a crear, organizar y financiar cuerpos de voluntarios Cascos Blancos para trabajar a nivel nacional y que a la vez estén a disposición de otros países del Hemisferio y que, durante la Cuarta Cumbre de las Américas, realizada en Mar del Plata en 2005, manifestaron su preocupación por el incremento de la intensidad de los desastres y su efecto sobre la vida humana, la infraestructura y la economía, e hicieron un llamamiento para fortalecer los programas de manejo de desastres, reafirmando su compromiso de combatir la pobreza, la desigualdad, el hambre y la exclusión social;

RECONOCIENDO las acciones desarrolladas por la Iniciativa Cascos Blancos en la prosecución de dichos objetivos y que las mismas se ajustaron a los principios de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, preservando el carácter no político, neutral e imparcial de la ayuda humanitaria;

REAFIRMANDO la necesidad de expandir y mejorar las redes y mecanismos de cooperación y asistencia mutua entre los Estados Miembros y los organismos subregionales, regionales e internacionales, así como la importancia de la participación de la comunidad y sus organizaciones en el diagnóstico de sus problemas y en la preparación de las herramientas de prevención y de las acciones de respuesta;

TENIENDO EN CUENTA que los proyectos impulsados por la Iniciativa Cascos Blancos contribuyeron a fortalecer la red regional de voluntariado humanitario, así como a establecer alianzas y mejorar la cooperación con organismos internacionales y regionales como la Organización Panamericana de la Salud (OPS), la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), el Programa Mundial de Alimentos (PMA), la Oficina de Coordinación de Asuntos Humanitarios de la ONU (OCAH), la Estrategia Internacional para la Reducción de Desastres Naturales (EIRD), la Secretaría General de la Cumbre Iberoamericana (SEGIB) y la Asociación de Estados del Caribe (AEC);

TENIENDO EN CUENTA igualmente la conveniencia de fomentar la coordinación y el intercambio de experiencias entre las iniciativas subregionales para el establecimiento de redes de voluntariado para emergencias;

DESTACANDO la preocupación de los Estados Miembros sobre la magnitud, frecuencia y las consecuencias de los desastres de origen natural y antrópico, lo que demuestra la necesidad de prevenir su impacto y dar una respuesta humanitaria rápida y coordinada, con enfoque de desarrollo y el rol que tuvo Cascos Blancos en la conformación del Grupo de Trabajo Conjunto de los Estados Miembros de la OEA para analizar los mecanismos normativos y de coordinación existentes en materia de desastres naturales y asistencia humanitaria, establecido mediante la resolución AG/RES. 2492 (XXXIX-O/09); así como también en el proceso que desembocó en la creación de la Reunión Especializada de Reducción de Desastres Socionaturales, la Defensa Civil, la Protección Civil y la Asistencia Humanitaria del MERCOSUR (REHU), como ámbito de consulta y concertación permanente para consolidar y profundizar el proceso de coordinación subregional, sumándose a los esfuerzos que llevan a cabo la Agencia Caribeña para la Gestión de Actividades Relacionadas con Emergencias (CDEMA), el Centro de Coordinación para la Prevención de Desastres Naturales en América Central (CEPREDENAC) y el Comité Andino para la Prevención y Atención de Desastres (CAPRADE);

OBSERVANDO que la Iniciativa Cascos Blancos constituye un mecanismo eficaz que privilegia la asociación de la población local a las tareas de planificación, capacitación, movilización y respuesta inmediata en situaciones de catástrofe mediante la organización de las comunidades afectadas y la capacitación de cuerpos locales de voluntarios, lo que fue reconocido en 2009 por la Asamblea General de las Naciones Unidas, mediante la aprobación de la resolución 64/75; y

TENIENDO PRESENTE la asistencia brindada por la Iniciativa Cascos Blancos y otros actores de la comunidad internacional a Cuba y Haití tras el paso de los huracanes Gustav, Hanna e Ike durante el último semestre de 2008, y a Honduras y Guatemala como consecuencia de las inundaciones y derrumbes durante el mismo período; la asistencia prestada también durante 2009 en El Salvador ante los daños provocados por el huracán Ida, en Guatemala, por la crisis alimentaria, y con motivo de los incendios en Santa Lucía y los brotes epidémicos en Bolivia y Honduras; así como su presencia solidaria y de la comunidad internacional en Haití y Chile luego de los terremotos que afectaron a estas naciones en enero y febrero de 2010,

RESUELVE:

1. Reiterar su apoyo a la Iniciativa Cascos Blancos como uno de los mecanismos valiosos en el Hemisferio para la prevención, mitigación y respuesta en casos de desastre y la lucha contra el hambre y la pobreza, y requiriendo a la Secretaría General que continúe coordinando acciones entre la Iniciativa Cascos Blancos y los órganos y mecanismos competentes de la Organización de los Estados Americanos (OEA) promoviendo asimismo que otros organismos e instituciones de la región establezcan alianzas y acuerdos de trabajo con la Iniciativa Cascos Blancos.

2. Alentar, por su parte, a la Iniciativa Cascos Blancos para que continúe fomentando la colaboración humanitaria regional y compartiendo su experiencia y mejores prácticas en la respuesta y la preparación ante desastres.

3. Destacar una vez más la importancia de promover la coordinación de las iniciativas subregionales de voluntariado para emergencias y de consolidar los voluntariados nacionales a fin de mejorar la red regional de voluntariado humanitario, invitando a los Estados Miembros que así lo consideren a designar puntos focales para la Iniciativa Cascos Blancos.

4. Invitar a los Estados Miembros, que así lo consideren, a que realicen aportes al Fondo Especial OEA-Cascos Blancos, recordando que el Fondo permitió llevar a cabo en los últimos años seminarios nacionales e internacionales, talleres de capacitación, desarrollo de proyectos de fortalecimiento de capacidades locales y misiones de asistencia humanitaria en países de América Latina y el Caribe.

5. Solicitar a la Secretaría General que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2559 (XL-O/10)

LAS AMÉRICAS COMO ZONA LIBRE DE MINAS TERRESTRES ANTIPERSONAL1/ 
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,


REITERANDO su profunda preocupación por la presencia en las Américas de miles de minas terrestres antipersonal y de otros dispositivos explosivos sin detonar;

TENIENDO PRESENTE:


La grave amenaza que representan las minas y otros artefactos explosivos sin detonar para la seguridad, la salud y la vida de las poblaciones civiles locales, así como del personal que participa en los programas y operaciones humanitarios, de mantenimiento de la paz y de rehabilitación; 


Que la presencia de minas es un factor que impide el desarrollo económico y social en las zonas rurales y urbanas;


Que las minas tienen un impacto humanitario de consecuencias muy graves, que perduran y exigen una asistencia socioeconómica sostenida para las víctimas; y


Que su eliminación constituye una obligación y una condición necesaria para el desarrollo e integración de los pueblos, en especial de las poblaciones fronterizas, y contribuye a afianzar una estrategia común de lucha contra la pobreza;


PROFUNDAMENTE PREOCUPADA porque Colombia sigue siendo uno de los países con el mayor número de víctimas por minas terrestres antipersonal en el mundo; 


ALARMADA por el continuo y creciente uso de minas terrestres antipersonal y otros artefactos explosivos improvisados por parte de actores no estatales, en particular, los grupos armados al margen de la ley en Colombia;

RECONOCIENDO CON SATISFACCIÓN:


Los esfuerzos realizados por Colombia en materia de desminado;


El término de las operaciones de desminado en Chile en el sector Chapiquiña (I Región) y en la Isla Hornos (XII Región); del proceso de certificación de los campos minados en Tambo Quemado y Quebrada Escritos (I Región); de la continuación de los trabajos en el Parque Nacional Llullaillaco (Corrida de Cori y Aguas Calientes, II Región) y en Isla Grande de Tierra del Fuego (sector Bahía Azul, XII Región) y la iniciación de labores en Faro Méndez (XII Región); 


La contribución del Programa de Investigación y Desarrollo sobre Desminado Humanitario del Departamento de Defensa de los Estados Unidos por la facilitación de una máquina desminadora para la ejecución de trabajos de desminado en la Quebrada Escritos (Comuna de Arica, Chile);

Los esfuerzos que vienen realizando los Estados Miembros para implementar programas integrales de acción contra las minas, incluidas la remoción de minas, la destrucción de arsenales, la rehabilitación física y psicológica de las víctimas y su reintegración, las actividades educativas acerca del riesgo de las minas, y la recuperación socioeconómica de las tierras desminadas; y


Las declaraciones de territorios libres de minas formuladas por las Repúblicas de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Suriname y, recientemente, Nicaragua, y los esfuerzos realizados en cumplimiento de dichas declaraciones; 


ACOGIENDO CON BENEPLÁCITO la declaración de Centroamérica como zona libre de minas; 


TOMANDO NOTA del trabajo que realizan los Gobiernos de Ecuador y Perú en su frontera común, que ha permitido el intercambio de información y niveles de cooperación que constituyen una efectiva medida de fomento de la confianza y la seguridad y un camino para una mayor integración entre sus pueblos; 

RECONOCIENDO CON BENEPLÁCITO:


La valiosa contribución de los Estados Miembros, como Argentina, Bolivia, Brasil, Canadá, Chile, Colombia, El Salvador, Estados Unidos, Guatemala, Honduras, Nicaragua, Perú, República Bolivariana de Venezuela y Trinidad y Tobago, y de los Observadores Permanentes, como Alemania, Austria, Bélgica, República de Corea, Dinamarca, España, la Federación de Rusia, Francia, Italia, Japón, Noruega, los Países Bajos, el Reino Unido, Suecia y la Unión Europea;


El éxito del Programa de Acción Integral contra las Minas Antipersonal (AICMA) de la Organización de los Estados Americanos (OEA), que a lo largo de más de diecisiete años ha apoyado actividades de acción humanitaria contra las minas y la destrucción de artefactos explosivos, y ha llevado a cabo campañas para educar a las personas que viven en comunidades afectadas por minas terrestres acerca de los riesgos que éstas presentan y para emprender la rehabilitación física, psicológica y socioeconómica de los sobrevivientes de minas terrestres y sus familias;

La importante y eficiente labor de coordinación de la Secretaría General, a través del AICMA, junto con la asistencia técnica de la Junta Interamericana de Defensa; y


La labor de las organizaciones no gubernamentales para avanzar hacia el objetivo de un Hemisferio y un mundo libre de minas terrestres antipersonal, la cual se realiza en muchos casos en cooperación y asociación con los Estados, AICMA y otras entidades internacionales;

VISTO:


El Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.5111/10 add. 1), en particular la sección relacionada con los temas asignados a la Comisión de Seguridad Hemisférica; y 


El Informe de la Secretaría General sobre la implementación de la resolución AG/RES. 2453 (XXXIX-O/09), “Las Américas como zona libre de minas terrestres antipersonal”, (CP/CSH-1202/10);


RECORDANDO las dieciocho resoluciones de la Asamblea General, desde 1997 hasta 2005, directamente relacionadas con las minas terrestres antipersonal, a las que se hace referencia individualmente en la resolución AG/RES. 2180 (XXXVI-O/06) y que fueron aprobadas por consenso por todos los Estados Miembros;


RECORDANDO TAMBIÉN que en la Declaración sobre Seguridad en las Américas, aprobada en la Conferencia Especial sobre Seguridad, los Estados del Hemisferio reafirmaron su apoyo para establecer al Hemisferio como una zona libre de minas terrestres antipersonal; y
TOMANDO NOTA:


De los resultados exitosos de la Segunda Conferencia de Examen de la Convención sobre la Prohibición del Empleo, Almacenamiento, Producción y Transferencia de Minas Antipersonal y sobre su Destrucción (Convención de Ottawa), la Cumbre de Cartagena, celebrada del 29 de noviembre al 4 de diciembre de 2009, en Cartagena de Indias, Colombia, y el compromiso hemisférico con la Convención, mediante el nombramiento de Canadá como co-relator del Comité Permanente de Status General y Operación de la Convención, de Colombia como co-relator del Comité Permanente de Desminado, Educación sobre el Riesgo de las Minas y Tecnologías de Acción contra las Minas y de Perú como copresidente del Comité Permanente sobre Asistencia a las Víctimas y Reintegración Socioeconómica; y


De la consideración de conceder prórrogas a un Estado Miembro de la OEA que así lo solicitó, conforme al artículo 5 de la Convención, en la Segunda Conferencia de Examen de la Convención de Ottawa, 

RESUELVE:

1. Renovar su apoyo a los esfuerzos de los Estados Miembros por librar a sus territorios de minas terrestres antipersonal y destruir las existencias, y por convertir a las Américas en la primera zona libre de minas terrestres antipersonal del mundo.

2. Instar a los Estados Parte que solicitaron prórrogas en virtud del artículo 5 de la Convención sobre la Prohibición del Empleo, Almacenamiento, Producción y Transferencia de Minas Antipersonal y sobre su Destrucción (Convención de Ottawa) y que les fueron otorgadas a que realicen todos los esfuerzos necesarios para cumplir con sus obligaciones en los plazos establecidos.

3. Subrayar la responsabilidad de todos los Estados Miembros de continuar su vital cooperación en el área de acción contra las minas como una prioridad nacional, subregional y regional y, como una manera de promover la confianza y la seguridad, y de elaborar declaraciones sobre las metas por alcanzar, contribuir con recursos y colaborar con el Programa de Acción Integral contra las Minas Antipersonal (AICMA) de la Organización de los Estados Americanos (OEA).

4. Instar a la comunidad internacional de donantes a que continúe brindando apoyo humanitario a la rehabilitación de las víctimas y actividades permanentes de desminado, según corresponda, en Chile, Colombia, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Nicaragua y Perú. 

5. Exhortar a los Estados Miembros, Observadores Permanentes, organismos internacionales y a la comunidad internacional en general, a que sigan otorgando su apoyo técnico y financiero para la continuación del programa de desminado humanitario combinado de Ecuador y Perú en su frontera común, el cual constituye un ejemplo exitoso de cooperación internacional y una efectiva medida de fomento de la confianza y la seguridad.

6. Condenar decididamente, de acuerdo con los principios y normas del derecho internacional humanitario, el empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas antipersonal por parte de los actores no estatales, hechos que ponen en grave riesgo a la población de los países afectados, y hacer un enérgico llamamiento a los actores no estatales a que observen la norma internacional establecida por la Convención de Ottawa de facilitar el progreso hacia un mundo libre de minas.

7. Condenar, asimismo, el uso de minas terrestres antipersonal y artefactos explosivos improvisados por parte de actores no estatales, en particular los grupos armados al margen de la ley en Colombia.

8. Invitar a todos los Estados Parte a que participen en la Décima Reunión de los Estados Parte de la Convención de Ottawa, del 29 de noviembre al 3 de diciembre de 2010, en Ginebra, Suiza, como una forma de demostrar su continuo compromiso con los objetivos de dicha convención. 
9. Celebrar el apoyo que han demostrado treinta y tres Estados Miembros del Hemisferio mediante su ratificación de la Convención de Ottawa, y alentar a los gobiernos a que sigan trabajando en el área de acción contra las minas de acuerdo con esta Convención y sus planes de acción contra las minas con el objetivo de cumplir los plazos de desminado de conformidad con el artículo 5 de la Convención.

10. Instar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que ratifiquen o consideren adherirse, lo antes posible, a la Convención de Ottawa, a fin de asegurar su aplicación plena y eficaz.
11. Hacer un llamamiento a todos los Estados Parte y a los Estados que no son parte que comparten los objetivos de la Convención de Ottawa a que tomen todas las medidas necesarias en los ámbitos nacional, subregional, regional e internacional para dar cumplimento a los compromisos establecidos en la Declaración de Cartagena: Un compromiso compartido por un mundo libre de minas e implementar el Plan de Acción de Cartagena 2010-2014: Poner fin al sufrimiento causado por las minas antipersonal. 

12. Reiterar la importancia de la participación de todos los Estados Miembros en el Registro de Minas Terrestres Antipersonal de la OEA, a más tardar el 15 de abril de cada año, en cumplimiento de la resolución AG/RES. 1496 (XXVII-O/97) y felicitar a los Estados Miembros que han proporcionado regularmente sus informes con este fin, encomendando que proporcionen al Secretario General de la OEA una copia de los informes sobre medidas de transparencia presentados al Secretario General de las Naciones Unidas conforme al artículo 7 de la Convención de Ottawa. En este sentido, y recogiendo el espíritu de la Convención de Ottawa, invitar a los Estados Miembros que aún no son parte a que consideren proporcionar en forma voluntaria esta información.

13. Instar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que se conviertan, lo antes posible, en Estado Parte del Protocolo II enmendado de la Convención de las Naciones Unidas de 1980 sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Ciertas Armas Convencionales que Puedan Considerarse Excesivamente Nocivas o de Efectos Indiscriminados y de los otros cuatro protocolos, y solicitar a los Estados Miembros que informen al Secretario General cuando así hayan procedido. 

14. Solicitar a la Junta Interamericana de Defensa que continúe prestando asesoría técnica al Programa AICMA. 

15. Encomendar a la Secretaría General que siga prestando, de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos, el apoyo necesario a los Estados Miembros para continuar los programas de desminado y los encaminados a la educación preventiva de la población civil, la rehabilitación de las víctimas y sus familias, y la recuperación socioeconómica de las zonas desminadas.

16. Reiterar el mandato otorgado a la Secretaría General para que, a través del Programa AICMA, continúe con sus esfuerzos ante los Estados Miembros, Observadores Permanentes, otros Estados y organizaciones donantes, para la identificación y obtención de los recursos financieros voluntarios para los programas de desminado y acción integral contra las minas antipersonal que ejecuten los Estados Miembros en sus respectivos territorios, así como para continuar cooperando en los proyectos de asistencia a la acción integral contra las minas antipersonal, incluidos el desminado humanitario, la rehabilitación física y psicológica de las víctimas y sus familias, la educación preventiva y la recuperación socioeconómica de las zonas desminadas.

17. Solicitar al Secretario General que transmita la presente resolución al Secretario General de las Naciones Unidas y a otras organizaciones internacionales que estime pertinentes.

18. Solicitar al Consejo Permanente y a la Secretaría General que informen a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2560 (XL-O/10)

FORTALECIMIENTO DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE MUJERES

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)


LA ASAMBLEA GENERAL,

TENIENDO PRESENTE la resolución AG/RES. 2441 (XXXIX-O/09), “Fortalecimiento de la Comisión Interamericana de Mujeres”, la cual insta al Secretario General a que tome medidas para apoyar el trabajo de la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) y promover la equidad e igualdad de género dentro de la Organización de los Estados Americanos (OEA) y en el Hemisferio;

RECONOCIENDO la importancia que el Secretario General ha asignado a los temas de la mujer y la igualdad de género, así como el apoyo dado a la CIM;

ACOGIENDO CON SATISFACCIÓN la futura celebración de la Trigésima Quinta Asamblea de Delegadas de la Comisión Interamericana de Mujeres en noviembre de 2010, en la Ciudad de México, México;

CONSIDERANDO:

Que la resolución AG/RES. 1732 (XXX-O/00), mediante la cual se adoptó el Programa Interamericano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de Género (PIA), solicita a la Secretaría General que fortalezca la Secretaría Permanente de la CIM mediante la dotación de los recursos humanos y financieros necesarios, y que le ayude en la captación de fondos de origen privado;

Que las resoluciones AG/RES. 1451 (XXVII-O/97), AG/RES. 1592 (XXVIII-O/98), AG/RES. 1625 (XXIX-O/99), AG/RES. 1777 (XXXI-O/01), AG/RES. 1941 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2021 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2124 (XXXV-O/05), AG/RES. 2161 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2323 (XXXVII-O/07) y AG/RES. 2441 (XXXIX-O/09) encomiendan reiteradamente a la Secretaría General y el Consejo Permanente que realicen todos los esfuerzos posibles para asignar recursos técnicos, humanos y financieros a la CIM a fin de que este organismo esté provisto de una mayor capacidad para llevar a cabo sus actividades esenciales; y

Que los recursos humanos y financieros asignados a la CIM continúan siendo insuficientes para cumplir en forma efectiva con todos sus mandatos,

RESUELVE:

1. Reiterar al Secretario General que provea a la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM), en su capacidad de organismo especializado de la Organización de los Estados Americanos (OEA), de los recursos humanos y financieros suficientes para fortalecer su capacidad de cumplir con sus crecientes mandatos, especialmente aquellos reconocidos como prioritarios por los Estados Miembros.

2. Instar al Secretario General a que en la solicitud de recursos incluya proyectos y programas de la CIM entre las prioridades que se presenten para la captación de financiamiento de donantes externos, y su invitación a los Estados Miembros, a los Observadores Permanentes y a personas o entidades públicas y privadas nacionales o internacionales que lo deseen para que realicen contribuciones voluntarias a fin de respaldar el desarrollo e implementación de los proyectos y programas de la CIM.

3. Solicitar a los Estados Miembros y Observadores Permanentes que identifiquen formas y medios de apoyar a la CIM en el cumplimiento de sus mandatos, incluida la provisión de recursos humanos.

4. Reiterar el mandato al Consejo Permanente de que, a través de la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios, invite a la Secretaría Permanente de la CIM a presentar un plan de trabajo en el que incluya los recursos financieros requeridos para cumplir sus mandatos, incluyendo aquellos relacionados con la implementación del Programa Interamericano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de Género (PIA).

5. Solicitar al Secretario General que, a través del Consejo Permanente, informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
AG/RES. 2561 (XL-O/10)

PROMOCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LA MUJER Y LA EQUIDAD E IGUALDAD DE GÉNERO

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)


LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el Informe del Secretario General sobre la implementación del Programa Interamericano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de Género (CIM/doc.108/10), y que durante su trigésimo séptimo período ordinario de sesiones la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA) aprobó la resolución AG/RES. 2322 (XXXVII-O/07) mediante la que se declaró el año 2010 como el Año Interamericano de las Mujeres;

RECORDANDO:

Que con la adopción del Programa Interamericano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de Género (PIA) [AG/RES. 1732 (XXX-O/00)], los gobiernos del Hemisferio se comprometieron a desarrollar estrategias decisivas para integrar la perspectiva de género en todas las esferas de la vida pública como una forma para alcanzar la meta final de promover y proteger los derechos humanos de la mujer y la equidad e igualdad de género, y lograr la igualdad de derechos y oportunidades entre mujeres y hombres;

Que foros internacionales como las Cumbres de las Américas, la Conferencia Especial sobre Seguridad, celebrada en México, y la Cumbre de las Américas sobre Desarrollo Sostenible, celebrada en Bolivia, han reiterado el mandato de promover la equidad e igualdad de género en todas las áreas; y


Que este año se celebran diez años de la aprobación, por parte de la Asamblea General, del PIA, mediante la resolución AG/RES. 1732 (XXX-O/00) del mes de junio de 2000, y la celebración del Año Interamericano de las Mujeres; y
CONSIDERANDO:


El mandato emanado de la resolución anteriormente mencionada para la OEA de facilitar la integración de una perspectiva de género en todos los trabajos de sus órganos, organismos y entidades, y de brindar apoyo a los gobiernos para la recopilación y difusión sistemáticas de datos estadísticos desglosados por sexo;

Las resoluciones AG/RES. 1777 (XXXI-O/01), AG/RES. 1853 (XXXII-O/02), AG/RES. 1941 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2023 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2124 (XXXV-O/05), AG/RES. 2192 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2324 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2425 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2454 (XXXIX-O/09), en las que se toma nota de los informes presentados por el Secretario General sobre el cumplimiento del PIA y de los resultados de las acciones emprendidas en este sentido por los órganos, organismos y entidades de la OEA, reflejados en dichos informes; y

Los esfuerzos que ha realizado el Secretario General, con el apoyo de la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM), para lanzar el Programa de Género de la OEA y para asegurar que todos los funcionarios de esta Organización, en particular los altos funcionarios en puestos gerenciales y los funcionarios nuevos que trabajen en áreas prioritarias, se les dé la oportunidad de familiarizarse más y desarrollar sus capacidades en temas de género,
RESUELVE:

1. Tomar nota y agradecer el noveno informe del Secretario General sobre la implementación del Programa Interamericano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de Género (PIA), presentado en cumplimiento de la resolución AG/RES. 2454 (XXXIX-O/09), e instarlo a que continúe con su implementación.

2. Reafirmar su apoyo al trabajo desarrollado por la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) como principal foro generador de políticas hemisféricas sobre igualdad de género y derechos de la mujer, y continuar apoyando sus esfuerzos en el seguimiento e implementación del PIA, incluidas medidas y recomendaciones para seguir integrando la perspectiva de género en las reuniones ministeriales de trabajo, justicia, educación, desarrollo social, ciencia y tecnología, y desarrollo sostenible, en los asuntos relacionados con el liderazgo, migración, conflictos, consolidación de la paz y desastres naturales, entre otros, así como en el seguimiento de los mandatos del proceso de Cumbres de las Américas, en particular la Cuarta Cumbre de las Américas.

3. Reiterar al Consejo Permanente que, en cumplimiento de los mandatos recibidos de esta Asamblea General, las Cumbres de las Américas y el PIA, continúe sus esfuerzos para integrar la perspectiva de género en el trabajo de sus comisiones especiales, grupos de trabajo, resoluciones, actividades e iniciativas, según sea el caso, para asegurar que las mismas beneficien de manera igualitaria y equitativa a mujeres y hombres.

4. Agradecer a la Agencia Canadiense de Desarrollo Internacional (ACDI) el financiamiento asignado al proyecto destinado a promover la incorporación del análisis de género en los órganos subsidiarios de la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos (OEA) y en los ministerios de trabajo de la región, e incluso la organización de una serie de talleres subregionales sobre planificación estratégica con enfoque de género para el personal de los ministerios de trabajo y género, dentro del marco del Plan de Cooperación OEA/ACDI 2008-2011.

5. Alentar a los Estados Miembros a que:

a) continúen sus esfuerzos para formular políticas públicas, fortalecer los mecanismos institucionales para el avance de las niñas, jóvenes y mujeres, y garantizar el cumplimiento de las leyes que promuevan el respeto de sus derechos humanos y la equidad e igualdad de género, incluida la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres a todos los niveles;

b) inicien o continúen, según su legislación interna y cuando corresponda, la recopilación de estadísticas y el análisis de datos desagregados por sexo y raza en todos los sectores, con el fin de comprender mejor y abordar el impacto diferenciado de las políticas, programas y proyectos en poblaciones específicas, incluyendo entre otros, a niñas, jóvenes y mujeres; 

c) apoyen a la CIM en la identificación de áreas nuevas y emergentes para ser incluidas en el PIA, dentro del marco de los cuatro pilares de la OEA, conforme a la disponibilidad de recursos financieros, y colaborar con la CIM en el desarrollo de metodologías para abordarlos, y

d) desarrollen las acciones comprometidas a nivel nacional en el marco del Año Interamericano de las Mujeres.

6. Instar al Secretario General a que:

a) continúe promoviendo y trabajando, con el apoyo de la CIM, en la plena implementación del PIA con el fin de lograr la integración de la perspectiva de género en todos los programas, acciones y políticas de la OEA;

b) solicite a los órganos, organismos y entidades de la Organización que en sus informes anuales a la Asamblea General incluyan las iniciativas realizadas para integrar la perspectiva de género en sus políticas, programas, proyectos y actividades, y que envíen esa información a la CIM para que sea incluida en el informe anual a la Asamblea General que se elabora en seguimiento de esta resolución; y

c) continúe implementando, con el apoyo de la CIM, el Programa de Género de la OEA y dé prioridad, cuando asigne recursos externos, a las actividades que faciliten su expansión.

7. Solicitar al Consejo Permanente que, en coordinación con la CIM, informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación del PIA y de esta resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2562 (XL-O/10)
DERECHOS HUMANOS Y PERSONAS ADULTAS MAYORES

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

TENIENDO PRESENTE:

Que la Declaración Universal de los Derechos Humanos afirma que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos, y que a cada persona le es dado ejercer todos los derechos y libertades existentes en ese instrumento sin distinción de cualquier naturaleza, tales como raza, color, sexo, idioma, religión, opinión pública o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición; y
Que la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre prevé que todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad personal;

REAFIRMANDO la importancia de los principios de universalidad, indivisibilidad e interdependencia de los derechos humanos;

CONSIDERANDO que la Carta de la Organización de los Estados Americanos proclama que la misión histórica de América es ofrecer al ser humano una tierra de libertad y un ambiente favorable al desarrollo de su personalidad y a la realización justa de sus aspiraciones y que la eliminación de la pobreza crítica y la distribución equitativa de la riqueza y del ingreso, así como la plena participación de sus pueblos en las decisiones relativas a su propio desarrollo son, entre otros, objetivos básicos del desarrollo integral;

RECORDANDO los resultados de la Segunda Asamblea Mundial sobre el Envejecimiento (Madrid 2002) y las dos Conferencias Regionales Intergubernamentales (Santiago 2003 y Brasilia 2007) y la resolución AG/RES. 2455 (XXXIX-O/09), “Derechos humanos y personas adultas mayores”;

DESTACANDO que en la Declaración de Compromiso de Puerto España,
/ las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno de las Américas se comprometieron a continuar “trabajando para incorporar los temas de la vejez en las agendas de política pública” y a promover “en el marco regional y con el apoyo de la OPS y de la CEPAL, un examen sobre la viabilidad de elaborar una convención interamericana sobre los derechos de las personas mayores”;

TOMANDO NOTA de que el envejecimiento poblacional constituye una realidad compleja que plantea a los Estados nuevos desafíos para un tratamiento particular acerca de las necesidades específicas de la población adulta mayor, por lo que sus derechos merecen una especial promoción y protección internacional;

RECORDANDO que en muchos países existe legislación y normas especiales a favor de las personas adultas mayores y que se han incorporado sus necesidades específicas y preocupaciones en las políticas públicas, las que podrían compartirse y articularse a través de un diálogo y una cooperación regional más intensa y eficaz; 

REAFIRMANDO el pleno respeto a los derechos de todas las personas con inclusión y equidad y sin discriminación por razón de edad; y

VISTO el proyecto de agenda de la sesión extraordinaria del Consejo Permanente sobre Derechos humanos y personas adultas mayores (CP/CAJP-2801/10 rev.1), 

RESUELVE:

1. Reiterar al Consejo Permanente que convoque para el segundo semestre de 2010 la sesión extraordinaria sobre Derechos humanos y personas adultas mayores, con representantes nacionales y expertos provenientes del sector académico y de la sociedad civil, así como de organismos internacionales, con el objetivo de intercambiar información y buenas prácticas, y examinar la viabilidad de elaborar una convención interamericana sobre los derechos de las personas adultas mayores.

2. Alentar a la Organización Panamericana de la Salud (OPS) a que continúe colaborando con la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos para promover la cooperación regional, entre otros, mediante la identificación de buenas prácticas para el diseño de políticas públicas que atiendan las necesidades específicas de las personas adultas mayores en el Hemisferio.

3. Reiterar su preocupación por la insuficiencia de estudios e informes a nivel hemisférico respecto de la institucionalidad y mecanismos particulares relativos a los problemas de las personas adultas mayores, en especial de las violaciones e infracciones a sus derechos, lo que hace necesario avanzar en la creación de instrumentos internacionales para su debida evaluación y en la adopción de medidas para su protección.

4.
Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2563 (XL-O/10)

APOYO Y SEGUIMIENTO 
DEL PROCESO DE CUMBRES DE LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

TENIENDO EN CUENTA las iniciativas emanadas de la Primera Cumbre de las Américas (Miami, 1994), la Cumbre de las Américas sobre Desarrollo Sostenible (Santa Cruz de la Sierra, 1996), la Segunda Cumbre de las Américas (Santiago, 1998), la Tercera Cumbre de las Américas (ciudad de Quebec, 2001), la Cumbre Extraordinaria de las Américas (Monterrey, 2004), la Cuarta Cumbre de las Américas (Mar del Plata, 2005) y la Quinta Cumbre de las Américas (Puerto España, 2009);

TENIENDO PRESENTE la Declaración de Compromiso de Puerto España de la Quinta Cumbre de las Américas, celebrada en la República de Trinidad y Tobago, del 17 al 19 de abril de 2009;
 /
TENIENDO PRESENTE TAMBIÉN la Declaración del Presidente de la Quinta Cumbre de las Américas, Excelentísimo señor Patrick Manning, Primer Ministro de la República de Trinidad y Tobago; 

RECORDANDO que, mediante la resolución AG/RES. 1349 (XXV-O/95), la Asamblea General estableció una Comisión Especial del Consejo Permanente sobre Gestión de Cumbres Interamericanas y que el Consejo Permanente, en su sesión del 31 de julio de 2002, decidió fusionarla con la Comisión para la Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA, convirtiéndolas en la Comisión sobre Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA (CISC), con el fin de asegurar un seguimiento eficaz, oportuno y apropiado de las actividades encomendadas a la Organización de los Estados Americanos (OEA) por las Cumbres de las Américas y coordinar la preparación, participación y seguimiento por parte de la OEA en futuras Cumbres;

TENIENDO EN CUENTA el reconocimiento, en la Tercera Cumbre de las Américas, de la función que cumple la CISC como coordinadora de los esfuerzos de la OEA en apoyo al proceso de Cumbres de las Américas y como foro para que la sociedad civil contribuya a dicho proceso, así como en el establecimiento de la Secretaría de Cumbres;
RECORDANDO que en las Cumbres de las Américas, los Jefes de Estado y de Gobierno reconocieron el importante papel de la OEA en la implementación de las decisiones de las Cumbres de las Américas y como secretaría técnica del proceso de Cumbres;

RECONOCIENDO la labor del Grupo de Trabajo Conjunto de Cumbres (GTCC), integrado por la OEA, el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), la Organización Panamericana de la Salud (OPS), el Banco Mundial, el Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura (IICA), el Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE), la Corporación Andina de Fomento (CAF), el Banco de Desarrollo del Caribe (BDC), la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD);

RECONOCIENDO TAMBIÉN el mayor énfasis que dan los Jefes de Estado y de Gobierno a la importancia del seguimiento coordinado, oportuno y eficaz de los mandatos de las Cumbres de las Américas; 

TOMANDO NOTA de que la Secretaría de Cumbres, en respuesta a los mandatos de actuar como memoria institucional del proceso de Cumbres de las Américas, ha presentado y distribuido la publicación Volumen V de los documentos oficiales del proceso de Cumbres de las Américas: de Mar del Plata (2005) a Puerto España (2009) y el documento De Mar del Plata a Puerto España: Un informe sobre el proceso de Cumbres de las Américas entre la Cuarta y la Quinta Cumbre” (GRIC/O.1/doc.3/10);

RECORDANDO que en la reunión de la CISC celebrada el 22 de enero de 2010, el Secretario General de la OEA inauguró el Sistema de Seguimiento de las Cumbres de las Américas (SISCA) y alentó a los Estados Miembros a utilizarlo en sus programas de implementación; y

RECORDANDO TAMBIÉN que el Gobierno de la República de Colombia ha acordado ser la sede de la Sexta Cumbre de las Américas en la ciudad de Cartagena en 2012, 

RESUELVE:

1. Exhortar a los Estados Miembros a continuar implementando los compromisos de las Cumbres de las Américas así como a promoverlos y difundirlos dentro de sus respectivas administraciones nacionales.

2. Reiterar el mandato al Consejo Permanente de coordinar las actividades encomendadas a la Organización de los Estados Americanos (OEA) por las Cumbres de las Américas.

3. Encomendar a los órganos, organismos y entidades de la Organización que continúen otorgando la mayor prioridad al cumplimiento de las iniciativas asignadas a ellos por la Asamblea General, de acuerdo con los mandatos de las Cumbres de las Américas, y que informen al respecto regularmente, según corresponda, al Consejo Permanente, al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) y a la Comisión sobre Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA (CISC).

4. Solicitar a la Secretaría General que, a través de la Secretaría de Cumbres, continúe actuando como memoria institucional y secretaría del proceso de Cumbres de las Américas, continúe apoyando el seguimiento y difusión de los mandatos de las Cumbres, continúe ofreciendo apoyo a los Estados Miembros en la implementación de los mandatos de la Declaración de Compromiso de Puerto España y de futuras Cumbres y en dar seguimiento a la Declaración del Presidente de la Quinta Cumbre de las Américas, y que continúe apoyando las actividades de preparación y coordinación técnica para la siguiente Cumbre de las Américas, a celebrarse en 2012. 

5. Encomendar al Consejo Permanente que continúe promoviendo y facilitando la participación de actores sociales, incluyendo la sociedad civil, organizaciones laborales, grupos indígenas, el sector privado y la juventud en el proceso de Cumbres de las Américas y en actividades relacionadas con los temas asignados a la OEA por dicho proceso, así como los esfuerzos de los Estados Miembros por fomentar dicha participación. 
6. Solicitar a la Secretaría General que informe a la CISC y al Grupo de Revisión de la Implementación de Cumbres (GRIC) sobre el cumplimiento y seguimiento de los compromisos asumidos en la Declaración de Compromiso de Puerto España, teniendo presente la Declaración del Presidente de la Quinta Cumbre de las Américas así como de los compromisos asumidos en Cumbres anteriores, cuya implementación aún continúa.1/
7. Encomendar a la Secretaría General que, a través del Grupo de Trabajo Conjunto de Cumbres (GTCC), presidido por la Secretaría de Cumbres, continúe coordinando y promoviendo la implementación y seguimiento de los mandatos de Cumbres de las Américas en todas sus instituciones. Solicitarle asimismo que, por lo menos una vez por año, celebre una reunión de los jefes de instituciones para examinar los avances logrados y planificar acciones conjuntas, como complemento de las reuniones interinstitucionales de rutina, y preste su asistencia para las actividades preparatorias de la próxima Cumbre de las Américas, a celebrarse en 2012.

8. Solicitar a la Secretaría General que continúe brindando el apoyo necesario a las reuniones ministeriales y sectoriales relacionadas con la implementación de los mandatos y compromisos de las Cumbres en los temas relevantes para la OEA.

9. Solicitar a la Secretaría General que a través de la Secretaría de Cumbres ofrezca pleno apoyo al Gobierno de la República de Colombia en los preparativos para la Sexta Cumbre de las Américas, programada para el año 2012, en la ciudad de Cartagena.

10. Solicitar a la Secretaría General que, a través de la Secretaría de Cumbres y los Estados Miembros, realice esfuerzos para promover y difundir los mandatos, compromisos y resultados emanados de las Cumbres de las Américas entre los distintos actores sociales para que éstos contribuyan a su implementación. 

11. Solicitar a la Secretaría General que, a través de la Secretaría de Cumbres, se esfuerce por continuar explorando e implementando en el proceso de Cumbres de las Américas métodos para promover y aumentar el conocimiento y la participación de los actores sociales en dicho proceso, a través del uso de tecnologías de la información y la comunicación (TIC).

12. Solicitar a la Secretaría de Cumbres que continúe la promoción y capacitación en el uso del Sistema de Seguimiento de las Cumbres de las Américas (SISCA), con el objeto de ayudar a los Estados Miembros en el seguimiento de la implementación de las Cumbres.


13. Exhortar a los Estados Miembros a que continúen contribuyendo al Fondo Específico del Grupo de Revisión de la Implementación de Cumbres destinado a financiar las actividades del Grupo.

14. Solicitar a la Secretaría General que, a través de la Secretaría de Cumbres, presente al Consejo Permanente información sistemática y detallada con respecto a la gestión presupuestaria y financiera de dicho Fondo Específico.

15. Solicitar a la Secretaría General que fortalezca la Secretaría de Cumbres proporcionándole los recursos humanos y financieros para responder de manera eficiente y efectiva con su papel de secretaría técnica del proceso de Cumbres de las Américas.

16. Encomendar a la Secretaría General que ejecute las acciones mencionadas en esta resolución, de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos, y encomendar al Secretario General que busque fondos voluntarios adicionales para llevar a cabo las actividades mencionadas en esta resolución.

17. Solicitar a la Secretaría General que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución.
AG/RES. 2564 (XL-O/10)

SEGUIMIENTO Y EJECUCIÓN DE LOS MANDATOS EMANADOS DE
LA DECLARACIÓN DE COMPROMISO DE PUERTO ESPAÑA,
APROBADA EN LA QUINTA CUMBRE DE LAS AMÉRICAS1/
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,
VISTAS las resoluciones AG/RES. 2190 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2338 (XXXVII-O/07) y AG/RES. 2393 (XXXVIII-O/08), “Apoyo y seguimiento del proceso de Cumbres de las Américas”; 
CONSIDERANDO:

Que la Quinta Cumbre de las Américas se celebró en Puerto España, Trinidad y Tobago, del 17 al 19 de abril de 2009, bajo el lema “Asegurar el futuro de nuestros ciudadanos promoviendo la prosperidad humana, la seguridad energética y la sostenibilidad ambiental”1/

Que las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno aprobaron la Declaración de Compromiso de Puerto España, en la cual manifiestan, entre otros, su determinación de intensificar la lucha contra la pobreza, el hambre, la exclusión social, la discriminación y la desigualdad para mejorar las condiciones de vida de los pueblos del Hemisferio y alcanzar el desarrollo y la justicia social; 

Que la Declaración del Presidente de la Quinta Cumbre de las Américas, Excelentísimo señor Patrick Manning, Primer Ministro de la República de Trinidad y Tobago, emitida el 19 de abril de 2009, registra las discusiones de las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno sostenidas durante el Retiro de los Líderes celebrado el 19 de abril de 2009,1/
Que las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno reconocieron que los temas de la prosperidad humana, seguridad energética y sostenibilidad ambiental están estrechamente entrelazados y que es esencial contar con un marco integrado y coherente de políticas para cumplir con los compromisos asumidos en la Declaración de Compromiso de Puerto España para con los pueblos de las Américas, 
Que el proceso de Cumbres de las Américas y las iniciativas y mandatos adoptados en la Primera Cumbre de las Américas (Miami, 1994),
la Cumbre de las Américas sobre Desarrollo Sostenible (Santa Cruz de la Sierra, 1996), la Segunda Cumbre de las Américas (Santiago, 1998), la Tercera Cumbre de las Américas (ciudad de Quebec, 2001), la Cumbre Extraordinaria de las Américas (Monterrey, 2004), la Cuarta Cumbre de las Américas (Mar del Plata, 2005) y la Quinta Cumbre de las Américas (Puerto España, 2009) han establecido prioridades políticas, económicas y sociales para el Hemisferio que definen la agenda interamericana,
Que la Organización de los Estados Americanos (OEA) es el principal foro político para el diálogo y la cooperación entre los países del Hemisferio y que las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno han reconocido su función central en el apoyo a la implementación de los mandatos de la Cumbre;
Que la Asamblea General de la OEA ha encomendado a la Secretaría General que en todas las reuniones ministeriales considere los mandatos y directrices de las Cumbres con el fin de asegurar que las prioridades y resoluciones adoptadas por los ministros estén armonizadas con los compromisos de las Cumbres;
Que las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno también instaron a la Secretaría General, en virtud de su función central de apoyo y ejecución de los mandatos emanados de la Cumbre, en coordinación con el Grupo de Trabajo Conjunto de Cumbres (GTCC), a que presente de forma anual un informe completo al Grupo de Revisión de la Implementación de Cumbres (GRIC) sobre las acciones realizadas y avances alcanzados en todas las reuniones ministeriales interamericanas en apoyo de los objetivos de la Cumbre; 
Que, asimismo, las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno encomendaron a las instituciones integrantes del GTCC que formulen programas de acción coordinados tendientes a alcanzar los objetivos de las Cumbres de las Américas según lo establece la Declaración de Compromiso de Puerto España,1/

RECONOCIENDO la importancia de la Comisión sobre Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA, del Consejo Permanente, que tiene el mandato de coordinar las actividades que las Cumbres de las Américas asignan a la OEA y la participación de la sociedad civil en las actividades de la OEA y en el proceso de Cumbres; y
Que el 22 de enero de 2010, la Secretaría General de la OEA inauguró el Sistema de Seguimiento de las Cumbres de las Américas (SISCA), herramienta útil que está a disposición de los Estados Miembros y de la Organización, 
RESUELVE: 
1. Reafirmar los compromisos asumidos por las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno en la Declaración de Compromiso de Puerto España, aprobada en la Quinta Cumbre de las Américas.1/
2. Exhortar a los Estados Miembros y solicitar a la Secretaría General a que continúen ejecutando, promoviendo y difundiendo los compromisos asumidos en la Declaración de Compromiso de Puerto España, aprobada en la Quinta Cumbre de las Américas.1/

3. Encomendar a la Secretaría General que continúe coordinando con otros órganos y entidades de la OEA y con las instituciones que integran el Grupo de Trabajo Conjunto de Cumbres (GTCC) el seguimiento de los compromisos asumidos en la Declaración de Compromiso de Puerto España, aprobada en la Quinta Cumbre de las Américas.1/
4. Tener presente el contenido de la Declaración del Presidente de la Quinta Cumbre de las Américas, Excelentísimo señor Patrick Manning, Primer Ministro de la República de Trinidad y Tobago, en la que se informa sobre los debates de las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno, sobre la reintegración de Cuba al sistema interamericano, la crisis financiera mundial, la Declaración de Compromiso de Puerto España y Haití.1/
/
5. Alentar a los órganos, organismos y entidades del sistema interamericano, así como a los organismos del sistema de las Naciones Unidas y otras instituciones que integran el GTCC a que den prioridad a la ejecución de las iniciativas contenidas en la Declaración de Compromiso de Puerto España de la Quinta Cumbre de las Américas, y a que informen periódicamente a la Comisión sobre Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA (CISC) sobre el progreso alcanzado en la implementación de los mandatos adoptados y los compromisos asumidos.1/
6. Encomendar a la Secretaría de Cumbres que utilice y promueva mediante sesiones de capacitación a los Estados Miembros, cuando fuese necesario, el Sistema de Seguimiento de las Cumbres de las Américas (SISCA) para facilitar su uso en la presentación de informes acerca de las acciones y avances de los mandatos emanados de las Cumbres y que provea actualizaciones a la CISC y al Grupo de Revisión de la Implementación de Cumbres (GRIC) sobre la implementación y seguimiento de los compromisos asumidos en la Declaración de Compromiso de Puerto España. 
7. Solicitar a la Secretaría General que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
AG/RES. 2565 (XL-O/10)

PROYECTO DE DECLARACIÓN AMERICANA SOBRE LOS
DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 1022 (XIX-O/89), AG/RES. 1479 (XXVII-O/97), AG/RES. 1549 (XXVIII-O/98), AG/RES. 1610 (XXIX-O/99), AG/RES. 1708 (XXX-O/00), AG/RES. 1780 (XXXI-O/01), AG/RES. 1851 (XXXII-O/02), AG/RES. 1919 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2029 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2073 (XXXV-O/05), AG/RES. 2234 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2294 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2368 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2498 (XXXIX-O/09);

VISTOS el Informe de la Presidencia del Grupo de Trabajo Encargado de Elaborar el Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas en relación con las actividades celebradas durante el período 2009-2010 (GT/DADIN/doc.397/10), incluyendo la celebración de la Decimosegunda Reunión de Negociaciones para la Búsqueda de Consensos y el informe de ésta (GT/DADIN/doc.393/10);

DESTACANDO los resultados de la Decimosegunda Reunión de Negociaciones para la Búsqueda de Consensos sobre el Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, celebrada en Washington, D. C., del 30 de noviembre al 2 de diciembre de 2009; y

RECONOCIENDO los importantes aportes del Fondo Específico para Apoyar la Elaboración de la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas,

RESUELVE:

1. Reafirmar la voluntad y el compromiso de los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos con el proceso en torno al Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. 

2. Renovar el mandato del Grupo de Trabajo Encargado de Elaborar el Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas para que continúe sus reuniones de negociación para la búsqueda de consensos con el fin de culminar la redacción del Proyecto de Declaración con base en el documento “Registro del estado actual del Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas”, en adelante “Registro del Estado Actual” (GT/DADIN/doc.334/08 rev. 5) y tomando en consideración el “Compendio de propuestas de negociación para la búsqueda de consensos celebradas por el Grupo de Trabajo”, resultado de la Decimosegunda Reunión de Negociaciones para la Búsqueda de Consensos (GT/DADIN/doc.255/06 add. 3) y de los demás documentos pertinentes del Grupo de Trabajo. 

3. Solicitar al Consejo Permanente que instruya al Grupo de Trabajo que:

a) celebre dos reuniones de negociación para la búsqueda de consensos con una duración de tres días antes de la celebración del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General;

b) convoque la celebración de las reuniones de negociación para la búsqueda de consensos sobre el Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas con tres meses de antelación; y

c) tome las medidas convenientes para asegurar la participación efectiva en dichas reuniones de representantes de los Estados Miembros y de los pueblos indígenas. 

4. Invitar a los Estados Miembros a realizar consultas o diálogos con los respectivos pueblos indígenas en relación con el Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas.

5. Solicitar a la Junta de Selección del Fondo Específico para apoyar la elaboración de la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas que continúe trabajando conforme a los principios de transparencia establecidos en la resolución CP/RES. 951 (1691/09), “Fondo Específico para apoyar la elaboración de la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas”.

6. Agradecer a los Estados Miembros, Observadores Permanentes e instituciones por las valiosas contribuciones al Fondo Específico las cuales permitirán realizar las reuniones sugeridas para el período que cubre la presente resolución e invitar a todos los Estados e instituciones a que sigan apoyando con sus aportes los objetivos del Fondo.

7. Solicitar a la Secretaría General y a los órganos, organismos y entidades de la Organización, que continúen prestando su valioso apoyo al proceso de elaboración de la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y agradecerles su permanente contribución al mismo. 

8. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2566 (XL-O/10)

CONTINUACIÓN DE LA PARTICIPACIÓN EN EL CONSEJO INTERAMERICANO
PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LOS ESTADOS MIEMBROS
QUE NO HAN RATIFICADO EL PROTOCOLO DE MANAGUA
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)


LA ASAMBLEA GENERAL,


VISTAS la resolución AG/RES. 2 (XXII-E/96), “Participación en el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) de los Estados Miembros que no hayan ratificado el Protocolo de Managua cuando éste entre en vigor”, y las resoluciones AG/RES. 1442 (XXVI-O/96), AG/RES. 1507 (XXVII-O/97), AG/RES. 1575 (XXVIII-O/98), AG/RES. 1726 (XXX-O/00), AG/RES. 1815 (XXXI-O/01), AG/RES. 1863 (XXXII-O/02), AG/RES. 1910 (XXXIII-O/03), AG/RES. 1978 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2090 (XXXV-O/05), AG/RES. 2214 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2313 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2385 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2477 (XXXIX-O/09), así como las resoluciones CIDI/RES. 24 (II-O/97), CIDI/RES. 42 (III-O/98), CIDI/RES. 83 (IV-O/99), CIDI/RES. 94 (V-O/00), CIDI/RES. 4 (I-E/01), CIDI/RES. 116 (VII-O/02), CIDI/RES. 138 (VIII-O/03), CIDI/RES. 141 (IX-O/04), CIDI/RES. 177 (X-O/05), CIDI/RES. 191 (XI-O/06), CIDI/RES. 200 (XII-O/07), CIDI/RES. 208 (XIII-O/08), CIDI/RES. 216 (XIV-O/09) y CIDI/RES. 229 (XV-O/10), “Continuación de la participación en el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral de los Estados Miembros que no han ratificado el Protocolo de Managua”;


DESTACANDO las reformas a la Carta de la Organización de los Estados Americanos para incluir la superación de la pobreza crítica como un objetivo básico del desarrollo integral (Protocolo de Washington) y crear un Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) que promueva la cooperación entre los Estados americanos con el propósito de lograr su desarrollo integral y, en particular, para contribuir a la eliminación de la pobreza crítica (Protocolo de Managua); y


CONSIDERANDO que a la fecha de esta resolución aún hay Estados Miembros que no han ratificado el Protocolo de Managua,

RESUELVE:

1. Exhortar a los Estados Miembros que han firmado y no han ratificado el Protocolo de Washington, que incorpora la eliminación de la pobreza crítica como un objetivo básico del desarrollo, y el Protocolo de Managua, que establece el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI), a que consideren hacerlo lo más pronto posible.

2. Extender la vigencia de la resolución AG/RES. 2 (XXII-E/96), “Participación en el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) de los Estados Miembros que no hayan ratificado el Protocolo de Managua cuando éste entre en vigor”, hasta el cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General, en el cual se revisará la situación si en ese momento aún existieran Estados Miembros que no hubiesen ratificado el Protocolo de Managua.

3. Solicitar al CIDI que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución.

AG/RES. 2567 (XL-O/10)
INFORME DE LA REUNIÓN ESPECIALIZADA DEL CIDI 
DE ALTAS AUTORIDADES DE COOPERACIÓN

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)


LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS:


Las resoluciones CIDI/RES. 164 (X-O/05), “Fortalecimiento del diálogo político sustantivo en el marco del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral”, CIDI/RES. 179 (XI-O/06), “Reiteración y renovación de compromisos y mandatos en el ámbito de la cooperación interamericana para el desarrollo integral”, CIDI/RES. 194 (XII-O/07), “Fortalecimiento del diálogo político sustantivo en el marco del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral”, CIDI/RES. 213 (XIII-O/08), “Fortalecimiento de la cooperación solidaria: Diálogo político, cooperación técnica, estructura y mecanismos”, CIDI/RES. 224 (XIV-O/09), “Reunión Especializada del CIDI de Altas Autoridades de Cooperación” y CIDI/RES. 231 (XV-O/10), “Informe de la Reunión Especializada del CIDI de Altas Autoridades de Cooperación”; y

Las resoluciones AG/RES. 2079 (XXXV-O/05), “Fortalecimiento del diálogo político sustantivo en el marco del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral”, AG/RES. 2203 (XXXVI-O/06), “Reiteración y renovación de compromisos y mandatos en el ámbito de la cooperación interamericana para el desarrollo integral”, AG/RES. 2305 (XXXVII-O/07), “Fortalecimiento del diálogo político sustantivo en el marco del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral”, AG/RES. 2390 (XXXVIII-O/08), “Fortalecimiento de la cooperación solidaria: Diálogo político, cooperación técnica, estructura y mecanismos”, y AG/RES. 2476 (XXXIX-O/09), “Reunión Especializada del CIDI de Altas Autoridades de Cooperación”; 

TENIENDO EN CUENTA que el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) tiene como finalidad promover la cooperación solidaria entre los Estados Miembros con el propósito de lograr su desarrollo integral y, en particular, contribuir a la eliminación de la pobreza crítica que es el principal flagelo que enfrenta el Hemisferio;

TOMANDO EN CUENTA TAMBIÉN los importantes mandatos del CIDI y los emanados de las reuniones sectoriales ministeriales y de altas autoridades, en los campos económico, social, educativo, cultural, laboral, turístico, de desarrollo sostenible, y científico y tecnológico, es necesario y fundamental que los Estados Miembros sostengan, en las reuniones de dicho Consejo, un diálogo político sustantivo sobre el tema que se aborde y logren avanzar en la formulación de políticas, la definición de prioridades y el desarrollo de acciones específicas para promover el desarrollo integral; y

CONSIDERANDO:

Que la Reunión Especializada del CIDI de Altas Autoridades de Cooperación se celebró en Bogotá, Colombia, los días 26 y 27 de octubre de 2009; 

Que el diálogo de las Altas Autoridades de Cooperación se centró en el tema “La eficacia de la cooperación hemisférica” y en él se consideró el rol que puede cumplir la Organización de los Estados Americanos como agente articulador, cuando sea apropiado, y foro de diálogo hemisférico en materia de cooperación y se examinaron oportunidades para maximizar la cooperación regional, incluyendo modalidades alternativas de cooperación como la cooperación horizontal, sur-sur y triangular; y


Que la Reunión Especializada del CIDI de Altas Autoridades de Cooperación aprobó el Consenso de Bogotá (CIDI/RECOOP/doc.8/09 rev. 3),

RESUELVE:

1. Felicitar al Gobierno de Colombia por la exitosa celebración de la Reunión Especializada del CIDI de Altas Autoridades de Cooperación.

2. Hacer suyo el Consenso de Bogotá aprobado por la Reunión Especializada del CIDI de Altas Autoridades de Cooperación.

3. Acoger la recomendación contenida en el Consenso de Bogotá para realizar reuniones de Altas Autoridades de Cooperación con la frecuencia que los Estados Miembros consideren necesaria.

4. Encomendar al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) y a la Agencia Interamericana para la Cooperación y el Desarrollo que, con el apoyo de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral den seguimiento a las recomendaciones hechas en las Reuniones Especializadas del CIDI de Altas Autoridades de Cooperación y apoyen su implementación.

5. Solicitar al CIDI que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

ANEXO

CONSENSO DE BOGOTÁ
/
/

LAS ALTAS AUTORIDADES DE COOPERACIÓN Y REPRESENTANTES DE LOS ESTADOS MIEMBROS REUNIDAS EN EL MARCO DE LA REUNIÓN ESPECIALIZADA DEL CIDI DE ALTAS AUTORIDADES DE COOPERACIÓN, celebrada en Bogotá, Colombia, los días 26 y 27 de octubre de 2009, 


TOMANDO EN CUENTA la Carta de la Organización de los Estados Americanos, las resoluciones de la Asamblea General y del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) de la Organización de los Estados Americanos (OEA) sobre cooperación, así como el Curso de Acción de Playa del Carmen de la Reunión Técnica Especial de Autoridades Nacionales y Expertos de Cooperación, celebrada en Playa del Carmen, México, en octubre de 2008; y 


RECONOCIENDO la importancia del papel que puede jugar la OEA como foro de diálogo hemisférico en materia de cooperación, particularmente para promover la discusión sobre tendencias de cooperación, innovaciones e información en general, maximizar las oportunidades de una cooperación regional más eficaz y propiciar un papel más activo y mejor coordinado de la región en los foros internacionales donde se discuten los temas de cooperación,

ACUERDAN:

I.
Promover a la Organización de los Estados Americanos (OEA) como foro de diálogo de cooperación hemisférica, particularmente sobre la eficacia de la cooperación en las Américas para lo cual recomiendan al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI): 

1.
Realizar Reuniones de Altas Autoridades de Cooperación con la frecuencia que los Estados Miembros consideren necesaria.

2.
Articular mejor, a través de acciones concretas, la cooperación de tal forma de lograr una adecuada implementación de los mandatos políticos establecidos por los distintos foros políticos de la OEA y las conclusiones de las Cumbres de las Américas. 

3.
Fortalecer la Red Interamericana de Cooperación dentro de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI) como un mecanismo que facilite el diálogo entre las autoridades de cooperación, contribuya al intercambio de experiencias en la gestión de la cooperación, propicie la cooperación entre los Estados Miembros y eleve la eficacia de la cooperación en las Américas. 

II.
Lograr que la cooperación que se ofrece en el marco de la OEA sea más eficaz para lo cual recomiendan al CIDI: 

1.
 Promover y apoyar la cooperación que se realiza en el marco de la OEA, particularmente las modalidades alternativas de cooperación y, entre otras, la cooperación horizontal, sur-sur y triangular, así como el trabajo en redes.

2.
Continuar con la revisión del Fondo Especial Multilateral del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (FEMCIDI) a fin de que sus programas, proyectos y actividades sean eficientes y efectivos.

3.
Establecer un panorama claro sobre la relación entre los trabajos de cooperación que hace la OEA y otras organizaciones internacionales a fin de promover mayores sinergias y complementariedades entre los programas, proyectos y actividades de cooperación en el Hemisferio que realiza la OEA y otros organismos internacionales. 

4.
Fortalecer la capacidad de la OEA para movilizar recursos financieros y no financieros para las actividades de cooperación solidaria y para tal efecto, solicitamos a la Agencia Interamericana para la Cooperación y el Desarrollo (AICD), en el campo de sus atribuciones, que trabaje con el apoyo de la SEDI y otras instancias pertinentes de la OEA en una estrategia para la captación y gestión de recursos que incluya un análisis del impacto de los gastos administrativos, incluyendo costos directos e indirectos. 

5.
Apoyar a los Estados Miembros para que fortalezcan sus sistemas de información de cooperación internacional. 

6.
Fortalecer la participación de los Estados Miembros en el proceso de selección, ejecución, monitoreo y evaluación de los proyectos por medio del fortalecimiento de la AICD. 

7.
Continuar con la revisión del marco estructural y los parámetros funcionales actuales del CIDI y de sus órganos subsidiarios, iniciada en el seno de la OEA, a efectos de optimizar la eficiencia y la eficacia de las iniciativas de cooperación y desarrollo de la OEA.

9. Encomendar a la AICD que le dé seguimiento a las recomendaciones acordadas en las Reuniones Especializadas del CIDI de Altas Autoridades de Cooperación y que apoye su implementación. 
AG/RES. 2568 (XL-O/10)

SEGUNDA REUNIÓN DE MINISTROS Y ALTAS AUTORIDADES
DE DESARROLLO SOCIAL EN EL ÁMBITO DEL CIDI

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)
LA ASAMBLEA GENERAL, 

VISTAS:

Las resoluciones AG/RES. 2081 (XXXV-O/05), “Pobreza, equidad e inclusión social: Seguimiento de la Declaración de Margarita”, AG/RES. 2383 (XXXVIII-O/08), “Primera Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social en el ámbito del CIDI”, y AG/RES. 2472 (XXXIX-O/09), “Informe de la Primera Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social en el ámbito del CIDI”;


Las resoluciones CIDI/RES. 165 (X-O/05), “Pobreza, equidad e inclusión social: Seguimiento de la Declaración de Margarita”, CIDI/RES. 206 (XIII-O/08), “Primera Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social en el ámbito del CIDI”, y CIDI/RES. 221 (XIV-O/09), “Informe de la Primera Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social”; y 

La resolución CIDI/RES. 232 (XV-O/10), “Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social en el ámbito del CIDI”;

CONSIDERANDO: 

Que los Jefes de Estado y de Gobierno reunidos en la Quinta Cumbre de las Américas, celebrada en Puerto España, Trinidad y Tobago, del 17 al 19 de abril de 2009, instruyeron a sus ministros, en especial los responsables de finanzas, planificación y desarrollo social, a que inicien o fortalezcan la revisión de los programas nacionales de protección social, inclusión y erradicación de la pobreza, si así se considera necesario, con el fin de aumentar la eficiencia y eficacia, reducir duplicaciones, identificar brechas a nivel nacional y optimizar el uso de los recursos, y los instruyen a que intercambien las experiencias y mejores prácticas que emanen de esas revisiones en la Segunda Reunión de Ministros y Autoridades de Alto Nivel de Desarrollo Social, a llevarse a cabo en Colombia, en el año 2010;
/
Que el establecimiento de la Red Interamericana de Cooperación para la Protección Social fue apoyado por los Jefes de Estado y de Gobierno reunidos en la Quinta Cumbre de las Américas y que su lanzamiento oficial se realizó en Nueva York, Estados Unidos de América, el 22 de septiembre de 2009;

Que es responsabilidad del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) fomentar el diálogo regional y actividades de cooperación a favor del desarrollo integral y combate a la pobreza; y

TENIENDO PRESENTE: 

Que el Gobierno de Colombia ofreció ser sede de la Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social en el ámbito del CIDI y que la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI), mediante la resolución CEPCIDI/RES. 160 (CLV-O/10), “Convocatoria de la Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social en el ámbito del CIDI”, aprobó su convocatoria para los días 8 y 9 de julio de 2010 en Cali, Colombia; y

Que la Comisión Interamericana de Desarrollo Social (CIDES) celebrará su tercera reunión ordinaria en la sede de la Organización de los Estados Americanos los días 6 y 7 de abril de 2010 para hacer seguimiento del cumplimiento de mandatos de la Primera Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social en el ámbito del CIDI e iniciar los preparativos del segundo encuentro,

RESUELVE:

1. Agradecer y acoger con beneplácito el ofrecimiento del Gobierno de Colombia para ser sede de la Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social en el ámbito del CIDI, los días 8 y 9 de julio de 2010.

2. Invitar a los Estados Miembros a que participen en la Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social en el ámbito del CIDI con sus máximas autoridades de desarrollo social.

3. Encomendar a la Secretaría General que, a través de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI), apoye los preparativos de la Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social en el ámbito del CIDI, y que periódicamente informe a la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI) sobre ese proceso.

4. Solicitar al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
AG/RES. 2569 (XL-O/10)

ERRADICACIÓN DEL ANALFABETISMO Y LUCHA CONTRA
LAS ENFERMEDADES QUE AFECTAN EL DESARROLLO INTEGRAL

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS:

Las resoluciones CIDI/RES. 180 (XI-O/06), CIDI/RES. 196 (XII-O/07), CIDI/RES. 210 (XIII-O/08), CIDI/RES. 225 (XIV-O/09) y CIDI/RES. 233 (XV-O/10), “Erradicación del analfabetismo y lucha contra las enfermedades que afectan el desarrollo integral”; y


Las resoluciones AG/RES. 2308 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2387 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2467 (XXXIX-O/09), “Erradicación del analfabetismo y lucha contra las enfermedades que afectan el desarrollo integral”;

TENIENDO EN CUENTA que el logro del desarrollo integral implica la consolidación en las Américas de objetivos básicos fundamentales sobre los que dicho desarrollo pueda ser construido, tales como la alfabetización de las poblaciones y el alivio de las enfermedades que atentan contra ese propósito;

CONSIDERANDO:

Que en la Cuarta Cumbre de las Américas, los Jefes de Estado y de Gobierno se comprometieron a “implementar políticas integrales que institucionalicen la lucha contra la pobreza”, así como a “consolidar sociedades más democráticas con oportunidades para todos y fomentar un mayor acceso a la educación, la salud y los mercados laborales y de crédito”; y

Que en la Quinta Cumbre de las Américas, los Jefes de Estado y de Gobierno, reconocieron que “la educación es un proceso de toda la vida, que promueve la inclusión social y la ciudadanía democrática y permite a la persona contribuir plenamente al desarrollo de la sociedad” y que le asignarán “una alta prioridad al mejoramiento y expansión de la alfabetización, conocimientos básicos de aritmética y de las ciencias, así como el acceso a la educación terciaria, técnico vocacional y de adultos”;
/
RECORDANDO que, en ese mismo sentido, el artículo 34, inciso h) de la Carta de la Organización de los Estados Americanos menciona la erradicación rápida del analfabetismo y la ampliación, para todos, de las oportunidades en el campo de la educación, como una de las metas básicas a conseguir en el camino hacia el desarrollo integral;

RECORDANDO TAMBIÉN que el logro de la educación primaria universal y el combate al VIH/SIDA, el paludismo y otras enfermedades fueron expresamente incluidos en la Declaración del Milenio de las Naciones Unidas y en los Objetivos de Desarrollo del Milenio establecidos consecuentemente;

RECORDANDO ASIMISMO que en la Décimo Séptima Conferencia Internacional sobre el Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida, los Ministros de Educación y Salud de América Latina y el Caribe reafirmaron la importancia de la educación sexual integral, con énfasis en la prevención del VIH y las enfermedades transmitidas sexualmente, y se comprometieron a fortalecer las sinergias entre prevención y educación para disminuir la epidemia en la región;

TENIENDO PRESENTE:

Que el analfabetismo y el analfabetismo funcional son la causa de que un gran número de personas se encuentren privadas de la posibilidad de participar plenamente en los procesos dirigidos al desarrollo integral y de aprovechar sus beneficios;

Que existen en las Américas carencias importantes y condiciones precarias en materia sanitaria y de servicios de salud, particularmente con respecto a enfermedades crónicas, emergentes y reemergentes, que en algunos casos afectan gravemente la capacidad de las personas de participar en los procesos mencionados;

Que existe un vínculo entre un mayor grado de alfabetización de las poblaciones y la capacidad de acceder más fácilmente y beneficiarse de los contenidos de los documentos de difusión pública, programas y campañas de salud, de carácter informativo, preventivo o paliativo, por medio de los cuales se busca reducir las inequidades en materia de salud y mejorar las condiciones sanitarias en los países del Hemisferio;

Que en la Cumbre Extraordinaria de las Américas y en la Cuarta Cumbre de las Américas, los Jefes de Estado y de Gobierno manifestaron su preocupación por las enfermedades crónicas, emergentes y reemergentes, y se comprometieron a fortalecer la cooperación y el intercambio de información en la lucha contra ellas, así como a desarrollar al respecto programas de promoción, prevención, control y tratamiento con el propósito de implementar acciones integrales de salud pública;

Que en la Cuarta Reunión de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI, éstos reconocieron la necesidad de trabajar sobre los altos índices de analfabetismo existentes en los países de la región, propusieron considerar el diseño de un programa regional de alfabetización y encomendaron a la Organización de los Estados Americanos (OEA) el estudio de esta posibilidad;

Que en la Cuarta Cumbre de las Américas, los Jefes de Estado y de Gobierno apoyaron las recomendaciones resultantes de la Cuarta Reunión de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI y se comprometieron a promover la alfabetización y a desarrollar en el marco de la OEA, antes de 2008, el estudio de un programa de alfabetización que tenga en cuenta experiencias exitosas en la materia para avanzar hacia la eliminación del analfabetismo; y

Que el Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral 2006-2009 incluye, entre las acciones prioritarias en materia de educación, “apoyar los esfuerzos de los Estados Miembros para reducir los altos niveles de analfabetismo para asegurar una ciudadanía democrática, facilitar el trabajo decente, luchar contra la pobreza y lograr mayor inclusión social de la población en general”;

CONSCIENTE de la necesidad de asegurar una educación de calidad con igualdad de oportunidades y posibilidades para nuestros pueblos;
CONVENCIDA de que la plena alfabetización constituye un elemento fundamental para el logro de sociedades justas e inclusivas, y para la consolidación de la democracia en las Américas, así como para trasmitir valores democráticos fundamentales, tales como el respeto a las instituciones y las libertades individuales, la tolerancia, los derechos humanos y la equidad de género;

PREOCUPADA por los obstáculos al desarrollo integral que derivan de las enfermedades, principalmente de aquellas que tienen un impacto social o pueden estar vinculadas a la pobreza o falta de educación; y

DESTACANDO su convicción de que las dificultades y desafíos que plantean el analfabetismo, las deficiencias en la calidad de la educación y los problemas sanitarios en las Américas sólo pueden ser superados a partir de un enfoque solidario que involucre a los gobiernos y a la sociedad civil en su conjunto, tomando en cuenta las oportunidades de incorporar contenidos curriculares de salud en la educación formal,

RESUELVE:

1. Ratificar la voluntad de los Estados Miembros, renovada en la Declaración y Plan de Acción de la Cuarta Cumbre de las Américas y recogida en la resolución AG/RES. 2308 (XXXVII-O/07) del trigésimo séptimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA), de impulsar acciones y promover programas específicos para alcanzar la plena alfabetización de las poblaciones del Hemisferio y mejorar la calidad de la educación en todos los niveles, así como para alcanzar la superación de enfermedades que constituyen un obstáculo para el desarrollo integral.

2. Continuar, según se ha decidido, el proceso de estudio de un programa para avanzar hacia la eliminación del analfabetismo en el Hemisferio que tenga en cuenta experiencias exitosas en la materia y reconocer, en este sentido, los esfuerzos en la materia emprendidos en el marco de la Comisión Interamericana de Educación (CIE) sobre la propuesta “Iniciativa para la alfabetización”, exhortando a que se desarrollen y profundicen esos esfuerzos.

3. Recomendar que en dicho proceso se tengan en cuenta las prácticas óptimas en los Estados Miembros, encomendando para tal efecto a la Secretaría General que, a través de sus áreas técnicas pertinentes, continúe el estudio de tales prácticas en los Estados Miembros a efectos de compartir los resultados obtenidos.

4. Reiterar la solicitud a la Secretaría General de que, a través de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI), y en atención a lo señalado en los puntos resolutivos 2 y 3 anteriores, apoye de manera decidida a los Estados Miembros en sus esfuerzos relacionados con esta materia y colabore con los mismos.

5. Reiterar a las autoridades nacionales en el área de educación la recomendación de que exploren la determinación de una fecha tentativa para la erradicación del analfabetismo en las Américas, teniendo en cuenta las características propias de cada Estado Miembro para alcanzar esa meta en el menor plazo posible.

6. Apoyar a los Estados Miembros, a través de las áreas técnicas de la Secretaría General con competencia específica en la materia, en sus esfuerzos por erradicar el analfabetismo y mejorar la calidad de la educación, coordinando cuando resulte pertinente, con otros organismos regionales o internacionales que desarrollan iniciativas en la materia, especialmente la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO).

7. Agradecer la permanente contribución de la Organización Panamericana de la Salud (OPS) y de la OEA a los objetivos de la presente resolución, en especial la presentación de su informe anual 2008 que incluye el tratamiento de los determinantes sociales de la salud a través de programas que aborden los determinantes sociales del hambre, incluyendo aspectos de educación, condiciones ambientales y de vida y el acceso a la atención de la salud.

8. Continuar fortaleciendo el diálogo formal con la OPS, a través de la alianza estratégica entre ambas organizaciones, a fin de coordinar sus respectivos esfuerzos en el ámbito de competencia de cada una, con respecto a los problemas de salud en las Américas y su impacto social, y alentar el continuo intercambio entre ambas organizaciones a través de diferentes actividades, según se acuerde.

9. Reiterar el llamamiento a los Ministros y máximas autoridades en las áreas de educación y de salud del Hemisferio para que consideren la materia de esta resolución.

10. Solicitar a la Secretaría General que, a través de la SEDI, informe anualmente al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) sobre el cumplimiento de esta resolución.

11. Solicitar al CIDI que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
AG/RES. 2570 (XL-O/10)

QUINTA REUNIÓN INTERAMERICANA DE MINISTROS Y 
MÁXIMAS AUTORIDADES DE CULTURA EN EL ÁMBITO DEL CIDI

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)


LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS:

Las resoluciones AG/RES. 2208 (XXXVI-O/06), “Tercera Reunión Interamericana de Ministros y Máximas Autoridades de Cultura en el ámbito del CIDI”, AG/RES. 2309 (XXXVII-O/07), “Informe de la Tercera Reunión Interamericana de Ministros y Máximas Autoridades de Cultura en el ámbito del CIDI”, y AG/RES. 2473 (XXXIX-O/09), “Informe de la Cuarta Reunión Interamericana de Ministros y Máximas Autoridades de Cultura en el ámbito del CIDI”;

Las resoluciones CIDI/RES. 184 (XI-O/06), “Tercera Reunión Interamericana de Ministros y Máximas Autoridades de Cultura en el ámbito del CIDI”, CIDI/RES. 197 (XII-O/07), “Informe de la Tercera Reunión Interamericana de Ministros y Máximas Autoridades de Cultura en el ámbito del CIDI”, CIDI/RES. 219 (XIV-O/09), “Informe de la Cuarta Reunión Interamericana de Ministros y Máximas Autoridades de Cultura en el ámbito del CIDI”, y CIDI/RES. 234 (XV-O/10), “Quinta Reunión Interamericana de Ministros y Máximas Autoridades de Cultura en el ámbito del CIDI”;


La resolución AG/RES. 2468 (XXXIX-O/09), “2011: Año Interamericano de la Cultura”; y


La resolución CEPCIDI/RES. 164 (CLV-O/10), “Convocatoria de la Quinta Reunión Interamericana de Ministros y Máximas Autoridades de Cultura en el ámbito del CIDI”;

CONSIDERANDO:

Que los Jefes de Estado y de Gobierno reunidos en la Quinta Cumbre de las Américas, celebrada en Puerto España, Trinidad y Tobago, del 17 al 19 de abril de 2009, reconocieron que la cultura desempeña un papel primordial en el desarrollo general de nuestros países, en la lucha contra la pobreza y en nuestros esfuerzos por mejorar la calidad de vida de todos nuestros pueblos, así como la contribución positiva de la cultura en la creación de la cohesión social y el establecimiento de comunidades más sólidas y más incluyentes, y que continuarán promoviendo el diálogo intercultural y el respeto por la diversidad cultural para alentar el entendimiento mutuo, el cual ayuda a reducir los conflictos, la discriminación y los obstáculos a las oportunidades económicas y la participación social;
/

Que los Jefes de Estado y de Gobierno reunidos en la Cuarta Cumbre de las Américas, celebrada en Mar del Plata, Argentina, el 4 y 5 de noviembre de 2005, reconocieron el vínculo importante entre el desarrollo y la cultura y estuvieron de acuerdo en que el apoyo a la cultura en sus dimensiones múltiples contribuye, entre otras cosas, a la preservación y protección del patrimonio histórico, al realce de la dignidad e identidad de nuestros pueblos, a la creación de trabajo decente y a la superación de la pobreza;

Que es responsabilidad del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) fomentar el diálogo regional y actividades de cooperación a favor del desarrollo integral y sostenible en el ámbito de la cultura; y

Que el diálogo de los Ministros y Máximas Autoridades de Cultura durante su cuarta reunión, celebrada en Bridgetown, Barbados, en 2008 giró en torno a la creación de políticas públicas eficaces para la promoción y sostenibilidad de un sector cultural dinámico; el papel de los sectores público, privado e internacional en la creación de asociaciones y alianzas en la economía de la cultura, y la participación de la juventud en la economía de la cultura; y
TENIENDO EN CUENTA:

Que la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI) acogió con beneplácito el ofrecimiento de Brasil para ser sede de la Quinta Reunión Interamericana de Ministros y Máximas Autoridades de Cultura en el ámbito del CIDI;

Que 2011 ha sido declarado Año Interamericano de la Cultura por la Organización de los Estados Americanos; y
Que en noviembre de 2009 se celebró la Cuarta Reunión Ordinaria de la Comisión Interamericana de Cultura (CIC) para dar seguimiento e implementar los acuerdos de la Cuarta Reunión de Ministros y Máximas Autoridades de Cultura y empezar los preparativos de la Quinta Reunión y del Año Interamericano de la Cultura,

RESUELVE:

1. Agradecer y acoger con beneplácito el ofrecimiento del Gobierno de Brasil para que se celebre en ese país la Quinta Reunión Interamericana de Ministros y Máximas Autoridades de Cultura en el ámbito del CIDI los días 1 y 2 de diciembre de 2010. 

2. Reconocer la particular importancia de la celebración este año de la Quinta Reunión Interamericana de Ministros y Máximas Autoridades de Cultura en el ámbito del CIDI, a la luz de que el 2011 ha sido declarado Año Interamericano de la Cultura por la Organización de los Estados Americanos.

3. Hacer un llamamiento a los Estados Miembros para que participen en la Quinta Reunión Interamericana de Ministros y Máximas Autoridades de Cultura en el ámbito del CIDI con sus máximas autoridades de cultura.
4. Encomendar a la Secretaría General que, a través de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral, apoye los preparativos de la Quinta Reunión Interamericana de Ministros y Máximas Autoridades de Cultura en el ámbito del CIDI, y que periódicamente informe a la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral sobre ese proceso.
5. Solicitar al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
AG/RES. 2571 (XL-O/10)

PROGRAMA INTERAMERICANO SOBRE 
EDUCACIÓN EN VALORES Y PRÁCTICAS DEMOCRÁTICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS las resoluciones AG/RES. 1907 (XXXII-O/02), “Promoción de la democracia”, AG/RES. 1869 (XXXII-O/02), “Promoción de la cultura democrática”, AG/RES. 1960 (XXXIII-O/03), “Programa de Gobernabilidad Democrática en las Américas”, AG/RES. 1957 (XXXIII-O/03), “Promoción y fortalecimiento de la democracia: Seguimiento a la Carta Democrática Interamericana”, AG/RES. 2044 (XXXIV-O/04), “Promoción y fortalecimiento de la democracia”, AG/RES. 2045 (XXXIV-O/04), “Programa de Gobernabilidad Democrática en las Américas”, AG/RES. 2119 (XXXV-O/05), “Promoción y fortalecimiento de la democracia”, AG/RES. 2164 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2320 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2423 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2481 (XXXIX-O/09), “Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas”, y CIDI/RES. 235 (XV-O/10), “Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas”;
TENIENDO EN CUENTA:


Que en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, los Estados Miembros reafirman que la educación de los pueblos debe orientarse hacia la justicia, la libertad y la paz, y se comprometen a dar importancia primordial, dentro de sus planes de desarrollo, al estímulo de la educación, orientada hacia el mejoramiento integral de la persona humana y como fundamento de la democracia, la justicia social y el progreso;


Que en la Carta Democrática Interamericana se reconoce que la educación es clave para fortalecer las instituciones democráticas, promover el desarrollo del potencial humano y el alivio de la pobreza, y para fomentar un mayor entendimiento entre los pueblos. Para cumplir estas metas, es esencial que una educación de calidad esté al alcance de todos, incluyendo a las niñas y a las mujeres, a los habitantes de las zonas rurales y a las minorías; y que se prestará atención especial al desarrollo de programas y actividades para la educación de la niñez y la juventud como forma de asegurar la permanencia de los valores democráticos, incluidas las libertades fundamentales y la justicia social; 

Que en la Declaración contra la Violencia aprobada en la Segunda Reunión de Ministros de Educación, celebrada en Punta del Este, Uruguay, el 24 de septiembre de 2001, los ministros se comprometieron a enfatizar la no violencia y la cultura de paz dentro de las iniciativas de formación y educación en valores a nivel nacional y subregional, y a impulsar la construcción de un programa hemisférico para la educación en valores democráticos;


Que en la Declaración de Santiago sobre democracia y confianza ciudadana: Un nuevo compromiso de gobernabilidad para las Américas, aprobada durante el trigésimo tercer período ordinario de sesiones de la Asamblea General en junio de 2003, los Ministros de Relaciones Exteriores de los Estados Miembros declararon que “la consolidación de la democracia en la región requiere de una cultura basada en principios y valores democráticos profundos y en la vivencia cotidiana de ellos. Estos valores deben fomentarse a través de una educación para la democracia”;


Que en la Declaración de México, aprobada en la Tercera Reunión Interamericana de Ministros de Educación, celebrada en la Ciudad de México, del 11 al 13 de agosto de 2003, los ministros reconocieron “la importancia de formar conciencia, cultura y valores democráticos en las presentes y futuras generaciones, así como la de los principios de la Carta Democrática Interamericana”, e instaron a que “se impulse la incorporación de dichos principios en los programas educativos de acuerdo al ordenamiento de cada país”;


Que en la Declaración de Compromiso de Puerto España de la Quinta Cumbre de las Américas, los Jefes de Estado y de Gobierno reconocieron que “la educación es un proceso de toda la vida, que promueve la inclusión social y la ciudadanía democrática y permite a la persona contribuir plenamente al desarrollo de la sociedad” y reafirmaron su “compromiso con la Declaración de Medellín de 2008 sobre la juventud y los valores democráticos”; 
/
Que en la Declaración de San Pedro Sula: Hacia una cultura de la no violencia, aprobada durante el trigésimo noveno período ordinario de sesiones de la Asamblea General en junio de 2009, los Ministros de Relaciones Exteriores de los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos declararon “la importancia de desarrollar e implementar programas educativos, comenzando en los primeros años de formación y educación, tanto en el sistema formal como informal, que promuevan una cultura de paz y no violencia”; y 

Que en la Declaración de Quito, aprobada en la Sexta Reunión Interamericana de Ministros de Educación, celebrada en Quito, Ecuador, del 12 al 14 de agosto de 2009, los ministros se comprometieron a impulsar políticas públicas y programas educativos con el objetivo de lograr una transformación cultural que permita la erradicación de la violencia con énfasis en la violencia intraescolar, intrafamiliar y la ejercida contra la mujer, los y las niñas y los y las jóvenes, debido a una variedad de factores, incluidos los culturales, económicos, sociales, étnicos y políticos;

RECORDANDO:


Que el Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas fue aprobado durante la Cuarta Reunión de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI, celebrada en Scarborough, Trinidad y Tobago, del 10 al 12 de agosto de 2005, para promover una cultura democrática y de no violencia a través de la educación formal y no formal en el Hemisferio, cuya implementación prevé la orientación de un grupo asesor integrado por funcionarios de la educación de los Estados Miembros, universitarios y expertos de la sociedad civil, así como por otros interesados pertinentes;

Que en la Declaración de Mar del Plata de la Cuarta Cumbre de las Américas, los Jefes de Estado y de Gobierno apoyaron “las recomendaciones contenidas en la Declaración y el Plan de Acción de la Cuarta Reunión de Ministros de Educación” y señalaron que se esforzarán “para que la educación pública sea de calidad en todos los niveles” y promoverán “la alfabetización para asegurar una ciudadanía democrática, fomentar el trabajo decente, luchar contra la pobreza y lograr una mayor inclusión social”;

Que en el Compromiso Hemisférico por la Educación de la Primera Infancia, adoptado en la Quinta Reunión de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI, celebrada en Cartagena de Indias, Colombia, del 14 al 16 de noviembre de 2007, los ministros hicieron referencia a una educación de calidad para todos que, entre otras cosas, estimule el desarrollo de factores vinculados con la paz, el desarrollo y los derechos humanos, la educación en prácticas y valores democráticos y la protección del medio ambiente; y se comprometieron a “redoblar esfuerzos para seguir avanzando en la construcción de una cultura democrática en nuestro Hemisferio a través de la implementación del Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas, enfatizando que los valores y prácticas propicias a la convivencia pacífica se comienzan a construir desde la primera infancia”; y


Que la Declaración de Medellín, aprobada en la cuarta sesión plenaria de la Asamblea General celebrada en junio de 2008 en la ciudad de Medellín, destaca la importancia de promover oportunidades para que los jóvenes participen de manera significativa en la vida política, económica y cultural, y que los Ministros de Relaciones Exteriores de los Estados Miembros declararon su compromiso de promover la educación formal y no formal en valores y prácticas democráticas con el propósito de desarrollar conocimientos y habilidades en la población juvenil para la vida en democracia y para el pleno goce de sus derechos humanos y libertades fundamentales, y solicitaron a la Secretaría General que, en colaboración con los Estados Miembros promueva una mayor participación de los y las jóvenes en las actividades establecidas en el marco del Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas; 
TENIENDO PRESENTE:


Los informes presentados por la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI) al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) y al Consejo Permanente en materia de diseño y ejecución del Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas, de conformidad con la resolución AG/RES. 2423 (XXXVIII-O/08); y

Que en la Declaración de Quito, aprobada en la Sexta Reunión Interamericana de Ministros de Educación, celebrada en Quito, Ecuador, del 12 al 14 de agosto de 2009, los ministros reconocieron con satisfacción los avances en la implementación del Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas, por su contribución al fortalecimiento de la cultura democrática y de la no violencia; y encomendaron a la Comisión Interamericana de Educación, con el apoyo de la SEDI, que elaborare un Plan de Trabajo 2009-2012 con especial atención a líneas de acción, tales como el fortalecimiento de estrategias, mecanismos e instancias para promover la participación de los jóvenes,

RESUELVE:

1. Destacar la importancia y reconocer los avances en la implementación del Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas, el cual, a través de las acciones realizadas bajo sus tres componentes, investigación, desarrollo profesional e intercambio de información y experiencias, contribuye a lograr una mayor comprensión de las distintas dimensiones de la educación para la democracia en las Américas, apoyar el fortalecimiento de la capacidad en los Estados Miembros, y promover la cooperación horizontal en la educación formal y no formal mediante mecanismos y oportunidades para el diálogo y para la divulgación de información sobre temas claves en educación para una ciudadanía democrática en las Américas.

2. Encomendar a la Secretaría General que continúe desarrollando actividades en el marco del Programa tales como el proyecto “Fortalecimiento de valores y prácticas democráticas para el sostenimiento y consolidación de la democracia en el Perú y en América Latina”, actualmente en ejecución en Colombia, Guatemala y Perú; el Fondo de Cooperación para Misiones de Asistencia Técnica del Programa; el proyecto “Educación para la ciudadanía democrática en el Caribe: Un curso para educadores vía Internet”, el proyecto “El uso de las artes y los medios de comunicación para promover la ciudadanía democrática en la niñez y la juventud”, realizado en colaboración con las Comisiones Interamericanas de Educación (CIE) y de Cultura (CIC); el proyecto “Educación de niños, niñas y jóvenes migrantes”; la Revista Interamericana de Educación para la Democracia; los cursos en línea, y los demás incluidos en el Plan de Trabajo de la CIE (2009-2011).

3. Solicitar a la Secretaría General que, a través de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI) y de la Secretaría de Asuntos Políticos, continúe apoyando al Consejo Permanente, al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) y a los Estados Miembros en el diseño y la ejecución del Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas, y que informe regularmente al CIDI y al Consejo Permanente.

4. Encomendar a la CIE que, en colaboración con la SEDI, la Secretaría de Asuntos Políticos y otros órganos pertinentes del sistema interamericano, lleve a cabo el seguimiento de la ejecución del Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas.

5. Agradecer a los Estados Miembros que han contribuido con recursos financieros, logísticos y humanos para el desarrollo de las actividades del Programa.

6. Invitar a los Estados Miembros y a los Observadores Permanentes, así como a las personas o a las entidades públicas y privadas nacionales o internacionales que lo deseen, a que realicen contribuciones voluntarias para respaldar el desarrollo e implementación del Programa, tomando en cuenta el compromiso de los Ministros de Educación en su sexta reunión celebrada en Quito, Ecuador, del 12 al 14 de agosto de 2009, de “instar a los organismos de cooperación, desarrollo y financiamiento para que aúnen esfuerzos para respaldar el trabajo multilateral de la CIE aportando nuevos recursos financieros que permitan, en colaboración con los aportes de los Estados Miembros y otros socios, implementar los mandatos” que acordaron.
7. Solicitar al CIDI que, con el apoyo de la SEDI informen a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
AG/RES. 2572 (XL-O/10)

SEGUNDA REUNIÓN INTERAMERICANA DE MINISTROS Y 
ALTAS AUTORIDADES DE DESARROLLO SOSTENIBLE EN EL ÁMBITO DEL CIDI

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS:

Las resoluciones CIDI/RES. 187 (XI-O/06), AG/RES. 2211 (XXXVI-O/06), “Primera Reunión Interamericana de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible en el ámbito del CIDI”, CIDI/RES. 199 (XII-O/07), AG/RES. 2312 (XXXVII-O/07), “Informe de la Primera Reunión Interamericana de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible en el ámbito del CIDI” y CIDI/RES. 236 (XV-O/10), “Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible en el ámbito del CIDI”; y


La resolución CEPCIDI/RES. 162 (CLV-O/10), “Convocatoria de la Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible en el ámbito del CIDI”;

CONSIDERANDO:

Que la Cumbre de las Américas sobre Desarrollo Sostenible, celebrada en Santa Cruz de la Sierra, Bolivia, en 1996, encomendó a la Organización de los Estados Americanos (OEA) el papel de coordinar el seguimiento de las diversas decisiones de dicha Cumbre y, al efecto, convocar las reuniones necesarias al nivel que corresponda; 

Que las declaraciones de las Cumbres de las Américas señalan que las reuniones ministeriales están produciendo importantes resultados en apoyo a los mandatos del proceso de Cumbres y que se continúe en el desarrollo de esta cooperación;

Que los Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible de las Américas reunidos en Santa Cruz de la Sierra, Bolivia, en 2006, adoptaron la Declaración de Santa Cruz 10 y el Programa Interamericano para el Desarrollo Sostenible (PIDS) 2006-2009, y decidieron celebrar una Segunda Reunión Interamericana de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible;


Que los Jefes de Estado y de Gobierno de las Américas, en el marco de la Quinta Cumbre de las Américas instruyeron a los ministros y las autoridades responsables del desarrollo sostenible a que se reúnan en 2010, bajo los auspicios de la OEA;
/ y
Que es de suma importancia para el Hemisferio la realización de una reunión ministerial sobre desarrollo sostenible, con la finalidad de hacer llegar a los más altos niveles políticos las prioridades, necesidades y recomendaciones de las máximas autoridades de desarrollo sostenible de las Américas; y
TENIENDO EN CUENTA:

Que en el marco del proceso de Cumbres, los Jefes de Estado y de Gobierno de las Américas se han comprometido a coordinar esfuerzos internacionales que apoyen políticas de desarrollo sostenible;

Que es responsabilidad del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI), en el marco del Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral 2006-2009, fomentar el diálogo sobre el desarrollo sostenible y el medio ambiente como una de sus áreas prioritarias;

Que el Gobierno de la República Dominicana ofreció ser sede de la Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible en el ámbito del CIDI, la cual fue convocada por la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI), del 6 al 8 de octubre de 2010, en Santo Domingo, República Dominicana; y
Que el Gobierno de la República Dominicana presentó a consideración de los Estados Miembros una propuesta de Proyecto preliminar de temario (CEPCIDI/doc.925/10) y propuso que la temática central de la reunión ministerial fuese “Hacia el desarrollo sostenible: Desafíos del cambio climático y gestión de riesgos en las Américas”,
RESUELVE:

1. Agradecer y acoger con beneplácito el ofrecimiento del Gobierno de la República Dominicana para que se celebre en Santo Domingo la Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible en el ámbito del CIDI, del 6 al 8 de octubre de 2010. 

2. Hacer un llamamiento a los Estados Miembros para que participen en la Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible en el ámbito del CIDI con sus máximas autoridades de desarrollo sostenible.

3. Encomendar a la Secretaría General que, a través del Departamento de Desarrollo Sostenible de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI), apoye los preparativos de la Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible en el ámbito del CIDI, y que periódicamente informe a la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI) sobre ese proceso.

4. Solicitar al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2573 (XL-O/10)

APOYO A LAS ACTIVIDADES DE LA JUNTA INTERAMERICANA DE DEFENSA
/

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)


LA ASAMBLEA GENERAL,


VISTO el Informe Anual de la Junta Interamericana de Defensa a la Asamblea General (CP/doc.4481/10);


RECORDANDO la resolución AG/RES. 1 (XXXII-E/06), “Estatuto de la Junta Interamericana de Defensa”, aprobada el 15 de marzo de 2006, y las resoluciones AG/RES. 2300 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2400 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2482 (XXXIX-O/09), “Apoyo a las actividades de la Junta Interamericana de Defensa”, aprobadas el 5 de junio de 2007, el 3 de junio de 2008 y el 4 de junio de 2009, respectivamente; 


RECORDANDO ASIMISMO que la Junta Interamericana de Defensa (JID) carece de naturaleza operativa y que en su Estatuto se establece que el propósito de la JID consiste en prestar a la Organización de los Estados Americanos (OEA) y a sus Estados Miembros servicios de asesoramiento técnico, consultivo y educativo sobre temas relacionados con asuntos militares y de defensa en el Hemisferio para contribuir al cumplimiento de la Carta de la Organización de los Estados Americanos;


ACOGIENDO CON BENEPLÁCITO los compromisos continuos en materia de recursos humanos y de otra índole asumidos por los Estados Miembros de la JID al ocupar los cargos de elección establecidos en su Estatuto; 

REITERANDO su reconocimiento del valioso papel desempeñado por la JID en cumplimiento de los mandatos contenidos en las resoluciones de la Asamblea General que contribuyen a la implementación de la Declaración sobre Seguridad en las Américas, en particular las actividades relacionadas con las medidas de fomento de la confianza y la seguridad (MFCS) y el desminado humanitario; 

REITERANDO ASIMISMO la importancia de los cursos académicos avanzados ofrecidos por el Colegio Interamericano de Defensa a oficiales militares y funcionarios civiles de los Estados Miembros de la OEA y de los Observadores Permanentes; 

RECONOCIENDO los esfuerzos realizados por la JID para promover la participación de la sociedad civil en sus reuniones y actividades, de acuerdo con la resolución CP/RES. 759 (1217/99), “Directrices para la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA”;

RECONOCIENDO TAMBIÉN la asistencia técnica que la JID brinda al Programa de Acción Integral contra Minas Antipersonal (AICMA), de conformidad con la resolución AG/RES. 2453 (XXXIX-O/09), “Las Américas como zona libre de minas terrestres antipersonal”;

TOMANDO NOTA del Informe sobre la implementación de la resolución AG/RES. 2482 (XXXIX-O/09), “Apoyo a las actividades de la Junta Interamericana de Defensa”, respecto a las preocupaciones especiales de seguridad de los pequeños Estados insulares del Caribe (CP/CSH/INF. 217/10), presentado por la JID;

TOMANDO NOTA CON SATISFACCIÓN de las actividades de la JID detalladas en el Informe Anual de la Junta Interamericana de Defensa a la Asamblea General (CP/doc.4481/10), en particular aquellas que han reforzado su integración a los procesos institucionales de la Organización; 


TOMANDO NOTA CON SATISFACCIÓN TAMBIÉN del establecimiento de un centro de información situacional, con ocasión del terremoto en Haití de enero de 2010, lo que permitió entregar información oportuna y actualizada a las Delegaciones; 

TOMANDO NOTA de que, de conformidad con la resolución AG/RES. 2446 (XXXIX-O/09), “Apoyo a la Conferencia de Ministros de Defensa de las América para almacenar su memoria institucional”, se han hecho avances en los compromisos contenidos en esa resolución; y 

ACOGIENDO CON SATISFACCIÓN la convocatoria para la celebración de la Novena Conferencia de Ministros de Defensa de las Américas, que se realizará en la ciudad de Santa Cruz de la Sierra, Bolivia a finales de noviembre de 2010,

RESUELVE:

1. Instar a los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) que aún no forman parte de la Junta Interamericana de Defensa (JID) a que adquieran la condición de miembros, de conformidad con el artículo 4.1 de su Estatuto.

2. Alentar a la JID a que, en cumplimiento de su Estatuto, siga brindando pronta asistencia técnica, consultiva y educativa, en temas relacionados con asuntos militares y de defensa a los Estados Miembros que lo soliciten.

3. Alentar a la JID a continuar fortaleciendo sus canales de comunicación con la Comisión de Seguridad Hemisférica (CSH), de conformidad con las funciones establecidas en su Estatuto. 

4.
Acoger con beneplácito los servicios de asesoramiento técnico y consultivo que ha brindado la JID a la CSH de conformidad con su Estatuto.

5. Alentar a los Estados Miembros a que fortalezcan y apoyen a la JID proporcionando personal militar y funcionarios civiles para cumplir el propósito y funciones de la JID.
6. Alentar a todos los Estados Miembros a que promuevan la participación en los cursos académicos y seminarios avanzados que ofrece el Colegio Interamericano de Defensa a oficiales militares y funcionarios civiles de los Estados Miembros y de los Observadores Permanentes.

7. Alentar a la JID a que continúe brindando asistencia técnica a los Estados Miembros en la elaboración e intercambio de Libros Blancos de Defensa, cuando corresponda, y en la presentación de informes anuales a la OEA sobre la aplicación de las medidas de fomento de la confianza y la seguridad (MFCS).

8. Alentar a la JID a que, en coordinación con la Secretaría General y la CSH, continúe brindando servicios de asesoramiento a los Estados más pequeños, de conformidad con su Estatuto, para apoyar sus esfuerzos frente a las amenazas, preocupaciones y desafíos.


9. 
Alentar a la JID a que, en coordinación con la Secretaría General y otras entidades de la Organización, continúe prestando a los Estados Miembros y a los órganos de la OEA servicios de asesoramiento técnico y consultivo en casos de desastres.

10. Alentar a la JID a que continúe fomentando y promoviendo la participación de la sociedad civil en sus reuniones y actividades, de conformidad con su Estatuto.

11. Solicitar a la JID que, junto con otras organizaciones y foros hemisféricos de naturaleza similar, promueva el conocimiento de las declaraciones y resoluciones de la OEA sobre asuntos militares y de defensa.

12. Invitar a los Estados Miembros, Observadores Permanentes y otros donantes a que, a través de contribuciones voluntarias, respalden las actividades emprendidas por la JID en el cumplimiento de su propósito.


13.
Solicitar a la JID a que de conformidad con el artículo 3.f de su Estatuto, promueva entre sus Estados Miembros que proporcionen anualmente información a la Secretaría General sobre la aplicación de la “Lista consolidada de medidas de fomento de la confianza y la seguridad (MFCS) que se deben notificar de conformidad con las resoluciones de la OEA” (CP/CSH-1043/08 rev. 1).
14. Solicitar a la JID que continúe prestando asesoría técnica al Programa de Acción Integral contra Minas Antipersonal (AICMA), e invitar a los Estados Miembros a continuar contribuyendo con especialistas para el equipo de monitores internacionales de la JID.

15.
Invitar a los Estados Miembros a que consideren y hagan recomendaciones a la CSH antes del 1 de diciembre de 2010 para fortalecer a la JID y su capacidad para asesorar a los Estados Miembros de la OEA y otros órganos y entidades pertinentes de esta Organización, de conformidad con su Estatuto.

16. Solicitar a la Secretaría de la JID y a la Secretaría de Seguridad Multidimensional que promuevan una mayor interacción, de conformidad con el Estatuto de la JID, a fin de fortalecer a la JID como una entidad de la OEA y que presenten un informe a la CSH antes del 1 de diciembre de 2010.
17.
Solicitar a la JID que, de conformidad con su Estatuto, emprenda una evaluación institucional de sus servicios de asesoramiento técnico y consultivo que pueda ofrecer a los Estados Miembros de la OEA, antes del 1 de diciembre de 2010.

18. Solicitar a la Secretaría General que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer y cuadragésimo segundo períodos ordinarios de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2574 (XL-O/10)

COOPERACIÓN HEMISFÉRICA CONTRA EL DELITO DE SECUESTRO Y ASISTENCIA A LAS VÍCTIMAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

PREOCUPADA por los secuestros de personas en algunos países del Hemisferio y por los efectos perjudiciales de este delito tanto en las víctimas como en sus familias; 

PREOCUPADA TAMBIÉN porque la delincuencia común, los grupos delictivos organizados y los grupos armados al margen de la ley utilizan el secuestro especialmente con fines de extorsión con miras, según sea el caso, a consolidar sus operaciones delictivas y emprender otras actividades ilegales; 


CONSCIENTES de que el secuestro, en cualquier circunstancia e independientemente de su fin, constituye un delito grave que socava el goce de los derechos fundamentales de las personas y afecta las condiciones de la seguridad pública y, en algunos casos, puede tener consecuencias adversas para la economía y el desarrollo de los Estados; 


RECONOCIENDO que el pleno respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales, así como la promoción de la educación, la cultura, la salud y el desarrollo económico y social mejoran las condiciones de seguridad pública de nuestros pueblos; 

RECONOCIENDO que en la Declaración sobre Seguridad en las Américas los Estados Miembros condenaron la delincuencia organizada transnacional, renovaron el compromiso de combatirla fortaleciendo los marcos jurídicos internos y la cooperación multilateral respetuosa de la soberanía de cada Estado, y se comprometieron a luchar y tipificar diferentes delitos, incluido el secuestro, mediante la plena implementación de las obligaciones asumidas por los Estados Parte de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo); 

RECONOCIENDO TAMBIÉN que el Compromiso por la Seguridad Pública en las Américas y el Consenso de Santo Domingo sobre Seguridad Pública adoptados durante la Primera y Segunda Reuniones de Ministros en Materia de Seguridad Pública, realizados en la Ciudad de México, México, en 2008, y Santo Domingo, República Dominicana, en 2009, respectivamente, subrayaron la necesidad de realizar esfuerzos adicionales en el ámbito hemisférico, subregional y nacional, incluyendo el ámbito local, para disminuir la delincuencia, la violencia y la inseguridad en la región; 


CONVENCIDA de que la Convención de Palermo, así como las disposiciones aplicables de otros instrumentos jurídicos internacionales, regionales, subregionales y bilaterales, ofrecen el marco jurídico necesario para la cooperación internacional con miras a prevenir, perseguir, sancionar y eliminar el secuestro y de que, para alcanzar ese objetivo, es necesario continuar generando oportunidades de diálogo entre los Estados y de intercambio de experiencias y buenas prácticas en la lucha contra el secuestro; y
TENIENDO PRESENTE la organización de la Primera Conferencia Hemisférica de la Lucha contra el Secuestro, celebrada en Bogotá, Colombia, el pasado 12 y 13 de mayo de 2010, 

RESUELVE:

1. Condenar y rechazar enérgicamente el delito de secuestro, en toda circunstancia cualquiera que sea su motivo o propósito. 

2. Invitar a los Estados Miembros a que consideren la adopción de estrategias nacionales integrales contra el secuestro, en sus diversas modalidades, con especial énfasis en el desarrollo de lineamientos dirigidos a la prevención, persecución, sanción y eliminación del delito, así como la atención a las víctimas y sus familias. 

3. Exhortar a los Estados Miembros, que aún no lo hayan hecho, a tipificar el secuestro en sus diversas modalidades. 
4. Alentar a los Estados Miembros a que, de conformidad con sus legislaciones nacionales, aumenten sus esfuerzos para prevenir el secuestro, así como investigar, detener y enjuiciar a los secuestradores. 

5. Instar a los Estados Miembros a que, de conformidad con sus legislaciones nacionales, faciliten la cooperación internacional y la asistencia recíproca para, entre otras medidas, localizar, detectar, incautar y decomisar las ganancias obtenidas mediante el secuestro. 

6. Instar a los Estados Miembros a que, de conformidad con sus legislaciones nacionales, presten especial atención al serio daño sicológico, social y económico que implica el secuestro tomando, cuando corresponda, medidas legislativas, administrativas o de otra índole que permitan una adecuada prestación de apoyo y asistencia a las víctimas y sus familias. 

7. Alentar a los Estados Miembros a que, de conformidad con su legislación nacional, continúen promoviendo la cooperación internacional, incluyendo la extradición, la asistencia jurídica mutua, la colaboración entre las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley y el intercambio y análisis conjunto de la información, con miras a prevenir, sancionar y eliminar el secuestro en el marco del Estado de derecho y respeto de los derechos humanos. 

8. Incluir el tema “Cooperación hemisférica contra el delito de secuestro y asistencia a las víctimas” en el Calendario de Actividades del período 2010-2011 de la Comisión de Seguridad Hemisférica, a fin de promover a nivel hemisférico el intercambio de experiencias, buenas prácticas y lecciones aprendidas en la materia. 

9. Invitar a los Estados Miembros interesados a plantear el tema del secuestro en la próxima Reunión de Ministros de Seguridad Pública de las Américas. 

10. Solicitar a la Secretaría General que organice talleres o cursos para intercambiar experiencias y las mejores prácticas en la lucha contra el secuestro.

11. Solicitar a la Secretaría General que recopile las distintas legislaciones nacionales respecto al delito de secuestro para conocimiento y beneficio de las autoridades competentes y legisladores de los Estados Miembros. 

12. Que la ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 

13. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. 

AG/RES. 2575 (XL-O/10)

PROMOCIÓN Y RESPETO DEL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)
LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 1270 (XXIV-O/94), AG/RES. 1335 (XXV-O/95), AG/RES. 1408 (XXVI-O/96), AG/RES. 1503 (XXVII-O/97), AG/RES. 1565 (XXVIII-O/98), AG/RES. 1619 (XXIX-O/99), AG/RES. 1706 (XXX-O/00), AG/RES. 1709 (XXX-O/00), AG/RES. 1770 (XXXI-O/01), AG/RES. 1771 (XXXI-O/01), AG/RES. 1904 (XXXII-O/02), AG/RES. 1944 (XXXV-O/03), AG/RES. 2052 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2127 (XXXV-O/05), AG/RES. 2226 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2231 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2293 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2433 (XXXVIII-O/08), AG/RES 2507 (XXXIX-O/09) y todas sus resoluciones anteriores pertinentes;

RECORDANDO que de conformidad con la Carta de la Organización de los Estados Americanos y teniendo presente todas las disposiciones aplicables del derecho internacional humanitario y del derecho internacional de los derechos humanos, dentro de sus respectivos ámbitos de aplicación, los derechos humanos y libertades fundamentales deben ser siempre respetados, incluso en las situaciones de conflicto armado; 

PROFUNDAMENTE CONSTERNADA porque en diversos lugares del mundo persisten las violaciones al derecho internacional humanitario causando sufrimientos a las víctimas de los conflictos armados, particularmente a la población civil;

RECONOCIENDO la adopción de la resolución 64/48 de la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas titulada “El tratado sobre el comercio de armas”, en la que se decide considerar los períodos de sesiones restantes del Grupo de Trabajo de composición abierta en 2010 y 2011 como reuniones de un comité preparatorio;
RECORDANDO que la obligación de respetar y hacer respetar en todas las circunstancias el derecho internacional humanitario incumbe a todos los Estados Miembros como Estados Parte de los cuatro Convenios de Ginebra de 1949, y que las normas y principios contenidos en tales instrumentos son vinculantes a todas las partes en un conflicto armado; 

CONSIDERANDO que el derecho internacional humanitario contiene normas que reflejan el derecho consuetudinario internacional que los Estados deben observar; 

DESTACANDO que en los casos de violaciones graves al derecho internacional humanitario que constituyen crímenes de conformidad con el derecho internacional, los Estados tienen la obligación primordial de investigar y, si existe evidencia suficiente, la obligación de iniciar un proceso penal a la persona presuntamente responsable de tales violaciones, y si se determina su culpabilidad, la obligación de castigarlo, incluso, cuando sea aplicable, mediante la imposición de sanciones penales con el propósito de impedir la impunidad y evitar futuras violaciones;

SUBRAYANDO la necesidad de fortalecer las normas y principios del derecho internacional humanitario mediante su aceptación universal, su más amplia difusión y la adopción de medidas nacionales para su debida implementación; 

DESTACANDO CON SATISFACCIÓN la universalidad de los cuatro Convenios de Ginebra de 1949 para la protección de víctimas de la guerra, de los cuales, 194 Estados son actualmente Estados Parte, incluyendo todos los Estados Miembros de la Organización; 

RECORDANDO que treinta y tres y treinta y dos Estados Miembros de la Organización son Parte de sus Protocolos Adicionales I y II de 1977, respectivamente; 

EXHORTANDO a los Estados a que se vinculen al Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra de 1949, relativo a la aprobación de un signo distintivo adicional (Protocolo Adicional III), tomando en consideración que trece Estados Miembros de la región ya lo han hecho; 

RECORDANDO ASIMISMO que once Estados Miembros han emitido la declaración prevista en el artículo 90 del Protocolo Adicional I de 1977 relativa al reconocimiento de la competencia de la Comisión Internacional Humanitaria de Encuesta; 

CONSCIENTE del rico legado cultural del Hemisferio en el que se encuentran bienes culturales reconocidos por la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) como patrimonio mundial y que se beneficiarían de los sistemas de promoción y protección del derecho internacional humanitario; 

TOMANDO NOTA que dieciocho Estados han ratificado o adherido, según sea el caso, la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, aprobada el 20 de diciembre de 2006 por la Asamblea General de las Naciones Unidas (Doc.A/61/488), de los cuales ocho son Estados del Hemisferio, como dieciocho de los ochenta y tres firmantes, y que para que dicha Convención entre en vigor se requieren veinte ratificaciones; 

RECONOCIENDO la importante labor de asesoría que desempeñan las comisiones o comités nacionales de derecho internacional humanitario dentro de los esfuerzos que realizan los Estados en el ámbito de la promoción y el respeto de este derecho y que diecinueve Estados Miembros de la Organización cuentan con estas estructuras, siendo la de más reciente creación la Comisión Intersecretarial de Derecho Internacional Humanitario de México; 

TOMANDO NOTA que la Convención sobre Municiones en Racimo entrará en vigor el 1 de agosto de 2010, al haber alcanzado el número de ratificaciones necesarias y con ello tendrá lugar la celebración de la Primera Reunión de los Estados Parte de la Convención en Vientiane, República Democrática Popular Lao, del 8 al 16 de noviembre de 2010, y que tres de los treinta y un Estados ratificantes y diecinueve de los ciento seis Estados firmantes son del Hemisferio; 

RECONOCIENDO los esfuerzos llevados a cabo por el Grupo de Expertos Gubernamentales de las Altas Partes Contratantes de la Convención sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Ciertas Armas Convencionales que puedan Considerarse Excesivamente Nocivas o de Efectos Indiscriminados (CACC) de 1980, a fin de concretar un instrumento que atienda de manera integral las consecuencias de las municiones en racimo; 
TOMANDO NOTA de los resultados de la Segunda Conferencia de Examen de la Convención sobre la Prohibición del Empleo, Almacenamiento y Transferencia de Minas Antipersonal y sobre su Destrucción, celebrada del 29 de noviembre al 4 de diciembre de 2009, en Cartagena, Colombia, en particular de la Declaración de Cartagena y el Plan de Acción de Cartagena 2010-2014, adoptados por los Estados Miembros; 

RECONOCIENDO la importancia que reviste para el fortalecimiento del derecho internacional humanitario la celebración de la Primera Conferencia de Revisión del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, del 31 de mayo al 11 de junio de 2010 en Kampala, Uganda; 

OBSERVANDO CON PREOCUPACIÓN las nuevas situaciones que se presentan en el contexto de los conflictos armados, tales como el uso de empresas militares y de seguridad privada y notando que existen iniciativas, en las que participan algunos países de la región, tendientes a tratar las obligaciones jurídicas internacionales y buenas prácticas de los Estados en lo que respecta a las operaciones de esas empresas; y 
DESTACANDO el papel especial que cumple el Comité Internacional de la Cruz Roja como institución neutral, imparcial e independiente, que trabaja para proteger y asistir a las víctimas de los conflictos armados y otras situaciones de violencia armada, así como para promover el respeto de las normas y principios del derecho internacional humanitario,
RESUELVE:

1. Instar a los Estados Miembros y a las partes involucradas en un conflicto armado a que respeten y cumplan sus obligaciones bajo el derecho internacional humanitario, incluyendo las destinadas a la protección de la vida, la integridad y la dignidad de las personas y los bienes protegidos, así como al trato debido a los prisioneros de guerra. 
2. Exhortar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho, a que consideren hacerse Parte, entre otros, de los siguientes tratados: 

a)
la Convención de La Haya para la Protección de los Bienes Culturales en Caso de Conflicto Armado de 1954, y sus Protocolos de 1954 y 1999, respectivamente;

b)
la Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad de 1968;

c)
la Convención sobre la Prohibición del Desarrollo, la Producción y el Almacenamiento de Armas Bacteriológicas (Biológicas) y Toxínicas y sobre su Destrucción (Convención sobre Armas Biológicas) de 1972;

d)
los Protocolos adicionales I y II de 1977 a los Convenios de Ginebra de 1949, así como el Protocolo adicional III de 2005, incluida la Declaración prevista en el artículo 90 del Protocolo adicional I;

e)
la Convención sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Ciertas Armas Convencionales que Puedan Considerarse Excesivamente Nocivas o de Efectos Indiscriminados de 1980, incluyendo la enmienda adoptada en 2001 a su artículo 1 y sus cinco Protocolos;

f)
la Convención sobre los Derechos del Niño, de 1989, y su Protocolo Facultativo de 2000 relativo a la participación de niños en conflictos armados;

g)
la Convención sobre la Prohibición del Desarrollo, la Producción, el Almacenamiento y el Empleo de Armas Químicas y sobre su Destrucción (Convención sobre Armas Químicas) de 1993;

h)
la Convención sobre la Prohibición del Empleo, Almacenamiento, Producción y Transferencia de Minas Antipersonal y sobre su Destrucción de 1997 (Convención de Ottawa);

i)
el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional de 1998; y 

j)
la Convención Internacional sobre la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas,

3. Invitar a los Estados Miembros a que den la mayor difusión posible a las normas y principios del derecho internacional humanitario, en particular, a través de su inclusión en las doctrinas y manuales militares con el fin de que las Fuerzas Armadas cuenten con los medios y mecanismos necesarios para su efectiva aplicación, así como a través de los medios pertinentes para que este derecho sea conocido por la población civil. 

4. Instar a los Estados Miembros a que adecuen su legislación penal a fin de cumplir con las obligaciones previstas por los Convenios de Ginebra de 1949 y, en el caso de los Estados Parte del mismo, su Protocolo Adicional I de 1977 y el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, en cuanto a la tipificación de los crímenes de guerra, la jurisdicción universal sobre esas violaciones graves, cuando sea aplicable, y la responsabilidad del superior por los actos de sus subordinados, entre otras disposiciones pertinentes.

5. Instar asimismo a los Estados Miembros, que aun no lo hubieren hecho, a que adopten, con arreglo a su legislación interna y conforme al derecho internacional, las medidas legislativas o de otra índole que fueran necesarias para establecer la imprescriptibilidad de la acción penal y de la pena por las más serias violaciones del derecho internacional humanitario que constituyen crímenes de conformidad con el derecho internacional.
6. Invitar a los Estados Miembros que son Parte del Estatuto de Roma a cooperar plenamente con la Corte Penal Internacional y a tipificar en su legislación penal los crímenes de su competencia. 

7. Exhortar a los Estados Miembros a que sus leyes regulen el uso y respeto, prevengan y, en su caso, sancionen los abusos en la utilización de los emblemas de la Cruz Roja, la Media Luna Roja y, en su caso, del Cristal Rojo, así como de su denominación, como está dispuesto en los tratados pertinentes. 

8. Instar a los Estados Miembros a que, de conformidad con sus obligaciones bajo el derecho internacional, adopten medidas efectivas para prevenir la desaparición de personas en relación con un conflicto armado u otra situación de violencia armada, esclarecer la suerte de los que han desaparecido y atender a las necesidades de sus familiares. 

9. Alentar a los Estados Miembros a que, de conformidad con la Convención para la Protección de los Bienes Culturales en Caso de Conflicto Armado de 1954, sus dos Protocolos y demás obligaciones internacionales, garanticen que se disponga de las medidas y mecanismos requeridos para proteger los bienes culturales contra los efectos de los conflictos armados y, en particular, a que consideren la adopción de medidas de carácter preventivo relativas a la preparación de inventarios, la planificación de medidas de emergencia, la designación de autoridades competentes, así como la promulgación de leyes para asegurar el respeto de dichos bienes. 

10. Alentar a los Estados Parte a que implementen activamente el Plan de Acción de Cartagena 2010-2014, adoptado por la Segunda Conferencia de Revisión de la Convención sobre la Prohibición del Empleo, Almacenamiento y Transferencia de Minas Antipersonal y sobre su Destrucción, con énfasis particular en la asistencia a las víctimas, como en actividades de prevención y reducción del riesgo por contaminación por armas. 

11. Exhortar a los Estados Miembros a que participen activamente y de manera constructiva, en su calidad de Estados Parte u Observadores, cuando sea el caso, en los trabajos de la Primera Conferencia de Revisión del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, del 31 de mayo al 11 de junio de 2010, en Kampala, Uganda. 

12. Instar a los Estados Miembros a que adopten medidas legislativas y de otra índole, incluyendo legislación penal, para fortalecer las instituciones nacionales y la coordinación entre éstas, así como la cooperación regional y subregional para la implementación del Protocolo de Ginebra de 1925, la Convención sobre Armas Biológicas de 1972 y la Convención sobre Armas Químicas de 1993, adoptando o desarrollando, entre otros, códigos de conducta y códigos de ética profesional para la comunidad científica e industrial, con el propósito de prevenir el mal uso, en el contexto de los avances de la investigación biocientífica y biotecnológica, y considerando las medidas nacionales, regionales e internacionales para mejorar la bioseguridad, incluyendo la seguridad de laboratorios y la seguridad de elementos patógenos y toxínicos. 

13. Recordar a los Estados Miembros que son Parte de los diversos instrumentos internacionales que prohíben o limitan, por razones humanitarias, el empleo de ciertas armas, sus obligaciones, conforme a dichos instrumentos, incluyendo la prevención y represión de cualquier actividad prohibida, así como, cuando sea el caso, la prestación de la debida atención a las víctimas. 

14. Invitar a los Estados Miembros a que incrementen sus esfuerzos con miras a fortalecer la protección de los civiles frente al uso y los efectos indiscriminados de armas y municiones en general, particularmente mediante la adopción de leyes dirigidas a reforzar el control de la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego y otros materiales relacionados. 

15. Continuar participando en el Grupo de Expertos Gubernamentales de las Altas Partes Contratantes de la Convención sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Ciertas Armas Convencionales que puedan Considerarse Excesivamente Nocivas o de Efectos Indiscriminados (CCAC) de 1980, a fin de concretar un instrumento que atienda de manera integral las consecuencias de las municiones en racimo e invitar a los Estados Miembros, que no lo han hecho, a que consideren suscribir la Convención sobre Municiones en Racimo y a los que ya lo hicieron, a que la ratifiquen lo antes posible. 

16. Exhortar a los Estados Miembros a que adopten todas las medidas necesarias para cumplir con sus obligaciones internacionales con respecto al reclutamiento y uso de niños en las fuerzas armadas o grupos armados, así como para evitar su participación en las hostilidades, de acuerdo con las normas y principios del derecho internacional humanitario, el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional de los refugiados. 

17. Alentar a los Estados Miembros a que establezcan procedimientos de examen para determinar, al momento de estudiar, desarrollar, adquirir o adoptar una nueva arma, o nuevos medios o métodos de combate, si su empleo, fabricación, almacenamiento, exportación o transferencia fuesen contrarios al derecho internacional humanitario y, en tal caso, prohibir su uso por las fuerzas armadas y su fabricación para tales fines.

18. Alentar a los Estados Miembros interesados a participar en las reuniones del comité preparatorio de la Conferencia de las Naciones Unidas relativa al Tratado sobre el Comercio de Armas, establecido mediante la resolución 64/48 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, a fin de elaborar un tratado jurídicamente vinculante sobre las normas internacionales comunes más elevadas posibles para la transferencia de armas convencionales. 
19. Invitar a los Estados Miembros a que continúen apoyando el trabajo de los comités o comisiones nacionales encargados de la aplicación y la difusión del derecho internacional humanitario, e instar a los Estados que no cuentan con dicho órgano a que consideren su establecimiento como una manera de prevenir conflictos y fortalecer el derecho internacional humanitario. 

20. Invitar igualmente, cuando sea aplicable, a participar activamente en la Reunión Regional de Comisiones Nacionales de aplicación del derecho internacional humanitario, que se celebrará en la Ciudad de México del 23 al 25 de junio de 2010, así como en la Tercera Reunión Universal de estos órganos, a celebrarse en Ginebra, Suiza, en noviembre próximo, con el objeto de intercambiar experiencias y buenas prácticas. 

21. Expresar su satisfacción por la cooperación entre la Organización de los Estados Americanos y el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) en el ámbito de la promoción del respeto del derecho internacional humanitario y de los principios que lo rigen, e instar a la Secretaría General a que siga fortaleciendo esa cooperación. 
22. Solicitar al Comité Jurídico Interamericano (CJI) que, con base en las propuestas sobre temas prioritarios presentadas por los Estados Miembros, continúe elaborando y proponga leyes modelo que apoyen los esfuerzos emprendidos por los Estados Miembros en la implementación de obligaciones derivadas de tratados en materia de derecho internacional humanitario, e informe sobre los avances que se generen a la Asamblea General en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones. 

23. Solicitar a la Secretaría General que, a través del Departamento de Derecho Internacional y en coordinación con el CICR, continúe organizando, dentro del marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP), cursos y seminarios dirigidos al personal de las Misiones Permanentes de los Estados Miembros ante la Organización de los Estados Americanos, de la Secretaría General y el público en general, con el objeto de promover el conocimiento y respeto del derecho internacional humanitario y de los instrumentos regionales relacionados, incluidas las medidas para su efectiva implementación.

24. Encomendar al Consejo Permanente que, con el apoyo del Departamento de Derecho Internacional y en colaboración con el CICR, celebre, antes del cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General, una sesión especial que contenga un diálogo de alto nivel con la participación de los Representantes Permanentes de cada Estado Miembro sobre temas de actualidad del derecho internacional humanitario.

25. Invitar a los Estados Miembros a que dentro del diálogo de alto nivel de la sesión especial, así como en los foros pertinentes, continúen los debates sobre temas de interés para la región, exhortando a la CAJP a que presente la agenda de la sesión especial a los Estados Miembros con suficiente antelación. 

26. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa presupuesto de la Organización y otros recursos. 

AG/RES. 2576 (XL-O/10)

SEGUIMIENTO DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA
LA CORRUPCIÓN Y DEL PROGRAMA INTERAMERICANO DE COOPERACIÓN PARA COMBATIR LA CORRUPCIÓN

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.5111/10 add. 1) en lo que se refiere a este tema; 

TENIENDO EN CUENTA la resolución AG/RES. 2516 (XXXIX-O/09);

CONSIDERANDO la importancia de la Convención Interamericana contra la Corrupción y el hecho de que ha sido ratificada por treinta y tres Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA), así como que veintiocho de éstos participan en el Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (MESICIC);

TENIENDO PRESENTE los mandatos emanados de las Cumbres de las Américas vinculados al tema de la lucha contra la corrupción, la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (CICC) y el fortalecimiento del MESICIC;

TENIENDO PRESENTE además, que en la XIX Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno celebrada en Estoril, Portugal, del 29 de noviembre al 1 de diciembre de 2009, se expresó “que es prioritario respaldar las labores del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (MESICIC) de la Organización de los Estados Americanos (OEA), que representa un valioso esfuerzo de colaboración regional para prevenir y combatir el fenómeno de la corrupción;”

RECONOCIENDO las labores realizadas por el Comité de Expertos del MESICIC, las cuales han contado con el apoyo de la Secretaría General y han permitido iniciar en septiembre de 2009 la tercera ronda de análisis de los veintiocho Estados Parte;

RESALTANDO los desarrollos dados al Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción (MESICIC/CEP- II/doc.5/06 rev. 2), adoptado en la Segunda Reunión de la Conferencia de Estados Parte del MESICIC, en noviembre de 2006, y aprobado por la Asamblea General de la OEA en su trigésimo séptimo período ordinario de sesiones, en junio de 2007, entre los cuales se destaca la continuidad del proceso de análisis de la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción por parte de los Estados Miembros del MESICIC y del programa de apoyo a los mismos para la implementación de las recomendaciones que les ha formulado el Comité de Expertos de dicho mecanismo; y

REITERANDO el firme compromiso de los Estados Parte de la Convención Interamericana contra la Corrupción, de promover, facilitar y regular la cooperación entre los Estados Parte, a fin de asegurar la eficacia de las medidas y acciones para prevenir, sancionar y erradicar los actos de corrupción en el ejercicio de las funciones públicas,

RESUELVE:

1. Exhortar a los Estados Parte de la Convención Interamericana contra la Corrupción (CICC) que aún no lo hayan hecho, a que participen en el Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (MESICIC), y a todos los Estados Parte de este Mecanismo a que lo financien mediante aportes voluntarios. 

2. Alentar asimismo a los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) que aún no lo hayan hecho, a que consideren firmar y ratificar, ratificar o adherir, según sea el caso, la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (Convención de Mérida), así como también la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo) y sus protocolos. 

3. Instar a los Estados Parte de la Convención Interamericana contra la Corrupción a que adopten todas las medidas que estimen necesarias, dentro de sus propios sistemas institucionales, a fin de adecuar su legislación interna para cumplir con los compromisos asumidos con la ratificación o adhesión a la Convención, y en ese sentido a continuar avanzando en el cumplimiento de las recomendaciones del Comité de Expertos del MESICIC correspondientes a la primera, segunda y tercera ronda de análisis de la implementación de la Convención.

4. Expresar su beneplácito por la adopción y la aplicación efectiva de legislación o de planes nacionales de lucha contra la corrupción por parte de los Estados Parte de la Convención Interamericana contra la Corrupción. 

5. Manifestar una vez más su respaldo al fortalecimiento del MESICIC y, al respecto:

a) Expresar su satisfacción por los avances logrados por el Comité de Expertos del MESICIC en la tercera ronda de análisis, con el apoyo de la Secretaría General, reflejados en la adopción de los informes de Argentina, Bolivia, Colombia, Costa Rica, Ecuador, México, Paraguay, Perú, Trinidad y Tobago, Uruguay y Venezuela; y, en la próxima culminación del proceso de elaboración y consideración de los informes de Bahamas, Chile, El Salvador, Nicaragua, Panamá y República Dominicana.

b) Expresar su satisfacción por los talleres celebrados en El Salvador, Belize, Guatemala y República Dominicana, en la implementación del proyecto de cooperación que la Secretaría General viene desarrollando para apoyar a los Estados Parte del MESICIC en la implementación de las recomendaciones que les ha formulado su Comité de Expertos, mediante la adopción de planes de acción nacionales para tal efecto.

c) Expresar su satisfacción con la celebración de la Conferencia sobre Avances y Desafíos en la Cooperación Hemisférica contra la Corrupción , los días 3 y 4 de junio de 2010, en Lima, Perú, en el marco del proyecto antes mencionado, cuyos resultados servirán para que los Estados Miembros del MESICIC puedan discernir acciones futuras con el objeto de avanzar más allá de la implementación de las recomendaciones formuladas por este mecanismo en la prevención y lucha contra la corrupción, asumiendo con mayor eficacia los retos que este grave problema representa.

d) Solicitar a la Secretaría General que continúe identificando fuentes de financiamiento interno de la OEA, tales como el Fondo Regular, y de financiamiento externo, tales como instituciones financieras internacionales y regionales y organismos nacionales de carácter oficial y otras, para financiar el adecuado funcionamiento del MESICIC y, cuando corresponda, para el pleno y efectivo cumplimiento de sus recomendaciones y de las actividades a ser desarrolladas por los países destinatarios de las mismas para su implementación.

e) Invitar a la Conferencia de los Estados Parte del MESICIC a que continúe informando al Consejo Permanente acerca de la implementación de medidas concretas para fortalecer el MESICIC, así como sobre otros temas que hayan sido puestos a su consideración.

f) Solicitar a la Secretaría General que, a través del Departamento de Cooperación Jurídica de la Secretaría de Asuntos Jurídicos, continúe prestando los servicios de secretaría técnica a la Conferencia de los Estados Parte del MESICIC y al Comité de Expertos de dicho Mecanismo.

g) Solicitar a la Secretaría General que, a través del Departamento de Cooperación Jurídica de la Secretaría de Asuntos Jurídicos, y en concordancia con lo previsto en el párrafo I, 2, g) del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción, continúe desarrollando y ejecutando el programa de capacitación de los miembros ante el Comité de Expertos del MESICIC, tanto en materia de aplicación de la metodología de este mecanismo, como en lo relativo a la implementación de las recomendaciones que en relación con las disposiciones de la Convención Interamericana contra la Corrupción han sido formuladas por el mismo. 

6. Agradecer el ofrecimiento de sede del Gobierno de Brasil y respaldar la celebración de la tercera reunión de la Conferencia de los Estados Parte del MESICIC, la cual se llevará a cabo en Brasilia, Brasil, en el segundo semestre de 2010, y en la que, de acuerdo con lo previsto en el capítulo VII del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción, se considerará y adoptará una estrategia sobre la forma en que el MESICIC podría llevar adelante la implementación de las distintas áreas temáticas incluidas en la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, y el seguimiento de los desarrollos dados a las mismas. En virtud de lo previsto en el capítulo IX del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción, y para los efectos del seguimiento apropiado del mismo, la Conferencia de los Estados Parte del MESICIC transmitirá a la Asamblea General de la OEA la estrategia que adopte al respecto. 

7. Determinar que la preparación de la tercera reunión de la Conferencia de los Estados Parte del MESICIC, incluido lo relacionado con la fecha para su celebración y los proyectos para su agenda y calendario, se realizará de conformidad con lo dispuesto en los artículos del 6 al 10 del Reglamento de la Conferencia de los Estados Parte del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (SG/MESICIC/doc.58/04 rev.7).

8. Solicitar a la Secretaría General que, a través del Departamento de Cooperación Jurídica de la Secretaría de Asuntos Jurídicos y de conformidad con lo previsto en el capítulo VIII del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción, continúe prestando el apoyo técnico necesario para el desarrollo de dicho programa, y en particular, de la estrategia a que se refiere el párrafo resolutivo 5, de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto y otros recursos.

9. Alentar a los Estados Miembros y otros donantes, de conformidad con el artículo 74 de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General, a que consideren contribuir al fondo específico de la OEA “Fondo Interamericano Anticorrupción” para ayudar a los Estados Miembros en la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción y las recomendaciones de los informes de países del MESICIC.

10. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2577 (XL-O/10)

PROMOCIÓN DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL
/
/
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL, 

RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 1619 (XXIX-O/99), AG/RES. 1706 (XXX-O/00), AG/RES. 1709 (XXX-O/00), AG/RES. 1770 (XXXI-O/01), AG/RES. 1771 (XXXI-O/01), AG/RES. 1900 (XXXII-O/02), AG/RES. 1929 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2039 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2072 (XXXV-O/05), AG/RES. 2176 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2279 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2364 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2505 (XXXIX-O/09) y todas sus resoluciones anteriores pertinentes; 

RECORDANDO TAMBIÉN la recomendación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (OEA/Ser.L/V/II.102, Doc. 6 rev., del 16 de abril de 1999, Cap. VII, 21.3.B), así como su resolución N.º 1/03 sobre juzgamiento de crímenes internacionales y el documento “Marco de referencia para la acción de la OEA con respecto a la Corte Penal Internacional” (AG/INF.248/00); 

CONVENCIDA de que el Estatuto de Roma y la Corte Penal Internacional son instrumentos eficaces para la consolidación del derecho penal internacional y que la labor que lleva a cabo esta última para garantizar la justicia internacional puede contribuir a consolidar una paz duradera; 
CONSTATANDO con preocupación que en algunos lugares del mundo persisten violaciones reiteradas al derecho internacional humanitario y al derecho internacional de los derechos humanos, y reafirmando que todos los Estados tienen la obligación primordial de investigar, juzgar y castigar tales violaciones a fin de prevenir su repetición y evitar la impunidad de los perpetradores de tales crímenes;
TENIENDO PRESENTE la responsabilidad primaria de las jurisdicciones nacionales de investigar y enjuiciar a los responsables de los crímenes más graves de trascendencia internacional, así como el carácter complementario de la jurisdicción de la Corte Penal Internacional respecto de los crímenes de su competencia; 
/

CONVENCIDA de la importancia de preservar la efectividad e integridad jurídica del Estatuto de Roma, incluida la jurisdicción de la Corte Penal Internacional y reconociendo el papel fundamental de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados y la firme voluntad de sus Estados Partes para preservarlas; 
CONSCIENTE de la importancia que tiene la plena y efectiva cooperación de los Estados, la Organización de las Naciones Unidas, incluyendo el Consejo de Seguridad, y otras organizaciones internacionales y regionales, así como el apoyo de la sociedad civil, para el funcionamiento efectivo de la Corte Penal Internacional; 
TOMANDO NOTA al respecto de que el artículo 87 párrafo 6 del Estatuto de Roma reconoce el papel que pueden desempeñar las organizaciones intergubernamentales para brindar cooperación a la Corte y que la Asamblea de los Estados Partes del Estatuto de Roma, en su octavo período de sesiones, mediante la resolución ICC-ASP/8/Res. 2, reiteró su invitación dirigida a otras organizaciones pertinentes a que consideren la posibilidad de concluir acuerdos de esa índole con la Corte; 


ACOGIENDO CON SATISFACCIÓN el hecho de que ciento once Estados han ratificado o se han adherido al Estatuto de Roma, entre ellos veinticinco Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA), luego de que Chile se convirtiera en el Estado del Hemisferio de más reciente vinculación; 

CELEBRANDO la reciente elección de la señora Silvia Fernández de Gurmendi, de nacionalidad argentina, como Magistrada de la Corte Penal Internacional; 

OBSERVANDO que catorce Estados Miembros de la OEA han ratificado o se han adherido al Acuerdo sobre Privilegios e Inmunidades de la Corte Penal Internacional, siendo el más reciente República Dominicana, en septiembre de 2009; 


TOMANDO NOTA de los resultados del octavo período de sesiones de la Asamblea de los Estados Partes del Estatuto de Roma, realizado del 18 al 26 de noviembre de 2009 y reanudado del 22 al 26 de marzo de 2010, en particular de las resoluciones ICC-ASP/8/Res. 2, “Cooperación”; ICC-ASP/8/Res. 3, “Fortalecimiento de la Corte Penal Internacional y de la Asamblea de los Estados Partes”, y ICC-ASP/8/Res. 6, “Conferencia de Revisión”; 


RECONOCIENDO la importancia que reviste la celebración de la Primera Conferencia de Revisión del Estatuto de Roma, del 31 de mayo al 11 de junio de 2010 en Kampala, Uganda, para asegurar la integridad, y el fortalecimiento de dicho instrumento internacional, así como para fortalecer la eficacia de la Corte Penal Internacional;


SUBRAYANDO la importante labor que realiza la Coalición por la Corte Penal Internacional en la promoción del Estatuto de Roma con los Estados Miembros de la OEA;

EXPRESANDO su satisfacción por el progreso alcanzado por la Corte Penal Internacional para consolidarse como una instancia judicial plenamente operativa; 


CONVENCIDA de la importancia que reviste el cumplimiento íntegro de la resolución 1593 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, del 31 de marzo de 2005, para alcanzar la paz y garantizar que se dé pleno cumplimiento a las órdenes de arresto emitidas y, de comprobarse la comisión de crímenes internacionales, que éstos no queden impunes, así como de la necesidad de intensificar, para tales efectos, la asistencia y la cooperación internacional con la Corte Penal Internacional y con la Oficina del Fiscal en la lucha contra la impunidad; 

EXPRESANDO su satisfacción por la celebración en la sede de la OEA, el 27 de enero de 2010, de la “Sesión de Trabajo sobre la Corte Penal Internacional”, en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos y con el apoyo del Departamento de Derecho Internacional, en la cual participaron representantes de la Corte Penal Internacional, funcionarios de gobiernos, representantes de organismos internacionales y organizaciones de la sociedad civil, y tomando nota de los resultados de dicha sesión contenidos en el informe de la reunión CP/CAJP-2811/10 rev. 1; y 
TOMANDO NOTA del Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.5111/10 add. 1), 
RESUELVE:

1. Renovar el llamamiento a los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) que aún no lo hayan hecho a que consideren la ratificación o adhesión, según sea el caso, del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional. 
2. Exhortar a los Estados Miembros de la OEA que son Partes o signatarios del Estatuto de Roma a que promuevan y respeten su objeto y su fin, con miras a preservar su efectividad e integridad y a lograr su universalidad, así como a que cooperen para promover la adhesión universal al instrumento. 
3. Recordar a los Estados Miembros de la OEA que son Partes del Estatuto de Roma la importancia de continuar adoptando medidas para lograr su íntegra y efectiva implementación, incluyendo aquellas encaminadas a armonizar su legislación nacional, particularmente en lo referente a la tipificación de los crímenes que son competencia de la Corte Penal Internacional, así como a la cooperación internacional y a la asistencia judicial. 
4. Instar a los Estados Miembros de la OEA a que cooperen plenamente con la Corte Penal Internacional, a fin de evitar la impunidad de los responsables de haber cometido los crímenes sobre los cuales tiene competencia. 

5. Exhortar a los Estados Miembros de la OEA a promover y defender la labor que lleva a cabo la Corte Penal Internacional, como instancia fundamental para la lucha contra la impunidad y para garantizar la impartición de justicia a las víctimas de la comisión de los crímenes de su competencia, como elementos indispensables de todo esfuerzo por lograr la paz.
6. Tomar nota de que a la fecha la Corte ha emitido doce órdenes de aprehensión en todas las situaciones bajo su investigación, de las cuales sólo cuatro han sido ejecutadas y, en ese sentido, hacer un llamamiento a los Estados Miembros de la OEA y a las organizaciones internacionales y regionales a cooperar plenamente con la Corte en la ejecución de dichas órdenes, en el ámbito de sus competencias. 
7. Exhortar a los Estados Miembros de la OEA a que consideren la ratificación o adhesión, según sea el caso, del Acuerdo sobre Privilegios e Inmunidades de la Corte Penal Internacional y, en el caso de aquellos Estados que ya son Partes de dicho acuerdo, a adoptar las medidas necesarias para su efectiva e íntegra implementación en el ámbito nacional. 
8. Poner de relieve la importancia de la cooperación que los Estados que no son Partes del Estatuto de Roma pueden brindar a la Corte Penal Internacional.
9. Alentar a los Estados Miembros de la OEA a que contribuyan al Fondo Fiduciario en beneficio de las víctimas de los crímenes de la competencia de la Corte Penal Internacional, y de sus familias, así como al Fondo Fiduciario para permitir la participación de los países menos adelantados y otros Estados en desarrollo, con el objeto de facilitar su participación, tanto en la Asamblea de los Estados Partes como en la Conferencia de Revisión del Estatuto de Roma.

10.
Urgir a los Estados Miembros de la OEA a que participen activamente y de manera constructiva en los trabajos de la Conferencia de Revisión en su calidad de Estados Partes u observadores, cuando sea el caso, con el propósito de adoptar decisiones concretas sobre los temas objeto de análisis por la Conferencia de Revisión, particularmente en orden a realizar todos los esfuerzos tendientes a adoptar la definición del crimen de agresión y las condiciones para el ejercicio de la jurisdicción de la Corte de conformidad con el artículo 5.2 del Estatuto, con el fin de asegurar la integridad del Estatuto de Roma y el fortalecimiento y continuada independencia de la Corte Penal Internacional, así como a que participen activamente en el ejercicio de la evaluación de la justicia penal internacional y del proceso de presentación de promesas. 

11.
Solicitar al Comité Jurídico Interamericano que, teniendo como base la Guía de Principios de la OEA en materia de cooperación con la Corte Penal Internacional, continúe impulsando la adopción de legislación nacional en la materia, en la medida de sus posibilidades y con el apoyo de la sociedad civil, entre los Estados que aún no cuenten con ella; así como que, con la colaboración de la Secretaría General y la Secretaría de Asuntos Jurídicos, continúe apoyando y promoviendo en los Estados Miembros de la OEA la capacitación de funcionarios administrativos, judiciales y académicos para tal efecto, e informe a los Estados Partes de los avances que se desarrollen al respecto en su próxima sesión de trabajo sobre la Corte Penal Internacional y a la Asamblea General en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones. 
12.
Solicitar también al Comité Jurídico Interamericano que continúe su labor de elaborar una legislación modelo en materia de implementación del Estatuto de Roma, particularmente en lo referente a la tipificación de los crímenes que son competencia de la Corte Penal Internacional y que presente un informe sobre los avances registrados durante la próxima sesión de trabajo sobre la Corte Penal Internacional.

13. Solicitar a la Secretaría General que continúe en sus esfuerzos por concretar la celebración de un Acuerdo de Cooperación con la Corte Penal Internacional y que mantenga informados a los Estados Miembros de la OEA sobre los avances en las negociaciones con la Corte Penal Internacional, o cualquiera de sus órganos, para tal fin.

14. Solicitar al Consejo Permanente que, con el apoyo del Departamento de Derecho Internacional, celebre, antes del cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General, una sesión de trabajo que deberá incluir un segmento de diálogo de alto nivel entre los Representantes Permanentes de todos los Estados Miembros de la OEA, en el que se discuta, entre otros asuntos, los resultados de la Conferencia de Revisión. Se invitará a la Corte Penal Internacional, a organizaciones e instituciones internacionales y a la sociedad civil a que cooperen y participen en esta sesión de trabajo. 
15. Solicitar al Consejo Permanente que incluya el tema de la implementación del Estatuto de Roma y del Acuerdo de Privilegios e Inmunidades en la agenda de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos. 

16. Solicitar al Secretario General que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 
AG/RES. 2578 (XL-O/10)

DESPLAZADOS INTERNOS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)
LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 1971 (XXXIII-O/03), “La protección de refugiados, repatriados, apátridas y desplazados internos en las Américas”, AG/RES. 774 (XV-O/85), AG/RES. 838 (XVI-O/86), AG/RES. 951 (XVIII-O/88), AG/RES. 1021 (XIX-O/89), AG/RES. 1039 (XX-O/90), AG/RES. 1040 (XX-O/90), AG/RES. 1103 (XXI-O/91), AG/RES. 1170 (XXII-O/92), AG/RES. 1214 (XXIII-O/93), AG/RES. 1273 (XXIV-O/94), AG/RES. 1336 (XXV-O/95), AG/RES. 1416 (XXVI-O/96), AG/RES. 1504 (XXVII-O/97), AG/RES. 1602 (XXVIII-O/98), AG/RES. 1892 (XXXII-O/02), AG/RES. 2055 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2140 (XXXV-O/05), AG/RES. 2229 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2277 (XXXVIII-O/07), AG/RES. 2417 (XXXVIII-O/08) y en particular la resolución AG/RES. 2508 (XXXIX-O/09), “Desplazados internos”;

REITERANDO los principios establecidos en la Carta de la Organización de los Estados Americanos y en la Carta Democrática Interamericana, especialmente aquellos mencionados en su Capítulo III, Democracia, desarrollo integral y combate a la pobreza;


TENIENDO PRESENTE el Programa Interamericano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de Género, que fue aprobado por la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA) en su trigésimo período ordinario de sesiones, celebrado en Windsor, Canadá, y que fuera refrendado por nuestros Jefes de Estado y de Gobierno en la Tercera Cumbre de las Américas, celebrada en la ciudad de Quebec; 

RECORDANDO la normativa internacional pertinente sobre derechos humanos, derecho humanitario y derecho de los refugiados, y reconociendo que la protección de los desplazados internos se ha visto reforzada mediante la determinación y la consolidación de las normas específicas de protección, en particular mediante los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos, elaborados por el Representante Especial del Secretario General de las Naciones Unidas sobre la cuestión de los desplazados internos;

RECORDANDO TAMBIÉN que, de acuerdo con dichos principios rectores, se entiende por desplazados internos a “las personas o grupos de personas que se han visto forzadas u obligadas a escapar o huir de su hogar o de su lugar de residencia habitual, en particular como resultado o para evitar los efectos de un conflicto armado, de situaciones de violencia generalizada, de violaciones de los derechos humanos o de catástrofes naturales o provocadas por el ser humano, y que no han cruzado una frontera estatal internacionalmente reconocida”;

RESALTANDO que los Estados tienen la responsabilidad fundamental de respetar, promover y proteger los derechos humanos de todas las personas sujetas a su jurisdicción, incluyendo a los desplazados internos y de proporcionar a éstos protección y asistencia adecuada e integral, así como atender, según corresponda, las causas de la problemática del desplazamiento interno y, cuando se requiera, en cooperación con la comunidad internacional;

RECONOCIENDO que varios países del Hemisferio están utilizando los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos y los están incluyendo en la formulación de políticas y estrategias nacionales;

RESALTANDO la importancia de implementar políticas efectivas para prevenir y evitar el desplazamiento forzado interno y para la protección y asistencia a los desplazados durante el desplazamiento y durante el retorno o reasentamiento y la reintegración, inclusive a través de la implementación del derecho internacional aplicable;

SUBRAYANDO que para promover una mejor protección a los desplazados internos se necesitan estrategias integrales y soluciones duraderas que incluyan, entre otros aspectos, la decisión libre e informada de las personas desplazadas internas ya sea de regresar a su lugar de origen, de integrarse localmente en el lugar donde fueron desplazados o de reasentarse en otra parte del país; y

RECORDANDO la Conferencia de Alto Nivel “Diez años de los principios rectores sobre el desplazamiento interno: logros y retos futuros”, celebrada en Oslo, Noruega, los días 16 y 17 de octubre de 2008, en la que se presentó el documento “Protección de las personas internamente desplazadas: manual para legisladores y actores políticos”, a fin de brindar asistencia práctica a las autoridades nacionales en su preparación y promulgación de legislación interna y políticas dirigidas al desplazamiento interno en su país y, en su caso, para armonizar la legislación interna con los principios rectores,

RESUELVE:

1. Instar a los Estados Miembros a que, cuando corresponda, incluyan en sus planes, políticas y programas sectoriales las necesidades especiales de los desplazados internos, en particular en la elaboración de programas vinculados con la prevención de las diversas causas y consecuencias que genera dicho desplazamiento, incluyendo programas de desarrollo, de combate a la pobreza y de reducción de riesgos de desastres naturales, en los que podrán considerarse asimismo las necesidades de las comunidades receptoras.

2. Instar a los Estados Miembros a que consideren utilizar los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos elaborados por el Representante del Secretario General de las Naciones Unidas sobre los Derechos Humanos de los Desplazados Internos, los cuales reflejan ciertos aspectos de la normativa internacional de derechos humanos y el derecho internacional humanitario, como base para sus planes, políticas y programas en apoyo a estas personas y, de acuerdo con el derecho internacional, a las comunidades indígenas y afrodescendientes, entre otras, así como a las necesidades específicas de los niños, las mujeres, los ancianos, los campesinos y las personas con discapacidad y según corresponda, consideren incorporarlos a su legislación nacional a fin de promover su implementación, así como promover la transparencia en las políticas de protección a los desplazados internos.

3. Alentar a los Estados Miembros a que, con el fin de evitar los desplazamientos internos, atiendan sus causas y establezcan políticas de prevención, tales como la alerta temprana y políticas que mitiguen la amenaza y el riesgo de desplazamiento, teniendo en cuenta que el diálogo con todos los actores involucrados es esencial para alcanzar soluciones duraderas.

4. Hacer un llamamiento a los Estados Miembros para que cumplan con sus obligaciones conforme al derecho internacional humanitario, el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho de los refugiados aplicables, al atender a las personas internamente desplazadas, incluyendo en la prevención posible de los desplazamientos internos. 

5. Instar a los Estados Miembros a que, en atención a su responsabilidad frente a los desplazados internos, a partir de estrategias integrales y desde una perspectiva de derechos humanos y de género, se comprometan a brindarles protección y asistencia durante el desplazamiento a través de las instituciones nacionales competentes, así como invitarlos a que asuman el compromiso de buscar soluciones duraderas que incluyan el retorno seguro, voluntario y digno de los desplazados internos, su reasentamiento y reintegración, ya sea en su lugar de origen o la comunidad receptora.

6. Instar a los Estados para que en la atención a los desplazados internos, protejan sus derechos humanos mediante un enfoque integral para el socorro, particularmente en casos de desastre y para la reconstrucción de las comunidades afectadas por desastres naturales de conformidad con el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho interno, y tomando en cuenta los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos. Los Estados Miembros podrán usar sistemas diferenciados de atención al desplazamiento interno.

7. Instar a los Estados a que colaboren privilegiando el intercambio de buenas prácticas para la protección efectiva de los derechos humanos de los desplazados internos así como en la elaboración e implementación de políticas públicas para la prevención de los desplazamientos, incluidos por razones de desastres naturales, mediante la adopción de medidas para la reducción del riesgo de desastres.

8. Alentar a los Estados Miembros a que, cuando atiendan las necesidades de los desplazados internos, consideren el Marco de Soluciones Duraderas para los Desplazados Internos, las Guías Operativas sobre Derechos Humanos y Desastres Naturales, preparados por el Representante del Secretario General de las Naciones Unidas sobre los Derechos Humanos de los Desplazados Internos, así como el manual para legisladores y actores políticos “Protección de las personas internamente desplazadas”, presentado en el marco de la Conferencia de Alto Nivel “Diez años de los principios rectores el sobre desplazamiento interno: logros y retos futuros” y el Marco de Acción de Hyogo 2005-2015.

9. Alentar a los Estados y las autoridades competentes a buscar, de ser necesario, formas de protección y asistencia nuevas y apropiadas para las personas desplazadas que se adecuen según los requerimientos diferenciados de los residentes en centros urbanos, zonas rurales o aquellas ubicadas en campamentos.

10.
 Instar a los Estados a atender de manera eficaz las necesidades de las personas internamente desplazadas en casos de desastres naturales, incluyendo aquellas relacionadas con reducción y mitigación de riesgo, a través de sus esfuerzos nacionales y de la cooperación internacional.

11.
Hacer un llamamiento a los organismos de las Naciones Unidas y del sistema interamericano pertinentes, a otras organizaciones humanitarias y a la comunidad internacional para que brinden el apoyo y asistencia que los Estados soliciten, con el fin de atender las distintas causas que dan origen al desplazamiento interno, así como a las personas afectadas por el mismo en todas sus etapas, tomando en consideración los Principios Rectores sobre el Fortalecimiento de la Coordinación de la Asistencia Humanitaria de Emergencia.

12.
Encomendar al Consejo Permanente que dé el seguimiento que considere apropiado a la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2579 (XL-O/10)

DEFENSORAS Y DEFENSORES DE DERECHOS HUMANOS:
APOYO A LAS TAREAS QUE DESARROLLAN LAS PERSONAS, GRUPOS Y
ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL PARA LA PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE 
LOS DERECHOS HUMANOS EN LAS AMÉRICAS
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTOS el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.5111/10 add. 1), en lo que se refiere a este tema, y la resolución AG/RES. 2517 (XXXIX-O/09), “Defensoras y defensores de derechos humanos: apoyo a las tareas que desarrollan las personas, grupos y organizaciones de la sociedad civil para la promoción y protección de los derechos humanos en las Américas”;

RECORDANDO la Declaración de las Naciones Unidas sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos; 

RECONOCIENDO la importante función que los defensores de los derechos humanos pueden desempeñar en la labor de fortalecimiento de la paz y el desarrollo mediante el diálogo, la apertura, la participación y la justicia; 

REITERANDO que “toda persona tiene derecho, individual o colectivamente, a solicitar, recibir y utilizar recursos con el objeto expreso de promover y proteger por medios pacíficos los derechos humanos y las libertades fundamentales” de conformidad con el derecho interno, en cuanto concuerda con la Carta de las Naciones Unidas y otras obligaciones internacionales del Estado en la esfera de los derechos humanos y las libertades fundamentales; 

PREOCUPADA porque en las Américas persisten situaciones que, directa o indirectamente, impiden o dificultan las tareas de las personas, grupos u organizaciones que trabajan en la promoción y protección de los derechos humanos y libertades fundamentales; 

SUMAMENTE PREOCUPADA porque, en algunos casos, se han utilizado indebidamente leyes y otras disposiciones sobre seguridad nacional y lucha contra el terrorismo para incriminar a las defensoras y defensores de los derechos humanos o para menoscabar su labor y su seguridad de manera contraria al derecho internacional; 

TENIENDO EN CUENTA la resolución 2005/67 de la otrora Comisión de Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas y la resolución 64/163 de la Asamblea General de dicha organización, en la cual los Estados Miembros observaron “con profunda preocupación que, en muchos países, las personas y las organizaciones dedicadas a promover y defender los derechos humanos y las libertades fundamentales a menudo sufren amenazas y acoso y padecen inseguridad como resultado de esas actividades, incluso mediante restricciones de la libertad de asociación o expresión, o del derecho de reunión pacífica, o abusos en los procedimientos civiles o penales”;

CONSIDERANDO que los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) han puesto de manifiesto su amplia disposición para apoyar la labor desarrollada por las defensoras y defensores de los derechos humanos y reconocen la valiosa contribución de los mismos en la promoción, respeto y protección de los derechos humanos y libertades fundamentales en las Américas, así como en la representación y defensa de individuos, minorías y otros grupos de personas cuyos derechos se ven amenazados o violados; 

TOMANDO NOTA de lo señalado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en sus resoluciones para otorgar medidas provisionales, así como del Informe sobre la situación de las defensoras y defensores de los derechos humanos en las Américas elaborado por la Unidad de Defensores de Derechos Humanos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) en 2006, sobre la importancia que tiene el trabajo de las defensoras y defensores de los derechos humanos para el desarrollo de las democracias de las Américas; 

EXHORTANDO a la Unidad de Defensores de Derechos Humanos de la CIDH a que continúe con sus trabajos; 

DESTACANDO que toda persona tiene deberes respecto de la comunidad y dentro de ella, puesto que sólo en ella puede desarrollar libre y plenamente su personalidad; 

DESTACANDO TAMBIÉN que la promoción y protección de los derechos humanos es una labor legítima y que, al ejercerla, las defensoras y defensores de los derechos humanos contribuyen decididamente al fortalecimiento de las instituciones democráticas y al perfeccionamiento de los sistemas nacionales de derechos humanos; y 
DESTACANDO ADEMÁS la importancia de la función que desempeñan las defensoras y defensores de los derechos humanos mediante la promoción del diálogo, la apertura, la participación y la justicia, para contribuir a la prevención de la violencia y promover una paz y seguridad sostenibles y la afirmación de que, para ser eficaces, las estrategias internacionales en este ámbito deben prestar particular atención a la protección de las defensoras y defensores de derechos humanos, 
RESUELVE:

1. Reiterar su respaldo a la tarea que desarrollan, en el plano nacional y regional, las defensoras y defensores de derechos humanos, y reconocer su valiosa contribución en la promoción, respeto y protección de los derechos humanos y libertades fundamentales en el Hemisferio. 

2. Reconocer que las mujeres defensoras de los derechos humanos, en virtud de sus actuaciones y necesidades específicas de su género, merecen atención especial que permita asegurar su plena protección y la eficacia de las importantes actividades que realizan. 

3. Condenar los actos que tengan como intención impedir o dificultar, sea de manera directa o indirecta, las tareas que desarrollan las defensoras y defensores de los derechos humanos en las Américas. 
4. Alentar a las defensoras y defensores de los derechos humanos a continuar trabajando desinteresadamente y contribuir al perfeccionamiento de los sistemas nacionales de derechos humanos y al fortalecimiento de la democracia, en observancia de los principios contenidos en la Declaración de las Naciones Unidas sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos. 
5. Alentar a los Estados Miembros a que continúen o emprendan, según sea el caso, actividades de educación y divulgación dirigidas a los funcionarios del Estado, a la sociedad en general y a los medios de comunicación públicos y privados, para concienciarlos acerca de la importancia y validez del trabajo de las defensoras y defensores de los derechos humanos y de sus organizaciones. 

6. Exhortar a los Estados Miembros a que continúen intensificando los esfuerzos para adoptar las medidas necesarias para garantizar la vida, la libertad y la integridad personal de las defensoras y defensores de los derechos humanos y sus familiares, incluyendo mecanismos de protección urgentes y efectivos frente a situaciones de amenaza o riesgo inminente, y a que, en todos los casos de violaciones contra las defensoras y defensores de los derechos humanos, se realicen investigaciones y procesamientos completos e imparciales y a que se apliquen las sanciones correspondientes. 

7. Instar a los Estados a que, en el marco de sus ordenamientos jurídicos internos y consistente con sus obligaciones internacionales, adopten las medidas necesarias para que no queden impunes los ataques, amenazas y actos de intimidación, incluidos los actos de violencia sexista, contra los defensores de los derechos humanos y sus familiares, asegurando que las denuncias sean investigadas y tramitadas de manera expedita, transparente, independiente y responsable. 

8. Solicitar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) que:

a) siga prestando la adecuada atención a esta materia;

b) continúe intensificando el diálogo y cooperación con la Relatoría Especial sobre la situación de los defensores de derechos humanos de la Organización de las Naciones Unidas; y 
c) incluya en su informe anual una sección sobre la labor de su Unidad de Defensores de Derechos Humanos. 
9. Alentar a los Estados Miembros a asegurar que la legislación nacional aplicable, incluyendo el registro cuando sea aplicable conforme al orden jurídico interno, relativa a las defensoras y defensores de los derechos humanos y a sus organizaciones, permita que su trabajo sea efectuado en un ambiente político libre, transparente y abierto, y en forma congruente con el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario aplicables. 
10. Invitar a los Estados Miembros a que promuevan la difusión y aplicación de los instrumentos convencionales y no convencionales del sistema interamericano y las decisiones de sus órganos en materia de derechos humanos, así como de la Declaración de las Naciones Unidas sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos. 
11. Invitar a los Estados Miembros a que consideren la elaboración e implementación de planes nacionales que pongan en práctica los principios contenidos en la Declaración de las Naciones Unidas mencionada en el párrafo anterior, para cuyo objetivo también podrán recurrir al asesoramiento de la CIDH. 
12. Invitar a los Estados Miembros a informar a la CIDH sobre las medidas adoptadas para dar seguimiento a las recomendaciones contenidas en el “Informe sobre la situación de las defensoras y defensores de los derechos humanos en las Américas”. 

13. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
AG/RES. 2580 (XL-O/10)

LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS Y
LIBERTADES FUNDAMENTALES EN LA LUCHA CONTRA EL TERRORISMO

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)
LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 1840 (XXXII-O/02), AG/RES. 1906 (XXXII-O/02), AG/RES. 1931 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2035 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2143 (XXXV-O/05), AG/RES. 2238 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2271 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2415 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2512 (XXXIX-O/09), así como el Informe sobre Terrorismo y Derechos Humanos elaborado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (OEA/Ser.L/V/II.116, Doc.5 rev. 1);

REAFIRMANDO los principios y propósitos de la Carta de la Organización de los Estados Americanos y la Carta de las Naciones Unidas;

DESTACANDO que todas las personas nacen libres y tienen los derechos humanos y libertades fundamentales reconocidos en la Declaración Universal de los Derechos Humanos sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición, y que esto es válido en todas las circunstancias, de conformidad con el derecho internacional;

RECONOCIENDO que el respeto de todos los derechos humanos, el respeto de la democracia y el respeto del Estado de derecho están interrelacionados y se refuerzan mutuamente; 

RECORDANDO que todas las personas son iguales ante la ley y tienen los derechos y deberes consagrados en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre sin distinción de raza, sexo, idioma, credo ni otra alguna;

TENIENDO PRESENTE la Declaración y Programa de Acción de Viena aprobados por la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, el 25 de junio de 1993;

REAFIRMANDO la importancia fundamental de respetar todos los derechos humanos y las libertades fundamentales, así como el Estado de derecho, incluso al responder al terrorismo y al temor de terrorismo;

REAFIRMANDO que los Estados tienen la obligación de proteger todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de todas las personas y reiterando en este sentido que las medidas de lucha contra el terrorismo deben aplicarse tomando plenamente en consideración los derechos humanos de todas las personas, incluidas las pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas, y no deben ser discriminatorias de conformidad con el derecho internacional por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social; 

INSISTIENDO en que la adopción de medidas para asegurar el respeto de los derechos humanos para todos y el imperio de la ley es uno de los pilares del Plan de Acción de la Estrategia Mundial de las Naciones Unidas de Lucha contra el Terrorismo, adoptado por consenso en 2006;

REITERANDO que las medidas adoptadas contra el terrorismo en todos los niveles de conformidad con el derecho internacional, incluidas las normas de derecho internacional de los derechos humanos, el derecho internacional de los refugiados y el derecho internacional humanitario, contribuyen de manera importante al funcionamiento de las instituciones democráticas y al mantenimiento de la paz y la seguridad y, por consiguiente, al pleno disfrute de los derechos humanos; 

RATIFICANDO que los actos, métodos y prácticas terroristas, en todas sus formas y manifestaciones, son actividades dirigidas a la destrucción de los derechos humanos, las libertades fundamentales y la democracia, amenazan la integridad territorial y la seguridad de los Estados y desestabilizan a los gobiernos legítimamente constituidos, y que la comunidad internacional debe tomar las medidas necesarias para intensificar su cooperación a fin de prevenir y combatir el terrorismo;

REAFIRMANDO su condena inequívoca de todos los actos, métodos y prácticas terroristas en todas sus formas y manifestaciones y dondequiera y por quienquiera que sean cometidos, independientemente de su motivación, por ser criminales e injustificables, y renovando su compromiso de estrechar la cooperación internacional para prevenir y combatir el terrorismo;

DEPLORANDO PROFUNDAMENTE que se cometan violaciones de los derechos humanos y libertades fundamentales en el contexto de la lucha contra el terrorismo, así como violaciones del derecho internacional de los refugiados y el derecho internacional humanitario;

DEPLORANDO TAMBIÉN el sufrimiento causado por el terrorismo a las víctimas y sus familiares, expresando su profunda solidaridad con ellos y subrayando la importancia de proporcionarles la asistencia adecuada;

TENIENDO EN CUENTA:

Que en la Declaración sobre el Fortalecimiento de los Controles Fronterizos y la Cooperación Internacional en la Lucha contra el Terrorismo, adoptada en Washington, D. C., el 6 de marzo de 2009, los Estados Miembros reafirmaron que el terrorismo en todas sus formas y manifestaciones, cualquiera que sea su origen y motivación, no tiene justificación alguna, afecta el pleno goce y ejercicio de los derechos humanos y constituye una grave amenaza a la paz y la seguridad internacionales, las instituciones y valores democráticos y la estabilidad y prosperidad de los países de la región;

Que en la Declaración sobre Seguridad en las Américas, los Estados del Hemisferio ratificaron su compromiso, reiterado en la Declaración de San Carlos y en la Declaración de Panamá, de luchar contra el terrorismo y su financiamiento con el pleno respeto al Estado de derecho y al derecho internacional, incluidos el derecho internacional humanitario, el derecho internacional de los derechos humanos, el derecho internacional de los refugiados, la Convención Interamericana contra el Terrorismo y la resolución 1373 (2001) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas; y
Que en la Declaración de Mar del Plata de la Cuarta Cumbre de las Américas, en la Declaración de Nuevo León de la Cumbre Extraordinaria de las Américas y en la Declaración de Puerto España de la Quinta Cumbre de las Américas,
/ las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno acordaron tomar todas las medidas necesarias para prevenir y combatir el terrorismo y su financiamiento, en cumplimiento pleno de sus compromisos en el marco del derecho internacional, incluidos el derecho internacional de los derechos humanos, el derecho internacional de los refugiados y el derecho internacional humanitario;

ACOGIENDO CON SATISFACCIÓN que la Convención Interamericana contra el Terrorismo entró en vigor el 10 de julio de 2003, y que en la actualidad ya ha sido ratificada por veinticuatro países;

CONSIDERANDO el informe de la Reunión de Expertos Gubernamentales sobre las mejores prácticas y experiencias nacionales en la adopción de medidas contra el terrorismo, bajo la perspectiva de los derechos humanos, celebrada del 12 al 13 de febrero de 2004 (CP/CAJP-2140/04);

CONSIDERANDO TAMBIÉN el documento “Recomendaciones para la protección de los derechos humanos por parte de los Estados Miembros de la OEA en la lucha contra el terrorismo” (CP/doc.4117/06), elaborado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), que complementa el informe de la CIDH sobre Terrorismo y Derechos Humanos, del 22 de octubre de 2002, (OEA.Ser.L/V/II.116, Doc.5 rev. 1);

REAFIRMANDO:

Que en la lucha contra el terrorismo cualquier persona detenida que se encuentre presuntamente involucrada en un acto terrorista gozará de los derechos y garantías que le otorga el derecho internacional aplicable, en particular, el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario;

Que los medios que el Estado puede utilizar para proteger su seguridad o la de sus ciudadanos en la lucha contra el terrorismo deben ser en toda circunstancia acordes con el derecho internacional aplicable, en particular, el derecho internacional de los derechos humanos, el derecho internacional humanitario y el derecho internacional de los refugiados; y

Que el terrorismo no puede ni debe vincularse con ninguna religión, nacionalidad, civilización o grupo étnico;

RECORDANDO que, de conformidad con el artículo 27 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y con el artículo 4 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, se reconoce que algunos derechos no son derogables en ninguna circunstancia y que, con respecto a los derechos que pueden estar sujetos a derogación, los Estados pueden adoptar medidas que deroguen sus obligaciones de acuerdo con esas convenciones en la medida estrictamente requerida por las exigencias de la situación y, en el caso de la Convención Americana, durante el período de tiempo requerido, siempre que dichas medidas sean compatibles con los demás derechos y obligaciones que impone el derecho internacional; y enfatizando que, en el sistema interamericano, la protección de derechos inderogables incluye garantías judiciales esenciales para la protección de dichos derechos; y

OBSERVANDO CON PREOCUPACIÓN y reiterando que deben evitarse todas las medidas que puedan menoscabar los derechos humanos y el Estado de derecho, como la detención de sospechosos de actos de terrorismo sin fundamento jurídico para la detención y sin las debidas garantías procesales, la privación de libertad equivalente a sustraer al detenido de la protección de la ley, el enjuiciamiento de sospechosos sin las garantías procesales fundamentales, la privación de libertad y el traslado ilícitos de sospechosos de actividades terroristas y la devolución de sospechosos a países sin evaluar caso por caso la posibilidad de que existan motivos fundados para creer que correrían peligro de ser sometidos a torturas, y las limitaciones al escrutinio efectivo de las medidas contra el terrorismo,

RESUELVE:

1. Reafirmar que la lucha contra el terrorismo debe realizarse con el pleno respeto de la ley, incluyendo el cumplimiento del debido proceso, y de los derechos humanos, que abarcan los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, así como a las instituciones democráticas para preservar el Estado de derecho, las libertades y los valores democráticos en el Hemisferio.

2. Reafirmar que todos los Estados Miembros tienen el deber de garantizar que todas las medidas adoptadas en la lucha contra el terrorismo se ajusten a sus obligaciones, de conformidad con el derecho internacional, en particular, el derecho internacional de los derechos humanos, el derecho internacional de los refugiados y el derecho internacional humanitario.

3. Instar a los Estados que, en su lucha contra el terrorismo, cumplan plenamente sus obligaciones en contra de tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, en particular, la absoluta prohibición de la tortura.

4. Exhortar a los Estados a que se cercioren de que sus leyes por las que se penalizan la conducta o las actividades terroristas sean accesibles, están formuladas con precisión, no sean discriminatorias ni tengan carácter retroactivo y se ajusten al derecho internacional aplicable, incluidas las normas de derechos humanos, el derecho internacional humanitario y el derecho internacional de los refugiados.

5. Exhortar a los Estados a que no recurran a perfiles basados en estereotipos fundados en motivos de discriminación prohibidos por el derecho internacional, por ejemplo, discriminación por motivos raciales, étnicos y religiosos.

6. Instar a los Estados a que respeten plenamente la obligación de no devolución que les incumbe en virtud del derecho internacional de los refugiados y las normas internacionales de derechos humanos y, al mismo tiempo, a que examinen, respetando plenamente esa obligación y otras salvaguardias legales, la validez de la decisión tomada sobre la condición de refugiado de una persona si se obtienen pruebas pertinentes y fidedignas que indiquen que la persona en cuestión ha cometido actos delictivos, incluidos actos terroristas, a los que sean aplicables las cláusulas de exclusión previstas en el derecho internacional de los refugiados.

7. Instar a los Estados a respetar las salvaguardas relativas a la libertad, seguridad, integridad y dignidad de las personas y a tratar a los detenidos en todos los lugares de detención de conformidad con el derecho internacional aplicable, incluidas las normas de derechos humanos y el derecho internacional humanitario.

8. Invitar a todos los Estados Miembros a que, con el fin de cumplir con los compromisos adoptados en esta resolución, consideren firmar y ratificar, a la brevedad posible, la Convención Interamericana contra el Terrorismo y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, según sea el caso, y a los Estados Parte que adopten las medidas que sean pertinentes a fin de implementar las disposiciones de estos tratados.

9. Instar a los órganos, organismos y entidades competentes de la Organización de los Estados Americanos, de conformidad con sus mandatos a prestar, cuando se les solicite, asistencia técnica para consolidar la capacidad de los Estados Miembros de elaborar y aplicar programas de asistencia y apoyo a las víctimas del terrorismo con arreglo a sus leyes nacionales.

10. Instar a los Estados Miembros a que promuevan y apliquen en todos los niveles la Estrategia Mundial de las Naciones Unidas contra el Terrorismo y su Plan de Acción para avanzar en el objetivo común de erradicar el flagelo del terrorismo internacional, teniendo en cuenta que uno de sus pilares es asegurar el respeto de los derechos humanos en la lucha contra el terrorismo.

11.
Reiterar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) que continúe promoviendo el respeto y la defensa de los derechos humanos y facilitando los esfuerzos de los Estados Miembros para cumplir debidamente con sus compromisos internacionales en materia de derechos humanos cuando desarrollen y ejecuten medidas contra el terrorismo, incluyendo los derechos de las personas que podrían estar en desventaja, en situación de discriminación y de vulnerabilidad como resultado de la violencia terrorista o iniciativas antiterroristas, y que informe al Consejo Permanente sobre la conveniencia de realizar un estudio de seguimiento.

12.
Reiterar al Consejo Permanente que con base en las “Recomendaciones para la protección de los derechos humanos por parte de los Estados Miembros de la OEA en la lucha contra el terrorismo” formuladas por la CIDH y los resultados de las consultas con el Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE) y los Estados Miembros, considere la preparación de un proyecto de términos de referencia comunes para la protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo, que compile los estándares internacionales vigentes, con fundamento en el derecho internacional aplicable, así como las mejores prácticas, para la consideración de la Asamblea General.

13.
Insistir en la importancia de intensificar el diálogo entre el CICTE, la CIDH y otras áreas pertinentes de la Organización, con miras a mejorar y fortalecer su colaboración permanente en el tema de la protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo.
14.
Instar a los Estados Miembros a que, en el marco de sus obligaciones, respeten los derechos humanos de todas las personas privadas de libertad en los centros de detención de control efectivo, de manera particular la observancia del debido proceso, garantizando que ninguna forma de privación de la libertad coloque a la persona detenida fuera de la protección de la ley. 

15.
Reafirmar que, en la lucha contra el terrorismo, es imprescindible que todos los Estados respeten y protejan la dignidad de las personas y sus libertades fundamentales, así como las prácticas democráticas y el Estado de derecho. 

16.
Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2581 (XL-O/10)

REUNIÓN DE MINISTROS DE JUSTICIA U OTROS MINISTROS,

PROCURADORES O FISCALES GENERALES DE LAS AMÉRICAS 

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,
VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.5111/10 add. 1), en particular en lo que se refiere al cumplimiento de la resolución AG/RES. 2462 (XXXIX-O/09), “Reunión de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas”;

RECORDANDO que en las Cumbres de las Américas, los Jefes de Estado y de Gobierno han apoyado el trabajo realizado en el marco de las Reuniones de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA) y la implementación de sus conclusiones y recomendaciones;

TENIENDO PRESENTE que en la Declaración sobre Seguridad en las Américas, los Estados del Hemisferio reafirmaron que “las Reuniones de Ministros de Justicia o Ministros o Procuradores Generales de las Américas (REMJA) y otras reuniones de autoridades en materia de justicia penal son foros importantes y eficaces para la promoción y el fortalecimiento del entendimiento mutuo, la confianza, el diálogo y la cooperación en la formulación de políticas en materia de justicia penal y de respuestas para hacer frente a las nuevas amenazas a la seguridad”;

TENIENDO EN CUENTA que en la resolución AG/RES. 2462 (XXXIX-O/09) la Asamblea General dispuso convocar a la Octava Reunión de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA VIII), la cual se realizó en Brasilia, Brasil, del 24 al 26 de febrero de 2010; y

TENIENDO EN CUENTA TAMBIÉN los resultados de la Primera Reunión de Especialistas en Ciencias Forenses de las Américas, del 24 al 25 de septiembre de 2009, de la Primera Reunión del Grupo Piloto de la Red de Cooperación Jurídica en Materia de Derecho de Familia y Niñez, del 3 al 4 de noviembre de 2009, y de la Sexta Reunión del Grupo de Trabajo en Delito Cibernético, del 21 al 22 de enero de 2010, todas ellas realizadas en Washington, D. C.

RESUELVE:

1. Expresar su satisfacción por los resultados de la Octava Reunión de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA VIII), realizada en Brasilia, Brasil, del 24 al 26 de febrero de 2010, así como de las reuniones técnicas que le precedieron como parte de su proceso.

2. Agradecer al Gobierno de Brasil por la exitosa organización de la reunión ministerial antes mencionada.

3. Hacer suyas las Conclusiones y recomendaciones de la REMJA VIII que aparecen en el anexo y forman parte de esta resolución.

4. Agradecer y aceptar el ofrecimiento de sede de El Salvador para la REMJA IX, a celebrarse en 2012.

5. Agradecer y aceptar el ofrecimiento de sede de Paraguay para la Quinta Reunión del Grupo de Trabajo en Asistencia Mutua en Materia Penal y Extradición de la REMJA.

6. Encomendar al Consejo Permanente que dé el seguimiento apropiado a las Conclusiones y recomendaciones de la REMJA VIII y que, de acuerdo con sus determinaciones convoque a las reuniones siguientes, que se llevarán a cabo antes del próximo período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos y sujeto a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos:

a) Reunión técnica coordinada por Brasil, a celebrarse durante el segundo semestre de 2010, con miras a discutir la utilidad de la Red de Cooperación Jurídica en Materia de Derecho de Familia y Niñez y el interés de los Estados en integrar un grupo de trabajo sobre esta materia; 
b) Quinta Reunión del Grupo de Trabajo en Asistencia Mutua en Materia Penal y Extradición, a celebrarse en Paraguay, y 

c) Tercera Reunión del Grupo de Trabajo en Políticas Penitenciarias y Carcelarias.

7. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.


ANEXO


OCTAVA REUNIÓN DE MINISTROS DE JUSTICIA U

OEA/Ser.K/XXXIV.8


OTROS MINISTROS, PROCURADORES O FISCALES

REMJA-VIII/doc.4/10 rev. 1


GENERALES DE LAS AMÉRICAS


26 febrero 2010



Original: portugués 


REMJA VIII

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES DE LA REMJA VII
/ 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES DE LA REMJA VIII

La Octava Reunión de Ministros de Justicia u otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA VIII) se llevó a cabo en Brasilia, Brasil, durante del 24 al 26 de febrero de 2010, de acuerdo con lo establecido en el “Documento de Washington” (REMJA-VII/doc.6/08 rev. 1) y en las Resoluciones AG/RES. 2369 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2462 (XXXIX-0/09) de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA).

La REMJA VIII destaca la utilidad e importancia que ha tenido la implementación del “Documento de Washington”, aprobado en la REMJA VII para regir el proceso de las REMJA, tanto en el cumplimiento de las recomendaciones emanadas de dicho encuentro como en la preparación y desarrollo de la presente reunión. A este respecto, la REMJA VIII, en particular, destaca la trascendencia que ha tenido el hecho de que, en cumplimiento de lo dispuesto en el “Documento de Washington”, en esta reunión hayan participado tanto Ministros de Justicia como Procuradores o Fiscales Generales de los Estados Miembros de la OEA con responsabilidades en cooperación jurídica internacional principalmente en materia penal. Lo anterior consolida las REMJA como foro hemisférico para la cooperación en este campo y constituye un avance fundamental para el mejoramiento de la coordinación interinstitucional e internacional y la definición y adopción de medidas concretas y prácticas, como las que se expresan en estas conclusiones y recomendaciones, para fortalecer la efectividad, eficiencia y agilidad en la acción conjunta de los Estados para prevenir, perseguir y combatir la criminalidad en las Américas.


Al finalizar los debates sobre los diferentes puntos comprendidos en su temario, la REMJA VIII aprobó las siguientes conclusiones y recomendaciones, las cuales serán transmitidas a la Asamblea General de la OEA, en su cuadragésimo período ordinario de sesiones:

I. MEDIDAS CONCRETAS PARA FORTALECER LA COOPERACIÓN JURÍDICA Y JUDICIAL EN LAS AMÉRICAS:

La REMJA VIII reafirma que el daño causado y la amenaza que representan las diferentes manifestaciones de delincuencia en el Hemisferio para nuestros ciudadanos, para nuestras democracias y para el desarrollo económico y social de nuestros Estados, hacen necesario y urgente continuar fortaleciendo y perfeccionando la cooperación jurídica y judicial mutua a nivel hemisférico, así como asegurar que los Estados Miembros cuenten con legislación, procedimientos y mecanismos jurídicos en vigor que les permitan prevenir la delincuencia organizada transnacional y perseguir y castigar a quienes cometan este tipo de delitos, negar su acogida, así como al producto e instrumentos de su conducta delictiva.

En este sentido, la REMJA VIII destaca la utilidad y eficacia para el perfeccionamiento de la cooperación jurídica y judicial en materia penal que han probado tener diversos procesos que se han iniciado en el marco de las REMJA. Entre ellos se encuentran los relacionados con el apoyo a la reforma a la justicia en la región tales como la creación del Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA); el desarrollo de mecanismos de cooperación práctica, a través de reuniones, redes y otras modalidades de intercambio de información, experiencias, capacitación y cooperación técnica, entre las autoridades nacionales competentes en áreas tales como asistencia mutua penal y extradición, delito cibernético, trata de personas, políticas penitenciarias y carcelarias, e investigación forense; la iniciativa de elaborar y adoptar un plan de acción hemisférico contra la delincuencia organizada transnacional y el desarrollo de otros numerosos acuerdos expresados en las recomendaciones de las REMJA y de sus grupos de trabajo y reuniones técnicas, así como de los procedimientos establecidos para el seguimiento de la implementación de los mismos; y el fortalecimiento de la cooperación con otras organizaciones e instancias regionales, subregionales e internacionales en las diversas materias de que se ocupan las REMJA y sus grupos de trabajo y reuniones técnicas.

Los desarrollos dados en cumplimiento de las recomendaciones de las REMJA han demostrado tener un alcance práctico y ser de gran utilidad para consolidar la efectividad, eficacia y agilidad de la cooperación jurídica internacional principalmente en materia penal. Sin menoscabo de los progresos realizados en este ámbito, se requiere continuar avanzando y fortaleciendo aún más el trabajo conjunto de los Estados, a través de nuevas medidas y acciones concretas como las que se derivan de las recomendaciones de las reuniones de los grupos de trabajo y reuniones técnicas que se han realizado desde la REMJA VII y sobre las cuales la REMJA VIII ha tenido la oportunidad de recibir informes y formular recomendaciones específicas que se expresan en las siguientes secciones.

Sin perjuicio de lo anterior, la REMJA VIII considera importante formular las siguientes recomendaciones relacionadas con medidas o acciones para el fortalecimiento de la cooperación jurídica y judicial en las Américas:

1. Que los Estados Miembros de la OEA que aún no lo hayan hecho firmen y ratifiquen o adhieran, según sea el caso, a la brevedad posible a:

a) La Convención Interamericana contra la Corrupción y la Declaración sobre el Mecanismo de Seguimiento de su implementación (MESICIC) (“Documento de Buenos Aires”);

b) La Convención Interamericana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal y su Protocolo Facultativo;

c) La Convención Interamericana contra el Terrorismo; 
d) La Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA);

e) La Convención Interamericana para el Cumplimiento de Condenas Penales en el Extranjero;

f) La Convención de las Naciones Unidas contra al Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas;

g) La Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus protocolos; y

h) La Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción.

2. Que los Estados Miembros de la OEA que aún no lo hayan hecho adopten la legislación y otras medidas que se requieran para facilitar y asegurar la aplicación de las convenciones antes citadas y brindar la cooperación, en el marco de las mismas, entre otros, en asistencia mutua, extradición e incautación y/o decomiso de activos, que sea efectiva, eficiente y expedita.

3. Que los Estados Miembros de la OEA, cuando sea necesario y con pleno respeto a los principios de sus ordenamientos jurídicos internos, revisen su legislación interna y los mecanismos para su aplicación con miras a modernizar las herramientas para enfrentar los desafíos de la delincuencia organizada transnacional, incluyendo la implementación de leyes y otras medidas para: 

a) Asegurar que las personas involucradas con la delincuencia organizada transnacional sean enjuiciadas por los Estados Miembros cuyas leyes han violado;

b) Combatir el tráfico ilícito de estupefacientes y de precursores químicos utilizados para la elaboración de drogas sintéticas; 

c) Fortalecer y aplicar los controles legales de importación y exportación para evitar el tráfico ilícito de armas de fuego, municiones y explosivos;

d) Fortalecer los ordenamientos jurídicos y la cooperación internacional para evitar el narcotráfico;

e) Facilitar, cuando su ordenamiento jurídico lo permita, con pleno respeto a las garantías individuales y procesales, y de conformidad con la legislación aplicable, la interceptación de comunicaciones por cable, orales y electrónicas y compartir esa información con otros Estados Miembros para la aplicación de la ley;

f) Considerar, con pleno respeto a la soberanía de los Estados y de acuerdo con los principios de sus ordenamientos jurídicos internos y de lo dispuesto en el artículo 19 de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, la posibilidad de celebrar acuerdos bilaterales o multilaterales que otorguen un marco jurídico a los equipos de investigaciones conjuntas, así como la necesidad de que las legislaciones nacionales vayan progresivamente considerando este nuevo mecanismo de asistencia mutua entre los Estados;

g) Promover investigaciones financieras eficaces encaminadas al decomiso de los productos e instrumentos de la delincuencia organizada transnacional, incluyendo, cuando sea compatible con su marco jurídico nacional, el decomiso no basado en una condena; 
h) Considerar, cuando su ordenamiento jurídico interno lo permita y de acuerdo con los compromisos internacionales adquiridos, el cumplimiento de las órdenes extranjeras de embargo preventivo, incautación y decomiso, tomando en cuenta las cuestiones relacionadas con la gestión de activos previo a su decomiso, así como la liquidación eficaz, el mantenimiento adecuado y la devolución de los bienes decomisados;

i) Utilizar todos los avances posibles en tecnología forense en la lucha contra la delincuencia organizada transnacional, y

j) Asegurar la protección efectiva de las víctimas y testigos en el marco de las actuaciones penales, promoviendo a su vez, a través de mecanismos de cooperación expeditos, que se viabilice la reubicación de los mismos, de acuerdo con los artículos 24 y 25 de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Trasnacional.
4. Que se dé la debida consideración a las propuestas relacionadas con el desarrollo de instrumentos jurídicos complementarios de los existentes para fortalecer la cooperación jurídica internacional en materia penal, teniendo en cuenta las recomendaciones de los grupos de trabajo y reuniones técnicas de las REMJA. 

5. Que los Estados Miembros de la OEA que aún no lo hayan hecho, tomen las medidas que sean necesarias con el fin de establecer y asegurar el funcionamiento de las autoridades centrales para la cooperación recíproca en asistencia mutua en materia penal, extradición e incautación y/o decomiso de activos, así como para garantizar que ellas cuenten con los recursos humanos, materiales y financieros que les permitan cumplir sus funciones en forma eficaz, eficiente y expedita.
6. Que los Estados Miembros de la OEA que aún no lo hayan hecho, tomen las medidas necesarias con el fin de facilitar, dentro del marco de su ordenamiento constitucional, canales de comunicación directa y de contacto permanente entre las autoridades centrales con responsabilidades en la cooperación recíproca en asistencia mutua en materia penal, extradición e incautación y/o decomiso de activos, así como para acelerar los procedimientos y reducir o eliminar los factores que contribuyen al retraso en la transmisión y ejecución de las solicitudes de cooperación en asistencia mutua en materia penal, extradición e incautación y/o decomiso de activos.
7. Que, dado el carácter transversal que tiene la cooperación en asistencia mutua en materia penal, extradición e incautación y/o decomiso de activos, las REMJA se continúen consolidando como foro para la cooperación hemisférica en esas materias y las entidades, órganos, organismos, grupos o mecanismos de la OEA, en el marco de sus respectivas competencias, tomen las medidas pertinentes con el fin de facilitar y fortalecer la cooperación entre ellos y las REMJA en dichas áreas y de evitar la duplicación de esfuerzos.
8.
Que, de conformidad con los principios de sus ordenamientos jurídicos internos, se potencie el uso de las nuevas tecnologías, como las videoconferencias, de modo seguro y responsable, para hacer más efectiva, eficaz y ágil la cooperación jurídica y judicial en las Américas.

9. Que se continúe promoviendo, apoyando y desarrollando programas de capacitación de las autoridades y expertos gubernamentales, tales como los que se han venido desarrollando en materia de prevención, investigación y procesamiento del delito cibernético, y en la Red en Materia Penal, para facilitar la cooperación jurídica internacional en las áreas correspondientes.

10. Que se continúe fortaleciendo el intercambio de información y la cooperación entre las REMJA y otras organizaciones, foros, mecanismos o instancias subregionales, regionales e internacionales, en asistencia mutua en materia penal, extradición e incautación y/o decomiso de activos.
II. ASISTENCIA MUTUA PENAL Y EXTRADICIÓN 

1. Expresar su satisfacción por la realización de la Cuarta Reunión del Grupo de Trabajo de las REMJA en Asistencia Mutua Penal y Extradición, celebrada en San Salvador, El Salvador, los días 31 de marzo, 1 y 2 de abril de 2009, así como por el hecho de que, en cumplimiento de lo dispuesto en el “Documento de Washington”, en la misma hayan participado tanto las autoridades centrales como las autoridades de cooperación jurídica internacional y otros expertos gubernamentales con responsabilidades en asistencia mutua penal y extradición de los Estados Miembros de la OEA.

2. Aprobar las recomendaciones adoptadas en la Cuarta Reunión del Grupo de Trabajo de las REMJA en Asistencia Mutua Penal y Extradición, las cuales se encuentran publicadas en el documento PENAL/doc.29/09 rev.1, y al respecto, solicitar que, por conducto de la respectiva presidencia, se informe a la REMJA IX sobre los avances logrados en relación con éstas.

3. Instar a los Estados a darle la debida consideración y aplicación a las guías de mejores prácticas con respecto a la “Recolección de Declaraciones, Documentos y Pruebas Físicas” y a la “Asistencia Mutua en relación con la Investigación, Congelación, Decomiso e Incautación de Activos que sean Producto o Instrumento de Delitos” y al “Formulario sobre Cooperación Jurídica en Materia Penal” (documento PENAL/doc.19/07 rev. 1), así como a la “Ley Modelo de Asistencia Mutua en Materia Penal” (documento PENAL/doc.20/07 rev. 1).

4. Encomendar al Grupo de Trabajo de las REMJA en Asistencia Mutua Penal y Extradición, teniendo en cuenta las recomendaciones formuladas en su Cuarta Reunión, que, con el apoyo de la Secretaría Técnica de las REMJA:

a) Avanzar en la consideración del desarrollo de un instrumento jurídico interamericano, complementario de los existentes, con el objeto, entre otros, de facilitar el uso de nuevas tecnologías de comunicación para la cooperación en asistencia mutua en materia penal y extradición, y solicitarle que, por conducto de su Presidencia, informe al respecto a la REMJA IX.

b) Considere la elaboración de un instrumento jurídico interamericano, ágil y expedito en materia de extradición, que incluya los avances y nuevos institutos desarrollados en los ámbitos bilaterales y subregionales, a fin de fortalecer la cooperación en este campo.

c) Continúe promoviendo el intercambio de información en torno a los desarrollos subregionales que se están dando, entre otros, con la adopción del Tratado Centroamericano relativo a la Orden de Detención y Extradición Simplificada en el marco del Sistema de Integración Centroamericana (SICA); del Tratado sobre la Orden de Arresto de la CARICOM (“CARICOM Arrest Warrant Treaty”) y la propuesta sobre un “Mandato MERCOSUR de Captura (MMC)”. Asimismo que, teniendo en cuenta éstos y otros desarrollos internacionales relacionados, considere avanzar en la elaboración de un texto de acuerdo modelo en la materia.

d) Considere avanzar en la elaboración de acuerdos modelos que otorguen un marco jurídico a las investigaciones conjuntas y/o coordinadas y las técnicas especiales de investigación, así como en la formulación de otras recomendaciones sobre medidas legales y de otra naturaleza que faciliten a los Estados considerar, crear y poner en práctica estos nuevos mecanismos de asistencia mutua entre ellos, teniendo en cuenta lo dispuesto en los artículos 19 y 20 de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional; en los artículos 9.1.c) y 11 de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas y en los artículos 49 y 50 de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción. Para la elaboración de dichos acuerdos modelo podría tenerse como referencia asimismo, el proyecto de “Acuerdo Marco de Cooperación entre los Estados Parte del MERCOSUR y Estados Asociados para la creación de Equipos Conjuntos de Investigación en Materia de Crímenes Transnacionales”, que se encuentra actualmente en negociación en el ámbito de las reuniones de los Ministros de Justicia de dicho foro regional.

e) A partir de la guía de mejores prácticas que elaboró en la materia, continúe dando consideración al tema de la asistencia mutua en relación con la investigación, congelación, decomiso e incautación de activos que sean producto o instrumento de delitos, y formule las recomendaciones que estime pertinentes para continuar mejorando y fortaleciendo la cooperación en este campo entre los Estados Miembros de la OEA.

5. Recomendar que los Estados Miembros de la OEA consideren diversas medidas para mejorar la captación de recursos contra la delincuencia organizada, incluyendo la implementación de medidas que se ajusten a las leyes nacionales para congelar, confiscar, incautar y compartir los productos de actividades ilícitas, y que consideren la posibilidad de establecer un fondo de la OEA para asistir a los Estados Miembros.

6. Recomendar que los Estados Miembros, reconociendo la creciente necesidad de mejorar la asistencia mutua en materia penal entre ellos, tomen las medidas necesarias para perfeccionar la cooperación en esta área, tales como:

a) Perfeccionar las legislaciones nacionales relativas a la asistencia mutua en materia penal;

b) Implementar las recomendaciones de las REMJA para perfeccionar la asistencia mutua en materia penal en el Hemisferio, y

c) Considerar medidas para perfeccionar la asistencia mutua en materia penal con países fuera del Hemisferio, e incluso, cuando corresponda, ampliar la aplicación de la Convención Interamericana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal en tales países.

7. Recomendar que los Estados Miembros que participen en el Duodécimo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Justicia Penal, den a conocer la anterior recomendación a los otros Estados.

8. Agradecer y aceptar el ofrecimiento de sede para la Quinta Reunión del Grupo de Trabajo de las REMJA en Asistencia Mutua Penal y Extradición, realizado por la Delegación del Paraguay.

9. Solicitar a la Secretaría Técnica de las REMJA que continúe propiciando y fortaleciendo el intercambio de información y la cooperación con otras redes, organizaciones y procesos de cooperación internacional en materia penal.

10. Encomendar a la Secretaría Técnica que, con antelación a la REMJA IX, recabe información de los Estados sobre los avances dados hasta entonces en las materias a que se refieren las recomendaciones de reuniones anteriores relacionadas con cooperación jurídica internacional en materia penal y la organice en forma agregada en un informe de carácter hemisférico que presente a dicha reunión.

III. RED HEMISFÉRICA DE INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN PARA LA ASISTENCIA MUTUA EN MATERIA PENAL Y EXTRADICIÓN (“RED EN MATERIA PENAL”)

1. Reconocer los avances dados por la Secretaría General de la OEA en la institucionalización, consolidación, mantenimiento, ampliación y obtención de financiamiento de la Red en Materia Penal, los cuales se expresan, entre otros, en la suscripción de memorandos de entendimiento con instituciones de los Estados Miembros de la OEA y la participación de sus respectivos funcionarios en el Sistema de Comunicación Electrónico Seguro; la capacitación a los nuevos usuarios de este sistema en el taller realizado en San Salvador, El Salvador, el 31 de marzo de 2009 y a través del programa de capacitación en línea por medio del “Portal Educativo de las Américas”; y la actualización y traducción a los cuatro idiomas oficiales de la OEA de todos los documentos pertinentes de los componentes público y privado de la Red en Materia Penal.

2. Expresar su satisfacción por el desarrollo de las herramientas electrónicas para enviar y responder en forma segura las solicitudes de asistencia mutua penal y con respecto al diccionario de términos jurídicos de uso común en asistencia mutua penal y extradición en los cuatro idiomas oficiales de la OEA.

3. Respaldar que se avance en el desarrollo de una fase piloto de la herramienta para el uso de videoconferencias seguras, incluyendo la elaboración de un proyecto de convenio modelo para la utilización de videoconferencia en la toma de declaraciones de testigos, peritos, víctimas e imputados, con absoluto respeto de las garantías de defensa en juicio con relación a éstos últimos e instar a los Estados a que regulen el uso de esta herramienta en sus normativas internas, y que se informe sobre los desarrollos dados al respecto a la Quinta Reunión del Grupo de Trabajo de las REMJA en Asistencia Mutua Penal y Extradición y a la REMJA IX.

4. Destacar la utilidad del “Boletín de Cooperación Jurídica” y solicitar a la Secretaría Técnica de las REMJA que éste se continúe realizando e invitar a los Estados a que contribuyan con información para el mismo.

5. Solicitar a la Secretaría General de la OEA que, en el marco de los recursos de que dispone, continúe brindando los servicios de mantenimiento, actualización, apoyo y asistencia técnicos de la Red en Materia Penal; de capacitación a los funcionarios que participan en el Sistema de Comunicación Electrónico Seguro; y de desarrollo de nuevas herramientas electrónicas para facilitar la cooperación en asistencia mutua penal y extradición. De igual forma, solicitarle que informe a las REMJA y al Grupo de Trabajo de las REMJA en Asistencia Mutua Penal y Extradición en sus próximas reuniones sobre los avances dados en estas materias.

6. Invitar a los Estados Miembros de la OEA y a los Estados Observadores Permanentes a considerar realizar contribuciones voluntarias para el financiamiento de la Red en Materia Penal.

IV. DELITO CIBERNÉTICO

1. Expresar su satisfacción por los resultados de la Sexta Reunión del Grupo de Trabajo de las REMJA en Delito Cibernético, celebrada en la sede de la OEA, los días 21 y 22 de enero de 2010, en cumplimiento de lo acordado en la REMJA-VII.

2. Adoptar las recomendaciones formuladas por el Grupo de Trabajo de las REMJA en Delito Cibernético en la citada Sexta Reunión (CIBER-VI/doc.4/10 rev. 1) y solicitarle que, a través de su Presidencia, informe a la REMJA IX sobre los avances logrados en relación con éstas.

3. Continuar consolidando y actualizando el Portal Interamericano de Cooperación en materia de Delito Cibernético a través de la página de la OEA en Internet y al respecto:

a) Solicitar a la Secretaría General de la OEA que, en coordinación con el Grupo de Trabajo de las REMJA en Delito Cibernético, continúe completando y actualizando la información del Portal en sus componentes público y privado.

b) Solicitar a los Estados que respondan a las solicitudes que les formule la Secretaría General de la OEA para completar o actualizar la información que, en relación con cada uno de ellos, se difunde en los componentes público y privado del Portal.

4. Expresar su satisfacción por los resultados alcanzados en los talleres para fortalecer la capacidad de los Estados en el desarrollo de legislación y medidas procesales relacionadas con el delito cibernético y las pruebas electrónicas, los cuales fueron realizados, bajo el liderazgo de Estados Unidos como Presidencia del Grupo de Trabajo de las REMJA en Delito Cibernético y con el auspicio financiero de este Estado, el apoyo de los Estados en que se llevaron a cabo y la cooperación de la Secretaría General de la OEA, en Puerto España, Trinidad y Tobago; Bogotá, Colombia; Santiago, Chile; Ciudad de Panamá, Panamá y Asunción, Paraguay. 

5. Continuar fortaleciendo los mecanismos que permitan el intercambio de información y la cooperación con otras organizaciones e instancias internacionales en materia de delito cibernético, tales como el Consejo de Europa, las Naciones Unidas, la Unión Europea, el Foro de Cooperación Económica del Pacífico Asiático, la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), el G-8, el Commonwealth y la INTERPOL, de manera que los Estados Miembros de la OEA puedan aprovechar los desarrollos dados en dichos ámbitos. Adicionalmente, y reconociendo la consideración que algunos Estados Miembros de la OEA le han dado, recomendar a aquellos que aún no lo han hecho a que le den debida consideración, a la aplicación de los principios de la Convención del Consejo de Europa sobre Delincuencia Cibernética y la adhesión a la misma, así como a la adopción de las medidas legales y de otra naturaleza que sean necesarias para su implementación, teniendo en cuenta las recomendaciones adoptadas por el Grupo de Trabajo en Delito Cibernético y por las REMJA en sus últimas reuniones. Asimismo que, con estos propósitos, se continúen realizando actividades de cooperación técnica con el auspicio de la Secretaría General de la OEA y el Consejo de Europa. 

6. Que el Grupo de Trabajo de las REMJA en Delito Cibernético se reúna con antelación a la próxima REMJA, con el fin de considerar, entre otros, los avances dados en la implementación de las recomendaciones de su Sexta Reunión y que informe a la REMJA IX sobre los resultados obtenidos al respecto.

V. ASISTENCIA Y PROTECCIÓN A VÍCTIMAS Y TESTIGOS 

1. Expresar su satisfacción por la consideración inicial dada al tema de la asistencia y protección a víctimas y testigos, en la Cuarta Reunión del Grupo de Trabajo de las REMJA en Asistencia Mutua Penal y Extradición, en cumplimiento de lo acordado en la REMJA VII.

2. Que, con base en la información suministrada por los Estados, la Secretaría Técnica de las REMJA:

a) Continúe compilando en forma sistematizada las legislaciones y otras medidas en materia de asistencia y protección a víctimas y testigos de los Estados Miembros de la OEA, y poniendo esta información a disposición de los mismos a través de “Internet”. 

b) Continúe manteniendo actualizado un directorio de las autoridades directamente responsables de los programas en materia de asistencia y protección a víctimas y testigos de los Estados Miembros de la OEA. 

3. Que se convoque a una reunión técnica de las autoridades directamente responsables de la asistencia y protección a víctimas y testigos incluyendo aquellas responsables de los programas de protección de testigos en los Estados Miembros de la OEA, con el propósito de identificar áreas prioritarias de trabajo.

4. Mantener el tema asistencia y protección a víctimas y testigos en la agenda de las REMJA y solicitar que se informe a la REMJA IX sobre los avances dados en relación con las anteriores recomendaciones.

VI. POLÍTICAS PENITENCIARIAS Y CARCELARIAS

1. Expresar su satisfacción por la realización de la Segunda Reunión del Grupo de Trabajo de las REMJA en Políticas Penitenciarias y Carcelarias, celebrada en la ciudad de Valdivia, Chile, del 26 al 28 de agosto de 2008.

2. Recomendar a los Estados Miembros de la OEA considerar la adopción, dentro del contexto de sus posibilidades y limitaciones, y según lo estimen pertinente, de las medidas, orientaciones y políticas a que se refieren las recomendaciones de la Segunda Reunión del Grupo de Trabajo de las REMJA en Políticas Penitenciarias y Carcelarias, las cuales se encuentran publicadas en el documento GAPECA/doc.8/08 rev. 2.

3. Recomendar la convocatoria de una Tercera Reunión del Grupo de Trabajo de las REMJA en Políticas Penitenciarias y Carcelarias, con el fin de continuar intercambiando información y experiencias y fortaleciendo la cooperación mutua entre las autoridades responsables de dichas políticas en los Estados Miembros de la OEA, así como que la Secretaría General de la OEA siga prestando apoyo técnico a estas reuniones y que se informe a la REMJA IX sobre los desarrollos que se den en esta materia.

VII. COOPERACIÓN HEMISFÉRICA EN MATERIA DE INVESTIGACIÓN FORENSE

1. Expresar su satisfacción por la realización de la Primera Reunión de Especialistas Forenses de las Américas realizada en el marco del Grupo de Trabajo de las REMJA en Ciencias Forenses, celebrada en la Sede de la OEA en Washington D. C., Estados Unidos, los días 24 y 25 de septiembre de 2009.

2. Tomar nota de las necesidades detectadas por los Especialistas Forenses de las Américas y acoger las recomendaciones adoptadas durante su primera reunión, las cuales se encuentran publicadas en el documento REF/doc.4/09 rev.1 corr.1., y al respecto solicitar que, por conducto de la presidencia, se informe a la REMJA IX sobre los avances logrados en relación a dichas recomendaciones.
3. Recomendar la convocatoria de la Segunda Reunión de Especialistas Forenses de las Américas en el marco del Grupo de Trabajo de las REMJA en Ciencias Forenses, con el fin de continuar intercambiando información y fortaleciendo la cooperación mutua entre las autoridades forenses de los Estados Miembros de la OEA, y agradecer y aceptar el ofrecimiento de la Delegación de República Dominicana para ser sede de la Segunda Reunión de dichos especialistas.
4. Solicitar al Grupo de Trabajo de las REMJA en Ciencias Forenses que invite a la Academia Iberoamericana de Criminalística y Estudios Forenses (AICEF), así como a otros institutos académicos afines, a compartir sus prácticas y experiencias en futuras reuniones del Grupo de Trabajo.
5. Solicitar que la Secretaría General de la OEA continúe prestando el apoyo al desarrollo de estas reuniones, de conformidad con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
VIII. COOPERACIÓN HEMISFÉRICA CONTRA EL DELITO DE TRATA DE PERSONAS

1. Expresar su satisfacción por la realización de la Segunda Reunión de Autoridades Nacionales en materia de trata de Personas, co-organizada por los Gobiernos de Argentina y Uruguay y celebrada en Buenos Aires, Argentina, del 25 al 27 de marzo de 2009.

2. Respaldar las conclusiones y recomendaciones de la Primera y Segunda Reuniones de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas y la implementación de las mismas, así como el desarrollo de un plan de trabajo, a través de la Comisión de Seguridad Hemisférica del Consejo Permanente de la OEA, sobre la base de las conclusiones y recomendaciones de dichas reuniones y demás disposiciones relevantes en el ámbito de la OEA, teniendo en cuenta los avances realizados en la esfera subregional, así como en el ámbito universal, evitando la duplicidad de esfuerzos y generando una mayor coordinación.

3. Alentar a los Estados Miembros a considerar, en el marco de sus respectivas legislaciones nacionales, la penalización u otras medidas que resulten apropiadas, del denominado cliente, consumidor o usuario de la trata con fines de explotación sexual, así como otras formas de explotación de personas.

4. Mantener la cooperación hemisférica contra la trata de personas como un tema permanente en la agenda de las REMJA y solicitar que se informe a la REMJA IX sobre los avances realizados en esta materia en el ámbito de la OEA.

IX. DESARROLLO Y FORTALECIMIENTO DE LOS SISTEMAS DE JUSTICIA EN LA REGIÓN

Manifestar su satisfacción con el Reporte sobre la Justicia en las Américas 2008-2009 realizado y presentado por el Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA) y encomendarle que continúe contribuyendo con la investigación, evaluación, difusión, capacitación y apoyo técnico a los procesos de reforma y mejoramiento de los sistemas de justicia penal de los Estados Miembros. En este sentido, instar al CEJA a que continúe con la publicación del reporte señalado. 

X. CENTRO DE ESTUDIOS DE JUSTICIA DE LAS AMÉRICAS (CEJA)

1. Felicitar el trabajo que el CEJA ha seguido desarrollando en las Américas desde la REMJA VI, especialmente en lo relativo a la evaluación de los procesos de reforma a la justicia penal, mejoramiento de estándares para la defensa jurídica, identificación de buenas prácticas en la investigación de delitos complejos y generación de índices de accesibilidad por Internet de información judicial relevante.

2. Apoyar con entusiasmo la labor que el CEJA ha venido impulsando para el fortalecimiento de los poderes judiciales en la Región. En este sentido las REMJA reconoce el valor de la vinculación con el sistema de cumbres judiciales, federaciones de magistrados y, en general, colaboración con procesos de modernización de los órganos judiciales en el continente. 

3. Instar al CEJA a fortalecer y difundir sus proyectos en el área de información, gestión y nuevas tecnologías de información (TIC), para la modernización de los sistemas judiciales, poniendo a disposición de las REMJA y sus autoridades las propuestas que en esta materia considere relevantes. 

4. Reiterar el llamado a los Estados Miembros a que consideren realizar contribuciones voluntarias al CEJA con el objeto de financiar sus gastos básicos de conformidad con lo acordado por la REMJA VI y sancionado en la XXXVI Asamblea General de la OEA.

5. Recomendar a los Estados Miembros, órganos e instituciones vinculados al sistema interamericano para que profundicen sus vínculos de trabajo con el CEJA en las materias de su competencia. 

XI. COOPERACIÓN JURÍDICA HEMISFÉRICA EN MATERIA DE DERECHO DE FAMILIA Y NIÑEZ

1. Seguir fortaleciendo el intercambio de experiencias nacionales y la cooperación jurídica y judicial en el marco del sistema interamericano en materia de derecho de familia y niñez, en temas tales como la adopción, restitución de menores y pensiones alimenticias.

2. Reafirmar el contenido de la recomendación X.2 de la REMJA VII, en el sentido de solicitar a los Estados Miembros la designación de autoridades centrales en relación con las diversas convenciones del sistema interamericano de las que sean parte, tales como:

a) La Convención Interamericana sobre Exhortos o Cartas Rogatorias y su protocolo adicional;

b) La Convención Interamericana sobre Prueba e Información acerca del Derecho Extranjero; 

c) La Convención Interamericana sobre Obligaciones Alimentarias; 

d) La Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores, y

e) La Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores.

3. Expresar su satisfacción por la realización de la Primera Reunión Piloto de la Red de Cooperación Jurídica en Materia de Derecho de Familia y Niñez, celebrada en Washington, D. C., Estados Unidos, los días 3 y 4 de noviembre de 2009, en la que participaron Argentina, Colombia, El Salvador, España, México y República Dominicana.

4. Solicitar al Departamento de Derecho Internacional de la Secretaría de Asuntos Jurídicos de la OEA que continúe con los preparativos de la Segunda Reunión Piloto de la Red de Cooperación Jurídica en Materia de Derecho de Familia y Niñez, a celebrarse en abril de 2010.

5. Solicitar al Departamento de Derecho Internacional de la Secretaría de Asuntos Jurídicos de la OEA que comparta con los Estados Miembros los resultados de la Primera y Segunda Reuniones Piloto de la Red de Cooperación Jurídica en Materia de Derecho de Familia y Niñez en una reunión técnica, coordinada por Brasil, que se celebrará en el segundo semestre de 2010, con la finalidad de discutir la utilidad de esta Red y el interés de los Estados de constituir un grupo de trabajo sobre derecho de familia y niñez, así como determinar su efectiva contribución a esta iniciativa y su capacidad para hacerlo. En la primera reunión técnica, de considerarse necesario, podría acordarse realizar una segunda reunión técnica antes de la REMJA IX. 
6. Solicitar al Departamento de Derecho Internacional de la Secretaría de Asuntos Jurídicos de la OEA que continúe con la elaboración de las herramientas de la Red de Cooperación Jurídica en Materia de Derecho de Familia y Niñez como un proyecto piloto, y que presente un informe sobre los resultados de esta iniciativa a la REMJA IX.
7. Alentar a los Estados Miembros de la OEA a que designen a las autoridades competentes para participar en las reuniones de la Red de Cooperación Jurídica en Materia de Derecho de Familia y Niñez y a que respondan a las solicitudes de información para su difusión a través de los componentes público y privado de esta Red. 

8. Solicitar al Departamento de Derecho Internacional de la Secretaría de Asuntos Jurídicos de la OEA que consulte a los Estados Miembros sobre el posible establecimiento de un grupo de trabajo en cooperación jurídica internacional en materia de derecho de familia, niñez y alimentos, y que elabore una propuesta que incluya aspectos fundamentales del grupo de trabajo propuesto tales como el mandato, métodos de trabajo y recursos para la consideración de la REMJA IX. 

9. Reiterar lo dispuesto en el punto X.4 del documento de Conclusiones y Recomendaciones de la REMJA VII, en el sentido de recomendar a los Estados Miembros de la OEA que consideren ratificar o adherir, según sea el caso, a la brevedad posible, el “Convenio de La Haya sobre el Cobro Internacional de Alimentos con respecto a los Niños y otras formas de Manutención de la Familia”, adoptado en noviembre de 2007.

10. Expresar su agradecimiento al Gobierno de España por el financiamiento que ha proporcionado para las operaciones y fortalecimiento de la Red de Cooperación Jurídica en la materia y por su participación activa en la misma.

XII. PLAN DE ACCIÓN HEMISFÉRICO CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA TRANSNACIONAL

1. Tomar nota del informe de la Segunda Reunión del Grupo Técnico sobre Delincuencia Organizada Transnacional de la OEA, celebrada en la sede de la OEA, en Washington D. C., Estados Unidos, el 7 de octubre de 2009.

2. Recomendar que, de acuerdo con lo previsto en la sección I, 1) del Plan de Acción Hemisférico contra la Delincuencia Organizada Transnacional, este tema se mantenga en el temario de las REMJA y se informe a la REMJA IX sobre las actividades realizadas en desarrollo de dicho Plan.

XIII. ACCESO A LA JUSTICIA

La REMJA VIII hace constar los avances obtenidos a partir de las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad, y de las Guías de Santiago sobre Protección de Víctimas y Testigos, y sugiere la creación de un grupo de trabajo para dar seguimiento al tema de accesibilidad a la justicia y asistencia jurídica.

XIV. SEDE DE LA REMJA IX

Agradecer y aceptar el ofrecimiento de sede de la REMJA IX, realizado por la Delegación de El Salvador, la cual tendrá lugar en 2012

AG/RES. 2582 (XL-O/10)

PROTOCOLO DE SAN SALVADOR:
COMPOSICIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL GRUPO DE TRABAJO
PARA ANALIZAR LOS INFORMES PERIÓDICOS DE LOS ESTADOS PARTE

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTOS el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.5111/10 add. 1), así como las resoluciones AG/RES. 2074 (XXXV-O/05), AG/RES. 2178 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2262 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2430 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2506 (XXXIX-O/09);

CONSIDERANDO las disposiciones de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, cuyo Capítulo III se refiere a los derechos económicos, sociales y culturales;

DESTACANDO la entrada en vigor del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”, en noviembre de 1999, y que catorce Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) han ratificado dicho instrumento jurídico;

RECORDANDO que tanto la Convención Americana como el Protocolo de San Salvador reconocen que los derechos esenciales de la persona no nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la persona humana;

RECORDANDO TAMBIÉN que el artículo 19 del Protocolo de San Salvador dispone que los Estados Parte se comprometen a presentar, de conformidad con lo dispuesto en ese artículo y las correspondientes normas que al efecto deberá elaborar la Asamblea General, informes periódicos respecto de medidas progresivas que hayan adoptado para asegurar el debido respeto de los derechos consagrados en el mismo Protocolo;

TENIENDO EN CUENTA que la resolución AG/RES. 2074 (XXXV-O/05) aprobó las “Normas para la confección de los informes periódicos previstos en el artículo 19 del Protocolo de San Salvador”, que la resolución AG/RES. 2178 (XXXVI-O/06) encomendó al Consejo Permanente que, a través de su Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, presente a la brevedad posible propuestas respecto de la composición y el funcionamiento del Grupo de Trabajo previsto para el análisis de los informes nacionales de conformidad con dichas normas, y que la resolución AG/RES. 2262 (XXXVII-O/07) aprobó la composición y funcionamiento del Grupo de Trabajo para analizar los informes nacionales;

TOMANDO NOTA del documento preliminar titulado “Lineamientos para la elaboración de indicadores de progreso en materia de derechos económicos, sociales y culturales” (CP/doc.4250/07 corr. 1) presentado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) al Consejo Permanente, en noviembre de 2007, en el marco del mandato otorgado por la resolución AG/RES. 2262 (XXXVII-O/07);
RECONOCIENDO que el Plan de Acción de la Cuarta Cumbre de las Américas, realizada en Mar del Plata, Argentina, el 5 de noviembre de 2005, exhortó a los Estados Miembros a que consideren firmar y ratificar o adherir, según sea el caso, el Protocolo de San Salvador, y a que colaboren en el desarrollo de indicadores de progreso en materia de derechos económicos, sociales y culturales, y 

TENIENDO EN CUENTA que el Grupo de Trabajo se encuentra integrado por todos sus miembros titulares y, en consecuencia, operativo, 

RESUELVE:

1. Expresar su satisfacción por la puesta en marcha del Grupo de Trabajo para Analizar los Informes Periódicos de los Estados Parte del Protocolo de San Salvador a través de la integración de todos sus miembros titulares.

2. Dar al Grupo de Trabajo para Analizar los Informes Periódicos de los Estados Parte del Protocolo de San Salvador el mandato de elaborar indicadores de progreso a ser empleados por cada agrupamiento de derechos protegidos sobre los que deba presentarse informe, tomando como base el documento “Lineamientos para la elaboración de indicadores de progreso en materia de derechos económicos, sociales y culturales” (CP/doc.4250/07 corr.1) y de conformidad con las “Normas para la confección de los informes periódicos previstos en el artículo 19 del Protocolo de San Salvador” aprobadas por la Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 2074 (XXXV-O/05). Dichos indicadores, aplicables a los Estados Parte, deberán ser sometidos a consideración y aprobación de la Asamblea General a través de las instancias correspondientes.

3. Solicitar a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos que las observaciones presentadas por los Estados antes del 15 de septiembre de 2010 sobre el documento “Lineamientos para la elaboración de indicadores de progreso en materia de derechos económicos, sociales y culturales” (CP/doc.4250/07 corr.1) sean remitidas al Grupo de Trabajo para ser consideradas en la elaboración de los indicadores de progreso.

4. Reiterar que, para que comiencen a correr los plazos contemplados en la resolución AG/RES. 2074 (XXXV-O/05) para la presentación de los informes nacionales de avance que deben presentar los Estados Parte del Protocolo de San Salvador, deben ser aprobados los indicadores de progreso.

5. Delegar nuevamente al Consejo Permanente la elección del experto gubernamental suplente, y facultar asimismo al Secretario General para que designe al experto independiente suplente en la misma oportunidad.

6. Exhortar a los Estados Miembros a que consideren firmar y ratificar, ratificar o adherir, según sea el caso, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”.

7. Invitar a todos los Estados Parte del Protocolo de San Salvador, a los Estados Miembros y Observadores Permanentes ante la Organización de los Estados Americanos, así como a personas o entidades públicas o privadas, nacionales o internacionales, tal como se define en el artículo 74 de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General y otras disposiciones y reglamentos de la Organización, a contribuir al Fondo Específico para el Grupo de Trabajo Encargado de Analizar los Informes Periódicos de los Estados Parte del Protocolo de San Salvador.

8. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2583 (XL-O/10)

EXTENSIÓN DE LA VIGENCIA DEL PLAN ESTRATÉGICO 
DE COOPERACIÓN SOLIDARIA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL 2006-2009
/
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)


LA ASAMBLEA GENERAL,


VISTAS las resoluciones CIDI/RES. 218 (XIV-O/09), AG/RES. 2474 (XXIX-O/09) y CIDI/RES. 237 (XV-O/10) “Extensión de la vigencia del Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral 2006-2009”;

CONSIDERANDO:


Que el artículo 95 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece que el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) deberá “formular y recomendar a la Asamblea General el plan estratégico que articule las políticas, los programas y las medidas de acción en materia de cooperación para el desarrollo integral, en el marco de la política general y las prioridades definidas por la Asamblea General”;


Que el artículo 29 del Estatuto del CIDI estipula además que el Plan Estratégico “tendrá un horizonte de planeamiento de cuatro años, pudiendo ser revisado cuando la Asamblea General lo considere pertinente”;


Que los artículos 3(a) y 23(c) del Estatuto del CIDI encomiendan al CIDI formular y recomendar a la Asamblea General el Plan Estratégico, así como examinar y, en su caso, adoptar las propuestas referidas a la formulación y actualización del mismo; y

VISTAS TAMBIÉN:

La resolución AG/RES. 2201 (XXXVI-O/06), mediante la cual la Asamblea General resolvió adoptar el Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral 2006-2009, recomendado por el CIDI en su décimo segunda reunión ordinaria;

La resolución CIDI/RES. 178 (XI-O/06), “Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral 2006-2009”; y

Las resoluciones CIDI/RES. 213 (XIII-O/08) y AG/RES. 2390 (XXXVIII-O/08), “Fortalecimiento de la cooperación solidaria: Diálogo político, cooperación técnica, estructura y mecanismos”;

TENIENDO EN CUENTA:

Que el Plan Estratégico de Cooperación Solidaria 2006-2009 vencerá el 31 de diciembre de 2010; y

Que en el marco de la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI) y la Agencia Interamericana para la Cooperación y el Desarrollo (AICD) se está llevando a cabo un proceso de reflexión y consulta sobre los mecanismos de diálogo político en el ámbito del CIDI y del esquema actual de la cooperación solidaria, explorando diversas alternativas con miras a fortalecerlo; y

TENIENDO EN CUENTA TAMBIÉN:

Que el Plan Estratégico es esencial para articular las políticas, los programas y las medidas de acción en materia de cooperación para el desarrollo integral, en el marco de la política general y las prioridades definidas por la Asamblea General, así como los mandatos del CIDI y los emanados de las reuniones sectoriales ministeriales y de altas autoridades, en los campos económico, social, educativo, cultural, laboral, turístico, de desarrollo sostenible, y científico y tecnológico; y

Que un nuevo Plan Estratégico formulado con base en las recomendaciones para fortalecer el CIDI contribuirá al fortalecimiento de la cooperación solidaria para el desarrollo en el marco de la Organización de los Estados Americanos,

RESUELVE: 

1. Extender la vigencia del Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral 2006-2009 por un año más, hasta el 31 de diciembre de 2011.

2. Autorizar al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) a que apruebe, antes del 31 de diciembre de 2011, el próximo Plan Estratégico de Cooperación Solidaria ad referéndum del cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General.

3. Solicitar al CIDI que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2584 (XL-O/10)

INFORME DE LA DÉCIMO SEXTA CONFERENCIA
INTERAMERICANA DE MINISTROS DE TRABAJO

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,
VISTAS las resoluciones CIDI/RES. 207 (XIII-O/08) y AG/RES. 2384 (XXXVIII-O/08), “Informe sobre la Décimo Quinta Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo”, CEPCIDI/RES. 153 (CXLIX-O/09), “Convocatoria de la Décimo Sexta Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo”, CIDI/RES. 223 (XIV-O/09) y AG/RES. 2470 (XXXIX-O/09), “Décimo Sexta Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo”, y CIDI/RES. 238 (XV-O/10), “Informe de la Décimo Sexta Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo”;
CONSIDERANDO:

Que los Jefes de Estado y de Gobierno, reunidos en la Tercera Cumbre de las Américas, celebrada en la ciudad de Quebec, Canadá, del 20 al 22 de abril de 2001, reafirmaron la importancia fundamental de la Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo (CIMT);

Que los Jefes de Estado y de Gobierno, reunidos en la Cuarta Cumbre de las Américas, celebrada en Mar del Plata, Argentina, el 4 y 5 de noviembre de 2005, reconocieron los importantes aportes de los Ministros de Trabajo en la consecución de sus objetivos de crear empleos para enfrentar la pobreza y fortalecer la gobernabilidad democrática, así como la promoción del trabajo decente y políticas sociales y laborales que estimulen la inversión y el crecimiento económico con equidad; y

Que las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno, reunidos en la Quinta Cumbre de las Américas, celebrada en Puerto España, Trinidad y Tobago, del 17 al 19 de abril de 2009, acordaron promover “programas de capacitación continua, en colaboración con los representantes de los trabajadores y el sector privado, según sea apropiado, con el objetivo de generar la competencia técnica necesaria para que los trabajadores puedan responder a las demandas del mercado laboral” y, en tal sentido, exhortaron “a los Ministros de Trabajo para que, en el contexto de la Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo de la OEA (CIMT), en colaboración con los órganos consultivos de trabajadores y empleadores y con el apoyo de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), según corresponda, respalden un programa de trabajo para lograr estos objetivos en la Decimosexta CIMT a celebrarse en el año 2009”;
/ y

TENIENDO EN CUENTA:

Que la Décimo Sexta CIMT se celebró en Buenos Aires, República Argentina, del 6 al 8 de octubre de 2009;

Que el diálogo de los Ministros de Trabajo de las Américas se centró en el lema “Enfrentar la crisis con desarrollo, trabajo decente y protección social”, en un marco de crecimiento con inclusión social, generación de empleo, trabajo decente y seguridad social, estableciendo un innovador diálogo intersectorial con autoridades económicas y de desarrollo social sobre las respuestas a la crisis;

Que la Décimo Sexta CIMT adoptó la Declaración y el Plan de Acción de Buenos Aires, CIDI/TRABAJO/DEC.1/09 (XVI-O/09) y CIDI/TRABAJO/doc.5/09 rev. 1 corr. 1, respectivamente, junto con la resolución CIDI/TRABAJO/RES. 3/09 (XVI-O/09), “Aportes de la Décimo Sexta CIMT al Proceso del G-20”;

Que el Plan de Acción de Buenos Aires, aprobado en la Décimo Sexta CIMT, estableció que “la CIMT renueva su apoyo y se compromete a potenciar la Red Interamericana para la Administración Laboral (RIAL)” y que en el marco de esta Red se seguirán realizando actividades de cooperación y asistencia técnica a nivel bilateral y multilateral entre los Ministerios de Trabajo de la región;

Que la Décimo Sexta CIMT resolvió designar al Comité Técnico Permanente sobre Asuntos Laborales (COTPAL), al Consejo Sindical de Asesoramiento Técnico (COSATE) y la Comisión Empresarial de Asesoramiento Técnico en Asuntos Laborales (CEATAL), como órganos asesores de la CIMT, y que estos dos últimos presentaron sus Declaraciones a la CIMT, CIDI/TRABAJO/doc.27/09 rev. 1 corr. 1 y CIDI/TRABAJO/doc.26/09 rev. 2, respectivamente;

Que en la Décimo Sexta CIMT celebrada en Buenos Aires en 2009 se acogió con beneplácito el ofrecimiento de El Salvador para ser sede de la Décimo Séptima CIMT en 2011;

Que las autoridades de la CIMT, conformadas por sus Presidentes pasado, presente y futuro y por los Presidentes y Vicepresidentes de sus Grupos de Trabajo, acompañadas de miembros de COSATE y CEATAL y de representantes de la Organización de los Estados Americanos (OEA), la Organización Internacional del Trabajo (OIT), el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sostuvieron una Reunión de Planeación los días 10 y 11 de diciembre de 2009 en la sede de la OEA en Washington, D. C. y aprobaron el Calendario de Trabajo 2010-2011 de la CIMT, que da seguimiento a la Declaración y Plan de Acción de Buenos Aires; y

Que los Grupos de Trabajo de la Conferencia se reunirán en julio de 2010 en República Dominicana y en mayo de 2011 en Washington, D. C., para dar seguimiento a la Declaración y Plan de Acción de Buenos Aires, aprobados durante la Décimo Sexta CIMT y hacer recomendaciones a la Décimo Séptima CIMT,

RESUELVE:

1. Felicitar al Gobierno de la República Argentina por la exitosa celebración de la Décimo Sexta Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo (CIMT).

2. Hacer suya la Declaración y el Plan de Acción de Buenos Aires adoptados por los Ministros de Trabajo durante la Décimo Sexta CIMT y que forman parte integral de esta resolución.

3. Instar a los Ministros de Trabajo a que continúen contribuyendo al logro de los objetivos establecidos en la Declaración de Buenos Aires de la Décimo Sexta CIMT y a la puesta en marcha del Plan de Acción de Buenos Aires.

4. Agradecer y acoger con beneplácito el ofrecimiento del Gobierno de El Salvador para ser sede de la Décimo Séptima CIMT en 2011. 

5. Encomendar a la Secretaría General que, a través de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI), trabaje conjuntamente con funcionarios de los sectores laborales a fin de poner en práctica las actividades y acuerdos adoptados en la Declaración y Plan de Acción de Buenos Aires e informe periódicamente sobre este proceso a la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI).

6. Solicitar al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 

ANEXO I
DECLARACIÓN DE BUENOS AIRES DE 2009:

ENFRENTAR LA CRISIS CON DESARROLLO, TRABAJO DECENTE

Y PROTECCIÓN SOCIAL
/

NOSOTROS, LOS MINISTROS Y MINISTRAS PARTICIPANTES EN LA XVI CONFERENCIA INTERAMERICANA DE MINISTROS DE TRABAJO (CIMT) DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS (OEA), reunidos en Buenos Aires, Argentina, del 6 al 8 de octubre de 2009, conscientes de los efectos de la crisis económica internacional y especialmente preocupados acerca de su impacto sobre la magnitud y la calidad del empleo y reconociendo el papel del Estado, en su rol tutelar, proactivo y de promoción del empleo y protección de los derechos de los trabajadores y las trabajadoras, entre otros roles, nos proponemos avanzar en soluciones innovadoras y diversas que coloquen al trabajo decente y a la protección social como pilares fundamentales del desarrollo. 

1. En el actual contexto de contracción económica mundial, reafirmamos nuestro compromiso con el desarrollo integral y los principios de solidaridad y cooperación internacional reflejados en la Carta de la Organización de los Estados Americanos. Afirmamos la plena vigencia de la Carta Democrática Interamericana de la OEA, aprobada en Lima, Perú, en septiembre de 2001, reafirmando que la democracia y el desarrollo económico y social son interdependientes y se refuerzan mutuamente, y que la promoción y el fortalecimiento de la democracia requieren el ejercicio pleno y eficaz de los derechos de los trabajadores y las trabajadoras. 
2. Reafirmamos nuestras obligaciones como miembros de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y nuestros compromisos de respetar, promover y hacer realidad los principios relativos a los derechos fundamentales contenidos en la Declaración de la OIT. En este marco tomamos como guías la Declaración de la OIT sobre la justicia social para una globalización equitativa, adoptada en 2008, y a la resolución sobre la promoción de empresas sostenibles aprobada por la 96 Conferencia Internacional del Trabajo. 

3. Adoptamos la resolución “Para recuperarse de la crisis: Un pacto mundial para el empleo” emanada de la 98 Conferencia Internacional del Trabajo de la OIT y diseñada para orientar políticas nacionales e internacionales destinadas a estimular la recuperación económica, a generar empleos y a proteger a los trabajadores, las trabajadoras y sus familias.

4. Recordamos los mandatos laborales de la Cuarta y Quinta Cumbres de las Américas, en cuyas declaraciones los Jefes de Estado y de Gobierno de las Américas reafirmaron el papel central del trabajo decente en la lucha contra la pobreza y el fortalecimiento de la gobernabilidad democrática. Más aún, reafirmamos nuestro compromiso con la promoción de la prosperidad humana e implementaremos el mandato específico de nuestros Jefes de Estado y de Gobierno contenido en la Declaración de Compromiso de Puerto España de respaldar en la XVI CIMT un programa de trabajo para lograr los objetivos de la promoción del trabajo decente. 

5. Nos preocupa constatar que la actual crisis económica internacional afecta a millones de trabajadores y trabajadoras de nuestra región. El impacto de la actual coyuntura requiere de parte de los países de América acciones complementarias a nivel nacional y regional, respetando nuestras diferencias y asimetrías, pero comprometidas con nuestros objetivos comunes y persistentes con nuestras políticas para mantener los niveles de actividad y fomentar la mejora de las condiciones de vida de nuestros pueblos. 

6. Reconocemos la contribución positiva del comercio entre nuestras naciones para la promoción del crecimiento, el empleo y el desarrollo. Por lo tanto, continuaremos insistiendo en un sistema de comercio multilateral abierto, transparente y basado en normas. Igualmente, reconocemos la necesidad que todos nuestros pueblos se beneficien del aumento de las oportunidades y los avances del bienestar que genera el sistema multilateral de comercio. Nos comprometemos a continuar analizando, en el ámbito de nuestras competencias, la dimensión laboral, los mecanismos de cooperación que contienen y los efectos sobre el empleo de los procesos de integración regional y subregional, así como de los acuerdos bilaterales y multilaterales de libre comercio del Hemisferio. 

7. Convencidos de la necesidad de involucrar a toda la sociedad en la definición de las políticas públicas, reconocemos que el diálogo entre los gobiernos y los interlocutores sociales es un instrumento indispensable para generar los consensos que brinden sostenibilidad social, política y económica a las estrategias frente a la crisis y amplíen la base de legitimidad de las políticas públicas orientadas a satisfacer las necesidades fundamentales de nuestros pueblos. 

8. Estamos convencidos de que la promoción de los niveles de empleo y la defensa de la calidad del trabajo, además de constituir un requisito para la sostenibilidad de los sistemas democráticos, son un objetivo indispensable para enfrentar el impacto de la crisis sobre las condiciones de vida de nuestros pueblos. 

9. En consecuencia, los Ministros y Ministras de Trabajo del Hemisferio, conscientes de la necesidad de otorgar un rol proactivo al Estado a través de sus políticas públicas y para promover la consecución de dichos objetivos, adoptamos las siguientes recomendaciones para orientar las políticas laborales activas en nuestros respectivos países y para que se constituyan en un marco de referencia para las acciones de intercambio y cooperación regional. 

COORDINACIÓN DE POLÍTICAS Y PROGRAMAS PARA LA PROMOCIÓN DEL EMPLEO Y LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS TRABAJADORES Y LAS TRABAJADORAS: UN MARCO ORIENTADOR FRENTE A LA CRISIS

10. Destacamos las medidas de recuperación y estímulo que han sido implementadas por nuestros países y por otros alrededor del mundo en respuesta a la crisis económica más grande de los tiempos modernos. Somos firmes en nuestra convicción de que el buen rumbo de nuestras acciones sólo podrá ser medido por la cantidad de hombres y mujeres que estén vinculados al trabajo digno, decente y productivo. 

11. Reafirmamos nuestra convicción sobre la necesidad de continuar generando respuestas y políticas innovadoras para enfrentar la crisis económica que, por una parte, estén basadas en un enfoque integrado de las dimensiones económicas, laborales, sociales y ecológicas, y por otra, combinen estrategias de largo y mediano plazo y medidas de emergencia para promover el empleo y proteger los derechos de los trabajadores y las trabajadoras. 

12. Manifestamos nuestra decisión de continuar promoviendo la centralidad del empleo y del trabajo decente en los debates y decisiones del sistema multilateral, con el objetivo de afrontar la crisis con acciones coordinadas y sentar las bases de una nueva estrategia de desarrollo en el contexto democrático y en el marco de una nueva cooperación global.

13. Renovaremos esfuerzos para promover la creación y preservación del empleo en colaboración con los actores productivos y sociales junto con otros ministerios y organismos gubernamentales, en un marco de sustentabilidad económica y medioambiental que integre la gestión de recursos naturales y la innovación tecnológica en sintonía con los objetivos del trabajo decente. En la misma dirección y adhiriendo a los postulados del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA), promoveremos la calidad de los empleos que se generen en el marco de un desarrollo sustentable ambientalmente, dado su potencial para generar ingresos, crear trabajo decente y reducir la pobreza. 

14. En el marco de la crisis impulsaremos sinergias entre la inversión pública y privada en infraestructura, a fin de que la planificación y ejecución de los proyectos se orienten hacia aquellos que contengan un alto coeficiente de empleo, estimulando trabajos dignos y mejorando las calificaciones laborales. 

15. Por todo lo expuesto, en los niveles nacionales y locales creemos imprescindible la colaboración y el intercambio con otros ministerios y organismos de las áreas económicas, educativas y sociales para desarrollar medidas que impulsen la demanda efectiva, contribuir al mantenimiento del nivel adquisitivo del salario, al sostenimiento y crecimiento de las empresas y a la mejora de los niveles de empleo, inclusive a través de paquetes de estímulo macroeconómico, cuando sea apropiado. 
EL ROL DE LOS MINISTERIOS DE TRABAJO ANTE LA CRISIS

16. Frente al actual contexto de crisis económica y sus efectos sobre el empleo, reconociendo el importante rol de nuestros ministerios en esta coyuntura, fortaleceremos la capacidad de la administración del trabajo como un elemento importante de toda acción que tenga por objeto la protección de los trabajadores y las trabajadoras, la cobertura de la seguridad social, las políticas activas de empleo y el diálogo social. Los ministerios de trabajo, según corresponda, pueden jugar un rol positivo contribuyendo a desarrollar relaciones laborales armónicas, ambientes de trabajo saludables y seguros, y salarios negociados. Sus contribuciones representan un aporte clave para la recuperación y prosperidad económica con empresas sostenibles.

17. Reafirmamos nuestro compromiso de asegurar el cumplimiento de nuestras legislaciones laborales nacionales y asegurar la vigencia efectiva de los principios y derechos fundamentales del trabajo. Reconocemos que las normas internacionales del trabajo apoyarán la recuperación económica y, en consecuencia, que su promoción es especialmente importante en estos momentos. 

18. Incrementaremos nuestros esfuerzos para reducir significativamente los niveles de trabajo no registrado, instrumentando o fortaleciendo la inspección del trabajo y otros mecanismos que aseguren el cumplimiento de las leyes laborales nacionales en el lugar de trabajo. 

19. Reconociendo la heterogeneidad de la economía informal en los países del Hemisferio, promoveremos la adopción de medidas tendientes a su progresiva formalización. Esto contribuirá a mejorar las condiciones de trabajo y productividad y promoverá la Agenda Hemisférica de Trabajo Decente.

20. Fomentaremos el desarrollo de las competencias, el perfeccionamiento y la readaptación profesional de los trabajadores y las trabajadoras mediante programas de formación técnica, tecnológica y profesional –articulados con las necesidades educativas y productivas– para mejorar su empleabilidad, con especial atención en quienes van a entrar por primera vez al mercado de trabajo, en aquellos que han perdido su trabajo o corren el riesgo de perderlo y en los grupos más vulnerables. Favoreceremos el desarrollo de competencias que permitan una utilización adecuada de las potencialidades de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación (TIC) para las empresas, los trabajadores y las trabajadoras. 

21. Mejoraremos las competencias laborales y su certificación, y buscaremos los recursos necesarios para los servicios públicos de empleo, como responsables de impulsar políticas activas de vinculación, capacitación y movilidad laboral de manera que quienes buscan trabajo reciban servicios adecuados; así mismo nos esforzaremos por asegurar la calidad y disponibilidad de sus prestaciones, sobre todo para aquellas personas y grupos más vulnerables a la crisis. 
22. Reconocemos la necesidad de fortalecer o implementar los instrumentos de políticas activas y pasivas, según las circunstancias nacionales, e incluyendo programas de empleo de emergencia bien focalizados a fin de amortiguar el aumento del desempleo, proveer ingresos a los trabajadores y las trabajadoras cesantes o en riesgo de pérdida de sus trabajos y generar competencias que mejoren la empleabilidad de los trabajadores y las trabajadoras. 

23. Impulsaremos políticas activas para la preservación del vínculo laboral en empresas cuya situación pudiera afectar los niveles de actividad económica y el empleo, según las circunstancias nacionales. Trabajaremos en colaboración con los actores sociales para encontrar opciones que minimicen la pérdida de empleos o mitiguen los efectos de la crisis económica sobre el empleo, en un marco de respeto a los derechos de los trabajadores y las trabajadoras y de diálogo social continuo. 

24.  Reconocemos la contribución de las empresas sostenibles, incluyendo las micro, pequeñas y medianas empresas y otras unidades de producción en la reducción de la pobreza, la creación de riqueza y la generación de empleo. En la actualidad, en algunos países existen empresas que se enfrentan a un descenso en la demanda que, junto con un menor acceso al crédito, amenazan su sostenibilidad pudiendo, consecuentemente, desembocar en la disminución de puestos de trabajo. Por ello, contribuiremos a la creación de un ambiente propicio para el establecimiento y crecimiento de las empresas. 

25. Redoblaremos nuestros esfuerzos para promover condiciones de igualdad de trato y de oportunidades en el mundo del trabajo a fin de que la crisis económica no se constituya en pretexto que incremente la discriminación en el mercado de trabajo. Incrementaremos nuestros esfuerzos, dando especial atención a los grupos vulnerables, en la atención y las oportunidades de los jóvenes en situación de riesgo, las personas con discapacidad, los adultos mayores, los trabajadores y las trabajadoras que perciben bajos salarios y los menos calificados, las personas ocupadas en la economía informal y los trabajadores y trabajadoras migrantes, entre otros. 

26. Promoveremos políticas para brindar pleno acceso a las oportunidades de empleo y de formación profesional, técnica y tecnológica, desde nuestro ámbito de competencia, para la población y en especial para los grupos vulnerables, con el objetivo de superar la pobreza y la exclusión social, donde exista, en el marco de políticas de combate a toda forma de discriminación en el trabajo. 

27. Profundizaremos nuestros esfuerzos para erradicar el trabajo forzoso u obligatorio en todas sus modalidades, incluyendo la servidumbral y semiesclava, mediante acciones integradas de Gobiernos y sociedad. 

28. Trabajaremos para la reducción continua de la brecha de género, promoviendo la disminución de las disparidades existentes entre hombres y mujeres en el mundo del trabajo. Aún cuando durante las últimas décadas se han realizado progresos, persisten desafíos que se tornan más relevantes con la crisis económica actual. Nos comprometemos a reforzar la transversalización de la perspectiva de género en las políticas de empleo y promoverla en los programas de recuperación. Nos esforzaremos, en el ámbito de nuestras competencias, por asegurar que los lugares de trabajo estén libres de violencia y acoso en sus diversas manifestaciones. Contribuiremos a iniciativas de equidad en el lugar de trabajo que permitan alcanzar un mejor equilibrio entre responsabilidades familiares y laborales.

29. Priorizaremos la reducción del desempleo y de la precariedad laboral de los y las jóvenes del Hemisferio e intensificaremos esfuerzos para su inclusión en programas de formación profesional, aprendizaje calificante, reinserción educativa y modelos de vinculación educación-empresa con el objetivo de aumentar sus posibilidades de acceso a trabajos dignos y productivos. 
30. Nos comprometemos a proteger a los niños y las niñas de la explotación económica y de la realización de tareas que puedan interferir con su educación y desarrollo integral, conforme al principio de abolición efectiva del trabajo infantil, recogido en la Declaración de la OIT sobre Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo (1998), en concordancia con el compromiso adoptado por nuestros Jefes de Estado y de Gobierno en la Cuarta Cumbre de las Américas. Asimismo, contribuiremos a adoptar estrategias nacionales coordinadas para prevenir y erradicar las peores formas de trabajo infantil, a más tardar en 2020, de conformidad con la Declaración de Compromiso de la Quinta Cumbre de las Américas y el Plan de Acción de la Cuarta Cumbre de las Américas. 

31. Destacamos la necesidad de formular políticas nacionales en materia de salud y seguridad ocupacional y programas que promuevan la prevención y el control de riesgos ocupacionales, que reafirmen el compromiso de los Estados y de los empleadores, los trabajadores y las trabajadoras en la promoción de una acción eficaz en esta materia, aplicando un enfoque intersectorial.

32. Colaboraremos con los ministerios de salud para contribuir a reducir los efectos que tienen fenómenos como las pandemias o crisis sanitarias que pueden repercutir en la salud de la población, en la economía de los países y en el empleo, mediante la legislación y normativa adecuada, y la promoción del diseño e implementación de planes de preparación en las empresas y en los lugares de trabajo, con miras a afectar lo menos posible la salud de los trabajadores y las trabajadoras y la actividad productiva. 

33. Nos comprometemos a hacer el mejor uso de mecanismos, según corresponda, que permitan mantener relaciones laborales estables y prioricen la negociación entre empleadores y trabajadores y trabajadoras a fin de prevenir y resolver controversias a través de la conciliación, la mediación, la mediación preventiva y los servicios de arbitraje, entendiendo que estos mecanismos juegan un importante papel para ayudar a las economías a recuperarse de la crisis actual. 
34. Reafirmamos la importancia de proteger plenamente los derechos humanos de las y los migrantes, independientemente de su condición migratoria, y la observancia de las leyes laborales aplicables, incluyendo los principios y derechos laborales contenidos en la Declaración de la OIT sobre Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo. 

35. En el contexto de la crisis económica actual, reconocemos que los trabajadores y las trabajadoras migrantes y sus familias son particularmente vulnerables. También reconocemos que las familias que dependen de las remesas de los migrantes van a enfrentar desafíos adicionales. Asimismo, incrementaremos, en el ámbito de nuestras competencias, los esfuerzos para combatir el tráfico ilícito de migrantes y la trata de personas en el mundo laboral. 

36. Promoveremos la mejora de los sistemas de información y estadísticas de los mercados laborales nacionales, sectoriales y regionales, priorizando en esta etapa el desarrollo de observatorios de sectores y unidades productivas potencialmente afectados en sus niveles de actividad y empleo. 

37. Coincidimos en que la crisis económica nos convoca a perfeccionar nuestras políticas y programas laborales y de empleo para mejorar las vidas de hombres y mujeres que trabajan y sustentar un crecimiento económico más equitativo. En este contexto, nos comprometemos a realizar las gestiones necesarias en el nivel nacional y ante los organismos de cooperación técnica y financiera internacional a fin de dotar a nuestros ministerios de trabajo de recursos humanos calificados y suficientes medios presupuestarios y técnicos para asumir de modo eficaz los retos inmediatos y de largo plazo que surgen del actual contexto. 

38. Conscientes de los beneficios que conlleva el intercambio de buenas prácticas y el desarrollo de una activa cooperación horizontal en el ámbito interamericano, acordamos vigorizar la Red Interamericana para la Administración Laboral (RIAL) y otros mecanismos de cooperación horizontal en los niveles regional, subregional y bilateral para la promoción del empleo de calidad, el desarrollo de la fuerza laboral y la aplicación efectiva de la legislación laboral en nuestros países. 

ESTIMULAR EL DIÁLOGO SOCIAL Y LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA
39. Fomentaremos el diálogo social, amplio e incluyente a nivel nacional, por sectores de actividad y a nivel de empresa, reconociéndolo como un mecanismo eficiente para mantener los niveles de empleo, preservar las calificaciones y compartir en forma justa tanto los costos de la crisis como los beneficios de la posterior recuperación económica y social. 

40. Reforzaremos nuestros esfuerzos para promover la institucionalización de las diferentes prácticas de diálogo social vigentes en nuestros países y fortalecer nuestra respuesta a los actuales desafíos en los que se requiere aumentar los consensos y reducir los disensos. 

41. Insistimos en la necesidad de promover la libertad sindical y ampliar la negociación colectiva para la incorporación de acuerdos entre las partes a los efectos de enfrentar la crisis con los menores costos posibles, reconociendo las heterogeneidades sectoriales y productivas.

42. Reconocemos que los derechos de las organizaciones de trabajadores y trabajadoras y de empleadores sólo pueden ejercerse en un clima desprovisto de violencia, de presiones o de amenazas de toda índole contra los dirigentes y afiliados de tales organizaciones. Nos comprometemos a garantizar el pleno respeto de este principio. 

43. Nos comprometemos a apoyar el desarrollo de las organizaciones de trabajadores y trabajadores y de empleadores, contribuyendo a incrementar sus capacidades en la defensa de sus intereses en la crisis y a consolidar un diálogo social vigoroso. 
FORTALECER LA PROTECCIÓN SOCIAL ANTE LA CRISIS 

44. Reconocemos la importancia de los sistemas de protección social para atender las necesidades de los segmentos más vulnerables de nuestras sociedades, particularmente en la actual crisis económica. Continuaremos explorando modelos de protección social para atender sus dificultades económicas y sociales, manteniendo un balance con la necesidad de promover la vinculación laboral y la empleabilidad. 

45. Reiteramos nuestra convicción, expresada en las anteriores CIMT, de la necesidad de fortalecer y extender la cobertura de los sistemas de seguridad social, asegurando, en el ámbito de nuestra competencia, su eficiencia y transparencia, con políticas efectivas que tomen en consideración los principios de universalidad y solidaridad, permitan su sustentabilidad y responsabilidad financiera, y promuevan la justicia, equidad e inclusión social, con independencia del modelo de gestión. 

46. En el esfuerzo de garantizar una cobertura integral y una equitativa distribución de los beneficios, buscaremos propiciar una articulación del sistema de protección social que integre de forma coordinada, cuando corresponda, los regímenes contributivos y no contributivos. 

47. Destacamos la relevancia de los mecanismos de protección al desempleo (apoyos o seguros por desempleo, entre otros), especialmente en el actual contexto. Dichos mecanismos deben ser parte de una estrategia integral que se complemente con políticas activas de empleo. 

48. Diseñaremos o fortaleceremos, según las circunstancias de cada país, los instrumentos no contributivos de protección social, en las áreas de nuestra competencia, lo que permitirá gestionar un programa de beneficios sociales mínimos con transferencias hacia los hogares vulnerables o afectados por la crisis. Nuestra meta será proteger a los trabajadores y trabajadoras cesantes en países sin seguro de desempleo o provenientes de la economía informal contra el riesgo de caer en situación de extrema pobreza. 

RESOLVEMOS:

A. Poner en marcha un Plan de Acción basado en esta Declaración y en el trabajo realizado por la XV CIMT y la Quinta Cumbre de las Américas, así como dedicar los recursos necesarios para ese fin.

B. Establecer dos grupos de trabajo, a saber:

a) Grupo de Trabajo 1: Trabajo Decente para Afrontar la Crisis Económica Global con Justicia Social para una Globalización Equitativa.
b) Grupo de Trabajo 2: Fortalecer los Ministerios de Trabajo para Promover el Trabajo Decente.
C. Alentar a los países del Hemisferio a que intensifiquen la cooperación y compartan conocimientos, experiencias y logros en las áreas de empleo, trabajo y protección social, así como intercambiar las mejores prácticas en la promoción del trabajo decente para todos, en el marco de la Red Interamericana para la Administración Laboral (RIAL).

D. Agradecer la invaluable colaboración de los distintos organismos internacionales, en particular los miembros del Grupo de Trabajo Conjunto de Cumbres: Organización de los Estados Americanos (OEA), Organización Internacional del Trabajo (OIT), Organización Panamericana de la Salud (OPS), etc., los cuales han ocupado un papel central en la promoción del trabajo decente e invitamos a fomentar todo espacio de dialogo regional con estas instituciones. 

E. Agradecer al Consejo Sindical de Asesoramiento Técnico (COSATE) y a la Comisión Empresarial de Asesoramiento Técnico en Asuntos Laborales (CEATAL), en su carácter de interlocutores constructivos y de órganos consultivos, sus innumerables aportes a la Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo. 

F. Organizar la XVII Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo de la OEA en El Salvador en 2011.
ANEXO II
PLAN DE ACCIÓN DE BUENOS AIRES DE 2009:

ENFRENTAR LA CRISIS CON DESARROLLO, TRABAJO DECENTE 

Y PROTECCIÓN SOCIAL
/
1. NOSOTROS, LOS MINISTROS Y MINISTRAS DE TRABAJO, REUNIDOS EN BUENOS AIRES, REPÚBLICA ARGENTINA, DEL 6 AL 8 DE OCTUBRE DE 2009, CON OCASIÓN DE LA XVI CONFERENCIA INTERAMERICANA DE MINISTROS DE TRABAJO (CIMT) DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS (OEA), nos comprometemos a implementar el siguiente Plan de Acción para enfrentar la actual crisis económica desde una perspectiva que integre el desarrollo, el trabajo decente, digno y productivo y la protección social para alcanzar un desarrollo integral y un crecimiento económico con mayor justicia y equidad en nuestro Hemisferio.

A. ORGANIZACIÓN

2. La Presidencia pro témpore de la XVI CIMT (República Argentina) en colaboración con la Presidencia anterior (Trinidad y Tobago) y la futura (El Salvador), con el apoyo de la Secretaría Técnica de la OEA y en consulta con los representantes del Consejo Sindical de Asesoramiento Técnico (COSATE), de la Comisión Empresarial de Asesoramiento Técnico en Asuntos Laborales (CEATAL) y del Comité Técnico Permanente sobre Cuestiones Laborales (COTPAL), será responsable de promover la implementación del Plan de Acción y de mejorar la colaboración y la coordinación con las organizaciones internacionales relevantes. 

B. RECURSOS

3. Los Estados Miembros deben dedicar los recursos económicos, técnicos y logísticos apropiados para ejecutar el Plan de Acción con la participación de COSATE y CEATAL. Asimismo, la Presidencia pro témpore invitará a las organizaciones regionales e internacionales relevantes a hacer contribuciones voluntarias para apoyar las actividades y proyectos incluidos en este Plan de Acción y para facilitar la participación de las referidas entidades sindicales y empresariales. 

C. GRUPOS DE TRABAJO 

4. Se constituirán dos grupos de trabajo, que se detallan a continuación, cuyo objetivo central es asesorar a la CIMT en los propósitos de la Declaración de Buenos Aires. Como tal, los grupos examinarán con mayor profundidad los temas identificados en este Plan de Acción, facilitarán el intercambio de experiencias, proporcionarán información pertinente y estudios, y darán seguimiento a iniciativas hemisféricas relacionadas. 

5. Al definir sus actividades y el enfoque que darán a los temas identificados en este Plan de Acción, los grupos de trabajo deberán ceñirse a la Declaración de Buenos Aires y tomarán en cuenta los informes finales de los grupos de trabajo presentados a la XVI CIMT.

GRUPO DE TRABAJO 1: Trabajo Decente para Afrontar la Crisis Económica Global con Justicia Social para una Globalización Equitativa
6. El Grupo de Trabajo 1 dará seguimiento a la Declaración de Buenos Aires desde una perspectiva de política y atendiendo especialmente a las respuestas de los ministerios de trabajo frente a la crisis económica actual. Continuará trabajando con base en la labor del anterior Grupo de Trabajo 1: El Trabajo Decente como Instrumento de Desarrollo y Democracia en el Contexto de la Globalización. 
7. El Grupo de Trabajo 1 tratará los siguientes temas, en seguimiento a la Declaración de Buenos Aires y a los informes de los grupos de trabajo:

· articulación de políticas económicas, laborales, educativas, ambientales y sociales;

· respuestas de los gobiernos y los ministerios de trabajo a la crisis económica y sus impactos;

· estrategias para la preservación del empleo desarrolladas por parte de Gobiernos, trabajadores y empleadores con el propósito de mitigar los efectos de la crisis económica; 
· políticas, programas y desarrollos relacionados con los trabajadores migratorios;

· estrategias e iniciativas de empleo juvenil;

· estrategias de combate al trabajo infantil y erradicación de sus peores formas según lo enunciado por los Jefes de Estado y de Gobierno en las Cumbres de las Américas;

· transversalización de la perspectiva de género en las políticas laborales y de empleo;

· apoyo a la sostenibilidad de las micro, pequeñas y medianas empresas y otras unidades productivas;

· informalidad laboral y trabajo no registrado;

· políticas de protección social al desempleo de base contributiva y no contributiva;

· dimensión laboral de la globalización, procesos de integración regional y acuerdos de libre comercio; 

· políticas de atención e incorporación de grupos vulnerables de acuerdo con lo señalado en el párrafo 26 de la Declaración de Buenos Aires;

· promoción de los principios y derechos fundamentales en el trabajo y experiencias de buenas prácticas de diálogo social;

· trabajo forzoso y trata de personas, y
· políticas de ingreso en el marco del diálogo social y la negociación colectiva. 

GRUPO DE TRABAJO 2: Fortalecer los Ministerios de Trabajo para Promover el Trabajo Decente
8. El Grupo de Trabajo 2 dará seguimiento a la Declaración de Buenos Aires en lo relativo a los temas de capacidad institucional y continuará construyendo sobre la labor del anterior Grupo de Trabajo 2: Fortalecimiento de las Capacidades de los Ministerios de Trabajo para Responder a los Retos de la Promoción del Trabajo Decente en el Contexto de la Globalización”.

9. El Grupo de Trabajo 2 tratará los siguientes temas, en seguimiento a la Declaración de Buenos Aires y a los informes de los grupos de trabajo:

· fortalecer la capacidad de gestión de los ministerios de trabajo y los procesos de planeación estratégica;

· elaboración y seguimiento de programas nacionales de trabajo decente;

· cooperación internacional en materia laboral;

· desarrollo, cumplimiento y promoción de la legislación laboral;

· sistemas de información del mercado laboral;

· servicios públicos de empleo;

· formación y capacitación profesional, técnica y tecnológica y certificación de competencias laborales;

· inspección laboral;

· salud y seguridad ocupacional, y
· diálogo social. 

D. DIRECTRICES PARA EL FUNCIONAMIENTO DE LOS GRUPOS DE TRABAJO 

10. Los grupos de trabajo serán coordinados por los siguientes Ministros y Ministras de Trabajo, elegidos por esta conferencia, quienes podrán desempeñar sus funciones directamente o por medio de representantes: 

Grupo de Trabajo 1: Estados Unidos (Presidente), Brasil (Vicepresidente) y Guyana (Vicepresidente) 
Grupo de Trabajo 2: República Dominicana (Presidente), México (Vicepresidente) y Canadá (Vicepresidente) 

11. La participación en los grupos de trabajo estará abierta a todos los Estados Miembros, así como a COSATE y CEATAL. La Presidencia pro témpore buscará los medios que aseguren la activa participación de todos los Estados Miembros y de COSATE y CEATAL en los grupos de trabajo. La Secretaría General de la OEA será la Secretaría Técnica de los grupos de trabajo y las organizaciones regionales e internacionales relevantes serán consultadas para proveer apoyo y asistencia. 

12. Los grupos de trabajo contarán con el apoyo de la Secretaría Técnica de la OEA y se reunirán por lo menos dos veces antes de la XVII Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo. Asimismo, deberán definir un cronograma para las actividades asignadas en este Plan de Acción antes de febrero de 2010, considerando la complementariedad de sus actividades y recogiendo las experiencias anteriores de los grupos de trabajo. 
E. LA RED INTERAMERICANA PARA LA Administración LABORAL

13. La CIMT renueva su apoyo y se compromete a potenciar la Red Interamericana para la Administración Laboral (RIAL) en tanto la misma se constituye como un mecanismo valioso para el fortalecimiento institucional y técnico de los ministerios de trabajo y para la difusión e intercambio entre los países de aquellas políticas destinadas a paliar la crisis internacional. 
14. La CIMT encomienda a sus autoridades (troika, presidencias y vicepresidencias de los grupos de trabajo) a revisar la Guía de Operación de la RIAL, explorando los mecanismos más adecuados de participación, decisión, seguimiento y evaluación sobre la operación de la RIAL, incluyendo su Fondo de Cooperación y elaborando una propuesta en este sentido.

15. La RIAL dará continuidad a las actividades que le fueron asignadas y desarrollará las actividades sugeridas en los informes finales de los Grupos de Trabajo 1 y 2, pudiendo incluir nuevas áreas que se consideren necesarias en el marco de la Declaración y el Plan de Acción de la XVI CIMT.

16. La Secretaría Técnica continuará coordinando las actividades de la RIAL siguiendo las prioridades definidas por los ministerios de trabajo del Hemisferio en la XVI CIMT y con la más amplia participación de sus miembros.

17. Los Estados Miembros harán todos los esfuerzos para asegurar la efectiva operación de la RIAL, incluyendo la realización de contribuciones financieras y técnicas, y la Secretaría Técnica continuará explorando posibles fuentes de financiamiento. Reconociendo que esta cooperación trasciende la asistencia financiera, se promoverán los canales de intercambio de experiencias, espacios de diálogo, cooperación intrarregional y asistencia técnica, entre otros. 

18. Los Estados Miembros comprometidos con el fortalecimiento de la RIAL, proporcionarán información periódicamente sobre programas en ejecución incluyendo mejores prácticas para el Portafolio de Programas de la RIAL. La Secretaría Técnica actualizará periódicamente una base de datos sobre programas en el Hemisferio como sustento de las actividades de intercambio y cooperación horizontal. En este esfuerzo solicitamos a la Secretaría Técnica que trabaje en coordinación con otras agencias internacionales. 

AG/RES. 2585 (XL-O/10)

INFORME DE LA SEXTA REUNIÓN ORDINARIA DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA
DE PUERTOS: DECLARACIÓN DE PANAMÁ SOBRE LINEAMIENTOS PARA
LA PROTECCIÓN AMBIENTAL PORTUARIA

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)


LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS las resoluciones CIDI/CIP/RES. 85 (V-07), “Proyecto de Declaración de Panamá sobre protección medioambiental portuaria” y CIDI/CIP/RES. 107 (VI-10), “Declaración de Panamá sobre lineamientos para la protección ambiental portuaria”; y
La resolución CIDI/RES. 239 (XV-O/10), “Informe de la Sexta Reunión Ordinaria de la Comisión Interamericana de Puertos: Declaración de Panamá sobre lineamientos para la protección ambiental portuaria”; y
CONSIDERANDO:


Que en la Sexta Reunión Ordinaria de la Comisión Interamericana de Puertos (CIP) celebrada en la ciudad de Panamá en marzo de 2010 se aprobó por consenso la Declaración de Panamá sobre lineamientos para la protección ambiental portuaria; y


Que la CIP solicitó elevar la Declaración de Panamá sobre lineamientos para la protección ambiental portuaria a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos en su cuadragésimo período ordinario de sesiones para su consideración y recomendación de implementación a los gobiernos de los Estados Miembros,

RESUELVE:

1. Tomar nota de la Declaración de Panamá sobre lineamientos para la protección ambiental portuaria aprobada durante la Sexta Reunión Ordinaria de la Comisión Interamericana de Puertos (CIP), celebrada en la ciudad de Panamá, del 21 al 24 de marzo de 2010.

2. Encomendar a la Comisión Ejecutiva del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI) considere la solicitud de la CIP de difundir la Declaración de Panamá sobre lineamientos para la protección ambiental portuaria. 

3. Encomendar a la Secretaría General que, a través de la Secretaría de la CIP, presente a la CEPCIDI los documentos a ser considerados por la CIP y sus órganos con antelación y le informe periódicamente sobre sus actividades.

4. Solicitar al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) que informe a la Asamblea General en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones sobre la implementación de la presente resolución.

5. Que la ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
AG/RES. 2586 (XL-O/10)

RED INTERAMERICANA DE COMPETITIVIDAD
/2/
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL, 

VISTAS las resoluciones AG/RES. 2201 (XXXVI-O/06), “Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral 2006-2009”, mediante la cual la Asamblea General resolvió adoptar el Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral 2006-2009, recomendado por el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) en su décimo segunda reunión ordinaria, AG/RES. 2474 (XXXIX-O/09), “Extensión de la vigencia del Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral 2006-2009”, mediante la cual se extendió la vigencia del Plan Estratégico hasta el 31 de diciembre de 2010 y CIDI/RES. 240 (XV-O/10), “Red Interamericana de Competitividad”; 
RECONOCIENDO las contribuciones que las instituciones internacionales e interamericanas realizan para complementar los esfuerzos de los Estados Miembros para mejorar su competitividad; 
CONSIDERANDO:
Que las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno en la Declaración de Compromiso de la Quinta Cumbre de las Américas, celebrada en Puerto España, Trinidad y Tobago, reconocieron “que hay diferencias significativas en los niveles de desarrollo y tamaño de nuestras respectivas economías. Por lo tanto, debemos continuar haciendo un particular esfuerzo para promover el desarrollo sostenible de economías pequeñas y vulnerables del Hemisferio, mejorando su competitividad, el fomento de la capacidad humana e institucional, la infraestructura financiera y física, así como el desarrollo de las tecnologías de la información y comunicación (TIC), y el desarrollo del sector empresarial y otros sectores económicos productivos, incluyendo el turismo. Continuaremos también apoyando los esfuerzos nacionales de desarrollo de los países de renta media para lograr los objetivos de la Declaración del Milenio, poniendo énfasis en la reducción de la pobreza y la erradicación de la pobreza extrema. Trabajaremos, según corresponda, en coordinación con las instituciones y organizaciones internacionales pertinentes para mejorar la eficacia de la asistencia y cooperación para el desarrollo con los países de renta media. En este contexto, también reconocemos los desafíos que enfrentan en el Hemisferio los países sin litoral”;y
/
Que en esa misma Declaración de Compromiso las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno manifestaron que “para reducir la pobreza y el hambre, erradicar la pobreza extrema, crear trabajo decente y digno, y elevar el nivel de vida de todos nuestros pueblos, debemos lograr mayores niveles de desarrollo empresarial y de crecimiento económico sostenible con equidad. Sujeto a la legislación interna de cada país, continuaremos promoviendo actividades económicas diversificadas en los sectores de energía, transporte, turismo, comunicaciones, servicios, servicios financieros y el sector agrícola. Estamos comprometidos a facilitar la inversión y las alianzas del sector público y privado en materia de infraestructura y otros sectores pertinentes con el fin de promover el desarrollo empresarial, el crecimiento económico y el desarrollo social con equidad. Continuaremos promoviendo mayor responsabilidad social empresarial y mejor competitividad, a lo cual contribuirá el Foro de Competitividad de las Américas, que se celebrará en Chile en 2009”;
/
TENIENDO EN CUENTA que conforme al Plan Estratégico “la promoción de la diversificación e integración económica, apertura comercial y acceso a mercados puede llevar, mediante el incremento de oportunidades de comercio e inversión, a un mayor desarrollo económico, creación de empleo y reducción de la pobreza en los Estados Miembros” y que dicho Plan establece entre sus mandatos en esta área el concentrar esfuerzos en “promover la cooperación para apoyar las actividades que mejoren la capacidad competitiva de los Estados Miembros, en particular la de las economías más pequeñas, incluyendo un diálogo multilateral sobre políticas en el tema de la competitividad y la promoción de las alianzas público-privadas”; 

CONSIDERANDO que con ocasión del III Foro de Competitividad de las Américas celebrado en Santiago de Chile, en septiembre de 2009, se presentó la iniciativa de la Red Interamericana de Competitividad (RIAC); 


TOMANDO NOTA ASIMISMO que los Consejos de Competitividad reunidos con ocasión del Foro “reafirmaron la necesidad de que los países del Hemisferio cuenten con mecanismos de diálogo de alto nivel para fomentar la cooperación, la discusión y revisión de políticas, el intercambio de experiencias y buenas prácticas y la adopción de iniciativas concertadas con el fin de fortalecer la competitividad de sus economías y, con ello, la competitividad de las Américas en su conjunto”; 

TENIENDO PRESENTE que algunos de los ministros de economía e industria presentes en ocasión del III Foro de Competitividad de las Américas destacaron la importancia del lanzamiento de la RIAC; y 


TENIENDO PRESENTE TAMBIÉN la sesión del Consejo Permanente celebrada el 27 de enero de 2010 donde se presentó el informe verbal sobre el III Foro de Competitividad de las Américas realizado en Santiago de Chile y donde varios representantes de los Estados Miembros expresaron sus felicitaciones por la celebración del III Foro de Competitividad de las Américas y se manifestaron sobre el importante tema tratado durante el evento, 
RESUELVE:

1. Tomar nota del lanzamiento de la Red Interamericana de Competitividad (RIAC) e invitar a todos los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos a que consideren su participación en la Red. 

2. Expresar su agradecimiento a Chile por sus esfuerzos como anfitrión del III Foro de Competitividad de las Américas. 
3. Tomar nota de que el IV Foro de Competitividad de las Américas se celebrará del 14 al 16 de noviembre de 2010 en la ciudad de Atlanta, Georgia, en los Estados Unidos de América. 
4. Tomar nota de los ofrecimientos formales de los Gobiernos de República Dominicana y Colombia para ser sede del V y VI Foro de Competitividad de las Américas en 2011 y 2012, respectivamente. 

5. Instruir a la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral que presente a la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI) una hoja de ruta que contenga las acciones que pretende implementar en el futuro, en caso de que los Estados la designen como Secretaría Técnica, para el buen funcionamiento de la RIAC.

6. Instar a los Estados Miembros a que apoyen programas e iniciativas dirigidos a fomentar la integración, la cooperación y la solidaridad, así como elevar la competitividad y promover el desarrollo social y el crecimiento económico sostenible con equidad e inclusión social en los países de la región, e instruir a la Secretaría General para que, según corresponda, apoye a los Estados Miembros en este esfuerzo. 
7. Solicitar al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 

AG/RES. 2587 (XL-O/10)

OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES AL INFORME ANUAL
DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS las Observaciones y recomendaciones de los Estados Miembros al informe anual de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CP/CAJP-2890/10);

DESTACANDO que en el año 2009 se celebraron cuarenta años de la adopción de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y treinta años del establecimiento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, así como la contribución de la jurisprudencia de ésta en la efectiva protección de los derechos humanos; 

CONSIDERANDO:

Que en la Declaración de la Tercera Cumbre de las Américas, celebrada en la ciudad de Quebec, los Jefes de Estado y de Gobierno expresaron que su “compromiso de asegurar el pleno respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales se basa en principios y en convicciones compartidos” y apoyaron el “fortalecimiento y perfeccionamiento de la eficacia del sistema interamericano de derechos humanos, que incluye la Corte Interamericana de Derechos Humanos”;

Que en la Declaración y el Plan de Acción de la Cuarta Cumbre de las Américas,1/ celebrada en Mar del Plata, Argentina, los Jefes de Estado y de Gobierno reconocieron la promoción y protección de los derechos humanos, con base en los principios de universalidad, indivisibilidad e interdependencia, como fundamentales para el funcionamiento de las sociedades democráticas. Asimismo, se comprometieron a “continuar respaldando y fortaleciendo el funcionamiento de los órganos del sistema interamericano de derechos humanos, promoviendo en los órganos políticos de la OEA, en el marco del proceso de reflexión en curso, acciones concretas para lograr, entre otros objetivos, una mayor adhesión a los instrumentos jurídicos, un efectivo cumplimiento de las decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la debida consideración de las recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, el perfeccionamiento del acceso de las víctimas a los mecanismos del sistema y el financiamiento adecuado de los órganos del sistema, incluyendo el fomento de contribuciones voluntarias”, 
/ 
Que en el Compromiso de la Quinta Cumbre de las Américas, celebrada en Puerto España, Trinidad y Tobago, las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno expresaron su “compromiso para proteger y promover los derechos humanos en nuestro Hemisferio, y el fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos, con debido respeto a su autonomía e independencia”. También reconocieron que “todos los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes y están relacionados entre sí” y que “la promoción y protección universal de los derechos humanos, incluidos los civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, así como el respeto al derecho internacional, entre ellos, el derecho internacional humanitario, el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional de los refugiados, son fundamentales para el funcionamiento de las sociedades democráticas”. Asimismo, reconocieron los principios contenidos en la Declaración y Programa de Acción de Viena, que reafirma entre otros la importancia de garantizar la universalidad y objetividad del examen de las cuestiones de derechos humanos;

Que el artículo 54 (f) de la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece como atribución de la Asamblea General la consideración de las observaciones y recomendaciones que eleve el Consejo Permanente, de conformidad con el artículo 91 (f) de la Carta, a los informes de los órganos, organismos y entidades de la Organización; y

Que el artículo 65 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece que “la Corte someterá a la consideración de la Asamblea General de la Organización en cada período ordinario de sesiones un informe sobre su labor en el año anterior. De manera especial y con las recomendaciones pertinentes, señalará los casos en que un Estado no haya dado cumplimiento a sus fallos”;

DESTACANDO CON SATISFACCIÓN el significativo rendimiento y eficiencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el ejercicio de sus funciones contenciosas del 2004 al 2009, período en que se disminuyó considerablemente el tiempo para resolver los casos bajo su conocimiento;
DESTACANDO la importancia de que la Corte Interamericana de Derechos Humanos haya celebrado en diversos países audiencias públicas y celebrado actividades académicas durante períodos extraordinarios de sesiones por invitaciones de Gobiernos de distintos países de la región, lo que ha fortalecido el acercamiento de la Corte con las instituciones nacionales y la sociedad civil;

AGRADECIENDO las invitaciones formuladas para la celebración de períodos extraordinarios de sesiones por Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Paraguay, Perú, República Dominicana y Uruguay, y la colaboración financiera para ese efecto de los Gobiernos de España y Noruega;

RECONOCIENDO la importancia y lo constructivas que han sido las audiencias privadas de supervisión de cumplimiento de las sentencias emitidas por la Corte Interamericana y los resultados positivos de las mismas;

DESTACANDO la importancia de las actividades de capacitación realizadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos y el Instituto Interamericano de Derechos Humanos dirigidas a funcionarios de los poderes ejecutivos, jueces, defensores públicos y otros operadores de justicia, como una manera de contribuir a un mayor conocimiento del sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos;

AGRADECIENDO la valiosa y detallada información sobre el estado del cumplimiento de las reparaciones pecuniarias y su estado de cumplimiento presentado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos a los Estados, del cual se desprende y destaca la labor del tribunal en la materia; 

DESTACANDO la importancia de las reformas reglamentarias adoptadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, las cuales fortalecen considerablemente el procedimiento ante ésta y son reflejo del proceso transparente y participativo dentro del cual se enmarcaron las reformas, que son el resultado concreto de un diálogo y reflexión conjunta entre los diferentes actores del sistema; 

RECONOCIENDO las importantes medidas adoptadas por la Corte Interamericana para permitir el acceso a la justicia interamericana de aquellas personas que carecen de recursos económicos o de representación legal como fueron la creación de la figura del Defensor Interamericano, el acuerdo con la Asociación Interamericana de Defensorías Públicas y la aprobación del Reglamento del Fondo de Asistencia Legal de la Corte Interamericana de Derechos Humanos; y

CONSCIENTE de las importantes necesidades financieras que enfrenta la Corte Interamericana de Derechos Humanos para el adecuado funcionamiento de ésta, 
RESUELVE:

1. Adoptar las Observaciones y recomendaciones de los Estados Miembros al informe anual de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CP/CAJP-2890/10) y transmitirlas a dicho órgano.

2. Reafirmar el valor esencial de las labores de la Corte Interamericana de Derechos Humanos para el perfeccionamiento de la protección y defensa de los derechos humanos en el Hemisferio y el Estado de derecho.

3. Reiterar que los fallos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos son definitivos e inapelables y que los Estados Parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos deben cumplir las decisiones de la Corte en todos los casos en que sean parte.

4. Reiterar que, con el propósito de que la Corte pueda cumplir cabalmente con la obligación de informar a la Asamblea General sobre el cumplimiento de sus fallos, es necesario que los Estados Parte le brinden oportunamente la información que ésta les requiera.

5. Reafirmar la importancia de:

a) la función consultiva y contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos para el desarrollo de la jurisprudencia interamericana y el derecho internacional de los derechos humanos;

b) la jurisprudencia desarrollada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos para la efectiva vigencia y respeto de los derechos humanos en el Hemisferio y, por consiguiente, la importancia de la difusión de sus decisiones en los Estados Miembros;

c) la celebración de períodos extraordinarios de sesiones fuera de la sede de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, por su importancia para la difusión y conocimiento del sistema interamericano de protección de los derechos humanos y en especial de la labor de la Corte Interamericana;

d) la celebración de audiencias de supervisión del cumplimiento de sentencias, por ser uno de los mecanismos desarrollados más efectivos para avanzar en el cumplimiento de las mismas, y 

e) las actividades de capacitación dirigidas a jueces y otros operadores de justicia realizadas por la Corte Interamericana para promocionar la efectiva aplicación del derecho internacional de los derechos humanos en el ámbito interno.

6. Encomendar al Consejo Permanente que:

a) continúe la consideración del tema “Acceso de la víctima a la Corte Interamericana de Derechos Humanos (jus standi) y su puesta en práctica”, incluyendo sus repercusiones financieras y presupuestarias, teniendo en cuenta la necesidad tanto de preservar el equilibrio procesal como de redefinir el papel de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) en el procedimiento ante la Corte;

b) continúe estudiando la posibilidad del funcionamiento permanente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, incluyendo sus repercusiones financieras y presupuestarias;

c) continúe la consideración de medios para promover el mejor cumplimiento de las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos por parte de los Estados Miembros, y

d) continúe analizando de manera prioritaria los medios para lograr un incremento efectivo de los recursos económicos asignados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el programa-presupuesto de la Organización para lograr que su funcionamiento pueda sustentarse con los recursos del presupuesto regular de la Organización, teniendo en cuenta las necesidades financieras expuestas por la Corte.

7. Instar al Secretario General para que de manera prioritaria presente propuestas concretas tendientes a lograr el financiamiento adecuado de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el programa-presupuesto, teniendo en cuenta las necesidades de ésta. 

8. Expresar su agradecimiento a los Estados Miembros (Brasil, Chile, Costa Rica y México), al Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados y a la Universidad de Santa Clara, California, que han realizado contribuciones voluntarias a la Corte Interamericana de Derechos Humanos; a los Observadores Permanentes (España y Noruega), que a través de proyectos de cooperación apoyan y financian de manera significativa a la Corte, así como a la Fundación Konrad Adenauer que ha brindado cooperación a la Corte en temas de capacitación.

9. Expresar su agradecimiento a los pueblos y Gobiernos de República Dominicana, Chile y Bolivia, por haber permitido, en el transcurso de 2009, que la Corte Interamericana de Derechos Humanos haya celebrado de manera exitosa períodos extraordinarios de sesiones en sus respectivos países.

10. Expresar su agradecimiento a los Gobiernos de Perú y Ecuador por sus invitaciones para que la Corte Interamericana de Derechos Humanos celebre períodos extraordinarios de sesiones en sus respectivos países en el transcurso de 2010. 
11. Alentar a los Estados Miembros a que continúen invitando a la Corte Interamericana de Derechos Humanos a celebrar períodos extraordinarios de sesiones fuera de su sede.

12. Instar a los Estados Miembros a que contribuyan al Fondo de Asistencia Legal del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, y a los Observadores Permanentes y otros donantes a que realicen contribuciones voluntarias a la Corte. Asimismo, instar a los Estados Miembros, Observadores Permanentes y otros donantes a que realicen contribuciones a la cuenta del Fondo de Asistencia Legal de la Corte Interamericana, a fin de facilitar el acceso a éste de aquellas personas que actualmente no tienen los recursos necesarios para llevar su caso al sistema.

13. Instar a la Corte Interamericana de Derechos Humanos a que siga realizando seminarios especializados sobre el sistema interamericano de promoción y protección de derechos humanos para funcionarios estatales, en especial para operadores de justicia.

14. Invitar a la Corte Interamericana de Derechos Humanos a que continúe participando con sus jueces en el diálogo con los Estados Miembros en el marco del proceso de reflexión sobre el fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos, en el ámbito de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos. 

15. Invitar a la Corte Interamericana de Derechos Humanos a que tenga presente las propuestas y comentarios de los Estados Miembros presentados en el marco del Diálogo sobre el funcionamiento del sistema interamericano de derechos humanos entre los Estados Miembros y los miembros de la CIDH y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el 14 de mayo de 2010 así como las contribuciones de la sociedad civil, conforme se registra en el informe de dicha reunión (CP/CAJP-2904/10) y a que adopte las medidas que considere pertinentes en el marco de su autonomía e independencia.

16. Agradecer a la Corte Interamericana de Derechos Humanos su constante disposición a dialogar con los Estados Miembros para efectuar una reflexión compartida sobre los desafíos presentes y futuros del sistema interamericano de derechos humanos.

17. Instar a los Estados Miembros a que consideren, según sea el caso, la firma y ratificación de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás instrumentos del sistema, incluyendo la aceptación de la jurisdicción obligatoria de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

18. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2588 (XL-O/10)

EL CAMBIO CLIMÁTICO EN LOS PAÍSES DEL HEMISFERIO

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTA la resolución CIDI/RES. 241 (XV-O/10), “El cambio climático en los países del Hemisferio”;y
CONSIDERANDO:

Que el desarrollo económico-social y la protección del ambiente son pilares interdependientes del desarrollo sostenible y que la erradicación de la pobreza es una meta fundamental del mismo; 
Que el cambio climático genera impactos negativos en todo el Hemisferio, provocando la degradación de la calidad de vida y del medio ambiente de las generaciones presentes y futuras; 
Que la más reciente evidencia científica, incluido el Cuarto Informe de Evaluación del Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático (IPCC) de las Naciones Unidas, indica que es necesario establecer metas ambiciosas que permitan estabilizar la temperatura de la tierra en el mediano y largo plazo; 
Que los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) y la comunidad internacional comparten la responsabilidad de encontrar soluciones equitativas y efectivas al cambio climático de acuerdo con el principio de responsabilidades comunes pero diferenciadas y sus respectivas capacidades; 
Que la OEA ha adoptado resoluciones para acompañar los esfuerzos de los Estados Miembros en este tema, entre ellas las resoluciones AG/RES. 1674 (XXIX-O/99), “Los cambios climáticos en las Américas”, AG/RES. 1736 (XXX-O/00) y AG/RES. 1821 (XXXI-O/01), “Los efectos socioeconómicos y ambientales del cambio climático en los países del Hemisferio”; y 
Que 2010 es un año clave para mostrar nuestro compromiso ante el reto global del cambio climático, 
RESUELVE:

1. Reafirmar los compromisos asumidos en los instrumentos, resoluciones y declaraciones pertinentes sobre desarrollo sostenible y cambio climático en el marco de la Organización de los Estados Americanos (OEA). 
2. Continuar y fortalecer los esfuerzos que se realizan desde la OEA para contrarrestar los efectos adversos del cambio climático, aumentar la capacidad de adaptación de los Estados, de las poblaciones y de los ecosistemas vulnerables al cambio climático y aumentar esfuerzos para mitigar las emisiones de gases de efecto invernadero. 

3. Instar a todos los Estados Miembros de la OEA a trabajar conjuntamente para asegurar el éxito de la Décimo Sexta Conferencia de las Partes (COP 16) de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático y la Sexta Reunión de las Partes (COP-MOP 6) del Protocolo de Kyoto, que se celebrarán en México, del 29 de noviembre al 10 de diciembre de 2010. 

4. Brindar el respaldo de los Estados Miembros de la OEA al Gobierno de México, como país anfitrión de ambas reuniones. 
5. Instar a los Estados Miembros a buscar un resultado consensuado, equitativo y eficaz, producto de un proceso inclusivo y transparente en Cancún, tomando en cuenta todas las posiciones negociadoras. 
6. Solicitar al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral que, con el apoyo de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral, informe a la Asamblea General en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones sobre la implementación de la presente resolución. 
AG/RES. 2589 (XL-O/10)

INFORME DE LA SEXTA REUNIÓN INTERAMERICANA DE
MINISTROS DE EDUCACIÓN EN EL ÁMBITO DEL CIDI 

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)


LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS:

Las resoluciones CIDI/RES. 209 (XIII-O/08), “Informe de la Quinta Reunión de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI”, CIDI/RES. 222 (XIV-O/09), “Sexta Reunión Interamericana de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI”, y CIDI/RES. 242 (XV-O/10), “Informe de la Sexta Reunión Interamericana de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI”; y 
Las resoluciones AG/RES. 2386 (XXXVIII-O/08), “Informe de la Quinta Reunión de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI”, y AG/RES. 2478 (XXXIX-O/09), “Sexta Reunión Interamericana de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI”; 
CONSIDERANDO:

Que los Jefes de Estado y de Gobierno reunidos en la Cuarta Cumbre de las Américas, celebrada en Mar del Plata, Argentina, el 4 y 5 de noviembre de 2005, reconocieron la importancia del acceso a la educación como elemento primordial en la lucha contra la pobreza y la reducción de la desigualdad en nuestros países, y se comprometieron a mejorar el acceso y la calidad de la educación básica, reconociendo que la provisión de oportunidades educativas es una inversión a futuro de los pueblos de las Américas; y 

Que los Jefes de Estado y de Gobierno reunidos en la Quinta Cumbre de las Américas, celebrada en Puerto España, Trinidad y Tobago, del 17 al 19 de abril de 2009, reafirmaron su compromiso de lograr una tasa bruta de matrícula de educación secundaria de por lo menos un 75% para el año 2010, e hicieron un llamamiento a los Ministros de Educación para que, con el apoyo de la Organización de los Estados Americanos (OEA), instituciones regionales e internacionales especializadas y organizaciones de la sociedad civil, desarrollen estrategias para hacer accesible la educación secundaria de calidad para todos nuestros jóvenes para el año 2015, especialmente para los grupos más vulnerables y aquellos con necesidades educativas especiales. Estas estrategias deberán basarse en los principios de equidad, calidad, pertinencia y eficiencia en la educación, tomando en cuenta la perspectiva de género y la diversidad estudiantil, y deberán alentar la innovación y la creatividad;
/
TENIENDO EN CUENTA que es responsabilidad del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI), en el marco del Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral 2006-2009, fomentar el diálogo para promover el desarrollo de la educación como una de sus áreas prioritarias; y 

CONSIDERANDO:

Que la Sexta Reunión Interamericana de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI se celebró en Quito, Ecuador, del 12 al 14 de agosto 2009; 
Que el diálogo de los Ministros se centró en el tema “Mejores oportunidades para los jóvenes de las Américas: Repensando la educación secundaria” y se consideraron opciones para la transformación de la educación secundaria, incluyendo propuestas de renovación curricular y su relación con la inserción social, el mundo del trabajo y los planes de desarrollo, el fortalecimiento del intercambio educativo y de la cooperación regional, y posibles estrategias y financiamiento para avanzar; y


Que la Sexta Reunión Interamericana de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI adoptó la Declaración de Quito: Mejores oportunidades para los jóvenes de las Américas: Repensando la educación secundaria (CIDI/RME/DEC.1/09), 
RESUELVE:

1. Felicitar al Gobierno del Ecuador por la exitosa celebración de la Sexta Reunión Interamericana de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI. 
2. Hacer suya la Declaración de Quito aprobada por la Sexta Reunión Interamericana de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI, la cual forma parte integral de esta resolución. 
3. Solicitar a la Comisión Interamericana de Educación (CIE) que realice esfuerzos encaminados al seguimiento e implementación de los acuerdos ministeriales, entre otros, y a la aprobación del Programa Interamericano sobre la Atención Integral a la Primera Infancia.
4. Encomendar a la CIE que, con el apoyo de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral, le dé seguimiento a las recomendaciones emanadas de la Sexta Reunión Interamericana de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI y apoye su implementación. 

5. Solicitar al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
ANEXO

DECLARACIÓN DE QUITO:
MEJORES OPORTUNIDADES PARA LOS JÓVENES DE LAS AMÉRICAS: 

REPENSANDO LA EDUCACIÓN SECUNDARIA
/ 
LAS MINISTRAS Y LOS MINISTROS DE EDUCACIÓN DE LOS ESTADOS MIEMBROS DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS (OEA), reunidos en la ciudad de Quito, del 12 al 14 de agosto de 2009, con motivo de la Sexta Reunión Interamericana de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI, declaramos lo siguiente: 

1. Afirmamos que el acceso equitativo y oportuno a la educación es un derecho humano y que la educación de calidad es esencial, un bien público y una prioridad que forma el pilar central de nuestras sociedades. La educación secundaria de calidad constituye un factor esencial para el éxito futuro de los y las jóvenes en su inserción y acceso a la educación postsecundaria, terciaria y superior, al desarrollo personal y a una ciudadanía activa. 
2. Redoblaremos nuestros esfuerzos para cumplir con el compromiso de nuestros Jefes de Estado y de Gobierno asumido en la Segunda Cumbre de las Américas, celebrada en Santiago de Chile en 1998, retomado y reformulado en la Quinta Cumbre de las Américas, celebrada en Puerto España, Trinidad y Tobago, en 2009, para lograr una tasa bruta de matrícula de educación secundaria del 75% como mínimo a más tardar en 2010 y, con el apoyo de la Organización de los Estados Americanos (OEA), instituciones regionales e internacionales encargadas del seguimiento de los Objetivos de Desarrollo del Milenio y los Compromisos de la Educación para Todos y organizaciones de la sociedad civil, desarrollar estrategias para hacer accesible la educación secundaria de calidad a todas nuestras y nuestros jóvenes a más tardar en 2015, especialmente para los grupos más vulnerables y aquellos con necesidades educativas especiales. Estas estrategias deberán basarse en los principios de equidad, calidad, pertinencia y eficiencia en la educación, tomando en cuenta la perspectiva de género, la diversidad étnica y las culturas juveniles y deberán también alentar la innovación y la creatividad. 

3. Existen enormes desafíos para cumplir con el compromiso de garantizar una educación secundaria de calidad para todos ya que en muchos contextos las demandas de los diferentes actores de la sociedad exceden los recursos disponibles del sistema, sean económicos, sociales, institucionales, humanos u organizacionales. Al mismo tiempo, reconocemos que los compromisos en esta Declaración de Quito deben traducirse en prácticas reales e institucionalizadas en cada uno de nuestros países. En los países que han establecido que la educación secundaria es obligatoria, es esencial que sea de calidad, gratuita y que sea accesible para todos y todas. 

4. La educación es una de las principales herramientas de movilidad social para alcanzar el desarrollo de los países ya que promueve una mayor equidad social y el acceso a oportunidades, condiciones necesarias para superar las situaciones de exclusión, pobreza y marginalidad que afectan a muchos jóvenes en la región. Consideramos fundamental, especialmente en el contexto de la crisis económica global actual, que es necesario priorizar el financiamiento de la educación de calidad en todos sus tipos, niveles y modalidades, como una inversión en el futuro de nuestros pueblos y de nuestras sociedades. Recomendamos que nuestros Gobiernos examinen estrategias financieras para fomentar el avance de la educación en nuestro Hemisferio que incluyan un mayor financiamiento público para este sector y que a la vez promuevan alianzas y estrategias de cooperación entre los sectores público y privado.
5. El diálogo, el intercambio y la cooperación internacional son factores para fortalecer y enriquecer nuestros esfuerzos nacionales, generando los recursos, los conocimientos y las alianzas necesarias para lograr una transformación real de la educación secundaria que traerá beneficios concretos para todos y todas. Nos comprometemos a desarrollar, en colaboración con la OEA, a través de la Comisión Interamericana de Educación (CIE) y en coordinación con las organizaciones y agencias internacionales, otros donantes y la sociedad civil, un plan regional de cooperación para fortalecer la educación secundaria con metas claras y recursos para fomentar el intercambio y la cooperación entre países. 

6. En un contexto de escasos recursos y creciente demanda social por la educación secundaria, destacamos la necesidad de explorar estrategias innovadoras y flexibles de oferta educativa que promuevan el acceso, la permanencia, la reinserción de los que han abandonado la escuela y la calidad de la educación secundaria, especialmente en poblaciones rurales y urbano-marginales, pueblos indígenas y otros grupos que han sido históricamente excluidos, migrantes u otros grupos en condiciones de vulnerabilidad social. Tomando en cuenta las realidades nacionales, la política educativa debe considerar las experiencias y particularidades de estos grupos para entregarles una educación pertinente y de calidad, y crear condiciones para garantizar el acceso y mejorar la permanencia en la educación secundaria de los sectores más vulnerables. 
7. Nos comprometemos a fortalecer los mecanismos de participación de los y las jóvenes en las decisiones relativas a su propio desarrollo educativo y en la generación de políticas públicas dirigidas a ellos y ellas. Nos comprometemos a considerar las propuestas de los y las adolescentes y jóvenes en nuestras deliberaciones y decisiones respecto a los compromisos de esta Sexta Reunión Interamericana de Ministros de Educación, e instruimos a la CIE, a través de nuestro Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas, a que dé seguimiento a los acuerdos adoptados. 

8. Reconocemos la importancia de manejar un modelo de educación secundaria que posibilite a los estudiantes construir una trayectoria que articule la formación general, el desarrollo personal y la preparación para el mundo del trabajo y que les permita desarrollar habilidades para la toma de decisiones desde sus propios intereses y su particular realidad, tanto en la selección de la educación postsecundaria como en el desarrollo de proyectos laborales a futuro. 

9.  Reconocemos la necesidad de fortalecer los currículos, de acuerdo con las políticas y prioridades nacionales y subnacionales para que sean pertinentes a las demandas del mundo contemporáneo. Una educación integral en el siglo XXI debe asegurar la incorporación de las culturas juveniles y considerar los diferentes contextos socioculturales, los conocimientos y valores de los pueblos indígenas y otros grupos que han sido históricamente excluidos, el desarrollo de políticas especificas de inclusión y ciudadanía juvenil, y el desarrollo de la creatividad, la innovación y el emprendimiento. Asimismo, debe enfatizar y promover la comprensión crítica de la sociedad, el conocimiento y el respeto de los derechos humanos, la democracia, la diversidad, la inclusión, la no discriminación, la interculturalidad, el medio ambiente, la educación sexual y la prevención de adicciones, entre otros.

10. Reconocemos las consecuencias de la pandemia del VIH para la juventud en todos los países del Hemisferio como un problema de grandes proporciones que presenta un gran reto para los gobiernos nacionales, tal y como fue establecido en la Declaración Ministerial: Prevenir con Educación, de la Primera Reunión de Ministros de Salud y Educación para detener el VIH/ITS en América Latina y el Caribe, en el marco de la XVII Conferencia Internacional del SIDA, realizada en la Ciudad de México, en agosto de 2008. Nos comprometemos a promover el desarrollo de estrategias y programas dirigidos a la prevención de estos problemas en nuestras escuelas. 
11. Reconocemos la importancia de fortalecer la formación técnico-profesional y vocacional, así como otras competencias pertinentes a las necesidades de desarrollo de nuestros países para crear capacidad local y regional para la innovación y para construir proyectos de desarrollo comunitarios, locales, nacionales y regionales. 
12. Destacamos la importancia de desarrollar sistemas de acreditación y certificación de competencias claves y laborales, reconociendo los conocimientos y habilidades adquiridos por los jóvenes en el mundo laboral u otro ámbito, para favorecer los procesos de inclusión y de reinserción de alumnos que han salido del sistema educativo formal antes de terminar el ciclo escolar. 

13. Convenimos en la necesidad de impulsar acciones dirigidas a jóvenes que quedaron al margen de los sistemas educativos con el propósito de favorecer su integración a la sociedad tanto en el ámbito educativo como laboral. Consideramos que estas acciones socioeducativas deben articularse con los sistemas educativos formales para fomentar la culminación del ciclo de estudios de educación media (o secundaria), así como para facilitar la continuidad educativa. 
14. Reconocemos la necesidad de una mejor articulación o coordinación de los subsistemas educativos que conforman los sistemas nacionales, en especial de los currículos de la educación secundaria o media con la educación terciaria o superior y la educación técnica cuyo propósito sea asegurar el acceso equitativo y facilitar el libre tránsito de los estudiantes por todo el sistema educativo, desde la niñez más temprana hasta la vida adulta.

15. Considerando el papel fundamental de los docentes en la educación, reafirmamos el compromiso de adoptar mecanismos de cooperación para el desarrollo de la formación inicial y el desarrollo profesional de los docentes que respondan a las demandas de la educación en el siglo XXI. Encomendamos a la CIE que dé seguimiento a este tema a través de la Red Interamericana de Formación Docente a la cual damos nuestro pleno respaldo. 

16. Convenimos en la necesidad de fortalecer los sistemas nacionales de información y de evaluación de la educación, como la participación en mediciones internacionales, para avanzar en estrategias que consoliden una educación secundaria de calidad. 

17. Reconocemos con satisfacción los avances en la implementación del Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas por su contribución al fortalecimiento de la cultura democrática y de la no violencia, a través de la educación formal y no formal, promoviendo una participación activa y genuina de los y las jóvenes en decisiones que los afectan. Alentamos la incorporación en los programas y currículos educativos de la educación secundaria de los principios contenidos en aquellos instrumentos internacionales destinados a la promoción y protección de los derechos humanos y la democracia, entre ellos, la Carta Democrática Interamericana y la Declaración Universal de los Derechos Humanos, de acuerdo con el ordenamiento de cada país. Asimismo, apoyamos el impulso de nuevas iniciativas en el marco del Programa Interamericano para incentivar la participación y liderazgo de los estudiantes secundarios. 

18. Asumimos las preocupaciones de nuestros Ministros de Relaciones Exteriores incorporadas en la Declaración de San Pedro Sula: Hacia una cultura de la no violencia, adoptada en el trigésimo noveno período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA, y nos comprometemos a impulsar políticas públicas y programas educativos con el objetivo de lograr una transformación cultural que permita la erradicación de la violencia con énfasis en la violencia intraescolar, intrafamiliar y la ejercida contra la mujer, los y las niñas y los y las jóvenes, debido a una variedad de factores, incluidos los culturales, económicos, sociales, étnicos y políticos. 
19. Reconocemos que el estudio y la práctica del arte, la cultura y el deporte fortalecen la identidad y la formación personal, establecen mejores relaciones interpersonales, desarrollan un mayor sentido de la responsabilidad social, incrementan la disciplina y aumentan el interés de aprender. Alentamos la promoción de la integración de los contenidos y las actividades culturales, artísticas y deportivas en los planes de estudio escolares secundarios. Apoyaremos los esfuerzos de la CIE de colaborar con la Comisión Interamericana de Cultura (CIC) para desarrollar iniciativas que promuevan la creatividad y fortalezcan el aprendizaje cultural de los jóvenes a través del sistema educativo, integrando sus experiencias e historias sociales para el diálogo y el intercambio con otros. Reconocemos la importancia de impulsar el fortalecimiento del contenido cultural de los programas educativos, en particular aquellos dirigidos a los jóvenes para promover el desarrollo de su identidad cultural, promover el diálogo intercultural y crear una mayor conciencia y respeto a la diversidad cultural y lingüística. 

20. Reafirmamos nuestro Compromiso Hemisférico por la Educación de la Primera Infancia, adoptado en la Quinta Reunión Interamericana de Ministros de Educación, celebrada en Cartagena de Indias del 12 al 14 de noviembre de 2007, en el que nos comprometimos a aumentar la cobertura de la atención integral de calidad a la primera infancia, de acuerdo con las realidades de cada Estado Miembro, con un objetivo a largo plazo de universalizar su atención integral a la primera infancia. Expresamos nuestra complacencia con los avances hacia el cumplimiento de los mandatos que en esa oportunidad fijamos y, en el ámbito interamericano, bajo la coordinación de la CIE. Para otorgarle más impulso y visibilidad, hemos acordado encomendarle a la CIE elaborar un programa interamericano sobre la atención integral a la primera infancia, al que daremos un fuerte respaldo. 

21. Reconocemos la importancia de ampliar el acceso al uso de las tecnologías de la información y la comunicación (TIC) en la educación secundaria, como factor que contribuirá a la preparación de los y las jóvenes y a su apropiación del conocimiento, herramientas necesarias para la incorporación a una ciudadanía activa y democrática en los ámbitos político, social, cultural y productivo. Nos comprometemos a continuar trabajando hacia la universalización del acceso de los y las jóvenes a las TIC y su incorporación en la educación secundaria, la capacitación de los maestros en los procesos de enseñanza-aprendizaje, a fin de ampliar el acceso al conocimiento y a la reducción de la brecha digital. Encomendamos a la CIE incorporar estos temas en los procesos de cooperación horizontal, asistencia técnica e intercambio de experiencias.

22. Reconocemos la importancia de implementar políticas en el ámbito educativo dirigidas a fomentar la innovación tecnológica y el desarrollo científico. Nos comprometemos a promover y apoyar programas y políticas que incentiven la participación activa de los y las jóvenes en iniciativas de innovación, ciencia y tecnología, considerando sus expectativas y vocaciones en concordancia con las necesidades de desarrollo humano, social, cultural y productivo de nuestros países. 
23. Expresamos nuestra satisfacción con los aportes positivos de la CIE en la formulación y el mejoramiento de la política educativa en los Estados Miembros. En ese sentido, es importante resaltar que la CIE se ha constituido en un valioso foro para asegurar que los mandatos políticos emanados de ésta y de anteriores reuniones ministeriales reciban el apoyo técnico y el seguimiento adecuados. Asimismo, reconocemos el apoyo importante que ha representado en este proceso la existencia de un fondo especial para proveer recursos semilla para la implementación de proyectos en consonancia con los mandatos de las Cumbres de las Américas y de las reuniones de ministros en materia de educación, e instamos a los organismos de cooperación, desarrollo y financiamiento que aúnen esfuerzos para respaldar el trabajo multilateral de la CIE, aportando nuevos recursos financieros que permitan, en colaboración con los aportes de los Estados Miembros y otros socios, implementar los mandatos que hoy acordamos. 
24. Encomendamos a la CIE, con el apoyo de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI), que elabore un Plan de Trabajo 2009-2012 que tenga como objetivo central implementar y darle seguimiento a nuestras decisiones, con especial atención en líneas de acción tales como: (1) fortalecimiento de los procesos de cooperación horizontal y asistencia técnica; (2) promoción y monitoreo de políticas de equidad, calidad e inclusión, y experiencias de innovación; (3) fortalecimiento de la formación inicial y del desarrollo profesional de los docentes; (4) financiamiento y movilización de recursos con criterios de equidad, calidad y eficiencia; (5) fortalecimiento de estrategias, mecanismos e instancias para promover la participación de los jóvenes, y (6) uso de tecnologías de información y comunicación. 
25. Instruimos a las Autoridades de la CIE para que convoquen a una reunión para este propósito a más tardar en febrero de 2010. En ese sentido, encargamos a la CIE que busque alianzas con otras organizaciones para reunir los recursos a fin de apoyar la implementación del Plan de Trabajo, e informar sobre los avances de su implementación en nuestra próxima reunión ministerial así como en otras instancias políticas correspondientes dentro del marco de la OEA. 

26. Agradecemos al pueblo y Gobierno de Ecuador por la especial acogida que nos han brindado durante esta Sexta Reunión Interamericana de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI. En especial, deseamos reconocer el liderazgo del Ministerio de Educación Nacional para garantizar el éxito de este evento.

AG/RES. 2590 (XL-O/10)

PROGRAMA INTERAMERICANO PARA EL DESARROLLO DEL
DERECHO INTERNACIONAL

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.5111/10 add. 1), en particular en lo que se refiere al cumplimiento de la resolución AG/RES. 2503 (XXXIX-O/09), “Programa Interamericano para el Desarrollo del Derecho Internacional”;

CONSIDERANDO que la Asamblea General adoptó en 1996 la Declaración de Panamá sobre la contribución interamericana al desarrollo y la codificación del derecho internacional (AG/DEC. 12 (XXVI-O/96) y en 1997 adoptó el Programa Interamericano para el Desarrollo del Derecho Internacional por medio de la resolución AG/RES. 1471 (XXVII-O/97);

CONSIDERANDO TAMBIÉN que la Asamblea General ha venido reafirmando su apoyo a dicho Programa a través de las resoluciones AG/RES. 1557 (XXVIII-O/98), AG/RES. 1617 (XXIX-O/99), AG/RES. 1705 (XXX-O/00), AG/RES. 1766 (XXXI-O/01), AG/RES. 1845 (XXXII-O/02), AG/RES. 1921 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2032 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2070 (XXXV-O/05), AG/RES. 2174 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2264 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2405 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2503 (XXXIX-O/09); 

DESTACANDO la importancia y la vigencia de los principios del derecho internacional como norma de conducta de los Estados en sus relaciones reciprocas, contenidos en la Carta de la Organización de los Estados Americanos;
TOMANDO NOTA:

Del Informe sobre el Programa Interamericano para el Desarrollo del Derecho Internacional (CP/CAJP-2814/10);

De la celebración del trigésimo sexto Curso de Derecho Internacional, realizado en Río de Janeiro, Brasil, del 3 al 21 de agosto de 2009, y de las Jornadas de Derecho Internacional, realizadas en San José, Costa Rica, del 2 al 5 de febrero de 2010; y

De la realización de los cursos de formación dirigidos al personal de las Misiones Permanentes de los Estados Miembros y de la Secretaría General, celebrados en la sede de la Organización de los Estados Americanos y organizados por el Departamento de Derecho Internacional (Cuarto Curso sobre Derecho Internacional Humanitario y Segundo Curso sobre Derecho Internacional de los Refugiados);y
RECORDANDO que luego de la adopción del Programa Interamericano para el Desarrollo del Derecho Internacional en el vigésimo séptimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General de 1997 se han producido importantes avances en la materia, y reconociendo la necesidad de actualizarlo,
RESUELVE:

1. Reafirmar la importancia del Programa Interamericano para el Desarrollo del Derecho Internacional, reiterar su apoyo al mismo y solicitar al Departamento de Derecho Internacional que continúe la ejecución de las acciones enumeradas en dicho programa.

2. Agradecer al Departamento de Derecho Internacional la presentación del Informe sobre el Programa Interamericano para el Desarrollo del Derecho Internacional (CP/CAJP-2814/10).

3. Encomendar al Consejo Permanente que, antes del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General, lleve a cabo una revisión del Programa Interamericano para el Desarrollo del Derecho Internacional con el objeto de actualizar las actividades consideradas en el mismo.

4. Instar a la Secretaría General a que, a través del Departamento de Derecho Internacional, continúe realizando el Curso de Derecho Internacional en Río de Janeiro y las Jornadas de Derecho Internacional, así como otras actividades encaminadas al mejor conocimiento del derecho internacional, con especial énfasis en el sistema interamericano, y continúe difundiendo la información jurídica sobre el sistema y el estado de firmas y ratificaciones de los tratados interamericanos depositados en la Secretaría General, a través de publicaciones, medios electrónicos y la Internet, en todos los idiomas oficiales de la Organización de los Estados Americanos.

5. Instar a la Secretaría General a que, a través del Departamento de Derecho Internacional y en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, siga realizando talleres sobre temas de interés en materia de derecho internacional y el estudio y desarrollo de la temática jurídica en el sistema interamericano dirigidos al personal de las Misiones Permanentes de los Estados Miembros, de la Secretaría General, los sectores académicos y el público en general.

6. Solicitar a la Secretaría General que, a través del Departamento de Derecho Internacional, siga realizando sus mejores esfuerzos para difundir las normas del sistema interamericano en las academias diplomáticas, otros centros de formación de funcionarios públicos y demás centros de enseñanza de derecho en el Hemisferio, en el marco de los mandatos del Programa Interamericano para el Desarrollo del Derecho Internacional.

7. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución., La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2591 (XL-O/10)

IMPORTANCIA DE LA COOPERACIÓN EN MATERIA DE TURISMO EN LAS AMÉRICAS
/
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL, 

VISTAS las resoluciones AG/RES. 1 (XX-E/94), “Marco de política general y prioridades de la cooperación solidaria para el desarrollo”, AG/RES. 1426 (XXVI-O/96), “Apoyo a las actividades de la OEA en materia de turismo”, CIDI/RES. 17 (II-O/97) y AG/RES. 1517 (XXVII-O/97), “Desarrollo sostenible del turismo”, AG/RES. 2083 (XXXV-O/05), “Fortalecimiento de las micro, pequeñas y medianas empresas”, AG/RES. 2089 (XXXV-O/05), “XIX Congreso Interamericano de Turismo”, AG/RES. 2201 (XXXVI-O/06), “Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral 2006-2009”, AG/RES. 2212 (XXXVI-O/06), “Promoción del desarrollo del turismo”, AG/RES. 2314 (XXXVII-O/07), “Reducción de desastres naturales, gestión de riesgos y asistencia en casos de desastres naturales y otros desastres”, y CIDI/RES. 243 (XV-O/10), “Importancia de la cooperación en materia de turismo en las Américas”; 
RECONOCIENDO:

La significativa contribución del sector turístico a las economías de los Estados Miembros, el importante papel que el turismo desempeña en la reducción de la pobreza, la creación de empleo, el descanso, la recreación, las oportunidades empresariales y el desarrollo de micro, pequeñas y medianas empresas, así como el efecto multiplicador del turismo y su excelente potencial para el crecimiento a largo plazo; 
La capacidad del sector turístico de ser catalizador del crecimiento, en particular tras la reciente disminución de la actividad económica; y

Los efectos adversos inmediatos y de largo plazo de los desastres naturales sobre el desarrollo socioeconómico y de los países y regiones afectadas, incluido el efecto adverso sobre la industria turística; 
CONSCIENTE de:

La necesidad de seguir fomentando el turismo que se ha convertido en el principal generador de divisas para muchas de las economías de los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA), en particular las más pequeñas; 
La contribución significativa del sector turístico al producto interno bruto y al empleo en las economías de los Estados Miembros de la OEA; y 
La preocupación de los Estados Miembros sobre la magnitud y las consecuencias de los desastres de origen natural y antrópico, lo que demuestra la necesidad de mitigar su impacto; 
CONCIENTE TAMBIÉN DE que el desarrollo del turismo debe hacerse en resguardo del medio ambiente y la diversidad biológica, cultural e histórica; y 
CONSIDERANDO:

La necesidad de la cooperación internacional y regional continua para el desarrollo sostenible del turismo; 
Que las alianzas y un mayor diálogo entre los sectores público y privado son fundamentales para el desarrollo efectivo y la sostenibilidad del turismo; 
Que la gestión sostenible en el sector turístico puede realzar su capacidad para proporcionar beneficios económicos y sociales importantes que contribuyen al sustento de las familias y las comunidades locales y a mejorar la calidad de vida individual y colectiva; 
Que durante la Primera Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible en el ámbito del CIDI los ministros afirmaron la necesidad de fomentar políticas e iniciativas que apoyen el turismo sostenible, incluyendo el intercambio de información, la promoción de programas educativos y de concienciación sobre la conservación del patrimonio natural y cultural, las oportunidades de microfinanciamiento para empresarios de pequeña escala y otros mecanismos; 
Que muchas de las actividades turísticas en el Hemisferio son realizadas por micro, pequeñas y medianas empresas, y que la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI) ha apoyado los esfuerzos de los Estados Miembros, incluyendo numerosas iniciativas en todo el Hemisferio, encaminados a promover y fortalecer su competitividad; 
Que los desastres de origen natural y antrópico tienen el potencial de impactar adversamente el sector turístico, particularmente la competitividad de las micro, pequeñas y medianas empresas turísticas; 
Que el desarrollo sostenible del turismo es uno de los pilares del Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral (2006-2009); y

La importancia de reducir urgentemente la vulnerabilidad del sector turístico en los Estados Miembros a los peligros naturales mediante el desarrollo de estrategias nacionales para la reducción del riesgo a los desastres naturales, la asistencia mutua, la cooperación técnica, los planes de ordenamiento territorial y el mejoramiento de los códigos de construcción en el sector turístico,
RESUELVE:

1. Encomendar a la Secretaría General que redoble sus esfuerzos para apoyar a los Estados Miembros en el fomento del desarrollo del turismo promoviendo, particularmente, la competitividad de las micro, pequeñas y medianas empresas turísticas.
2. Encomendar a la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI) que explore la posibilidad de extender a los demás Estados Miembros el Programa de Asistencia Técnica a Pequeños Hoteles: Fortalecimiento de la competitividad de la micro, pequeña y mediana empresa hotelera y creación de mecanismos de asociación regional.

3. Promover la cooperación, la coordinación y las sinergias de esfuerzos entre la Organización de los Estados Americanos (OEA), entidades financieras, organismos especializados, organizaciones regionales y subregionales, actores sociales y otras entidades que apoyan el desarrollo del turismo y la competitividad en los Estados Miembros, abordando cuestiones prioritarias para el sector.

4. Solicitar a la SEDI que efectúe las consultas pertinentes con los Estados Miembros y presente un documento breve y sucinto que analice la conveniencia de promover la realización de una feria de turismo.

5. Seguir trabajando en estrecha colaboración con otros organismos multilaterales y regionales, tanto públicos como privados, a fin de desarrollar y adoptar una estrategia integral de educación, formación y capacitación que incluya las últimas tecnologías ambientalmente sostenibles y que se concentre en la profesionalización del sector con miras a mejorar el desempeño, la productividad y la competitividad de las micro, pequeñas y medianas empresas en los sectores del turismo y la hospitalidad.

6. Instar a los Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible del Hemisferio que, en el contexto de sus trabajos de seguimiento de la implementación de la Declaración de Santa Cruz + 10 y el Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral 2006-2009, en su próxima reunión programada para realizarse en Santo Domingo, República Dominicana, consideren la importancia del turismo sostenible.
7. Encomendar a la Secretaría General que, a través de la SEDI apoye a los Estados Miembros en sus consideraciones para diseñar e implementar programas regionales y subregionales para mejorar el desempeño del sector turístico, y aumentar su resiliencia a los desastres, en particular a los naturales, y reactivar las economías afectadas por éstos.

8. Encomendar a la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI) que estudie la posibilidad de convocar el Congreso Interamericano de Turismo y, de ser convocado, solicitar a la SEDI que apoye la preparación. 

9. Encomendar a la CEPCIDI que evalúe la viabilidad y conveniencia de crear una Comisión Interamericana del Fomento del Turismo.

10. Solicitar al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2592 (XL-O/10)

ESTUDIO SOBRE LOS DERECHOS Y LA ATENCIÓN DE LAS PERSONAS SOMETIDAS A CUALQUIER FORMA DE DETENCIÓN Y RECLUSIÓN

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 1816 (XXXI-O/01), AG/RES. 1897 (XXXII-O/02), AG/RES. 1927 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2037 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2125 (XXXV-O/05), AG/RES. 2233 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2283 (XXXVII-O /07), AG/RES. 2403 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2510 (XXXIX-O/09); 
TENIENDO EN CUENTA:

Que en el sistema interamericano los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) se comprometen a respetar y proteger los derechos humanos de las personas que han sido privadas de la libertad, incluyendo todos los derechos aplicables establecidos en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, así como aquellos establecidos en todos los otros instrumentos de derechos humanos de los cuales son parte;

Que en el ámbito de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) se han continuado las consultas a los Estados Miembros sobre este tema, y que varios de ellos han respondido al cuestionario elaborado para tal efecto (CP/CAJP-1853/01 rev. 1);

Las conclusiones y recomendaciones de la Sexta Reunión de Ministros de Justicia o de Ministros o Procuradores Generales de las Américas (REMJA-VI), incluyendo aquellas relativas a una posible declaración interamericana sobre los derechos, deberes y la atención de las personas sometidas a cualquier forma de detención y reclusión, y aquellas relativas a la factibilidad de elaborar un manual hemisférico sobre derechos penitenciarios, tomando como base las reglas mínimas de las Naciones Unidas para el tratamiento de los reclusos (REMJA-VI/doc.21/06, rev. 1, párrafos 4 b y d);y
Las conclusiones y recomendaciones de la Segunda Reunión de Autoridades Responsables de las Políticas Penitenciarias y Carcelarias de los Estados Miembros de la OEA (GAPECA/doc.8/08 rev.2, párrafo 2. L. ii.), celebrada en Valdivia, Chile, del 26 al 28 de agosto de 2008 y las recomendaciones de la Octava Reunión de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA-VIII/doc.4/10 rev. 1, párrafo VI.2.), celebrada en la ciudad de Brasilia, Brasil, del 24 al 26 de febrero de 2010, para realizar la Tercera Reunión de Autoridades Responsables de Políticas Penitenciarias y Carcelarias de los Estados Miembros de la OEA con el fin de continuar intercambiando información y experiencias y fortaleciendo la cooperación mutua entre ellas;
RECORDANDO los Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas, aprobados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a través de la resolución 01/08 adoptada durante su 131 período ordinario de sesiones; y
DESTACANDO la necesidad de tomar acciones concretas para prevenir situaciones de hacinamiento y violencia en los lugares de privación de libertad en las Américas a fin de garantizar el respeto de los derechos humanos de las personas privadas de libertad,

RESUELVE:

1. Instar a los Estados Miembros a que cumplan, en cualquier circunstancia, todas las obligaciones internacionales aplicables de respetar los derechos humanos de las personas sometidas a cualquier forma de detención y reclusión, incluyendo los derechos establecidos en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, así como aquellos establecidos en todos los otros instrumentos de derechos humanos de los cuales son parte. 

2. Encomendar al Consejo Permanente que continúe estudiando el tema relativo a los derechos y la atención de las personas sometidas a cualquier forma de detención y reclusión, en colaboración con los órganos y entidades competentes del sistema interamericano, y convocar a la Tercera Reunión de Autoridades Responsables de Políticas Penitenciarias y Carcelarias de los Estados Miembros de la OEA con el fin de continuar intercambiando información y experiencias así como fortaleciendo la cooperación mutua entre ellas, teniendo en cuenta las conclusiones y recomendaciones de la Segunda Reunión de Autoridades Responsables de las Políticas Penitenciarias y Carcelarias de los Estados Miembros de la OEA (GAPECA/doc.8/08 rev.2, párrafo 2.L.ii.) y las recomendaciones de la Octava Reunión de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA-VIII/doc.4/10 rev. 1, párrafo VI.2.). 

3. Solicitar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) que, a través de su Relatoría sobre los Derechos de las Personas Privadas de Libertad en las Américas, continúe informando sobre la situación en la que se encuentran las personas sometidas a cualquier forma de detención y reclusión en el Hemisferio y que, tomando como base su trabajo sobre el tema, siga refiriéndose a los problemas y buenas prácticas que observe.

4. Felicitar y reconocer a los Estados Miembros que han invitado al Relator sobre Derechos de las Personas Privadas de Libertad en las Américas de la CIDH a visitar sus países, incluyendo sus centros de detención, y alentar a todos los Estados Miembros a que faciliten dichas visitas.

5. Reconocer la importante labor que lleva a cabo el Comité Internacional de la Cruz Roja, en el ámbito de su competencia, con el fin de contribuir a que las personas que han sido privadas de su libertad en centros de detención o reclusión reciban un trato humano. 

6. Hacer un llamamiento a los Estados Miembros para que consideren destinar mayores recursos a la CIDH, a fin de que apoye el cumplimiento eficaz del mandato de la Relatoría sobre los Derechos de las Personas Privadas de Libertad en las Américas.

7. Reiterar al Consejo Permanente que, sobre la base de los resultados de los debates y estudios efectuados, entre otros los aportes de la CIDH, incluido el documento Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas, los trabajos del Relator sobre Derechos de las Personas Privadas de Libertad en las Américas de la CIDH y los resultados de la Segunda Reunión del Grupo de Trabajo en Políticas Penitenciarias y Carcelarias, celebrada por decisión de la REMJA-VII, considere la posibilidad de preparar una declaración interamericana sobre los derechos, deberes y la atención a las personas sometidas a cualquier forma de detención y reclusión, con miras a fortalecer las normas internacionales ya existentes en la materia, así como la factibilidad de elaborar un manual hemisférico sobre derechos penitenciarios, tomando como base las reglas mínimas de las Naciones Unidas para el tratamiento de los reclusos, y que mantenga informados a los Estados Miembros sobre los avances.

8
Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 

AG/RES. 2593 (XL-O/10)

LOS DERECHOS HUMANOS DE TODOS
LOS TRABAJADORES MIGRATORIOS Y DE SUS FAMILIAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.5111/10 add. 1), en lo que se refiere a este tema;

TENIENDO EN CUENTA las resoluciones AG/RES. 1717 (XXX-O/00), AG/RES. 1775 (XXXI-O/01), AG/RES. 1898 (XXXII-O/02), AG/RES. 1928 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2027 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2130 (XXXV-O/05), AG/RES. 2224 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2289 (XXXVII-O/07) y AG/RES. 2502 (XXXIX-O/09);

REAFIRMANDO que la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre proclama que todas las personas son iguales ante la ley y tienen los derechos y deberes consagrados en dicha declaración, sin distinción de raza, sexo, idioma, credo, ni otra alguna;

DESTACANDO que la Convención Americana sobre Derechos Humanos reconoce que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la persona humana;

REAFIRMANDO que los principios y normas consagrados en ambos documentos adquieren particular relevancia en relación con la protección de los derechos humanos de los trabajadores migratorios y sus familias;

RECORDANDO que la Declaración Universal de Derechos Humanos establece que toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territorio de un Estado, y a salir de cualquier país, incluso el propio, y regresar a su país;

TENIENDO EN CUENTA:

Que en las Cumbres de las Américas los Jefes de Estado y de Gobierno han manifestado consistentemente la importancia de garantizar la protección de los derechos humanos de los trabajadores migratorios y de sus familias, así como demostrado su voluntad de atender el fenómeno migratorio con un enfoque integral y de estrechar la cooperación entre los países del Hemisferio para asegurar la protección de las personas migrantes;

Los informes anuales de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en particular el capítulo relativo a los trabajos de la Relatoría sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias (CP/doc.4280/08 y CP/doc.4380/09), la resolución CJI/RES. 150 (LXXIII-O/08), “Opinión del Comité Jurídico Interamericano sobre la Directiva de Retorno aprobada por el Parlamento de la Unión Europea”, y la resolución del Consejo Permanente CP/RES. 938 (1654/08), “Acción de la OEA sobre la Directiva de retorno de la Unión Europea en Materia Migratoria”;

Las opiniones consultivas OC-16/99, “El derecho a la información sobre la asistencia consular en el marco de las garantías del debido proceso legal”, y OC-18/03, “La condición jurídica y derechos de los migrantes indocumentados”, emitidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos el 1 de octubre de 1999 y el 17 de septiembre de 2003, respectivamente;

El fallo de la Corte Internacional de Justicia del 31 de marzo de 2004 en el caso Avena y otros nacionales mexicanos, así como su decisión del 19 de enero de 2009, en el que se reafirman las obligaciones contenidas en el fallo Avena; y 

Las sesiones especiales de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, celebradas el 14 de enero de 2008 y el 12 de febrero de 2009, sobre la implementación del Programa Interamericano para la Promoción y la Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo a los Trabajadores Migratorios y sus Familias, y de las propuestas para nuevas actividades optativas por parte de los Estados, así como las presentaciones de los órganos, organismos y entidades de la Organización de los Estados Americanos (OEA);

SUBRAYANDO el estrecho nexo existente entre la migración, el desarrollo y los derechos humanos, y reconociendo el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todas las personas migrantes como pilares del desarrollo, y siendo éste esencial para el ejercicio efectivo de esos derechos y libertades y para aprovechar los aspectos positivos de la migración internacional, como se ha reconocido en el Diálogo de Alto Nivel de las Naciones Unidas sobre la Migración Internacional y el Desarrollo y el Foro Mundial sobre Migración y Desarrollo, así como en los foros de consulta regional de las Américas;

DESTACANDO:

La importante contribución de las remesas de las personas migrantes a la economía de sus países de origen y al mejoramiento de la calidad de vida de las personas; y

La entrada en vigor de la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, el 1 de julio de 2003, la instalación e inicio de los trabajos del Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, en el marco de las Naciones Unidas, así como la entrada en vigor del Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire, el 28 de enero de 2004, y del Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños, el 25 de diciembre de 2003, que complementan la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo);

TENIENDO EN CUENTA el Programa Interamericano para la Promoción y la Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo a los Trabajadores Migratorios y sus Familias, adoptado mediante la resolución AG/RES. 2141 (XXXV-O/05), así como la presentación por el Secretario General, el 13 de febrero de 2007, del Plan de Trabajo del Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo a los Trabajadores Migratorios y sus Familias (CP/CAJP-2456/07);
ACOGIENDO CON BENEPLÁCITO los trabajos realizados por la Comisión Especial de Asuntos Migratorios en cumplimiento de su mandato;

CONSIDERANDO:

El carácter mundial del fenómeno de la migración, la importancia de la cooperación y el diálogo a nivel internacional, regional y bilateral a ese respecto, cuando proceda, y la necesidad de proteger los derechos humanos de las personas migrantes, particularmente ante el aumento de las corrientes migratorias en la economía globalizada y en un contexto caracterizado por nuevas preocupaciones en materia de seguridad; y

Que prácticamente todos los países del Hemisferio son países de origen, tránsito y destino de las personas migrantes y están facultados para reglamentar la inmigración de personas que ingresan en su territorio, de conformidad con el derecho internacional aplicable, incluyendo el derecho internacional de los derechos humanos, el derecho internacional humanitario y el derecho internacional de los refugiados;

RECONOCIENDO:

Los programas sobre personas migrantes adoptados por algunos países, que permiten su integración en los países de acogida, facilitan la reunificación familiar y promueven un ambiente de armonía, tolerancia y respeto;

Las contribuciones positivas de las personas migrantes tanto a los Estados de origen como a los de tránsito o destino, y su integración con el tiempo en la sociedad que los acoge, así como los esfuerzos que algunos países de tránsito o acogida realizan tanto para atender las necesidades de los migrantes para asegurarles un trato humano y digno con protecciones adecuadas como para atender aquellas de la comunidad receptora o local;
La necesidad de encontrar formas adecuadas de maximizar los beneficios del desarrollo y responder a los retos que plantea la migración en los países de origen, tránsito y destino, especialmente a la luz de la actual crisis económica y financiera, y comprometiéndose a garantizarles un trato digno y humano con las salvaguardias que procedan y a fortalecer los mecanismos de cooperación internacional; y
La importancia de adoptar un enfoque amplio y equilibrado sobre la migración internacional, teniendo presente que la migración enriquece las estructuras económica, política, social y cultural de los Estados y los lazos históricos y culturales que existen en algunas regiones;

PREOCUPADA por la grave situación de vulnerabilidad en que se encuentran muchos de los trabajadores migratorios y sus familias en el Hemisferio, y por los persistentes obstáculos que les impiden disfrutar plenamente de sus derechos humanos;

TENIENDO PRESENTE que las políticas e iniciativas sobre la cuestión de la migración, incluidas las relativas a su gestión ordenada, deberían promover planteamientos integrales que tengan en cuenta las causas y consecuencias del fenómeno, así como el pleno respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas migrantes;

TENIENDO PRESENTE TAMBIÉN que las personas migrantes suelen ser víctimas de delitos, malos tratos y actos de discriminación, racismo y xenofobia, y que las mujeres migrantes solas o jefes de familia, así como los niños migrantes, son particularmente vulnerables a la violencia de género y otros tipos de explotación sexual y laboral, lo que hace necesaria una amplia cooperación entre los Estados de origen, tránsito y destino para combatir estas situaciones, así como la situación de posible vulnerabilidad en la que quedarían las familias de los migrantes en los países de origen;

REITERANDO el llamamiento a la OEA para que continúe velando por el estricto cumplimiento de los derechos humanos de los migrantes y para que prosiga la lucha contra la discriminación injusta en contra de ellos; 

ADVIRTIENDO que la creciente feminización de la migración, impulsada en gran medida por factores socioeconómicos, requiere una mayor atención hacia las cuestiones de género en todas las políticas y actividades relacionadas con la migración internacional, teniendo en cuenta que las mujeres están más expuestas al abuso y la explotación; 

RECONOCIENDO TAMBIÉN la importancia de promover acciones para la protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los niños, niñas y adolescentes en el contexto de la migración internacional;

TOMANDO NOTA de las iniciativas, actividades y programas que a nivel regional desarrolla la Conferencia Regional de Migración (“Proceso Puebla”) en Norteamérica, los países de América Central y la República Dominicana, del Diálogo de Ministros de Países Mesoamericanos, República Dominicana, Ecuador y Colombia, de la Primera Reunión del Foro Andino de Migraciones, así como de la Octava Conferencia Sudamericana sobre Migraciones celebrada en Montevideo, Uruguay, y el Foro Especializado Migratorio del MERCOSUR; y 
TENIENDO PRESENTE que todas las personas migrantes y sus defensores tienen el deber y la obligación de obedecer todas las leyes de los países de origen, tránsito y destino, 

RESUELVE:

1. Exhortar a los Estados a promover y proteger de manera efectiva los derechos humanos y libertades fundamentales de todos los trabajadores migratorios y sus familias, particularmente las mujeres y los niños, sin importar su estatus migratorio, de conformidad con el derecho internacional de los derechos humanos.

2. Expresar su preocupación por la legislación y las medidas adoptadas por algunos Estados que pueden restringir los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas migrantes, y reafirmar que los Estados, al ejercer su derecho soberano de promulgar y aplicar medidas relativas a la migración y la seguridad de sus fronteras, deben cumplir las obligaciones que les incumben en virtud del derecho internacional, incluidas las normas internacionales de derechos humanos, a fin de que se respeten plenamente los derechos humanos de las personas migrantes.

3. Condenar enérgicamente las manifestaciones o actos de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de intolerancia contra las personas migrantes, entre otras, aquellas relacionadas con el acceso al empleo, la formación profesional, la vivienda, la instrucción, los servicios de atención de la salud, los servicios sociales y los servicios destinados al uso público, e instar a los Estados a que apliquen y refuercen las leyes y políticas vigentes para atender estas situaciones, en particular para evitar la impunidad de quienes cometen actos de racismo o xenofobia. 

4.
Exhortar a los Estados Miembros a evitar la adopción de leyes que injustamente discriminen a los migrantes y alentar a los Estados a que continúen esforzándose en el cumplimiento de sus obligaciones internacionales relacionadas con el tratamiento a los migrantes.

5.
Reiterar categóricamente que ningún Estado debe tratar como un delito en sí mismo el estatus migratorio de una persona, ni dar pie, por ese solo hecho, a la adopción de medidas de carácter penal o de efecto equivalente.

6.
Pedir a todos los Estados que, de conformidad con la legislación nacional e instrumentos jurídicos internacionales aplicables de los que son parte, hagan cumplir de manera efectiva la legislación laboral y actúen cuando se infrinja dicha legislación con respecto a las relaciones laborales y condiciones de trabajo de los trabajadores migratorios, entre otras, las relativas a la remuneración y las condiciones de higiene y seguridad en el trabajo y al derecho a la libertad de asociación. 

7.
Alentar a los Estados a facilitar la transferencia segura, rápida y sin restricciones de las remesas, ganancias, bienes y pensiones de las personas migrantes a sus países de origen o cualquier otro país, de conformidad con la legislación aplicable, teniendo en cuenta que se trata de fondos propios de los migrantes, y a que consideren, cuando proceda, medidas para resolver otras dificultades que puedan obstaculizar dichas transferencias. 

8.
Reafirmar que la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre asegura que toda persona puede recurrir a los tribunales para hacer valer sus derechos; asimismo debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la justicia lo ampare contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, alguno de los derechos fundamentales consagrados constitucionalmente.

9.
Acoger con beneplácito los programas de inmigración adoptados por algunos países, que permiten a las personas migrantes integrarse plenamente a los países de acogida, facilitan la reunificación familiar y promueven un ambiente de armonía, tolerancia y respeto, y alentar a los Estados a que consideren la posibilidad de adoptar este tipo de programas. 

10.
Pedir a todos los Estados, las organizaciones internacionales y otras partes interesadas que, en sus políticas e iniciativas sobre cuestiones relacionadas con la migración, tengan en cuenta el carácter mundial del fenómeno de las migraciones y presten la debida consideración a la cooperación internacional, regional y bilateral en este ámbito, mediante la organización de diálogos sobre la migración en los que participen los países de origen, tránsito y destino y la sociedad civil, incluidas las personas migrantes, con miras a tratar exhaustivamente, entre otras cosas, sus causas y consecuencias y el problema de los migrantes indocumentados o irregulares, dando prioridad a la protección de los derechos humanos de los migrantes. Dichos diálogos deberían incluir el intercambio de experiencias positivas y buenas prácticas en los procesos de regularización de las personas migrantes en los países de acogida.

11.
Reafirmar categóricamente el deber de los Estados Parte en la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, de 1963, de cumplir con dicha Convención, incluida la obligación de los Estados Parte en cuyo territorio ocurre la detención de nacionales extranjeros de informar a éstos sobre su derecho a comunicarse con sus oficiales consulares y, en ese sentido, llamar a la atención de los Estados sobre la opinión consultiva OC-16/99 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, así como sobre la jurisprudencia de otros tribunales internacionales en la materia. 

12.
Llamar la atención de los Estados sobre la opinión consultiva OC-18/03, emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la cual sostiene que “la calidad migratoria de una persona no puede constituir una justificación para privarla del goce y ejercicio de sus derechos humanos, incluyendo los de carácter laboral”.


13.
Alentar a los Estados Miembros a que consideren la adopción de programas para lograr la integración de las personas migrantes en sus sociedades, con el objeto de promover un ambiente de armonía, tolerancia y respeto. 

14.
Alentar el diálogo constructivo y la cooperación entre los Estados Miembros para perfeccionar sus políticas y prácticas migratorias, con miras a contemplar la protección adecuada de todas las personas migrantes, incluyendo los trabajadores migratorios y sus familias, así como para promover procesos migratorios de acuerdo con el orden jurídico interno de cada Estado y el derecho internacional aplicable. 

15.
Instar a los Estados Miembros a que consideren la firma y ratificación, ratificación o adhesión, según sea el caso, de los instrumentos del sistema interamericano de derechos humanos, y a que tomen las medidas necesarias para garantizar los derechos humanos de todos los migrantes, incluidos los trabajadores migratorios y sus familias. 

16.
Exhortar a los Estados Miembros a que consideren la firma y ratificación de la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares.

17.
Encomendar al Consejo Permanente que continúe apoyando los trabajos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) sobre esta materia y que tenga en cuenta los esfuerzos de otros organismos internacionales en favor de los trabajadores migratorios y de sus familias, con miras a contribuir a mejorar su situación en el Hemisferio y, en particular, en lo que fuere apropiado, los esfuerzos de la Relatoría Especial sobre los Derechos Humanos de los Migrantes de las Naciones Unidas, así como los de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM).

18.
Alentar a los Estados Miembros a que colaboren en los procesos de intercambio de información y experiencias, en el marco de la Conferencia Regional sobre Migración, la Conferencia Sudamericana sobre Migraciones, el Foro Especializado Migratorio del MERCOSUR, el Foro Andino de Migraciones y la Comisión Especial de Asuntos Migratorios (CEAM) de la Organización de los Estados Americanos (OEA), con el objeto de vincular y acercar posiciones en materia de migración.
19.
Encomendar al Secretario General que lleve a cabo una actualización del Plan de Trabajo del Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo a los Trabajadores Migratorios y sus Familias (CP/CAJP-2456/07), a fin de que la distribución de las actividades sea acorde con la nueva estructura de la Organización, y que presente esa actualización a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP).

20.
Solicitar a los órganos, organismos y entidades de la OEA que informen a la CAJP, en el último trimestre de 2010, sobre la implementación de las actividades asignadas por el Programa Interamericano, mediante un cuadro comparativo de tareas asignadas, avances logrados y fechas previstas para el logro de las tareas pendientes.

21.
Disponer la reglamentación del fondo del Programa Interamericano para la Promoción y la Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo a los Trabajadores Migratorios y sus Familias, a efecto de permitir su efectivo funcionamiento, y solicitar al Consejo Permanente que considere y apruebe un reglamento para ello a propuesta de la Secretaría General. 

22.
Solicitar a la Secretaría General que considere la transversalidad y prioridad de los derechos humanos de los migrantes para una labor coordinada de todos los órganos, organismos y entidades pertinentes de la OEA, así como solicitar a los Estados que los trabajos se complementen con aquellos que se realizan en la CEAM.

23.
Encomendar a la CIDH que:

a) considere la conveniencia de participar en proyectos conjuntos de cooperación en la materia desarrollados por la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral;

b) proporcione a su Relatoría sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias los medios necesarios y adecuados para el desempeño de sus funciones, de conformidad con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos; y

c) presente al Consejo Permanente informes sobre la situación de los derechos de los trabajadores migratorios y de sus familias antes del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General.

24.
Invitar a los Estados Miembros, Observadores Permanentes, órganos, organismos y entidades del sistema interamericano y otras fuentes a que contribuyan al Fondo Voluntario de la Relatoría sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias de la CIDH.

25.
Instar a los Estados Miembros a que consideren la posibilidad de invitar al Relator sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias a que visite sus países, a fin de que pueda desempeñar con eficacia su mandato.

26.
Solicitar a la Secretaría General que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
AG/RES. 2594 (XL-O/10)

LAS PERSONAS DESAPARECIDAS Y LA ASISTENCIA A SUS FAMILIARES

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)


LA ASAMBLEA GENERAL, 


RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 2134 (XXXV-O/05), AG/RES. 2231 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2295 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2416 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2513 (XXXIX-O/09) relacionadas con la materia;


TENIENDO EN CUENTA la resolución AG/RES. 2509 (XXXIX-O/09) y las resoluciones de años anteriores sobre el “Derecho a la verdad”;


TENIENDO EN CUENTA que el problema de las personas desaparecidas y la asistencia a sus familiares es abordado tanto por el derecho internacional humanitario, como por el derecho internacional de los derechos humanos desde sus respectivos ámbitos de aplicación;


PROFUNDAMENTE PREOCUPADA por los sufrimientos que generan tanto las desapariciones de personas a raíz de un conflicto armado o de otras situaciones de violencia armada, como por las desapariciones forzadas;


RECONOCIENDO la necesidad de aliviar la ansiedad e incertidumbre que sufren los familiares de las personas dadas por desaparecidas, así como su derecho a conocer la suerte que éstas han corrido y, cuando sea procedente, a la reparación por el daño causado;


CONSCIENTE de la necesidad de prevenir la desaparición de personas, de averiguar la suerte de los que han desaparecido y de responder a las necesidades de sus familiares, tanto en situaciones de conflicto armado como en otras situaciones de violencia armada, así como en el caso de desapariciones forzadas;


GUIADA por los cuatro Convenios de Ginebra de 1949 y sus dos protocolos adicionales de 1977, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre de 1948, la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969, la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas de 1994, la Convención Internacional sobre la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas de 2006 y el derecho internacional aplicable;


TENIENDO EN CUENTA la resolución 63/183, “Las personas desaparecidas”, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 18 de diciembre de 2008, así como las resoluciones 64/167 y 63/186, “Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas”, aprobadas por dicha Asamblea el 18 de diciembre de 2009 y el 18 de diciembre de 2008, respectivamente; las resoluciones 7/28, “Las personas desaparecidas”, del 28 de marzo de 2008, 10/26, “Genética forense y derechos humanos” del 27 de marzo de 2009, 12/12, “Derecho a la verdad”, del 1 de octubre de 2009, y la decisión 12/117, “Personas desaparecidas”, del 1 de octubre de 2009, aprobadas por el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas; los Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones, aprobados por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 2005, la decisión 2/105 y la resolución 9/11, “Derecho a la verdad”, adoptadas por el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas en noviembre de 2006 y septiembre de 2008, respectivamente, la resolución 61/155, “Las personas desaparecidas”, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 19 de diciembre de 2006, así como el informe A/63/299 del Secretario General de las Naciones Unidas sobre personas desaparecidas que da seguimiento a la precitada resolución 61/155, y la resolución 7/28, “Las personas desaparecidas”, del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, del 28 de marzo de 2008;


TOMANDO NOTA de las labores que se han venido desarrollando a nivel internacional sobre la materia, incluyendo los resultados de la XXVIII y la XXX Conferencias Internacionales de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja, celebradas en Ginebra, en 2003 y 2007, respectivamente, que instan a los miembros de dicha conferencia a implementar un plan de acción destinado a intensificar los esfuerzos para abordar el problema de las personas desaparecidas y las necesidades de sus familiares; la resolución sobre personas desaparecidas adoptada por la 115 Asamblea de la Unión Interparlamentaria, el 18 de octubre de 2006, que resalta el papel de los parlamentos en la promoción de la adopción de políticas y leyes para proteger mejor los derechos de las personas desaparecidas y de sus familiares; de los Principios rectores/Modelo de Ley sobre las Personas Desaparecidas, elaborados por el Servicio de Asesoramiento en Derecho Internacional Humanitario del Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR), puestos a disposición de los Estados para la adopción de legislación nacional sobre la materia; así como el Manual relativo a las personas desaparecidas destinado a los parlamentarios, elaborado conjuntamente por la Unión Interparlamentaria y el CICR en 2009; y


RECONOCIENDO que la desaparición forzada constituye una violación múltiple y continuada de varios derechos humanos y que no puede ser practicada, permitida ni tolerada ni aún en estados de emergencia, excepción o de suspensión de garantías, 

RESUELVE:

1. Instar a todas las partes en un conflicto armado y a los actores en otras situaciones de violencia armada a prevenir la desaparición de personas, de conformidad con el derecho internacional aplicable.

2. Exhortar a los Estados Miembros a que continúen avanzando en la prevención de las desapariciones forzadas de personas, considerando, según corresponda, la adopción de leyes, reglamentos o instrucciones que obliguen al establecimiento de registros oficiales en los cuales se lleve el control de todas las personas que hayan sido objeto de detención para, entre otras razones, permitir, según corresponda, a sus familiares, a otras personas interesadas, así como al poder judicial o a organismos que tengan un mandato reconocido para la protección de las personas privadas de libertad, tomar conocimiento, en un período corto, de cualquier detención que haya ocurrido; todo lo anterior, sin menoscabo de la adecuada comunicación de las personas privadas de libertad con sus familiares.

3. Alentar a los Estados Miembros a que continúen sus esfuerzos para asegurar que todas las personas, especialmente aquellas que se encuentren en situación de particular vulnerabilidad a raíz de un conflicto armado o una situación de violencia interna, reciban un documento público de identidad.

4. Exhortar a los Estados Miembros a que intensifiquen sus esfuerzos para esclarecer la suerte que han corrido las personas desaparecidas, incluyendo su paradero y, de haber perecido, las circunstancias de su muerte y su lugar de entierro, y a que entreguen los restos mortales a sus familiares y, para tal fin, garanticen mecanismos que permitan a las autoridades y a todos los actores involucrados cooperar entre sí, coordinadamente, y ser complementarios. 

5. Instar a los Estados Miembros a que mantengan, de conformidad con su organización jurídica y administrativa, registros completos de nacimientos y defunciones, así como también a que establezcan registros que recopilen y centralicen la información sobre personas dadas por desaparecidas. 

6. Exhortar a los Estados Miembros a que aseguren que los casos de desaparición sean investigados de manera imparcial ante las instancias competentes de conformidad con las obligaciones internacionales y la legislación interna y que se involucre de manera sistemática, en los esfuerzos para esclarecer lo ocurrido, a los familiares de las personas dadas por desaparecidas.

7. Alentar a los Estados Miembros a que atiendan, de manera integral y cuando corresponda, como parte de sus políticas públicas, las necesidades psicológicas, sociales, legales y materiales de los familiares de las personas dadas por desaparecidas a través de medidas que incluyan, según corresponda, el suministro de información periódica a los familiares sobre los esfuerzos para esclarecer la suerte que han corrido las personas desaparecidas y sobre su paradero. 

8. Alentar a los Estados Miembros a que consideren adoptar, según sea el caso, legislación nacional en relación con la situación jurídica de las personas desaparecidas, así como respecto de sus derechos y obligaciones legales y la incertidumbre y las dificultades encaradas por la familia, a fin de proveer un marco legal y recursos apropiados para tratar con los asuntos prácticos cotidianos, tomando en cuenta las necesidades específicas e intereses particulares de las mujeres cabeza de familia y los niños, inclusive en lo que atañe a las consecuencias de la desaparición en la administración de bienes, la tutela, la patria potestad y el estado civil, así como la elaboración de programas de reparación adecuada. 

9. Instar a los Estados Miembros a que se traten los restos humanos con el debido respeto y de acuerdo con las prácticas y normas nacionales e internacionales, las normas jurídicas y éticas aplicables a la recolección, exhumación y gestión de los restos no identificados, con el fin de reunir toda la información necesaria para identificarlos y esclarecer los hechos que generaron esta situación.

10. Alentar a los Estados Miembros a tomar las medidas adecuadas para garantizar que la recolección, exhumación, gestión y otros procedimientos relacionados con restos humanos sean realizados por expertos o peritos forenses, respetándose, si fuere el caso, las prácticas tradicionales.

11. Exhortar a los Estados Miembros a que garanticen que los restos humanos plenamente identificados puedan ser entregados a los familiares y que se expidan las respectivas partidas de defunción.

12. Instar a los Estados Miembros a que investiguen los casos de presuntas violaciones de las normas que protegen a las personas de la desaparición contenidas en el derecho internacional de los derechos humanos, o el derecho internacional humanitario en situaciones de conflicto armado y otras situaciones de violencia armada, en sus respectivas esferas de aplicación, y enjuicien y castiguen a los responsables de tales violaciones, tomando en consideración la jurisprudencia internacional y nacional aplicable en la materia. 

13. Instar a los Estados Miembros a que adopten las medidas legislativas o administrativas necesarias para prevenir y castigar la privación arbitraria de libertad.

14. Instar a los Estados Miembros a que adopten las medidas legislativas o administrativas necesarias para impedir la denegación sistemática y deliberada del intercambio de información entre familiares; la obstaculización del suministro de información sobre las personas desaparecidas, en particular, en el marco de los procesos de identificación; la retención ilícita de información accesible sobre el hecho de una muerte o sobre su causa, las razones o circunstancias del fallecimiento de una persona; la destrucción de pruebas susceptibles de esclarecer la suerte que ha corrido una persona dada por desaparecida, y la expoliación, profanación o mutilación de los muertos.

15. Instar a los Estados Miembros a que, de conformidad con los instrumentos, normas y estándares internacionales aplicables en la materia, garanticen la adecuada protección de los datos personales recopilados en relación con personas desaparecidas de acuerdo con la ley.

16. Exhortar a los Estados Miembros a que cooperen entre sí para abordar los diferentes aspectos del problema de las personas desaparecidas, tales como el apoyo a los familiares, la búsqueda de personas desaparecidas, la recolección, exhumación e identificación de restos mortales y la asistencia mutua en procedimientos penales, incluyendo el intercambio de información y de experiencias sobre la aplicación de legislación relativa a estas materias. 

17. Alentar a los Estados Miembros a respaldar el trabajo de sus respectivas comisiones de búsqueda de personas desaparecidas, de sus comisiones nacionales de derecho internacional humanitario, cuando corresponda, así como a solicitar el apoyo de las organizaciones internacionales y de la sociedad civil que trabajen sobre la materia, con miras a favorecer un tratamiento comprensivo y coordinado del problema de la desaparición de personas.

18. Invitar a los Estados Miembros a que sigan cooperando con el Comité Internacional de la Cruz Roja, una reconocida institución humanitaria, neutral e independiente, en sus diferentes ámbitos de responsabilidad, facilitando su trabajo y acogiendo sus recomendaciones técnicas con miras a consolidar las medidas adoptadas por los Estados en el proceso de búsqueda de las personas desaparecidas.

19. Exhortar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que consideren firmar y ratificar, adherir e implementar en su ordenamiento interno, según sea el caso, la Convención Interamericana sobre la Desaparición Forzada de Personas y la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas Contra las Desapariciones Forzadas. 

20. Instar a los Estados, en cuanto sea aplicable, a que traten de implementar los mandatos de la presente resolución de manera permanente.

21. Encomendar al Consejo Permanente que dé seguimiento a la presente resolución.

AG/RES. 2595 (XL-O/10)

EL DERECHO A LA VERDAD1/2/3/
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS las resoluciones AG/RES. 2175 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2267 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2406 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2509 (XXXIX-O/09), “El derecho a la verdad”;

CONSIDERANDO la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas;

CONSIDERANDO PARTICULARMENTE los artículos 25, 8, 13 y 1.1. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, relativos al derecho a la protección judicial, al debido proceso y garantías judiciales, a la libertad de expresión y al deber de los Estados de respetar y garantizar los derechos humanos, respectivamente;

CONSIDERANDO TAMBIÉN las disposiciones contenidas en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, los Convenios de Ginebra de 1949 y sus protocolos adicionales de 1977, la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, de 2006, y otros instrumentos pertinentes de la normativa internacional de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario, así como la Declaración y Programa de Acción de Viena;

TOMANDO NOTA de la universalidad, interdependencia, indivisibilidad e interrelación de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales;

OBSERVANDO los artículos 32 y 33 del Protocolo Adicional I, adoptado el 8 de junio de 1977, a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales, que reconocen el derecho que asiste a las familias a conocer, tan pronto las circunstancias lo permitan, la suerte de las personas desaparecidas en conflictos armados; 
/
 
/
DESTACANDO que también se deberían adoptar las medidas adecuadas para identificar a las víctimas en las situaciones que no equivalgan a conflicto armado, en especial en los casos de violaciones graves o sistemáticas de los derechos humanos;

RECORDANDO la resolución 2005/66 de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas sobre el derecho a la verdad, así como la decisión 2/105 y las resoluciones 9/11 y 12/12 del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas;

TENIENDO EN CUENTA la resolución 10/26 del Consejo de Derechos Humanos sobre genética forense y derechos humanos, que reconoce la importancia de la utilización de la genética forense para abordar la cuestión de la impunidad en el marco de investigaciones relativas a graves violaciones de derechos humanos y violaciones al derecho internacional humanitario;

RECORDANDO TAMBIÉN la resolución AG/RES. 445 (IX-O/79) sobre la promoción de los derechos humanos, así como las resoluciones AG/RES. 510 (X-O/80), AG/RES. 618 (XII-O/82), AG/RES. 666 (XIII-O/83) y AG/RES. 742 (XIV-O/84) sobre desapariciones forzadas;

TENIENDO EN CUENTA la resolución AG/RES. 2134 (XXXV-O/05) sobre personas desaparecidas y las resoluciones AG/RES. 2231 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2295 (XXXVII-O/07) y AG/RES. 2416 (XXXVIII-O/08) sobre las personas desaparecidas y la asistencia a sus familiares;

TENIENDO EN CUENTA TAMBIÉN la Convención Internacional para la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, adoptada en 2006 mediante la resolución 61/177 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, que en su preámbulo y artículo 24 (2) reconoce el derecho a la verdad, al establecer el derecho de cada víctima a “conocer la verdad sobre las circunstancias de la desaparición forzada, la evolución y resultados de la investigación y la suerte de la persona desaparecida”, así como la obligación de cada Estado de tomar las medidas necesarias al respecto;

OBSERVANDO que la Asamblea General ha recibido los informes de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) sobre la situación de los derechos humanos en ciertos países de la región, que se refieren al derecho a la verdad y reconocen que la desaparición de personas causa sufrimiento y penurias, especialmente a los familiares y a cualquier persona con interés legítimo, por la incertidumbre en que se encuentran sobre su suerte y por la imposibilidad en que se hallan de darle asistencia legal, moral y material;

OBSERVANDO TAMBIÉN que la Comisión y la Corte Interamericanas de Derechos Humanos han reconocido el derecho a la verdad en el marco de las recomendaciones y sentencias adoptadas, respectivamente, sobre varios casos individuales de violaciones a los derechos humanos;

CONSCIENTE de que el derecho a la verdad puede caracterizarse de manera diferente en algunos sistemas jurídicos como derecho a saber o a ser informado o libertad de información;

RECORDANDO los informes de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre el derecho a la verdad (E/CN.4/2006/91, A/HRC/5/7) y sus conclusiones relativas al derecho a la verdad en casos de graves violaciones a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario;

RECORDANDO TAMBIÉN el último informe de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre el derecho a la verdad (A/HRC/12/19) y sus conclusiones respecto a la importancia que tienen la protección de testigos en el marco de procedimientos penales relativos a graves violaciones a los derechos humanos y violaciones al derecho internacional humanitario, así como las cuestiones ligadas a la elaboración y gestión de sistemas de archivos, para garantizar el efectivo cumplimiento del derecho a la verdad;

RECORDANDO ASIMISMO las conclusiones del seminario regional “Memoria, verdad y justicia de nuestro pasado reciente”, realizado en el marco de la Reunión de Altas Autoridades Competentes en Derechos Humanos y Cancillerías del MERCOSUR y Estados Asociados, en noviembre de 2005, que reconocen la dimensión colectiva del derecho a la verdad;

DESTACANDO el compromiso que debe adoptar la comunidad regional a favor del reconocimiento del derecho que asiste a las víctimas de violaciones manifiestas a los derechos humanos y violaciones graves al derecho internacional humanitario, así como a sus familias y a la sociedad en su conjunto, de conocer la verdad sobre tales violaciones de la manera más completa posible, en particular la identidad de los autores y las causas, los hechos y las circunstancias en que se produjeron;

DESTACANDO TAMBIÉN la importancia de que los Estados provean mecanismos efectivos para toda la sociedad y, en particular, para los familiares de las víctimas, con el fin de conocer la verdad con respecto a violaciones manifiestas de los derechos humanos y violaciones graves del derecho internacional humanitario; y

CONVENCIDA de que los Estados deben, dentro de sus propios marcos jurídicos internos, preservar los archivos y otras pruebas relativas a violaciones manifiestas de los derechos humanos y violaciones graves del derecho internacional humanitario para facilitar el conocimiento de tales violaciones, investigar las denuncias y proporcionar a las víctimas acceso a un recurso efectivo, de conformidad con el derecho internacional, a fin de evitar, entre otras cosas, que estas violaciones vuelvan a ocurrir en el futuro,

RESUELVE:

1.
Reconocer la importancia de respetar y garantizar el derecho a la verdad para contribuir a acabar con la impunidad y promover y proteger los derechos humanos.

2.
Acoger con satisfacción la creación en varios Estados de mecanismos judiciales específicos, y respetar sus decisiones; así como la creación de otros mecanismos extrajudiciales o ad hoc, como las comisiones de la verdad y la reconciliación, que complementan el sistema judicial para contribuir en la investigación de las violaciones de los derechos humanos y las del derecho internacional humanitario, y valorar la preparación y publicación de sus informes.

3.
Alentar a los Estados interesados a difundir y aplicar las recomendaciones formuladas por mecanismos nacionales extrajudiciales o ad hoc como las comisiones de la verdad y reconciliación, y a vigilar su implementación en el ámbito interno, así como a informar sobre la observancia de las decisiones de los mecanismos judiciales.

4.
Alentar a otros Estados a que estudien la posibilidad de crear mecanismos judiciales específicos y, según proceda, comisiones de la verdad u otras de similar naturaleza, que complementen el sistema judicial para contribuir a investigar y castigar las violaciones manifiestas de los derechos humanos y las violaciones graves del derecho internacional humanitario.

5.
Alentar a los Estados y a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), dentro del ámbito de su competencia, a que presten a los Estados que así lo soliciten la asistencia necesaria y adecuada sobre el derecho a la verdad, a través de, entre otras acciones, la cooperación técnica y el intercambio de información relativas a medidas administrativas, legislativas y judiciales nacionales aplicadas, así como de experiencias y mejores prácticas que tienen por objeto la protección, promoción y aplicación de este derecho.

6.
Instar a los Estados que aún no lo han hecho a que consideren la firma y ratificación de la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas Contra las Desapariciones Forzadas.

7.
Reiterar a la CIDH que siga trabajando en la elaboración de un informe, para su presentación al Consejo Permanente antes del cuadragésimo primer período de sesiones de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos, sobre el desarrollo del derecho a la verdad en el Hemisferio, que incluya los mecanismos y experiencias nacionales en este tema, así como buenas prácticas para garantizar el efectivo cumplimiento del derecho a la verdad. Ello con vistas a que el Consejo organice una sesión especial en el segundo semestre de 2011 sobre el derecho a la verdad con el fin de discutir el informe de la CIDH y de intercambiar experiencias nacionales. 

8.
Alentar a todos los Estados a tomar medidas pertinentes para establecer mecanismos o instituciones que divulguen la información sobre violaciones de los derechos humanos, y aseguren el acceso adecuado de los ciudadanos a esta información, con el fin de promover el ejercicio del derecho a la verdad y la prevención de futuras violaciones de los derechos humanos, así como para lograr la determinación de responsabilidades en esta materia.

9.
Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.


/
AG/RES. 2596 (XL-O/10)

APOYO AL COMITÉ PARA LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

TENIENDO PRESENTE:

La Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, adoptada en Guatemala el 7 de junio de 1999, la cual entró en vigor el 14 de septiembre de 2001 y ha sido ratificada por dieciocho Estados Miembros;

La resolución AG/RES. 2463 (XXXIX-O/09), “Apoyo al Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad”; 

VISTO el informe de la Tercera Reunión del Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad (CP/doc.4492/10) que se celebró el 26 y 27 de abril de 2010, en San Salvador, El Salvador; y 

ENCOMIANDO los avances registrados por el Comité,

RESUELVE:

1. Expresar su agradecimiento al pueblo y al Gobierno de la República de El Salvador por la generosa hospitalidad que brindaron y por su apoyo decidido y eficaz, que contribuyeron a asegurar el éxito de la Tercera Reunión del Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad.

2. Alentar al Comité a que convoque a su cuarta reunión durante el primer semestre de 2012 para revisar los progresos registrados en la aplicación de la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, intercambiar experiencias entre los Estados Parte, conforme a lo indicado en su artículo VI, y el artículo 20 del Reglamento del Comité, y adoptar el documento sobre los parámetros para medir los avances en el cumplimiento de la Convención por parte de los Estados. 

3. Solicitar a los Estados Parte de la Convención, a los demás Estados Miembros, a los Observadores Permanentes y a los organismos internacionales y nacionales que contribuyan al fondo específico de contribuciones voluntarias denominado “Fondo Específico para el Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad” [CP/RES. 947 (1683/09)], con el fin de complementar el financiamiento de las actividades del Comité y de su Secretaría Técnica, y permitir la participación de los representantes designados por los Estados Parte que, por circunstancias especiales, no puedan financiar dicha participación, instando además al Secretario General a que interponga sus buenos oficios para alentar a todos estos actores a que contribuyan a dicho fondo.

4. Agradecer a los representantes de la sociedad civil por el diálogo sostenido con el Comité durante su tercera reunión, así como por las recomendaciones presentadas, e invitarlos a que, con miras a la celebración de la Cuarta Reunión del Comité, le hagan llegar la información que estimen pertinente sobre las medidas que han implementado los Estados Parte de la Convención para el cumplimiento de la misma, de tal manera que dicha información pueda, a su vez, ser tenida en cuenta por los miembros del Comité.

5. Solicitar al Secretario General que siga brindando apoyo a las labores encomendadas al Comité, incluyendo gestiones para captar nuevos recursos, y que dé preferencia a que sus reuniones se realicen en la sede de la OEA.

6. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2597 (XL-O/10)

PROTECCIÓN DE LOS SOLICITANTES DE LA CONDICIÓN DE REFUGIADO
Y DE LOS REFUGIADOS EN LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 1762 (XXX-O/00), AG/RES. 1832 (XXXI-O/01), AG/RES. 1892 (XXXII-O/02), AG/RES. 1971 (XXXI1I-O/03) y AG/RES. 2047 (XXXIV-O/04), la resolución AG/RES. 2232 (XXXVI-O/06), “Protección de los solicitantes de la condición de refugiado, los refugiados y repatriados en las Américas”, así como las resoluciones AG/RES. 2296 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2402 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2511 (XXXIX-O/09), “Protección de los solicitantes de la condición de refugiado y de los refugiados en las Américas”;
ACOGIENDO CON BENEPLÁCITO el hecho de que veintiocho Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) se han adherido a la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y treinta a su Protocolo de 1967, que la mayoría de estos países ha incorporado sus disposiciones en la normativa interna, que Costa Rica, Colombia y Chile adoptaron nuevas disposiciones normativas en materia de protección de refugiados en el ultimo año, que Jamaica adoptó una nueva política sobre refugiados en marzo de 2009 y que México está en proceso de adoptar legislación interna sobre refugiados; 

DESTACANDO la importancia del Acuerdo de Cooperación firmado el pasado 12 de noviembre de 2007 entre la Secretaría General de la OEA y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) para la promoción del derecho internacional de refugiados en el continente; 

RECONOCIENDO el compromiso asumido por los Estados Miembros de la OEA de continuar ofreciendo protección a los solicitantes de la condición de refugiado y a los refugiados, con base en la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967, así como con la búsqueda de soluciones duraderas para su situación;

RESALTANDO la importancia de la Conferencia Regional sobre Protección de Refugiados y Migración Internacional en las Américas: Consideraciones de Protección en el Contexto de la Migración Mixta organizada bajo los auspicios del Gobierno de Costa Rica, conjuntamente por el ACNUR, la OEA y la Organización Internacional para las Migraciones, con la cooperación y el apoyo de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH), que tuvo lugar los días 19 y 20 de noviembre de 2009, en San José de Costa Rica;

EXPRESANDO SU RECONOCIMIENTO en este año, en que se conmemora el sexagésimo aniversario del ACNUR, por la labor realizada en el continente americano en atención a las necesidades de protección y asistencia de los refugiados, en la promoción de soluciones duraderas para su situación, y encomiando a los Estados por su cooperación y apoyo;

RECONOCIENDO ADEMÁS los esfuerzos que los países de origen han venido realizando, con el apoyo de la comunidad internacional, para atender las circunstancias que generan flujos de personas que buscan protección internacional como refugiados y la importancia de darles continuidad;

SUBRAYANDO los esfuerzos que, aun en circunstancias socioeconómicas difíciles, realizan algunos países receptores de la región, fieles a su generosa tradición de asilo, para continuar ofreciendo protección a solicitantes de la condición de refugiado y a los refugiados;

DESTACANDO la importancia de la implementación del Plan de Acción de México para Fortalecer la Protección Internacional de Refugiados en América Latina, adoptado por veinte países latinoamericanos en la Ciudad de México, el 16 de noviembre de 2004, dentro del marco de la conmemoración del vigésimo aniversario de la Declaración de Cartagena sobre los Refugiados de 1984, para atender las necesidades de protección y avanzar en la búsqueda de soluciones duraderas para los refugiados en la región, y las distintas actividades realizadas por los gobiernos concernidos y el ACNUR, con el apoyo de la comunidad internacional, para su efectiva implementación;

ACOGIENDO CON BENEPLÁCITO las iniciativas adoptadas en consonancia con dicho plan de acción por Argentina, Brasil y Chile para establecer y desarrollar el Programa Regional de Reasentamiento Solidario, así como la incorporación de Uruguay y Paraguay a este programa como países emergentes de reasentamiento;

DESTACANDO la importancia de la cooperación internacional, técnica y financiera para atender adecuadamente y encontrar o, en su caso, afianzar soluciones duraderas a la situación de las personas refugiadas y solicitantes de la condición de refugiado, y observando con satisfacción, dentro de este contexto, las firmas de acuerdos entre el ACNUR y varios países de la región dirigidos al mejoramiento de los mecanismos nacionales de protección;

TOMANDO NOTA de la Política del ACNUR sobre la Protección y las Soluciones de los Refugiados en Zonas Urbanas, adoptada en septiembre de 2009, y las conclusiones del Tercer Dialogo del Alto Comisionado sobre los Desafíos en materia de Protección sobre los desafíos para las personas de interés del ACNUR en los entornos urbanos, el cual tuvo lugar del 9 y 10 de diciembre de 2009 en Ginebra, Suiza; 

RECONOCIENDO la responsabilidad de los Estados de brindar protección internacional a los refugiados sobre la base de los principios de solidaridad internacional y responsabilidad compartida; y
TOMANDO NOTA de la celebración del Segundo Curso sobre Derecho Internacional de los Refugiados, realizado el día 17 de febrero de 2010, organizado por la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos con el apoyo del Departamento de Derecho Internacional de la Secretaría General y la colaboración del ACNUR,

RESUELVE:

1.
Exhortar a todos los Estados a que defiendan y respeten los principios internacionales de protección de los refugiados, en particular el de la no devolución. 

2. Reafirmar su apoyo y destacar la relevancia e importancia fundamental de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967, como los principales instrumentos universales para la protección de los refugiados, e instar a los Estados Miembros que son Parte, a que continúen implementando de manera plena y efectiva sus obligaciones.

3. Exhortar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que consideren, según sea el caso, la firma, ratificación o adhesión de los instrumentos internacionales en materia de refugiados, además de promover la adopción de procedimientos y mecanismos institucionales para su implementación efectiva, de conformidad con los mismos.

5. Instar a los Estados Miembros a que integren la perspectiva de género en sus reglamentos, políticas y prácticas con el fin de garantizar que las solicitudes para el reconocimiento de la condición de refugiado sean consideradas adecuadamente, incluso las de aquellas personas que afirman ser perseguidas por motivos de género y, en su caso, extender la protección requerida. 

6. Apoyar la Declaración y el Plan de Acción de México para Fortalecer la Protección Internacional de los Refugiados en América Latina y continuar su implementación plena y efectiva, con la colaboración de la comunidad internacional y de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR).

7. Exhortar a los Estados Miembros y a la comunidad internacional a que colaboren y apoyen el fortalecimiento y la consolidación de los programas de fronteras solidarias, ciudades solidarias y reasentamiento solidario, propuestos en el Plan de Acción de México. En particular, instar a los Estados Miembros a continuar promoviendo acciones para garantizar el disfrute de los derechos de los refugiados en zonas urbanas, reconociendo los avances alcanzados en el contexto del programa de ciudades solidarias y tomando en consideración los objetivos de la nueva política del ACNUR en esta materia. 

8. Reafirmar la importancia y el vital papel de la cooperación internacional en la búsqueda y el fortalecimiento de soluciones duraderas para atender la situación de los refugiados y los solicitantes de tal condición, y exhortar a los Estados Miembros y a la comunidad internacional a incrementar la cooperación técnica y económica con los países del Hemisferio receptores de refugiados que así lo requieran, y para que trabajen en cooperación con el ACNUR para brindar protección efectiva a solicitantes de la condición de refugiado y a refugiados dentro de la región.

9. Reconocer los esfuerzos y avances positivos que han logrado los Estados de origen y alentarlos a que, en la medida de sus posibilidades, con el apoyo del ACNUR y de la comunidad internacional, continúen realizando esfuerzos para atender las circunstancias que generan flujos de solicitantes de la condición de refugiado.

9.
Reconocer los esfuerzos y avances positivos que han logrado los Estados receptores de refugiados en la región en la aplicación de los mecanismos de protección, de acuerdo con el derecho internacional de los refugiados y los principios internacionales de protección de los refugiados allí incluidos.

10.
Encomendar al Consejo Permanente que, a través de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos y con el apoyo del Departamento de Derecho Internacional de la Secretaría General y la colaboración técnica y financiera del ACNUR organice, antes del cuadragésimo tercer período ordinario de sesiones de la Asamblea General, un curso sobre derecho internacional de los refugiados, dirigido al personal de las Misiones Permanentes de los Estados Miembros, de la Secretaría General y otros interesados.

11.
Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2598 (XL-O/10)

PROGRAMA DE ACCIÓN PARA EL DECENIO DE LAS AMÉRICAS
POR LOS DERECHOS Y LA DIGNIDAD DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD
(2006-2016) Y APOYO A SU SECRETARÍA TÉCNICA (SEDISCAP)


(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

TOMANDO EN CUENTA que en el Plan de Acción de la Cuarta Cumbre de las Américas (Mar del Plata, Argentina, noviembre de 2005), los Jefes de Estado y de Gobierno encomendaron a la Organización de los Estados Americanos (OEA) “considerar en el próximo período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA, a celebrarse en República Dominicana, una Declaración del Decenio de las Américas de las Personas con Discapacidad (2006-2016), con un Programa de Acción”;

RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 1249 (XXIII-O/93) y AG/RES. 1356 (XXV-O/95), “Situación de los discapacitados en el continente americano”, AG/RES. 1369 (XXVI-O/96), “Compromiso de Panamá con las personas con discapacidad en el continente americano”, AG/RES. 2230 (XXXVI-O/06), “Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016)”, AG/RES. 2339 (XXXVII-O/07), por medio de la cual se adoptó el Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016), AG/RES. 2365 (XXXVIII-O/08), “Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016) y apoyo a su Secretaría Técnica”, y AG/RES. 2464 (XXXIX-O/09), “Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016) y apoyo a su Secretaría Técnica (SEDISCAP)”; 

TENIENDO PRESENTE:

La Declaración del Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016), adoptada en Santo Domingo, República Dominicana, con el lema: “Igualdad, dignidad y participación” [AG/DEC. 50 (XXXVI-O/06)], cuyo objetivo es lograr el reconocimiento y el ejercicio pleno de los derechos y la dignidad de las personas con discapacidad y su derecho a participar plenamente en la vida económica, social, cultural y política y en el desarrollo de sus sociedades, sin discriminación y en pie de igualdad con los demás; y

La necesidad de que durante el decenio señalado se emprendan programas, planes y acciones para alcanzar la inclusión y la participación plena de las personas con discapacidad en todos los ámbitos de la sociedad; se ejecuten programas sociales, políticos, económicos, culturales y de desarrollo destinados al logro de oportunidades, y se promuevan medidas efectivas para la prevención de nuevas discapacidades y el acceso de las personas con discapacidad a los servicios y programas de rehabilitación, en igualdad de condiciones con los demás; 

CONSIDERANDO:

Que el Programa de Acción asigna la coordinación de su ejecución a una Secretaría Técnica, en adelante SEDISCAP, cuyo propósito es brindar apoyo a los Estados Miembros, a las personas con discapacidad y a sus organizaciones y a los organismos de la OEA para realizar el seguimiento de los compromisos ahí contenidos y la planificación de actividades conducentes al logro de sus objetivos y acciones concretas; 

La resolución CP/RES. 926 (1625/08), “Instalación en Panamá de la Secretaría Técnica para el Desarrollo del Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016)” y que dicha Secretaría Técnica fue inaugurada el 5 de junio de 2008;

El informe de los avances realizados por la SEDISCAP presentado el 3 de febrero de 2010 en sesión ordinaria del Consejo Permanente, en atención a una nota de la Misión Permanente de Panamá (CP/INF.5973/10) en la que se hace ver la crítica situación financiera en que se encuentra dicha Secretaría Técnica; y
Que, gracias a los recursos financieros proporcionados generosamente por el Gobierno de la República de Panamá, la SEDISCAP ha estado en capacidad de funcionar, a lo largo de dos años, contribuyendo en favor del Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016); y que dichos recursos financieros se encuentran muy próximos a agotarse, sin haberse verificado nuevas contribuciones al Fondo Específico de Contribuciones Voluntarias, por lo que resulta necesario tomar medidas urgentes para asegurar la continuidad de la SEDISCAP y su fortalecimiento; y


PROFUNDAMENTE PREOCUPADA por la severa crisis financiera que afecta a la SEDISCAP y que amenaza seriamente su continuidad institucional y el cumplimiento de los objetivos del Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016),

RESUELVE:

1. Agradecer al Gobierno de la República de Panamá por su apoyo decidido y eficaz al Programa de Acción y por la instalación en ciudad de Panamá de la Secretaría Técnica (SEDISCAP).

2. Invitar al Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad a que en su próxima reunión efectúe una evaluación exhaustiva sobre el funcionamiento de la SEDISCAP y a que formule recomendaciones a fin de asegurar su sostenibilidad en lo que resta del Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016). Los resultados de dicha evaluación serán sometidos al Consejo Permanente para su consideración.

3. Solicitar a la Secretaría General que brinde el más amplio apoyo técnico y administrativo a las labores que en la presente resolución se le encargan al Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra las Personas con Discapacidad.

4. Reiterar la importancia de que se efectúen contribuciones al Fondo Específico de Contribuciones Voluntarias establecido por el Consejo Permanente, cuyo objetivo es apoyar el funcionamiento de la SEDISCAP, e invitar a los Estados Miembros y los Observadores Permanentes, así como a personas o entidades públicas y privadas, nacionales o internacionales, a que hagan aportes a dicho fondo de conformidad con la Carta de la Organización de los Estados Americanos y las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General, y solicitar al Secretario General que realice gestiones para captar nuevos recursos en favor de dicho fondo especifico. 

5. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2599 (XL-O/10)

PREVENCIÓN Y REDUCCIÓN DE LA APATRIDIA Y PROTECCIÓN DE LAS PERSONAS
APÁTRIDAS EN LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO la resolución AG/RES. 1971 (XXXIII-O/03), “La protección de refugiados, repatriados, apátridas y desplazados internos en las Américas”, así como la exhortación a la ratificación de las convenciones internacionales sobre apatridia formulada en las resoluciones AG/RES. 1693 (XXIX-O/99), “La situación de los refugiados y repatriados en las Américas”, AG/RES. 1762 (XXX-O/00), “La situación de los refugiados, repatriados y desplazados internos en las Américas”, AG/RES. 1832 (XXXI-O/01), “La protección de los refugiados, repatriados y desplazados internos en las Américas”, AG/RES. 1892 (XXXII-O/02), “La protección de refugiados, repatriados, y desplazados internos en las Américas”, AG/RES. 2047 (XXXIV-O/04), “La protección de los solicitantes de la condición de refugiado, los refugiados, repatriados y apátridas en las Américas”, y AG/RES. 2511 (XXXIX-O/09), “Protección de los solicitantes de la condición de refugiado y de los refugiados en las Américas”;

CONVENCIDA de que la apatridia es un grave problema mundial que requiere de una cooperación internacional amplia y el desarrollo de programas en esta materia;

RECONOCIENDO la primordial responsabilidad de los Estados de prevenir y reducir la apatridia;

DESTACANDO la tradición de los países americanos de prevenir la apatridia a través del otorgamiento de la nacionalidad mediante la aplicación combinada de los principios del ius soli para los niños nacidos en sus territorios y del ius sanguinis para los nacidos en otro país;

RECONOCIENDO que algunos países de la región han introducido reformas legislativas o prácticas recientes para prevenir casos de apatridia entre los hijos e hijas de sus nacionales nacidos en el exterior;

RECONOCIENDO TAMBIÉN que trece Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos se han adherido a la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas de 1954 y seis son Parte de la Convención para Reducir los Casos de Apatridia de 1961;

SUBRAYANDO la importancia del derecho a la nacionalidad en el continente americano, reconocido en el artículo XIX de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en el artículo 20 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como la relevancia de promover la adhesión a la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas de 1954 y a la Convención para Reducir los Casos de Apatridia de 1961;

RESALTANDO la importancia del Programa Interamericano para el Registro Civil Universal y “Derecho a la Identidad” puesto que el reconocimiento de la identidad de las personas es uno de los medios a través de los cuales se facilita el ejercicio de los derechos a la personalidad jurídica, al nombre, a la nacionalidad, a la inscripción en el registro civil, a las relaciones familiares, entre otros derechos reconocidos en instrumentos internacionales e interamericanos;

DESTACANDO que en el año 2011 se celebra el quincuagésimo aniversario de la adopción de la Convención para Reducir los Casos de Apatridia de 1961; y

EXPRESANDO SU RECONOCIMIENTO en este año, en que se conmemora el sexagésimo aniversario de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, por la labor realizada en el continente americano para apoyar a los Estados para prevenir y reducir la apatridia, y extender su protección a las personas apátridas,

RESUELVE:

1. Destacar la importancia de los instrumentos universales para la protección de las personas apátridas: la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas de 1954 y la Convención para Reducir los Casos de Apatridia de 1961.

2. Exhortar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que consideren la ratificación de los instrumentos internacionales en materia de personas apátridas o su adhesión a ellos, según sea el caso, y a que promuevan la adopción de procedimientos y mecanismos institucionales para su implementación, de conformidad con los mismos.

3. Exhortar a los Estados que aún no lo hayan hecho, a que, de conformidad con los instrumentos internacionales en materia de apatridia de los que sean Partes, revisen su legislación nacional con miras a prevenir y reducir las situaciones de apatridia. 

4. Exhortar a los Estados Miembros y a la comunidad internacional a que colaboren y apoyen el fortalecimiento y la consolidación de los programas de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) en materia de identificación, prevención y reducción de la apatridia y la protección internacional de las personas apátridas.

5. Reafirmar la importancia de la cooperación internacional, en particular del ACNUR, en materia de oferta de servicios técnicos y de asesoramiento adecuados para la preparación y aplicación de legislación en materia de nacionalidad, y exhortar a los Estados Miembros y a la comunidad internacional a que trabajen en cooperación con el ACNUR para brindar protección efectiva a las personas apátridas.

6. Encomendar al Consejo Permanente que, a través de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos y con el apoyo del Departamento de Derecho Internacional de la Secretaría General y la colaboración técnica y financiera del ACNUR, destaque la temática de la apatridia en sus actividades de promoción y capacitación.

7. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2600 (XL-O/10)

DERECHOS HUMANOS, ORIENTACIÓN SEXUAL E 
IDENTIDAD DE GÉNERO

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

TENIENDO EN CUENTA las resoluciones AG/RES. 2435 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2504 (XXXIX-O/09), “Derechos humanos, orientación sexual e identidad de género”;
REITERANDO:

Que la Declaración Universal de los Derechos Humanos afirma que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y que a cada persona le es dado ejercer todos los derechos y libertades existentes en ese instrumento sin distinción de cualquier naturaleza tales como de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición; 

Que la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre prevé que todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad personal; 

CONSIDERANDO que la Carta de la Organización de los Estados Americanos proclama que la misión histórica de América es ofrecer al ser humano una tierra de libertad y un ambiente favorable al desarrollo de su personalidad y a la realización justa de sus aspiraciones;

REAFIRMANDO los principios de universalidad, indivisibilidad e interdependencia de los derechos humanos; 

TOMANDO NOTA de la Declaración sobre Orientación Sexual e Identidad de Género, presentada a la Asamblea General de las Naciones Unidas el 18 de diciembre de 2008; y 

TOMANDO NOTA CON PREOCUPACIÓN de los actos de violencia y otras violaciones de derechos humanos, así como de la discriminación, practicados contra personas a causa de su orientación sexual e identidad de género, 
RESUELVE:

1. Condenar los actos de violencia y las violaciones de derechos humanos contra personas a causa de su orientación sexual e identidad de género, e instar a los Estados a investigar los mismos y asegurar que los responsables enfrenten las consecuencias ante la justicia.
2. Alentar a los Estados a que tomen todas las medidas necesarias para asegurar que no se cometan actos de violencia u otras violaciones de derechos humanos contra personas a causa de su orientación sexual e identidad de género y asegurando el acceso a la justicia de las víctimas en condiciones de igualdad.
3. Alentar a los Estados Miembros a que consideren medios para combatir la discriminación contra personas a causa de su orientación sexual e identidad de género. 

4. Instar a los Estados a asegurar una protección adecuada de las y los defensores de derechos humanos que trabajan en temas relacionados con los actos de violencia, discriminación y violaciones de los derechos humanos contra personas a causa de su orientación sexual e identidad de género. 
5. Solicitar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que siga prestando la adecuada atención al tema y que considere la posibilidad de realizar un estudio temático a nivel hemisférico sobre el mismo.
6. Encargar a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos que incluya en su agenda, antes del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General, el tema “Derechos humanos, orientación sexual e identidad de género”.

7. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2601 (XL-O/10)

OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES AL INFORME ANUAL
DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 1/2/
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS las Observaciones y recomendaciones de los Estados Miembros al Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) a la Asamblea General (CP/CAJP-2877/10 corr. 1);

CONSIDERANDO:

Que en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, los Estados Miembros han proclamado como uno de sus principios, el respeto de los derechos fundamentales de la persona humana sin distinción de raza, nacionalidad, credo o sexo;

Que, de conformidad con la Carta de la Organización de los Estados Americanos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Estatuto de la CIDH, ésta tiene como función principal promover la observancia y defensa de los derechos humanos; y
Que en la Declaración de Compromiso de la Quinta Cumbre de las Américas, celebrada en Puerto España, Trinidad y Tobago, las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno expresaron su “compromiso para proteger y promover los derechos humanos en nuestro Hemisferio, y el fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos, con debido respeto a su autonomía e independencia”. También, reconocieron que “todos los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes y están relacionados entre sí” y que “la promoción y protección universal de los derechos humanos, incluidos los civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, así como el respeto al derecho internacional,
/
/entre ellos, el derecho internacional humanitario, el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional de los refugiados son fundamentales para el funcionamiento de las sociedades democráticas”. Asimismo, reconocieron los principios contenidos en la Declaración y Programa de Acción de Viena que reafirma, entre otros, la importancia de garantizar la universalidad y objetividad del examen de las cuestiones de derechos humanos; 
AGRADECIENDO:

Las invitaciones abiertas y permanentes que han extendido Argentina, Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Guatemala, Honduras, México, Paraguay, Perú y Uruguay a la CIDH, con la anuencia o invitación de los gobiernos respectivos para que ésta visite sus países; y 

La invitación de los Gobiernos de Argentina y Chile para que la CIDH celebrara sesiones extraordinarias en dichos Estados en septiembre de 2009, en conmemoración de los cincuenta años de su creación y los cuarenta años de la adopción de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y, en el caso de Argentina, los treinta años de la visita in loco a dicho Estado;

TOMANDO NOTA:

De las observaciones de algunos países durante la presentación del informe anual de la CIDH ante la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) el 15 de abril de 2010 sobre la importancia de la transparencia en el uso de las fuentes de información; y

Del llamamiento realizado por varios Estados Miembros para dotar de suficientes recursos a los trabajos de la CIDH;

RECONOCIENDO:

La importancia de la continuidad del diálogo llevado a cabo en la CAJP conjuntamente con la CIDH, los Estados y otros usuarios del sistema interamericano, dentro del contexto del proceso de reflexión sobre el sistema en el período 2009-2010;

El proceso transparente y participativo llevado a cabo por la CIDH para reformar su Reglamento;

La disposición manifiesta por la CIDH para iniciar un diálogo amplio con los Estados y demás usuarios del sistema a fin de que se conozca cuál es la metodología utilizada para construir la información que se presenta, incluyendo la selección de las fuentes, y perfeccionar y fortalecer esa metodología en cuanto resulte pertinente;

La fundamental labor de protección realizada por la CIDH, a través del sistema de casos y peticiones cuyas medidas cautelares cobijan a cientos de personas en el Hemisferio;

La realización de cuatro períodos de sesiones de la CIDH durante el año 2009 y, en el marco de éstos, la celebración de ochenta y nueve audiencias y cuarenta y cuatro reuniones de trabajo;

La visita oficial realizada por la CIDH a Chile por invitación del Gobierno de ese país durante los días 3 y 4 de septiembre de 2009, como parte de las actividades conmemorativas del cincuentenario de su creación; 

El período extraordinario de sesiones celebrado en Argentina por invitación del Gobierno de ese país durante los días 7 y 8 de septiembre de 2009, como parte de las actividades conmemorativas del cincuentenario de su creación; y la visita oficial celebrada los días 9, 10 y 11 de septiembre de 2009 para conmemorar el trigésimo aniversario de la visita in loco de la Comisión en 1979;

La visita in loco realizada por la CIDH a Honduras del 17 al 21 de agosto de 2009 durante la cual se reunió con representantes del gobierno de facto y de diversos sectores de la sociedad civil y recibió a varios centenares de personas que presentaron denuncias, testimonios e información; y al cabo de la cual presentó sus observaciones preliminares sobre la situación de los derechos humanos en el contexto del golpe de Estado del 28 de junio de 2009; y
La realización de visitas de trabajo de miembros de la CIDH a Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Estados Unidos de América, Guatemala, Haití, Panamá y Uruguay; y
CONSCIENTES de las necesidades financieras que enfrenta la CIDH para ejercer sus funciones, mandatos y atribuciones y, en particular, para tramitar peticiones y asuntos individuales,
RESUELVE:

1. Adoptar las Observaciones y recomendaciones de los Estados Miembros al Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) (CP/CAJP-2877/10 corr. 1) y transmitirlas a dicho órgano.

2. Reafirmar el valor esencial de las labores que realiza la CIDH para el perfeccionamiento de la promoción y protección de los derechos humanos y el fortalecimiento del Estado de derecho en el Hemisferio.

3. Alentar a los Estados Miembros de la Organización a que:

a) consideren la firma y ratificación, ratificación o adhesión, según sea el caso, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica) y de todos los demás instrumentos jurídicos del sistema interamericano de derechos humanos;

b) den seguimiento a las recomendaciones de la CIDH, incluyendo, entre otras, las medidas cautelares; y

c) continúen otorgando el tratamiento que corresponda a los informes anuales de la CIDH, en el marco del Consejo Permanente y la Asamblea General de la Organización.

4. Tomar nota con satisfacción de la decisión de los Estados Miembros que han invitado a la CIDH a visitar sus respectivos países, y alentar a todos los Estados Miembros a que continúen esta práctica y a que consideren las solicitudes realizadas por la CIDH para tales efectos.

5. Alentar a los Estados Miembros a que continúen invitando a la CIDH a celebrar períodos extraordinarios de sesiones fuera de su sede.

6. Instar a la CIDH, a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y al Instituto Interamericano de Derechos Humanos a que sigan realizando periódicamente seminarios especializados para funcionarios estatales sobre el sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos.

7. Reiterar la importancia que tiene la aplicación del mecanismo de las soluciones amistosas entre las partes interesadas, de conformidad con lo dispuesto en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Estatuto y el Reglamento de la CIDH. 
8. Con respecto al financiamiento de la CIDH:

a) Encomendar al Consejo Permanente que continúe analizando de manera prioritaria los medios para lograr un incremento efectivo de los recursos económicos asignados a la CIDH en el programa-presupuesto de la Organización y se busquen soluciones concretas al respecto, teniendo en cuenta los resultados de la reunión conjunta de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) con la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios (CAAP) del 5 de febrero de 2009. Para estos efectos, agradecer el trabajo realizado por el Secretario General, e instarlo a que continúe sus esfuerzos y presente propuestas adicionales tendientes a lograr el financiamiento adecuado de la CIDH en dicho programa-presupuesto;
b) Agradecer a los Estados Miembros, a los Observadores Permanentes y otras instituciones que han realizado contribuciones voluntarias a la CIDH; y
c) Sugerir a los donantes que, en la medida de lo posible, aporten parte de sus contribuciones voluntarias sin fines específicos, para dar flexibilidad a la CIDH en la asignación de recursos entre sus diferentes actividades y proyectos.
9. Invitar a la CIDH a que:

a) continúe teniendo en cuenta las observaciones y recomendaciones de los Estados Miembros a su informe anual y adopte las medidas que considere pertinentes con base en dichas observaciones y recomendaciones;
b) continúe publicando en su página de Internet, cuando los Estados Miembros así lo soliciten, sus observaciones y recomendaciones al informe anual de la CIDH a la Asamblea General;
c) continúe, según lo dispuesto en el artículo 15 de su Reglamento, fortaleciendo las relatorías y unidades funcionales existentes, de la manera más equitativa posible, de acuerdo con sus recursos disponibles, y de conformidad con las normas de procedimiento para la designación de relatores;
d) continúe participando, a través de sus comisionados, en el diálogo con los Estados Miembros en el ámbito de la CAJP, con el propósito de dar seguimiento a las observaciones y comentarios de los Estados recogidos en los informes de las reuniones celebradas el 26 de octubre de 2004 (CP/CAJP/SA. 412/04 corr. 1 y CP/CAJP/INF. 17/04), el 9 de marzo de 2006 (CP/CAJP-2311/05 add. 2 y add. 2-a), el 30 de marzo de 2007 (CP/CAJP-2526/07), el 4 de abril de 2008 (CP/CAJP-2644/08), el 20 de marzo de 2009 (CP/CAJP-2769/09) y el 14 de mayo de 2010 (CP/CAJP-2904/10), en particular, los referentes a los criterios utilizados en sus principales mecanismos de protección de los derechos humanos y en la aplicación de su reglamento al sistema de casos individuales, y también sobre el papel de la CIDH en el procedimiento ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos; y 
e)
continúe participando, a través de sus comisionados, en el diálogo con los Estados Miembros en el marco del proceso de reflexión sobre el fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos, en el ámbito de la CAJP. 

10. Invitar igualmente a la CIDH a que tenga presente las propuestas y comentarios de los Estados Miembros presentadas el 20 de marzo de 2009, en el marco del diálogo sobre el funcionamiento del sistema interamericano de derechos humanos entre los Estados Miembros y los miembros de la CIDH y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en particular las contenidas en el documento “Resultados del proceso de reflexión sobre el sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos 2008-2009” (CP/CAJP-2665/08 rev. 8 corr. 3, ), entregado formalmente en dicha ocasión a las Presidentas de los dos órganos del sistema como aporte de los Estados al proceso de reformas que la CIDH y la Corte Interamericana de Derechos Humanos han encarado, dentro del más irrestricto respeto a la autonomía e independencia de dichos órganos, así como las contribuciones de la sociedad civil, conforme se registra en el informe de dicha reunión contenido en el documento CP/CAJP-2769/09, y a que adopte las medidas que considere pertinentes en el marco de su autonomía e independencia.

11. Invitar a la CIDH a dialogar con los Estados y demás usuarios del sistema a fin de conocer la metodología utilizada para construir la información que se presenta en el capítulo IV de su informe anual.

12. Encomendar a la CAJP que, con el objeto de dar cumplimiento al párrafo resolutivo 9 d), programe reuniones a fin de mantener su diálogo con los comisionados de la CIDH.
13. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
/
/
AG/RES. 2602 (XL-O/10)

SEGUIMIENTO AL PROGRAMA INTERAMERICANO PARA EL REGISTRO CIVIL UNIVERSAL Y “DERECHO A LA IDENTIDAD”

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

EXPRESANDO SU SATISFACCIÓN por la adopción del Programa Interamericano para el Registro Civil Universal y “Derecho a la Identidad” el 3 de junio de 2008 mediante la resolución AG/RES. 2362 (XXXVIII-O/08);

RECONOCIENDO las obligaciones de los Estados Parte en la Convención sobre los Derechos del Niño de comprometerse a respetar el derecho del niño a conservar su identidad (“Derecho a la Identidad”); 

TENIENDO EN CUENTA los avances realizados mediante acciones conjuntas en la aplicación del Memorándum de Entendimiento entre el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos y el Banco Interamericano de Desarrollo para la cooperación en materia de registro ciudadano, suscrito el 8 de agosto de 2006; 

RECORDANDO la opinión aprobada por el Comité Jurídico Interamericano sobre el alcance del derecho a la identidad (CJI/doc.276/07 rev. 1); 

CONSIDERANDO que el reconocimiento de la identidad de las personas es uno de los medios a través del cual se facilita el ejercicio de los derechos a la personalidad jurídica, al nombre, a la nacionalidad, a la inscripción en el registro civil, a las relaciones familiares, entre otros derechos reconocidos en instrumentos internacionales como la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Americana sobre Derechos Humanos. El ejercicio de estos derechos es esencial para la participación en una sociedad democrática; 

RECONOCIENDO la labor de promoción y difusión que realiza el Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH) en los procesos de fortalecimiento de la participación ciudadana y de consolidación de la democracia en la región, y las contribuciones que además ha brindado a los Estados y a la Secretaría General a través de sus servicios de asesoría y asistencia técnica;

CONSIDERANDO que la falta de reconocimiento de la identidad puede implicar que la persona no cuente con constancia legal de su existencia, dificultando el pleno ejercicio de sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales; 

DESTACANDO la importancia que tienen los registros civiles como las instituciones del Estado que pueden garantizar el reconocimiento de la identidad de las personas y, por lo tanto, la conveniencia de fortalecerlos para asegurar que su alcance sea universal, tomando en consideración la rica y variada diversidad de culturas; 

RECORDANDO que la Carta Democrática Interamericana señala que la participación de la ciudadanía en las decisiones relativas a su propio desarrollo es un derecho y una responsabilidad; 

COMPROMETIDA con la construcción de sociedades justas y equitativas basadas en los principios de justicia e inclusión social; 

DESTACANDO la importancia del seguimiento que los países participantes han dado a los compromisos emanados de la Primera Conferencia Regional Latinoamericana sobre el Derecho a la Identidad y Registro Universal de Nacimiento, llevada a cabo en Asunción, Paraguay, del 28 al 30 de agosto de 2007, en la cual se destacó la participación de líderes indígenas y afrodescendientes; 

RECONOCIENDO la cooperación regional y el intercambio de experiencias exitosas de países del Hemisferio que han implementado planes, programas y acciones para garantizar el registro civil universal y el derecho a la identidad, mediante la expedición de documentos públicos de identidad; y 

RECORDANDO la sesión especial sobre el Programa Interamericano para el Registro Civil Universal y “Derecho a la Identidad” de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos celebrada el 22 de abril de 2010, de conformidad con la resolución 2362 (XXXVIII-O/08), en la que los Estados informaron sobre sus avances e intercambiaron buenas prácticas, así como el informe de avance de su implementación (CP/INF.5825/09) presentado por la Secretaría General al Consejo Permanente el 13 de mayo de 2009, 

RESUELVE:

1. Reconocer los avances en la instrumentación del Programa Interamericano de Registro Civil Universal y “Derecho a la Identidad”, particularmente en lo relativo a :

a) los proyectos de asistencia técnica para el fortalecimiento de las instituciones del registro civil en dieciséis Estados Miembros;

b) la difusión de la importancia de la identidad civil para el pleno ejercicio de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales; el fortalecimiento de la gobernabilidad democrática y el desarrollo de los Estados; y
c) la promoción e intercambio de experiencias exitosas en materia de registro civil e identidad.

2. Encomendar a la Secretaría General que, continúe proporcionando la asistencia requerida por los Estados Miembros que lo soliciten para la implementación del Programa Interamericano para el Registro Civil Universal y “Derecho a la Identidad”, promoviendo el perfeccionamiento y fortalecimiento de sus sistemas de registro civil y la universalización del registro civil.

3. Reconocer los avances de los Estados Miembros en la ejecución de planes, políticas y programas nacionales para garantizar el derecho a la identidad mediante la expedición de los documentos respectivos, así como los avances que los Estados Miembros han alcanzado en la implementación del Programa Interamericano para el Registro Civil Universal y “Derecho a la Identidad”.

4. Alentar a los Estados Miembros a que continúen adoptando medidas orientadas a asegurar el pleno reconocimiento del derecho a la identidad, enfatizando que la falta de reconocimiento de la identidad puede implicar que la persona no cuente con constancia legal de su existencia, dificultando el pleno ejercicio de sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales.

5. Solicitar al Consejo Permanente que continúe apoyando las tareas que se desarrollen en el marco del Memorándum de Entendimiento entre el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos y el Banco Interamericano de Desarrollo para la cooperación en materia de registro ciudadano. 

6. Solicitar a la Secretaría General que continúe ampliando la cooperación con otras organizaciones y agencias especializadas del sistema interamericano y del sistema universal en materia de registro civil. 

7. Exhortar a los Estados que participaron en la Primera Conferencia Regional Latinoamericana sobre el Derecho a la Identidad y Registro Universal de Nacimiento a continuar implementando las recomendaciones de ella emanadas, las cuales buscan desarrollar y fortalecer la capacidad de las instituciones registradas. 

8. Encargar al Consejo Permanente la celebración, en el segundo semestre del año 2012, de una sesión especial en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, a afectos de realizar una revisión del estado de implementación del mencionado Programa Interamericano, sobre la base de información suministrada por los Estados y de un informe de avance elaborado por la Secretaría General, con miras a efectuar las modificaciones al programa que se estimaren pertinentes con el fin de alcanzar la universalidad del registro civil en el año 2015. Dicha sesión podrá contar con los aportes de expertos en la materia, organizaciones de la sociedad civil, de órganos, organismos y entidades del sistema interamericano y del sistema universal. 

9. Encomendar a la Secretaría General que continúe desarrollando, fortaleciendo y promoviendo la utilización de tecnologías de la información y la comunicación para la discusión, intercambio y fomento de experiencias, lecciones aprendidas y difusión de conocimientos en materia de identidad y registro civil en la región.

10. Solicitar al Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes (IIN) que continúe trabajando en el tema de “garantizar el derecho a la identidad y la ciudadanía de la niñez y la adolescencia”, así como en el registro universal de nacimiento de acuerdo con su Plan de Acción 2007-2011. Asimismo encomendar al IIN que en cooperación con la Secretaría General, se unan esfuerzos para el cumplimiento de los objetivos del Programa Interamericano para el Registro Civil Universal y “Derecho a la Identidad”, y que mantenga informado al Consejo Permanente de la Organización de los Estados Americanos sobre los avances y obstáculos en la región.

11. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2603 (XL-O/10)

FORTALECIMIENTO DE LAS ACTIVIDADES
DEL CENTRO DE ESTUDIOS DE JUSTICIA DE LAS AMÉRICAS 

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTOS los mandatos conferidos por la Tercera y Cuarta Cumbres de las Américas, la resolución AG/RES. 1 (XXVI-E/99), mediante la cual se decidió establecer el Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA), la resolución AG/RES. 2068 (XXXV-O/05), “Reunión de Ministros de Justicia o de Ministros o Procuradores Generales de las Américas”, el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.4548/06 add. 6), en particular en lo que se refiere al cumplimiento de la citada resolución AG/RES. 2068 (XXXV-O/05), y las resoluciones AG/RES. 2216 (XXXVI-O/06), “Reunión de Ministros de Justicia o de Ministros o Procuradores Generales de las Américas: Fortalecimiento de las actividades del Centro de Estudios de Justicia de las Américas”, AG/RES. 2228 (XXXVI-O/06), “Reunión de Ministros de Justicia o de Ministros o Procuradores Generales de las Américas”, AG/RES. 2266 (XXXVII-O/07), “Reunión de Ministros de Justicia o de Ministros o Procuradores Generales de las Américas: Apoyo al proceso de las REMJA”, AG/RES. 2281 (XXXVII-O/07), “Fortalecimiento de las actividades del Centro de Estudios de Justicia de las Américas”, AG/RES. 2369 (XXXVIII-O/08), “Reunión de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA)” y las resoluciones AG/RES. 2413 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2457 (XXXXIX-O/09), “Fortalecimiento de las actividades del Centro de Estudios de Justicia de las Américas”; 

CONSIDERANDO que los Estados Miembros pueden seguir analizando las propuestas que el CEJA presente en cada Reunión de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA);

TENIENDO PRESENTE el Plan de Financiamiento que fue presentado por el CEJA ante la REMJA-VI, celebrada en abril de 2006 en Santo Domingo, Republica Dominicana, en el que se propone un esquema de contribuciones voluntarias sugeridas a los Estados Miembros destinado a asegurar el financiamiento de sus gastos básicos;

AGRADECIENDO las contribuciones voluntarias efectuadas por Belize, Canadá y Chile; 

TOMANDO EN CUENTA el Informe Anual de actividades 2009 del Centro y el informe presentado a la REMJA-VIII, el 24 de febrero de 2010, los cuales reflejan las iniciativas concretas que el CEJA ha impulsado en los últimos años para fortalecer los sistemas de justicia en los Estados Miembros; y observando que el CEJA informó que se encuentra trabajando intensamente para ampliar proyectos existentes y desarrollar nuevos proyectos con organismos multilaterales e instituciones de carácter financiero; y 

RECORDANDO que el artículo 17 del Estatuto del Centro, aprobado en 1999 por la Asamblea General en su vigésimo sexto período extraordinario de sesiones, establece que el CEJA y sus actividades pueden ser financiadas con las contribuciones voluntarias aportadas por los Estados Miembros, así como con fondos provenientes de otras fuentes públicas y privadas,

RESUELVE:

1. Felicitar al Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA) por el trabajo que ha seguido desarrollando en las Américas, especialmente en lo relativo a la evaluación de los procesos de reforma a la justicia penal, mejoramiento de estándares para la defensa jurídica, identificación de buenas prácticas en la investigación de delitos complejos y generación de índices de accesibilidad por Internet de información judicial relevante, y valorar la contribución de dichas acciones al fortalecimiento de la gobernabilidad y democracia en la región.

2. Renovar el llamamiento a los Estados Miembros a realizar contribuciones voluntarias al CEJA con el objeto de financiar sus gastos básicos.

3. Invitar a los Observadores Permanentes de la Organización a realizar contribuciones voluntarias al CEJA. 

4. Instar a los órganos e instituciones vinculados al sistema interamericano para que profundicen sus vínculos de trabajo con el CEJA en las materias de su competencia. 

5. Solicitar al Consejo Permanente que, a través de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, continúe incluyendo en su agenda un diálogo con el CEJA en el que se consideren las mejores formas de ampliar la cooperación entre los Estados Miembros y el Centro, tomando en cuenta las conclusiones y recomendaciones de las Reuniones de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas sobre la materia.

6. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2604 (XL-O/10)

LA EDUCACIÓN EN DERECHOS HUMANOS EN LA EDUCACIÓN FORMAL 
EN LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO la resolución AG/RES. 2066 (XXXV-O/05), mediante la cual la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos sugiere la incorporación de contenidos y acciones básicas en materia de derechos humanos en los centros formales de educación y las resoluciones AG/RES. 2321 (XXXVII-O/07) y AG/RES. 2404 (XXXVIII-O/08);

CONSIDERANDO que en el Plan de Acción de la Primera Cumbre de las Américas, los Jefes de Estado y de Gobierno, reunidos en Miami en 1994, establecieron que “los gobiernos desarrollarán programas para la promoción y observancia de los derechos humanos, incluidos programas educativos para informar a la población de sus derechos legales y su obligación de respetar los derechos de los demás”; 

RECORDANDO que el artículo 49 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos señala que “los Estados Miembros llevarán a cabo los mayores esfuerzos para asegurar, de acuerdo con sus normas constitucionales, el ejercicio efectivo del derecho a la educación”, teniendo en cuenta, entre otros criterios, que “la educación primaria será obligatoria para la población en edad escolar y se ofrecerá también a todas las otras personas que puedan beneficiarse de ella. Cuando la imparta el Estado, será gratuita”; 

CONSIDERANDO ASIMISMO que el artículo 13 de la Carta Democrática Interamericana establece que “la promoción y observancia de los derechos económicos, sociales y culturales son consustanciales al desarrollo integral, al crecimiento económico con equidad y a la consolidación de la democracia en los Estados del Hemisferio”; 

TENIENDO PRESENTE que el artículo 13.2 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”, determina contenidos esenciales que deben orientar la educación en cada uno de los Estados Parte, siendo uno de tales contenidos el respeto de los derechos humanos; 

VALORANDO POSITIVAMENTE los esfuerzos realizados por el Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH) en la realización de los Informes Interamericanos de la Educación en Derechos Humanos, que actualmente son ocho, han sido elaborados sucesivamente desde 2002, donde se demuestran los progresos realizados por los Estados Parte en el “Protocolo de San Salvador” en materia de educación en derechos humanos; 

CONSIDERANDO que el derecho a la educación en derechos humanos desde la primera edad escolar es una garantía para el fortalecimiento del sistema democrático, el desarrollo, la seguridad y el progreso de las sociedades libres en las Américas; 

REAFIRMANDO que la Carta Democrática Interamericana considera que la promoción y protección de los derechos humanos es condición fundamental para la existencia de una sociedad democrática; 

VALORANDO los esfuerzos del Encuentro Interamericano de Ministros de Educación sobre Educación en Derechos Humanos, convocado por el Ministro de Educación de la República de Panamá y el IIDH, realizado del 31 de mayo al 2 de junio de 2007, y el Diálogo Ministerial sobre Educación en Derechos Humanos, convocado por el Ministerio de Educación de Colombia y el IIDH, realizado el 28 de mayo de 2008, en el sentido de fortalecer el contenido de derechos humanos en los sistemas de educación formal de los Estados; 

RECONOCIENDO que la incorporación efectiva de la educación en derechos humanos en el sistema educativo formal, en la que están comprometidos todos los Estados Miembros, responde a acciones enmarcadas en procesos de mediano y largo plazo y que, por tanto, requiere de sostenibilidad financiera; 

RECONOCIENDO TAMBIÉN que el IIDH, en cumplimiento de sus mandatos, ha venido ejerciendo un papel fundamental de apoyo al sistema interamericano para la incorporación efectiva de la educación en derechos humanos en los sistemas educativos formales y otros ámbitos en los países americanos; y 

OBSERVANDO CON SATISFACCIÓN el progreso logrado en la implementación del Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas desde su lanzamiento en agosto de 2005, y el importante papel desempeñado por el IIDH en la Junta Consultiva del Programa, 

RESUELVE:

1. Reconocer los avances, acciones y políticas que vienen implementando gradualmente los Estados Miembros en materia de educación en derechos humanos para los niños, niñas y jóvenes que cursan la educación formal, según se desprende de los progresos identificados en los Informes Interamericanos de la Educación en Derechos Humanos. 

2. Sugerir a los Estados Miembros que, en los casos y en la medida en que aún no lo hayan hecho, implementen las recomendaciones contenidas en los Informes Interamericanos de la Educación en Derechos Humanos para incorporar la educación en derechos humanos en los distintos ámbitos de su educación formal. 

3. Sugerir a los Estados Miembros que analicen los aportes de la Propuesta Curricular y Metodológica del Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH) para la incorporación de la educación en derechos humanos en la educación formal de niños y niñas entre diez y catorce años de edad, con miras a su aplicación y de acuerdo con el cumplimiento del artículo 13.2 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”, en ese sentido, recomendar a los Estados que no lo han hecho, adoptar, suscribir y ratificar este último instrumento.

4. Destacar el proceso y los logros del Encuentro Interamericano de Ministros de Educación sobre Educación en Derechos Humanos de los países firmantes del Protocolo de San Salvador, en el que se intercambiaron experiencias y discutieron los desarrollos curriculares y metodológicos necesarios para introducir o fortalecer la educación en derechos humanos en sus respectivos sistemas educativos. 

5. Alentar a los Estados Miembros a continuar apoyando al IIDH en las actividades y proyectos educativos que, con base en su mandato, realiza a nivel nacional y regional, especialmente a través de una iniciativa denominada Pacto Interamericano por la Educación en Derechos Humanos, cuya implementación inicial cuenta con el decidido apoyo del Ministerio de Educación de la República de El Salvador y el Ministerio de Educación y Cultura de la República Oriental del Uruguay, y que consiste en la promoción de la educación inclusiva, la dotación de infraestructura que garantice una educación de calidad, la capacitación docente, el desarrollo curricular y la elaboración y distribución de herramientas didácticas.
AG/RES. 2605 (XL-O/10)

FORTALECIMIENTO DE LOS SISTEMAS DE DERECHOS HUMANOS EN SEGUIMIENTO DE LOS MANDATOS DERIVADOS DE LAS CUMBRES DE LAS AMÉRICAS1/
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTOS el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.5111/10 add. 1), en lo que se refiere a este tema, así como las resoluciones AG/RES. 1828 (XXXI-O/01), AG/RES. 1890 (XXXII-O/02), AG/RES. 1925 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2030 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2075 (XXXV-O/05), AG/RES. 2220 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2291 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2407 (XXXVIII- O/08) y AG/RES. 2521 (XXXIX-O/09);

REAFIRMANDO que la promoción y protección universal de los derechos humanos, incluidos los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, con base en los principios de universalidad, indivisibilidad e interdependencia, así como el respeto al derecho internacional, incluidos el derecho internacional humanitario, el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional de los refugiados, son fundamentales para el funcionamiento de las sociedades democráticas, y subrayando la importancia del respeto al Estado de derecho, el acceso equitativo y efectivo a la justicia y la participación de todos los sectores de la sociedad en la toma de decisiones públicas;

REAFIRMANDO IGUALMENTE la importancia del sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos, cuyos órganos tienen competencia para promover la observancia de los derechos humanos en todos los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA), conforme a los compromisos contraídos por cada Estado, y que operan en forma subsidiaria a los sistemas jurisdiccionales nacionales;

REITERANDO el “compromiso para proteger y promover los derechos humanos en nuestro Hemisferio, y el fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos, con debido respeto a su autonomía e independencia”; reconociendo que “todos los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes y están relacionados entre sí” y que “la promoción y protección universal de los derechos humanos, incluidos los civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, así como el respeto al derecho internacional, entre ellos, el derecho internacional humanitario, el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional de los refugiados son fundamentales para el funcionamiento de las sociedades democráticas, y reconociendo asimismo los principios contenidos
en la Declaración y Programa de Acción de Viena que reafirma entre otros la importancia de garantizar la universalidad y objetividad del examen de las cuestiones de derechos humanos;

MANIFESTANDO que el fortalecimiento de la autonomía de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), en el marco de lo dispuesto en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Estatuto y el Reglamento de la CIDH, contribuirá al perfeccionamiento del sistema interamericano de derechos humanos;

CONSIDERANDO que la Organización puede servir de foro para contribuir a los esfuerzos de los Estados Miembros en el desarrollo y fortalecimiento de los sistemas nacionales de promoción y protección de los derechos humanos; 
RECORDANDO la Reunión de México sobre el Fortalecimiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, celebrada del 25 al 26 de junio de 2008, en la Ciudad de México, en la que participaron, a invitación de México, Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Panamá, Paraguay y Perú, cuyo documento de resultados (CP/doc.4329/08 corr. 1) fue acogido por el Consejo Permanente el 24 de julio de 2008; y

TENIENDO PRESENTE las declaraciones y planes de acción de la Tercera, Cuarta y Quinta Cumbres de las Américas, celebradas en la ciudad de Quebec, Canadá, Mar del Plata, Argentina y Puerto España, Trinidad y Tobago, respectivamente; y en particular, los párrafos 1, 82, y 83 de la Declaración de Compromiso de Puerto España,
/

RESUELVE:

1. Reafirmar el compromiso de los Estados Miembros de continuar fortaleciendo y perfeccionando el sistema interamericano para la promoción y protección de los derechos humanos y, en ese sentido, continuar implementando las siguientes acciones concretas tendientes al cumplimiento de los respectivos mandatos de los Jefes de Estado y de Gobierno, derivados de las Cumbres de las Américas:

a) la universalización del sistema interamericano de derechos humanos, considerando la firma y ratificación, ratificación o adhesión, lo antes posible y según sea el caso, de todos los instrumentos universales e interamericanos de derechos humanos;
b) el cumplimiento de las decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y el seguimiento de las recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH);
c) el perfeccionamiento del acceso de las víctimas a los mecanismos del sistema interamericano de derechos humanos;
d) el financiamiento adecuado de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de la CIDH, incluyendo el fomento de contribuciones voluntarias, a fin de seguir atendiendo sus actividades y responsabilidades; y 
e) el examen de la posibilidad de que la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la CIDH funcionen de manera permanente teniendo en cuenta, entre otros elementos, los criterios de dichos órganos.

2. Reconocer los siguientes avances en las áreas específicas del sistema interamericano de derechos humanos, a saber:

a) el amplio proceso de reflexión sobre el sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) del Consejo Permanente y la importancia de las sesiones realizadas en el ámbito de la CAJP con ese propósito y del intercambio de propuestas y comentarios entre los Estados Miembros y los órganos del sistema interamericano de derechos humanos, relacionados con el fortalecimiento y el perfeccionamiento del mismo, los cuales quedaron plasmados en el documento CP/CAJP-2665/08 rev. 8 corr. 3, “Resultados del proceso de reflexión sobre el sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos (2008-2009)”, entregado formalmente el 20 de marzo de 2009 a las Presidentas de los dos órganos del sistema, como aporte de los Estados al proceso de reformas que la CIDH y la Corte Interamericana de Derechos Humanos han encarado, dentro del más irrestricto respeto a la autonomía e independencia de dichos órganos; y
b) los procesos participativos y transparentes de reforma de los Reglamentos de la CIDH y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, llevados a cabo durante el año 2009 y, en particular, los aportes que a estos procesos ha hecho el diálogo sobre el funcionamiento del sistema interamericano de derechos humanos entre los Estados Miembros, los Miembros de la CIDH y los jueces de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y que contó con la participación de la sociedad civil, según se registra en el informe de la reunión (CP/CAJP-2904/10),

3. Encomendar al Consejo Permanente que, a fin de dar cumplimiento a los objetivos mencionados en el párrafo resolutivo 1 y complementar y reforzar los avances mencionados en el párrafo resolutivo 2:

a) continúe el amplio proceso de reflexión sobre el sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos, como un asunto de particular importancia en el programa de trabajo de la CAJP que se aprueba anualmente, y que en ese sentido se programen sesiones, teniendo en cuenta las propuestas que se han dado en el marco de las discusiones llevadas a cabo en dicha Comisión. Dicho proceso de reflexión continuará siendo efectuado en consulta con los Estados Miembros, órganos especializados del sistema interamericano de derechos humanos, organizaciones no gubernamentales, instituciones nacionales de derechos humanos, instituciones académicas y expertos calificados en la materia, sobre:

i. los principales retos que enfrenta el sistema interamericano para promover y proteger los derechos humanos en el Hemisferio;
ii. las posibles acciones para fortalecerlo y perfeccionarlo; y

iii. la pertinencia de convocar a una conferencia interamericana sobre derechos humanos;

b) de manera prioritaria, adopte medidas para lograr un incremento efectivo de los recursos económicos asignados a la CIDH en el programa-presupuesto de la Organización. Para estos efectos, agradecer el trabajo realizado por el Secretario General de la Organización e instarlo a que continúe sus esfuerzos y presente, antes del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General, propuestas adicionales tendientes a lograr el financiamiento adecuado de la CIDH en dicho programa-presupuesto;

c) apoye las iniciativas que emprendan la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la CIDH para solicitar financiamiento a los organismos internacionales y regionales, en beneficio de las actividades de los órganos del sistema interamericano para la promoción y protección de los derechos humanos;

d) inste, además, a los Estados Miembros a que contribuyan al Fondo Específico para el Fortalecimiento del Sistema Interamericano de Protección y Promoción de los Derechos Humanos, así como al Fondo de Capital de Aportes Voluntarios Oliver Jackman para el financiamiento del sistema interamericano de derechos humanos, creado mediante la resolución AG/RES. 2329 (XXXVII-O/07);

e) continúe la consideración de medios para promover el cumplimiento de las decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y el seguimiento de las recomendaciones de la CIDH por parte de los Estados Miembros;

f) continúe el análisis de las prioridades para el perfeccionamiento del sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos, incluido el examen de la posibilidad de que la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la CIDH puedan llegar a funcionar de manera permanente, teniendo en cuenta la información suministrada por los Presidentes de ambos órganos sobre el particular;

g) celebre anualmente, en el marco de la CAJP, el diálogo sobre el funcionamiento del sistema interamericano de derechos humanos, entre los Estados Miembros y los miembros de la CIDH y los jueces de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. La CAJP definirá la agenda de dicha reunión, con al menos dos meses de anticipación; y

h) solicite a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a la CIDH que continúen informando sobre el impacto y el significado en la práctica de sus reformas reglamentarias, tanto para el trabajo de ambos órganos como para el fortalecimiento del sistema. 

4. Expresar su agradecimiento a los Estados Miembros (Brasil, Chile, Costa Rica, y México) y Observadores Permanentes (España y Noruega), que realizaron en el año 2009 contribuciones voluntarias a la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Asimismo agradecer las contribuciones que a este órgano hicieron durante ese mismo período la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, la Fundación Konrad Adenauer y la Universidad de Santa Cruz. 

5. Expresar su agradecimiento a los Estados Miembros (Brasil, Canadá, Chile, Costa Rica, Estados Unidos y México) y Observadores Permanentes (Dinamarca, España, Francia, Gran Bretaña, Italia, Luxemburgo, República de Corea, Suecia y Suiza) que realizaron en el año 2009 contribuciones voluntarias a la CIDH. Asimismo agradecer las contribuciones que a este órgano hicieron durante ese mismo período el Banco Interamericano de Desarrollo, la Comisión Europea, el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados y la Universidad de Notre Dame. 

6. Continuar promoviendo el fortalecimiento de los sistemas nacionales de protección y promoción de los derechos humanos en los Estados Miembros y, para tal efecto, instar a los órganos, organismos y entidades pertinentes de la Organización a prestar, en la medida de sus posibilidades y dentro de sus recursos, cooperación y apoyo técnico a los Estados Miembros que lo soliciten, en forma tal que contribuyan a perfeccionar el cumplimiento de sus obligaciones internacionales en materia de derechos humanos y a desarrollar relaciones de cooperación e intercambios de información con la Federación Iberoamericana de Ombudsmen, la Asociación de Defensores del Pueblo del Caribe, la Red de Instituciones Nacionales de Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Américas, el Consejo Andino de Defensores del Pueblo y el Consejo Centroamericano de Procuradores de Derechos Humanos, entre otros.

7. Exhortar a los Estados Miembros a que consideren firmar y ratificar, ratificar o adherir, según sea el caso, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”.
8. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
/
AG/RES. 2606 (XL-O/10)

PROYECTO DE CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA EL RACISMO Y TODA FORMA DE DISCRIMINACIÓN E INTOLERANCIA

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)
LA ASAMBLEA GENERAL, 

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc. 5111/10 add. 1);


REAFIRMANDO lo contenido en las resoluciones AG/RES. 1712 (XXX-O/00), “Elaboración de un Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia”, AG/RES. 1774 (XXXI-O/01), AG/RES. 1905 (XXXII-O/02), AG/RES. 1930 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2038 (XXXIV-O/04), “Prevención del racismo y toda forma de discriminación e intolerancia y consideración de la elaboración de un Proyecto de Convención Interamericana”, AG/RES. 2126 (XXXV-O/05), AG/RES. 2168 (XXXVI-O/06), “Lucha contra el racismo y toda forma de discriminación e intolerancia y consideración del Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia”, y las resoluciones AG/RES. 2276 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2367 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2501 (XXXIX-O/09), “Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia”;
REAFIRMANDO el decidido compromiso de la Organización de los Estados Americanos en favor de la erradicación del racismo y de todas las formas de discriminación e intolerancia, y la convicción de que tales actitudes discriminatorias representan una negación de valores universales como los derechos inalienables e inviolables de la persona humana y de los propósitos, principios y garantías previstos en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en la Carta Democrática Interamericana y en la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial y la Declaración Universal sobre el Genoma Humano y los Derechos Humanos; 
REAFIRMANDO los principios de igualdad y no discriminación y reconociendo que la diversidad humana es un valioso elemento para el adelanto y el bienestar de la humanidad en general;

OBSERVANDO con preocupación que aún hoy un sinfín de seres humanos en nuestro Hemisferio siguen siendo víctimas de manifestaciones tradicionales y contemporáneas de racismo, discriminación e intolerancia; 

VISTO el documento CAJP/GT/RDI-57/07 rev. 13, “Documento consolidado: Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia”; y 
TOMANDO NOTA de los avances logrados y de las diferentes posiciones presentadas por los Estados Miembros en el seno del Grupo de Trabajo Encargado de Elaborar un Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia, 
RESUELVE:

1.
Reafirmar la voluntad y el decidido compromiso de los Estados Miembros para continuar realizando esfuerzos a fin de concluir las negociaciones sobre el Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia.
/ 
2.
Encomendar al Grupo de Trabajo Encargado de Elaborar un Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia que continúe las negociaciones, tomando en cuenta los avances reflejados en el “Documento consolidado: Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia” (CAJP/GT/RDI-57/07 rev. 13). 

3.
Tomar nota de las propuestas hechas por los Estados Miembros sobre el particular.
4.
Solicitar al Grupo de Trabajo que al adoptar su Plan de Trabajo considere los planteamientos metodológicos que contribuyan al proceso de negociación.

5.
Solicitar al Grupo de Trabajo que continúe promoviendo los aportes de los Estados Miembros, de los órganos, organismos y entidades de la Organización de los Estados Americanos (OEA), así como de las Naciones Unidas y de las organizaciones regionales, y exhortar a éstos a que sigan enviando sus contribuciones por escrito para la consideración del Grupo de Trabajo y que, conforme las “Directrices para la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA”, incluidas en la resolución del Consejo Permanente CP/RES. 759 (1217/99), continúe recibiendo las contribuciones de grupos en situación de vulnerabilidad, así como de las organizaciones de la sociedad civil interesadas. 

6.
Reiterar los mandatos encomendados al Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA) y a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) en los párrafos 5, 7 y 8 de la resolución AG/RES. 2168 (XXXVI-O/06). 

7.
Solicitar a la Secretaría General que, a través de la Secretaría Ejecutiva de la CIDH y del Departamento de Derecho Internacional de la Secretaría de Asuntos Jurídicos, continúe brindando apoyo a las actividades del Grupo de Trabajo. 
8.
Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2607 (XL-O/10)

LEY MODELO INTERAMERICANA SOBRE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO su resolución AG/RES. 2514 (XXXIX-O/09), “Acceso a la información pública: Fortalecimiento de la democracia”, la cual encomienda la elaboración de una Ley Modelo sobre Acceso a la Información Pública y una guía para su implementación, de conformidad con los estándares internacionales alcanzados en la materia;

RECORDANDO TAMBIÉN que el Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas, celebrada en la ciudad de Quebec en 2001, señala que los gobiernos asegurarán que sus legislaciones nacionales se apliquen de igual manera para todos, respetando la libertad de expresión y el acceso de todos los ciudadanos a la información pública; 

RECORDANDO ASIMISMO que los Jefes de Estado y de Gobierno, en la Declaración de Nuevo León de la Cumbre Extraordinaria de las Américas, celebrada en la ciudad de Monterrey en 2004, manifestaron su compromiso de establecer los marcos jurídicos y normativos, así como con las estructuras y condiciones necesarias para garantizar el derecho al acceso a la información pública;


TENIENDO EN CUENTA que la Secretaría General, a fin de implementar el mandato contenido en la resolución AG/RES. 2514 (XXXIX-O/09), estableció un grupo de expertos en el cual participaron representantes del Comité Jurídico Interamericano, la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión, el Departamento de Modernización del Estado y Gobernabilidad (ahora: Departamento para la Gestión Pública Efectiva), el Departamento de Derecho Internacional, así como expertos de algunos países y de la sociedad civil en materia de acceso a la información; y 


ACOGIENDO la presentación de la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información y su Guía de Implementación al Comité de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente, el pasado 29 de abril de 2010,
RESUELVE:

1. Tomar nota de la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información, documento CP/CAJP-2840/10, que forma parte de esta resolución, así como de la guía para su implementación, contenida en el documento CP/CAJP-2841/10.

2. Reafirmar, en lo que resulte aplicable, los mandatos contenidos en la resolución AG/RES. 2514 (XXXIX-O/09), “Acceso a la información pública: Fortalecimiento de la democracia”. En ese sentido, disponer que en la sesión especial programada para el segundo semestre de 2010 se tome en cuenta la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Pública y las observaciones que sobre la misma puedan presentar los Estados Miembros.

3. Encomendar a la Secretaría General que apoye los esfuerzos de los Estados Miembros que lo soliciten en el diseño, ejecución y evaluación de sus normativas y políticas en materia de acceso a la información pública por parte de la ciudadanía. 

4. Agradecer a la Secretaría General y a los expertos por la elaboración de la Ley Modelo Interamericana de Acceso a la Información Pública y la guía para su implementación. 
5. Que la ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

ANEXO

LEY MODELO INTERAMERICANA SOBRE ACCESO A LA INFORMACIÓN

(Documento presentado por el Grupo de Expertos sobre Acceso a la Información coordinado por el Departamento de Derecho Internacional de la Secretaría de Asuntos Jurídicos, de conformidad con la resolución AG/RES. 2514 (XXXIX-O/09) de la Asamblea General)

RECORDANDO: 

Que en la Declaración de Nuevo León los Jefes de Estado y de Gobierno de las Américas establecieron su compromiso de proporcionar los marcos jurídicos necesarios para garantizar el derecho de acceso a la información; 

Que la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA) encomendó al Departamento de Derecho Internacional, mediante su resolución AG/RES. 2514 (XXXIX-O/09), la elaboración de un proyecto de Ley Modelo sobre Acceso a la Información y una Guía para su Implementación con la colaboración del Comité Jurídico Interamericano, la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión y el Departamento de Modernización del Estado y Gobernabilidad, con la cooperación de los Estados Miembros, la sociedad civil y otros expertos, para servir como modelo de reforma en el Hemisferio, y

REAFIRMANDO: 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos, en particular el artículo 13 sobre la Libertad de Pensamiento y de Expresión;

La Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos;

El fallo de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en Claude Reyes v. Chile, que reconoció formalmente el derecho de acceso a la información como parte del derecho fundamental a la libertad de expresión; 

Los principios sobre el derecho de acceso a la información del Comité Jurídico Interamericano; 

Las Recomendaciones de Acceso a la Información elaboradas por el Departamento de Derecho Internacional de la OEA, en coordinación con los órganos, organismos y entidades del sistema interamericano, la sociedad civil, los expertos de los Estados Miembros y la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente;

Los informes anuales de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos;

La Declaración de Atlanta y el Plan de Acción de las Américas para el Avance del Derecho de Acceso a la Información del Centro Carter, y 

DESTACANDO:

Que el acceso a la información es un derecho humano fundamental y una condición esencial para todas las sociedades democráticas; 
Que el derecho de acceso a la información se aplica en sentido amplio a toda la información en posesión de órganos públicos, incluyendo toda la información controlada y archivada en cualquier formato o medio; 

Que el derecho de acceso a la información está basado en el principio de máxima divulgación de la información; 
Que las excepciones al derecho de acceso a la información deberán ser clara y específicamente establecidas por la ley; 
Que aun en la ausencia de una petición específica, los órganos públicos deberán divulgar información sobre sus funciones de forma regular y proactiva, de manera que asegure que la información sea accesible y comprensible; 

Que el proceso para solicitar información deberá regirse por reglas justas y no discriminatorias que establezcan plazos claros y razonables, que provean de asistencia para aquel que solicite la información, que aseguren el acceso gratuito o con un costo que no exceda el costo de reproducción de los documentos y que impongan a los órganos públicos la justificación del rechazo a una solicitud de acceso dando las razones específicas de la negativa; 
Que toda persona deberá tener el derecho de recurrir cualquier negativa u obstrucción al acceso a la información ante una instancia administrativa y de apelar las decisiones de este órgano administrativo ante los tribunales de justicia; 

Que toda persona que intencionalmente niegue u obstruya el acceso a la información violando las reglas establecidas en la presente ley deberá estar sujeta a sanción; y

Que deberán adoptarse medidas para promover, implementar y asegurar el derecho de acceso a la información en las Américas,

[Estado Miembro] aprueba la siguiente:

LEY MODELO INTERAMERICANA SOBRE ACCESO A LA INFORMACIÓN

I .Definiciones, alcance y finalidades, derecho de acceso e interpretación
Definiciones

1. En la presente ley, salvo que el contexto requiera lo contrario:

a) “Altos funcionarios” se refiere a cualquier funcionario dentro de una autoridad pública cuyo salario anual total exceda [USD$100,000];

b) “Autoridad pública” se refiere a cualquier autoridad gubernamental y a las organizaciones privadas comprendidas en el artículo 3 de esta ley; 

c) “Documento” se refiere a cualquier información escrita, independientemente de su forma, origen, fecha de creación o carácter oficial, de si fue o no fue creada por la autoridad pública que la mantiene y de si fue clasificada como confidencial o no; 
d) “Información” se refiere a cualquier tipo de dato en custodia o control de una autoridad pública;

e) “Información personal” se refiere a información relacionada a una persona viva y a través de la cual se puede identificar a esa persona viva; 

f) “Oficial de Información” se refiere al individuo o individuos designados por la autoridad pública de conformidad con los artículos 30 y 31 de esta ley;

g) “Publicar” se refiere al acto de hacer información accesible al público en general e incluye la impresión, emisión y las formas electrónicas de difusión; y

h) “Terceros interesados” se refiere a las personas que tienen un interés directo en impedir la divulgación de información que han proporcionado en forma voluntaria a una autoridad pública, ya sea porque dicha divulgación afecta su privacidad o sus intereses comerciales.

Alcance y finalidad 
2. Esta ley establece la más amplia aplicación posible del derecho de acceso a la información que esté en posesión, custodia o control de cualquier autoridad pública. La ley se basa en el principio de máxima publicidad, de tal manera que cualquier información en manos de instituciones públicas sea completa, oportuna y accesible, sujeta a un claro y preciso régimen de excepciones, las que deberán estar definidas por ley y ser además legítimas y estrictamente necesarias en una sociedad democrática. 

3. La presente ley se aplica a toda autoridad pública perteneciente a todas las ramas del Gobierno (Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial) y en todos los niveles de la estructura gubernamental interna (central o federal, regional, provincial o municipal); se aplica también a los órganos, organismos o entidades independientes o autónomos de propiedad del Gobierno o controlados por el mismo, bien actuando por facultades otorgadas por la Constitución o por otras leyes, y se aplica asimismo a las organizaciones privadas que reciben fondos o beneficios públicos sustanciales (directa o indirectamente) o que desempeñan funciones y servicios públicos, pero solamente con respecto a los fondos o beneficios públicos recibidos o a las funciones y servicios públicos desempeñados. Todos estos órganos deberán tener su información disponible de acuerdo con lo previsto en la presente Ley. 
Comentario: el término beneficios públicos no debe ser interpretado ampliamente, de manera tal de comprender dentro del término todo beneficio financiero recibido del Gobierno.

4. En caso de cualquier inconsistencia, esta ley prevalecerá sobre cualquier otra.

Comentario: Sin perjuicio que la Ley modelo no contiene una disposición que comprenda, dentro de su ámbito de aplicación, aquella información en posesión de empresas privadas que sea necesaria para el ejercicio o protección de los derechos humanos internacionalmente reconocidos, se hace notar que algunos Estados, entre ellos Sudáfrica, han adoptado este enfoque. 
Derecho de acceso a la información

5. Toda persona que solicite información a cualquier autoridad pública que esté comprendida por la presente ley tendrá los siguientes derechos, sujetos únicamente a las disposiciones del capítulo IV de esta ley: 

a) a ser informada si los documentos que contienen la información solicitada, o de los que se pueda derivar dicha información, obran o no en poder de la autoridad pública; 

b) si dichos documentos obran en poder de la autoridad pública que recibió la solicitud, a que se le comunique dicha información en forma expedita;

c) si dichos documentos no se le entregan al solicitante, a apelar la no entrega de la información;

d) a realizar solicitudes de información en forma anónima;

e) a solicitar información sin tener que justificar las razones por las cuales se solicita la información; 

f) a ser libre de cualquier discriminación que pueda basarse en la naturaleza de la solicitud; y

g) a obtener la información en forma gratuita o con un costo que no exceda el costo de reproducción de los documentos.

6. El solicitante no será sancionado, castigado o procesado por el ejercicio del derecho de acceso a la información. 

(1) 
El Oficial de Información deberá hacer esfuerzos razonables para ayudar al solicitante en relación con la solicitud, responder a la solicitud de forma precisa y completa y, de conformidad con la reglamentación aplicable, facilitar el acceso oportuno a los documentos en el formato solicitado.

(2) 
La Comisión de Información deberá hacer esfuerzos razonables para ayudar al solicitante en relación con un recurso de apelación interpuesto ante una negativa de divulgación de información. 

Interpretación

7. Toda persona encargada de la interpretación de esta ley, o de cualquier otra legislación o instrumento normativo que pueda afectar al derecho a la información, deberá adoptar la interpretación razonable que garantice la mayor efectividad del derecho a la información. 

II. Medidas para promover la apertura
Adopción de esquemas de publicación

8. (1) 
Toda autoridad pública deberá adoptar y diseminar de manera amplia, incluyendo la publicación a través de su página de Internet, un esquema de publicación aprobado por la Comisión de Información dentro de [seis] meses de:

i) la entrada en vigor de la presente ley; o

j) del establecimiento de la autoridad pública en cuestión.

(2) 
El esquema de publicación deberá establecer:

a) 
las clases de documentos que la autoridad publicará de manera proactiva; y

b) 
la forma en la cual publicará dichos documentos.

(3) 
Al adoptar un esquema de publicación, una autoridad pública deberá tomar en consideración el interés público: 

a) de permitir el acceso a la información que está en su posesión; y

b) de divulgar información de manera proactiva a los efectos de minimizar la necesidad de que los individuos presenten solicitudes de información. 
(4) 
Toda autoridad pública deberá publicar información de conformidad con su esquema de publicación.

Aprobación de esquemas de publicación

9. (1) 
Al aprobar un esquema de publicación, la Comisión de Información podrá establecer que dicha aprobación caducará en una fecha específica. 
(2) 
Al rechazar la aprobación de un esquema de publicación, la Comisión de Información deberá fundamentar las razones y proporcionar instrucciones razonables a la autoridad pública sobre cómo podrá enmendar el esquema para obtener su aprobación.

(3) 
La Comisión de Información podrá retirar su aprobación a un esquema de publicación dando [seis] meses de aviso y fundamentando su decisión.

(4) 
La Comisión de Información deberá tomar en consideración la necesidad de cumplir con el artículo 12 (2) al aprobar o rechazar la aprobación de un esquema de publicación. 

Esquemas de publicación modelo

10. (1) 
La Comisión de Información podrá adoptar o aprobar esquemas de publicación modelo para distintas clases de autoridades públicas.

(2) 
Cuando una autoridad pública en una clase particular adopte un esquema de publicación modelo aplicable a esa clase de autoridad pública, no deberá requerir la aprobación adicional de la Comisión de Información siempre que informe a la Comisión de Información que está empleando dicho esquema de publicación modelo.

(3) 
La Comisión de Información podrá establecer un tiempo límite para la validez de un esquema de publicación modelo o, dando [seis] meses de aviso a todas las autoridades que utilizan dicho modelo, terminar la validez de cualquier esquema de publicación modelo.

Clases de información clave

11. (1) 
Las clases de información clave sujetas a diseminación de manera proactiva por una autoridad pública son las siguientes:

k) la descripción de su estructura orgánica, de sus funciones y deberes, de la ubicación de sus departamentos y organismos, de sus horas de atención al público y de los nombres de sus funcionarios;

l) las calificaciones y salarios de los altos funcionarios; 

m) todo mecanismo interno y externo de supervisión, de reportes y de monitoreo de la autoridad pública, incluyendo sus planes estratégicos, códigos de gobernabilidad empresarial y principales indicadores de desempeño, incluidos los informes de auditoría; 
n) su presupuesto y planes de gasto público del año fiscal en curso y de años anteriores, y los informes anuales sobre la manera en que se ejecuta el presupuesto; 
o) sus procedimientos, lineamientos, políticas en materia de adquisiciones, contratos otorgados y datos para la ejecución y seguimiento del desempeño de contratos; 
p) las escalas salariales, incluyendo todos los componentes y subcomponentes del salario total, correspondientes a todas las categorías de funcionarios y consultores que trabajan en la autoridad pública (actualizando la información en cada oportunidad que se realicen reclasificaciones de puestos); 

q) detalles pertinentes sobre todo servicio que brinde directamente al público, incluyendo normas, cartas y protocolos de atención al cliente;

r) todo mecanismo de presentación directa de solicitudes o denuncias a disposición del público en relación con acciones u omisiones de esa autoridad pública, junto con un resumen de toda solicitud, denuncia u otra acción directa de personas y la respuesta de ese órgano;

s) una descripción de las facultades y deberes de sus funcionarios principales y los procedimientos que se siguen para tomar decisiones;

t) todas las leyes, reglamentos, resoluciones, políticas, lineamientos o manuales u otros documentos que contengan interpretaciones, prácticas o precedentes sobre el desempeño del órgano en el cumplimiento de sus funciones que afectan al público en general;

u) todo mecanismo o procedimiento por medio del cual el público pueda presentar peticiones o de alguna otra manera incidir en la formulación de la política o el ejercicio de las facultades de esa autoridad pública; 

v) una guía sencilla que contenga información adecuada sobre sus sistemas de mantenimiento de documentos, los tipos y formas de información que obran en su poder, las categorías de información que publica y los procedimientos que deben seguirse para formular una solicitud de información y una apelación interna; 

w) un registro de solicitudes y divulgaciones, de conformidad con el artículo 18, que contenga una lista de las solicitudes recibidas y los documentos divulgados de conformidad con la presente ley, los que deberán estar automáticamente disponibles, así como un registro de activos de información, de conformidad con el artículo 17;

x) una lista completa de los subsidios otorgados por la autoridad pública;

y) aquella información que sea solicitada con frecuencia; y

z) cualquier información adicional que la autoridad pública considere oportuno publicar.

(2) 
Los esquemas de publicación adoptados por las autoridades públicas deberán cubrir todas las clases de información clave establecidas en el artículo 12 (1) dentro de un plazo de [siete] años contados a partir de la adopción del primer esquema de publicación de esa autoridad pública, de conformidad con el artículo 9 (1). 

(3) 
La autoridad pública deberá crear y archivar en forma anual una imagen digital de su página web que contenga toda la información requerida por el esquema de publicación. 

Comentario: La lista de elementos sujetos a divulgación proactiva se sujeta, obviamente, a las excepciones establecidas en el capítulo IV de la ley. Sin embargo, quien tiene el poder de determinar la aplicación del capítulo IV es exclusivamente la Comisión de Información (no la autoridad pública), al formular y aprobar los esquemas de publicación.

Políticas públicas y poblaciones específicas 
12. (1) 
Los documentos de políticas públicas deberán ser de acceso público. 

(2) 
Nadie podrá sufrir perjuicio alguno debido a la aplicación de una política pública que no fue divulgada de conformidad con el inciso (1) del presente artículo. 

13. Las autoridades públicas deberán divulgar la información que afecta a una población específica de la manera y la forma que permita a esa población afectada acceder a esa información, salvo que existan fundadas razones legales, políticas, administrativas o de interés público para no hacerlo.

Otras leyes y mecanismos que contemplan la divulgación de información 

14. La presente ley no afecta el ejercicio de otra ley o acto administrativo que:

a) requiera que la información contenida en documentos en posesión, custodia o control del Gobierno esté a disposición del público;

b) permita el acceso de todas las personas a los documentos en posesión, custodia o control del Gobierno; o 

c) requiera la publicación de información sobre las operaciones del Gobierno;

15. Cuando cualquier persona solicite información, dicha solicitud deberá ser procesada de manera igualmente favorable como si la hubiese realizado bajo esta ley. 

Registros de activos de información

16. (1) 
Toda autoridad pública deberá crear y mantener actualizado un registro de activos de información que incluya:
a) todas las categorías de información publicada por la entidad;
b) todo documento publicado; y 
c) todo documento disponible para ser comprado por el público.
(2) 
La Comisión de Información podrá establecer estándares en relación con los registros de activos de información.

(3) 
Toda autoridad pública deberá asegurarse de que sus registros de activos de información cumplan con los estándares establecidos por la Comisión de Información.
Registros de solicitudes y divulgaciones

17. (1) 
Las autoridades públicas deberán crear, mantener y publicar un registro de solicitudes y divulgaciones de todos los documentos divulgados en respuesta a solicitudes realizadas de conformidad con la presente ley, en su sitio web y en el área de recepción de todas sus oficinas, accesibles al público, sujeto a la protección de la privacidad del solicitante original. 
(2) 
La Comisión de Información podrá establecer estándares relacionados con la información contenida en los registros de solicitudes y divulgaciones. 

(3) 
Toda autoridad pública deberá asegurarse de cumplir con los estándares que la Comisión de Información establezca para el mantenimiento de los registros de solicitudes y divulgaciones. 
Información divulgada con anterioridad
18. (1)
Las autoridades públicas deberán garantizar y facilitar a los solicitantes, de la manera más sencilla posible, el acceso a todos los documentos previamente divulgados.

(2) 
Las solicitudes de documentos contenidos en los registros de solicitudes y divulgaciones, deberán publicarse, a la mayor brevedad, cuando dichos documentos estén en formato electrónico y, cuando no estén en formato electrónico, a más tardar a los [tres] días hábiles a partir de la presentación de una solicitud.

(3) 
Cuando la respuesta a una solicitud se haya entregado en formato electrónico, ésta deberá hacerse pública de manera proactiva en la página web de la autoridad pública. 

(4) 
En caso de que por segunda vez se solicite la misma información, ésta deberá hacerse pública de manera proactiva en la página web de la autoridad pública. 

III. Acceso a la información que obra en poder de
 las autoridades públicas

Solicitud de información 

19. La solicitud de información puede ser presentada por medio escrito, por vía electrónica, verbalmente en persona, por teléfono o por cualquier otro medio análogo, con el Oficial de Información correspondiente. En todos los casos, la solicitud deberá ser debidamente registrada conforme a lo dispuesto por el artículo 21 de la presente ley. 

20. Salvo que la información pueda ser entregada de manera inmediata, toda solicitud de información deberá ser registrada y se le deberá asignar un número para su debido seguimiento, el cual deberá ser proporcionado al solicitante junto con la información de contacto del Oficial de Información encargado de procesar esta solicitud.

21. No deberá haber costo alguno para la presentación de una solicitud.

22. Las solicitudes de información deberán registrarse en el orden en el que son recibidas y deberán ser atendidas en una forma justa y sin discriminación alguna.

23. (1) 
Una solicitud de información deberá contener los siguientes datos:

a) información de contacto para recibir notificaciones así como la información solicitada;

b) una descripción suficientemente precisa de la información solicitada para permitir que la información sea ubicada; y

c) la forma preferida de entrega de la información solicitada.

(2) 
En caso de que no se haya indicado la preferencia en la forma de entrega, la información solicitada deberá entregarse de la manera más eficiente y que suponga el menor costo posible para la autoridad pública. 
Comentario: El solicitante no necesita dar su nombre en la solicitud de información. Sin embargo, en la medida en que la solicitud se refiera a información personal, será necesario incluir el nombre del solicitante. 
24. (1) 
La autoridad pública que reciba una solicitud deberá realizar una interpretación razonable acerca del alcance y la naturaleza de la solicitud. 

(2) 
En caso de que la autoridad pública tenga dudas acerca del alcance o naturaleza de la información solicitada, deberá ponerse en contacto con el solicitante con el objetivo de clarificar lo solicitado. La autoridad pública tiene la obligación de asistir al solicitante en relación con su solicitud y de responder a la solicitud en forma precisa y completa.

25. (1) 
En caso de que la autoridad pública determine, de manera razonable, que no es ella la autoridad responsable de contestarla, deberá, de la manera más rápida posible y en todo caso dentro de un plazo no mayor a [cinco] días hábiles, enviar la solicitud a la autoridad correcta para que ésta procese la solicitud. 

(2) 
La autoridad pública que recibió la solicitud deberá notificar al solicitante que su solicitud ha sido remitida a otra autoridad pública a fin de poder ser atendida. 

(3) 
La autoridad pública que reciba la solicitud deberá proveer al solicitante información de contacto para que el solicitante pueda darle el debido seguimiento a su solicitud.
/ 
Notificación a terceros interesados

26. Las terceras partes interesadas deberán ser informadas en un período de [cinco] días desde la recepción de una solicitud y se les dará un plazo de [diez] días para manifestar lo que a su derecho corresponda ante la autoridad pública que recibió la solicitud. En esta comunicación escrita el tercero interesado podrá: 

a) consentir al acceso de la información solicitada; o

b) establecer las razones por las cuales la información no debería hacerse pública.

Costos de reproducción

27. (1) 
El solicitante sólo pagará el costo de reproducción de la información solicitada y, de ser el caso, el costo de envío, si así lo hubiese requerido. La información enviada de manera electrónica no podrá tener ningún costo.

(2) 
El costo de reproducción no podrá exceder el valor del material en el que se reprodujo la información solicitada; el costo del envío no deberá exceder el costo que éste pudiera tener en el mercado. El costo del mercado, para este propósito, deberá ser establecido periódicamente por la Comisión de Información.

(3)
Las autoridades públicas podrán entregar la información de forma totalmente gratuita, incluyendo costos de reproducción y envío, para cualquier ciudadano que tenga ingresos anuales menores a una cantidad establecida por la Comisión de Información. 

(4) 
La Comisión de Información establecerá normas adicionales con relación a los costos que podrán incluir la posibilidad de que cierta información sea entregada sin costo cuando se trate de casos de interés público, o la posibilidad de establecer un número mínimo de páginas que se entreguen sin costo alguno. 

Forma de Acceso

28. Las autoridades públicas facilitarán el acceso mediante exhibición de documentos originales en instalaciones adecuadas para tales propósitos. 

Oficial de Información 

29. El titular de la autoridad pública responsable de responder las solicitudes de información deberá designar un Oficial de Información. Este será el encargado de implementar la ley en dicha autoridad pública. La información de contacto para cada Oficial de Información deberá publicarse en la página web de la autoridad pública y estar fácilmente accesible al público. 

30. El Oficial de Información tendrá, además de las obligaciones específicamente establecidas en otras secciones de esta ley, las siguientes obligaciones: 

a) promover dentro de la autoridad pública las mejores prácticas en relación con el mantenimiento, archivo y eliminación de los documentos; y
b) ser el contacto central en la autoridad pública para la recepción de solicitudes de información, para la asistencia a los individuos que solicitan información y para la recepción de denuncias sobre la actuación de la autoridad pública en la divulgación de información. 

Búsqueda de documentos

31. Tras el recibo de una solicitud de información, la autoridad pública que reciba la solicitud tendrá que emprender una búsqueda razonable de los documentos necesarios para responder a la solicitud. 
Mantenimiento de documentos

32. El/la [autoridad responsable de archivos] deberá elaborar, en coordinación con la Comisión de Información, un sistema de mantenimiento de documentos que será vinculante para toda autoridad pública. 
Información extraviada

33. Cuando una autoridad pública no esté en posibilidades de localizar la información que dé respuesta a una solicitud y se establezca que la información debería existir en sus archivos, se requerirá que se haga un esfuerzo razonable para obtener la información extraviada a fin de entregarle una respuesta al solicitante. 
Período de respuesta 

34. (1) 
Toda autoridad pública deberá responder a una solicitud de información lo antes posible y, como máximo, dentro de [veinte] días hábiles contados a partir de la recepción de la solicitud. 
(2) 
En caso de que una solicitud haya sido transferida de una autoridad pública a otra, la fecha de recibo será la fecha en que la autoridad pública competente para responder la solicitud recibió la misma, pero en ningún caso deberá esa fecha exceder los [diez] días hábiles a partir de la fecha en que la solicitud fue inicialmente recibida por una autoridad pública con competencia para recibir solicitudes de información. 
Prórroga 

35. (1) 
Toda vez que una solicitud requiera una búsqueda o revisión de un gran número de documentos, una búsqueda en oficinas físicamente separadas de la oficina que recibió la solicitud o consultas con otras autoridades públicas antes de adoptar una decisión con respecto a la divulgación de la información, la autoridad pública que tramita la solicitud podrá prorrogar el plazo para responder a la solicitud por un período de hasta [veinte] días hábiles adicionales. 
(2) 
En caso de que la autoridad pública no pueda completar el proceso de respuesta en [veinte] días hábiles o, si se cumplen con las condiciones del párrafo 1, en [cuarenta] días hábiles, la falta de respuesta de la autoridad pública se entenderá como un rechazo a la solicitud.

(3) 
En casos verdaderamente excepcionales, cuando la solicitud comprenda un volumen significativo de información, la autoridad pública podrá solicitar a la Comisión de Información el establecimiento de un plazo mayor a los [cuarenta] días hábiles para responder a la solicitud. 

(4) 
Cuando una autoridad pública no cumpla con los plazos establecidos en este artículo, la información se entregará sin costo. Asimismo, la autoridad que no cumpla con los referidos plazos deberá obtener la aprobación previa de la Comisión de Información para negarse a divulgar información o para realizar una divulgación parcial de información. 

36. La notificación a terceras personas no eximirá a las autoridades públicas de cumplir con los plazos establecidos en esta ley para responder una solicitud.

Avisos al solicitante

37. Cuando la autoridad pública considere razonablemente que una solicitud tendrá costos de reproducción superiores a los establecidos por la Comisión de Información o que requerirá más de [veinte] días hábiles para responder, podrá informar al solicitante con el fin de darle la oportunidad de reducir o modificar el alcance de su solicitud. 

38. (1) 
Las autoridades públicas deberán garantizar el acceso en la forma solicitada a menos que: 

a) se pueda dañar el documento;

b) se violen derechos de autor que no pertenezcan a la autoridad pública; o

c) ello no sea viable debido a la necesidad de excluir o tachar cierta información contenida en el documento, de conformidad con el capítulo IV de esta ley.

(2) 
Cuando se solicite información en formato electrónico que ya está disponible al público en Internet, la autoridad pública podrá dar por satisfecha la solicitud si indica al solicitante la dirección URL de manera exacta.

(3)
Cuando el solicitante solicite la información por medio de un formato no electrónico, la autoridad pública no podrá responder a dicha solicitud haciendo referencia a la dirección URL.

39. (1) 
Cuando la información se entrega al solicitante, éste deberá ser notificado e informado sobre cualquier costo o acción necesaria para acceder a la información.

(2) 
En caso de que la información solicitada o una parte de ella no se entregue al solicitante debido a que está comprendida dentro del régimen de excepciones conforme al capítulo IV de esta ley, la autoridad pública deberá dar a conocer al solicitante: 

a)
un estimado razonable del volumen de material que se considera reservado;

b)
una descripción específica de las disposiciones de esta ley empleadas para la reserva; y

c)
su derecho a interponer una apelación.

IV. Excepciones

Excepciones a la divulgación

40. Las autoridades públicas pueden rechazar el acceso a la información únicamente bajo las siguientes circunstancias, cuando sean legítimas y estrictamente necesarias en una sociedad democrática, basándose en los estándares y jurisprudencia del sistema interamericano: 

a) Cuando el acceso dañare los siguientes intereses privados:

1. el derecho a la privacidad, incluyendo privacidad relacionada a la vida, la salud o la seguridad;

2. los intereses comerciales y económicos legítimos; o

3. patentes, derechos de autor y secretos comerciales.

Las excepciones de este literal no deberán aplicarse cuando el individuo ha consentido en la divulgación de sus datos personales o cuando de las circunstancias del caso surja con claridad que la información fue entregada a la autoridad pública como parte de aquella información que debe estar sujeta al régimen de publicidad. 

La excepción del literal (a) 1 no tendrá aplicación con respecto a asuntos relacionados con las funciones de los funcionarios públicos o bien cuando hayan transcurrido más de [veinte] años desde la defunción del individuo en cuestión.

Comentario: En casos donde la información sobre intereses comerciales y económicos legítimos haya sido proporcionada a la autoridad pública de manera confidencial, dicha información deberá permanecer exenta de divulgación.

b) Cuando el acceso generare un riesgo claro, probable y específico de un daño significativo, [el cual deberá ser definido de manera más detallada mediante ley] a los siguientes intereses públicos: 

1. seguridad pública;

2. defensa nacional; 

3. la futura provisión libre y franca de asesoramiento dentro de y entre las autoridades públicas;

4. elaboración o desarrollo efectivo de políticas públicas;

5. relaciones internacionales e intergubernamentales; 
6. ejecución de la ley, prevención, investigación y persecución de delitos; 

7. habilidad del Estado para manejar la economía;

8. legítimos intereses financieros de la autoridad pública; y

9. exámenes y auditorías, y procesos de examen y de auditoría.

Las excepciones contenidas en los literales (b) 3, 4, y 9 no deberán aplicarse a hechos, análisis de hechos, informaciones técnicas y estadísticas.

La excepción del literal (b) 4 no deberá aplicarse una vez que la política pública se haya aprobado.

La excepción del literal (b) 9 no deberá aplicarse a los resultados de un examen o de una auditoría en particular, una vez que éstos hayan concluido.

c) Cuando permitir el acceso constituyere una violación a las comunicaciones confidenciales, incluida la información legal que debe ser considerada privilegiada.

Comentario: A pesar de que el sistema interamericano prevé una posible excepción para la protección del “orden público”, ésta es explícitamente rechazada en esta Ley Modelo por considerar que dicha expresión es sumamente vaga y podría ocasionar abusos en la aplicación de la excepción. 

Comentario: Para cumplir con los estándares del sistema interamericano requiriendo un régimen de excepciones claro y preciso, se entenderá que el texto en corchetes del literal (b) “definido de manera más detallada mediante ley”, incluye las definiciones realizadas a través de la legislación o de la jurisprudencia, de las cuales resultará una definición de las excepciones. Asimismo, aunque este texto permite que se definan de manera más detallada por ley, la operación de dichas definiciones adicionales se limita por los principios y disposiciones de esta ley. A dicho efecto, la ley establece un derecho amplio de acceso a la información basado en el principio de máxima divulgación (artículo 2); establece que esta ley prevalece sobre cualquier otra legislación, en casos de inconsistencia (artículo 4); y requiere que cualquier persona a cargo de interpretar la ley o algún otro instrumento que puede llegar a afectar el derecho de acceso a la información adopte cualquier interpretación razonable a favor de la divulgación (artículo 8). 
Divulgación parcial 

41. En aquellas circunstancias en que la totalidad de la información contenida en un documento no esté exenta de divulgación mediante las excepciones enunciadas en el artículo 41, podrá hacerse una versión del documento que tache o cubra solamente las partes del documento sujetas a la excepción. La información no exenta deberá ser entregada al solicitante y hacerse pública. 
Divulgación histórica

42. Las excepciones a las que se refiere el artículo 41 (b) no son aplicables en el caso de un documento que tenga más de [doce] años de antigüedad. Cuando una autoridad pública desee reservar la información, este período podrá ser extendido hasta por otros [doce] años mediante la aprobación de la Comisión de Información. 
Supremacía del interés público

43. Ninguna autoridad pública puede negarse a indicar si un documento obra o no en su poder o negar la divulgación de un documento, de conformidad con las excepciones contenidas en el artículo 41, salvo que el daño causado al interés protegido sea mayor al interés público de obtener acceso a la información. 

44. Las excepciones contenidas en el artículo 41 no deberán aplicarse en casos de graves violaciones de derechos humanos o de delitos contra la humanidad. 
V. Apelaciones

Apelación interna

45. (1) 
El solicitante podrá, dentro de un plazo de [sesenta] días hábiles contados a partir de la falta de contestación a su solicitud o a partir de la verificación de cualquier otro incumplimiento de las reglas establecidas en esta ley respecto a la contestación de solicitudes, presentar una apelación interna frente al titular de la autoridad pública.

(2) 
El titular de la autoridad pública deberá emitir una resolución fundada y por escrito dentro de un plazo no mayor a [diez] días hábiles a partir de la recepción de la apelación interna y entregar al solicitante una copia de dicha resolución.

(3) 
Si el solicitante decide presentar una apelación interna, deberá esperar el término completo de los tiempos establecidos en esta disposición antes de presentar una apelación externa. 

Comentario: Una apelación interna no debe ser obligatoria sino opcional para el solicitante antes de presentar una apelación externa.

Apelación externa

46. (1) 
Cualquier solicitante que considere que su solicitud no ha sido atendida de conformidad con las disposiciones de esta ley, independientemente de que haya presentado o no una apelación interna, tiene derecho a presentar una apelación frente a la Comisión de Información. 

(2) 
Dicha apelación deberá presentarse dentro de un plazo no mayor a [sesenta] días del vencimiento de los plazos establecidos para la contestación de una solicitud o para la contestación de una apelación interna, de conformidad con las disposiciones de esta ley. 

(3) 
Dicha apelación deberá contener:

a) la autoridad pública ante la cual se presentó la solicitud;

b) información para poder contactar al solicitante;

c) los fundamentos de la apelación; y

d) cualquier otra información que el solicitante considere relevante.

47. Una vez recibida una apelación, la Comisión de Información podrá mediar entre las partes a fin de lograr la entrega de la información sin necesidad de agotar el proceso de apelación.

48. (1) 
La Comisión de Información deberá registrar la apelación en un sistema de seguimiento centralizado e informará a todas las partes interesadas, incluidas las terceras partes, sobre la apelación y su derecho a comparecer en el proceso. 

(2) 
La Comisión de Información deberá establecer reglas claras y no discriminatorias en lo relativo a la sustanciación de la apelación a través de las cuales se asegure a todas las partes la oportunidad de comparecer en el proceso. 

(3)
Cuando la Comisión de Información no tenga certeza del alcance o la naturaleza de una solicitud o apelación, deberá contactar al recurrente para que aclare lo que está solicitando o apelando.

49. (1)
La Comisión de Información tomará una decisión dentro de un plazo de [sesenta] días hábiles dentro de los que se incluyen cualquier intento de mediación. En circunstancias excepcionales, los plazos podrán ser ampliados por otros [sesenta] días hábiles. 

(2)
La Comisión de Información podrá decidir:

a) rechazar la apelación;

b) requerir a la autoridad pública para que tome las medidas necesarias para cumplir con sus obligaciones conforme a esta ley, tales como, pero no limitadas a, la entrega de la información o la reducción de costos.

(3)
La Comisión de Información deberá notificar al solicitante, a la autoridad pública y a cualquier parte interesada de su decisión. Cuando la decisión no sea favorable al solicitante, éste deberá ser informado de su derecho de apelación.

(4)
Si la autoridad pública no cumple la decisión de la Comisión de Información dentro de los plazos establecidos en dicha decisión, la Comisión de Información o el solicitante podrán interponer una queja frente al tribunal [competente] a efectos de obtener el cumplimiento de la misma. 

Comentario: La forma de obligar el cumplimiento previsto en el numeral 4 de este artículo variará de acuerdo con cada país. 

Revisión judicial

50. Un solicitante puede entablar una demanda de revisión en los tribunales solamente para impugnar una decisión de la Comisión de Información, dentro de un plazo no mayor a [sesenta] días contados a partir de una decisión adversa o del vencimiento de los plazos establecidos por esta ley para responder a las solicitudes. 
51. El tribunal deberá tomar una decisión final tanto en la parte procedimental como substantiva a la brevedad posible.

Comentario: Estas reglas se establecen partiendo del supuesto de que en muchos países las cortes tienen todos los poderes necesarios para procesar este tipo de casos, incluyendo la posibilidad de sancionar a las autoridades públicas. Cuando este no sea el caso, es probable que haya necesidad de otorgarle estos poderes a través de la ley de acceso a la información. 

Carga de la prueba

52. La carga de la prueba deberá recaer en la autoridad pública a fin demostrar que la información solicitada está sujeta a una de las excepciones contenidas en el artículo 41. En particular, la autoridad deberá establecer: 
a) que la excepción es legítima y estrictamente necesaria en una sociedad democrática basada en los estándares y jurisprudencia del sistema interamericano;

b) que la divulgación de la información podría causar un daño sustancial a un interés protegido por esta ley; y

c) que la probabilidad y el grado de dicho daño es superior al interés público en la divulgación de la información.

VI. La Comisión de Información
Establecimiento de la Comisión de Información

53. (1) 
Por medio de esta ley se crea una Comisión de Información que tendrá a su cargo la promoción de la efectiva implementación de esta ley;

(2) 
La Comisión de Información deberá tener personalidad jurídica completa, incluyendo poderes para adquirir y disponer de propiedad y el poder de demandar y ser demandada;

(3) 
La Comisión de Información deberá tener autonomía operativa, de presupuesto y de decisión, y deberá entregar informes periódicos al Poder Legislativo;

(4) 
El Poder Legislativo deberá aprobar el presupuesto de la Comisión de Información, el que deberá ser suficiente para que la Comisión de Información pueda cumplir con sus facultades de manera adecuada. 

54. (1) 
La Comisión de Información deberá estar integrada por [tres o más] comisionados que reflejen una diversidad de experiencia y talento. 

(2) 
Los Comisionados deberán elegir al Presidente de la Comisión de Información. 

Comentario: Es preferible que la Comisión de Información esté integrada por cinco comisionados. En comparación con un cuerpo colegiado de cinco miembros, un cuerpo de tres puede aislar y obstruir el consejo y la participación de uno de los comisionados en casos donde los otros dos estén cercanamente asociados de manera filosófica, personal o política: una dinámica que es más difícil en un cuerpo de cinco.

55. Nadie podrá ser nombrado comisionado si no cumple con los siguientes requisitos:

a) ser ciudadano;

b) ser una persona de alto carácter moral;

c) no haber ocupado un cargo [de alto nivel] en el Gobierno o partido político en los últimos [dos] años; y,

d) no haber sido condenado por un delito violento o un delito que comprometa su honestidad en los últimos [cinco] años, salvo que haya sido objeto de indulto o amnistía.

56. Los Comisionados serán designados por el [Poder Ejecutivo] luego de haber sido nominados por una mayoría de dos tercios de los miembros del [Poder Legislativo] y en un proceso que cumpla con los siguientes principios:

a) participación del público en el proceso de nominación;

b) transparencia y apertura; y

c) publicación de una lista de los candidatos que se consideren más idóneos para el cargo.

Comentario: A fin de aumentar la confianza en la institución, es preferible que tanto el ejecutivo como la legislatura participen en el proceso de selección; que cualquier decisión de la legislatura sea por una mayoría calificada suficiente para garantizar el apoyo bipartidista o multipartidista (ej: 60% o dos tercios); que el público tenga la oportunidad de participar en el proceso de nominación, y que el proceso sea transparente. Hay dos enfoques principales: nombramiento ejecutivo, con la nominación y aprobación de la legislatura, y nombramiento legislativo, con la nominación o aprobación del ejecutivo.

57. (1)
Los Comisionados desempeñarán sus funciones a tiempo completo y serán remunerados con un sueldo igual al de un juez [de un tribunal de segunda instancia].

(2)
Los Comisionados no podrán tener otro empleo, cargo o comisión, a excepción de instituciones académicas, científicas o filantrópicas.

Comentario: Se recomienda que los Comisionados sirvan a tiempo completo y que su salario esté vinculado a un monto fijado externamente para aumentar la independencia de éstos. 

58. El cargo de los comisionados tendrá una duración de [cinco] años y podrá ser renovado una sola vez.

Comentario: Para garantizar la continuidad de servicio, es necesario alternar los mandatos de los comisionados cuando la comisión sea inicialmente creada, con el objetivo de evitar que expiren en el mismo año los términos de más de las dos terceras partes de los miembros de la Comisión de Información. 

59. (1)
Los comisionados sólo podrán ser destituidos o suspendidos de sus cargos de conformidad con el proceso de selección mediante el cual fueron designados y solamente por razones de incapacidad o por alguna conducta que amerite la destitución de su cargo. Estas conductas incluyen:

a) ser condenado por un delito;

b) afección de salud que afecte directamente su capacidad individual para cumplir con sus obligaciones;

c) infracciones graves a la Constitución o a esta ley;

d) negativa a cumplir con cualquiera de los requisitos de divulgación, tales como no hacer público su salario o los beneficios de los que goza.

(2) 
Cualquier comisionado que haya sido destituido o suspendido de su cargo tiene derecho a apelar dicha destitución o suspensión ante el Poder Judicial. 

Facultades y atribuciones de la Comisión

60. Además de las facultades establecidas por esta ley, la Comisión de Información tendrá todas las facultades necesarias para cumplir con sus obligaciones, entre las cuales deberán incluirse las siguientes: 

a) revisar la información en posesión de cualquier autoridad pública, incluso mediante inspecciones in situ;
b) autorización sua sponte de monitorear, investigar y ejecutar el cumplimiento de la ley;

c) llamar testigos y presentar pruebas en el contexto de un proceso de apelación;

d) adoptar las normas internas que sean necesarias para desempeñar sus funciones;

e) expedir recomendaciones a las autoridades públicas; y

f) mediar disputas entre las partes de una apelación.

61. Además de los deberes ya establecidos por esta ley, la Comisión de Información tendrá los siguientes deberes: 

a) interpretar la presente ley;

b) apoyar y orientar, previa solicitud, a las autoridades públicas en la implementación de esta ley;

c) promover la concientización acerca de la presente ley y sus disposiciones, así como su comprensión, entre el público, incluso mediante la publicación y difusión de una guía sobre el derecho de acceso a la información;

d) formular recomendaciones sobre la legislación vigente y legislación propuesta; 

e) remitir los casos en donde se sospeche mala conducta administrativa o penal a los órganos competentes; y

f) cooperar con la sociedad civil.

Informes
62. (1) 
Las autoridades públicas deberán presentar informes anuales a la Comisión sobre sus actividades de conformidad con, o para promover el cumplimiento de, la presente ley. Este informe incluirá, por lo menos, información sobre: 

a) el número de solicitudes de información recibidas, concedidas en su totalidad o en parte, y de las solicitudes denegadas; 

b) cuáles secciones de la ley fueron invocadas para denegar, en su totalidad o en parte, las solicitudes de información y con qué frecuencia fueron invocadas;

c) apelaciones interpuestas contra la negativa a comunicar información;

d) los costos cobrados por las solicitudes de información;

e) sus actividades de conformidad con el artículo 12 (obligación de publicar); 
f) sus actividades de conformidad con el artículo 33 (mantenimiento de documentos);

g) sus actividades de conformidad con el artículo 68 (capacitación de funcionarios)

h) información sobre el número de solicitudes respondidas dentro de los plazos establecidos por esta Ley;

i) información sobre el número de solicitudes respondidas fuera de los plazos establecidos por esta Ley, incluyendo las estadísticas de cualquier demora en la contestación; y

j) cualquier otra información que sea útil a los efectos de evaluar el cumplimiento de esta ley por parte de las autoridades públicas.

(2)
La Comisión deberá presentar informes anuales sobre la operación de la Comisión y el funcionamiento de la ley. Este informe incluirá al menos toda información que reciba de las autoridades públicas en cumplimiento del derecho de acceso, el número de apelaciones presentadas ante la Comisión, incluyendo un desglose del número de apelaciones provenientes de las diversas autoridades públicas y los resultados y el estado de las mismas.

Responsabilidad penal y civil 

63. Nadie será objeto de acción civil o penal, ni de perjuicio laboral, por un acto de buena fe en el ejercicio, cumplimiento o intención de cumplimiento de las facultades o atribuciones en los términos de la presente ley, siempre que se haya actuado razonablemente y de buena fe.

64. Es delito penal actuar deliberadamente con intención de destruir o alterar documentos una vez que hayan sido objeto de una solicitud de información.

65. (1)
Se considerarán como infracciones administrativas las siguientes conductas deliberadas: 

a) obstruir el acceso a cualquier documento en forma contraria a lo dispuesto en las secciones II y III de esta ley;

b) impedir a una autoridad pública el cumplimiento de sus obligaciones conforme a las secciones II y III de esta ley;

c) interferir con el trabajo de la Comisión de Información;

d) incumplir las disposiciones de esta ley;

e) omitir la creación de un documento en incumplimiento de políticas o normas aplicables o con la intención de impedir el acceso a la información; y

f) destruir documentos sin autorización

(2)
Cualquier persona puede denunciar la comisión de una de las infracciones administrativas definidas anteriormente.

(3)
Las sanciones administrativas se regirán por el derecho administrativo del Estado y podrán incluir multa [de hasta x salarios mínimos], suspensión por un período de [x] meses/años, destitución o inhabilitación para el servicio por un período de [x] meses/años.

(4)
Cualquier sanción deberá ser publicada en el sitio web de la Comisión de Información y de la autoridad pública dentro de los cinco días de haber sido impuesta.

VII. Medidas de Promoción y Cumplimiento
Monitoreo y cumplimiento

66. El [Poder Legislativo] deberá regularmente monitorear la operación de esta ley con el objetivo de determinar si es necesario modificarla para garantizar que toda autoridad pública cumpla con el texto y el espíritu de la Ley y para garantizar que el Gobierno sea transparente, permanezca abierto y accesible a sus ciudadanos y cumpla con el derecho fundamental de acceso a la información.

Capacitación 

67. El Oficial de Información deberá garantizar el suministro de capacitación adecuada para los oficiales de la autoridad pública en la aplicación de esta ley.

68. La Comisión de Información deberá asistir a las autoridades públicas en la capacitación para oficiales en la aplicación de esta ley.

Educación formal

69. El [Ministerio de Educación] deberá garantizar que los módulos educativos básicos sobre el derecho de acceso a la información se proporcionen a estudiantes en cada año de educación primaria y secundaria.

VIII. Medidas Transitorias

Título abreviado y entrada en vigor 

70. La presente ley puede citarse como la Ley de Acceso a la Información de [insertar el año correspondiente].

71. La presente ley entrará en vigor en la fecha de su promulgación por [insertar nombre de la persona pertinente, como el Presidente, Primer Ministro o Ministro], no obstante lo cual entrará automáticamente en vigor a los [seis] meses de su sanción, de no haber promulgación en ese plazo.

Reglamento 

72. Esta ley deberá ser reglamentada dentro de [un] año de su entrada en vigor y con la participación activa de la Comisión de Información.

AG/RES. 2608 (XL-O/10)

POBLACIONES MIGRATORIAS Y FLUJOS DE MIGRACIÓN EN LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 2248 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2326 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2356 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2465 (XXXIX-O/09), “Poblaciones migratorias y flujos de migración en las Américas”;

RECORDANDO CON BENEPLÁCITO la decisión del Consejo Permanente de la Organización de los Estados Americanos (OEA) de establecer la Comisión Especial de Asuntos Migratorios (CEAM) en su sesión celebrada el 24 de octubre de 2007, con el fin de analizar temas y flujos de migración desde una perspectiva integral, teniendo en cuenta las disposiciones pertinentes del derecho internacional, en particular del derecho internacional de los derechos humanos;

RECORDANDO el importante trabajo que la OEA realiza para la promoción y la protección de los derechos humanos de los trabajadores migratorios y sus familias;

RECORDANDO TAMBIÉN la adopción, mediante la resolución AG/RES. 2141 (XXXV-O/05), del Programa Interamericano para la Promoción y la Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo a los Trabajadores Migratorios y sus Familias;

RECORDANDO ASIMISMO la resolución CIM/RES. 252 (XXXIV-O/08) de la Comisión Interamericana de Mujeres, aprobada en noviembre de 2008, mediante la que se insta a la CEAM a seguir integrando una perspectiva de género en su análisis de la migración internacional;

CONSIDERANDO la importancia de continuar la discusión y el análisis sobre la migración humana, regular e irregular, y los flujos migratorios en las Américas, las causas y el impacto de los mismos en todos los Estados Miembros;


RECONOCIENDO que la migración es también un reflejo de los procesos de integración y globalización y un fenómeno que debe ser examinado desde una perspectiva de género, y con un enfoque multilateral y multidimensional; 

RECONOCIENDO ASIMISMO que todos los Estados Miembros son países de origen, tránsito y destino de migrantes y la importancia social y económica que tienen las migraciones en los mismos;

SUBRAYANDO la necesidad y la importancia de la cooperación internacional para atender los retos derivados del fenómeno migratorio en los Estados Miembros de la OEA;

DESTACANDO la importancia para los Estados Miembros de poder contar con información precisa y oportuna sobre los trabajadores migratorios, importante indicador de las tendencias migratorias que se producen en las Américas, como base para la formulación de políticas públicas, las actividades de cooperación y el intercambio de mejores prácticas;

TENIENDO EN CUENTA que estos flujos migratorios muy probablemente se incrementarán como resultado de factores sociales, económicos, políticos y demográficos, entre otros, incluyendo la migración que resulta de los esfuerzos de la integración subregional;

TOMANDO NOTA de las discusiones de la reunión de la CEAM celebrada el 13 de febrero de 2009, conforme a la resolución AG/RES. 2356 (XXXVIII-O/08), para definir formas de vincular los esfuerzos de la OEA con los procesos consultivos regionales sobre la migración, como son la Conferencia Regional sobre Migración (CRM o “Proceso Puebla”), la Conferencia Sudamericana sobre Migraciones y el Foro Especializado Migratorio del MERCOSUR, mismas que se encuentran reflejadas en el documento CE/AM-77/09 rev. 3; y de los resultados de la sesión especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos sobre la implementación del Programa Interamericano para la Promoción y la Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo a los Trabajadores Migratorios y sus Familias, que se celebró el 6 de mayo de 2010, de conformidad con la resolución AG/RES. 2502 (XXXIX-O/09); y

REITERANDO LA IMPORTANCIA de que el Consejo Permanente continúe considerando, entre otros, la racionalización y unificación del manejo del tema migratorio en la OEA, 

RESUELVE:

1.
Acoger con beneplácito los trabajos que ha venido realizando la Comisión Especial de Asuntos Migratorios (CEAM) para analizar los temas y flujos de migración desde una perspectiva integral, teniendo en cuenta las disposiciones pertinentes del derecho internacional, en particular el derecho internacional de los derechos humanos, en la discusión de los temas, entre otros, de migración infantil y juvenil, educación de niños, niñas y jóvenes migrantes, retorno y reintegración de los migrantes a sus comunidades de origen, flujos migratorios extra-continentales y migración y género.

2.
Solicitar a la CEAM que continúe integrando la perspectiva de género en su análisis de la migración y que incluya también la perspectiva de la migración sur-sur en sus discusiones.

3.
Alentar a la CEAM y a la Secretaría General para que continúen involucrando plenamente, informando y consultando a los Estados Miembros en el proceso de planificación y ejecución de sus actividades.

4.
Solicitar al Consejo Permanente y a la Secretaría General la identificación de posibles áreas de desarrollo para la cooperación internacional entre los Estados Miembros de la OEA y de apoyo, incluido el financiero, por parte de organismos u organizaciones internacionales.

5.
Reafirmar la importancia de contar con datos y sistemas de información precisa y oportuna sobre migración que promuevan el fortalecimiento de las capacidades institucionales, acciones de cooperación y el intercambio de buenas prácticas entre los Estados. 

6.
Acoger con beneplácito los esfuerzos de la Secretaría General por contribuir a mejorar la información y el conocimiento sobre los flujos y tendencias migratorios mediante la implementación del Sistema Continuo de Reportes de Migración Internacional para las Américas (SICREMI). 
7.
Solicitar a la Secretaría General que continúe buscando formas de vincular sus esfuerzos e intercambiar información en la esfera de la migración con los procesos regionales vinculados a la temática migratoria, entre los que se destacan la Conferencia Regional sobre Migración (CRM o “Proceso Puebla”), la Conferencia Sudamericana sobre Migraciones, el Foro Especializado Migratorio del MERCOSUR, el Foro Andino de Migraciones y otros foros, y que informe a la CEAM sobre los avances alcanzados. 

8.
Reconocer los acuerdos de cooperación entre la Secretaría General de la OEA y la Secretaría General Iberoamericana, así como con la Organización Internacional para las Migraciones, con el propósito de contribuir a los objetivos de los Estados Miembros, a los trabajos de la CEAM y al intercambio de experiencias y buenas prácticas entre los Estados y los organismos internacionales. 

9.
Alentar a los Estados Miembros para que continúen intercambiando experiencias y proporcionando información a la Secretaría General sobre sus marcos jurídicos, reglamentos, políticas y programas vigentes. 

10.
Solicitar a la Secretaría General que profundice su trabajo en el tema del impacto de la crisis económica y financiera en las comunidades migrantes y las perspectivas en la etapa de recuperación.

11.
Solicitar a la Secretaría General que intensifique sus esfuerzos para desarrollar una base de datos, que complemente las ya existentes, sobre los marcos jurídicos y reglamentos vigentes en relación con la migración, y para la identificación y el mapeo de los diversos programas de trabajadores temporales en que participen ciudadanos de los Estados Miembros y que reporte a la CEAM sobre los avances. 

12.
Instar a la CEAM a que continúe con su labor como principal foro en la actualidad dentro de la Organización para el intercambio de información y buenas prácticas en materia migratoria; y encomendarle que concluya en abril de 2012 con el proceso de evaluación iniciado en el segundo trimestre de 2010, con el fin de que someta al Consejo Permanente, antes del cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General, entre otros, una propuesta para la racionalización y unificación del manejo del tema migratorio en la OEA, en consulta con la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos.

13.
Encomendar al Consejo Permanente que determine la necesidad de renovar el mandato de la CEAM antes del cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General y posteriormente, según sea necesario.

14.
Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución.

15.
Que la ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
AG/RES. 2609 (XL-O/10)

EXTENSIÓN DEL MANDATO DEL GRUPO DE TRABAJO DE LA CEPCIDI
ENCARGADO DEL FORTALECIMIENTO DEL CIDI Y DE SUS ÓRGANOS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS:

Las resoluciones CIDI/RES. 192 (XII-O/07), “Fortalecimiento de los mecanismos del diálogo político para el desarrollo integral”, CIDI/RES. 193 (XII-O/07), “Fortalecimiento de la cooperación técnica para el desarrollo integral”, CIDI/RES. 194 (XII-O/07), “Fortalecimiento del diálogo político sustantivo en el marco del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral”, CIDI/RES. 213 (XIII-O/08) y CIDI/RES. 228 (XIV-O/09), “Fortalecimiento de la cooperación solidaria: Diálogo político, cooperación técnica, estructura y mecanismos”, y CIDI/RES. 244 (XV-O/10), “Extensión del mandato del Grupo de Trabajo de la CEPCIDI encargado del fortalecimiento del CIDI y de sus órganos”; y 
Las resoluciones AG/RES. 2303 (XXXVII-O/07), “Fortalecimiento de los mecanismos del diálogo político para el desarrollo integral”, AG/RES. 2304 (XXXVII-O/07), “Fortalecimiento de la cooperación técnica para el desarrollo integral”, AG/RES. 2305 (XXXVII-O/07), “Fortalecimiento del diálogo político sustantivo en el marco del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral”, AG/RES. 2390 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2469 (XXXIX-O/09), “Fortalecimiento de la cooperación solidaria: Diálogo político, cooperación técnica, estructura y mecanismos”; 

REITERANDO la importancia de fortalecer el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) y sus órganos, así como los mecanismos de diálogo político y cooperación técnica a fin de mejorar su funcionamiento y eficiencia; 
TENIENDO EN CUENTA:

Que en el marco de la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI) se está desarrollando un proceso de reflexión y consulta sobre los mecanismos de diálogo político en el ámbito del CIDI y del esquema actual de la cooperación solidaria, explorando diversas alternativas con miras a fortalecerlo;
Que la CEPCIDI en ese contexto creó un grupo de trabajo al cual se le confirió el mandato de “considerar las distintas alternativas de fortalecimiento del CIDI y sus órganos, y mejorar su funcionamiento”; 
Que la Junta Directiva de la Agencia Interamericana para la Cooperación y el Desarrollo (JD/AICD) está en proceso de hacer recomendaciones para el fortalecimiento del CIDI; y
Que el Grupo de Trabajo Encargado del Fortalecimiento del CIDI y de sus Órganos viene realizando sus tareas desde 2008 y avanzando en su análisis; 
TENIENDO EN CUENTA ASIMISMO que en la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios del Consejo Permanente se está realizando un proceso de establecimiento de prioridades y de realineación de la Secretaría General; y 
RECORDANDO la importancia de los trabajos emprendidos en Playa del Carmen, en octubre de 2008, y fortalecidos, en octubre de 2009, por la Reunión Especializada del CIDI de Altas Autoridades de Cooperación mediante el Consenso de Bogotá, para fortalecer al CIDI, 

RESUELVE:

1. Reconocer el progreso del Grupo de Trabajo Encargado del Fortalecimiento del CIDI y de sus Órganos, establecido por la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI), extender su mandato hasta la décimo sexta reunión ordinaria del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) y solicitar al Grupo de Trabajo que presente sus recomendaciones a la CEPCIDI antes del 30 de abril de 2011.
2. Reconocer el liderazgo del Presidente del Grupo de Trabajo, señor Darren Rogers, Representante Alterno de Canadá ante la Organización de los Estados Americanos. 

3. Instruir al Grupo de Trabajo que también tome en cuenta en su análisis las recomendaciones emanadas del Curso de Acción de Playa del Carmen y del Consenso de Bogotá. 
4. Instruir al Grupo de Trabajo para que en las recomendaciones que presente a la CEPCIDI tome en cuenta de manera referencial los acuerdos de la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios del Consejo Permanente sobre el establecimiento de prioridades para la Secretaría General. 
5. Solicitar a la CEPCIDI que, al considerar las posibles acciones destinadas al fortalecimiento del CIDI, de sus órganos y de los mecanismos de diálogo político y de cooperación técnica, si determina la necesidad de efectuar modificaciones al CIDI, a la CEPCIDI, al Fondo Especial Multilateral del CIDI (FEMCIDI) y a la Agencia Interamericana para la Cooperación y el Desarrollo (AICD), incluyendo a sus estatutos o reglamentos, las apruebe ad referéndum de la Asamblea General, según resulte pertinente.

6. Solicitar al CIDI que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2610 (XL-O/10)

LOS MECANISMOS EXISTENTES SOBRE PREVENCIÓN, ATENCIÓN DE LOS DESASTRES Y ASISTENCIA HUMANITARIA ENTRE LOS ESTADOS MIEMBROS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

TENIENDO EN CUENTA las resoluciones AG/RES. 2372 (XXXVIII-O/08), “Coordinación del voluntariado en el Hemisferio para la respuesta a los desastres naturales y la lucha contra el hambre y la pobreza – Iniciativa Cascos Blancos”, AG/RES. 2492 (XXXIX-O/09), “Los mecanismos existentes sobre prevención, atención de los desastres y asistencia humanitaria entre los Estados Miembros” y CIDI/RES. 245 (XV-O/10), “Los mecanismos existentes sobre prevención, atención de los desastres y asistencia humanitaria entre los Estados Miembros”;
REAFIRMANDO la preocupación de los Estados Miembros sobre la magnitud, frecuencia y las consecuencias de los desastres que demuestran la necesidad de responder de manera rápida y conjunta y de avanzar en la articulación y el fortalecimiento de los mecanismos regionales y subregionales existentes; tomando en cuenta los mecanismos y las actividades existentes tales como la Agencia Caribeña para la Gestión de Actividades Relacionadas con Emergencias (CDEMA), el Centro de Coordinación para la Prevención de los Desastres Naturales en América Central (CEPREDENAC), el Comité Andino para la Prevención y Atención de Desastres (CAPRADE) y la Reunión Especializada del MERCOSUR de Reducción de Riesgos de Desastres Socionaturales, la Defensa Civil, la Protección Civil y la Asistencia Humanitaria (REHU), para mejorar la coordinación de la asistencia humanitaria entre los Estados Miembros y fortalecer el desarrollo de actividades de prevención y la reducción del riesgo de desastres en la región; 

TOMANDO EN CUENTA que el Marco de Acción de Hyogo: 2005-2015 fue adoptado con el consenso de la comunidad internacional y constituye un conjunto de referencias prácticas para reducir el riesgo de desastres; 

RECONOCIENDO que en el marco de la Estrategia Internacional para la Reducción de los Desastres (EIRD) de las Naciones Unidas cada Estado cuenta con una plataforma nacional que aborda los objetivos estratégicos y las prioridades de acción del Marco de Acción de Hyogo para la reducción del riesgo de desastres; y que existe una entidad en calidad de punto focal encargada del análisis de la situación, la formulación de políticas y planes de acción y la implementación, monitoreo y revisión habitual de las actividades para la gestión del riesgo de desastres; 

TOMANDO NOTA del Segundo Encuentro de Mecanismos y Redes Nacionales para la Reducción del Riesgo que se realizó del 14 al 16 de abril de 2010 en Santa Marta, Colombia, con el apoyo del Departamento de Desarrollo Sostenible de la Organización de los Estados Americanos (OEA) y de la Secretaría de la EIRD, el cual tuvo como objetivo intercambiar experiencias exitosas y buenas prácticas en el área de gestión del riesgo de desastres y adaptación al cambio climático; 
REITERANDO la necesidad e importancia de la coordinación internacional con el fin de fortalecer los esfuerzos nacionales y subregionales en materia de reducción de riesgos y respuestas a los desastres, como quedó demostrado una vez más a raíz de los graves sucesos que tuvieron lugar en las Repúblicas de Haití y Chile, junto a eventos como los de México y Brasil, durante el primer cuatrimestre del año 2010; 

CONVENCIDA de la importancia de alcanzar un compromiso entre los Estados Miembros que permita intercambiar, de manera oportuna y eficaz, información, herramientas, experiencias exitosas y buenas prácticas entre países, agencias internacionales, organismos regionales y subregionales y organizaciones, actores sociales y entidades de la sociedad civil, en cuanto a gestión de riesgos y atención a los desastres, así como evitar la duplicación de esfuerzos y unir sinergias de los mecanismos existentes en beneficio de la región;

TOMANDO NOTA de la realización de la reunión conjunta del Consejo Permanente y la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI) de la Organización, el 25 de septiembre de 2009, en la cual se aprobó la conformación de un Grupo de Trabajo Conjunto de los Estados Miembros, y considerando la aprobación del Proyecto de Plan de Trabajo de dicho grupo (GTC/DAH-1/09 rev. 6);


DESTACANDO que el Grupo de Trabajo elaborará un proyecto de diagnóstico sobre los mecanismos normativos y de coordinación existentes en materia de desastres naturales y asistencia humanitaria que considere la labor de coordinación que puede desempeñar la Organización y contemple la conveniencia de su actualización, presentando una propuesta de acción; 

TOMANDO NOTA de la realización de la segunda y tercera reuniones del Grupo de Trabajo, llevadas a cabo los días 8 y 9 de abril de 2010 en torno a los temas “Agencias multilaterales, organismos regionales, organizaciones humanitarias y organismos que financian la ayuda humanitaria en situaciones de desastre natural” y “Gestión de la reducción del riesgo: Dispositivos de prevención”;

TOMANDO NOTA IGUALMENTE de la realización de la Tercera Reunión del Foro de Coordinación y Cooperación de los Organismos Subregionales para la Gestión del Riesgo de Desastres de las Américas, en Lima, Perú, el 31 de mayo de 2010, que contó con la participación del Secretario Ejecutivo del CEPREDENAC, el Director Ejecutivo del CDEMA, el Presidente del CAPRADE y el Presidente del REHU;

TOMANDO NOTA TAMBIÉN de la realización de la Tercera Reunión Regional de Mecanismos Internacionales de Asistencia Humanitaria, que se llevó a cabo en Buenos Aires, Argentina, el 17 y 18 de junio de 2010, organizada por la República Argentina, con el apoyo de la Oficina de Coordinación de Asuntos Humanitarios (OCAH) de las Naciones Unidas y de los Gobiernos de México y Brasil; y 
TOMANDO NOTA ASIMISMO de la convocatoria del Gobierno de México para celebrar una reunión técnica especializada para valorar alternativas de respuesta ágil y coordinada para la atención de desastres naturales en la región, en el segundo semestre de 2010, 
RESUELVE:

1. Alentar la labor del Grupo de Trabajo Conjunto del Consejo Permanente y la CEPCIDI sobre los mecanismos existentes sobre prevención, atención de los desastres y asistencia humanitaria entre los Estados Miembros en cuanto a fortalecer los mecanismos existentes sobre prevención, atención de los desastres y asistencia humanitaria entre los Estados Miembros. 

2. Destacar la labor ya realizada por el Grupo de Trabajo en cuanto a elaborar un diagnóstico conjunto sobre los mecanismos existentes sobre prevención, atención de los desastres y asistencia humanitaria y alentar sus futuras acciones. 

3. Instar a la Secretaria General y a los Estados Miembros a que continúen apoyando el desarrollo del mandato de la resolución AG/RES. 2492 (XXXIX-O/09), asistidos por los organismos internacionales, los organismos subregionales, las organizaciones no gubernamentales, los actores sociales, incluidas las organizaciones de la sociedad civil y los expertos intervinientes en este proceso.
4. Expresar su interés por los resultados de las reuniones llevadas a cabo por el Grupo de Trabajo como importantes insumos para el cumplimiento de su mandato, en particular las propuestas formuladas para mejorar la coordinación en casos de desastres.

5. Expresar asimismo su interés por los resultados de otras reuniones especializadas que puedan contribuir al cumplimiento del mandato encomendado al Grupo de Trabajo. 

6. Invitar a los Estados Miembros a que participen en las reuniones del Grupo de Trabajo referidas a la agilización de la asistencia humanitaria y al Sistema de Coordinación Regional, contribuyendo con base en sus experiencias y con la presencia de expertos temáticos, del mismo modo que a los organismos internacionales subregionales y actores sociales, particularmente las organizaciones de la sociedad civil y las organizaciones no gubernamentales relacionadas con los temas señalados. 

7. Solicitar a la Secretaría General que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 

AG/RES. 2611 (XL-O/10)

OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES AL INFORME ANUAL DEL
 COMITÉ JURÍDICO INTERAMERICANO

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS las observaciones y recomendaciones de los Estados Miembros al Informe Anual del Comité Jurídico Interamericano (CP/CAJP-2888/10);

TENIENDO EN CUENTA la resolución AG/RES. 2515 (XXXIX-O/09), “Observaciones y recomendaciones al Informe Anual del Comité Jurídico Interamericano”; 

TENIENDO PRESENTE la celebración del septuagésimo sexto período ordinario de sesiones del Comité en Lima, Perú; y

CONSIDERANDO:

Que el artículo 53 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece como uno de los órganos de la Organización al Comité Jurídico Interamericano (CJI);
Que el artículo 54 (f) de la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece como atribución de la Asamblea General la consideración, entre otras, de las observaciones y recomendaciones que eleve el Consejo Permanente de conformidad con el artículo 91 (f) de la Carta sobre los informes de los órganos, organismos y entidades de la Organización; y

Que el CJI presentó su informe anual a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente el 29 de abril de 2010 y éste ha remitido a la Asamblea General las observaciones y recomendaciones al mismo,

RESUELVE:

1. Tomar nota de las observaciones y recomendaciones de los Estados Miembros al Informe Anual del Comité Jurídico Interamericano (CP/CAJP-2888/10) y transmitirlas a dicho órgano.

2. Agradecer al Comité Jurídico Interamericano (CJI) la inclusión en su Informe Anual de las resoluciones “Seguimiento de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana” CJI/doc.335/09) y “Elementos esenciales y fundamentales de la democracia representativa y su vinculación con la acción colectiva en el marco de la Carta Democrática Interamericana” (CIJ/doc.332/09 rev.1), , además de los informes en materia de lucha contra la discriminación: “logros significativos” y “medidas correctivas” (CJI/doc.330/09); Corte Penal Internacional: “Informe sobre preparativos y avances en materia de impulso a la adopción de legislación nacional sobre la base de la guía de principios del Comité Jurídico Interamericano y de capacitación de funcionarios para la cooperación de los Estados Miembros de la OEA con la Corte Penal Internacional” (CJI/doc.337/09); derecho internacional humanitario: “La implementación del derecho internacional humanitario en los Estados Miembros de la OEA” (CJI/doc.322/09) y “Los crímenes de guerra en el derecho internacional humanitario” (CJI/doc.328/09); temas migratorios: “Seguimiento de las opiniones del Comité Jurídico Interamericano” (CJI/doc.329/09), y diversidad cultural: “Reflexiones sobre el tema de la diversidad cultural y el desarrollo del derecho internacional” (CJI/doc.333/09). 

3. Agradecer igualmente al CJI por la adopción de los documentos Comentarios al Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia (CJI/doc.339/09 rev.2) y Fortalecimiento de la capacidad consultiva del Comité Jurídico Interamericano (CJI/doc.340/09 rev.1) aprobados durante el septuagésimo sexto período ordinario de sesiones de dicho comité, celebrado en Lima, Perú, del 15 al 24 de marzo de 2010, en cumplimiento de la resolución AG/RES. 2515 (XXXIX-O/09).

4. Tomar nota de la importancia de la continua consideración del CJI a los temas relacionados con la Carta Democrática Interamericana, en particular la “promoción y fortalecimiento de la democracia” a través de su seguimiento, de asistencia a los Estados Miembros en su implementación y en sus esfuerzos por fortalecer y modernizar sus instituciones democráticas, y trabajando para promover valores, prácticas y gobernabilidad democráticas, así como la consideración de los temas del artículo 11 de la Carta Democrática Interamericana. 
5. Solicitar al CJI que, con base en las propuestas sobre temas prioritarios presentadas por los Estados Miembros, continúe elaborando y proponga leyes modelo que apoyen los esfuerzos emprendidos por los Estados Miembros en la implementación de obligaciones derivadas de tratados en materia de derecho internacional humanitario, e informe sobre los avances que se generen a la Asamblea General en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones. 

6. Solicitar al CJI que informe a la Asamblea General del avance paulatino del tema de la diversidad cultural en el desarrollo del derecho internacional. 

7. Solicitar al CJI que informe sobre los avances en relación con la elaboración de un estudio sobre la problemática del refugio en las Américas, teniendo en cuenta la importancia de la materia y a la luz de los trabajos que viene realizando la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) y el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), de conformidad con sus respectivos mandatos.
8. Solicitar al CJI que informe sobre los avances en relación con el análisis acerca de la importancia que tiene para la garantía del derecho a la libertad de pensamiento y expresión de los ciudadanos el que los medios de comunicación libres e independientes, en el ejercicio de la actividad periodística, se rijan por conductas éticas, las cuales en ningún caso pueden ser impuestas por los Estados, consistentes con los principios de derecho internacional aplicables. 

9.
Solicitar al CJI que, dentro de sus recursos existentes, realice un análisis comparativo de los principales instrumentos jurídicos del sistema interamericano relativos a la paz, la seguridad y la cooperación.

10.
Solicitar al CJI realizar un estudio jurídico sobre los mecanismos de democracia participativa y de participación ciudadana que contienen las legislaciones de algunos países de la región.
11.
Resaltar una vez más la importancia de la realización del Curso de Derecho Internacional que organiza anualmente el CJI y el Departamento de Derecho Internacional de la Organización de los Estados Americanos (OEA) en Río de Janeiro; subrayar la importancia de aumentar el monto de las becas que otorga la OEA para el mencionado curso; instar a los Estados Miembros a que tengan en cuenta la posibilidad de sufragar directamente la participación de estudiantes y profesores nacionales en el mismo; y reconocer la labor del Departamento de Derecho Internacional en la organización de dicho curso y la publicación de las conferencias dictadas en el mismo. 

12.
Reafirmar la importancia de los estrechos contactos que el CJI mantiene con los órganos políticos de la Organización, especialmente con el Consejo Permanente y la CAJP, y recomendar al CJI que continúe concentrando sus esfuerzos en las cuestiones que los órganos competentes le indiquen y que sean de interés prioritario para la Organización.

13.
Resaltar la necesidad de reforzar el apoyo administrativo y presupuestario al CJI a fin de que pueda abordar adecuadamente la actual agenda jurídica interamericana y formular las correspondientes recomendaciones, de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

14.
Expresar su agradecimiento al pueblo y al Gobierno de la República de Perú por su apoyo decidido y eficaz para la exitosa celebración del septuagésimo sexto período ordinario de sesiones del CJI que se levó a cabo en la ciudad de Lima, del 15 al 24 de marzo de 2010.

15.
Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 

AG/RES. 2612 (XL-O/10)

AUMENTO Y FORTALECIMIENTO DE LA PARTICIPACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL Y LOS ACTORES SOCIALES EN LAS ACTIVIDADES DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS Y EN EL PROCESO DE CUMBRES DE LAS AMÉRICAS 

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.5111/10 add. 1), en lo que se refiere a las actividades de la Comisión sobre Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA (CISC);

TENIENDO EN CUENTA la resolución AG/RES. 2519 (XXXIX-O/09), “Aumento y fortalecimiento de la participación de la sociedad civil en las actividades de la Organización de los Estados Americanos y en el proceso de Cumbres de las Américas”;

TENIENDO EN CUENTA TAMBIÉN que en 2009 se celebró el décimo aniversario de las “Directrices para la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA”, aprobadas por el Consejo Permanente mediante la resolución CP/RES. 759 (1217/99) y ratificadas por la Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 1707 (XXX-O/00), que establecen que “esta participación, para ser fructífera, debe darse en un marco normativo claro y, a la vez, flexible. Esta segunda característica se logra a través del mecanismo de la revisión periódica de la participación en las actividades de la OEA. Estas directrices, por tanto, son un paso más en la elaboración de normas que perfeccionen la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA”;

RECORDANDO que la participación de la sociedad civil y otros actores sociales en las actividades de la Organización de los Estados Americanos (OEA) debe desarrollarse dentro de un marco de estrecha colaboración entre los órganos políticos e institucionales de la Organización y en cumplimiento con lo establecido en la Carta de la Organización de los Estados Americanos y la resolución CP/RES. 759 (1217/99), “Directrices para la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA”;
TOMANDO EN CONSIDERACIÓN las “Estrategias para Incrementar y Fortalecer la Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA”, aprobadas por el Consejo Permanente mediante la resolución CP/RES. 840 (1361/03) y ratificadas por la Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 1915 (XXXIII-O/03), que solicitan “a la Comisión de Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA (CISC) que dé seguimiento a estas estrategias, evalúe su implementación y, eventualmente, proponga modificaciones a las mismas o nuevos mecanismos que permitan aumentar y fortalecer la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la Organización”;

CONSIDERANDO que el proceso de Cumbres de las Américas alienta la plena participación de la sociedad civil y otros actores sociales y que, en la Declaración de Nuevo León, los Jefes de Estado y de Gobierno se comprometieron a institucionalizar los encuentros con la sociedad civil, el sector académico y el sector privado; y que más recientemente, mediante la resolución AG/RES. 2315 (XXXVII-O/07), “Participación de los representantes de los trabajadores en las actividades de la Organización de los Estados Americanos”, los ministros de relaciones exteriores acordaron sostener un diálogo con los representantes de los trabajadores, reconocidos como tales en virtud de la legislación o las prácticas internas, antes de las sesiones inaugurales de la Asamblea General y de las Cumbres de las Américas, a fin de que dichos representantes puedan formular recomendaciones y propuestas sobre iniciativas relacionadas con el tema de la Asamblea General o la Cumbre de las Américas y dirigidas a los Estados Miembros y a la OEA; 

TENIENDO EN CUENTA que la Declaración de Mar del Plata reconoce el papel central de la OEA en la coordinación de la participación de la sociedad civil en el proceso de Cumbres de las Américas;

DESTACANDO que, en el párrafo 94 de la Declaración de Compromiso de Puerto España, las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno se comprometieron “a continuar incentivando la participación de nuestros pueblos, mediante la actuación ciudadana, comunitaria y de la sociedad civil, en el diseño y ejecución de políticas y programas de desarrollo, proporcionando asistencia técnica y financiera, según corresponda, y de acuerdo con la legislación nacional, para reforzar y desarrollar su capacidad de participar de una forma más plena en el sistema interamericano”;
/

RECONOCIENDO los esfuerzos realizados por el país anfitrión de la Sexta Cumbre de las Américas, a través de la Secretaría de Cumbres de las Américas, para alentar, promover y facilitar la participación de la sociedad civil y de los actores sociales en las actividades preparatorias de la Sexta Cumbre de las Américas y en la Cumbre misma;


CONSIDERANDO que los artículos 6 y 26 de la Carta Democrática Interamericana establecen respectivamente que “la participación de la ciudadanía en las decisiones relativas a su propio desarrollo es un derecho y una responsabilidad. Es también una condición necesaria para el pleno y efectivo ejercicio de la democracia. Promover y fomentar diversas formas de participación fortalece la democracia”, y que “la OEA continuará desarrollando programas y actividades dirigidos a promover los principios y prácticas democráticas y fortalecer la cultura democrática en el Hemisferio, considerando que la democracia es un sistema de vida fundado en la libertad y el mejoramiento económico, social y cultural de los pueblos. La OEA mantendrá consultas y cooperación continua con los Estados Miembros, tomando en cuenta los aportes de organizaciones de la sociedad civil que trabajen en esos ámbitos”;


TOMANDO NOTA del Fondo Específico de contribuciones voluntarias para financiar la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA y en el proceso de Cumbres de las Américas, mediante la resolución CP/RES. 864 (1413/04), con el fin de apoyar la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA, incluido el Diálogo de los Jefes de Delegación de los Estados Miembros, el Secretario General y los representantes de las organizaciones de la sociedad civil, el cual se ha incluido en el proyecto de calendario de los períodos ordinarios de sesiones de la Asamblea General antes de la sesión inaugural como una actividad regular, como lo estipula la resolución AG/RES. 1915 (XXXIII-O/03);

TOMANDO NOTA TAMBIÉN DE:


 Las contribuciones y recomendaciones recibidas de las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales durante la etapa preparatoria, las actividades inmediatamente anteriores a las Cumbres, así como los aportes y contribuciones que ellos proveen en seguimiento de los compromisos y en el proceso de implementación de la Quinta Cumbre de las Américas; 

Las recomendaciones del Foro Hemisférico de la Sociedad Civil, realizado en Washington, D. C., el 5 y 6 de mayo de 2010, sobre el tema del cuadragésimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General “Paz, seguridad y cooperación en las Américas” y la reunión especial de la CISC para fortalecer el diálogo con las organizaciones de la sociedad civil, celebrada el 6 de mayo de 2010; y 

RECONOCIENDO la importancia de la participación de las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales en la consolidación de la democracia en todos los Estados Miembros, 

RESUELVE:

1. Reafirmar el compromiso y la voluntad de los Estados Miembros y de la Organización de los Estados Americanos (OEA) de continuar fortaleciendo e implementando acciones concretas y mecanismos eficaces de participación de la sociedad civil en las actividades de la OEA y en el proceso de Cumbres de las Américas.
2. Encomendar al Consejo Permanente, al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) y a la Secretaría General que, en coordinación con todos los órganos, organismos y entidades de la OEA, continúen facilitando la implementación de las estrategias para incrementar y fortalecer la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA, aprobadas por el Consejo Permanente mediante la resolución CP/RES. 840 (1361/03) y ratificadas por la Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 1915 (XXXIII-O/03), “Aumento y fortalecimiento de la participación de la sociedad civil en las actividades de la OEA”.

3. Encomendar al Consejo Permanente que continúe promoviendo y facilitando la participación de la sociedad civil en las Cumbres de las Américas y en las actividades desarrolladas por la OEA como resultado del proceso de Cumbres de las Américas, así como los esfuerzos de los Estados Miembros por fomentar dicha participación.

4. Continuar promoviendo y apoyando activamente el registro de las organizaciones de la sociedad civil y su participación en las actividades de la OEA, así como en sus órganos, organismos y entidades, con el apoyo de la Secretaría General y de conformidad con la resolución CP/RES. 759 (1217/99), “Directrices para la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA”. 

5. Alentar a todos los Estados Miembros, Observadores Permanentes y otros donantes, según la definición del artículo 74 de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General y demás normas y reglamentos de la Organización, a que consideren contribuir al Fondo Específico para financiar la participación de las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales en las actividades de la OEA y el proceso de Cumbres de las Américas, a fin de mantener y promover su participación eficaz en las actividades de la Organización, de conformidad con las metas establecidas por la Asamblea General y por los Jefes de Estado y de Gobierno en el proceso de Cumbres de las Américas, incluido el Diálogo de los Jefes de Delegación con el Secretario General y representantes de organizaciones de la sociedad civil.

6. Continuar exhortando a los Estados Miembros a que:

a) participen en el Diálogo de los Jefes de Delegación con representantes de las organizaciones de la sociedad civil en la Asamblea General y en el Diálogo de Ministros de Relaciones Exteriores con los representantes de actores sociales en la Cumbre de las Américas; y

b) continúen sus esfuerzos, nacionales y multilaterales, por abrir a las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales mayores espacios de participación en las actividades de la Organización y en el proceso de Cumbres de las Américas.

7. Alentar a los Estados Miembros a que continúen informando acerca de los procedimientos y la normativa existente en materia de consulta con la sociedad civil para permitir el intercambio de experiencias y mejores prácticas entre los Estados Miembros.

8. Reconocer los esfuerzos realizados por Perú como país anfitrión del cuadragésimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General por trabajar conjuntamente con la Secretaría General y con las organizaciones de la sociedad civil para facilitar y organizar su participación en el Diálogo de Jefes de Delegación, de conformidad con las disposiciones de la resolución CP/RES. 840 (1361/03), y alentar a futuros anfitriones a que continúen basándose en estas tradiciones. 

9. Encomendar a la Secretaría General que continúe apoyando a los Estados Miembros que así lo soliciten en sus esfuerzos por aumentar la capacidad institucional de los gobiernos para recibir, integrar e incorporar los aportes y las causas de la sociedad civil.

10. Encomendar a los Estados Miembros que continúen analizando el Borrador de la estrategia de fortalecimiento de la participación de la sociedad civil en las actividades de la Organización de los Estados Americanos (OEA) (CP/CISC-422/09 rev.1) y solicitar al Consejo Permanente que considere la propuesta final con el fin de promover un esquema coordinado que facilite la participación de la sociedad civil en las actividades de la OEA.
11. Solicitar a la Secretaría General que informe al Consejo Permanente antes del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2613 (XL-O/10)

FINANCIAMIENTO DEL PROGRAMA-PRESUPUESTO DE LA ORGANIZACIÓN 2011 

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)


LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTOS:


El Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.5111/10 add. 1);

El informe del Presidente de la Subcomisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios de la Comisión Preparatoria de la Asamblea General sobre el financiamiento del programa-presupuesto de la Organización para 2011 (AG/CP/doc.359/10); 

El informe anual de la Junta de Auditores Externos (CP/doc.4488/10) presentado al Consejo Permanente el 6 de mayo de 2010; 


El informe presentado el 6 de mayo de 2010 por el Secretario General al Consejo Permanente sobre la situación financiera de la Organización con miras al programa-presupuesto para el año 2011 (CP/doc.4491/10); y 


El informe presentado en junio de 2006 por el Secretario General a la Asamblea General sobre la situación financiera de la Organización (AG/doc.4628/06), así como la presentación que realizó el Secretario General en noviembre de 2008 ante la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios (CP/CAAP-2974/08); 
CONSIDERANDO:

Que derechos humanos, democracia y gobernabilidad, desarrollo integral y seguridad multidimensional son pilares de la Organización; 
Que la Asamblea General, en su trigésimo cuarto período extraordinario de sesiones, mediante la resolución AG/RES. 1 (XXXIV-E/07), aprobó la metodología para el cálculo de la escala de cuotas para el financiamiento del Fondo Regular de la Organización; 


Que la Asamblea General, por medio de la resolución AG/RES. 1 (XXXVIII-E/09), encomendó al Secretario General que efectúe consultas con los Estados Miembros con miras a elaborar un programa-presupuesto para el año 2011 que sea compatible con los mandatos y pilares de la Organización, así como con las capacidades de su financiación; 

Que la Asamblea General, mediante la resolución AG/RES. 1 (XXXVIII-E/09), encomendó a la Secretaría General que presente a la Comisión Preparatoria un proyecto de programa-presupuesto para el año 2011 con un nivel global presupuestario de acuerdo con las consultas realizadas con los Estados Miembros;

Que la Asamblea General estableció en la resolución AG/RES. 1 (XXXVIII-E/09) que los gastos totales para el rubro de personal no deberán exceder el 64,38% de la cifra indicativa para el programa-presupuesto del Fondo Regular para 2011, incluyendo cualquier incremento reglamentario que sea necesario;

Que es necesario establecer el nivel global presupuestario y las fuentes de financiamiento para el programa-presupuesto del año 2011 que será considerado y aprobado por la Asamblea General a más tardar el 30 de septiembre de 2010;

Que, de conformidad con los artículos 54 y 55 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, la Asamblea General aprueba el programa-presupuesto de la Organización y establece las bases para fijar la cuota con que debe contribuir cada uno de los gobiernos al sostenimiento de la Organización, tomando en cuenta la capacidad de pago de los respectivos países y la determinación de éstos de contribuir en forma equitativa; y
Que el Consejo Permanente, por medio de la resolución CP/RES. 968 (1742/10) del 3 de marzo de 2010, convocó a un período extraordinario de sesiones de la Asamblea General, a más tardar el 30 de septiembre de 2010, a fin de considerar y aprobar el programa-presupuesto 2011,

RESUELVE:

1. Fijar las cuotas con las que los Estados Miembros financiarán el Fondo Regular de la Organización para 2011 de conformidad con la metodología adoptada mediante la resolución AG/RES. 1 (XXXIV-E/07) y la decisión del 19 de enero de 1955 (doc. C-i-269) sobre reembolso de impuestos sobre la renta, utilizando la escala y las cantidades que figuran en el Cuadro A, Fondo Regular. Asignación de cuotas para 2011.

2. Establecer el nivel global presupuestario del programa-presupuesto del Fondo Regular para 2011 en US$85.350.800, y financiarlo de la siguiente manera:

a) contribuciones de los Estados Miembros de US$80.950.800, por concepto de pagos de cuotas al Fondo Regular, asignadas de conformidad con la metodología para el cálculo de la escala de cuotas adoptada mediante la resolución AG/RES. 1 (XXXIV-E/07);

b) contribución de US$564.000 del FEMCIDI al Fondo Regular por dirección técnica y apoyo administrativo, de conformidad con el artículo 80 de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General, la cual, de acuerdo con el Estatuto del FEMCIDI, será de hasta el 15% del monto neto aprobado en 2010 para la ejecución en 2011;

c) ingresos de US$2.500.000 por dirección técnica y apoyo administrativo de los fondos fiduciarios y específicos; y

d) otros ingresos de US$1.336.000 por concepto de intereses, alquileres y amortizaciones, entre otros.

[image: image4.wmf]Porcentaje
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Total

Antigua y Barbuda

0,022%

17.900

348

17.552

Argentina

3,211%

2.619.400

2.619.400

Bahamas

0,077%

62.800

1.828

60.972

Barbados

0,060%

48.900

8.000

b

56.900

Belize

0,022%

17.900

521

17.379

Bolivia

0,046%

37.500

37.500

Brasil

7,953%

6.487.700

125.847

6.361.853

Canadá

13,761%

11.225.600

244.971

10.980.629

Chile

1,073%

875.300

875.300

Colombia

0,839%

684.400

19.532

664.868

Costa Rica

0,187%

152.500

2.959

149.541

Dominica

0,022%

17.900

348

17.552

Ecuador

0,207%

168.900

`

168.900

El Salvador

0,105%

85.700

85.700

Estados Unidos

59,470%

48.512.700

9.250.000

b

57.762.700

Grenada

0,022%

17.900

17.900

Guatemala

0,187%

152.500

2.959

149.541

Guyana

0,022%

17.900

17.900

Haití

0,045%

36.700

36.700

Honduras       c

0,045%

36.700

36.700

Jamaica

0,123%

100.300

100.300

México

8,141%

6.641.100

128.822

6.512.278

Nicaragua

0,045%

36.700

36.700

Panamá

0,163%

133.000

133.000

Paraguay

0,124%

101.200

101.200

Perú

0,553%

451.100

8.751

442.349

República Dominicana

0,206%

168.000

168.000

San Kitts y Nevis

0,022%

17.900

17.900

Santa Lucía

0,022%

17.900

348

17.900

San Vicente y las Granadinas

0,022%

17.900

711

17.552

Suriname

0,045%

36.700

2.406

35.989

Trinidad y Tobago

0,152%

124.000

121.594

Uruguay

0,181%

147.700

147.700

Venezuela

2,060%

1.680.500

1.680.500

Subtotal

99,235%

80.950.800

9.258.000

540.351

89.668.449

Cuba         d

0,765%

624.100

624.100

TOTAL

100,000%

81.574.900

9.258.000

540.351

90.292.549

c. Según la resolución AG/RES. 2 (XXXVII-E/09) a partir del 5 de julio de 2009, Honduras ha sido suspendida del ejercicio de sus derechos de participar

en la Organización de los Estados Americanos, de acuerdo con el artículo 21 de la Carta Democrática Interamericana. Honduras deberá continuar observando

el cumplimiento de sus obligaciones financieras como Estado Miembro de la Organización, de conformidad con lo previsto en el artículo mencionado.

CUADRO A

(US$)

ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS  

FONDO REGULAR

ASIGNACIÓN DE CUOTAS PARA 2011

a. Representa el 2% de la cuota del año 2009 si el total de esta cuota fue pagada completamente antes del 30 de abril de 2009,

d. Se muestra únicamente para establecer el porcentaje correspondiente a cada Estado Miembro.

b. La cantidad que se muestra es un estimado y puede diferir del monto total a cobrar.

    más 3% de cualquier pago recibido antes del 31 de enero de 2009.


AG/RES. 2614 (XL-O/10)

SEDE Y FECHA DEL CUADRAGÉSIMO PRIMER PERÍODO ORDINARIO
DE SESIONES DE LA ASAMBLEA GENERAL

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)


LA ASAMBLEA GENERAL,


TENIENDO EN CUENTA los artículos 43 y 44 del Reglamento de la Asamblea General relativos a la celebración de períodos ordinarios de sesiones de la Asamblea General y la fijación de sede de los mismos; y

CONSIDERANDO:


Que mediante la resolución AG/RES. 939 (XVIII-O/88) recomendó que se fije el primer lunes de junio de cada año como fecha de inicio de los períodos ordinarios de sesiones; y


Que el Gobierno de la República de El Salvador ha ofrecido ser sede del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General en el año 2011, declarando que este ofrecimiento obedece al compromiso de su pueblo y su Gobierno con los principios y propósitos de la Carta de la Organización de los Estados Americanos,

RESUELVE:

1.
Agradecer y aceptar el generoso ofrecimiento del Gobierno de la República de El Salvador de ser sede del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General.

2.
Determinar que el cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General se iniciará el primer lunes de junio del año 2011, en San Salvador, República de El Salvador.

AG/RES. 2615 (XL-O/10)

SEDE Y FECHA DEL CUADRAGÉSIMO SEGUNDO PERÍODO ORDINARIO
DE SESIONES DE LA ASAMBLEA GENERAL

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)


LA ASAMBLEA GENERAL,

TENIENDO EN CUENTA los artículos 43 y 44 del Reglamento de la Asamblea General relativos a la celebración de períodos ordinarios de sesiones de la Asamblea General y la fijación de sede de los mismos; y

CONSIDERANDO:


Que mediante la resolución AG/RES. 939 (XVIII-O/88) recomendó que se fije el primer lunes de junio de cada año como fecha de inicio de los períodos ordinarios de sesiones; y


Que el Gobierno del Estado Plurinacional de Bolivia ofreció ser sede del cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General en el año 2012, declarando que ha decidido formular este ofrecimiento como una reafirmación de su compromiso con los propósitos y principios de la Carta de la Organización de los Estados Americanos,

RESUELVE:

1.
Agradecer y aceptar el generoso ofrecimiento del Gobierno del Estado Plurinacional de Bolivia para ser sede del cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General.

2.
Determinar que el cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General se iniciará el primer lunes de junio del año 2012, en la ciudad de Cochabamba, Bolivia. 

AG/RES. 2616 (XL-O/10)

VOTO DE AGRADECIMIENTO AL PUEBLO Y GOBIERNO DEL PERÚ

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2010)

LA ASAMBLEA GENERAL,

CONSIDERANDO:


Que el cuadragésimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA) tuvo lugar en la República del Perú, del 6 al 8 de junio de 2010, y resaltando la cálida acogida ofrecida por el pueblo y Gobierno peruanos; y 

Que durante el transcurso de la Asamblea General, las delegaciones destacaron su profundo reconocimiento al Excelentísimo señor José Antonio García Belaúnde, Ministro de Relaciones Exteriores del Perú, por la acertada conducción de los debates que llevó a la adopción de importantes declaraciones y resoluciones sobre temas de alta prioridad para la agenda hemisférica,

RESUELVE:

1. Expresar su agradecimiento al Excelentísimo señor Alan García, Presidente de la República del Perú, y muy especialmente a los ciudadanos de Lima, por su cálida y generosa hospitalidad y su contribución al éxito del cuadragésimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA).

2. Manifestar su reconocimiento y felicitar al Excelentísimo señor José Antonio García Belaúnde, Ministro de Relaciones Exteriores del Perú, por la destacada labor que cumplió como Presidente del cuadragésimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General.

3. Expresar su reconocimiento y gratitud a los funcionarios delegados de la cancillería peruana y a los miembros de la Misión Permanente del Perú ante la OEA, quienes con gran eficiencia, dedicación y profesionalismo contribuyeron al exitoso desarrollo del cuadragésimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General.
AG05138S01
LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS

La Organización de los Estados Americanos (OEA) es la organización regional más antigua del mundo, ya que se remonta a la Primera Conferencia Internacional de Estados Americanos, celebrada en Washington, D.C., de octubre de 1889 a abril de 1890. En esta reunión se aprobó la creación de la Unión Internacional de Repúblicas Americanas. La Carta de la OEA se suscribió en Bogotá en 1948 y entró en vigencia en diciembre de 1951. Posteriormente la Carta fue enmendada por el Protocolo de Buenos Aires, suscrito en 1967, el cual entró en vigencia en febrero de 1970; por el Protocolo de Cartagena de Indias, suscrito en 1985, el cual entró en vigencia en noviembre de 1988; por el Protocolo de Managua, suscrito en 1993, el cual entró en vigencia el 29 de enero de 1996; y por el Protocolo de Washington, suscrito en 1992, el cual entró en vigor el 25 de septiembre de 1997. En la actualidad la OEA tiene 35 Estados Miembros. Además, la Organización ha otorgado categoría de Observador Permanente a 63 Estados, así como a la Unión Europea.

Los propósitos esenciales de la OEA son los siguientes: afianzar la paz y la seguridad del Continente; promover y consolidar la democracia representativa dentro del respeto al principio de no intervención; prevenir las posibles causas de dificultades y asegurar la solución pacífica de las controversias que surjan entre los Estados Miembros; organizar la acción solidaria de éstos en caso de agresión; procurar la solución de los problemas políticos, jurídicos y económicos que se susciten entre ellos; promover, por medio de la acción cooperativa, su desarrollo económico, social y cultural, y alcanzar una efectiva limitación de armamentos convencionales que permita dedicar el mayor número de recursos al desarrollo económico y social de los Estados Miembros.

La OEA realiza sus fines por medio de los siguientes órganos: la Asamblea General, la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores, los Consejos (el Consejo Permanente y el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral), el Comité Jurídico Interamericano, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, la Secretaría General, las Conferencias Especializadas, los Organismos Especializados, y otras entidades establecidas por la Asamblea General.

La Asamblea General celebra períodos ordinarios de sesiones una vez por año. En circunstancias especiales se reúne en períodos extraordinarios de sesiones. La Reunión de Consulta se convoca con el fin de considerar asuntos de carácter urgente y de interés común, y para servir de Órgano de Consulta en la aplicación del Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca (TIAR), que es el principal instrumento para la acción solidaria en caso de agresión. El Consejo Permanente conoce de los asuntos que le encomienda la Asamblea General o la Reunión de Consulta y ejecuta las decisiones de ambas cuando su cumplimiento no haya sido encomendado a otra entidad, vela por el mantenimiento de las relaciones de amistad entre los Estados Miembros así como por la observancia de las normas que regulan el funcionamiento de la Secretaría General y, además, actúa provisionalmente como Órgano de Consulta para la aplicación del TIAR. La Secretaría General es el órgano central y permanente de la OEA. La sede tanto del Consejo Permanente como de la Secretaría General está ubicada en Washington, D.C.

ESTADOS MIEMBROS: Antigua y Barbuda, Argentina, Bahamas (Commonwealth de las), Barbados, Belize, Bolivia, Brasil, Canadá, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Dominica (Commonwealth de), Ecuador, El Salvador, Estados Unidos, Grenada, Guatemala, Guyana, Haití, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Saint Kitts y Nevis, Santa Lucía, San Vicente y las Granadinas, Suriname, Trinidad y Tobago, Uruguay y Venezuela.
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�	Creado de conformidad con la resolución AG/RES. 2461 (XXXIX-O/09).


� 	Una definición más amplia diría: “Las pandillas representan el esfuerzo espontáneo de niños, niñas, adolescentes y jóvenes por crear, donde no lo hay, un espacio en la sociedad (fundamentalmente urbano) que sea adecuado a sus necesidades y en el cual puedan ejercer los derechos que la familia, el Estado y la comunidad les han vulnerado. Emergiendo como grupos de la pobreza extrema, la exclusión y la falta de oportunidades, las pandillas buscan satisfacer sus derechos a la supervivencia, protección y participación, organizándose sin supervisión y desarrollando sus propias normas y criterios de membresía, afianzando una territorialidad y una simbología que otorgue sentido a la pertenencia grupal. Paradójicamente, esta búsqueda de ejercer ciudadanía es, en muchos casos, violatoria de los derechos propios y ajenos, generando violencia y crimen en un círculo que retroalimenta y perpetúa la exclusión de la que provienen. Por ello, las pandillas no pueden revertir la situación que les dio origen. Siendo un fenómeno predominantemente masculino, las mujeres que se integran a las pandillas sufren con mayor intensidad las brechas de género y las inequidades propias de la cultura dominante”.


� 	Tal como lo menciona la consultora Serra Hoffman de los Estados Unidos, estas pandillas son descriptas y han sido estudiadas sólo en los Estados Unidos por autores como Meda Chesney-Lind y John Hagerdorn (1999-2003).


� 	Nicaragua refrenda su lucha contra la pobreza, contra la exclusión social, y propugna por la inclusión de todos los actores de la sociedad nicaragüense, a la vez de renovar sus esfuerzos en el Grupo de Trabajo Conjunto del Consejo Permanente y la CEPCIDI con la finalidad de culminar las negociaciones del proyecto de Carta Social de las Américas y su Plan de Acción. En lo relativo a la Declaración de Compromiso de Puerto España, el Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a esta Declaración. Durante la celebración de este evento, Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de trascendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben de elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.


�.	El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago. Durante la celebración de este evento, Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de transcendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.


�.	La Delegación de Colombia desea hacer la siguiente declaración en relación con el párrafo resolutivo 2 de la resolución “Ejecución del Plan de Acción Hemisférico Contra la Delincuencia Organizada Transnacional y fortalecimiento de la cooperación hemisférica”. Colombia ha ratificado la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y su Protocolo adicional para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, y está plenamente comprometida con su aplicación. Sin embargo, Colombia ha señalado que no ratificará los Protocolos contra la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones y contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire. Colombia no comparte la formulación del párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo contra la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones, sobre su ámbito de aplicación. Colombia hubiera preferido que el Protocolo se aplicase a todas las transferencias de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones, para contribuir realmente a prevenir y combatir su tráfico ilícito y para que las transferencias entre Estados, al igual que cualquier otra transferencia, quedasen sujetas a los mecanismos de control previstos en el Protocolo. Es preciso tener en cuenta la definición de “tráfico ilícito” contenida en el literal e) del artículo 3 del Protocolo, según la cual para que una transferencia sea lícita se requiere la autorización de todos los Estados Parte involucrados en ella. Una cláusula de salvamento como la que figura en el artículo 4 contradice esta definición al implicar que un Estado puede transferir armas sin la autorización o consentimiento de alguno de los Estados concernidos. Esto no sólo haría de esa transferencia un acto ilícito, sino que abre la posibilidad de que transfieran armas a actores no estatales. Colombia, país que se ha visto gravemente afectado por el tráfico ilícito de armas, no puede aceptar que se excluyan de las medidas de control del Protocolo ciertas transferencias de armas, como las transferencias a actores no estatales, las cuales constituyen a nuestro juicio un grave delito, y las transferencias entre Estados y, por ello, de acuerdo con la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, tomó soberanamente la decisión de no ratificar este Protocolo. Con respecto al Protocolo contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire, Colombia ha señalado que no lo ratificará porque considera que dicho instrumento contiene disposiciones que están diseñadas para legitimar la repatriación forzosa de migrantes que no necesariamente hayan sido objeto de tráfico ilícito. Este enfoque fue impulsado durante las negociaciones del Protocolo por los países receptores, ninguno de los cuales ha ratificado la Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares de 1990. Colombia considera que la cláusula contenida en el párrafo 4 del artículo 6 puede dar lugar a la criminalización del migrante, cuando el objeto del Protocolo es perseguir a los grupos delictivos, no a los migrantes. Por lo anterior, y de acuerdo con la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, Colombia tomó soberanamente la decisión de no ratificar este Protocolo.


�.	El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago. Durante la celebración de este evento, Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de transcendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.


�	[CITEL-2006] [AG/RES. 2159 (XXXVI-O/06) (objetivos a y b, funciones f, g, h)] [CITEL-2010]


�	[CITEL-2006, f] [AG/RES. 2159 (XXXVI-O/06)]


�	[CITEL-2002, f, h][AG/RES. 1946 (XXXIII-O/03)]


�	[CITEL-2006] [AG/RES. 2159 (XXXVI-O/06)]


�	[CITEL-2002, m][AG/RES. 1946 (XXXIII-O/03)]


�	[CITEL-2006] [AG/RES. 2159 (XXXVI-O/06)]


�	[CITEL-1998] [AG/RES 1589 (XXVIII-O/98)] [CITEL-2002] [AG/RES. 1946 (XXXIII-O/03)] [CITEL-2006] [AG/RES. 2159 (XXXVI-O/06)]


�	[CITEL-1998] [AG/RES 1589 (XXVIII-O/98)]


�	[CITEL-2002] [AG/RES. 1946 (XXXIII-O/03)]


�	[CITEL-2002] [AG/RES. 1946 (XXXIII-O/03)]


� 	El Número del Artículo de las Normas Generales fue modificado para tener en cuenta la actualización de las mismas (enero 2006). [CITEL-2006] [AG/RES. 2159 (XXXVI-O/06)]


�.	[CITEL-1998] [CITEL-2002]


�	[CITEL-2002]


�	[CITEL-2002]


�	[CITEL-1998] [CITEL-2002]


�	[CITEL-2002]


�	[CITEL-2002] [CITEL-2006]


�	[CITEL-1998, solo ingles] [CITEL-2002] [CITEL-2006]


�.	[CITEL-2002]


�.	[CITEL-1998]


�	[CITEL-2006]


�	[CITEL-2002] [CITEL-2006]


�	[CITEL-2006]


�	[CITEL-2006]


�	[CITEL-2002] [CITEL-2006]


�	[CITEL-2006]


�	[CITEL-1998]


�	[CITEL-2002]


�	[CITEL-1998]


�	[CITEL-2002] [CITEL-2006]


�	[CITEL-2002]


�	[CITEL-2002]


�	[CITEL-2002] [CITEL-2006]


�	[CITEL-2002 e, f, g]


�	[CITEL-1998]


�	[CITEL-1998] [CITEL-2002]


�	[CITEL-1998] [CITEL-2002] [COM/CITEL RES. 206 (XVIII-06)] [CITEL-2010]


�	[CITEL-1998] [CITEL-2002] [CITEL-2006]


�	[CITEL-1998] [CITEL-2002]


�	[CITEL-1998] [CITEL-2002]


�	[CITEL-2002]


�	[CITEL-1998] [CITEL-2002, r, t ]


�	[CITEL-2006]


�	[CITEL-2002] [CITEL-2006]


�	[CITEL-1998] [CITEL-2002]


�	[CITEL-2002] [CITEL-2006] [CITEL-2010]


� 	Brasil reafirma su compromiso con la plena implementación del Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional. Brasil desea señalar que en el Protocolo quedó establecida, en el ámbito internacional, la tipificación de la trata de personas. En vista de que en dicho protocolo, instrumento vinculante del derecho internacional, no se hace mención de la “trata interna”, Brasil considera que el Plan de Trabajo, el cual es de jerarquía inferior, no debe reconocer lo que no existe en el Protocolo. Desde el punto de vista del Gobierno de Brasil, es prerrogativa de los Estados Miembros aplicar el Protocolo de conformidad con su sistema de justicia penal. Por lo tanto, Brasil manifiesta su reserva en cuanto a la frase “ya sea a nivel nacional como internacional”.


� 	Brasil reafirma su compromiso con la plena implementación del Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional. Brasil desea señalar que en el Protocolo quedó establecida, en el ámbito internacional, la tipificación de la trata de personas. En vista de que en dicho protocolo, instrumento vinculante del derecho internacional, no se hace mención de la “trata interna”, Brasil considera que el Plan de Trabajo, el cual es de jerarquía inferior, no debe reconocer lo que no existe en el Protocolo. Desde el punto de vista del Gobierno de Brasil, es prerrogativa de los Estados Miembros aplicar el Protocolo de conformidad con su sistema de justicia penal. Por lo tanto, Brasil manifiesta su reserva en cuanto a la frase “reconociendo que la trata de personas ocurre tanto dentro de un país como entre varios países”.


�.	El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago. Durante la celebración de este evento, Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de transcendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.


�.	El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago. Durante la celebración de este evento, Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de transcendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.


� 	El Gobierno de Nicaragua refrenda su compromiso de continuar luchando contra el narcotráfico y sus delitos conexos, en tal sentido realiza permanentes esfuerzos en la lucha contra el crimen organizado transnacional. Aunque Nicaragua comparte las líneas de acción establecidas en el documento “Estrategia Hemisférica sobre Drogas”, no está de acuerdo con el lenguaje imperativo empleado en los vínculos al inicio de cada eje temático, considerando que ello contradice el principio de respeto a la soberanía de los Estados. El Gobierno de Nicaragua valora que esta estrategia podría servir de insumos a los Estados, si así lo consideran conveniente, no obstante es competencia y potestad de cada Estado definir sus propias políticas públicas y estrategias, así como desarrollar sus respectivos planes de acción. Dentro de este espíritu es válida la cooperación internacional para combatir el flagelo de las drogas.


�.	El problema mundial de las drogas se define en las Declaraciones de Naciones Unidas: la Declaración Política de la Asamblea General de las Naciones Unidas en su Vigésimo período ordinario de sesiones (1998) y la Declaración Política y Plan de Acción sobre Cooperación Internacional en favor de una Estrategia Integral y Equilibrada para Contrarrestar el Problema Mundial de las Drogas de la Comisión de Estupefacientes (2009): el cultivo, la producción, la fabricación, la venta, la demanda, el tráfico y la distribución ilícitos de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, incluidos los estimulantes de tipo anfetamínico, el desvío de precursores y actividades delictivas conexas.


1 	Estados Unidos sigue estando comprometido con la acción humanitaria contra las minas y sigue estando dispuesto a cooperar para que se adopten medidas prácticas que pongan fin al legado pernicioso de las minas terrestres. Estados Unidos continuará respaldando los esfuerzos de la OEA para eliminar la amenaza humanitaria de todas las minas terrestres persistentes y declarar a los países “libres del impacto de las minas”. Además, Estados Unidos está realizando un examen integral de su política sobre minas terrestres antipersonal. (El texto de este pie de página continúa en la pág. 237.)


� (continuación del pie de página 1) Estados Unidos lamenta que en esta resolución no se condene, por nombre, el uso de minas terrestres en Colombia por parte de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), de una manera similar a la resolución CP/RES. 837 (1354/03), “Condena a actos terroristas en Colombia”, la cual fue aprobada el 12 de febrero de 2003 por el Consejo Permanente de la OEA. El 14 de agosto de 2007, Estados Unidos condenó el uso continuo y creciente de minas terrestres y otros artefactos explosivos por parte de las FARC después de que las Naciones Unidas, un grupo de organizaciones no gubernamentales fidedignas y la prensa señalaron a las FARC como el “más grande grupo armado no estatal y el mayor utilizador de minas”.





�.	El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago. Durante la celebración de este evento, Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de transcendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.


�.	El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago. Durante la celebración de este evento, Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de transcendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.


� 	El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago. Durante la celebración de este evento, Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de transcendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. (El texto de este pie de página continúa en la pág. 250.)


� 	La Delegación de Bolivia manifestó que este documento tiene que evaluarse con las autoridades de cooperación y la aplicación de la nueva Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia.


� 	Este documento fue distribuido como CIDI/RECOOP/doc.8/09 rev. 3.


�.	El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago. Durante la celebración de este evento, Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de transcendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.


�. 	El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago. Durante la celebración de este evento, Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de transcendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.


�.	El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago. Durante la celebración de este evento, Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de transcendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.


�.	El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago. Durante la celebración de este evento, Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de transcendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.


�. 	El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago. Durante la celebración de este evento, Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de transcendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.


� 	Costa Rica, al no ser parte activa de la Junta Interamericana de Defensa, apoyó esta resolución en aras de mantener el consenso.


� 	El Gobierno de Nicaragua no apoya esta resolución por no estar de acuerdo en que la Junta Interamericana de Defensa (JID) intervenga en asuntos o actividades de naturaleza militar o de otra índole que implicaren un menoscabo a la soberanía, la independencia, la institucionalidad y el ordenamiento jurídico del país.


�. 	Reserva de Estados Unidos: Estados Unidos ha estado preocupado durante mucho tiempo por las persistentes violaciones al derecho internacional que ocurren en todo el mundo y continuará siendo un firme defensor del principio de responsabilidad por crímenes de guerra, el genocidio y crímenes de lesa humanidad. (El texto de este pie de página continúa en la pág. 300.)





�.	Reserva del Gobierno de Nicaragua: Nicaragua viene observando que continúan cometiéndose violaciones al derecho internacional humanitario, así como al derecho internacional de los derechos humanos en muchas partes del mundo, produciendo crímenes internacionales y de lesa humanidad. En atención a las normas y principios del derecho internacional, se sanciona bajo el titulo XXII del Código Penal Nicaragüense los delitos contra el orden internacional y los delitos de lesa humanidad. (El texto de este pie de página continúa en la pág. 300.)


� 	El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago. Durante la celebración de este evento, Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de transcendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.


� 	Las presentes “Conclusiones y Recomendaciones” fueron aprobadas por consenso en la sesión plenaria celebrada el día 26 de febrero de 2010, en el marco de la Octava Reunión de Ministros de Justicia u otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA VIII) celebrada en Brasilia, Brasil.


� 	El Gobierno de Venezuela reitera el contenido de sus reservas al ALCA formuladas en las Declaraciones y Planes de Acción de las Cumbres de las Américas (párrafo 15 de la Declaración de Quebec y párrafo 6-A del Plan de Acción, y párrafo 12 de la Declaración de Nuevo León), así como en la resolución AG/RES. 2014 (XXXIV-O/04), “Comercio e integración en las Américas”, y anteriores resoluciones con igual título.


�.	El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago. Durante la celebración de este evento, Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de transcendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.


�. 	Este documento fue distribuido como CIDI/TRABAJO/DEC.1/09 (XVI-O/09).


�. 	Este documento fue distribuido como CIDI/TRABAJO/doc.5/09 rev. 1 corr. 1.


�.	Los Gobiernos de la República Bolivariana de Venezuela y de la República de Nicaragua expresan su reserva a esta resolución por considerar que la promoción del desarrollo integral en la región sólo podrá alcanzarse mediante políticas que impulsen la integración, la cooperación, la complementariedad y la solidaridad. (El texto de este pie de página continua en la página 355.)


�.	El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago. Durante la celebración de este evento, Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de transcendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. 


� 	Ibíd. 


�	Reserva del Gobierno de Nicaragua: “El Gobierno de Nicaragua reitera su compromiso con la promoción y protección de los derechos humanos, los que se encuentran sustentados en la Constitución Política de la Republica y en numerosos instrumentos internacionales en los que figuramos como Estado Parte. El cumplimiento por parte de Nicaragua de los fallos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha venido a contribuir con la función consultiva y contenciosa de la Corte, originando un mayor desarrollo de la jurisprudencia interamericana y dando un aporte sustantivo al derecho internacional de los derechos humanos. En lo relativo a la Declaración de Compromiso de Puerto España, el Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a dicha Declaración. Durante la celebración de este evento, Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de trascendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben de elaborarse derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago”.


�.	El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago. Durante la celebración del evento, Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de trascendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General. Nicaragua reafirma que los puntos de la agenda para la Asamblea General deben elaborarse derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.


�. 	Este documento fue distribuido como CIDI/RME/DEC.1/09.


� 	Los Gobiernos de la República de Nicaragua y de la República Bolivariana de Venezuela consideran que el turismo debe concebirse como un proceso social que beneficie a toda la colectividad y esté orientado al mejoramiento de la calidad de vida de las comunidades receptoras. Asimismo, dejan constancia que la promoción del desarrollo integral en la región sólo podrá alcanzarse mediante políticas que impulsen la integración, la cooperación, la complementariedad y la solidaridad. 


�.	El Gobierno de la República de Nicaragua manifiesta su apoyo a la mayoría de los párrafos contenidos en esta resolución sobre el derecho a la verdad. (El texto de este pie de página continúa en la pág. 396.)


�.	La Delegación de la República Bolivariana de Venezuela se adhiere a la reserva presentada por el Gobierno de la República de Nicaragua.


�.	La Delegación de la República del Ecuador se adhiere a la reserva presentada por el Gobierno de la República de Nicaragua.


�.	El Gobierno de la República de Nicaragua reitera su compromiso con la promoción y protección de los derechos humanos cuya tutela figura en la Constitución Política de nuestro país y en numerosos instrumentos internacionales de los cuales Nicaragua es Estado Parte. En lo que respecta a la labor que desarrolla la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), consideramos necesario que dicha Comisión no aplique un doble estándar en su análisis de la situación de los derechos humanos en la región. (El texto de este pie de página continúa en la pág. 416.)





�.	La República Bolivariana de Venezuela garantiza a toda persona, conforme al principio de progresividad y sin discriminación alguna, el goce y ejercicio irrenunciable, indivisible e interdependiente de los derechos humanos. Su respeto, protección y garantía son una prioridad para el Estado venezolano. El Gobierno Bolivariano de Venezuela le otorga a los derechos humanos de todas las personas y comunidades un trato privilegiado, teniendo en cuenta que el ser humano ocupa el centro de las preocupaciones de nuestro Gobierno. (El texto de este pie de página continúa en la pág. 416.)


�.	La República Bolivariana de Venezuela garantiza a toda persona, conforme al principio de progresividad y sin discriminación alguna, el goce y ejercicio irrenunciable, indivisible e interdependiente de los derechos humanos. Su respeto, protección y garantía son una prioridad para el Estado venezolano. El Gobierno Bolivariano de Venezuela le otorga a los derechos humanos de todas las personas y comunidades un trato privilegiado, teniendo en cuenta que el ser humano ocupa el centro de las preocupaciones de nuestro Gobierno. (El texto de este pie de página continúa en la pág. 431.)


�.	El Gobierno de Nicaragua reitera su compromiso con la promoción y protección de los derechos humanos los que se encuentran sustentados en la Constitución Política de la República y en numerosos instrumentos internacionales de los que somos Estado Parte. El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago. Durante la celebración de este evento, Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de transcendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago. 


� 	Antigua y Barbuda considera que es necesario revisar el mandato que la Asamblea General dio al Consejo Permanente, mediante la resolución AG/RES. 2126 (XXXV-O/05) y otras subsiguientes, para instituir un grupo de trabajo que completara un proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia. Desde que fue instalado este Grupo de Trabajo, los Estados Miembros no han podido llegar a un consenso sobre el alcance de este instrumento, y en consecuencia las negociaciones se encuentran en un punto muerto. Aunque sigue estando comprometida con la erradicación del racismo y toda forma de discriminación e intolerancia en las Américas, Antigua y Barbuda ya no considera que un solo instrumento sea práctico. Por lo tanto, Antigua y Barbuda estima ahora que los Estados Miembros deberían completar una Convención Interamericana contra el Racismo y uno o más Protocolos Facultativos sobre Todas las Formas de Discriminación e Intolerancia.


� 	ALTERNATIVA: En caso que la autoridad pública que recibió la solicitud determine razonablemente que no es la autoridad competente para contestar dicha solicitud, deberá, dentro de los [cinco] días hábiles posteriores a la recepción de la solicitud, indicar la autoridad correspondiente al solicitante.


�.	El Gobierno de Nicaragua deja constancia de su expresa reserva a la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, realizada en Puerto España, Trinidad y Tobago. Durante la celebración de este evento, Nicaragua expresó su posición en la que consideró como inaceptable e insuficiente la Declaración de la Quinta Cumbre de las Américas, por no dar respuesta a una serie de temas de transcendental importancia para el Hemisferio y que aún continúan pendientes de discusión. De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.








�. 	(Continuación del texto de pie de página 1.) De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago.


�.	Estados Unidos deja constancia de su reserva a este párrafo. La Declaración del Presidente de la Cumbre ofrece la perspectiva del organizador respecto de los temas debatidos. Sin embargo, la Declaración no fue negociada por los Estados Miembros y, por lo tanto, no es un documento consensuado. Como tal, no debe citarse como referencia oficial para el seguimiento de la Cumbre.


� 	(Continuación del texto del pie de página 1.) Estados Unidos espera que la Corte Penal Internacional y la Asamblea de los Estados Partes sigan avanzando en el cumplimiento del histórico mandato de la Corte Penal Internacional de hacer justicia para los hombres, mujeres y niños inocentes que han sido asesinados, violados y mutilados, y que han sufrido los crímenes que horrorizan la conciencia de toda la humanidad. Al no ser parte del Estatuto de Roma, Estados Unidos puede ser una contraparte y un aliado en la causa de la promoción de la justicia internacional. Sin embargo, Estados Unidos no está en posición de unirse al consenso sobre esta resolución debido, en parte, a que en esta resolución deben distinguirse con mayor claridad los diferentes papeles de los Estados Partes del Estatuto de Roma así como de los que no son parte, en diferentes secciones del texto. Estados Unidos aguarda con interés la Conferencia de Revisión de la Corte Penal Internacional e insta a los Estados Miembros de la OEA que participarán en dicha conferencia a que unan sus esfuerzos para lograr decisiones consensuadas en Kampala, en particular en lo que se refiere a las propuestas que representarían un cambio fundamental en el mandato de la Corte. Estados Unidos entiende que cualquier apoyo de la OEA para la Corte Penal Internacional procederá de las contribuciones a los fondos específicos y no del presupuesto regular de la Organización. 





� 	(Continuación del texto del pie de página 2.) En lo que respecta a la renovación del llamado a considerar la ratificación o adhesión del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, el Gobierno de Nicaragua no puede acompañar el presente texto de resolución debido a que en Nicaragua no existen aún las condiciones propicias para adherirse a la Corte Penal Internacional.


�


(Continuación del texto del pie de página 1.) De igual manera, Nicaragua no acepta la referencia a dicha Declaración que se exprese en las diversas resoluciones que sean aprobadas en la Asamblea General de la OEA. Nicaragua reafirma que los puntos en la agenda para la Asamblea General deben elaborarse, derivándolos de los debates y discusiones de los Jefes de Estado y de Gobierno en Trinidad y Tobago


� 	(Continuación de la nota de pie 1) No obstante no puede apoyar las referencias a las comisiones de la verdad que se señalan en los párrafos resolutivos 2, 3 y 4, ya que existe un contexto político internacional diferente, provocado por el golpe de Estado en Honduras y la creación posterior de una “Comisión de la Verdad”, con el objetivo de encubrir el golpe de Estado en ese país y, en consecuencia, las numerosas violaciones a los derechos humanos que aun se continúan cometiendo y que han sido denunciadas por diversos organismos de derechos humanos nacionales e internacionales. Dicha “Comisión de la Verdad” no puede ser auspiciada, ni avalada por ninguna resolución de la Organización de los Estados Americanos, ni puede aceptarse como precedente a través de la cual se pretenda legitimar sus actuaciones encaminadas a justificar el golpe de Estado, lo cual es inadmisible.


�.	(Continuación del texto del pie de página 1.) Los elementos de transparencia, veracidad de las fuentes de información, su imparcialidad y universalidad contribuirán a la mayor objetividad de los trabajos de la Comisión y por ende sus recomendaciones no deben de ser utilizadas como un instrumento de presión política en contra de algunos Estados. 





�.	(Continuación del texto del pie de página 2.) En este sentido el Estado venezolano día a día hace sus “mejores esfuerzos” para garantizar el respeto absoluto de los derechos humanos sobre su territorio “conforme al mandato Constitucional, a la voluntad popular y a los principios revolucionarios”. El Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela se abstiene de aprobar la presente resolución ya que considera que el sistema interamericano de derechos humanos, en especial la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), ha abandonado su condición de organismo protector de los derechos humanos para convertirse en un instrumento político de los sectores nacionales e internacionales que, por razones ideológicas, arremeten contra los gobiernos progresistas de la región. 


Considera el Gobierno Bolivariano de Venezuela que el carácter inexacto, malintencionado y falso de las afirmaciones, recomendaciones y decisiones de estos órganos causan un gran daño que afecta la estabilidad democrática de los Estados. Asimismo consideramos que el sistema, en especial la CIDH, ha perdido la credibilidad para referirse al tema de los derechos humanos en Venezuela tras haber reconocido el gobierno de facto que se instauró en Venezuela tras los sucesos de abril de 2002. Los señalamientos que efectúa la Comisión carecen de una metodología fundamentada en la objetividad y transparencia, efectuando remisiones genéricas a fuentes que no determina, al peso excesivo que coloca en las fuentes hemerográficas, las cuales no siempre están al servicio de la veracidad, si tomamos en cuenta la politización y parcialización que algunos medios de comunicación de prensa, radio y televisión tienen contra el Gobierno legítimo de Venezuela, así como algunas ONG venezolanas y extranjeras las cuales participaron en el golpe de Estado de abril de 2002 y en el paro empresarial y petrolero ilegal y con fines desestabilizadores de diciembre de 2003. Venezuela cuenta con razones suficientes para afirmar que la CIDH ha abandonado su condición de organismo internacional imparcial encargado de velar por el respeto de los derechos humanos en la región para convertirse en un instrumento político de los sectores nacionales e internacionales interesados en deslegitimar la Revolución Bolivariana y Socialista que encabeza el Presidente Hugo Chávez Frías. El Estado venezolano ha perdido sus esperanzas de que la Comisión retome la sindéresis y demuestre su nivel de compromiso con los derechos humanos y deje de tomar acciones que desvirtúan sus competencias y objetivos. En este sentido, es importante recordar como la extinta Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas perdió toda credibilidad una vez que se instauró como foro que servía para ventilar las diferencias políticas entre los Estados, dándoles la espalda a los individuos y comunidades que en algún momento cifraron sus esperanzas en dicho órgano.


Asimismo, recordamos la resolución del Consejo de Derechos Humanos que sustituyó a la desacreditada Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas la cual establece: “Reconociendo también la importancia de garantizar la universalidad, objetividad y no selectividad en el examen de las cuestiones de derechos humanos y de eliminar la aplicación de un doble rasero y la politización”. El Estado venezolano reitera su llamamiento para que la Comisión, en aras de la transparencia y objetividad de sus actuaciones, establezca un balance entre sus pretensiones y sus verdaderas competencias. Por las razones expuestas, ante las violaciones de las normas del sistema, tanto sustantivas como procedimentales, la vulneración de la credibilidad, eficacia y eficiencia del sistema y la conducta negligente que la Comisión ha mantenido, el Gobierno Bolivariano de Venezuela se abstiene y desaprueba en su totalidad el contenido de la presente resolución. 


�.	(Continuación del texto del pie de página 1.) En este sentido, el Estado venezolano día a día hace sus “mejores esfuerzos” para garantizar el respeto absoluto de los derechos humanos sobre su territorio “conforme al mandato Constitucional, a la voluntad popular y a los principios revolucionarios”.El Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela se abstiene de aprobar la presente resolución ya que considera que el sistema interamericano de derechos humanos, en especial la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), ha abandonado su condición de organismo protector de los derechos humanos para convertirse en un instrumento político de los sectores nacionales e internacionales que, por razones ideológicas, arremeten contra los gobiernos progresistas de la región. Considera el Gobierno Bolivariano de Venezuela que el carácter inexacto, malintencionado y falso de las afirmaciones, recomendaciones y decisiones de estos órganos causan un gran daño que afecta la estabilidad democrática de los Estados. Asimismo consideramos que el sistema, en especial la CIDH, ha perdido la credibilidad para referirse al tema de los derechos humanos en Venezuela tras haber reconocido el gobierno de facto que se instauró en Venezuela tras los sucesos de abril de 2002. Los señalamientos que efectúa la Comisión carecen de una metodología fundamentada en la objetividad y transparencia, efectuando remisiones genéricas a fuentes que no determina, al peso excesivo que coloca en las fuentes hemerográficas, las cuales no siempre están al servicio de la veracidad, si tomamos en cuenta la politización y parcialización que algunos medios de comunicación de prensa, radio y televisión tienen contra el Gobierno legítimo de Venezuela, así como algunas ONG venezolanas y extranjeras las cuales participaron en el golpe de Estado de abril de 2002 y en el paro empresarial y petrolero ilegal y con fines desestabilizadores de diciembre de 2003.Venezuela cuenta con razones suficientes para afirmar que la CIDH ha abandonado su condición de organismo internacional imparcial encargado de velar por el respeto de los derechos humanos en la región, para convertirse en un instrumento político de los sectores nacionales e internacionales interesados en deslegitimar la Revolución Bolivariana y Socialista que encabeza el Presidente Hugo Chávez Frías. El Estado venezolano ha perdido sus esperanzas de que la Comisión retome la sindéresis y demuestre su nivel de compromiso con los derechos humanos y deje de tomar acciones que desvirtúan sus competencias y objetivos. En este sentido, es importante recordar como la extinta Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas perdió toda credibilidad una vez que se instauró como foro que servía para ventilar las diferencias políticas entre los Estados, dándoles la espalda a los individuos y comunidades que en algún momento cifraron sus esperanzas en dicho órgano.


Asimismo, recordamos la resolución del Consejo de Derechos Humanos que sustituyó a la desacreditada Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas la cual establece: “Reconociendo también la importancia de garantizar la universalidad, objetividad y no selectividad en el examen de las cuestiones de derechos humanos y de eliminar la aplicación de un doble rasero y la politización”. El Estado venezolano reitera su llamado para que la Comisión, en aras de la transparencia y objetividad de sus actuaciones, establezca un balance entre sus pretensiones y sus verdaderas competencias. Por las razones expuestas, ante las violaciones de las normas del sistema, tanto sustantivas como procedimentales, la vulneración de la credibilidad, eficacia y eficiencia del sistema y la conducta negligente que la Comisión ha mantenido, el Gobierno Bolivariano de Venezuela se abstiene y desaprueba en su totalidad el contenido de la presente resolución. 





